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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:25, en presencia de 22 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Las actas de las sesiones 87ª, ordinaria, en 10 de enero del presente año; 88ª, especial, y 89ª, ordinaria, ambas en 11 de enero recién pasado, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Seis de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, para el despacho de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial, para estandarizar y mejorar el proceso de solicitud de marcas y patentes (boletín N° 7.862-03).



2.- Proyecto que modifica la ley N° 20.241, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (boletín N° 7.503-19).



3.- Proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (boletín N° 6.747-12).



Con el segundo hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para el despacho del proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal CONAF (boletín N° 7.486-01).



Con los tres siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (boletín N° 5.838-07).



2.- Proyecto de ley que establece el Día de la adopción y del que está por nacer (boletín N° 7.254-07).



3.- Proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (boletín N° 7.815-15).



Con el último retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para el  despacho del proyecto que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, a fin de incorporar en el certificado de inscripción el kilometraje registrado en el dispositivo y sancionar a quienes lo adulteren (boletines Nos. 7.559-15 y 7.565-15, refundidos).


--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que prestó su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que establece la Ley Marco de Bomberos de Chile (boletín Nº 7.897-22).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con el segundo comunica que aprobó el proyecto, en primer trámite constitucional, que interpreta el artículo 61 del D.F.L. N° 382, Ley General de Servicios Sanitarios, respecto a la comercialización de aguas servidas (boletín N° 7.583-09)(Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Obras Públicas.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 30 y 34 del decreto ley N° 3.538, Ley Orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros, y 35 del decreto ley N° 1.263, Orgánico de Administración Financiera del Estado; del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1994, que fija el texto refundido, sistematizado y actualizado del Estatuto Orgánico del Servicio de Tesorerías, y del inciso final del artículo 40 de la ley N° 18.287, que fija el procedimiento ante los juzgados de policía local.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Envía copia autorizada de las resoluciones recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 4°, inciso primero, de la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, y 768, inciso segundo, del Código de Procedimiento Civil.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Hacienda: 



Absuelve consulta sobre representante legal del Club de Excursionistas Grupo Tacitas y transferencias de recursos públicos a dicha entidad, formulada en nombre de la Senadora señora Pérez San Martín.

 

De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social:



Atiende petición, cursada en nombre de los Senadores señores Bianchi, Chahuán, Horvath, Prokurica y Sabag, relativa al estudio de un proyecto que modifique la ley N° 16.744 con el fin de eliminar la distinción entre obreros y empleados en materia de seguro social contra accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Responde observaciones, remitidas en nombre del Senador señor Horvath, en pro de medidas para el pronto inicio de las obras del tramo faltante del camino Austral y de una fórmula de contrato de servicios directos para el sistema de conectividad bimodal. 



Del señor Ministro de Salud:



Informa el procedimiento administrativo mediante el cual una persona enferma de cáncer de mama puede acceder a ayuda económica para su tratamiento, en respuesta a una solicitud cursada en nombre del Senador señor Frei.



Remite la respuesta del Servicio de Salud de la Región del Biobío a una consulta, enviada en nombre del Senador señor Navarro, respecto a fiscalizaciones y medidas adoptadas por la autoridad sanitaria ante la presencia de polvillo negro sobre la comuna de Hualpén.



Da respuesta a peticiones de información, cursadas en nombre de la Senadora señora Rincón, sobre las siguientes materias:



1.- Denuncia de paciente por negligencia médica en la Unidad de  Dermatología del Hospital del Salvador.



2.- Contratación, por aquella Secretaría de Estado, de un médico de planta con residencia en la comuna de Cauquenes y de un subrogante para el hospital de dicha comuna.



Del señor Subsecretario del Medio Ambiente (s):



Informa curso administrativo dado a la petición de antecedentes, formulada en nombre del Senador señor Navarro, referente al cumplimiento de la normativa ambiental por la operación de la cantera existente en la Base Naval de Talcahuano.



Del señor Intendente del Maule:



Da contestación a solicitud, enviada en nombre de la Senadora señora Rincón, relativa a dotación de recursos para mantener y limpiar fosas en las comunas de Yerbas Buenas y Longaví.



Del señor Abogado Jefe de la Contraloría General de la República:



Comunica requerimiento de sendos informes al Comandante en Jefe de la Armada y al Director del Servicio de Evaluación Ambiental en razón del dictamen, solicitado en nombre del Senador señor Navarro, sobre cumplimiento de normativa ambiental en la cantera que opera en la Base Naval de Talcahuano para reparar los molos dañados por el terremoto y el tsunami del 27 de febrero de 2010.


De la señora Superintendenta de Pensiones:



Da contestación a petición de antecedentes, enviada en nombre de la Senadora señora Rincón, respecto a denuncia formulada por un imponente sobre eventuales anomalías en el cálculo de su pensión de vejez.



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Acusa recibo de solicitud, enviada en nombre del Senador señor Navarro,  para que se informe sobre el número de personas de nacionalidad china ingresadas al territorio nacional durante los últimos dos años.

 

 --Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión Mixta constituida para proponer, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (boletín N° 6.747-12) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 2).


Segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología e informe de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.241, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (boletín N° 7.503-19) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véanse en los Anexos, documentos 3 y 4).



De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que regula el pago de las tarifas eléctricas de las generadoras residenciales (boletín N° 6.041-08) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 5).



Dos de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los siguientes proyectos de acuerdo, en segundo trámite constitucional, con urgencia calificada de “suma”: 



1.- “Acuerdo Marco para la Implementación de Sistemas de Control Integrado y de Cooperación para la Facilitación del Tránsito en los Pasos de Frontera Habilitados entre la República de Chile y la República del Perú”, suscrito en Santiago el 19 de enero de 2011 (boletín Nº 7.967-10) (Véase en los Anexos, documento 6).



2.- “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Nicaragua sobre Autorización para el Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Técnico y Administrativo de las Misiones Diplomáticas y Representaciones Consulares”, suscrito en Managua, Nicaragua, el 22 de febrero de 2011 (boletín Nº 7.987-10) Véase en los Anexos, documento 7).



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Orpis, que establece el Día de la adopción y del que está por nacer (boletín N° 7.254-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 8).



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la venta y arriendo de videojuegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (boletín N° 5.579-03) (con urgencia calificada de “simple”) Véase en los Anexos, documento 9).

 

--Quedan para tabla.

Mociones



De la Senadora señora Pérez San Martín, con las que da inicio a las siguientes iniciativas: 



1.- Proyecto de reforma constitucional que limita la reelección parlamentaria consecutiva a una vez en los respectivos distritos o circunscripciones (boletín N° 8.147-07) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



2.- Proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades para limitar la reelección consecutiva de alcaldes y concejales a una única vez en la misma comuna (boletín N° 8.148-06) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señores Larraín Peña, Frei, Kuschel, Larraín Fernández, Prokurica y Walker (don Patricio), mediante el que le piden al Gobierno de la República elevar una protesta formal ante la Organización de las Naciones Unidas por el desarrollo que la República Islámica de Irán hace de instalaciones nucleares de potencial aplicación bélica y de su utilización como amenaza para los demás Estados del Golfo Pérsico y del Oriente Medio, en especial para la República de Israel (boletín N° S 1.441-12) (Véase en los Anexos, documento 12).



De los Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Escalona, Frei, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés), relativo al envío por el Ejecutivo de un proyecto de ley que reemplace el sistema electoral binominal y mejore los niveles de representatividad y participación democrática (boletín N° S 1.442-12) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Comunicación



Del Senador señor Chahuán, con la que solicita que, en su nombre, se dirija un oficio a Su Excelencia el Presidente de la República para pedirle que considere el envío a tramitación legislativa de un proyecto afín a los propósitos de la moción, de la que es coautor junto con los Senadores señores Girardi, Ruiz-Esquide y Uriarte, que otorga facultades a la Superintendencia de Salud para ordenar homologaciones regulares de prestaciones médicas, la que fue declarada inadmisible en la sesión del martes 10 de enero último.



--Se accede a lo solicitado.

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica. 

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, le pido recabar la unanimidad de la Sala al objeto de abrir un nuevo plazo, hasta las 18 de hoy, para formular indicaciones al proyecto de ley que establece compensación a usuarios por interrupción, restricción o racionamiento del suministro de agua potable, que se halla radicado en la Comisión de Obras Públicas.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Se aprueba la petición.
)-----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General para dar a conocer los acuerdos de Comités.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, acordaron lo siguiente:



1.- Tratar en esta sesión, como si fueran de Fácil Despacho, los siguientes asuntos:



-Proyecto, en segundo trámite constitucional (figura con el número 1 en el Orden del Día), que modifica la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial, para estandarizar y mejorar el proceso de solicitud de marcas y patentes (boletín N° 7.862-03).



-Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que regula el pago de tarifas eléctricas de las generadoras residenciales (boletín N° 6.041-08).



2.- Incorporar a la tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana, miércoles 18, el proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental.



3.- Poner en el primer lugar del Tiempo de Votaciones de hoy el proyecto de acuerdo, presentado por diversos señores Senadores, relativo a la necesidad de dar cumplimiento a la ley N° 19.733 para cautelar el pleno respeto a la libertad de informar, el ejercicio del periodismo y el pluralismo en el ámbito de la radiodifusión, y asegurar la reciprocidad entre los países. Y en el segundo lugar, el proyecto de acuerdo -se acaba de dar cuenta de él- de los Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Escalona, Frei, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Zaldívar relativo al envío por el Ejecutivo de una iniciativa de ley que reemplace el sistema electoral binominal y mejore los niveles de representatividad y participación democrática.



4.- Remitir a la Comisión de Relaciones Exteriores el proyecto de acuerdo -figura en la Cuenta de esta sesión- mediante el cual los Senadores señores Carlos Larraín, Frei, Kuschel, Hernán Larraín, Prokurica y Patricio Walker le piden al Gobierno elevar una protesta formal ante las Naciones Unidas por el desarrollo que la República Islámica de Irán hace de instalaciones nucleares de potencial aplicación bélica y de su utilización como amenaza para los demás Estados del Golfo Pérsico y del Oriente Medio, en especial para la República de Israel.



5.- Fijar para el mes de marzo, en fecha que se acordará oportunamente, la sesión especial pedida por los Comités Partido Demócrata Cristiano, Partido Socialista, Partido Por la Democracia, Partido Radical Socialdemócrata y Partido Movimiento Amplio Social con el objetivo de “abordar, recabar antecedentes y emitir opinión respecto de la situación que afecta al precio de los combustibles en materia de libre competencia, específicamente para analizar las mínimas variaciones que estos registran frente a los escenarios de constantes alzas en las diversas estaciones de servicio”.



6.- Fijar un nuevo plazo, hasta el lunes 12 de marzo, a las 13, para formular indicaciones a los siguientes proyectos de ley:



-El atinente a la tasa máxima de interés convencional, y



-El que establece compensaciones a usuarios de agua potable por interrupción, restricción o racionamiento del suministro.

La señora ALLENDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, debo recordar que en la sesión de Comités se acordó otorgarle la palabra al Senador Hernán Larraín -en tiempo de Fácil Despacho, me parece- para que, en su condición de Presidente de la Comisión de Ética y Transparencia y como máximo responsable de la organización del Seminario sobre Transparencia y Probidad que se acaba de llevar a cabo, dé a la Sala un breve informe acerca de ese relevante encuentro internacional.



La idea es que el Senado tome conocimiento de ello y vote como proyecto de acuerdo la denominada “Declaración de Santiago”, para avanzar un paso más en la línea de lo allí propuesto.

El señor GIRARDI (Presidente).- Así es.



Tiene la palabra el señor Secretario General para dar cuenta de un último acuerdo de los Comités.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Finalmente, los Comités acordaron fijar un nuevo plazo, hasta el lunes 12 de marzo, a las 13, para presentar indicaciones al proyecto de ley que mejora la fiscalización para la prevención del delito de abigeato.

La señora ALLENDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

La señora ALLENDE.- Me asalta una duda, señor Presidente -estoy un poco confundida-, vinculada con uno de los acuerdos de que dio cuenta el señor Secretario.



Si no recuerdo mal, el Senador Prokurica pidió plazo hasta las 6 de esta tarde para formular indicaciones al proyecto que otorga compensaciones por cortes en el suministro de agua potable, y la Sala aprobó esa solicitud.



¿No es la misma iniciativa a cuyo respecto los Comités acordaron prorrogar el término para presentar indicaciones hasta el 12 de marzo?



Me gustaría que se aclarara la situación,...

El señor PROKURICA.- Es un proyecto  que se está tramitando desde hace bastante tiempo en la Comisión de Obras Públicas.

La señora ALLENDE.- ... porque estamos con informaciones contrapuestas: tenemos por un lado el acuerdo de los Comités, y por otro, lo que resolvió la Sala a solicitud del Senador Prokurica.

El señor GIRARDI (Presidente).- Los Comités acordaron el 12 de marzo.

La señora ALLENDE.- Así es.

El señor GIRARDI (Presidente).- Yo sé que el Senador Prokurica acata las decisiones de los Comités.

El señor PROKURICA.- Está bien, señor Presidente.

INFORME ACERCA DE SEMINARIO INTERNACIONAL SOBRE TRANSPARENCIA Y PROBIDAD EN PARLAMENTO Y EN SISTEMA DE PARTIDOS POLÍTICOS

El señor GIRARDI (Presidente).- Para dar cuenta del muy relevante Seminario acerca de Transparencia y Probidad en el Congreso Nacional y en el Sistema de Partidos Políticos, que se acaba de celebrar, tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, procurando ser lo más breve posible, debo manifestar que el Seminario en comento, organizado por la Comisión de Ética y Transparencia de la Cámara Alta y que contó con la participación de los integrantes de ese órgano -Senadores señoras Allende y Alvear y señores Tuma y José García, más quien habla-, fue (perdón por decirlo nosotros) bastante exitoso.



Tuvimos una participación internacional muy destacada. Aproximadamente cuarenta panelistas, de distintos países, con bastante especialidad en los diversos temas que se tocaron, estuvieron presentes en una serie de mesas de trabajo y reuniones plenarias que configuraron una agenda muy intensa durante los días jueves y viernes de la semana recién pasada.



Contamos, además, con la asistencia de figuras de mucha relevancia, como el Subsecretario de Naciones Unidas y Director Regional del PNUD para América Latina y el Caribe, Heraldo Muñoz, y el Secretario General de la OEA, José Miguel Insulza, ambos compatriotas nuestros.



Vale la pena subrayar la concurrencia de María Otero, Subsecretaria de Estado de Estados Unidos, encargada de Asuntos Hemisféricos, Sociedad Civil y Derechos Humanos, quien tiene un rol extraordinariamente significativo en la política de ese país. Su participación le dio un marco singular al Seminario, al que fue invitada especialmente. Ella es quien preside, junto con el Ministro Hage, de Brasil, la iniciativa del Presidente Obama (cuenta ya con más de cincuenta naciones adherentes, entre ellas Chile) sobre Asociación de Gobierno Abierto, que está impulsando, precisamente a nivel de gobiernos, las políticas de transparencia y acceso a la información que buscábamos aprobar en esta instancia.



Participaron también Enrique Iglesias, Secretario General de las Cumbres Iberoamericanas, y un elenco de figuras que sorprendieron por el nivel de conocimiento de los temas abordados.



Quisiera consignar que sentimos bastante orgullo -y con razón- del nivel de avance de nuestro país en transparencia y probidad, por la legislación y la reforma constitucional dictadas, por la aprobación de los tratados que se aplican en Chile en estas materias. Pero, en la medida en que uno va conociendo los distintos detalles -y esa fue la experiencia de los Senadores presentes-, se da cuenta de que hay todavía mucho camino por recorrer.



También nos preocupamos de incorporar a la Cámara de Diputados, invitando a ser moderadores de las comisiones y mesas de trabajo a integrantes de su Comisión de Ética y Transparencia y del Grupo Parlamentario Pro Transparencia, que asimismo incluye a miembros de esa Corporación.



Deseo referirme muy brevemente a las conclusiones a que se llegó, trabajadas con anticipación y que durante los dos días fueron circulando entre los participantes de manera de obtener una declaración lo más amplia posible, pero, en especial, clara, precisa y concreta, para poder avanzar en aspectos compartidos por todos, en general, mas objeto de diferencias de opinión al entrar ya en el “área chica”.



Se les hará llegar una copia del texto a Sus Señorías, porque los Comités han acordado que se vote mañana como un acuerdo del Senado, y lo propio le hemos pedido a la Cámara de Diputados. Y muchos participantes -asistieron Presidentes de Asambleas Legislativas y parlamentarios de diversas naciones- van a hacer lo mismo en sus países.



En lo sustantivo, aparte de las declaraciones más genéricas, quisiera subrayar algunas.



Se exhorta a los Congresos y Asambleas Nacionales y Legislativas a adoptar o fortalecer normas de ética parlamentaria, entre las cuales se incluyen normas tan precisas como las siguientes:



a) Establecimiento de reglas claras para normar conductas especialmente relacionadas con conflictos de interés, transparencia patrimonial, tráfico de influencias, manejo de recursos asignados, financiamiento electoral, rendición de gestión y acceso de la ciudadanía a la información pública.



b) Elaboración de preceptos de conducta inspirados en valores como altruismo, integridad, objetividad, responsabilidad, apertura y honestidad.



c) Creación de comités de regulación ética con mecanismos, capacidad y autoridad para asesorar, investigar y sancionar.



d) Identificación de sistemas comunes de valores éticos entre los legisladores, para que sea posible delimitar posteriormente el conjunto de conductas aceptables y no aceptables en la gestión legislativa, todo ello conforme a disposiciones legales nacionales e internacionales.



e) Generación de normas que permitan la participación activa de la ciudadanía y el ejercicio del “control ciudadano”, como parte del sistema de rendición de cuentas en el control de la legalidad y el uso eficiente de los recursos públicos en el Congreso.



También se insiste especialmente en el intercambio de conocimientos y experiencias en materias con incidencia en el combate contra la corrupción, así como de buenas prácticas para el cumplimiento cabal de las funciones fiscalizadoras que se tengan a cargo.



Se insta a los Congresos a implementar un marco legal de rendición de cuentas que incluya, entre otros aspectos, normativa sobre evaluación de la gestión, acceso a la información pública, control interno, lucha contra la corrupción, prevención de conflictos de interés, tráfico de influencias, presiones indebidas, financiamiento de la política y un marco sancionatorio preciso.



Finalmente, aparte de los compromisos a los cuales se exhorta a los Congresos y que esperamos hacer ver, el ánimo de quienes participaron y, en particular, de los patrocinantes de la reunión fue darle continuidad a la idea del Senado de una manera que se traduzca en que este sea el primer seminario de muchos y que al mismo tiempo exista un comité de trabajo que pueda llevar adelante estas iniciativas a nivel de las Américas.



Para ello, quisiera anticipar que se nos acercaron varios organismos internacionales, como el BID y la propia OEA, interesados en financiar un comité ejecutivo que pueda mantener estos principios y exhortar a que las disposiciones señaladas antes brevemente y otras que mis Honorables colegas podrán leer se proyecten en los Congresos a través del tiempo, de modo que, sobre esa base, sin generar una burocracia, sino que simplemente por encuentros y reuniones, esto se haga parte de la normativa y las conductas en la instancia legislativa.



Por último, se pidió que organismos internacionales parlamentarios, como la UIP, el Parlatino o el mismo proyecto de sociedad de gobierno abierto impulsado por los Estados Unidos, puedan incorporar capítulos especiales dedicados a abordar estas materias.



En suma, señor Presidente, creo que se trata de una iniciativa que resultó bastante completa, que logramos cumplir objetivos muy importantes y que pudimos también generar un debate entre nosotros.



Quiero destacar que la participación en el seminario, no obstante su naturaleza, fue muy alta. Alrededor de 500 personas estuvieron interviniendo permanentemente, y unas 50 o 60, como mínimo, en cada una de las ocho mesas de trabajo, lo cual refleja que la reunión fue muy exitosa.



No podría terminar estas palabras sin agradecer a los miembros de la Comisión de Ética y Transparencia, quienes cooperaron en forma muy decidida, por la confianza que, para los efectos de la organización, depositaron en el Senador que habla.



Y deseo señalar particularmente el respaldo de esta Corporación, expresado a través de José Luis Alliende, nuestro Prosecretario, también Secretario de la Comisión de Ética y Transparencia, quien constituyó un equipo de trabajo con Relaciones Públicas y otros servicios -no quiero excluir a nadie-, que hizo posible lograr los resultados que esperábamos y, al mismo tiempo, que no se registrara contratiempo alguno en la parte logística y administrativa.



Es cuanto puedo informar a la Sala.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Seré muy breve. Solo deseo felicitar al Presidente y a los miembros de la Comisión de Ética por la reunión que se llevó a cabo, la cual presentó la característica de ser internacional, diría, pues llegaron numerosas autoridades, de diversos países, a participar como panelistas y también para aprender de lo que se está haciendo en Chile.



Creo que fue un gran seminario, el cual nos honra y deja muy en alto al Senado de la República, sobre todo en un aspecto tan importante, en circunstancias de que en muchas partes se están sufriendo justamente los graves problemas de la poca transparencia de los actos públicos.



Pido que los diversos debates o los acuerdos a que se llegó se traduzcan en un folleto, en un librito que se reparta no tan solo a los parlamentarios, sino también a servicios públicos y, sobre todo, a otros Congresos en el mundo.



Así que expreso mis felicitaciones muy sinceras por esta reunión tan importante.



Gracias.

V. ORDEN DEL DÍA

ESTANDARIZACIÓN Y MEJORAMIENTO DE PROCESO DE SOLICITUD DE MARCAS Y PATENTES

El señor GIRARDI (Presidente).- En conformidad con lo acordado por los Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto que modifica la ley Nº 19.039, de Propiedad Industrial, para estandarizar y mejorar el proceso de solicitud de marcas y patentes, con segundo informe de la Comisión de Economía y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7862-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 57ª, en 28 de septiembre de 2011.


Informes de Comisión:


Economía: sesión 76ª, en 29 de noviembre de 2011.


Economía (segundo): sesión 89ª, en 11 de enero de 2012.


Discusión:



Sesión 80ª, en 13 de diciembre de 2011 (se aprueba en general).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión deja constancia de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los números 1, 2 y 4 -que pasaron a ser 2, 3 y 5- del artículo único, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.



El órgano técnico realizó dos enmiendas al texto aprobado en general, acordadas por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores García, Pérez Varela y Tuma, por lo que corresponde que sean votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión.



Sus Señorías tienen a su disposición un boletín comparado en el que se consignan, en la tercera columna, las modificaciones introducidas por la Comisión de Economía en el segundo informe, y en la cuarta columna, el texto como quedaría al aprobarlas.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión particular.



Si nadie pide la palabra, en votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las modificaciones propuestas por la Comisión de Economía (26 votos afirmativos) y queda despachado en particular el proyecto.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Larraín (don Hernán), Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés)

)-------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- El Senador señor Hernán Larraín ha solicitado intervenir.



Tiene la palabra.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el proyecto de ley que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo contó con el respaldo unánime de las Comisiones de Hacienda y de Educación, que lo trataron para el efecto del segundo informe.



Como se encuentra presente el Ministro de Economía, quien está promoviendo la iniciativa, no sé si habría alguna posibilidad de incorporarla al Orden del Día de la presente sesión. Formulo el planteamiento para que sea sometido a la consideración de la Sala, pues conversamos sobre el punto en la reunión de Comités, pero no se llegó a acuerdo.



Este es el tipo de materias que nos interesa mucho promover cuanto antes.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se ha solicitado que el asunto, por su importancia, pueda ser tratado como si fuera de Fácil Despacho.



Si no existen objeciones, será conocido sobre tabla, teniendo en consideración, además, que el señor Ministro se encuentra en el Hemiciclo.



Acordado.

)-------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, le solicito a la Mesa recabar la autorización para que la Comisión de Educación pueda sesionar en forma simultánea con la Sala, a fin de recibir al señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura con motivo de la proposición del Ejecutivo para nombrar dos integrantes de ese organismo.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si no hay inconvenientes, se accederá.



--Se accede.
)------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Puede intervenir la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, sin perjuicio de lo que se acaba de determinar en orden a poner sobre tabla el proyecto que establece un incentivo tributario y como no se encuentra presente el señor Vicepresidente del Senado, quien presidió la reunión de Comités, deseo formular una observación, ya que está aquí el Ministro Secretario General de la Presidencia.



Existe una inquietud en la Mesa, compartida por muchos Comités, en el sentido de que el Gobierno va a tener que priorizar ciertas iniciativas, porque no puede asignarle a todo la urgencia de “discusión inmediata”. En realidad, está interfiriendo en las tablas. En algunos proyectos ni siquiera se justifica esa calificación -no entraré a señalar uno de ellos- y es algo que no se entiende. Entonces, queremos que, de una vez por todas, defina en una reunión cuáles son las preferencias y su justificación, sin proceder de cualquier manera.



Francamente, estimo que el Senado se está viendo bastante desbordado por la medida a que hago referencia, por cuanto no todos los asuntos necesariamente la ameritan o exhiben la misma primacía.



Así que quería hacer presente lo anterior justamente porque el señor Vicepresidente planteó una preocupación en la materia. Y, de hecho, como una forma de darnos tiempo, no quería que se tratara la iniciativa que se ha determinado discutir sobre tabla.



Algunos proyectos son más debatibles que otros, y, supuestamente, si somos fieles a lo que se entiende por “discusión inmediata”, deberían intervenir solo dos oradores. Pero hay temas respecto de los cuales los Senadores quieren opinar, como es evidente, y no ocupar únicamente los 10 minutos contemplados como máximo para una iniciativa de Fácil Despacho.



He querido exponer la cuestión porque corresponde a una inquietud de esta Corporación -esa fue incluso una de las razones por las cuales analizamos el asunto hoy día en Comités- y ya que no está el señor Vicepresidente, para que el Gobierno pueda asumirla, escuchar y, ojalá, compartir con nosotros.

El señor GIRARDI (Presidente).- Solo quiero señalar que la Mesa comparte ese planteamiento. Entendemos el sentimiento de urgencia y ansiedad del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, pero es muy relevante que se establezca una priorización de proyectos, porque algunos requieren efectivamente “discusión inmediata”, mas en otros cuesta comprender esa calificación.



Como el Ministro se encuentra en la Sala,...

El señor NAVARRO.- Puede explicarlo.

El señor GIRARDI (Presidente).- ...tiene la palabra, dado que la Senadora señora Allende solicita una aclaración.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, Honorables Senadores, el Ejecutivo considera, obviamente, que muchos de los proyectos de ley que se debaten en esta Corporación son de gran prioridad ciudadana. Todos sabemos la importancia que la gente le da al relativo a la reprogramación de créditos para los deudores del Fondo Solidario, por ejemplo, respecto del cual se está pidiendo “discusión inmediata”.



Sin embargo, también está siempre atento a los planteamientos de Sus Señorías. En estos días hemos sostenido conversaciones con Presidentes de Comisión para retirar alguna “suma” urgencia o cambiar esta calificación a “simple” y, de esa manera, reconocer las prioridades que son factibles de materializar de aquí a fines de mes.



En seguida, atendido lo que dice la Senadora señora Allende, el Ministro que habla se halla disponible para celebrar reuniones, no en forma aislada, como hasta el momento, sino con los Comités, y de ese modo reprogramar mejor el orden de preferencias de aquí al término de enero.



Muchas gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, en relación con lo expresado por la Senadora señora Allende, me parece que el criterio general es claro.



Ahora bien, el proyecto específico que se ha mencionado estaba la semana pasada con “discusión inmediata”. Se procedió a retirarle esa calificación, al objeto de analizarlo con mayor profundidad, cosa que se hizo. Incluso, se fijó un plazo para formular indicaciones, las cuales se presentaron y fueron revisadas hoy día. Y el acuerdo que tomamos en ese momento fue que, una vez despachadas, se le repondría dicha urgencia para poder agilizar el trámite. 



Por lo tanto, sin perjuicio de que es muy razonable el planteamiento efectuado por la Senadora Allende en términos generales, en este caso en particular se había llegado a un acuerdo con el Ejecutivo la semana pasada para que al proyecto se le quitara la urgencia de “discusión inmediata”, fuera aprobado en general y se le presentaran indicaciones, las cuales vimos hoy día en las Comisiones unidas de Hacienda y Educación.



Por eso, ahí podría justificarse poner la iniciativa en tabla, puesto que ello corresponde a una resolución que se adoptó la semana anterior.



Gracias, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Quiero recordarle a la Sala lo siguiente.



El acuerdo de Comités es ver tres proyectos como si fueran de Fácil Despacho. 



Algunos Senadores solicitaron incluir otros. Sin embargo, como no se ha dado cuenta de los respectivos informes, no se pueden discutir. Eso fue parte del acuerdo. Un Comité vino a representar este punto con relación al proyecto que establece un incentivo tributario para la investigación y el desarrollo. Pero esa fue la razón por la cual se determinó no tratarlo como si fuera de Fácil Despacho en esta sesión.



El Presidente del Senado carecía de ese antecedente hasta que el señor Secretario le informó.



Pasamos al siguiente asunto.

REGULACIÓN DE PAGO DE TARIFAS ELÉCTRICAS 

EN GENERACIÓN RESIDENCIAL

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que regula el pago de las tarifas eléctricas de las generadoras residenciales, con informe de la Comisión de Minería y Energía y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6041-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción del Senador señor Horvath).



En primer trámite, sesión 46ª, en 20 de agosto de 2008.



En tercer trámite, sesión 88ª, en 11 de enero de 2012.



Informes de Comisión:



Minería y Energía, sesión 37ª, en 28 de julio de 2010.



Minería y Energía (segundo): sesión 90ª, en 1 de marzo de 2011.



Minería y Energía (tercer trámite): sesión 90ª, en 17 de enero de 2012.



Discusión:



Sesiones 38ª, en 3 de agosto de 2010 (se aprueba en general); 91ª, en 2 de marzo de 2011 (se aprueba en particular).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto inició su tramitación en el Senado y, en el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados realizó diversas enmiendas a su texto.



La Comisión de Minería y Energía aprobó todas las modificaciones introducidas por la Cámara Baja. Dicha aprobación la efectuó por la unanimidad de sus miembros, Senadores señoras Allende y Lily Pérez y señores Gómez, Horvath y Sabag.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios se transcribe el texto aprobado por el Senado y las enmiendas incorporadas por la Cámara de Diputados.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, pensé que el Senador Horvath no se encontraba en la Sala, pero está, y es uno de los autores de la iniciativa sobre net metering. Así que si desea intervenir primero, no hay problema. Me parece que sería lo justo.



Yo sé que usted, señor Presidente, es quien dirige la sesión, pero considero que lo que corresponde en este caso es que parta mi colega.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Agradezco de manera especial el gesto de la Senadora Isabel Allende.



El proyecto es relativamente simple, pero, al mismo tiempo, tremendamente significativo, en particular para un país como el nuestro, que presenta una gran diversidad. Es equivalente, si uno lo pone sobre el otro Hemisferio, desde el Polo Norte hasta la mitad de África, con toda la variedad natural, cultural y, en especial, en lo que a energías renovables no convencionales se refiere.



En esta materia es conveniente tener a la vista los siguientes antecedentes.



El 16 por ciento del consumo eléctrico nacional es residencial. Si se aplica el principio contenido en la iniciativa, un pequeño consumidor residencial (por ejemplo, una pequeña empresa, un hospital, una posta, un negocio), podrá generar, o cogenerar (ya vamos a explicar este concepto), su propia energía y descontarla de lo que marque su consumo. Si genera más de lo que consume, este “generador residencial” -así lo denomina la ley, conocida mundialmente como de net metering o medición neta-, deberá ser compensado por la empresa distribuidora.



Solo en Santiago, dado el porcentaje de techos y las condiciones solares que presenta la ciudad, se pueden generar 2 mil 750 megawatts, por la suma de pequeños microgeneradores. Estamos hablando, por lo tanto, de un potencial elevado. Si a eso le agregamos la eficiencia energética, calculada por la agencia chilena del ramo, nos encontramos con que, sin tener que incrementar la generación, el potencial sube en otros 2 mil megawatts. 



La cogeneración, en el fondo, supone la utilización de cierta energía -puede ser primaria, como el petróleo, la leña o el gas- para determinado proceso industrial o para calefacción. Si el exceso de calor o de energía es aprovechado, a través de los ciclos de la termodinámica, para producir electricidad, tenemos cogeneración. 



La forma más simple de explicarla la ofrecen los calefones de las casas. Estos aparatos liberan una enorme cantidad de calor. Hoy existe la tecnología para adaptarles, sobre su tubo de evacuación, un generador eléctrico que se conecta a la red a través de un inversor de corriente. 



Estamos hablando de costos bastante bajos, con efectos significativos para nuestro país. Por ejemplo, diez paneles solares de un metro cuadrado generan 7 kilowatts por hora, algo así como 200 kilowatts mensuales. Una familia promedio en Chile consume 150 kilowatts y las diferencias en las tarifas son bastante abismantes, todas favorables, curiosamente, a la Región Metropolitana. Una cuenta que allí es de 15 mil 538 pesos en el resto de las Regiones del país es superior en más de 8 mil pesos; en la de Aysén, el doble. 



Los inversores son cada vez más diversos y de muy bajo costo (alrededor de 300 dólares). Los valores de los paneles, por su lado, van de 250 mil a 300 mil pesos (los más sofisticados) por metro cuadrado, para generar 100 watts. Uno de origen chino cuesta 180 mil pesos. Actualmente se fabrican en Chile unos kits que uno mismo puede armar, a un precio de 60 mil pesos. Por lo tanto, se trata de algo muy asequible para la población. 



Lo anterior es importante de relevar porque el proyecto fue aprobado en forma unánime, tanto en general como en particular, por el Senado. En la Cámara de Diputados se le hicieron perfeccionamientos, apoyados por el Ministerio de Energía.



Quiero señalar, en términos muy didácticos, que lo que uno genere  por sobre lo que consuma -o sea, lo que le entregue al sistema- le será pagado por la empresa distribuidora al mismo valor que esta cobra, lo cual es un punto bastante trascendente.



Además, se incluye la cogeneración, que es algo que no tenía la versión del Senado. No se cobrará IVA por las compensaciones que se reciban y estas quedarán exentas de tributación por concepto de renta.



Se fija un límite para la capacidad instalada, que nosotros pretendíamos llegara a los 300 kilowatts. Con el Ministro de Energía se estableció en 100 kilowatts. En este punto es bueno comparar con otros países. En España rige la misma norma para las energías solares (100 kilowatts), y para otras energías renovables no convencionales se autoriza hasta 500 kilowatts.



Lo anterior puede tener bastante significación por la cantidad de gente que puede participar en el sistema.



En el Estado de California, pionero en este ámbito, se permite hasta 1 megawatt. Por lo tanto, se incentiva un ingreso adicional por esta vía, con gran éxito.



En el resto de los Estados Unidos, en la zona conocida como “PJM” (Pensilvania, New Jersey y Maryland), se permite hasta 50 kilowatts.



Por consiguiente, existe bastante experiencia en esta materia.



Otro punto que deseo destacar, que se logró en el Senado y se mantuvo en la otra rama del Parlamento, es que el remanente (o sea, la energía generada mayor a la consumida) se pueda pasar de un año a otro, limitación que, como acabo de decir, se pudo evitar en el Senado, criterio que mantuvo la Cámara de Diputados.



Finalmente, hay bastantes aspectos de reglamento en cuanto a la forma en que se van a definir los medidores. Una gran cantidad de ellos, sobre todo en el sur, en las zonas más aisladas, son antiguos, magnéticos, y funcionan en los dos sentidos. En cambio, a los de la zona central les ponen un chip. Por lo tanto, la variación tecnológica no es muy compleja. 



Con el Ejecutivo acordamos una particular celeridad con respecto a la dictación del reglamento -menos de seis meses- con el objeto de garantizar que el proceso no sea complicado y se incentive de manera bien decidida.



Todo esto viene aparejado no solo con lo que se conoce actualmente como medición neta, sino también con la generación y uso inteligente o adecuado de la energía. Si se considera el registro en línea de la electricidad consumida o generada, el procesamiento de esta información, con lectura local o remota, la conexión con distintos tipos de dispositivos, la diferenciación de tarifas (según horarios punta, mediano o bajo) y el origen de la energía, la suma para el país va a resultar muy favorable.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.



Quiero recordar que el proyecto tiene un tratamiento reglamentario especial: hablan dos Senadores y se vota.

La señora ALLENDE.- Sí, eso fue lo que dijimos.



Señor Presidente, primero que nada, quiero felicitar al Senador Horvath, quien, como uno de los autores de la moción, me pareció que debía hablar antes.



La iniciativa fue aprobada en su momento por todos los integrantes de la Comisión de Minería y Energía del Senado, luego pasó a la otra rama del Parlamento, regresó acá y en el día de ayer la misma Comisión celebró una sesión especial en que aprobó las modificaciones de la cámara revisora tal como venían. Además, se lograron avances y acuerdos con el Ejecutivo que nos permitieron un despacho bastante rápido.



La Cámara de Diputados aprobó el 10 de enero este proyecto,  que regula el pago de las tarifas eléctricas de las generadoras residenciales, conocido, según ya se explicó, como “medición neta” o “net metering”.



El sistema permite que el consumidor final -es quien debe importarnos más- inyecte excesos de energía producidos en su propia casa, industria o comercio, es decir, en instalaciones menores, ya que estamos hablando de un máximo de 100 kilowatts.



Sin embargo, este es un camino más que debe recorrer nuestro país para ir limpiando su matriz energética.



En la Comisión manifestamos muchas veces -y ahora queremos repetirlo en la Sala- que, desgraciadamente, a partir de la crisis que tuvimos con Argentina por el tema del gas, nos hemos ido carbonizando, sobre todo en la zona norte, dada la incesante instalación -una tras otra- de termoeléctricas a carbón, que implican dejar una huella de carbono.



Hace bastante tiempo que nosotros venimos haciendo hincapié en la necesidad de que el país estimule y potencie las energías renovables, porque buscamos un desarrollo sustentable, queremos el uso de energías limpias, perseguimos la forma en que Chile no siga carbonizando su matriz energética. Y esta es una opción, pues, naturalmente, constituye un incentivo para que el consumidor final instale un sistema de energía renovable que le permita no solo reducir su costo de consumo personal, sino también ser retribuido en caso de generar un exceso.



Como ya se ha señalado, países como Italia, Dinamarca, México, Inglaterra, Puerto Rico, Alemania, Estados Unidos -específicamente, California- y España ya han incorporado esta modalidad.



Ahora bien, la menor recaudación no representa un gran costo; lo podemos solventar. Se calcula que de aquí al 2020 será de 2 mil millones de pesos, suma que no es para nada exorbitante y que no se compara con los beneficios que la iniciativa implicará para la salud y el aporte al desarrollo competitivo.



Creo que las políticas públicas deben ser integrales. En este caso, la que se plantea es una de las posibilidades. Debemos seguir avanzando y, de hecho, espero que pronto podamos analizar en la Sala el proyecto de ley, surgido en la Comisión de Minería y Energía, conocido como “20-20”.



Una última cosa, señor Presidente, y termino.



Hay muchas materias que quedan para el reglamento, el cual deberá dictarse dentro de un plazo de seis meses. Es lo deseable. Esperamos que sus normas faciliten la aplicación de la ley y no entorpezcan su implementación, porque sabemos que, probablemente, incumbentes del mercado eléctrico van a ejercer presiones.



Para nosotros, es fundamental que se apruebe a la brevedad, a fin de que Chile comience el recorrido que ya han realizado países desarrollados.



El sistema, que se podrá evaluar en un tiempo más, claramente permite potenciar las energías renovables, limpiar nuestra matriz energética y, por cierto, que los consumidores finales obtengan incluso una retribución por la energía que aporten.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



Quiero dejar constancia de que cometí un error al momento de votar. Lo hice en el pupitre del Presidente del Senado, señor Girardi, y no en el mío. Por lo tanto, su voto quedará nulo.



--Se aprueban las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados (30 votos a favor), y el proyecto queda despachado en este trámite.


Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).

REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE AUTONOMÍA 

DE DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de la Senadora señora Alvear, en primer trámite constitucional, sobre Defensoría Penal Pública con carácter de autónoma, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



--Los antecedentes sobre el proyecto (4520-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional (moción de la Senadora señora Alvear):



En primer trámite, sesión 55ª, en 13 de septiembre de 2006.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 45ª, en 17 de agosto de 2011.



Discusión:



Sesión 89ª, en 11 de enero de 2012 (queda pendiente su discusión en general).
El señor LETELIER (Vicepresidente).- La discusión general de la iniciativa comenzó en la sesión anterior. De todas maneras, le voy a ofrecer la palabra a la Honorable señora Alvear.



Quiero hacer presente que para su aprobación se requiere el voto conforme de 25 señores Senadores.

)--------------------------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- El Ministro señor Longueira ha solicitado intervenir.



Tiene la palabra.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, lo que pasa es que hubo un acuerdo de la Sala en orden a poner en tabla y analizar el proyecto que otorga incentivos tributarios a la inversión privada en investigación y desarrollo.



Para ordenar mi agenda de trabajo -también tengo que ir a la Cámara de Diputados, donde se debatirá un proyecto sobre pesca-, deseo saber qué se resolvió finalmente. 



El informe ya está en poder de los señores Senadores y me gustaría saber si la iniciativa será tratada en esta sesión. Y, si no fuera así, pediría que se adoptara un acuerdo para su despacho. 



Yo entiendo la molestia que muchas veces genera el uso de las urgencias, pero, dado que el Senado estableció que sus labores se extienden hasta el último día del mes de enero y el proyecto aún puede ser colocado en tabla, resulta bastante complicado planificar la agenda de trabajo legislativo, incluso los días que uno viene al Congreso.



Repito que desconozco cuál fue el acuerdo final en esta materia. Yo entendí que se vería en primer lugar, después de los asuntos de Fácil Despacho, pero, como usted, señor Presidente, ha puesto en discusión otro proyecto, me gustaría que se precisara el acuerdo que hay sobre el particular.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Hubo una oposición que no se tomó en cuenta en la Mesa en su momento.



Voy a explicar claramente lo que ha pasado. 



En reunión de Comités, se solicitó poner en tabla el proyecto a que se ha referido el señor Ministro. Sin embargo, no hubo acuerdo para ello en esa instancia.



Luego, en el Hemiciclo, se le pidió al Presidente del Senado, quien no participó en la reunión de los Comités, que esa iniciativa fuera tratada sobre tabla, porque no aparece en ella. 



Se consultó a la Sala, y se acercó la Senadora del Comité Socialista para manifestar que no había dado acuerdo para ese fin, por haber una resolución de los Comités en sentido contrario.



Por tanto, no figura en la tabla de esta sesión el proyecto que el señor Ministro señala.



Los Comités accedieron a tratarlo ahora, y entiendo que así fue propuesto. Sin embargo, la Sala ya resolvió qué materias se tratarían hoy.



Podría solicitarse el acuerdo para ponerlo en la tabla de Fácil Despacho de mañana, porque -reitero- no se encuentra en la de esta tarde. 



La Mesa no tiene dificultad en facilitar la aprobación de las peticiones planteadas.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- A fin de ordenar mi agenda, ¿podría pedir formalmente incluir la materia en la tabla de Fácil Despacho de mañana y, de haber acuerdo, despacharla? 



Eso es preferible.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, agregaremos el mencionado proyecto a la tabla de Fácil Despacho de la sesión de mañana, a continuación de la iniciativa que crea el Tribunal Ambiental -quiero ser preciso-, el cual también se incluyó en ella por acuerdo de los Comités.



--Así se acuerda.
)-----------------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Dado que ya comenzó el debate general en la sesión anterior y que fue suspendido para realizarlo en un mejor marco, la Honorable señora Alvear podría explicar el contenido de la iniciativa.



Tiene la palabra, Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, por tratarse de una reforma constitucional, quiero dar cuenta de la fundamentación del proyecto y explicar en breves términos el motivo de su presentación.



Como se puede leer en los informes entregados a los señores Senadores, este proyecto busca que la Defensoría Penal Pública tenga rango constitucional y sea un organismo autónomo.



Sus fundamentos radican fundamentalmente en tres elementos que, a mi juicio, son de gran relevancia y que fueron expuestos durante el transcurso de la sesión.



El primero de ellos se refiere al hecho de que, dada su actual dependencia del Ministerio de Justicia, se podrían presentar dificultades -lo quiero decir con absoluta claridad- de disponibilidad presupuestaria para la Defensoría Penal Pública.



Hemos creado por ley un procedimiento en virtud del cual no solo existe un Ministerio Público, sino que hace muy poco, por iniciativa del Senador Espina, aprobamos una reforma constitucional sobre Defensoría de las Víctimas, lo cual me parece un avance.



Por un lado entonces, tenemos el Ministerio Público, que se encarga de la investigación de los delitos y, por otro, una defensa de las víctimas con rango constitucional. Pero la defensa de los imputados está supeditada a una ley simple y depende del Ministerio de Justicia, lo que implica que va a estar supeditada a la voluntad política del Ministro de Justicia o del Gobierno de turno, cualquiera que este sea. Vale decir, un organismo fundamental para dar igualdad de proceso, o un debido proceso, a las partes en cuestión, posee una diferencia compleja, a mi juicio, porque va a depender de la Administración vigente en cierto momento.



Tanto es así -no voy a personalizar- que  un Ministro de Justicia en alguna oportunidad, prohibió a la Defensoría Penal Pública participar en las Comisiones del Congreso y entregar alguna opinión, incluyendo los procesos formativos de la ley. 



En la Comisión de Constitución -les consta a sus miembros-, cada vez que analizamos un hecho o un proyecto de ley nos parece importante contar con la opinión del Gobierno, del Ministerio de Justicia, del Ministerio Público, y escuchar a la Defensoría Penal Pública, a Carabineros, a Investigaciones.



Pues bien, como digo, un Secretario de Estado estableció dicha prohibición, lo cual refleja la dependencia de esta entidad.



Además, señor Presidente, está la cuestión presupuestaria: la Defensoría Penal Pública debe lidiar con los recursos de otros órganos del Ministerio de Justicia -Gendarmería, SENAME, Servicio Médico Legal, etcétera-, razón por la cual le resulta difícil muchas veces contar con recursos presupuestarios suficientes, pues tiene que someterse -insisto- a una “competencia” con otros estamentos tan necesitados de fondos como ella.



Desde otro punto de vista, considero importante señalar que este proyecto tuvo el apoyo unánime de los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.



Para no cansar a la Sala, solo me referiré a algunas observaciones -no a todas- de los Senadores que apoyaron la moción.



En primer término, el único reparo del Honorable señor Hernán Larraín -como consta en la página pertinente del informe de la Comisión- apuntaba a la ubicación de este organismo en la Carta Fundamental: si había que incorporarlo dentro de las garantías constitucionales del artículo 19, que requiere un quórum mayor de aprobación, o -como él sugería- en el artículo 83, a continuación de la norma sobre el derecho de las víctimas a la acción penal. 



Vale decir, el propio Senador Hernán Larraín proponía ponerlo al final del artículo 83 de la Constitución, lo cual significaba aprobar la moción con un quórum distinto del que se necesita para el texto original.



En segundo lugar, cito textualmente, el ex Senador Chadwick, hoy Ministro vocero de Gobierno, expresó: “...que el avance efectivo que se lograría con la autonomía constitucional es que la Defensoría Penal Pública evitará riesgos latentes de sufrir interferencias políticas,”.



O sea, el citado Ministro manifestó en la Comisión que las bondades de este proyecto permitirían evitar interferencias políticas.



Por su parte, el Senador Patricio Walker “consideró necesario establecer una simetría entre la autonomía del Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública, de manera que exista igual nivel de independencia”.



El Honorable señor Espina coincidió con los planteamientos de la discusión “en atención a que, a su juicio, la Defensoría Penal Pública debería gozar de un grado de autonomía constitucional igual al que hoy ostenta el Ministerio Público.”. Ya antes había expresado la relevancia de contar con una defensa de las víctimas, iniciativa que, como manifesté, fue aprobada en el Senado.



Me parece bien importante tener en consideración otro argumento dado sobre el particular: en ocasiones, la Defensoría Penal Pública debe formar parte de la defensa en un juicio contra el Estado. De esa manera, ¡cómo va a resultar compatible que dependa del Ministerio de Justicia una entidad que, eventualmente -ha ocurrido-, tenga que intervenir en un proceso en que la contraparte es el propio Estado! En verdad, resulta bastante complejo.



Por ende, otorgarle rango constitucional evitaría ese tipo de situaciones.



Por último, señor Presidente, junto con recordar la unánime aprobación del proyecto, recuerdo que también se recibieron sugerencias, como la del Senador Larraín, a la que me acabo de referir, en cuanto a  ubicar dicha reforma en el artículo 83 de la Constitución, a diferencia de como lo sugiere  el proyecto, esto es, dentro de las garantías constitucionales del artículo 19 de la Carta.



Y, por ello, a pesar de tratarse de una iniciativa de artículo único, acordamos en la Comisión aprobarla solo en general -como consta en el informe-, para que en la discusión particular se recojan las distintas sugerencias que pudieran formular en sus indicaciones los distintos señores Senadores.



Por lo tanto, me parece que están todos los espacios dados para los efectos de introducir las enmiendas que se estimen pertinentes.



Entrego un último argumento, señor Presidente, que me parece de mucha importancia: necesitamos que esta Defensoría tenga carácter autónomo. Se sugirió que el Defensor Nacional sea nombrado por el Presidente y ratificado por el Senado; y que, incluso, pueda ser acusado constitucionalmente, cuestión que no ocurre respecto del Fiscal Nacional del Ministerio Público. Cuando discutimos en el Congreso la institución de la Fiscalía, había en la Cámara varias acusaciones; y colegas del actual Gobierno estimaron que no era bueno que quien ejercía el cargo fuera acusado constitucionalmente.



En el caso que nos ocupa, proponemos que sí lo pueda ser, como sucede con los Ministros de Estado y hasta con el Presidente de la República, lo cual parece obvio.



Señor Presidente, el Congreso aprobó los Tribunales Laborales, los que han funcionado bastante bien. Sin embargo, me asiste la preocupación, que quiero compartir en esta Sala, en el sentido de que, cuando se crearon -dada la importancia de que entrasen a operar en forma rápida y, también, de que los trabajadores cuenten con ellos, porque normalmente deben defenderse de los empresarios que cuentan con más recursos económicos-, se consideró necesario establecer una Defensoría Laboral. Y se creó, pero dependiente del Ministerio de Justicia.



¿Qué pasó entonces? Por alguna razón -que el Ministro de Justicia me entregará, porque se lo solicité hace algunos días, pero hasta ahora no he obtenido aún respuesta-, se tomó la decisión de eliminar la Defensoría Laboral a partir de diciembre último.
Para este año no contaremos con ella.



En consecuencia, quiero señalar la importancia de contar con una Defensoría Penal autónoma -será preciso, naturalmente, el patrocinio del Ejecutivo-, esperando que se produzca un gran consenso en el Parlamento respecto de tal institución, que es indispensable en nuestro ordenamiento jurídico.



Por tal motivo, pido el apoyo a esta iniciativa, que es de gran trascendencia y que fuera  aprobada por unanimidad en la Comisión. Se le pueden introducir todas las indicaciones pertinentes, a los efectos de mejorarla y suprimir los aspectos que generen inquietudes.



Señor Presidente, cualquier persona puede ser imputada de delito. De ello no están exentos los miembros del Congreso. Los parlamentarios contamos con recursos para contratar a un abogado. Pero no todos los individuos los tienen. Y es fundamental, entonces, una Defensoría Penal Pública, para los efectos de que haya igualdad de condiciones con el Ministerio Público. 



También nos hemos podido dar cuenta de que en algunas ocasiones los imputados por determinado delito han resultado inocentes. Al respecto, recuerdo solo el caso del violador en bicicleta de Ñuñoa, quien fue declarado  inocente de los hechos de que se le acusaba.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor PIZARRO.- ¿Va a abrir la votación, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Hay una petición para abrir la votación.

El señor ESPINA.- Antes quisiera hacer una proposición sobre eso, si hay voluntad o no de parte de la autora de la moción.

La señora RINCÓN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Para un punto de Reglamento, tiene la palabra antes la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, como se requiere quórum para esta iniciativa, pido que se abra la votación y se hagan sonar los timbres.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Eso ya fue solicitado, señora Senadora.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, cuando presentamos el proyecto de reforma constitucional que establecía la Defensoría de las Víctimas, efectivamente, como señaló la Senadora Alvear, en ese momento hubo quienes dijeron que debía haber una simetría entre el rango de autonomía y el rango constitucional de la Fiscalía Nacional respecto de la Defensoría.



Y el proyecto de la Defensoría de las Víctimas se aprobó por parlamentarios de la Concertación, que lo hicieron en la lógica de que íbamos a lograr esa simetría, porque el sistema penal está construido sobre la base de una Fiscalía Nacional, de una Defensoría Pública y, por supuesto, de un juez de garantía y de un tribunal oral.



Hoy día la Defensoría Penal Pública no tiene la misma simetría. Porque mientras la Fiscalía es autónoma, la Defensoría no lo es, ya que depende del Ministerio de Justicia.



Creo que hoy no se alcanzará el quórum para aprobar esta reforma constitucional -quiero ser bien franco-, porque tiene diversas objeciones de parlamentarios de la Alianza. Y hay que saber respetar esas diferencias.



Algunos sostienen que no es menester que tenga rango constitucional y que requiere autonomía legal. Otros piensan que en la reforma a la Carta debiéramos regular diversas materias que hoy no lo están. Se ha dicho que lo haremos durante el segundo trámite, a través de indicaciones. Pero algunos señores Senadores  sostienen que, para aprobar la idea de legislar, prefieren que se llegue a un texto concordado sobre, por ejemplo, cómo se nomina y cuál es su responsabilidad política y qué estructura va a tener tal organismo.



Entonces, me parece que aquí hay dos posibilidades.



Si ahora nos pronunciamos respecto de esta iniciativa -yo la voté a favor en la Comisión, y haré lo mismo en la Sala-, creo que no se alcanzará el quórum para aprobarla -para ser bien franco-, porque hay legítimas aprensiones en quienes tienen una visión distinta.



Ese puede ser un camino.



Entiendo que el Senador Orpis también la votó favorablemente en su momento.



Entonces, de no reunirse la mayoría necesaria y, por lo tanto, de rechazarse el proyecto, es preferible, por lo menos,  dar la oportunidad de perfeccionar sus normas y satisfacer las inquietudes de los distintos parlamentarios, que consideran que debiera llegar a la Sala más completo. En esas circunstancias, yo soy partidario de enviarlo nuevamente a la Comisión, para que se lleve a cabo ese trabajo.



Si no lo hacemos así, me parece que no reuniremos los dos tercios que se precisan y vamos a perder la oportunidad de haber hecho un esfuerzo por mejorar la  iniciativa. Otros Senadores no querrán hacerlo nunca. No puedo garantizar qué va a ocurrir. Pero, a mi juicio, vale pena realizar un esfuerzo de esa naturaleza para responder a las inquietudes planteadas. Es lo que corresponde en una reforma constitucional, pues tiene esa complejidad.



Cuando llevamos a cabo la reforma constitucional relativa a la Defensoría de las Víctimas, hubo quienes rechazaban la iniciativa,  porque sostenían que bastaba con la defensa del fiscal. Y durante su tramitación, en más de una oportunidad,  tuvimos debates en que se logró perfeccionarla.



Entonces, mi sugerencia a la Sala es no votar hoy día; renviar la iniciativa a la Comisión para las enmiendas del caso y hacer un esfuerzo a los efectos de que ella prospere. De lo contrario, va a ocurrir que se rechazará. Y me parece que, para aprobar cualquier reforma constitucional, hay que darse el tiempo de reunir las mayorías necesarias, tratando de sumar a quienes, pese a tener voluntad de legislar en la materia, consideran incompleta la iniciativa.



Otros colegas -debo decirlo- derechamente no son partidarios de esta idea, por las razones que ellos mismos podrán fundamentar. 



Como sea, hoy día este proyecto no alcanzará los votos para ser aprobado. Y perderemos la oportunidad de perfeccionarlo.



Por eso, desde mi punto de vista -lo hablé con la Senadora Alvear: no me dijo ni que sí ni que no-, una manera de resolver esto es trabajar en un texto más completo, que aborde los temas que en la Comisión quedamos de analizar en la discusión en particular.



Esa es mi petición. Si la Sala no la acepta, se votará la idea de legislar, que yo apoyaré, como lo hice en el órgano técnico.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se ha solicitado abrir la votación.

El señor ESPINA.- ¿Y la petición que formulé?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Estoy procediendo en orden, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- ¡Lo primero es lo primero...!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, tal cual lo ha manifestado la Senadora señora Alvear, la iniciativa que nos ocupa reviste mucho interés, por cuanto busca asegurar y garantizar la mayor autonomía posible para una tarea relevante como la que realiza la Defensoría Penal Pública.



Creemos que esta ya actúa. Y si bien ha estado bajo la sujeción de un Ministerio (el de Justicia), ha logrado sacar adelante la tarea de una manera bastante activa.



Nosotros hemos echado de menos, desde hace muchos años, un organismo que se encargue de la defensa de las víctimas. Ya se aprobó la reforma correspondiente. Ahora esperamos que se implemente. Las víctimas no se ven necesariamente representadas por los fiscales, pues a estos les compete investigar el delito y determinar las acciones que estimen más adecuadas, las que pueden no concordar con las que una víctima considere mejores.



Por lo tanto, se observa un desequilibrio en cuanto a la defensa de las víctimas.



Solo la víctima que posee recursos para financiar un abogado tiene la seguridad de que contará con la mejor justicia para su causa. Pero quien no posea tales medios -la mayoría de los ciudadanos- no podrá contratar un abogado, quedando entregado a lo que buenamente decida el fiscal.



En tal sentido, creemos que es importante procurar un equilibrio.



En ese concepto, el que la Defensoría Penal Pública disponga de autonomía a fin de funcionar de la manera más adecuada posible me parece que es un proceso que va consolidando la institucionalidad: el Ministerio Público, por un lado; la Defensoría, por otro, y el día de mañana, el organismo encargado de la defensa de las víctimas.



Ello les da un sentido de equilibrio a quienes se ven involucrados en ese tipo de situaciones.



Sin embargo, admito que en esta materia hay opiniones diversas. 



He podido constatar que no todos los Senadores de nuestras bancadas tienen la misma convicción que les asiste a los que formamos parte de la Comisión de Constitución (Senadores Espina y Orpis, y el que habla), quienes creemos que vamos bien encaminados con esta reforma.



Señor Presidente, me sumo al planteamiento que formuló el Honorable señor Espina. 



Ahora es posible seguir el debate en general. En tal caso, la Senadora Alvear puede contar con mi entusiasta adhesión al proyecto, entendiendo que después, en la discusión en particular, la Comisión le efectuará las correcciones que estime adecuadas para garantizar el mejor cumplimiento de los objetivos y, también, para definir cuál es la mejor ubicación de esta reforma en la Carta Fundamental: en el capítulo de las garantías constitucionales o en el cuerpo más propiamente orgánico del texto constitucional.



No obstante, existe el riesgo de que no se reúnan los votos requeridos para esa causa. Ahí cabe preguntase si no sería conveniente que la iniciativa volviera al órgano técnico para intentar elaborar un texto que permitiera la adhesión de otros Senadores, de manera de asegurar que el proyecto prospere.



Y lo digo así de claro.



Si se estima conveniente seguir en la discusión, ahí estaré; ya he anunciado mi voto favorable. 



Pero se ha planteado la opción de volver el proyecto a la Comisión en consideración al riesgo que existe de que este se pierda. Pienso que esa es una alternativa en la que se puede, por lo menos, reflexionar.



Dicho esto, espero la mejor decisión de la Sala. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, no cabe duda de que las intervenciones de los Honorables señores Alberto Espina y Hernán Larraín apuntan a buscar un acuerdo y a facilitar las cosas. Ellos están convencidos de lo bueno de esta reforma constitucional; por tanto, se agradece su buena disposición. 



De hecho, al Senador señor Espina lo apoyamos en el proyecto que estableció a nivel constitucional el derecho de defensa de los imputados. Recuerdo cuando en algún minuto dicho colega nos dijo: “Es bueno que nos pronunciemos a favor”. Y así lo hicimos todos.



La duda que me asalta es si, de aquí a unos meses más, lograremos convencer a los Senadores que hoy tienen aprensiones. Porque estas perfectamente se pueden resolver en el ámbito legal que complementará la reforma constitucional. 



Ahora, yo estoy abierto a cualquier alternativa. 
Obviamente, me interesa mucho lo que piensa la Presidenta de la Comisión, quien, además, es la autora del proyecto. 



Lo cierto, señor Presidente, es que hoy día en Chile existe una asimetría, un desequilibrio importante. El Ministerio Público cuenta con una autonomía de rango constitucional. Y, desgraciadamente, la Defensoría Penal Pública no posee esa misma condición. 



Los servicios con autonomía constitucional escapan a la línea jerárquica y no admiten sobre ellos el ejercicio de facultades de supervigilancia o tutela. Se autodeterminan funcional y administrativamente, y sus directivos son autoridades inamovibles, hallándose, por tanto, en un plano de extraordinaria independencia jurídica.



Todas las opiniones vertidas en la Comisión -por ejemplo, la de Paz Ciudadana- fueron favorables a la reforma constitucional, a fin de que la defensa de las víctimas, la Defensoría y el Ministerio Público puedan contar con “armas” equivalentes, simétricas.



El ex Ministro de Justicia Felipe Bulnes también planteó que esta iniciativa, en caso de aprobarse, permitirá un sano equilibrio entre la Fiscalía y la Defensoría Penal Pública. En consecuencia, era partidario de esta autonomía con rango constitucional.



Lo mismo manifestaron el ex Presidente de la Corte Suprema Milton Juica y el profesor Agustín Squella, entre otros.



Yo no me caso con la tesis de votar ahora o con la de volver el proyecto a la Comisión. Sí creo que hay que preguntarse: ¿los colegas que legítimamente tienen aprensiones y dudas, o que quieren complementar lo aprobado por la Comisión, de aquí a dos o tres meses van a convencerse? Obviamente, los más indicados para responder son los mismos Senadores que, de buena fe y con el ánimo de ayudar, están proponiendo que la presente reforma vuelva a la Comisión.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, la materia que estamos tratando es muy importante desde el punto de vista del desarrollo del proceso en materia penal en Chile.



Se plantearon diversas fórmulas cuando se analizó el proceso penal. Se dijo que las defensorías podían ser incluso licitadas completamente, y que no era necesaria la participación del Estado, porque ello podría significar, dada la relación de confianza entre el defendido y su abogado, una intervención que no correspondía.



Sin embargo, el tiempo ha demostrado que es indispensable contar con una institucionalidad y con un organismo totalmente independiente. 



En mi opinión, la iniciativa presentada por la Senadora señora Alvear es una buena idea desde el punto de vista institucional.



Lo que me extraña es que, estando en la discusión general, en la Sala se pida que el proyecto vuelva a Comisión. No veo por qué no se puede aprobar la idea de legislar y agregar durante el debate en particular las indicaciones que se estimen necesarias.



Además, la iniciativa dice claramente: “Existirá una Defensoría Penal Pública, autónoma y con personalidad jurídica propia, -hasta ahí no veo dificultad- encargada de proporcionar defensa penal a los imputados o acusados que carezcan de abogado, en la forma prevista por la ley. Una ley orgánica constitucional determinará su organización y atribuciones”. 



Habrá que incorporar el mecanismo de elección del defensor, una serie de condiciones, etcétera.



De verdad, no entiendo la razón por la cual se plantea atrasar la tramitación del proyecto.



Señor Presidente, no tengo el ánimo de generar polémica ni nada por el estilo; simplemente constato los hechos.



El Ministerio Público es autónomo y posee todas las facilidades y las protecciones necesarias de rango constitucional. Pese a ello, recibe intervenciones políticas, que no se habían dado en los anteriores Gobiernos. Lo digo con claridad. Nosotros, en general, tenemos la idea de que debe ser un órgano autónomo. Sin embargo, hoy somos testigos de presiones por parte del Ministro del Interior y de conversaciones con los dirigentes de las asociaciones de fiscales (incluso, aparecen en fotos). En consecuencia, hay una penetración política al sistema de persecución criminal, lo que nos parece complejo.



Frente a ello, que el sistema de la Defensoría contemple una dependencia directa del Ministro de Justicia resulta complicado.



Sin ánimo de generar polémica, solo hago presente que retrasar la tramitación del proyecto o rechazar la idea de legislar -sería la otra alternativa, pues entiendo que no existirían los votos necesarios de los parlamentarios de la Alianza- no tiene ninguna justificación lógica.



Si se cree realmente que el sistema debe operar con la independencia pertinente y que deben existir las condiciones necesarias para la defensa de los involucrados en problemas de orden criminal -es el caso que nos ocupa-, se requerirán organizaciones con la autonomía suficiente para no recibir ningún tipo de presión por parte de quienes ejercen la autoridad política. Este es uno de los principios básicos de la separación de los Poderes que se ha construido a lo largo de la historia. Y uno espera que se reafirme.



Entonces, no sé si será factible acceder a lo propuesto -lo conversaba recién con la Senadora Alvear-, pero me parece complejo dejar que esta situación no se resuelva.



Tenemos dos caminos -claro, hay que contar con la anuencia de la autora de la moción; planteo esto con todo respeto-: primero, pedir segunda discusión a fin de dar el tiempo para una conversación un poco más amplia que permita llevar adelante los acuerdos o, segundo, concordar en que el proyecto vuelva a la Comisión...

El señor WALKER (don Patricio).- Por un plazo acotado.

El señor GÓMEZ.- Efectivamente, por un plazo acotado, pero con el compromiso de que regrese de ella con los agregados que aseguren el quórum requerido.



Yo imagino -no tengo otra convicción- que nadie en esta Sala no quiere autonomía para quienes ejercen facultades tan importantes como las ya señaladas. Ella es necesaria.



Cuando partimos con el nuevo sistema, debimos proceder de la manera en que lo hicimos porque no daba el tiempo de afinarlo con todas las reformas legales que se aprobaron en ese momento (la modificación constitucional pertinente, la Ley Orgánica del Ministerio Público, las enmiendas al Código Procesal Penal). ¡Y la Defensoría quedó siempre como el hermano pobre! 



Pero hoy, ante la iniciativa planteada por la Senadora señora Alvear, es esencial buscar una fórmula de solución. No sería entendible para nadie que al final se rechazara el proyecto en general y se sepultara una idea importante.



Señor Presidente, ya mencioné las dos alternativas. Nosotros nos atendremos a lo que manifieste quien hizo el esfuerzo de presentar la iniciativa y poner el debate sobre la mesa, porque nos parece relevante sacar adelante esta materia.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, yo voy a argumentar en contra del proyecto.



Lo primero es que no me parece efectivo que exista un desequilibrio en perjuicio del delincuente. Muchas veces el desequilibrio es en desmedro de la víctima. Esa es la realidad.



Los derechos del delincuente se encuentran garantizados, en primer lugar, porque el que resuelve es un tribunal absolutamente independiente, cuya función es precisamente ejercer justicia. En segundo término, el Ministerio Público, como organismo autónomo, jerarquizado, tiene la obligación de investigar no solo los hechos que determinen la participación punible del imputado, sino también los que acrediten su inocencia. En tercer lugar, a todas las personas les asiste el derecho a una defensa. Ello está resguardado por los procedimientos en nuestra ley.



El problema que puede existir es que una persona, por su situación económica, no tenga cómo contratar un abogado. En ese caso, la Constitución garantiza el derecho a defensa y establece que las leyes deben ver la forma de asegurarlo. Pero no para todas las personas, sino para las que, por su condición social o económica, no pueden procurarse un abogado.



Entonces, resulta evidente que la Defensoría Penal Pública no se encuentra en el mismo rango que el Poder Judicial o el Ministerio Público. Se trata de un órgano de categoría distinta. No es de nivel constitucional. 



Este es el punto en cuestión.



Y los mecanismos o procedimientos para garantizar que las personas que no pueden contratar un abogado cuenten con uno son muy variados, y no necesariamente pasan por la Defensoría Penal Pública. Muchos imputados tal vez preferirían que el Estado les diera la plata para ellos buscar un buen abogado. Quizás así se procuraría mucho mejor defensa para el imputado que la que se haga a través de una institución.



En consecuencia, si llevamos la Defensoría al nivel constitucional y la establecemos como la única forma de asegurar el derecho a defensa, creo que estaremos cometiendo un error.



Por eso, no se trata -en ello coincido- de que el proyecto vuelva a la Comisión o no. El debate de fondo radica en si esta materia tiene que estar en la Constitución. Algunos pensamos que no. Si nuestra posición resulta minoritaria, veremos en la discusión en general cómo mejoramos la iniciativa. El tema central apunta a resolver si la Defensoría Penal Pública posee el mismo nivel que el Poder Judicial o el Ministerio Público.



Y la segunda cuestión de fondo estriba en si el derecho a defensa que garantiza la Constitución ha de ser protegido única y exclusivamente de la forma propuesta. 



La Carta resguarda muchos derechos; por ejemplo, el de vivir en un medioambiente libre de contaminación. Pero no por eso vamos a colocar una Superintendencia del Medio Ambiente como organismo autónomo en la Constitución. Existen varios derechos garantizados por ley y no todos se protegen a través de un órgano de nivel constitucional.



Señor Presidente, con todo el aprecio que le tengo a la autora de la moción y con todo el respeto que me merecen los demás, anuncio mi voto en contra de la iniciativa por las razones que acabo de expresar.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, como lo señalaron los Senadores Espina y Hernán Larraín, yo estoy a favor de este proyecto de reforma constitucional.



Y en la lógica de lo argumentado por el Senador Novoa, también es discutible haber efectuado una reforma constitucional respecto de la defensa de las víctimas.



No se trata de poner en el mismo nivel a las víctimas y a los delincuentes. Creo que lo que se está protegiendo es el principio de la presunción de inocencia. Para mí eso es lo central. 



Desde ese punto de vista, me parece que hay un desequilibrio. En este caso, la Defensoría Penal Pública debe ser autónoma, porque las personas no son culpables hasta que no exista una sentencia. Por lo tanto, el principio de resguardar la presunción de inocencia debe quedar claramente establecido en la Constitución, de forma tal que las personas, en particular las que carecen de medios, puedan contar con una adecuada defensa jurídica autónoma. 



Ese es el argumento que me hace más fuerza para colocar en una misma categoría a las víctimas con la presunción de inocencia y el Ministerio Público. 



Por eso, esta reforma constitucional fue aprobada unánimemente en la Comisión de Constitución. Y voy a ratificar esa posición en el debate de esta tarde en la Sala votando a favor de ella. 



He dicho. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana. 

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, considero que en cualquier política criminal que se precie de tal, la defensa es tan importante como la acusación. 



En las últimas semanas o meses hemos presenciado un debate al respecto. Ha habido discrepancias entre el Ejecutivo -el Ministro del Interior, concretamente- y el Ministerio Público. Y de no ser, precisamente, por esa autonomía, por esa independencia que el artículo 80 de la Constitución le confiere a dicho organismo, no existiría la posibilidad de disentir acerca de una política pública tan trascendente como la política antidelincuencia, que puede haber fracasado o no, en fin. Las cifras de victimización recientes que hemos conocido no son muy auspiciosas en tal sentido.



Entonces, se trata de un debate legítimo. 



Y lo mismo ha ocurrido con los jueces de garantía, que también en cierto momento han sido objeto de fuertes críticas. Y si ellos han continuado adelante con sus deberes es porque existe una autonomía, en este caso del Poder Judicial, que se los permite, más allá de las cosas que se digan o de los diferentes enfoques que haya sobre determinada materia. 



Desde luego que comparto con la autora, la Senadora señora Alvear, que esta es una reforma extremadamente necesaria, indispensable. Y si consideramos los años transcurridos -más de una década- desde que se inició la reforma procesal penal, siento que con la aprobación de esta iniciativa podríamos decir que ella se está consolidando, pues -como Sus Señorías saben- partió aplicándose en forma gradual. 



Sin embargo, aquí estamos hablando -como bien señaló también el Honorable señor Patricio Walker- de una reforma constitucional. Y las reformas a la Carta Fundamental, en esencia, no contienen toda la ingeniería de detalle, es decir, todo lo que se puede dejar en manos del legislador común para pormenorizar en una ley orgánica o en los reglamentos. 



En definitiva, debemos analizar si estamos de acuerdo con un principio. En eso consiste, finalmente, una reforma constitucional. Porque al Texto Fundamental, por volumen, no le caben muchas cosas. 



Me parece que esta es, reitero, una iniciativa extremadamente necesaria e indispensable. 



Al respecto, podemos citar otros debates recientes, como a propósito de la Ley Antiterrorista, sobre cómo será la defensa de los imputados. Porque yo tampoco comparto el criterio, tal como lo manifestó el Senador señor Orpis, de que solo cabe pensar en las víctimas y de que todo lo demás es delincuencia. ¡No! Hay rangos distintos. Los imputados no son delincuentes. Es cuestión de ver las estadísticas acerca de quiénes son condenados para darnos cuenta de que, muchas veces, en un proceso penal las fiscalías también se equivocan. 



Entonces, el hecho de que exista, por ejemplo, la Ley sobre Defensoría de las Víctimas -impulsada por el Honorable señor Espina, respecto de la que uno puede tener diferencias, pero hay un estatuto especial para las víctimas- no quiere decir que se producirá un desequilibrio si damos rango constitucional a la Defensoría Penal Pública. 



Yo, muy por el contrario, insisto en que cabe una normativa de las características propuestas. Y, en democracia, cada uno asume sus responsabilidades y actúa de acuerdo a sus convicciones. Pero siento que es tremendamente necesario que ella tenga rango constitucional, autonomía, personalidad jurídica, patrimonio propio, y así ayude a que se desenvuelva con total libertad en un proceso penal. 



Creo que eso va a hablar bien de la madurez de nuestro sistema procesal. Incluso el eslogan de la Defensoría, según entiendo, es: “Sin defensa no hay justicia”. Y lo considero muy cierto. 



Por eso, señor Presidente, votaré a favor del proyecto. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina, y después los Senadores señora Alvear y señores Rossi y Lagos. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, este debate es el que más me convence de que la iniciativa debe ser enviada a la Comisión. 



Yo, en primer lugar, creo que si en las reformas constitucionales que aprobamos en el pasado hubiésemos insistido en sacar adelante la que ahora nos ocupa, no lo habríamos logrado, porque requieren un quórum muy alto. Por lo tanto, el nivel de persuasión tiene que ser más alto que el que se requiere para una ley normal. 



En segundo término, en caso de rechazarse este proyecto, los que voten en contra no van a pagar costos políticos, si se quiere mirar desde esa perspectiva, porque la opinión pública, por regla general, estima que quienes se hallan en indefensión son las víctimas, por cuanto la Defensoría hoy día cuenta con abogados y gran parte de aquellas, no. 



Pero aquí hay una cuestión de principios. Y uno no siempre debe votar por lo que puede ser más o menos popular. Yo tengo una convicción formada en el sentido de que la existencia de un órgano autónomo regulado por ley que asume la defensa de las personas es garantía de que esta se efectuará de manera adecuada, lo cual les permitirá ser sometidas a un debido proceso.



Esa es mi convicción. Pero siento que no está hoy día suficientemente sociabilizada para sumar los dos tercios de los votos requeridos en el Senado. Entonces, solo pido que se dé la oportunidad de intentar persuadir y perfeccionar el proyecto. 



Ahora, ¿eso se puede garantizar? No. Es imposible. 



No obstante, el asunto me causa extrañeza, porque recuerdo que muchas veces la iniciativa sobre defensoría de las víctimas se tuvo que volver a la Comisión y cambiar su texto ya que había Senadores en desacuerdo con la defensa de las víctimas. 



Sin embargo, yo, como uno de los impulsores de dicho proyecto, lo consideraba de toda justicia. Me parecía un atentado contra el Estado de Derecho que una persona no tuviera derecho a que aquel le proporcionara un abogado con el objeto de defenderse cuando carecía de recursos para ello. 



Además, lo encontraba bastante injusto y arbitrario, porque el rico hoy puede contratar un abogado, pero el pobre, no. Y el fiscal no siempre defiende -como lo dijo aquí el Senador señor Larraín- los intereses de la víctima. Muchas veces el persecutor considera que un imputado debe ser procesado o condenado por el delito “A”, y la víctima, por el “B”. En reiteradas oportunidades la pena pedida por el fiscal es distinta a la que quiere la víctima. Y me parece de toda justicia. Hay tratados escritos sobre esa materia. El asunto es controvertible, porque otros países no tienen nuestro sistema. 



Entonces, pienso que hay que dar oportunidad a esta iniciativa, sin engañarnos -perdónenme- entre nosotros. Esta no es una medida dilatoria, porque, de lo contrario, votemos de inmediato. 



Yo considero que siempre se deben realizar esfuerzos por sacar adelante este tipo de proyectos. Y a veces se gana y otras se pierde. Pero no me gustaría que no hubiésemos hecho el intento. 



Yo me podría haber quedado callado y votar a favor. No obstante, insisto en otorgar una oportunidad de analizar la normativa. El Senador señor Novoa ha formulado una serie de consideraciones, todas muy atendibles. Pero démosle una vuelta al asunto. 



No sé por qué ahora nos hemos puesto tan exigentes. Muchas veces en el Senado hemos acordado enviar proyectos de vuelta a Comisión    -en tres, cuatro, cinco o seis ocasiones lo hemos hecho-, hasta que logramos generar los consensos necesarios. 



Hubiese querido tener una grabación de cómo se sacaron las reformas anteriores. Recuerdo que bajo la presidencia del Honorable señor  Andrés Zaldívar -quien se halla presente en la Sala- muchos proyectos volvieron al órgano técnico porque requerían cambios para ser despachados. Sin embargo, noto que de repente esa voluntad política para salvar los obstáculos la abandonamos. Decimos: “Okay, no importa”. Si la política es el arte de generar mayorías con transparencia y sin engaño. 



Yo, por lo menos, me voy a empeñar para que este proyecto se perfeccione, y no tengo ninguna crítica para los que piensan lo contrario. Aquí hay diferentes visiones. Existen argumentos políticos, jurídicos, de distinta naturaleza. Mi planteamiento lo he realizado abierta, derecha y resueltamente, sin doble discurso. La mayoría de la Alianza considera que la materia en debate no debiera estar en la Constitución, y han formulados varios tipos de objeciones. Eso es legítimo. 



Yo nunca me ofendí ni me molesté cuando instituciones importantísimas aparecían sacándole la mugre a mi iniciativa, aunque no había una defensoría de las víctimas. Pero reconozco que hubo un esfuerzo de los Senadores para permitir su aprobación, entre ellos la Senadora señora Alvear, autora de esta moción, que no estaba convencida, pero se dejó persuadir con un conjunto de argumentos, y generamos una mayoría. 



Entonces, yo pido que recuperemos ese nivel, esa política de Estado de decir: “Esto no nos va a satisfacer en el todo por el todo. Convénzannos”. Y si no se puede, por último se hizo el mayor esfuerzo.



Por eso, insisto en que nada se pierde llevando este proyecto       -¡para hacer un esfuerzo de verdad!- de nuevo a Comisión. Porque si fuera para dilatar, hacer una trampa y tratar de no aprobarlo, el mejor momento sería votarlo ahora. Y se acabaría la discusión.



Pero yo, como soy persistente en eso, creo que constituiría una buena oportunidad volverlo a Comisión para lograr su perfeccionamiento, sobre todo porque los miembros de ella que participamos en su discusión teníamos la voluntad de aprobarlo. 



Quiero, a lo menos, dejar claro ese punto ante Sus Señorías.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, lamentablemente, no está en la Sala el Senador Novoa -a quien respeto mucho por sus conocimientos jurídicos-, porque deseo referirme a lo siguiente.



Con relación al Ministerio Público, él hizo mención al artículo 83 de la Constitución, que establece: “Un organismo autónomo, jerarquizado, con el nombre de Ministerio Público, dirigirá en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito, los que determinen la participación punible y los que acrediten la inocencia del imputado y, en su caso, ejercerá la acción penal pública en la forma prevista por la ley.”.



Y agregó que en dicha disposición se garantiza mejor la existencia de un proceso de continuación de la defensa del imputado.



Señor Presidente, debo manifestar que con tal argumento, expresado por el colega, se habría echado por tierra el proyecto de defensoría de las víctimas, ya que el mismo artículo 83 de la Carta expresa enseguida: “De igual manera, le corresponderá la adopción de medidas para proteger a las víctimas y a los testigos. En caso alguno podrá ejercer funciones jurisdiccionales.”.



Por lo tanto, siguiendo la lógica del Senador Novoa, no habría habido necesidad alguna de efectuar una reforma constitucional, como la que aprobamos aquí, en el Senado; no habría necesidad alguna de crear la Defensoría de las Víctimas.



Resulta que ahora existe, a nivel constitucional, el Ministerio Público y la Defensoría de las Víctimas. Pero no existe, a nivel constitucional, la Defensoría de los Imputados, la cual se halla subordinada al Ministerio de Justicia, el que, a su vez, depende del actual Gobierno y de cualquier otro a futuro.



Me parece que en este último caso no estamos garantizando el debido proceso.



En la Comisión la iniciativa fue objeto de una discusión bastante larga, durante la cual escuchamos a muchas personas. Y la apoyamos, por unanimidad, con la idea de que se formularan indicaciones, porque tendríamos que haberla aprobado en general y en particular a la vez. Pero la acogimos solo en general precisamente para que en el plazo de indicaciones todos los Senadores y Senadoras que así lo desearen presentasen las que estimaren pertinentes, a pesar de constar de artículo único.



Señor Presidente, la tramitación del proyecto se dilató hasta que se enviara el relativo a defensoría de las víctimas. Este se presentó y aprobó, pero el nuestro se postergó. 



¡Se aprobó la Ley sobre Defensoría de las Víctimas y ahora no se puede aprobar en general la Defensoría de los Imputados!



Ello me preocupa, señor Presidente. Y lo digo, porque pienso que debemos honrar -con esto no quiero hacer una calificación a nadie- los acuerdos de esta índole a que llegamos.



Se nos dijo: “Posterguen la discusión de la reforma constitucional sobre defensa de los imputados, para ver esta otra primero”. Así procedimos, y aprobamos la concerniente a la defensa de las víctimas. ¡Y ahora no podemos aprobar “en general” este proyecto, que fue acogido en forma unánime por todos los miembros de la Comisión!



Entonces, señor Presidente, no entiendo la lógica con que se actúa -y quiero hacer presente tal hecho en la Sala-, porque esto sí que establece un precedente.



En la Comisión -repito- llegamos al acuerdo de ver primero un proyecto y a continuación el otro, porque de lo contrario no se aprobaría aquel. Se trató y acogió, pues aun cuando muchos Senadores no estaban por aprobarlo, terminamos jugándonos por él. Y resulta que respecto al otro (el que en este momento nos ocupa), ahora no hay votos para aprobarlo.



Creo que eso sienta un precedente pésimo, señor Presidente, en cuanto a que seamos capaces, en el futuro, de confiar en lo que se puede acordar con relación a los diferentes proyectos y lo que en definitiva se realice.



En ese contexto, yo les pido, con mucha humildad, a los miembros del Senado que aprueben en general esta iniciativa. Y tengan la absoluta certeza de que veremos cada una de las indicaciones. 



Más aún, y por favor les solicito que escuchen este argumento: si no se aprobasen las indicaciones que den garantías a todos, dado que se trata de una reforma constitucional no podrá aprobarse, porque no contará con los quórums correspondientes.



Entonces, ¡qué mayor garantía, además de la envergadura de los Senadores que integran la Comisión de Constitución, que la aprobación en esos términos! Creo que el liderazgo de ellos es indiscutible. 



De lo contrario -repito-, no podremos confiar en un acuerdo de tanta importancia como el mencionado, que permitió aprobar otra reforma     -así lo señaló el propio Senador Espina-, aun cuando muchos no estábamos de acuerdo, dejando la presente para tratarla a continuación. Ello, para que tanto las víctimas como los imputados quedasen en un mismo nivel, a fin de garantizarles un debido proceso mediante un organismo de rango constitucional.



Ya contamos con la Defensoría de las Víctimas. Pero quizás no vamos a contar con la de los imputados.



Yo espero, señor Presidente, que se toquen los timbres para llamar a votar a los Senadores y poder aprobar en general este proyecto.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para abrir la votación.

La señora ALLENDE.- Está bien.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Es una iniciativa de quórum especial!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Hace un rato se le sugirió a la autora del proyecto volverlo a Comisión. Entiendo que su voluntad es que se someta a votación.



En votación general la iniciativa. 



--(Durante la votación). 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, he escuchado con gran detenimiento los argumentos que han dado la autora de la iniciativa y los miembros de la Comisión de Constitución: del Senador Espina, para postergar la votación; del Senador Novoa, en contra de él, en fin.



Voy a exponer algunas consideraciones respecto al texto mismo.



En verdad, yo siempre he estado convencido...



Señor Presidente, le pediría llamar al orden, porque hay mucho ruido.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ruego a los señores Senadores guardar silencio.



Puede continuar, Su Señoría.

El señor ROSSI.- La primera observación tiene que ver con la importancia de la justicia en una democracia.



La justicia, al final del día, es el pilar fundamental sobre el cual descansa la democracia; contribuye notablemente a la paz social, y siento que es deber de todos nosotros promover y garantizar el debido proceso.



El debido proceso tiene atingencia con el derecho de las víctimas, pero también con el de los victimarios y de los delincuentes. 



Aquí se ha dicho que los imputados no son necesariamente culpables. Convengamos en esto. El Senador Quintana afirmó que gran número de ellos finalmente termina siendo absuelto. 



Pero al final del día el sistema se basa en una asimetría: en el derecho del Estado a perseguir el delito, función que le compete al Ministerio Público, que es autónomo. No obstante, al otro lado no existe una institución con las mismas características. Y ese es el sentido que tiene este proyecto.



El ex Ministro de Justicia y actual Senador señor Gómez me señalaba que con el transcurso del tiempo y del funcionamiento de la reforma procesal penal, con las modificaciones sustantivas que se hicieron, es posible percibir que falta esa otra parte.



Ahora, a mí me hace mucho más sentido la necesidad de que esa otra parte sea un organismo autónomo y no tutelado, de alguna manera, por el Gobierno de turno. Pongamos un ejemplo.



¿Qué pasaría con los mapuches que no tuviesen recursos para pagar a un abogado y debieran recurrir a la actual Defensoría Penal Pública, cuando hemos visto que el Ministro del Interior ya los condenó y ha dicho que son delincuentes? ¡Ese mismo Secretario de Estado le dará instrucciones a la Defensoría respecto de con qué entusiasmo ha de defender a uno o a otro...!



Por eso -este es otro argumento-, la Defensoría debe gozar de  autonomía, tener patrimonio propio y estar al mismo nivel que el Ministerio Público, la Fiscalía. Y, desde esa perspectiva, pienso que así como se aprobó la Ley sobre Defensoría de las Víctimas, debiésemos avanzar en la misma dirección.



El segundo comentario dice relación a una consideración política a la cual se refirió la Senadora Alvear. Y yo quiero, de alguna manera, cobrarles la palabra a los amigos del Gobierno. Porque en varios proyectos -en el atinente al posnatal, por ejemplo- ustedes nos decían: “¡Cómo van a supeditar la aprobación general! Si hay que introducir modificaciones, perfeccionar el texto, cambiar algún artículo, eso podemos hacerlo con buena voluntad, con trabajo, en la Comisión”.



Siempre he escuchado, particularmente a la Derecha, el argumento de que una cosa es aprobar la idea de legislar y otra discutir en particular el proyecto respectivo, para mejorarlo, etcétera.



Aquí estamos en la votación general. Y, como expresé, se trata de la misma línea argumental que escuché a propósito de varias iniciativas de ley del Gobierno.



Finalmente, un llamado al Presidente del Senado: le pido a la Mesa que le solicite al Ejecutivo -estaba por ahí el Ministro Larroulet- que los Ministros de Estado...



Bueno sería que el Presidente escuchara, pues estoy haciéndole una solicitud importante.

El señor TUMA.- ¡Hay que ponerles una defensoría a los Ministros...!

El señor ROSSI.- Sí. ¡Y también, una a la Mesa...!



Señor Presidente, considero muy relevante que los Ministros nos acompañen durante las sesiones. En varias de ellas, mientras se tratan materias vinculadas con Salud, Educación, en fin, uno ve que no asisten. De hecho, con relación a una iniciativa de origen parlamentario, el Ministro de Salud me dijo: “Este proyecto no es nuestro. Entonces, no nos corresponde participar”.



A mi entender, en una democracia, en un Estado de Derecho, lo procedente es que, representado por el Ministro del ramo, el Gobierno venga a la Cámara Alta a hacer sus planteamientos sobre las mociones.



Me preocupa mucho la actitud que el Ejecutivo ha asumido sobre el particular.



Les preguntaba a Senadores que llevan más tiempo que yo en la Corporación qué sucedía antes, y su respuesta fue que lo habitual era que el Ministro pertinente participara en la discusión...

El señor GIRARDI (Presidente).- Perdón, Su Señoría, pero está terminando su tiempo.

El señor ROSSI.- ...aun cuando el proyecto de ley no se hubiera originado en mensaje.



Creo que ese punto es bastante significativo, porque, de lo contrario, en alguna forma no se respeta el trabajo que hace el Parlamento, y en esta ocasión, la labor que desarrollamos los Senadores.



En el caso que nos ocupa, se trata de una moción presentada por una Senadora de la Concertación; mañana podrá ser una de alguien de la Alianza. Sin embargo, lo relevante es que la Mesa le pida al Gobierno que los Ministros de Estado participen en el debate de las diversas materias, especialmente cuando son de importancia mayor, como es el caso del proyecto sobre defensoría penal pública.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Señor Senador, los Ministros son colegisladores y deciden autónomamente en qué proyectos participan.



Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, comenzaré haciendo una referencia a sus últimas expresiones.



Efectivamente, los Ministros son colegisladores y pueden concurrir al Senado si lo estiman pertinente. Pero ello no impide que uno los invite a participar activamente en las sesiones. Entiendo que fue lo que hizo el Senador Rossi, quien no se saltó legalidad alguna.



Voy ahora al problema de fondo.



Después de haber escuchado en dos oportunidades a la Senadora Alvear, autora de la moción, no queda más que sumarse a los diversos argumentos expuestos aquí.



No voy a entrar a la determinación de si es bueno o malo tener una defensoría penal pública con la máxima capacidad, la máxima autonomía, la máxima cantidad de recursos. Quiero, sí, hacer una referencia con relación a un punto -no puedo dejarlo pasar- planteado por el colega Novoa.



Cuando el señor Senador habla de los derechos de las víctimas y de los derechos de los delincuentes, parte de la base de que a todo aquel que hace uso de defensa penal se lo presume culpable.



No sé cómo están las estadísticas en la materia, pero creo que aquello no es adecuado, pues en el fondo, en la parte de atrás de la cabeza, hay una suerte de prejuicio -no tengo claro si está escrito así en la Constitución- cuando se habla de “los delincuentes” y no de “los imputados” o de “las personas acusadas de un delito”. La condición de delincuente se adquiere una vez que hay sentencia ejecutoriada, cuando existe cosa juzgada.



Entonces, me parece que lo apropiado es no darle más vueltas al punto y proceder a la votación.



En tal sentido, coincido con el Senador Novoa, pues estimo que quienes tienen opinión formada sobre la materia, en una línea u otra, no van a cambiar de parecer por el hecho de que el proyecto sea devuelto a la Comisión de Constitución.



Sin embargo, a los colegas que no tienen opinión formada les pregunto en qué obsta aprobar la idea de legislar hoy y luego remitir la iniciativa al referido órgano técnico. Porque, como bien dijo la Senadora Alvear, el quórum de aprobación es tan alto que, si no hay consenso, si no se aúnan las voluntades, el rechazo en particular será inminente.



Ahora, la pregunta es qué señal se quiere enviar. Y ahí sí que discrepo de quienes creen que se trata de hacer pagar un costo político, como manifestó el Senador Espina, considerando la tendencia que hay en nuestra sociedad, los índices de victimización existentes, el aumento de la delincuencia y el empeoramiento de la situación registrado durante los últimos dos años.



Mucha gente percibe que hay que preocuparse más de las víctimas que de los delincuentes, de quienes están delinquiendo.



Desde ese punto de vista, este proyecto no envuelve un costo político que se trate de hacer pagar. Al contrario, a aquellos que siempre hablan más a favor de las víctimas y consideran que el Estado de Derecho es solo para ellas -no para los delincuentes- les abre la posibilidad de votar este proyecto favorablemente y “pasar colados”, sin que nadie los sindique por respaldar una legislación prodelincuentes.



En consecuencia, invito a quienes no tienen opinión formada sobre la materia a brindar la oportunidad de que el proyecto vuelva a la Comisión con la idea de legislar aprobada, para dar la buena noticia de que acá creemos en el Estado de Derecho y en la autonomía de las instituciones involucradas.



No voy a repetir todo lo dicho en esta Sala sobre las frases desafortunadas y la falta de roce republicano del Ministro del Interior en torno aesta materia, a ratos, con la Corte Suprema y el Ministerio Público. Dejemos eso de lado, aprobemos hoy la idea de legislar y abramos aquella posibilidad.



Quienes abriguen dudas podrán hacer sus planteamientos en la Comisión, donde, por cierto, serán discutidos.



Pero no cerremos la posibilidad de tener un sistema que le dé garantías al Ministerio Público para hacer su trabajo y que permita la defensa jurídica de quienes no puedan costearla.



Por lo expuesto, señor Presidente, voto a favor, reiterando mi planteamiento en el sentido de que, como en tantas oportunidades, posibilitemos que el proyecto se discuta en la Comisión tras ser aprobado en general.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESPINA.- ¿Cuántos votos se necesitan?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Veinticinco.



¿Va a emitir su pronunciamiento, Senador señor Navarro?

El señor BIANCHI.- ¡Bienvenido, Navarro...!

El señor ROSSI.- ¡Llegó Navarro...!

El señor NAVARRO.- ¡Estaba con el pueblo!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (26 votos a favor y 8 en contra).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Frei, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Coloma, García-Huidobro, Larraín (don Carlos), Novoa, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Corresponde fijar plazo para presentar indicaciones.



¿Le parece a la Sala el lunes 12 de marzo?

La señora PÉREZ (doña Lily).- Un poco más.

La señora ALVEAR.- ¿El 15?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿El lunes 19 de marzo?



--Así se acuerda.
)--------------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General para dar cuenta de diversos asuntos que llegaron a Secretaría.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En primer lugar, debo dar cuenta de dos oficios de la Honorable Cámara de Diputados.



Con el primero informa que rechazó algunas de las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que modifica la ley N° 18.290 para aumentar las sanciones por manejo en estado de ebriedad, bajo la influencia de sustancias estupefacientes o psicotrópicas o bajo la influencia del alcohol (boletín N° 7.652-15) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”), y entrega la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse, conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política (Véase en los Anexos, documento 14).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se toma conocimiento y, de acuerdo a lo establecido en el artículo 46 de la Corporación, se designa miembros de la referida Comisión Mixta a los Senadores integrantes de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Con el segundo oficio, la Cámara Baja informa que aprobó la proposición de la Comisión Mixta formada para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de reforma que modifica el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República, sobre territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández (boletín N° 6.756-07).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Debo dar cuenta en seguida de dos informes.



1.- Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Orpis, señoras Allende y Rincón y señores Gómez y Horvath, que propicia la ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales (boletín N° 7.201-08) (Véase en los Anexos, documento 15).



2.- Informe de la Comisión de Economía recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales (boletín N° 7.392-03) (Véase en los Anexos, documento 16).



--Quedan para tabla.
POSIBILIDAD DE PRINCIPALES ACTORES DE MERCADO FINANCIERO DE DESCONTAR DE REMUNERACIONES CUOTAS DE CRÉDITOS

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Corresponde tratar, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Tuma, señora Alvear y señores Escalona y García, sobre descuentos en las remuneraciones, con informe de la Comisión de Economía.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7092-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señor Tuma, señora Alvear y señores Escalona y García):


En primer trámite, sesión 38ª, en 3 de agosto de 2010.


Informe de Comisión:


Economía: sesión 63ª, en 18 de octubre de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de esta iniciativa es igualar la situación de los oferentes de crédito haciendo extensiva a los principales actores del mercado financiero (bancos, cooperativas de ahorro y préstamo, cajas de compensación y mutualidades) la posibilidad de descontar directamente de las remuneraciones a los trabajadores en servicio activo, sean del sector público o privado, o a las personas pensionadas cuotas de créditos, previa petición por escrito.



La Comisión de Economía aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García, Tuma y Zaldívar.



Con la misma votación, acordó proponer a la Sala que, una vez despachado en general, el proyecto se refunda con el iniciado en moción del Senador señor Chahuán, radicado en la Comisión de Trabajo y Previsión Social, que hace extensivo el incremento de hasta 25 por ciento aplicable a los descuentos voluntarios en las remuneraciones destinadas a cooperativas de consumo o de ahorro y crédito.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, efectivamente, la unanimidad de los Senadores presentes aprobó en la Comisión este proyecto, que permite descontar por planilla cuotas de créditos, lo que hoy día se aplica en el caso de las cajas de compensación.



Otra iniciativa hace extensivo aquello a préstamos de índole distinta, como los otorgados por cooperativas, etcétera.



En mi concepto, esta es también una manera de abaratar el crédito, principalmente porque, cuando alguna de las instituciones en comento otorga un préstamo a un pensionado o a un trabajador activo, el descuento por planilla torna mucho menor el riesgo y ello, por lo tanto, puede reducir significativamente la tasa de interés. O sea, el proyecto va en beneficio directo de los deudores.



Por lo demás, hay un límite al descuento por planilla.



Entonces, nos gustaría volver a ver esta materia en la Comisión una vez aprobada la idea de legislar, a fin de incorporar a las otras entidades que otorgan aquel tipo de préstamos, para que haya entre todos los entes una situación de competencia leal que favorezca precisamente a quienes hoy día recurren al crédito.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente -seré muy breve-, por las razones que adujo quien me antecedió en el uso de la palabra, me parece que se trata de una buena iniciativa. Por ende, voy a apoyarla.



Empero, quiero hacer presente una inquietud que me surge: el riesgo del sobreendeudamiento de los empleados, de las personas que tienen contrato de trabajo, porque, por la vía del descuento de remuneraciones, es muy fácil caer en deudas mayores. 



Durante muchos años trabajé en la Universidad Católica, donde, por distintas vías -acuerdos sindicales o beneficios que daban distintas instituciones-, en cierto minuto un porcentaje muy alto de los empleados estaba con deudas superiores a su sueldo. Hubo que hacer un trabajo especial, porque la situación no tenía límite.



Por lo tanto, con todos los beneficios que el proyecto envuelve, y tratando de pensar en la importancia que reviste facilitar el acceso al crédito, sobre todo en los niveles de clase media y de sectores más vulnerables, hay que tener claro que la suma de los descuentos no puede cubrir un porcentaje muy significativo del sueldo. De lo contrario, se corre el riesgo de que las personas queden sin recursos para enfrentar su vida cotidiana.



Así que, estando de acuerdo con el fondo de la iniciativa, pienso que en su momento será necesario discutir, entre otras cosas, el tope que conviene descontar de las remuneraciones. Y habrá que proceder con mucha prudencia y criterio, pues, si bien los trabajadores deben hacerse cargo de los créditos que toman en distintas instituciones, el porcentaje determinado no puede dejarlos sin sueldo.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, leía el informe, y en especial los considerandos de la moción, y advierto que se procura beneficiar, entre otros, a los personales de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, incluida Gendarmería; a los pensionados; a los funcionarios del Poder Judicial -es decir, del Estado-, del Banco Central, de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, a quienes se aumenta el porcentaje de descuento por planilla. Pero no sé si podemos tener informes de las instituciones para ver cuál es el nivel de la deuda.



Dije la vez anterior que en Correos de Chile (5 mil funcionarios) el endeudamiento, excediendo todo margen legal, superaba los 22 mil millones de pesos y que los descuentos estaban sobre el 80 por ciento de las remuneraciones. Ello, porque en algún proceso de negociación, como no hubo reajuste salarial, los sindicatos consiguieron incluso créditos.



No sé si al hacer la modificación que se plantea ahora estamos teniendo como referencia los niveles de endeudamiento reales. Porque, según expresé, hay que considerar también los préstamos que van por fuera (de consumo u otros), cuyas cuotas son descontadas de manera anexa a las cláusulas del contrato laboral.



Quisiera tener a la vista sobre todo la información pública emanada de los órganos del Estado, pero asimismo la referencial del mundo privado. Porque está claro que la familia chilena se encuentra sobreendeudada y que la facilidad que por aquella vía se otorga para pagar los créditos en comento no significa siempre mejorar la calidad de vida del trabajador, sino, a veces, aumentar las expectativas de endeudamiento.



Los informes que en mi concepto debemos tener a la vista determinarán si los porcentajes son los adecuados y si el proyecto de ley está bien orientado.



Entiendo que para vivir y mantener cierto estatus se requieren ingresos permanentes y no transitorios como los préstamos.



Por lo tanto, sin la opinión oficial de las instituciones que más firmemente van a asumir el compromiso de pago, no me parece prudente votar el proyecto y aprobarlo.



Entiendo que el Senador Zaldívar planteó devolver la iniciativa a la Comisión para revisarla. Me gustaría que pudiera reformular su...

El señor BIANCHI.- Su Señoría propuso aprobarla en general y remitirla a Comisión.

El señor NAVARRO.- Correcto.



Señor Presidente, todos decimos: “Este es un tema que hay que abordar”.



Yo tengo indicaciones que van en el sentido restrictivo. Porque en algunos ámbitos podemos generar flexibilidad y en otros restricción.



Por lo tanto, el votar la iniciativa y luego volverla a Comisión me parece lo más adecuado, señor Presidente.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, este proyecto va, a mi entender, en el sentido correcto. Los trabajadores activos y, sobre todo, los pensionados son hoy día una garantía casi plena para las cajas de compensación, fundamentalmente, ya que involucran muy poco riesgo debido al descuento automático por planilla. De consiguiente, los créditos no son objeto de gastos por concepto de cobranza y, así, tienen una seguridad absoluta.



Pero es interesante señalar en esta Sala lo que cobran las cajas de compensación.



Por ejemplo, a un pensionado, por un crédito a 60 meses, se le está cobrando 27.12 por ciento promedio anual; a los trabajadores activos, 28.32 por ciento a 36 meses, y a 24 meses, 22.44 por ciento.



Entonces, ¿cuál es el objetivo que se persigue con este proyecto? Que haya mayor competencia, que se bajen las tasas y que los pensionados, quienes en cierto modo son esclavos porque no tienen otra manera de constituir garantía, puedan acceder a préstamos a tasas menores.



Ese es, a mi juicio, el espíritu del articulado.



En consecuencia, votaré a favor de este proyecto.



Sin duda, es preciso perfeccionarlo. Tenemos que preocuparnos de hasta cuánto puede endeudarse un pensionado, por ejemplo. Pero también sucede que la única forma en que estos sectores pueden acceder al crédito es a través de una caja de compensación. Y es necesario valorar el trabajo que dichas entidades desarrollan con respecto al esparcimiento, a las becas. Tampoco cabe satanizarlo todo, en este sentido, hay que considerar también los beneficios que les entregan a millones de trabajadores y pensionados.



Mas se requiere discutir el asunto. Estimo que se debe contemplar una apertura al sistema financiero, para que se pueda competir. Sin duda, se plantea lo relativo a las tasas. Sobre todo, podría acceder otro tipo de entidades en cuanto a los créditos mejor garantizados.



En consecuencia, señor Presidente, votaré a favor de la idea de legislar, en el entendido de que se debe tener mucho cuidado, porque se han abierto forados. Les aseguro a mis Honorables colegas que si las cajas de compensación no hubieran contado con la garantía a que se ha hecho referencia no estarían en el esquema crediticio.



Lo importante es avanzar y dar la posibilidad de que bajen las tasas y de que las personas más vulnerables, que carecen de acceso al crédito, recurran a otras entidades financieras.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, qué duda cabe de que la sociedad ha cambiado, en los últimos veinte años, en términos de cómo los trabajadores satisfacen tantas necesidades crecientes.



Una de ellas es la del endeudamiento y del crédito, cuya democratización ha determinado que distintos sectores de la sociedad busquen, por una parte, algunas alternativas de financiamiento, y otros, como oferentes, formas de segmentar o de establecer nichos de mercado que, en definitiva, logren masificarlo. Pero no siempre los consumidores tienen a su alcance una tasa de interés justa.



El motivo para que los autores del proyecto lo sometiéramos a discusión en el Senado es la distorsión en el rol de las cajas de compensación, que nacieron, en 1953, con el fin de administrar la asignación familiar. Eran institutos de previsión y, como tales, se les autorizó el descuento por planilla; pero, con el paso del tiempo y en los últimos años, han derivado también en la prestación de servicios financieros. Ello no es malo, mas lo realizan con la ventaja esencial que acabo de mencionar.



Y a la anterior se suma otra: como han presentado un carácter previsional, se les da la misma facultad de poder recurrir a los apremios existentes para el cobro de deudas de esa índole.



Entonces, las otras instituciones crediticias se encuentran en desventaja. Y es la situación que enfrentan cooperativas, bancos o financieras para atender con mejores condiciones a un afiliado a una caja de compensación o a un pensionado.



Lo curioso, señor Presidente, es que la tasa de riesgo establecida para estos pensionados es aparentemente muy alta, ya que, por lo general, el interés de los créditos es bastante más elevado que el promedio en los bancos y en algunos casos se halla en el tope. Sin embargo, vemos que las cajas de compensación otorgan el crédito como coadyuvantes del Estado. Entonces, ¿cuál es el riesgo? Y si no lo hay, ¿por qué no bajan el porcentaje que cobran?



Lo que pasa es que se aprovechan por ser las únicas que disponen del instrumento del descuento por planilla. En consecuencia, lo que estamos planteando en la iniciativa es extenderlo a otras entidades crediticias, para que a los pensionados, a los demás afiliados y a los trabajadores, en general, se les ofrezcan tasas más competitivas. Lo que queremos es que se abra el mercado y exista más competencia, así como también que cuenten con más oportunidades los trabajadores y los pensionados, quienes reciben las remuneraciones más bajas del país, no obstante lo cual una de sus pocas fuentes de financiamiento es el crédito que conlleva el mecanismo mencionado y que se aplica solo en el caso de las cajas de compensación.



Existe una asimetría en la relación de los pensionados o afiliados con esas entidades precisamente porque estos no pueden regodearse, no pueden buscar otra institución, pues no les dan crédito. Es mucho más fácil que lo consigan donde media el descuento por planilla.



Pero me parecen interesantes las observaciones planteadas en el debate.



He pedido que el proyecto -ha sido un acuerdo de la Comisión de Economía- pase a las Comisiones de Economía y de Trabajo, unidas, porque en esta última se aprobó una iniciativa de mi Honorable colega Chahuán, entre otros, que contempla el mismo principio, abriendo solo para las cooperativas la oportunidad de otorgar créditos con descuentos por planilla tanto a sus afiliados como a quienes no lo son. Entonces, demos la posibilidad a todos y realicemos el debate, en un solo acto, en Comisiones unidas y resolvamos el asunto.



El segundo aspecto que aborda el articulado que nos ocupa, señor Presidente, tiene que ver con el monto de los descuentos.



Es cierto lo dicho por el Senador señor Navarro: no puede haber un descuento por planilla ilimitado, porque el trabajador tiene que recibir un ingreso en efectivo al término del mes. Pero hago presente también que el tope existente para las remuneraciones más bajas es de 15 por ciento. Si el afiliado o pensionado quiere un crédito de 300 mil o 400 mil pesos, se lo conceden a cinco o siete años, y, en definitiva, paga cuatro o cinco veces el capital en puros intereses. No puede tomar un crédito de consumo a un plazo más corto, ya que sobrepasaría el límite del descuento.



Respecto del ejemplo que dio Su Señoría en el sentido de que el 80 por ciento de algunos trabajadores están copados con deducciones, eso es ilegal. Tiene que hacerse la denuncia correspondiente. El empleador no puede exceder lo que autoriza la ley.



En mi opinión, es preciso modificar el porcentaje en función del monto del crédito, de la cuantía del patrimonio o del ingreso del deudor y del plazo.



Se requiere hacer una distinción cuando se trate de créditos hipotecarios, caso en el cual se tiene que abrir la posibilidad de un descuento mayor. Y ello, a petición también de los funcionarios del Estado, sujetos a un tope en el descuento por planilla. Lo que planteamos es subir la deducción a un 30 por ciento, como máximo, y a un 40 por ciento en dichos créditos.



El Senador señor Navarro me sugirió la introducción de las variables del ingreso y del plazo.



Creo que las Comisiones unidas pueden hacer un buen trabajo, abrir el mercado y darles oportunidades a los pensionados y los trabajadores de obtener créditos más justos, a una tasa de interés más competitiva.



Gracias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, como uno de los autores de la iniciativa, solo quisiera expresar, en relación con las preocupaciones manifestadas, que su propósito es evitar los abusos que se cometen con las tasas de interés.



Y, por cierto, no se desconoce un riesgo evidente en nuestro país: el sobreendeudamiento. Lamentablemente, es una realidad que escapa al sentido y a las posibilidades del proyecto de ley. De hecho, tiene lugar una discusión amplísima sobre el particular.



Pero uno de los aspectos que conducen precisamente a ese efecto son los excesos en el costo del crédito.



En consecuencia, pienso que la normativa en estudio contribuye, aunque sea en parte -e incluso si ello fuera levemente-, a evitar los abusos y a que estos repercutan en el sobreendeudamiento cuando las personas no cuentan con otras alternativas. Y, desde ese punto de vista, creo que contiene, en sí misma, elementos favorables para resolver las inquietudes expresadas en el curso del debate.



Gracias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, solo quisiera reiterar lo planteado por el Honorable señor Tuma: que si la iniciativa es aprobada en general por la Sala, pase a las Comisiones de Economía y de Trabajo, unidas, para que se analicen en conjunto los proyectos a que se ha hecho referencia.

El señor NAVARRO.- ¿No se abrirá la votación, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer lugar, me sumo a la petición de que el proyecto sea visto por las Comisiones de Economía y de Trabajo, unidas, porque me parece que se registra una suerte de desorden en materia del descuento por planilla. Y si a eso se agregan aquellos otros con fuerza legal, como el de pensiones alimenticias, cabe concluir que algunos trabajadores y, en ciertos casos, pensionados prácticamente no perciben una remuneración líquida: todo se lo llevan las deducciones.



Ahora, deseo hacer hincapié en lo que está ocurriendo con los descuentos por planilla en el caso de los créditos que las cajas de compensación les otorgan a pensionados.



Hace pocos días conocí la situación de un señor de poco más de 80 años a quien le dieron un crédito a siete años. Lo más probable es que va a vivir para pagar y va a morir pagando. Me sorprendió que le estuvieran descontando más del 25 por ciento de su pensión. Para concederle el préstamo se recurrió a una artimaña: le pidieron presentar una receta que le prescribiera el uso de audífonos. Si bien no necesita estos aparatos, la consiguió porque quería obtenerlo. Entonces, gracias a ese documento, en lugar de descontarle el 25 por ciento de sus ingresos le deducen el 30, pues, según parece, la ley faculta de alguna manera para que el porcentaje sea mayor cuando se trate de elementos médicos. Lo hicieron acompañar la receta y una cotización de los audífonos. Nunca los compró y no los necesita.



Ese tipo de abusos, que vemos a diario, desgraciadamente, en relación con el sector de la tercera edad, con gente mayor que, muchas veces, intenta ayudar a sus hijos o a un nieto, tenemos que erradicarlos de alguna manera.



Tampoco es cuestión de quitar el acceso al crédito. No somos quiénes para declararlos interdictos a todos ellos y decirles: “Ustedes no podrán ser sujetos de crédito”. No es la idea.



Pero se trata de que las cosas se hagan con criterio, el cual no es el caso, evidentemente, cuando se piden una receta médica o una cotización innecesarias, cuando se hace que alguien mienta al presentar un precio de audífonos. ¿Para qué? ¿Para darle un crédito mayor? ¿Para hacerle un descuento mayor? Es para tener siete años pagando a personas de más de 80 años.



Entonces, la idea del proyecto es permitir que otras instituciones, además de las cajas de compensación, sean oferentes de crédito.



Cuando se efectúa un descuento por planilla, en el caso concreto de las pensiones, el riesgo es bastante cercano a cero. Por lo mismo, debiera disminuir la tasa de interés. En lugar de prestar al 2,7 por ciento, a lo mejor ello se podría hacer perfectamente al costo de fondo, más el costo administrativo, o sea, a un 1,5 o un 1,7 por ciento. Multiplicado por los 84 meses a que se están entregando los créditos, ese uno por ciento menos mensual hace una tremenda diferencia.



Eso es lo que buscamos con la iniciativa: disminuir -no prohibir- las altas tasas de interés que hoy día les cobran por créditos a los pensionados, monto que descuentan a través de las planillas, directamente, los encargados de pagarles las pensiones.



Ojalá podamos ordenar tales deducciones y obtener una reducción de las tasas, particularmente en relación con los préstamos a personas de la tercera edad.



Gracias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, lo primero es consignar que nos pronunciaremos sobre la aprobación del proyecto en general y que este va a pasar luego a las Comisiones de Economía y de Trabajo, unidas. En esa línea, voy a votarlo a favor, obviamente.



Pero, siguiendo un poco los lineamientos que acaba de explicitar el Senador señor García, quiero contar algo que me preocupa muchísimo y que dice relación con créditos que entregan las cajas de compensación a personas que reciben la pensión básica solidaria. Esa situación debiera ser abordada por el Ejecutivo y por nosotros, ojalá en las Comisiones unidas, porque se está registrando un hecho bastante lamentable. Y quiero graficarlo en un episodio que me aconteció hace poco tiempo, cuando me impuse del caso de captadores de préstamos que cometen un verdadero abuso con numerosos mayores de 80 años ignorantes por completo de la forma de proceder. A estos los hacen pedir una suma bastante superior a la que realmente necesitan, generalmente destinada a ayudar a un hijo, un pariente cercano, o a enfrentar un problema de salud, como la compra de lentes, etcétera, y se quedan con el resto de la plata. Así ocurrió, por lo menos, en el ejemplo que me tocó conocer. Y realicé un seguimiento del captador para que devolviera el dinero que había logrado de manera ilegal, ya que el adulto mayor afectado no tenía cómo defenderse.



Entonces, nos hallamos frente a un asunto especial. Por eso, tiene mucho sentido, a mi juicio, que el proyecto vuelva a Comisión y que veamos de qué manera podemos ayudar a corregir el abuso en que se incurre contra adultos mayores, fundamentalmente, en cuanto a la obtención de créditos, los porcentajes que debieran descontarse y la situación de endeudamiento que hoy día se presenta en el país, pero, además, la sanción que debiera aplicarse a inescrupulosos que cometen excesos enormes con personas que enfrentan una necesidad económica y se ven obligadas a entregarle parte del préstamo a quien se lo consigue.



Se trata de un hecho impresentable, el cual, desgraciadamente, ocurre en el contexto expuesto por el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra.



Así que concurro con mi voto favorable, sobre la base de que contemos con un plazo para efectuar las modificaciones que hemos planteado en esta oportunidad.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, quisiera felicitar a los autores de la iniciativa, porque una de las reclamaciones más frecuentes -y varios señores Senadores han expresado también algo similar- que recibo en mis oficinas parlamentarias, tanto en la Región de Arica y Parinacota como en la de Tarapacá, dice relación con denuncias por abusos, como bien lo manifestó el Honorable señor García, en cajas de compensación.



El Senador señor Tuma mencionó un tope de 15 por ciento del ingreso para el efecto del descuento. Sin embargo, los subterfugios expuestos por el Honorable señor García se utilizan, al parecer, mucho más de la cuenta, porque me ha tocado ver casos de personas que reciben un líquido de un 50 o un 60 por ciento de su pensión, con un descuento de más de un 30 por ciento.



Tratándose de pensiones muy bajas, con un aporte previsional solidario, o de la misma pensión básica solidaria, sus titulares -aquí se dijo una frase que me gustó mucho y que repito- van a vivir para pagar y van a morir pagando. Porque, efectivamente, eso es lo que ocurre.



Este es un buen momento para abordar diversos aspectos relacionados con las cajas de compensación, que disfrutan de varias ventajas. Cabe señalar los descuentos por planilla y todas las facultades y mecanismos para realizar los cobros. Pero, además, hay otro tema, que tiene que ver con su función de administrar ciertos recursos, para lo cual el Estado les entrega fondos. El mismo día del pago -cosa que, entiendo, no es legalmente aceptable-, a los adultos mayores, a los pensionados les ofrecen préstamos en las condiciones que aquí se han señalado. Efectivamente, como existe un tope, se dan créditos a seis, siete, ocho años, con tasas de interés realmente altísimas, que pueden llegar a 50 por ciento anual, según me decían. Estamos hablando de 5 por ciento mensual, en circunstancias de que hoy la banca privada ofrece 0,78, en algunos casos.



Por lo demás, estos créditos tienen un riesgo muy bajo, como aquí se ha expresado: descuentos por planilla, mecanismos de apremio, de cobro, por todos conocidos.



Según conversábamos con el Senador Tuma, sería mucho más pertinente que a dichas instituciones las fiscalizara la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras en vez de la Subsecretaría de Previsión Social, como sucede hoy día. 



Simplemente, deseaba mencionar que apoyo este proyecto.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón. Luego, procederemos a votar.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, creo que esta iniciativa parlamentaria es muy interesante y la voy a aprobar. Pero me parece que tenemos que revisar el contexto de su normativa. 



Los créditos sociales, que son los que originan el descuento por planilla en las remuneraciones de los trabajadores del sistema de cajas de compensación, se establecieron dentro de un contexto histórico, cual era el de que los afiliados de aquellas pudieran cubrir sus necesidades en el ámbito de la seguridad social.



Cuando uno compara los créditos otorgados por dichas instituciones con los de la banca, se da cuenta -y lo digo como ex Superintendenta de Seguridad Social- de que los primeros no son más caros, sino más baratos. ¿Por qué? Porque tienen el beneficio del descuento por planilla y están asociados a la idea de una prestación determinada.



Eso, probablemente, no se ha cumplido rigurosamente con el tiempo. Y existen situaciones, ya descritas por mis colegas, que obviamente son anómalas y suponen situaciones de abuso respecto de los imponentes: que los esperen a la salida del pago de sus pensiones, que les ofrezcan ciertos beneficios asociados a la contratación de un crédito, en fin, numerosas denuncias que a todos nos ha tocado escuchar en nuestras distintas oficinas parlamentarias.



Pienso que este elemento no puede quedar al margen de la discusión legislativa,  pues la garantía de que una entidad -llámese caja de compensación, banco, institución financiera, casa comercial, etcétera- pueda descontar por planilla, de la remuneración de un trabajador o un pensionado, la cuota de un crédito debe ir asociada a la idea de que tal crédito cumple un fin. ¿Por qué? Porque aquella tendrá la certeza de que este le será pagado, dado el descuento automático de la remuneración o pensión.



Por lo tanto, no puede tratarse de cualquier crédito. Desde luego, no puede ser un préstamo para la compra de un bien suntuoso, sino de uno que cumpla una finalidad social. Tal fue el fundamento del legislador para establecerlo en el caso de las cajas de compensación. Deben ser créditos asociados a estudios, a viviendas, a situaciones médicas, en fin, que tengan cierta prevalencia sobre cualquier otro que dé una institución financiera e incluso las propias cajas de compensación.



Tal como lo dijeron el Senador Bianchi y otros colegas, esta es una discusión que deberemos efectuar detenidamente en el debate en particular, para tomar los resguardos del caso.



Además, señor Presidente, debemos limitar el monto del endeudamiento. Como ya se indicó aquí, el nivel de endeudamiento de las personas en nuestro país es altísimo, y, si nosotros les entregamos más facilidades a las instituciones para que coloquen créditos y los descuenten de las remuneraciones o de las pensiones, va a seguir subiendo.



Asimismo, tenemos que ser tremendamente rigurosos en las exigencias que les fijemos a las instituciones que participarán en este sistema, porque todos nosotros sabemos que las personas desconocen finalmente las condiciones en que se les otorgan los créditos y cómo estos se repactan y aumentan en sus montos. 



Es un tema relevante que nosotros, como legisladores, deberemos analizar bien a la hora de discutir en particular esta iniciativa.



Gracias, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, este es un buen proyecto, inspirado, a mi juicio -no lo he conversado con su autor-, en la idea de regular los créditos, especialmente los que otorgan las cajas de compensación de asignación familiar.



Lo señalo de esa manera, porque, indudablemente, las cajas están beneficiadas, en comparación con otras instituciones financieras, en el otorgamiento de los créditos, que en este caso tienen el carácter de sociales. 



Y quiero citar un ejemplo que grafica el abuso con que actúan tales entidades, ya denunciado por otros colegas.



Conozco el caso de una señora a quien se le concedió un préstamo por 300 mil pesos y cuyo pago fue fijado arbitrariamente por una caja de compensación en 80 cuotas. Esto significa un monto final, al momento de extinguirse la obligación, de 1 millón 400 mil pesos. Indudablemente, aquí estamos frente a una entidad que tiene más de financiera que de social y que perjudicó ostensiblemente a la persona que solicitó el crédito. 



Por desgracia, no hay normas que fiscalicen o regulen el funcionamiento de tales instituciones. El Senador Tuma, autor de la iniciativa, me decía que tal responsabilidad recae en la Superintendencia de Seguridad Social, pero esta, sin duda, no fiscaliza ni norma la operación de las cajas de compensación. Por eso se producen estos abusos: porque no existe un organismo superior que pueda sancionar, por ejemplo, el excesivo cobro de intereses o la excesiva fijación de cuotas que realizan las cajas de compensación.



Tal como lo han hecho otros Senadores, sugiero que en la discusión particular se analice la posibilidad de establecer una fórmula para que la Superintendencia de Seguridad Social realice un efectivo control sobre las cajas de compensación, con el objeto de terminar con los abusos que se cometen contra el sector activo y, fundamentalmente, el sector pasivo, cuando solicitan créditos en esas instituciones.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (25 votos a favor). 



Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, solicito que se considere mi voto afirmativo.

El señor NAVARRO.- Y también el mío.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se dejará constancia de las intenciones de voto favorable de los Senadores señores Chahuán y Navarro.



La iniciativa pasaría, para su segundo informe, a las Comisiones de Economía y de Trabajo y Previsión Social, unidas.



Se ha pedido, si le parece a la Sala, que se refunda con la que autoriza descuentos de remuneraciones destinados a cooperativas (boletín N° 6991-13), radicado en la segunda de ellas, que aborda la misma materia.



Además, se tiene que fijar plazo para indicaciones.

La señora RINCÓN.- Perdón. ¿A qué Comisión pasaría el proyecto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se ha solicitado que vaya a Comisiones unidas de Economía y de Trabajo.

La señora RINCÓN.- Entonces, no tengo ningún inconveniente en que se refundan ambas iniciativas.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-
 ¿Alguna sugerencia como plazo para indicaciones?

La señora RINCÓN.- El lunes 12 de marzo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo?



--Se accede a refundir el proyecto con la iniciativa que autoriza descuento de remuneraciones destinadas a cooperativas y se fija plazo para formular indicaciones hasta el lunes 12 de marzo.

)----------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- A la Mesa le gustaría plantearle lo siguiente a la Sala.



El próximo proyecto de la tabla, que modifica el sistema privado de salud, es de largo alcance y contiene normas de quórum calificado. Y las iniciativas que vienen a continuación son de similar carácter.



Sin embargo, no sé si habría voluntad para discutir el proyecto consignado con el número 10 de la tabla, que es tremendamente sencillo, antes de pasar al Tiempo de Votaciones.



Se trata de una moción que aborda un tema simple, como es dejar establecido en la ley que la comunicación de las órdenes de apremio en juicios de alimentos tiene que ser notificada también a la Policía de Investigaciones.



¿Habría acuerdo para discutirlo?

La señora RINCÓN.- Sí.



--Así se acuerda.

COMUNICACIÓN DE ÓRDENES DE APREMIO 

EN JUICIOS POR ALIMENTOS

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Chahuán, señora Alvear y señores Espina y Larraín Fernández, en primer trámite constitucional, respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (7765-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señor Chahuán, señora Alvear y señores Espina y Larraín Fernández):



En primer trámite, sesión 31ª, en 6 de julio de 2011.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 86ª, en 4 de enero de 2012.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es facilitar el cumplimiento de las sentencias que condenan al pago de pensiones alimenticias en favor de menores de edad.



La Comisión de Constitución la discutió solo en general, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Alvear y señores Hernán Larraín, Orpis y Patricio Walker.



El texto que se propone aprobar se transcribe en la página pertinente del primer informe de dicho órgano técnico y el boletín comparado está a disposición de Sus Señorías en sus computadores.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión.



Si le parece a la Sala, podríamos aprobar por unanimidad la idea de legislar.

El señor LARRAÍN.- Dejando constancia de los Senadores presentes.

El señor COLOMA.- Como debe ser.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Aunque es de quórum simple, se deja consignado que hay 24 señores Senadores en la Sala, que son los mismos que votaron en el proyecto anterior.

La señora ALVEAR.- Falto yo, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Y agregamos el voto de la Senadora señora Alvear.

El señor COLOMA.- Votemos como corresponde.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si así lo quieren, lo haremos de manera formal.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (25 votos favorables) y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el 12 de marzo.



Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

)----------(
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se nos ha propuesto tratar también, si existe unanimidad, un proyecto muy simple, consignado en el número 9 de la tabla, que dice relación con una modificación menor a la ley Nº 20.248. Es de artículo único y su texto dice lo siguiente:



“Cada rendición deberá llevar la firma del director del establecimiento educacional correspondiente, mediante la cual se confirmará el visto bueno de éste frente a lo presentado por el sostenedor previo conocimiento del consejo escolar”.



Se trata de un asunto de procedimiento que no había quedado bien precisado en la legislación anterior.

El señor BIANCHI.- Votemos los proyectos de acuerdo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Fue iniciado en mensaje, no en moción.



¿Habría acuerdo para discutirlo?



Acordado.

MODIFICACIÓN A LEY DE SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL 

EN MATERIA DE RENDICIÓN DE CUENTAS

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 20.248, de subvención escolar preferencial, en materia de rendición, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7248-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 75ª, en 14 de diciembre de 2010.



Informe de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 85ª, en 3 de enero de 2012.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Esta iniciativa del Ejecutivo busca establecer, en la rendición de cuenta de los recursos percibidos por concepto de la subvención escolar preferencial, la formalidad de la firma del director del establecimiento, previo conocimiento del consejo escolar.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (28 votos a favor) y, por no haberse presentado indicaciones, se aprueba también en particular, quedando terminada su discusión en este trámite.



Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

)---------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa los siguientes asuntos:

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, para el despacho del proyecto de ley, iniciado en mensaje, sobre reprogramación de créditos universitarios (boletín N° 7.874-04).



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Informe



Segundo informe de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda, unidas, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre reprogramación de créditos universitarios (boletín N° 7.874-04) (Véase en los Anexos, documento 17).



--Queda para tabla.

)-----------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Como ya señalé, todo indica que los otros proyectos en tabla -quiero solo dejarlo consignado- ameritan discusiones de más largo alcance. Y, en atención a la hora, no creemos oportuno abordarlos porque no se podría completar el debate.



Mi única duda se refiere al proyecto signado con el número 11. No sé si algún miembro de la Comisión de Medio Ambiente pudiera informar al respecto.



Tal vez el Honorable señor Horvath pueda decir si es de fácil tratamiento.

El señor LARRAÍN.- Antes de eso, pido la palabra, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, se acaba de dar cuenta del segundo informe recaído en el proyecto sobre reprogramación de créditos universitarios. Y entiendo que llegó el informe de la Comisión de Minería y Energía recaído en el proyecto denominado “20-20”.

La señora ALLENDE.- Llegó.

El señor LARRAÍN.- Lo planteo para tener cierta seguridad de que ambas iniciativas serán despachadas mañana.



Incluso, en Comités propusimos que la segunda fuera incluida en tabla de Fácil Despacho. Y ojalá pudiéramos hacer lo mismo con la relativa a la reprogramación de créditos universitarios, pues se trata de un texto acordado por unanimidad que requiere ser puesto en marcha luego, ya que hoy día se está esperando esta reprogramación para aplicar el beneficio a los alumnos morosos.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Sobre el particular, tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, en la reunión de Comités manifesté mi concordancia con el Senador Hernán Larraín en cuanto a la necesidad de despachar dicho proyecto en la sesión de mañana. Pero no exageremos la cosa. Porque la inclusión en Fácil Despacho no nos permite discutir en forma amplia.



Nosotros tenemos la mejor voluntad en relación con el proyecto, pero el Ejecutivo no ha recogido todas nuestras ideas y las peticiones que hicimos sobre el particular, por cuanto se trata de una materia de su exclusiva facultad, ya que implica gasto público.



En consecuencia, solicitamos que tal iniciativa sea incluida en la tabla, pero dando el tiempo suficiente para debatirla.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Solo quiero recordar a la Sala que se tomó el acuerdo de incorporar dos proyectos a la tabla de Fácil Despacho de la sesión mañana: el que crea el Tribunal Ambiental y el que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo; y que habría tres para ser incluidos en el Orden del Día: el que viene de la Comisión de Economía, aprobado en forma unánime, que establece el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales; el que propicia la ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales, conocido como “20/20”, y el relativo a reprogramación de créditos universitarios.

El señor LARRAÍN.- ¿Y el relativo a investigación y desarrollo?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Está en la tabla de Fácil Despacho, señor Senador. 



La idea es que en el Orden del Día de mañana se discuta en primer lugar la iniciativa sobre datos personales; después el proyecto “20/20” y, por último, el de reprogramación de créditos.

El señor ESPINA.- ¿Y el informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto que crea el Tribunal Ambiental?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Está para la tabla de Fácil Despacho, señor Senador.

BENEFICIOS Y PUBLICIDAD CON RELACIÓN A PROYECTOS EN PROCESO DE CALIFICACIÓN AMBIENTAL

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre beneficios y publicidad respecto de proyectos en proceso de calificación ambiental, con segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7552-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señor Letelier, señora Allende y señores Girardi y Gómez):


En primer trámite, sesión 4ª, en 22 de marzo de 2011.


Informes de Comisión:


Medio Ambiente y Bienes Nacionales: sesión 52ª, en 13 de septiembre de 2011.


Medio Ambiente y Bienes Nacionales (segundo): sesión 87ª, en 10 de enero de 2012.


Discusión:



Sesión 56ª, en 27 de septiembre de 2011 (se aprueba en general).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, la iniciativa en debate fue originada en una moción, y entre sus autores se encuentra el Senador señor Letelier, quien ahora preside la sesión. Se refiere al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. Mediante ella se transparenta cualquier tipo de aporte, de ayuda en el proceso de evaluación ambiental de parte del titular de un proyecto a la comunidad o a las personas, a fin de evitar que pueda incidir en su calificación. Y en el caso de haber tales negociaciones, “estas no serán vinculantes para la calificación del proyecto o actividad”.



Nos parece un avance, señor Presidente. Y la Comisión así lo consideró. Se llegó a un acuerdo con el Ejecutivo, en el sentido de que se pudiera dar la información con la antelación debida.



En el caso de que se trasgreda esta obligación, en la misma ley en proyecto se establecen las sanciones y multas correspondientes.



Para nadie pasa inadvertido, como ocurrió en la discusión en general, que en proyectos significativos o grandes se trata de ganar el aprecio o la sumisión de la comunidad a través de una serie de aportes, que normalmente son becas, computadores, viajes, resolución de problemas en materia de salud, entrega de recursos a juntas de vecinos, de manera de incidir para una predisposición más favorable.



En este sentido, normalmente el que peca por omisión es el Estado, porque se trata de soluciones que debe dar este, o los municipios, y no los titulares de los proyectos. Porque un proyecto, por definición, pretende maximizar beneficios (dentro de la ley), minimizar los costos y no externalizar estos hacia la sociedad.



Entonces, pensamos que se trata de un adelanto. Se ha logrado un acuerdo con el Gobierno para avanzar en esta línea.



Por cierto, señalo la conveniencia de votarlo a favor, quedando pendientes cuestiones más de fondo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la transparencia siempre es buena. Y creo que el proyecto, desde ese punto de vista, tiene un germen positivo.



Por lo que veo, aquí se pretende transparentar los aportes que hagan las empresas o quienes quieren iniciar un proyecto en determinada localidad.



Sin embargo, me gustaría que complementáramos la iniciativa, con el objeto de saber, desde el punto de vista de los movimientos y organizaciones que se oponen a la instalación del proyecto, quién lo financia. Porque resulta que me ha tocado ver que algunas autoridades se oponen a un proyecto, pero van a fomentar uno del mismo tipo en otra localidad. Entonces, a veces no se entiende que haya alcaldes o dirigentes de organizaciones que se opongan a ciertos proyectos y no a otros.



Creo que la transparencia es buena en general, pero tiene que ser para todos los sectores que participan en el proceso, de tal manera que no tengamos oscuridad en un sector y transparencia en otro.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear y luego la Honorable señora Allende, a continuación de lo cual procederemos a votar.

El señor PIZARRO.- ¡No, señor Presidente! ¡No vamos a votar!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡No!

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, en primer término, para evitar la confusión, quiero advertir que estamos en la discusión particular. Lo preciso, por cuanto oí a un colega manifestar que lo podríamos tratar en general. Ya hubo plazo para indicaciones, las cuales se presentaron y trataron.



Yo estoy a favor de la iniciativa. Participé activamente en su debate. Me parece un buen proyecto. Pero estimo importante aclarar que no se trata de la discusión general, sino de la votación en particular.



En ese contexto, si se va a discutir ahora, quisiera intervenir para argumentar favorablemente. De lo contrario me reservaría para la ocasión en que se vea. 



Pero escucho que no se desea votar ahora, fruto de la situación que señalo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Formalmente, la iniciativa se encuentra en tabla, y todavía tenemos tiempo.

El señor PIZARRO.- ¡Sí, pero han arreglado la tabla cuántas veces, Presidente!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Excúseme, señor Senador, pero...

El señor PIZARRO.- Habría preferido que hubiéramos empezado a discutir el proyecto relativo al aborto y no este. Es más fácil ese que este.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar, para un punto de Reglamento.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en efecto la cuestión no es oponerse a discutir determinado proyecto.



Porque, si bien escuchamos la explicación que nos dio uno de sus autores, se trata de una iniciativa que tiene ciertas complejidades. Incluso se está agregando una letra ñ) a la ley N° 20.417, y yo quiero saber su alcance y contenido. 



A  mi juicio, hay que hacer un debate más a fondo, lo que no implica el deseo de retrasar su despacho. Si se quiere, se puede poner en el primer lugar del Orden del Día de la próxima sesión. Pero hagamos la discusión como corresponde. No se trata de un proyecto de acuerdo, sino de una iniciativa legal que, luego de aprobada aquí, seguirá su tramitación en la Cámara de Diputados.



No estamos votando la idea de legislar. Si fuera así, no tendría inconveniente alguno en proceder como se pide. Pero nos hallamos en la discusión particular.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Según se me informó, se presentó una indicación, la cual fue rechazada por la Sala.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- De acuerdo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Por lo tanto, el proyecto se encuentra como se despachó en general. Por eso se consideraba que era de fácil despacho su tratamiento.



Si Su Señoría pide segunda discusión, no hay problema. Pero hubo acuerdo unánime en la Comisión.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pido, entonces, que se coloque en primer lugar de la tabla de la sesión de mañana.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tenemos otros acuerdos para mañana, señor Senador.



Entonces, si pide segunda discusión, no hay problema para ello.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath, para un punto de Reglamento.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en efecto, nos hallamos en la discusión particular. Pero quiero, por lo menos,  leer el artículo. Dice: “...o cualquier interesado en su aprobación o rechazo”. O sea, la transparencia es para los dos sectores, no solo para el que quiere el proyecto.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señor ALVEAR.- Señor Presidente, si se pidió segunda discusión -quiero que se aclare-, no voy a intervenir. Pero si hay debate ahora, me gustaría explicar su alcance.



No sé si se pidió segunda discusión o no.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, si se solicitó segunda discusión, no hay nada que hacer. Pero no confundamos las cosas. Que haya molestias porque algunos sienten que se ha alterado el orden de la tabla o que el tratamiento de este proyecto beneficia a quien en estos momentos preside la sesión -quien es uno de los autores de la moción, suscrita por varios de nosotros- , es una cosa; y otra, que estamos en perfectas condiciones para aprobar una iniciativa discutida en general; que se vio en particular en la Comisión del ramo; que hubo plazo para indicaciones; que consta de un solo artículo y que, en definitiva, lo único que busca es mayor transparencia.



En nuestro actual sistema, tenemos una tremenda debilidad en todo lo referente  a políticas medioambientales, en particular, en materia de evaluación ambiental.



Por lo tanto, lo único que pedimos es que, si ha habido negociaciones, acuerdos, etcétera, y, en consecuencia, algún tipo de transferencia, ofrecimiento o beneficio, que eso sea comunicado al Servicio de Evaluación Ambiental. Y para ello tiene que haber un seguimiento por parte de la Superintendencia del Medio Ambiente, la cual, por cierto, no estará funcionando plenamente mientras no aprobemos los Tribunales Ambientales. 



Yo me alegro; nos costó, pero, al final, la Comisión Mixta ya terminó su informe, y mañana despacharemos la iniciativa sobre Tribunales Ambientales y, por lo tanto, tendremos la posibilidad de una Superintendencia que podrá hacer la evaluación y observación de los proyectos sobre la materia. Esto es simplemente transparencia. 



Por lo tanto, no veo qué pueda ser objeto de mayor reflexión. Mejor sería que los señores Senadores expresaran claramente que no les gustó el cambio de prelación del Orden del Día. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Hay una petición de segunda discusión.



--El proyecto queda para segunda discusión.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminado el Orden del Día.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

SOLICITUD DE APLICACIÓN DE LEY N° 19.733 EN LO RELATIVO A PRINCIPIO DE RECIPROCIDAD EN INVERSIONES EN COMUNICACIÓN RADIAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Prokurica, Bianchi Cantero, Chahuán, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Carlos), Pérez Varela, Quintana, Tuma y Walker (don Patricio), referido a la necesidad de dar cumplimiento a la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1437-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 84ª, en 21 de diciembre de 2011.
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que exprese la necesidad de estudiar e informar acerca de la renovación de 37 de 212 concesiones (otorgamiento de 37 nuevos decretos de concesión por 25 años) del grupo español PRISA, que es propietario, a través de la sociedad GLR, de 11 cadenas nacionales de radio en Chile, con la finalidad de que se apliquen en su plenitud el espíritu y la letra de la ley N° 19.733, en lo concerniente al principio de reciprocidad en materia de inversiones en comunicación radial, para resguardar el interés nacional, el respeto a las instituciones y el pluralismo y la diversidad de un medio que ha sido ejemplo en estas materias, particularmente en el ámbito de la radiodifusión regional.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (27 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).

La señora PÉREZ (doña Lily).- Pido que se considere mi voto.

El señor PROKURICA.- Y el mío.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable de los Senadores señora Pérez San Martín y señor Prokurica.

SOLICITUD DE REEMPLAZO DE SISTEMA ELECTORAL BINOMINAL Y MEJORAMIENTO DE NIVELES DE REPRESENTATIVIDAD Y PARTICIPACIÓN DEMOCRÁTICA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo de los Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Escalona, Frei (don Eduardo), Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés). 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1442-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 90ª, en 17 de enero de 2012.
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito del proyecto de acuerdo es solicitar el envío por parte del Ejecutivo de un proyecto de ley que reemplace el sistema electoral binominal y mejore los niveles de representatividad y participación democrática.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (24 votos a favor, 1 en contra y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor García-Huidobro.



Se abstuvieron los señores Espina y Larraín (don Carlos).

SOLICITUD DE AMPLIACIÓN DE VIGENCIA DE LEYES SOBRE CASINOS MUNICIPALES. PROYECTO DE ACUERDO 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Bianchi, señora Pérez (doña Lily) y señores Chahuán, García, García-Huidobro, Horvath y Muñoz Aburto, referente a la ampliación de la vigencia de leyes sobre casinos municipales, cuya resolución quedó pendiente en la sesión anterior.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1423-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 65ª, en 2 de noviembre de 2011.


En sesión 86ª, en 4 de enero de 2012 (queda pendiente su votación).
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de un proyecto que modifique el artículo 3° transitorio de la ley N° 19.995, ampliando hasta el año 2030 el plazo máximo de vigencia de las normas que amparan el establecimiento de casinos municipales.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (12 votos a favor, 6 en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Navarro y Tuma.



Votaron por la negativa la señora Alvear y los señores Letelier, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Walker (don Patricio).



Se abstuvo el señor Zaldívar (don Andrés).


ESTABLECIMIENTO DE PROGRAMA ESPECIAL DE BECAS PARA MADRES JEFAS DE HOGAR. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo de los Senadores señor Bianchi, señoras Allende y Pérez (doña Lily) y señores Prokurica y Sabag, relativo al establecimiento de un programa especial de becas destinado a madres jefas de hogar. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1425-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 67ª, en 9 de noviembre de 2011.
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto que contribuya a que las madres jefas de hogar inicien o continúen estudios de educación superior, de enseñanza técnico-profesional, de educación especial o diferencial en establecimientos reconocidos por el Estado, así como en institutos y centros formadores de personal de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (18 votos a favor).



Votaron las señoras Allende y Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Navarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor COLOMA.- Solicito a la Mesa que incluya mi voto.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable del Senador señor Coloma.
ESTABLECIMIENTO DE RÉGIMEN INDEMNIZATORIO PARA CONTRATOS DE TRABAJO POR OBRA O FAENA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señora Lily Pérez y señores Bianchi, Chahuán, García, Horvath e Ignacio Walker, sobre establecimiento de un régimen indemnizatorio especial aplicable a contratos de trabajo por obra o faena.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1426-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 68ª, en 15 de noviembre de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar al Presidente de la República el envío de un proyecto de ley que permita otorgar una indemnización a todo evento a los trabajadores por obra o faena, quienes no cuentan en la actualidad con la posibilidad de recibir una indemnización ante el término del contrato laboral, ya sea por despido o por el término de la obra.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (13 votos).



Votaron las señoras Allende y Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Chahuán, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Letelier, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

FACULTADES CERTIFICADORAS A COMITÉS REGIONALES PARA EL ADULTO MAYOR. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Bianchi, Chahuán, Horvath Prokurica y Sabag, sobre modificación de ley que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1428-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 69ª, en 16 de noviembre de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto de acuerdo es permitir a los Comités Regionales para el Adulto Mayor actuar como entidades certificadoras de los voluntarios que deseen constituirse en inspectores civiles que fiscalicen la forma en que desarrollan su labor las instituciones dedicadas al cuidado o protección de los adultos mayores. Para ello, los autores solicitan al Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de una iniciativa que modifique la ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (15 votos).



Votaron las señoras Allende y Pérez (doña Lily) y los señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

INCLUSIÓN DE PESCADORES ARTESANALES EN PROGRAMA “TESOROS HUMANOS VIVOS”. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro y Lagos, sobre reconocimiento de la actividad de los pescadores artesanales de Chile como un oficio y tradición que debe ser considerado en el Programa “Tesoros Humanos Vivos”.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1431-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 78ª, en 30 de noviembre de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar al señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes que se incluya en la nómina de las manifestaciones de costumbres y oficios ancestrales que forman parte de la identidad cultural del país a los pescadores artesanales de Chile.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.



Invitamos a los señores Senadores que se encuentran en la Sala a emitir su voto. 

El señor GÓMEZ.- Si no hay quórum suficiente, tiene que levantar la sesión, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Antes se debe consignar el resultado de la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el proyecto de acuerdo por falta de quórum (9 votos a favor y un pareo).



Votaron a favor la señora Allende y los señores Chahuán, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Letelier, Pizarro, Ruiz-Esquide y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Kuschel.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Por no existir quórum para adoptar acuerdos, se levantará la sesión, sin perjuicio de dar curso a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Salud, para que remita información sobre RESULTADOS DE MONITOREOS DE CALIDAD DE AIRE EN DIVERSAS CIUDADES DE OCTAVA REGIÓN; al señor Ministro de Salud y a la señora Ministra del Medio Ambiente, pidiéndoles copia de ANTEPROYECTO DE PLAN DE PREVENCIÓN DE CONTAMINACIÓN ATMOSFÉRICA EN CONCEPCIÓN METROPOLITANO; a la señora Ministra del Medio Ambiente, solicitándole antecedentes sobre CONVENIO ENTRE SEREMÍA DE MEDIO AMBIENTE DE LOS LAGOS Y ORGANIZACIÓN MANOMET CENTER PARA PROTECCIÓN DE AVES MIGRATORIAS EN HUMEDALES DE CHILOÉ Y MAULLÍN, y al señor Director Ejecutivo de CONAF, para que informe respecto de RECLAMACIONES JUDICIALES INTERPUESTAS PARA EVITAR OTORGAMIENTO DE DERECHOS DE AGUAS A PROYECTOS HIDROELÉCTRICOS EN PARQUES NACIONALES DE DÉCIMA REGIÓN.


De la señora RINCÓN:



Al señor Ministro del Interior, requiriéndole información acerca de DENUNCIA DE GUILLERMINA PAINEVILU Y JESSICA GUZMÁN ANTE GOLPES RECIBIDOS POR FUERZAS ESPECIALES DE CARABINEROS EN OPERATIVO EN RUTA 5 SUR, LOCALIDAD DE METRENCO (Región de La Araucanía).

)----------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:52.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O S

D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INTERPRETA EL ARTÍCULO 61 DEL D.F.L. N° 382, LEY GENERAL DE SERVICIOS SANITARIOS, RESPECTO A LA COMERCIALIZACIÓN DE AGUAS SERVIDAS 

(7583-09


Oficio Nº 9922    


VALPARAÍSO, 11 de enero de 2012


Con motivo de la Moción, Informe, y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto, correspondiente al boletín N°7583-09.

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Declárase que lo dispuesto en el artículo 61 del decreto con fuerza de ley N° 382, de 1989, del Ministerio de Obras Públicas, que establece la Ley General de Servicios Sanitarios, se aplica solamente a la concesión de recolección de aguas servidas. Respecto de la institución del derrame a que se refiere el título V del Libro I del Código de Aguas, ésta no tiene aplicación tratándose del prestador del servicio sanitario que recolecta las aguas servidas, y tampoco respecto de quien las trata o depura, todo ello en concordancia con lo establecido en el artículo 18 N° 3, letras c) y d), del referido decreto con fuerza de ley.”. 
Dios guarde a V.E.

    (Fdo.): Pedro Araya Guerrero, Presidente en Ejercicio de la Cámara de Diputados.- ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Secretario General de la Cámara de Diputados

2

INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE CREA EL TRIBUNAL AMBIENTAL 

(6747-12)

HONORABLE SENADO,

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:


La Comisión Mixta constituida en conformidad con el artículo 71 de la Constitución Política de República tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, durante la tramitación del proyecto de ley señalado en el epígrafe, con urgencia calificada de “Suma”.


El origen de esta Comisión Mixta se encuentra en el rechazo, por parte del Senado, de las enmiendas que la Cámara de Diputados introdujo, en el segundo trámite constitucional, a los artículos 2°; 3° -nuevo inciso cuarto-; 10 (11); 12 (13) -inciso segundo-; 14 (15) -inciso segundo-; 16 (17) -número 8), párrafo segundo-; 18 (19) -incisos segundo y cuarto-, y 27 (29) -inciso tercero de esta iniciativa.


De conformidad con lo anterior, el Senado, en sesión celebrada el día 19 de octubre de 2011, designó como integrantes de la Comisión Mixta a los Honorables Senadores señoras Isabel Allende Bussi y Soledad Alvear Valenzuela, y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Alejandro Navarro Brain.


La Cámara de Diputados, por su parte, en sesión del día 20 de octubre de 2011, nombró, en representación de dicha Corporación, a los Honorables Diputados señora Andrea Molina Oliva y señores Jorge Burgos Varela, Alberto Cardemil Herrera, Guillermo Ceroni Fuentes y Edmundo Eluchans Urenda.


Hacemos presente que, en una de sus sesiones el Honorable Senador señor Espina fue reemplazado por el Honorable Senador señor Prokurica; el Honorable Senador señor Navarro por el Honorable Senador señor Gómez; la Honorable Diputada señora Molina por el Honorable Diputado señor Kort y el Honorable Diputado señor Cardemil por el Honorable Diputado señor Monckeberg, don Nicolás.


Previa citación del Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 30 de noviembre de 2011, eligiendo, por la unanimidad de sus miembros presentes, como su Presidenta a la Honorable Senadora señora Soledad Alvear Valenzuela.


A algunas de sus sesiones concurrieron, especialmente invitados, la Ministra del Medio Ambiente, señora María Ignacia Benítez; el Subsecretario de esa Secretaría de Estado, señor Ricardo Irarrázabal; su Jefe de Gabinete, señor Felipe Riesco, y el Jefe de la División Jurídica de dicho Ministerio, señor Rodrigo Benítez.


Asimismo, asistieron el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Francisco Acevedo; los representantes de la Fundación Jaime Guzmán, señores Héctor Mery y Felipe Von Unger; el asesor de la Honorable Senadora señora Allende, señor Rodrigo Mora; el asesor de la Honorable Senadora Alvear, señor Jorge Cash; la asesora del Honorable Diputado señor Eluchans, señora Carolina Salas; los asesores de la Honorable Diputada señora Molina, señora Evelyn Salas y señor Juan Eduardo Soza y las asesoras del Honorable Senador señor Navarro, señoras Mónica Maureira y Sara Larraín.

-.-.-

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe dejar constancia que los artículos 1°, 2°, 3°, 11 y 15, inciso segundo, contenidos en la propuesta que formula esta Comisión Mixta, deben ser aprobados por las cuatro séptimas partes de los señores Senadores y Diputados en ejercicio, pues tienen rango orgánico constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77, inciso primero; 38, inciso segundo y 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

-.-.-


Hacemos presente que el artículo 2°, contenido en esta proposición, se puso en conocimiento de la Excma. Corte Suprema, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, en relación con el artículo 16 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

-.-.-

DISCREPANCIAS SOMETIDAS A LA CONSIDERACIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA

Artículo 2ºdel Senado 


En el primer trámite constitucional, el Senado aprobó un artículo 2º que regula la integración y nombramiento de los tribunales ambientales. Su texto es el siguiente:


“Artículo 2°.- Integración y nombramiento. Cada Tribunal Ambiental estará integrado por tres ministros. Dos de ellos deberán tener título de abogado, haber ejercido la profesión a lo menos diez años y haberse destacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de Derecho Administrativo o Ambiental. El tercero será un licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales y, a lo menos, diez años de ejercicio profesional. 


Cada ministro será nombrado por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, a partir de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la Corte Suprema. Para la confección de las nóminas dicha Corte realizará un concurso público para seleccionar a los candidatos a los cargos de ministro. No podrán participar en estos concursos quienes se desempeñen o hayan ejercido el cargo de abogado integrante en las Cortes de Apelaciones o en la Corte Suprema. El Senado adoptará el acuerdo en votación única, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Si no se aprobare la propuesta, el Presidente de la República deberá presentar a otra persona que forme parte de la misma nómina elaborada por la Corte Suprema. Si se rechazare la segunda proposición se deberá llamar a un nuevo concurso.


Cada Tribunal tendrá dos ministros suplentes. Ellos deberán ser expertos en materias ambientales y acreditar, a lo menos, diez años de ejercicio profesional. Uno de ellos será abogado y, el otro, licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales. 


Los ministros suplentes serán designados de la misma forma que los titulares.


No podrá ser elegido ministro titular o suplente quien, en los dos años anteriores a la convocatoria del concurso público, haya desempeñado el cargo de Ministro del Medio Ambiente, Subsecretario del Medio Ambiente, Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, Director del Servicio de Evaluación Ambiental o Superintendente del Medio Ambiente, así como cualquiera que hubiese desempeñado un cargo directivo en las precitadas instituciones en el mismo período. 


El Presidente de cada Tribunal será elegido por acuerdo de los ministros del mismo, debiendo recaer dicha designación en un ministro abogado. Quien fuere elegido Presidente permanecerá en tal calidad por el plazo de dos años, no siendo posible su reelección inmediata.


En caso de ausencia o impedimento del Presidente del Tribunal, éste sesionará bajo la presidencia del otro ministro titular abogado. Si faltaren ambos, presidirá el otro ministro titular.


El nombramiento de los ministros se hará por el Presidente de la República mediante decreto supremo suscrito por los Ministros del Medio Ambiente y de Justicia.


Los ministros titulares y suplentes permanecerán seis años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos hasta por dos períodos sucesivos. No obstante, se renovarán parcialmente cada dos años. 


El Tribunal tendrá el tratamiento de “Ilustre”, y cada uno de sus miembros el de “Ministro”.”.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó esta disposición.


En tercer trámite, el Senado no acogió el planteamiento de la Cámara revisora.


Puesta en discusión esta divergencia, la Presidenta de la Comisión Mixta, Honorable Senadora señora Alvear, ofreció la palabra al Subsecretario del Medio Ambiente, señor Ricardo Irarrázabal, quien inició su intervención señalando que esta norma era esencial para el funcionamiento de estos órganos jurisdiccionales. 


En virtud de lo anterior, sugirió a la Comisión ponderar una nueva redacción para este precepto en la que, manteniendo que estos tribunales estarán formados por tres ministros titulares –dos de ellos abogados y otro licenciado en ciencias-, se establezca una nueva forma para designar a su Presidente. Al respecto, precisó que la máxima autoridad del Tribunal debería ser nombrado por el Presidente de la República a partir de una propuesta que formule la Corte Suprema. Añadió que el Senado seguiría participando en el nombramiento de los demás ministros titulares y suplentes, en cuya designación, además intervendría el Consejo de Alta Dirección Pública.


Ahondando en esta idea, puntualizó que ella consideraría un procedimiento de selección, de carácter técnico, en el que participaría el Sistema de Alta Dirección Pública, del cual emergen ocho a diez candidatos para cada cargo.


Indicó que una vez sorteada esta etapa, debería distinguirse entre el nombramiento del Presidente del Tribunal y sus demás miembros. En el primer caso, la lista de candidatos sería sometida a consideración de la Corte Suprema, la que elaboraría una nómina de cinco candidatos que se someterán al conocimiento del Jefe de Estado, quien, en definitiva, escogería al que ocupará el cargo de Presidente de esta instancia.


Manifestó que en el segundo caso -esto es, los demás miembros titulares del tribunal- la lista de candidatos sería elaborada por el Sistema de Alta Dirección Pública, la que sería sometida a la consideración del Jefe de Estado, quien elegiría a los restantes miembros del tribunal, previo acuerdo del Senado. Dicho acuerdo debería adoptarse por los dos tercios de sus miembros en ejercicio.


Sostuvo que esta propuesta podría ayudar a facilitar los acuerdos para nombrar a los integrantes de estos tribunales. Asimismo, resaltó que la propuesta del Gobierno reduce de diez a cinco años el número de años de experiencia profesional que se exigirá a los candidatos para ocupar el cargo de ministros suplentes.


Teniendo en cuenta lo anterior, planteó a la Comisión analizar el siguiente texto:


“Artículo 2º.- Integración y nombramiento. Cada Tribunal Ambiental estará integrado por tres ministros. Dos de ellos deberán tener título de abogado, haber ejercido la profesión a lo menos diez años y haberse destacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de derecho administrativo o ambiental. El tercero será un licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales y, a lo menos, diez años de ejercicio profesional.


Cada Tribunal tendrá dos ministros suplentes. Uno de ellos deberá tener título de abogado, haber ejercido la profesión a lo menos cinco años y haberse desatacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de derecho administrativo o ambiental. El otro será un licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales y, a lo menos, cinco años de ejercicio profesional.


El Presidente del Tribunal, que deberá ser abogado, será designado por el Presidente de la República, a partir de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la Corte Suprema. La Corte formulará la quina correspondiente de una lista de un mínimo de ocho y un máximo de diez nombres, que le será propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública con sujeción al procedimiento establecido para el nombramiento de altos directivos públicos del primer nivel jerárquico, contenido en el párrafo 3º del Título VI de la ley Nº 19.882.


Los miembros restantes, titulares y suplentes, serán designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, a partir de una nómina de un mínimo de ocho y un máximo de diez, que le será propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública con sujeción al procedimiento establecido para el nombramiento de altos directivos públicos del primer nivel jerárquico, contenido en el párrafo 3º del Título VI de la ley Nº 19.882. El Senado adoptará el acuerdo en votación única, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Si no se aprobare la propuesta, el Presidente de la República deberá presentar a otra persona que forme parte de la misma nómina elaborada por el Consejo de Alta Dirección Pública. Si se rechazare la segunda proposición se deberá llamar a un nuevo concurso.


En caso de ausencia o impedimento del Presidente del Tribunal, éste sesionará bajo la presidencia del otro ministro titular abogado. Si faltaren ambos, presidirá el otro ministro titular.


El nombramiento de los ministros se hará por el Presidente de la República mediante decreto supremo suscrito por los Ministros del Medio Ambiente y de Justicia.


Los ministros titulares y suplentes permanecerán seis años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos sólo por una vez. No obstante, se revocarán parcialmente cada dos años.


El Tribunal tendrá el tratamiento de “Ilustre”, y cada uno de sus miembros el de “Ministro”.”.


Asimismo, el señor Subsecretario añadió que de aprobarse esta propuesta debería, de igual manera, modificarse el artículo cuarto transitorio para adecuar el proceso de instalación a la nueva normativa que el Gobierno propone:


Al respecto, sugirió aprobar el siguiente artículo:


“Artículo cuarto.- El nombramiento de los primeros integrantes de los Tribunales Ambientales se efectuará conforme a las siguientes reglas:


1.- El Presidente lo será por seis años.


2.- El otro Ministro titular abogado lo será por dos años y el ministro titular licenciado será por cuatro años.


3.- Tratándose de los ministros suplentes, el abogado será nombrado por cuatro años y el licenciado en ciencias lo será por seis años.”.


Al iniciarse el estudio de esta proposición, el Honorable Senador señor Larraín hizo presente que ella plantea diversas alternativas para designar a los integrantes del Tribunal, por lo que propuso a la Comisión discutir separadamente cada una de las distintas ideas que contiene el texto, todo ello con el propósito de llegar a un acuerdo que permita alcanzar un consenso en esta materia.

La Presidenta de la Comisión Mixta, Honorable Senadora señora Alvear, manifestó su acuerdo con el procedimiento propuesto por Su Señoría, y en consecuencia, sometió a discusión, como primera cuestión, la definición de si se debía nombrar a todos los ministros mediante un mismo procedimiento, o si era recomendable distinguir, -como hace la propuesta del Ejecutivo -, entre uno para designar al Presidente de esta instancia y otro para seleccionar a los demás integrantes.


Al respecto, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y los Honorables Diputados señores Burgos y Ceroni, fueron, en síntesis, de la opinión de que debería establecerse un mismo procedimiento para nombrar a todos los ministros de los Tribunales Ambientales, en consonancia con las reglas que rigen la designación de los integrantes del Tribunal Constitucional y de la Corte Suprema, consagrando, además, que el Presidente del mismo sea designado por sus integrantes.


Por su parte, la Honorable Diputada señora Molina consideró que la regla propuesta por el Ejecutivo era razonable y equilibrada, ya que al separar entre la nominación del Presidente del Tribunal y de sus demás integrantes, se acentuaba el carácter técnico que debía tener este órgano jurisdiccional.


El Honorable Diputado señor Eluchans compartió el argumento precedente e hizo notar que por tratarse de un órgano de carácter impar podrían surgir problemas similares a los que se han presentado en la designación de los integrantes de otros órganos públicos, conflicto que no ocurriría si se acepta la fórmula elaborada por el Ejecutivo. Finalmente, agregó que la propuesta del Gobierno contiene un criterio similar a la norma que rige en el Tribunal de la Libre Competencia, cuyo Presidente también es elegido por el Jefe de Estado.


Agotada la discusión, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora, señora Alvear, sometió a votación la idea de ocupar un mismo procedimiento para elegir a todos los miembros del tribunal.


- Sometida a votación esta idea fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear, y señor Larraín, don Hernán, y los Honorables Diputados señores Burgos y Ceroni. Votaron en contra los Honorables Diputados señora Molina y señores Eluchans y Monckeberg, don Nicolás.


A continuación, la señora Presidenta de la Comisión sometió a discusión la idea de incorporar al Consejo de Alta Dirección Pública al proceso de nombramiento de los integrantes del Tribunal.


Al respecto, recordó que en el primer trámite constitucional el Senado aprobó una norma en la que en el nombramiento de los integrantes participaba la Corte Suprema, el Presidente de la República y el Senado. 


Al iniciarse el examen de este asunto, el Honorable Diputado señor Eluchans señaló que le parecía excesivo que en esta designación participaran cuatro organismos públicos, ya que, a su juicio, se podría burocratizar este proceso. Agregó que era más razonable que en él interviniesen el Consejo de Alta Dirección Pública, la Corte Suprema y el Presidente de la República.


La Honorable Senadora señora Alvear recordó que la fórmula aprobada por el Senado daba garantías de amplia participación a todos los Poderes del Estado, en un tema tan sensible como el nombramiento de los integrantes de este tribunal. De esta manera, sostuvo, se garantizaría una pluralidad de criterios y visiones jurídicas, cuestión que es muy relevante cuando estos jueces serán los llamados a resolver conflictos muy importantes para el país. Concluyó puntualizando que la propuesta aprobada por el Senado, en el primer trámite constitucional, le perecía adecuada.


El Honorable Senador señor Larraín manifestó que era partidario de mantener la propuesta aprobada por el Senado que no incluye la participación del Consejo de Alta Dirección Pública.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Allende indicó que si bien en principio compartía la idea de extender el campo de actuación del Consejo de Alta Dirección Pública, no era adecuado restringir la participación del Senado en este nombramiento. También hizo presente que antes de ampliar las facultades del mencionado Consejo era necesario revisar la forma en qué está operando el Sistema de Selección de los Altos Directivos, ya que no resulta razonable que personas que han sido elegidas por dicha entidad mediante concursos muy exigentes, sean luego excluidas de sus cargos con la llegada de un nuevo Gobierno.


Asimismo, recordó que tampoco debía excluirse a la Corte Suprema de estos nombramientos, tal como el Senado lo acordó, luego de escuchar la opinión del Presidente de ese Poder del Estado. 


El Subsecretario del Medio Ambiente, señor Irarrázabal explicó que el Gobierno era partidario de que en el proceso de nombramiento participe el Consejo de Alta Dirección Pública, ya que este organismo tiene la preparación técnica para proponer un número de personas altamente calificadas para desempeñar estos cargos. En este sentido, y con el fin de evitar los problemas políticos que podrían surgir en la designación de estas autoridades, sugirió aprobar la propuesta planteada por el Honorable Diputado señor Eluchans.


La Honorable Senadora señora Alvear recordó que en su oportunidad las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Medio Ambiente, unidas del Senado evaluaron la posibilidad de que en este proceso de nombramiento participara el Consejo de Alta Dirección Pública. No obstante lo anterior, hizo presente que esta Corporación optó por una norma que entregó a la Corte Suprema la facultad de escoger a los candidatos que serían sometidos a la consideración del Presidente de la República. Manifestó que se optó por esta fórmula, luego de considerar las observaciones que presentó el Presidente del Máximo Tribunal.


Asimismo, señaló que no le parecía conveniente que, en la designación de estas autoridades jurisdiccionales, el Jefe de Estado tuviera siempre la última palabra, sobre todo en un tema en que la opinión pública tiene la sospecha – justificada o injustificada- que desde instancias gubernativas se podría presionar a las autoridades llamadas a resolver conflictos medio ambientales.


Puntualizó que si en el nombramiento de estas autoridades participa el Senado, ellas gozarán de una mayor legitimidad. Sin perjuicio de lo anterior, señaló que en esta designación se podría considerar la participación, además de los tres Poderes del Estado, del Consejo de Alta Dirección Pública.


Seguidamente, los Honorables Diputados señora Molina y señores Ceroni y Monckeberg, don Nicolás respaldaron la idea de que en esta designación también intervenga el Consejo de Alta Dirección Pública, lo que permitiría, a su juicio, seleccionar a los profesionales mejor capacitados para desempeñar estos cargos.


El Honorable Diputado señor Burgos recordó que la Comisión de Constitución de la Cámara de Diputados estaba de acuerdo con el texto del Senado y que sólo por falta de quórum no se aprobó en la Sala de dicha Corporación. Para alcanzar un acuerdo en esta materia sugirió estudiar la posibilidad que en el concurso que debería realizar la Corte Suprema se cuente con la asesoría del Consejo de Alta Dirección Pública.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, recordó que el procedimiento aprobado por el Senado era prácticamente igual al establecido para designar, en la Corte Suprema, a los abogados ajenos a la Administración de Justicia. Agregó que el Máximo Tribunal está calificado para seleccionar a los mejores candidatos para ocupar estos cargos.


El Honorable Diputado señor Eluchans planteó que sería un exceso que cuatro organismos participaran en la designación de los integrantes de estos tribunales. Añadió que una buena fórmula podría considerar la participación del Consejo de Alta Dirección Pública, organismo que haría una propuesta técnica al Presidente de la República, quien, a su vez, seleccionaría a un candidato que propondría al Senado para su ratificación. Puntualizó que este procedimiento haría más expedito el nombramiento de estos magistrados.


Teniendo en consideración estas posiciones, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, sometió a votación la idea de que el proceso de nominación de ministros del Tribunal Ambiental participaran las siguientes instituciones: en primer lugar, el Consejo de Alta Dirección Pública, órgano que elaboraría una lista de candidatos por cada cargo vacante, según las reglas establecidas para el nombramiento de altos directivos públicos del primer nivel jerárquico, contenido en el párrafo 3º del Título VI de la ley Nº 19.882. Seguidamente, la Corte Suprema, sobre la base de la lista o las listas que se le sugieran, elaboraría una nómina de cinco candidatos para ocupar cada cargo vacante. A continuación, el Presidente de la República seleccionaría, de la o las nóminas de cinco candidatos que se le propongan, al o a los candidatos para ocupar cada uno de los puestos vacantes, los que, finalmente, se propondrían al Senado para su pronunciamiento.


- Sometida a votación esta idea fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron a favor los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear, y los Honorables Diputados señora Molina y señores Burgos y Ceroni. Votaron en contra  el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, y los Honorables Diputados señores Eluchans y Monckeberg, don Nicolás.


A continuación, la Presidenta de la Comisión sometió a discusión el quórum de aprobación por el cual deberían ser ratificados en el Senado los candidatos a ministro del Tribunal Ambiental.


La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta consideró que el quórum más adecuado para la referida designación era el de los tres quintos de los Senadores en ejercicio.


- Sometida a votación esta proposición fue respaldada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión. Votaron a favor los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear, y el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, y los Honorables Diputados señora Molina y señores Burgos, Ceroni, Eluchans y Monckeberg, don Nicolás.


En una sesión posterior, la Presidenta de la Comisión sometió a la consideración de la Comisión una proposición del Ejecutivo que recogía los acuerdos alcanzados precedentemente.


Dicha proposición del Ejecutivo establece lo siguiente:





Artículo 2°.- Integración y nombramiento. Cada Tribunal Ambiental estará integrado por tres ministros. Dos de ellos deberán tener título de abogado, haber ejercido la profesión a lo menos diez años y haberse destacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de Derecho Administrativo o Ambiental. El tercero será un licenciado en Ciencias con especialización en materias medioambientales y, a lo menos, diez años de ejercicio profesional. 





Cada ministro será nombrado por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la Corte Suprema.





La Corte formará la nómina correspondiente de una lista que contendrá un mínimo de seis y un máximo de ocho nombres que, para cada cargo, le propondrá el Consejo de Alta Dirección Pública con sujeción al procedimiento establecido para el nombramiento de altos directivos públicos del primer nivel jerárquico, contenido en el Párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882, con las modificaciones siguientes:





a) El perfil profesional de competencias y aptitudes del cargo concursado será definido por el Consejo. En este concurso no podrán participar quienes se desempeñen o hayan ejercido el cargo de abogado integrante en las Cortes de Apelaciones o en la Corte Suprema.





b) De no haber a lo menos seis candidatos al cargo que cumplan los requisitos para ingresar en la nómina, el Consejo ordenará que se efectúe un nuevo concurso para conformar o complementar la lista, según corresponda.





La Corte Suprema, mediante resolución fundada, podrá rechazar todos o alguno de los nombres contenidos en la lista que se le presente. Si el número de nombres restantes fuere inferior a cinco, la Corte comunicará el hecho al Consejo, para que complete la nómina llamando a un nuevo concurso, en el cual no podrán participar las personas que fueron rechazadas.





Para conformar la nómina para el cargo de ministro, los postulantes deberán ser recibidos por el pleno de la Corte Suprema en una audiencia pública citada especialmente al efecto. La Corte establecerá la forma en que se desarrollará esta audiencia.





El Senado adoptará el acuerdo en votación única, por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. Si no se aprobare la propuesta, el Presidente de la República deberá presentar a otra persona que forme parte de la misma nómina elaborada por la Corte Suprema. Si se rechazare la segunda proposición se deberá llamar a un nuevo concurso.





Cada Tribunal tendrá dos ministros suplentes. Uno de ellos deberá tener título de abogado, haber ejercido la profesión a lo menos cinco años y haberse destacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de Derecho Administrativo o Ambiental. El otro deberá ser un licenciado en Ciencias con especialización en materias medioambientales y cinco años de ejercicio profesional.  





Los ministros suplentes serán designados de la misma forma que los titulares.





El Presidente de cada Tribunal será elegido por acuerdo de los ministros del mismo, debiendo recaer dicha designación en un ministro abogado. Quien fuere elegido Presidente permanecerá en tal calidad por el plazo de dos años, no siendo posible su reelección inmediata.





En caso de ausencia o impedimento del Presidente del Tribunal, éste sesionará bajo la presidencia del otro ministro titular abogado. Si faltaren ambos, presidirá el otro ministro titular.





El nombramiento de los ministros se hará por el Presidente de la República mediante decreto supremo suscrito por los Ministros del Medio Ambiente y de Justicia.





Los ministros titulares y suplentes permanecerán seis años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos hasta por dos períodos sucesivos. No obstante, se renovarán parcialmente cada dos años. 





El Tribunal tendrá el tratamiento de “Ilustre”, y cada uno de sus miembros el de “Ministro”.


Seguidamente, la Presidenta de la Comisión puso en discusión los seis primeros incisos de la propuesta de redacción planteada por el Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Gómez consultó cuál era la razón por la que se excluye del acceso al concurso para ocupar una vacante de miembro titular del Tribunal Ambiental a quién ejerza o haya ejercido el cargo de abogado integrante de una Corte de Apelaciones o en la Corte Suprema.


La Honorable Senadora señora Alvear explicó que ello se debe a que se ha observado, en los procesos para proveer una vacante de Ministro de la Corte Suprema, que tenga la calidad de abogado ajeno al Poder Judicial, que existe una cierta tendencia a privilegiar a abogados integrantes, lo que ha generado algunas dudas en torno a la conveniencia de mantener ese procedimiento.


La Ministra del Medio Ambiente, señora María Ignacia Benítez, expresó que los seis primeros incisos de la proposición reflejan el acuerdo alcanzado en la sesión anterior, razón por la que el Ejecutivo los ha presentado en esta propuesta.


- Sometidos a votación los seis primeros incisos de la proposición, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señoras Alvear y Allende, y señor Gómez, y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans y Kort.


A continuación, la Presidenta de la Comisión sometió a discusión el inciso séptimo de la propuesta del Ejecutivo.


Al iniciarse el debate de este precepto, el Honorable Senador señor Gómez planteó que un ministro suplente vota de la misma manera y con el mismo valor que un miembro titular del tribunal ambiental y, por lo tanto, debería cumplir con los mismos requisitos que se exigen a los titulares para ocupar el cargo.


El señor Subsecretario del Medio Ambiente manifestó que las personas que desempeñen el cargo de suplentes tendrán dedicación exclusiva a su labor, la que sólo podrá compatibilizarse con un empleo docente de hasta 12 horas semanales, y su remuneración está limitada a la mitad de un ministro titular, por lo que es posible que no se presenten suficientes interesados si los requisitos son tan elevados como los que se requieren para ser ministro titular.


El Honorable Diputado señor Burgos compartió la opinión del Honorable Senador señor Gómez e hizo presente, además, que dado que se exige, como alternativa para desempeñar este cargo, ser abogado especialista en Derecho Administrativo, es posible encontrar suficientes candidatos para desempeñar la función de ministros suplentes. En consecuencia, se mostró partidario de establecer diez años de experiencia profesional para desempeñar dichos cargos.


La Ministra del Medio Ambiente, señora Benítez, hizo presente que era más difícil encontrar especialistas en Derecho Ambiental, razón por la que abogó por la idea de establecer un plazo de cinco años como requisito de experiencia profesional para desempeñar el cargo de ministro suplente. 


El Honorable Diputado señor Eluchans recordó que un debate similar a éste se presentó en la Comisión de Constitución de la Cámara de Diputados cuando se discutió esta norma. Como resultado del mismo se acordó establecer que los candidatos a ministros suplentes debían tener siete años de experiencia profesional. Agregó que la fórmula de cinco años propuesta por el Ejecutivo le parecía, de acuerdo a los argumentos entregados, adecuada.


El Honorable Diputado señor Ceroni expresó que el plazo de cinco años de experiencia profesional no le parecía suficiente para poder acceder al cargo de ministro suplente.


La Honorable Senadora señora Allende hizo presente que a su juicio los ministros suplentes tienen la misma responsabilidad que los ministros titulares, razón por la que el plazo de cinco años de experiencia le parecía exiguo. Agregó que estos tribunales probablemente tendrán que ver temas muy complejos, de manera que una mayor experiencia profesional resultará fundamental.


La Honorable Senadora señora Alvear puntualizó que los temas medio ambientales son muy complejos y la decisión que adopte el tribunal sobre los conflictos que le atañen tendrá una gran trascendencia y será ampliamente debatida en la opinión pública, por lo que es muy relevante que quién resuelva estos asuntos tenga las mejores competencias posibles. En razón de lo anterior, expresó que era deseable que tanto los ministros titulares como los suplentes tengan a lo menos diez años de experiencia profesional en las materias que exige la ley.


El Honorable Senador señor Prokurica observó que es muy deseable exigir las mejores condiciones a los que integren el tribunal ambiental, sea como miembros titulares o como suplentes, pero resaltó que era indispensable tener una cuota de realismo para evitar que en las primeras convocatorias para ocupar los cargos de ministros suplentes no se logre reunir un número mínimo de candidatos, justamente porque los requisitos impuestos en la ley son demasiado altos, lo que acarrearía un gran desencanto ante las amplias expectativas que existen en cuanto al funcionamiento de esta nueva institución.


El Honorable Senador señor Gómez replicó que el tema que se discute no es si hay o no postulantes, sino cuál es el tipo de profesionales que necesita este tribunal, dada la importancia de los temas que deberá resolver. Observó que para ser miembro titular o suplente se requiere ser abogado experto en materias medioambientales o de derecho administrativo, y a lo menos respecto de esta última área, hay una cantidad considerable de profesionales capacitados y con experiencia, por lo que es razonable que se exija el mismo requisito a ambos tipos de ministros.


El señor Subsecretario del Medio Ambiente manifestó que el nombramiento en el cargo de ministro trae aparejado para el nombrado, ya sea titular o suplente, la imposibilidad de desarrollar, hasta por un período de dos años desde que deje el cargo, actividades profesionales en materias medioambientales, lo que disuadirá a muchos de los posibles candidatos.


Luego de este intercambio de opiniones, la Presidenta de la Comisión declaró cerrado el debate y propuso aprobar la norma del Ejecutivo con la enmienda de exigir un mínimo de diez años de experiencia profesional para poder postular al cargo de ministro suplente del tribunal.


- Sometido a votación el referido inciso séptimo, con la modificación antes planteada, fue aprobado por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron a favor los Honorables Senadores señoras Alvear y Allende, y señor Gómez, y los Honorables Diputados señores Ceroni y Burgos. Se pronunciaron en contra el Honorable Senador señor Prokurica y los Honorables Diputados señores Cardemil, Eluchans y Kort.


En una sesión posterior, el Honorable Diputado señor Eluchans, según lo autoriza el Reglamento del Senado, solicitó la reapertura de la discusión acerca de este precepto, lo que fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señor Larraín, don Hernán y Honorables Diputados señora Molina y señores Burgos, Cardemil y Eluchans.


En virtud de lo anterior, el Honorable Diputado señor Eluchans sugirió reducir de diez a ocho años la experiencia profesional que se exigiría a quienes postulan al cargo de ministro suplente del Tribunal Ambiental. Al fundamentar esta modificación, sostuvo que ella permitiría aumentar el número de profesionales que participarían en estos concursos.


Sometida a votación esta proposición fue aprobada por la misma unanimidad indicada precedentemente.


A continuación, la Presidenta de la Comisión sometió a votación el resto del articulado que figuraba en la propuesta del Ejecutivo y que es similar a la que aprobó el Senado en el primer trámite constitucional. Su texto es el siguiente:





“Los ministros suplentes serán designados de la misma forma que los titulares.





El Presidente de cada Tribunal será elegido por acuerdo de los ministros del mismo, debiendo recaer dicha designación en un ministro abogado. Quien fuere elegido Presidente permanecerá en tal calidad por el plazo de dos años, no siendo posible su reelección inmediata.





En caso de ausencia o impedimento del Presidente del Tribunal, éste sesionará bajo la presidencia del otro ministro titular abogado. Si faltaren ambos, presidirá el otro ministro titular.





El nombramiento de los ministros se hará por el Presidente de la República mediante decreto supremo suscrito por los Ministros del Medio Ambiente y de Justicia.





Los ministros titulares y suplentes permanecerán seis años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos hasta por dos períodos sucesivos. No obstante, se renovarán parcialmente cada dos años. 





El Tribunal tendrá el tratamiento de “Ilustre”, y cada uno de sus miembros el de “Ministro”.”.


- Sometida a votación esta proposición fue aprobada en sus mismos términos por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Allende y señores Gómez y Prokurica, y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil,  Ceroni, Eluchans y Kort.

Artículo 3º


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo tercero del siguiente tenor:


“Artículo 3°.- Incompatibilidades. El cargo de ministro titular de Tribunal Ambiental es de dedicación exclusiva e incompatible con todo otro empleo, cargo, función o comisión, remunerada o no, que se ejerza en entidades privadas o públicas, sean éstas últimas fiscales, municipales, fiscales autónomas o semifiscales, en empresas del Estado o en las que éste tenga participación por aportes de capital. Asimismo, es incompatible con todo cargo de elección popular.


Se exceptúan de estas incompatibilidades los empleos docentes hasta un límite máximo de doce horas semanales. Sin embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá la incompatibilidad a que se refiere esta norma.


Los ministros no podrán ejercer labor profesional ni judicial alguna. Tampoco podrán celebrar o caucionar contratos con el Estado ni actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que formen parte, como mandatarios en cualquier clase de juicio contra el Fisco, o como procuradores o agentes en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas actividades.


A los ministros suplentes se les aplicarán las mismas incompatibilidades, prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que rigen para los ministros titulares. Se exceptúan de estas limitaciones los empleos docentes y las funciones o comisiones académicas en establecimientos públicos o privados de la enseñanza superior, media y especial, siempre que no afecten la dedicación prevista en el inciso siguiente. 


Los ministros suplentes deberán destinar a lo menos media jornada a las tareas de integración y a las demás que les encomiende el Tribunal.”.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados modificó el artículo 3º, en los siguientes términos:


- Introdujo un nuevo inciso primero, pasando el aprobado por el Senado a ser segundo. El nuevo inciso dispone lo siguiente:


“Artículo 3°.- Incompatibilidades. No podrá ser elegido ministro titular o suplente quien en los dos años anteriores a su nombramiento se haya desempeñado como Ministro del Medio Ambiente, Subsecretario del Medio Ambiente, Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, Director del Servicio de Educación Ambiental o Superintendente del Medio Ambiente, así como cualquiera que hubiese desempeñado un cargo directivo en las precitadas instituciones en el mismo período.".


- Reemplazó los incisos segundo y tercero aprobados por el Senado, que pasaron a ser incisos tercero y cuarto, en virtud de la modificación anterior, por los siguientes:


"Se exceptúan de estas incompatibilidades los empleos docentes hasta un límite máximo de doce horas semanales. Sin embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá la incompatibilidad a que se refiere esta norma. En todo caso, los ministros deberán prolongar su jornada para compensar el tiempo que hayan restado a su trabajo con ocasión del desempeño de actividades compatibles.


Los ministros no podrán ejercer la abogacía, pudiendo solamente defender causas personales o de sus cónyuges, ascendientes, descendientes, hermanos o pupilos. 


Tampoco podrán celebrar o caucionar contratos con el Estado ni actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que formen parte, como mandatarios en cualquier clase de juicios contra el Fisco, o como procuradores o agentes en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas actividades.”.


En el tercer trámite constitucional, el Senado aprobó la modificación de la Cámara de Diputados, con excepción del nuevo inciso cuarto que aparece precedentemente resaltado en letras negrilla.


Al iniciarse el debate de esta discrepancia se tuvo presente que lo que establece el mencionado inciso cuarto es similar a lo que dispone el artículo 316 del Código Orgánico de Tribunales. 


La Honorable Senadora señora Alvear observó que esta norma es necesaria porque este tribunal no formará parte del Poder Judicial y, por lo tanto, no se le aplicarán supletoriamente las normas del Código Orgánico de Tribunales. En razón de lo anterior, Su Señoría se mostró partidaria de aprobar la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, pues en ella se dispone, de manera expresa, una prohibición que actualmente también se aplica a los jueces ordinarios.


La Honorable Senadora señora Allende coincidió en la conveniencia de aprobar esta norma, en los términos en que lo acordó la Cámara de Diputados.


- Sometida a votación la norma del inciso cuarto del texto de la Cámara de Diputados, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Allende y señores Gómez y Prokurica, y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans y Kort.


Seguidamente, los miembros de la Comisión observaron que los nuevos incisos cuarto y quinto del artículo 3º contienen normas sobre prohibiciones que afectarán a los ministros titulares y suplentes, las que deberían consignarse en el artículo 11 del proyecto, disposición que trata, de manera comprehensiva, dicha materia y no en este artículo que se refiere a las incompatibilidades.


- Sometida a votación la proposición de trasladar estos incisos al artículo 11, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Allende y señores Gómez y Prokurica, y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans y Kort.

Como consecuencia de lo anterior, y con la misma votación se acordó sustituir este artículo en los términos en que se propone en el acápite de las modificaciones.

Artículo 10 del Senado

Artículo 11 de la Cámara de Diputados


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 10 del siguiente tenor:


“Artículo 10.- Prohibiciones. Los ministros titulares y suplentes de los Tribunales Ambientales que hubieren cesado en su cargo no podrán, en el plazo de un año contado desde la fecha de cesación en el cargo, ser administradores, gerentes, directores o trabajadores dependientes, ni asesorar o prestar servicios profesionales, a personas naturales o jurídicas en gestiones ante el mismo Tribunal Ambiental en que se hubieren desempeñado.”.


En el segundo trámite constitucional la Cámara reemplazó completamente la disposición citada por otra, que pasó a ser artículo 11, del siguiente tenor:


“Artículo 11.- Prohibiciones. Los ministros de los Tribunales Ambientales no podrán asesorar o prestar servicios profesionales a personas naturales o jurídicas en cualquier tipo de gestiones ante dichos Tribunales, por el lapso de dos años, contado desde la cesación en el cargo.


La infracción de esta prohibición será sancionada con una multa a beneficio fiscal, equivalente al 50% del último año de remuneraciones percibidas en el cargo, sanción que será aplicada por la Corte Suprema, a requerimiento de cualquier interesado.


El requerimiento a que alude el inciso precedente, señalará con claridad y precisión los hechos que configuraren la infracción y a él se acompañaran o se ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba en que se fundaren. Si el requerimiento no cumpliere estos requisitos, el pleno, convocado al efecto, lo declarará inadmisible en cuenta, sin más trámite.


Admitido a tramitación el requerimiento, el Presidente de la Corte Suprema dará traslado de éste al requerido, el que deberá ser evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de recepción del mismo, el cual le será remitido junto con sus antecedentes por la vía que se estime más expedita.


Evacuado el traslado o transcurrido el plazo previsto en el inciso precedente, el Presidente de la Corte citará a una audiencia en que se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el ministro ante el cual deberá rendirse. Efectuadas las diligencias o vencidos los plazos sin que se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en relación ante el pleno de la Corte Suprema, especialmente convocado al efecto. La Corte sólo podrá decretar medidas para mejor resolver una vez terminada la vista de la causa.


Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la Corte Suprema hasta antes de la  vista de la causa.".


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó el reemplazo propuesto.


Al iniciarse el debate de esta discrepancia se tuvo presente que una norma similar a la aprobada por la Cámara de Diputados se aplica, por mandato del artículo 11 bis del Decreto con Fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, a los ministros del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.


Al respecto, el Honorable Diputado señor Burgos señaló que el artículo 11 bis establece un sistema adecuado de prohibiciones y sanciones a las que quedan sometidos los ministros del Tribunal de la Libre Competencia.


Hizo presente que de acuerdo con ese modelo, se prohíbe a los ex ministros, por el plazo de un año contado desde que dejaron de servir el cargo, actuar como administradores, gerentes de personas jurídicas o prestarles asesoría a ellas o a personas naturales que hayan tenido la calidad de parte en alguna causa que hayan conocido. Agregó que la infracción a esta norma es castigada con la inhabilitación absoluta para desempeñar cargos públicos por el período de cinco años y con una multa a beneficio fiscal, sanciones que impone la Corte Suprema.


El Subsecretario del Medio Ambiente, señor Irarrázabal, expresó que la norma contenida en el estatuto del Tribunal de la Libre Competencia es adecuada, pues combina sanciones pecuniarias con la pena de inhabilitación que pueden aplicarse al ministro o ex ministro que incumple con las prohibiciones que ahí se establecen, pero deja a salvo la resolución adoptada, lo que evita que el tercero que, actuó de buena fe, no sea perjudicado con la nulidad del procedimiento. Finalizó su intervención precisando que, en todo caso, le parecía excesivo establecer que esta prohibición tuviera una duración de dos años, como se propone en el texto aprobado por la Cámara de Diputados, e instó a la Comisión a considerar la posibilidad de establecer un plazo de un año o de seis meses como se contempla para los fiscalizadores, de conformidad con lo previsto en el artículo 56 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


La Honorable Senadora señora Allende manifestó que el sistema de sanciones que establece el mencionado artículo 11 bis le parece apropiado, de manera que la aprobación de una norma similar contribuiría a dar una señal clara a los futuros miembros de estos tribunales que probablemente se verán sujetos a grandes presiones al momento de resolver. Por la misma razón, estimó conveniente mantener el plazo de dos años que considera la norma aprobada por la Cámara de Diputados.


El Honorable Senador señor Navarro recordó que esta norma está inspirada en el mismo principio de ética pública que ha llevado a establecer limitaciones a funcionarios públicos que tienen acceso a información privilegiada. En concordancia con lo anterior, indicó que el plazo de dos años que impone esta norma es prudente. Aunque sostuvo que era necesario construir una solución realista y eficaz que evite que esta prohibición sea eludida. Finalmente, señaló que si esta prohibición de ejercicio profesional era absoluta debía establecerse, en ésta y otras áreas relevantes del Estado, alguna forma de compensación económica a quienes están impedidos de desarrollar una actividad profesional determinada.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, recordó que en el caso del Tribunal de la Libre Competencia se establece una limitación que dura sólo un año y que la referida interdicción sólo abarca asuntos que conoció en el ejercicio de su función. Teniendo presente lo anterior, sugirió que si se va a establecer una prohibición genérica de prestar asesoría, ella debería tener una duración de un año, y no dos como se viene proponiendo.


El Honorable Senador señor Prokurica señaló que la ley debe ser muy estricta en estas materias, impidiendo cualquier participación, directa o indirecta, de los ministros o ex ministros del tribunal en la gestión o defensa de cualquier asunto que tenga relevancia ambiental. Añadió que en consideración a la amplitud de esta prohibición, ella debiera regir sólo por un año.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán postuló que para llegar a un acuerdo en esta materia se podría establecer una prohibición amplia que durase un año y consagrar, además, que ella se extienda a dos años tratándose de las causas en que el aludido ministro participó.


El Honorable Diputado señor Ceroni indicó que el fundamento de esta prohibición está en la indebida influencia que podría ejercer en el tribunal en que se desempeñó. En razón de lo anterior, propuso establecer una norma más estricta para limitar su actuación ante el tribunal ambiental donde trabajó el ministro y un plazo más breve tratándose de los demás tribunales ambientales.


La Honorable Senadora señora Alvear respaldó la propuesta del Honorable Diputado señor Ceroni y sugirió establecer una prohibición de dos años respecto del mismo tribunal ambiental en el que el ex ministro desarrolló sus funciones, y un año para los demás tribunales ambientales.


El Honorable Senador señor Gómez adhirió a esta idea y agregó que sería mejor precisar que no podrá desempeñarse en ningún Tribunal Ambiental que esté ubicado en la misma región en que se encuentra el tribunal en que el ministro ejerció el cargo, porque aunque este proyecto sólo crea tres tribunales ambientales en Chile, es probable que en el futuro exista más de un tribunal de este tipo por región.


En relación con esta proposición, el Honorable Diputado señor Cardemil solicitó precisar cuál sería el alcance de esta norma, dado que en el futuro, podría existir más de un tribunal ambiental por región.


Al respecto, el Honorable Senador señor Larraín explicó que si en el futuro se crea un tribunal en la comuna de Concepción quien fue juez en un tribunal ambiental de Valdivia podría, luego de un año de haber dejado el cargo, prestar asesoría en ese nuevo tribunal ambiental. En cambio, si fue ministro de un tribunal ambiental en la ciudad de Santiago y en la Región Metropolitana se crea un segundo tribunal ambiental, él no podría prestar asesoría profesional en ese nuevo tribunal hasta transcurrido dos años desde que dejó el cargo de ministro.


Seguidamente, los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, y Prokurica señalaron que compartían la idea de una sanción pecuniaria para el ministro o ex ministro infractor, y una inhabilidad para ejercer cargos u oficios públicos. Asimismo, puntualizaron que la pena pecuniaria debía tener algún tipo de graduación, porque de lo contrario la Corte Suprema podría verse compelida a declarar inocente al ex ministro involucrado cuando se trate de una situación que no sea flagrante o que no tenga una entidad importante. Agregaron que si se establecía algún tipo de graduación, se podría aplicar la sanción más adecuada a la infracción cometida. 


El Honorable Diputado Burgos secundó la idea de Sus Señorías, e indicó que la infracción a esta norma es muy grave, por lo que hay que establecer mecanismos que propicien su aplicación estricta. Para ello, propuso estatuir que junto con la pena de inhabilidad se consagre una sanción pecuniaria variable que podría ir de un mínimo de tres remuneraciones mensuales del ex ministro involucrado hasta un máximo de doce.


La Honorable Senadora señora Alvear propuso aprobar una norma que recoja los criterios planteados precedentemente y asimismo, el acuerdo adoptado, a propósito del debate del artículo 3°, de incorporar en este artículo las prohibiciones que en dicho precepto figuraban. Su texto es el siguiente: 


“Artículo 11.- Prohibiciones. Los ministros de los tribunales ambientales no podrán celebrar o caucionar contratos con el Estado ni actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que formen parte, como mandatarios en cualquier clase de juicios contra el Fisco, o como procuradores o agentes en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas actividades.




Tampoco podrán ejercer la abogacía, pudiendo solamente defender causas personales o de sus cónyuges, ascendientes, descendientes, hermanos o pupilos. 





Asimismo, no podrán, por el lapso de dos años contado desde que cesaron en el cargo de ministro, asesorar o prestar servicios profesionales a personas naturales o jurídicas en cualquier tipo de gestiones que se realicen en los tribunales ambientales ubicados en la región en la que ejercieron su cargo. Dicho término se reducirá a un año tratándose de los demás tribunales ambientales. 





La infracción de estas prohibiciones será sancionada con la inhabilitación absoluta para desempeñar cargos u oficios públicos por el período de cinco años y con una multa de tres a doce remuneraciones mensuales que hubiere percibido en el cargo de ministro. Estas sanciones serán aplicadas por la Corte Suprema, a requerimiento de cualquier interesado.




El requerimiento a que alude el inciso precedente, señalará con claridad y precisión los hechos que configuraren la infracción y a él se acompañaran o se ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba en que se fundaren. Si el requerimiento no cumpliere estos requisitos, el pleno, convocado al efecto, lo declarará inadmisible en cuenta, sin más trámite.





Admitido a tramitación el requerimiento, el Presidente de la Corte Suprema dará traslado de éste al requerido, el que deberá ser evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de recepción del mismo, el cual le será remitido junto con sus antecedentes por la vía que se estime más expedita.





Evacuado el traslado o transcurrido el plazo previsto en el inciso precedente, el Presidente de la Corte citará a una audiencia en que se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el ministro ante el cual deberá rendirse. Efectuadas las diligencias o vencidos los plazos sin que se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en relación ante el pleno de la Corte Suprema, especialmente convocado al efecto. La Corte sólo podrá decretar medidas para mejor resolver una vez terminada la vista de la causa.





Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la Corte Suprema hasta antes de la  vista de la causa.”. 


- Sometida a votación esta proposición, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Allende y señores Gómez, Larraín, don Hernán y Prokurica, y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans y Kort.

Artículo 12


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 12 del siguiente tenor:


“Artículo 12.- Planta de personal. La Planta de cada Tribunal Ambiental será la siguiente:
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Adicionalmente, cuando las necesidades de estos tribunales lo requieran, se podrá contratar personal bajo régimen de contrata, salvo que se trate de servicios específicos, los que serán pagados a suma alzada. En ambos casos se requerirá contar con disponibilidad presupuestaria para dichos fines.”.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados reemplazó el inciso segundo por el siguiente:


"Adicionalmente, para servicios específicos referidos a alguna de las causas o materias que esté conociendo, el Tribunal podrá contratar expertos a honorarios, para lo cual se requerirá contar con disponibilidad presupuestaria.".


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó la sustitución aprobada en el trámite anterior.


Al iniciarse el debate acerca de esta discrepancia, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio del Medio Ambiente, señor Rodrigo Benítez, manifestó que la regulación laboral aplicable a los funcionarios de los tribunales ambientales es el Código del Trabajo, por lo que cualquier dotación extra que se quiera contratar debe hacerse bajo la modalidad de honorarios, y no de acuerdo a la figura jurídica de los cargos a contrata, como se plantea en la norma aprobada por el Senado. Puntualizó que este último sistema de contratación sólo es aplicable aquellos funcionarios regidos por el Estatuto Administrativo. En razón de lo anterior, propuso que la Comisión aprobara el texto acordado por la Cámara de Diputados.


Los miembros presentes de la Comisión Mixta consideraron adecuada esta propuesta.


- Sometida a votación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señoras Alvear y Allende, y señor Larraín, don Hernán, y los Honorables Diputados señora Molina y señores Cardemil y Eluchans.

Artículo 14 del Senado

Artículo 15 de la Cámara de Diputados


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 14 del siguiente tenor:


“Artículo 14.- Régimen laboral del personal. El personal de los Tribunales Ambientales se regirá por el derecho laboral común.


Con todo, en materia de remuneraciones tendrá el mismo régimen remuneratorio, de dedicación e incompatibilidades del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente y estará sujeto a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, debiendo consignarse en los contratos respectivos una cláusula que así lo disponga. La infracción a las normas de probidad será causal de término del contrato de trabajo.”.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados introdujo modificaciones al inciso segundo del artículo, que pasó a ser artículo 15. Las modificaciones consisten en intercalar, entre las palabras “normas de” y “probidad”, la primera vez que aparece, lo siguiente: “transparencia a que se refiere el artículo octavo de la ley N° 20.285 y de”.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó la modificación aprobada por la Cámara Revisora.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, observó que aunque la inclusión de la referencia al artículo octavo de la ley Nº 20.285 que hace la Cámara de Diputados es apropiada, la construcción de la disposición resulta poco clara, por lo que propuso aprobar una nueva redacción para el inciso segundo que disponga lo siguiente:


“Con todo, en materia de remuneraciones tendrá el mismo régimen remuneratorio, de dedicación e incompatibilidades del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente. Asimismo, estos trabajadores estarán sujetos a las normas de transparencia a que se refiere el artículo octavo de la ley N° 20.285 y a las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, debiendo consignarse en los contratos respectivos una cláusula que así lo disponga. La infracción a las normas de probidad será causal del término del contrato de trabajo.” 




El Honorable Senador señor Larraín indicó que con esta redacción queda claro que dichos empleados quedan sometidos a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones que establece el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


- Sometida a votación esta proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señoras Alvear y Allende, y señor Larraín, don Hernán, y los Honorables Diputados señora Molina y señores Burgos, Cardemil y Eluchans.

Artículo 16 del Senado

Artículo 17 de la Cámara de Diputados


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 16 que define  nueve materias en las cuales tendrán competencia los tribunales ambientales.


En lo que interesa a este informe, su número 8) dispuso lo siguiente: 


“8) Conocer de las reclamaciones en contra de la resolución que resuelva un procedimiento administrativo de invalidación de un acto administrativo de carácter ambiental. El plazo para la interposición de la acción será de treinta días contado desde la notificación de la respectiva resolución.


Para estos efectos se entenderá por acto administrativo de carácter ambiental toda decisión de carácter formal que emita un organismo de la Administración del Estado, con competencia ambiental, que contenga el ejercicio de una potestad pública y que corresponda a un instrumento de gestión ambiental o se encuentre directamente asociado con uno de éstos.


Será competente para conocer de esta reclamación el Tribunal Ambiental que ejerza jurisdicción en el territorio en que tenga su domicilio el órgano de la Administración del Estado que hubiere resuelto el procedimiento administrativo de invalidación.


En los casos de los numerales 5) y 6) del presente artículo no se podrá ejercer la potestad invalidatoria del artículo 53 de la ley Nº 19.880 una vez resueltos los recursos administrativos y jurisdiccionales o transcurridos los plazos legales para interponerlos sin que se hayan deducido.”.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados introdujo una modificación en el artículo 16, que pasó a ser 17, consistente en reemplazar el párrafo segundo del numeral 8) por el siguiente:


“Para estos efectos se entenderá por acto administrativo de carácter ambiental, toda decisión formal que emita un organismo de la Administración del Estado que tenga consecuencias ambientales y que corresponda a un instrumento de gestión ambiental o se encuentre directamente asociado con uno de éstos.”.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó la modificación aprobada por la Comisión Revisora.


El Honorable Diputado señor Burgos explicó que la redacción alternativa que aprobó la Cámara de Diputados se debe a que se quiso incluir a las Municipalidades, ya que muchos de los actos administrativos que ellas dictan tienen claro impacto ambiental.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio del Medio Ambiente explicó que el objetivo indicado por Su Señoría se cumple de mejor medida si se opta por el texto aprobado por el Senado y se agrega a él, de forma expresa, una referencia a las Municipalidades.


Los Honorables Diputados señora Molina y señor Eluchans se mostraron de acuerdo con esta proposición.


La Honorable Senadora señora Alvear manifestó que era importante mantener en esta disposición que la competencia del tribunal abarca también a todos los actos administrativos que tengan consecuencias ambientales o puedan generar un daño al medio ambiente.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio del Medio Ambiente, señor Rodrigo Benítez, señaló que mediante esta norma se busca la invalidación de actos administrativos ambientales en razón de sus defectos de legalidad y no debido a sus posibles consecuencias ambientales, por lo que la mención a tal elemento no es apropiada.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán y el Honorable Diputado señor Burgos plantearon que incluir en la disposición la expresión “que tenga consecuencias ambientales” agrega un elemento adicional, que debe ser acreditado previamente por la parte que lo alega, lo cual podría restringir la actuación de estos tribunales.


El Honorable Diputado señor Cardemil connotó que en la definición que aprobó el Senado de acto administrativo ambiental se precisa que es emitido por un organismo público en “el ejercicio de una potestad pública”. Al respecto, Su Señoría preguntó cuál era el sentido de la mencionada frase ya que los Servicios Públicos siempre deben actuar en el ámbito de sus competencias.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que la frase citada por el Diputado era innecesaria ya  por definición sólo son válidos los actos administrativos que se fundan en el ejercicio de una potestad pública.


La Honorable Senadora señora Alvear reiteró su posición, en orden a que el concepto de acto administrativo ambiental debía considerarse no sólo los actos emitidos por entidades públicas que tengan competencia en estas materias, sino también todos aquellos que tengan consecuencias. La Honorable Senadora señora Allende compartió esta posición.


El Honorable Diputado señor Burgos observó que por definición todos los actos emanados de entidades públicas que tengan competencias en materias medio ambientales tienen consecuencias ambientales, por lo que agregar este segundo elemento no era indispensable.


El Honorable Diputado señor Eluchans propuso optar por la postura del Senado, eliminado la expresión “contenga el ejercicio de una potestad pública”, y haciendo mención expresa a las Municipalidades.


El Honorable Diputado señor Burgos secundó la propuesta anterior, pero observó que aunque ha habido cierta discusión en algunas instancias respecto de si las Municipalidades tienen el mismo estatuto que los demás órganos que integran la Administración, el inciso segundo del artículo 1º de la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado incluye expresamente a esos servicios entre los que constituyen la Administración del Estado, por lo que si se hace una referencia expresa a esa disposición estaría demás hacer mención a las Municipalidades.


Como consecuencia del debate anterior, se propuso aprobar la siguiente redacción para el párrafo segundo del número 8) del nuevo artículo 17:


“Para estos efectos se entenderá por acto administrativo de carácter ambiental toda decisión formal que emita cualquiera de los organismos de la Administración del Estado mencionado en el inciso segundo del artículo 1° de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales del Estado, con competencia ambiental y que corresponda a un instrumento de gestión ambiental o se encuentre directamente asociado con uno de éstos.”.

En relación con esta proposición, la Honorable Senadora señora Alvear manifestó que concurría a aprobar esta norma, dejando constancia que, a su juicio, esta definición no sólo comprende a los actos emitidos por los órganos de la Administración del Estado con competencia ambiental, sino que también a las decisiones que adopten y que tengan consecuencias medioambientales.


La unanimidad de la Comisión adhirió a esta constancia.


- La referida proposición, con la constancia anteriormente indicada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señoras Alvear y Allende, y señor Larraín, don Hernán, y los Honorables Diputados señora Molina y señores Burgos, Cardemil y Eluchans.

Artículo 18 del Senado

 Artículo 19 de la Cámara de Diputados


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 18, del siguiente tenor:


“Artículo 18.- Amicus Curiae. Dentro de los treinta días siguientes a la notificación de la resolución que admite a tramitación la reclamación o la demanda por daño ambiental, cualquier persona, natural o jurídica, que no sea parte en el procedimiento, que posea reconocida idoneidad técnica y profesional en la materia objeto del asunto sometido a conocimiento del Tribunal Ambiental y que  invoque la protección de un interés público, podrá presentar, por escrito y con patrocinio de abogado, un informe con sus comentarios, observaciones o sugerencias.


Para estos efectos, el Tribunal dispondrá la publicación de un aviso en un medio electrónico, dando cuenta de la circunstancia de haberse practicado la notificación  señalada en el inciso anterior y los datos necesarios para identificar la causa.


Al informe, al que deberán adjuntarse tantas copias como partes litiguen en la causa, se acompañarán, además, los antecedentes que acrediten la idoneidad técnica y profesional de quien lo presente.


La entrega del informe no suspenderá ni alterará la tramitación del procedimiento, pero el tribunal deberá considerarlo en la sentencia definitiva.


La presentación del informe no conferirá a quien lo haya acompañado la calidad de parte, ni le otorgará ninguna posibilidad de actuación adicional en el proceso.”.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados sustituyó el artículo 18 por otro, que pasó a ser 19, cuyo tenor literal es el siguiente:


“Artículo 19.- Amicus Curiae. Dentro de los treinta días siguientes a la publicación de la resolución que admite a tramitación la reclamación o la demanda por daño ambiental, cualquier persona, natural o jurídica, que no sea parte en el proceso, que posea reconocida idoneidad técnica y profesional en la materia objeto del asunto sometido al conocimiento del Tribunal Ambiental y que invoque la protección de un interés público, podrá presentar opinión escrita con sus comentarios, observaciones o sugerencias.


Para estos efectos, el Tribunal dispondrá se dé a conocer la circunstancia señalada mediante la publicación de un aviso en su sitio electrónico, que incluya, además, los datos necesarios para identificar la causa.


La opinión escrita deberá acompañarse de tantas copias como partes litigantes hubiere, debiéndose agregar, además, los antecedentes que acrediten la idoneidad técnica y profesional de quien la presenta.


La entrega de la opinión escrita no suspenderá ni alterará la tramitación del procedimiento. El Tribunal dejará constancia en la sentencia definitiva de haberla tenido a la vista.


La presentación de la opinión escrita no conferirá a quien la haya emitido la calidad de parte, ni le otorgará ninguna posibilidad de actuación adicional en el proceso.".


En el tercer trámite constitucional, el Senado aprobó la sustitución acordada por la Cámara Revisora, con excepción de lo señalado en los incisos segundo y cuarto de la norma aprobada por la Cámara de Diputados.


Al iniciarse el estudio de estas discrepancias, se tuvo en cuenta que esta disposición incorpora en nuestra legislación la figura jurídica del Amicus Curiae o amigo del tribunal, que es una institución generalizada en el derecho anglosajón que permite a las personas o a los grupos de interés ajenos a las partes en disputa, manifestar su opinión en relación con un conflicto que tiene que conocer un órgano jurisdiccional. 

Seguidamente, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio del Medio Ambiente, señor Rodrigo Benítez, propuso, para superar la discrepancia surgida en relación con el inciso segundo de la norma aprobada por la Cámara de Diputado, reformular la redacción de su inciso primero y segundo, de manera de aclarar, de mejor manera, la forma en que terceros ajenos al juicio podrán intervenir en estos procesos aportando una opinión profesional y técnica calificada. Su texto es el siguiente:


“Artículo 19.- Amicus Curiae. El Tribunal dará a conocer la resolución que admite a tramitación la reclamación o la demanda por daño ambiental mediante la publicación de un aviso en su sitio electrónico. El aviso deberá incluir los datos necesarios para identificar la causa.


Dentro de los treinta días siguientes a la publicación de dicho aviso, cualquier persona, natural o jurídica, que no sea parte del proceso, que posea reconocida idoneidad técnica y profesional en la materia objeto del asunto sometido al conocimiento del Tribunal Ambiental y que invoque la protección de un interés público, podrá presentar opinión escrita con sus comentarios y observaciones o sugerencias.”.


El señor Subsecretario indicó que con esta redacción se precisa que lo primero que debe hacer el tribunal es dar a conocer que se ha presentado una reclamación o demanda por daño ambiental y luego abrir un plazo para que actúen los Amigos del Tribunal, los que deberán entregar su opinión científica o técnica por escrito.


La Honorable Senadora señora Alvear se mostró de acuerdo con la nueva redacción, pero observó que la experiencia legislativa previa ha demostrado que cada vez que se permite que personas que no tienen formación jurídica comparezcan en juicio sin patrocinio de abogado, se generan innumerables problemas, tanto para el recurrente como para el tribunal que recibe la presentación, por lo que consideró imprescindible que en este caso se exija la asesoría de un letrado.


- Sometida a votación la propuesta del Ejecutivo, con la modificación sugerida por la Honorable Senadora Alvear, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Allende y señor Larraín, don Hernán, y los Honorables Diputados señora Molina y señores Burgos, Cardemil y Eluchans.

A continuación, la Comisión trató la discrepancia surgida en relación con el inciso cuarto  del artículo 19 aprobado por la Cámara de Diputados


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que en opinión del Senado el informe del Amicus Curiae debe ser efectivamente “considerado” en la sentencia que dicte el tribunal y no simplemente “tenido en cuenta” como propone el texto aprobado por la Cámara de Diputados. Puntualizó que lo que pretende el Senado es que el tribunal se haga cargo de las observaciones que formuló el Amicus Curiae. Finalmente, señaló que de acuerdo con el Diccionario de Real Academia de la Lengua considerar significa “pensar, meditar, reflexionar algo con atención y cuidado”, en otras palabras, lo que se quiere es que en la sentencia del Tribunal Ambiental se pondere con atención y cuidado las opiniones que emiten estos expertos. La Honorable Senadora señora Allende concordó con este planteamiento e insistió que no bastaba que el tribunal diga en su sentencia que “tuvo a la vista” la opinión de estos expertos.


El Honorable Diputado señor Burgos observó que la labor del Amicus Curiae es ilustrar al tribunal más que influir en el, pero coincidió con que la opinión escrita que emane de aquella instancia debe ser sopesada debidamente.


La Honorable Senadora señora Alvear manifestó que este tema fue profusamente discutido en el Senado y se acordó que el informe que aporte esta instancia deberá ser considerado por el tribunal y no sólo tenido en vista cuando se dicte el fallo.


El Honorable Diputado señor Eluchans indicó que la diferencia entre considerar y tener a la vista no es tan diametral como anteriormente se ha manifestado, pues lo segundo no implica una mera constatación formal sino que significa que el tribunal debe hacerse cargo en su sentencia de los argumentos esgrimidos por el Amicus Curiae.


Asimismo, puntualizó que en este punto es importante dejar en claro que el Amicus Curiae es una persona natural o jurídica que participa en el procedimiento por su conocimiento técnico y que su papel no es entorpecer el procedimiento sino que contribuir a la solución del conflicto ambiental que conocerá el Tribunal. En razón de lo anterior, propuso optar por la redacción aprobada por la Cámara de Diputados y dejar en la historia de la ley el real alcance de la expresión “tenerlo en vista”.


El Honorable Diputado señor Burgos observó que la Cámara ocupa la expresión “opinión escrita” en vez de “informe” al referirse a este tema, lo que parece más apropiado, máxime si en el inciso primero de esta disposición, que ha pasado a ser inciso segundo, el Senado ya ha acogido la idea utilizar esta expresión.


La Honorable Senadora señora Allende indicó que el rol del Amicus Curiae no es sólo proveer información técnica al tribunal ya que también puede actuar como una instancia de participación de la Sociedad Civil en los conflictos medioambientales. Agregó que lamentablemente muchas veces no se oye a la ciudadanía afectada por las disputas que se producen en este ámbito.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que las posiciones ya estaban fijadas y en consecuencia declaró cerrado el debate y sugirió a la Comisión pronunciarse acerca de la idea de si la sentencia del tribunal ambiental deberá “considerar” la opinión escrita que presente el Amicus Curiae.


- Esta proposición fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión Mixta. Votaron a favor los Honorables Senadores señoras Alvear y Allende y señor Larraín, don Hernán y el Honorable Diputado señor Burgos. Votaron en contra los Honorables Diputados señores Cardemil y Eluchans. Se abstuvo la Honorable Diputada señora Molina.


Como consecuencia del acuerdo anterior, el inciso cuarto del artículo 19 quedó redactado en los siguientes términos:


“La entrega de la opinión escrita no suspenderá ni alterará la tramitación del procedimiento, pero el tribunal deberá considerarla en la sentencia definitiva.”.
Artículo 27 del Senado

Artículo 29 de la Cámara de Diputados


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 27 del siguiente tenor:


“Artículo 27.- Solicitud de informes y medidas para mejor resolver. Declarada admisible la reclamación se pedirá informe al órgano público que emitió el acto impugnado, que deberá, además, adjuntar copia autentificada del expediente administrativo completo y debidamente foliado que sirvió de base para dictar el acto que se impugna, de conformidad a lo señalado en la ley Nº 19.880. El informe, que se limitará a consignar los fundamentos y motivos en los que el acto administrativo se basa, deberá emitirse en el plazo de diez días. Dentro del mismo lapso el órgano requerido podrá pedir, por una sola vez, una prórroga del mismo hasta por un máximo de cinco días.


En caso de que el órgano no presente el informe en el plazo conferido se prescindirá del mismo.


Recibido el informe o vencido el plazo para presentarlo el Tribunal ordenará traer los autos en relación. La tramitación de la reclamación se ajustará a las reglas para el conocimiento y fallo del recurso de apelación civil, con la salvedad de que no se admitirán prueba testimonial ni confesional, ni tendrá lugar lo previsto en el artículo 165 del Código de Procedimiento Civil.


Concluida la vista de la causa quedará cerrado el debate y el proceso en estado de dictarse sentencia, la que deberá pronunciarse dentro del término de treinta días. Sólo dentro de este plazo el Tribunal podrá dictar de oficio medidas para mejor resolver.”.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados acordó sustituir, en el inciso tercero del artículo aprobado por la Cámara de Origen, las palabras “en el” que siguen a los términos “lo previsto” por las siguientes: “en los números 4°, 5° y 6° del”.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó lo acordado por la Cámara Revisora.


Al iniciarse el examen de esta discrepancia, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio del Medio Ambiente, señor Rodrigo Benítez,  expresó que ella se centra en determinar si se podrá suspender la vista de la causa en que se tramita una reclamación ambiental. Si se acepta que ello es posible, será necesario determinar si ella procederá en todas las hipótesis previstas en el artículo 165 del Código de Procedimiento Civil.


En relación con este debate, puntualizó que a juicio del Ejecutivo la vista de la causa debería suspenderse en las siguientes situaciones:


- Por muerte del abogado patrocinante, del procurador o del litigante que gestione por sí mismo el pleito.


- Por muerte del cónyuge, ascendientes o descendientes del abogado defensor ocurrida dentro de los ocho días anteriores a la vista.


- Por tener alguno de los abogados de la causa otra vista o comparecencia ante otro tribunal ese mismo día.


Indicó que las citadas causales están contenidas en los números 3), 4) y 6) del artículo 165 del Código de Procedimiento Civil, y en este caso debería hacerse referencia expresa a ellas en el texto del proyecto.


Añadió que también debía suspenderse por acuerdo de los abogados litigantes de la causa, pero limitando el ejercicio de este derecho a una sola oportunidad.


La Honorable Diputada señora Molina manifestó que esta regla es similar a la que se ocupa en los juicios de familia, y que también debería adoptarse en este caso.


Como consecuencia de lo anterior, la Presidente de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, propuso reemplazar la frase final del inciso tercero del artículo 27 del Senado - nuevo artículo 29 de la Cámara de Diputados” que dispone “ni tendrá lugar lo previsto en el artículo 165 del Código de Procedimiento Civil” por la siguiente oración. “Asimismo, se podrá suspender la vista de la causa en los casos previstos en los números 3°, 4° y 6° del artículo 165 del Código de Procedimiento Civil y también,  por una sola vez, cuando lo pidan de común acuerdo las partes.

- Esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señoras Alvear y Allende y señor Larraín, don Hernán, y los Honorables Diputados señora Molina y señores Burgos, Cardemil y Eluchans.


Como consecuencia de lo anterior, el inciso tercero del nuevo artículo 29 quedó redactado en los siguientes términos:


“Recibido el informe o vencido el plazo para presentarlo el Tribunal ordenará traer los autos en relación. La tramitación de la reclamación se ajustará a las reglas para el conocimiento y fallo del recurso de apelación civil, con la salvedad de que no se admitirán prueba testimonial ni confesional. Asimismo, se podrá suspender la vista de la causa en los casos previstos en los números 3°, 4° y 6° del artículo 165 del Código de Procedimiento Civil y también, por una sola vez, cuando lo pidan de común acuerdo las partes.”.
- - -


Finalmente, la Comisión Mixta acordó introducir dos enmiendas adicionales al texto aprobado por ambas Corporaciones con el objeto de mejorar la redacción del artículo 1° y hacer más expedito el procedimiento que establece el artículo 43 (46) para el trámite de la acción de indemnización de perjuicios por daño ambiental.


Mediante la primera se acordó enmendar el artículo 1°, precepto que define a los Tribunales Ambientales. La referida modificación consiste en precisar que a estos tribunales les corresponde resolver las “controversias medioambientales” que son de su competencia y ocuparse de los demás asuntos que la ley someta a su conocimiento.


Esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señor Larraín, don Hernán, y Honorables Diputados señora Molina y señores Burgos, Cardemil y Eluchans.


Seguidamente, a proposición de la Honorable Senadora señora Alvear se modificó el artículo 43 del texto del Senado (nuevo artículo 46 de la Cámara de Diputados), en lo relativo al procedimiento que seguirán los Juzgados de Letras en lo Civil cada vez que tengan que conocer una acción de indemnización de perjuicios por daño ambiental.


En la norma aprobada por el Senado se establecía que la mencionada acción se tramitaría de acuerdo a las reglas del juicio sumario. La Comisión acordó sustituir este artículo por otro que establece un nuevo procedimiento para tramitar la acción de indemnización de perjuicios causados como consecuencia de un daño ambiental. Su texto es el siguiente:





“Artículo 46.- Indemnización de perjuicios. Será competente para conocer de la acción de indemnización de perjuicios por la producción de daño ambiental establecida en la sentencia del Tribunal Ambiental, el juzgado de letras en lo civil con competencia en el lugar donde se produjo el daño.


Esta acción por los perjuicios derivados del daño ambiental se tramitará de acuerdo al siguiente procedimiento:


1°.- Deducida la demanda, citará el tribunal a la audiencia de contestación, conciliación y prueba del quinto día hábil después de la última notificación, ampliándose este plazo si el demandado es notificado en un lugar distinto a aquél en que se sigue el juicio, con el aumento que concede el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil;


2°.- La audiencia se celebrará con la parte que asista y a ella deberán concurrir las partes con todos sus medios de prueba, la que versará sobre la existencia, naturaleza y monto de los perjuicios, sobre la relación causal entre los perjuicios y el daño ambiental establecido por el Tribunal Ambiental y sobre las otras defensas que el demandado pudiere alegar, con exclusión de aquellas vinculadas a la inexistencia de un ilícito o de culpabilidad, que se considerarán hechos establecidos por la sentencia del Tribunal Ambiental;

3°.- Todos los incidentes deberán promoverse en la audiencia y se resolverán en la sentencia definitiva, a menos que se trate de excepciones o defectos de procedimiento que impidan entrar a resolver sobre el fondo, los que serán resueltos en la audiencia y, de ser posible, subsanados en ella a efectos de dar curso progresivo. El traslado que pueda recaer sobre los incidentes se deberá evacuar en dicha audiencia;


4°.- Si el juez lo estima conveniente o alguna de las partes lo solicita para acreditar los hechos pertinentes, oirá el informe de un perito, nombrado en la misma audiencia por los interesados y, a falta de acuerdo, por él. El juez fijará un plazo al perito para que presente su informe, que no podrá exceder de 30 días desde que éste cuente con los antecedentes requeridos para evacuar su informe, lo que identificará en el acto de su aceptación o dentro de los tres días siguientes a efectos de que el juez disponga lo conveniente para recabarlos. Dicho plazo podrá ser ampliado por una sola vez por un máximo de 15 días;


5°.- La sentencia definitiva de primera instancia se dictará dentro de quinto día contado desde la fecha de la audiencia, o de la presentación del informe, en su caso; 

6°.- Dicha sentencia es apelable en el solo efecto devolutivo. Las demás resoluciones son inapelables;

7°.- La apelación gozará de preferencia para su vista y fallo, y

8°.- Contra la sentencia definitiva de la Corte de Apelaciones, no procederá recurso alguno. 


El tribunal civil competente, al resolver sobre la indemnización de perjuicios se basará en el daño ambiental y la relación causal entre éste y la acción del ofensor establecidas por el Tribunal Ambiental.


La acción de indemnización de perjuicios prescribirá de conformidad a lo dispuesto en el artículo 63 de la ley N° 19.300. Sin perjuicio de lo anterior, la señalada prescripción se suspenderá desde la notificación de la acción de reparación por daño ambiental hasta que se encuentre firme o ejecutoriada la sentencia que ponga término al respectivo juicio o haga imposible su continuación.”.


Sometida a votación esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señor Larraín, don Hernán y Diputados señora Molina y señores Burgos, Cardemil y Eluchans. 

- - - 

PROPOSICION DE LA COMISIÓN MIXTA 


En mérito del debate y acuerdos expuestos precedentemente y con el fin de superar las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional, durante la tramitación del proyecto de ley en análisis, vuestra Comisión Mixta propone aprobar la siguiente proposición:

Artículo 1°

Sustituirlo por el siguiente:





“Artículo 1°.- Concepto. Los Tribunales Ambientales son órganos jurisdiccionales especiales, sujetos a la superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema, cuya función es resolver las controversias medio ambientales de su competencia y ocuparse de los demás asuntos que la ley somete a su conocimiento.” (Unanimidad. 7 x 0).
Artículo 2° del Senado

Reemplazarlo por el siguiente:




Artículo 2°.- Integración y nombramiento. Cada Tribunal Ambiental estará integrado por tres ministros. Dos de ellos deberán tener título de abogado, haber ejercido la profesión a lo menos diez años y haberse destacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de Derecho Administrativo o Ambiental. El tercero será un licenciado en Ciencias con especialización en materias medioambientales y, a lo menos, diez años de ejercicio profesional. 




Cada ministro será nombrado por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la Corte Suprema.




La Corte formará la nómina correspondiente de una lista que contendrá un mínimo de seis y un máximo de ocho nombres que, para cada cargo, le propondrá el Consejo de Alta Dirección Pública con sujeción al procedimiento establecido para el nombramiento de altos directivos públicos del primer nivel jerárquico, contenido en el Párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882, con las modificaciones siguientes:




a) El perfil profesional de competencias y aptitudes del cargo concursado será definido por el Consejo. En este concurso no podrán participar quienes se desempeñen o hayan ejercido el cargo de abogado integrante en las Cortes de Apelaciones o en la Corte Suprema.




b) De no haber a lo menos seis candidatos al cargo que cumplan los requisitos para ingresar en la nómina, el Consejo ordenará que se efectúe un nuevo concurso para conformar o complementar la lista, según corresponda.




La Corte Suprema, mediante resolución fundada, podrá rechazar todos o alguno de los nombres contenidos en la lista que se le presente. Si el número de nombres restantes fuere inferior a cinco, la Corte comunicará el hecho al Consejo, para que complete la nómina llamando a un nuevo concurso, en el cual no podrán participar las personas que fueron rechazadas.




Para conformar la nómina para el cargo de ministro, los postulantes deberán ser recibidos por el pleno de la Corte Suprema en una audiencia pública citada especialmente al efecto. La Corte establecerá la forma en que se desarrollará esta audiencia.




El Senado adoptará el acuerdo en votación única, por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. Si no se aprobare la propuesta, el Presidente de la República deberá presentar a otra persona que forme parte de la misma nómina elaborada por la Corte Suprema. Si se rechazare la segunda proposición se deberá llamar a un nuevo concurso. (Unanimidad. 8 x 0).




Cada Tribunal tendrá dos ministros suplentes. Uno de ellos deberá tener título de abogado, haber ejercido la profesión a lo menos ocho años y haberse destacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de Derecho Administrativo o Ambiental. El otro deberá ser un licenciado en Ciencias con especialización en materias medioambientales y ocho años de ejercicio profesional. (Unanimidad. 7 x 0).



Los ministros suplentes serán designados de la misma forma que los titulares.




El Presidente de cada Tribunal será elegido por acuerdo de los ministros del mismo, debiendo recaer dicha designación en un ministro abogado. Quien fuere elegido Presidente permanecerá en tal calidad por el plazo de dos años, no siendo posible su reelección inmediata.




En caso de ausencia o impedimento del Presidente del Tribunal, éste sesionará bajo la presidencia del otro ministro titular abogado. Si faltaren ambos, presidirá el otro ministro titular.




El nombramiento de los ministros se hará por el Presidente de la República mediante decreto supremo suscrito por los Ministros del Medio Ambiente y de Justicia.




Los ministros titulares y suplentes permanecerán seis años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos hasta por dos períodos sucesivos. No obstante, se renovarán parcialmente cada dos años. 




El Tribunal tendrá el tratamiento de “Ilustre”, y cada uno de sus miembros el de “Ministro” (Unanimidad. 9 x 0).

Artículo 3°

del Senado y de la Cámara de Diputados

Sustituirlo por el siguiente:





“Artículo 3°.- Incompatibilidades. No podrá ser elegido ministro titular o suplente quien en los dos años anteriores a su nombramiento se haya desempeñado como Ministro del Medio Ambiente, Subsecretario del Medio Ambiente, Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, Director del Servicio de Evaluación Ambiental o Superintendente del Medio Ambiente, así como cualquiera que hubiese desempeñado un cargo directivo en las precitadas instituciones en el mismo período.





El cargo de ministro titular de Tribunal Ambiental es de dedicación exclusiva e incompatible con todo otro empleo, cargo, función o comisión, remunerada o no, que se ejerza en entidades privadas o públicas, sean éstas últimas fiscales, municipales, fiscales autónomas o semifiscales, en empresas del Estado o en las que éste tenga participación por aportes de capital. Asimismo, es incompatible con todo cargo de elección popular.





Se exceptúan de estas incompatibilidades los empleos docentes hasta un límite máximo de doce horas semanales. Sin embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá la incompatibilidad a que se refiere esta norma. En todo caso, los ministros deberán prolongar su jornada para compensar el tiempo que hayan restado a su trabajo con ocasión del desempeño de actividades compatibles.





A los ministros suplentes se les aplicarán las mismas incompatibilidades, prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que rigen para los ministros titulares. Se exceptúan de estas limitaciones los empleos docentes y las funciones o comisiones académicas en establecimientos públicos o privados de la enseñanza superior, media y especial, siempre que no afecten la dedicación prevista en el inciso siguiente. 





Los ministros suplentes deberán destinar a lo menos media jornada a las tareas de integración y a las demás que les encomiende el Tribunal. (Unanimidad. 9 x 0). 

Artículo 10 

del Senado

Artículo 11

de la Cámara de Diputados 

Reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 11.- Prohibiciones. Los ministros de los tribunales ambientales no podrán celebrar o caucionar contratos con el Estado ni actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que formen parte, como mandatarios en cualquier clase de juicios contra el Fisco, o como procuradores o agentes en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas actividades.





Tampoco podrán ejercer la abogacía, pudiendo solamente defender causas personales o de sus cónyuges, ascendientes, descendientes, hermanos o pupilos. 





Asimismo, no podrán, por el lapso de dos años contado desde que cesaron en el cargo de ministro, asesorar o prestar servicios profesionales a personas naturales o jurídicas en cualquier tipo de gestiones que se realicen en los tribunales ambientales ubicados en la región en la que ejercieron su cargo. Dicho término se reducirá a un año tratándose de los demás tribunales ambientales. 





La infracción de estas prohibiciones será sancionada con la inhabilitación absoluta para desempeñar cargos u oficios públicos por el período de cinco años y con una multa de tres a doce remuneraciones mensuales que hubiere percibido en el cargo de ministro. Estas sanciones serán aplicadas por la Corte Suprema, a requerimiento de cualquier interesado.





El requerimiento a que alude el inciso precedente, señalará con claridad y precisión los hechos que configuraren la infracción y a él se acompañarán o se ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba en que se fundaren. Si el requerimiento no cumpliere estos requisitos, el pleno, convocado al efecto, lo declarará inadmisible en cuenta, sin más trámite.





Admitido a tramitación el requerimiento, el Presidente de la Corte Suprema dará traslado de éste al requerido, el que deberá ser evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de recepción del mismo, el cual le será remitido junto con sus antecedentes por la vía que se estime más expedita.





Evacuado el traslado o transcurrido el plazo previsto en el inciso precedente, el Presidente de la Corte citará a una audiencia en que se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el ministro ante el cual deberá rendirse. Efectuadas las diligencias o vencidos los plazos sin que se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en relación ante el pleno de la Corte Suprema, especialmente convocado al efecto. La Corte sólo podrá decretar medidas para mejor resolver una vez terminada la vista de la causa.





Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la Corte Suprema hasta antes de la vista de la causa.”. (Unanimidad. 10 x 0).

Artículo 12

del Senado

Artículo 13 

de la Cámara de Diputados

Inciso segundo





Aprobar el texto acordado por la Cámara de Diputados (Unanimidad. 6 x 0). 

Artículo 14

del Senado

Artículo 15

de la Cámara de Diputados

Inciso segundo

Reemplazarlo por el siguiente:





“Con todo, en materia de remuneraciones tendrá el mismo régimen remuneratorio, de dedicación e incompatibilidades del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente. Asimismo, estos trabajadores estarán sujetos a las normas de transparencia a que se refiere el artículo octavo de la ley N° 20.285 y a las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, debiendo consignarse en los contratos respectivos una cláusula que así lo disponga. La infracción a las normas de probidad será causal del término del contrato de trabajo.” (Unanimidad. 7 x 0). 

Artículo 16

del Senado

Artículo 17

de la Cámara de Diputados

Numeral 8)

Párrafo segundo

Sustituirlo por el siguiente:





“Para estos efectos se entenderá por acto administrativo de carácter ambiental toda decisión formal que emita cualquiera de los organismos de la Administración del Estado mencionados en el inciso segundo del artículo 1° de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, que tenga competencia ambiental y que corresponda a un instrumento de gestión ambiental o se encuentre directamente asociado con uno de éstos.”. (Unanimidad. 7 x 0).
Artículo 18

del Senado

Artículo 19

De la Cámara de Diputados

Sustituir sus incisos primero y segundo por los siguientes:





“Artículo 19.- Amicus Curiae. El Tribunal dará a conocer la resolución que admite a tramitación la reclamación o la demanda por daño ambiental mediante la publicación de un aviso en su sitio electrónico. El aviso deberá incluir los datos necesarios para identificar la causa.





Dentro de los treinta días siguientes a la publicación de dicho aviso, cualquier persona, natural o jurídica, que no sea parte en el proceso, que posea reconocida idoneidad técnica y profesional en la materia objeto del asunto sometido al conocimiento del Tribunal Ambiental y que invoque la protección de un interés público, podrá presentar, por escrito y con patrocinio de abogado, una opinión con sus comentarios, observaciones o sugerencias.” (Unanimidad. 7 x 0).

Inciso cuarto

Reemplazarlo por el siguiente:





“La entrega de la opinión escrita no suspenderá ni alterará la tramitación del procedimiento, pero el tribunal deberá considerarla en la sentencia definitiva.” (Mayoría de Votos. 4 x 2 x 1 abstención). 

Artículo 27
del Senado

Artículo 29

De la Cámara de Diputados

Inciso tercero

Sustituirlo por el siguiente:





“Recibido el informe o vencido el plazo para presentarlo el Tribunal ordenará traer los autos en relación. La tramitación de la reclamación se ajustará a las reglas para el conocimiento y fallo del recurso de apelación civil, con la salvedad de que no se admitirán prueba testimonial ni confesional. Asimismo, se podrá suspender la vista de la causa en los casos previstos en los números 3°, 4° y 6° del artículo 165 del Código de Procedimiento Civil y, también, por una sola vez, cuando lo pidan de común acuerdo las partes.”. (Unanimidad. 7 x 0). 

Artículo 43 del Senado

Artículo 46 de la Cámara de Diputados





Sustituirlo por el siguiente:





“Artículo 46.- Indemnización de perjuicios. Será competente para conocer de la acción de indemnización de perjuicios por la producción de daño ambiental establecida en la sentencia del Tribunal Ambiental, el juzgado de letras en lo civil con competencia en el lugar donde se produjo el daño.


Esta acción por los perjuicios derivados del daño ambiental se tramitará de acuerdo al siguiente procedimiento:


1°.- Deducida la demanda, citará el tribunal a la audiencia de contestación, conciliación y prueba del quinto día hábil después de la última notificación, ampliándose este plazo si el demandado es notificado en un lugar distinto a aquél en que se sigue el juicio, con el aumento que concede el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil;


2°.- La audiencia se celebrará con la parte que asista y a ella deberán concurrir las partes con todos sus medios de prueba, la que versará sobre la existencia, naturaleza y monto de los perjuicios, sobre la relación causal entre los perjuicios y el daño ambiental establecido por el Tribunal Ambiental y sobre las otras defensas que el demandado pudiere alegar, con exclusión de aquellas vinculadas a la inexistencia de un ilícito o de culpabilidad, que se considerarán hechos establecidos por la sentencia del Tribunal Ambiental;

3°.- Todos los incidentes deberán promoverse en la audiencia y se resolverán en la sentencia definitiva, a menos que se trate de excepciones o defectos de procedimiento que impidan entrar a resolver sobre el fondo, los que serán resueltos en la audiencia y, de ser posible, subsanados en ella a efectos de dar curso progresivo. El traslado que pueda recaer sobre los incidentes se deberá evacuar en dicha audiencia;


4°.- Si el juez lo estima conveniente o alguna de las partes lo solicita para acreditar los hechos pertinentes, oirá el informe de un perito, nombrado en la misma audiencia por los interesados y, a falta de acuerdo, por él. El juez fijará un plazo al perito para que presente su informe, que no podrá exceder de 30 días desde que éste cuente con los antecedentes requeridos para evacuar su informe, lo que identificará en el acto de su aceptación o dentro de los tres días siguientes a efectos de que el juez disponga lo conveniente para recabarlos. Dicho plazo podrá ser ampliado por una sola vez por un máximo de 15 días;


5°.- La sentencia definitiva de primera instancia se dictará dentro de quinto día contado desde la fecha de la audiencia, o de la presentación del informe, en su caso; 

6°.- Dicha sentencia es apelable en el solo efecto devolutivo. Las demás resoluciones son inapelables;

7°.- La apelación gozará de preferencia para su vista y fallo, y

8°.- Contra la sentencia definitiva de la Corte de Apelaciones, no procederá recurso alguno. 


El tribunal civil competente, al resolver sobre la indemnización de perjuicios se basará en el daño ambiental y la relación causal entre éste y la acción del ofensor establecidas por el Tribunal Ambiental.


La acción de indemnización de perjuicios prescribirá de conformidad a lo dispuesto en el artículo 63 de la ley N° 19.300. Sin perjuicio de lo anterior, la señalada prescripción se suspenderá desde la notificación de la acción de reparación por daño ambiental hasta que se encuentre firme o ejecutoriada la sentencia que ponga término al respectivo juicio o haga imposible su continuación” (Unanimidad. 7 x 0).
-.-.-





En consecuencia, de aprobarse la proposición de vuestra Comisión Mixta, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Título I

1.- De la Organización y Funcionamiento





Artículo 1°.- Concepto. Los Tribunales Ambientales son órganos jurisdiccionales especiales, sujetos a la superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema, cuya función es resolver las controversias medio ambientales de su competencia y ocuparse de los demás asuntos que la ley somete a su conocimiento.





Artículo 2°.- Integración y nombramiento. Cada Tribunal Ambiental estará integrado por tres ministros. Dos de ellos deberán tener título de abogado, haber ejercido la profesión a lo menos diez años y haberse destacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de Derecho Administrativo o Ambiental. El tercero será un licenciado en Ciencias con especialización en materias medioambientales y, a lo menos, diez años de ejercicio profesional. 





Cada ministro será nombrado por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la Corte Suprema.





La Corte formará la nómina correspondiente de una lista que contendrá un mínimo de seis y un máximo de ocho nombres que, para cada cargo, le propondrá el Consejo de Alta Dirección Pública con sujeción al procedimiento establecido para el nombramiento de altos directivos públicos del primer nivel jerárquico, contenido en el Párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882, con las modificaciones siguientes:





a) El perfil profesional de competencias y aptitudes del cargo concursado será definido por el Consejo. En este concurso no podrán participar quienes se desempeñen o hayan ejercido el cargo de abogado integrante en las Cortes de Apelaciones o en la Corte Suprema.





b) De no haber a lo menos seis candidatos al cargo que cumplan los requisitos para ingresar en la nómina, el Consejo ordenará que se efectúe un nuevo concurso para conformar o complementar la lista, según corresponda.





La Corte Suprema, mediante resolución fundada, podrá rechazar todos o alguno de los nombres contenidos en la lista que se le presente. Si el número de nombres restantes fuere inferior a cinco, la Corte comunicará el hecho al Consejo, para que complete la nómina llamando a un nuevo concurso, en el cual no podrán participar las personas que fueron rechazadas.





Para conformar la nómina para el cargo de ministro, los postulantes deberán ser recibidos por el pleno de la Corte Suprema en una audiencia pública citada especialmente al efecto. La Corte establecerá la forma en que se desarrollará esta audiencia.





El Senado adoptará el acuerdo en votación única, por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. Si no se aprobare la propuesta, el Presidente de la República deberá presentar a otra persona que forme parte de la misma nómina elaborada por la Corte Suprema. Si se rechazare la segunda proposición se deberá llamar a un nuevo concurso.





Cada Tribunal tendrá dos ministros suplentes. Uno de ellos deberá tener título de abogado, haber ejercido la profesión a lo menos ocho años y haberse destacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de Derecho Administrativo o Ambiental. El otro deberá ser un licenciado en Ciencias con especialización en materias medioambientales y ocho años de ejercicio profesional. 





Los ministros suplentes serán designados de la misma forma que los titulares.




El Presidente de cada Tribunal será elegido por acuerdo de los ministros del mismo, debiendo recaer dicha designación en un ministro abogado. Quien fuere elegido Presidente permanecerá en tal calidad por el plazo de dos años, no siendo posible su reelección inmediata.





En caso de ausencia o impedimento del Presidente del Tribunal, éste sesionará bajo la presidencia del otro ministro titular abogado. Si faltaren ambos, presidirá el otro ministro titular.





El nombramiento de los ministros se hará por el Presidente de la República mediante decreto supremo suscrito por los Ministros del Medio Ambiente y de Justicia.





Los ministros titulares y suplentes permanecerán seis años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos hasta por dos períodos sucesivos. No obstante, se renovarán parcialmente cada dos años. 





El Tribunal tendrá el tratamiento de “Ilustre”, y cada uno de sus miembros el de “Ministro”.





Artículo 3°.- Incompatibilidades. No podrá ser elegido ministro titular o suplente quien en los dos años anteriores a su nombramiento se haya desempeñado como Ministro del Medio Ambiente, Subsecretario del Medio Ambiente, Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, Director del Servicio de Evaluación Ambiental o Superintendente del Medio Ambiente, así como cualquiera que hubiese desempeñado un cargo directivo en las precitadas instituciones en el mismo período.




El cargo de ministro titular de Tribunal Ambiental es de dedicación exclusiva e incompatible con todo otro empleo, cargo, función o comisión, remunerada o no, que se ejerza en entidades privadas o públicas, sean éstas últimas fiscales, municipales, fiscales autónomas o semifiscales, en empresas del Estado o en las que éste tenga participación por aportes de capital. Asimismo, es incompatible con todo cargo de elección popular.





Se exceptúan de estas incompatibilidades los empleos docentes hasta un límite máximo de doce horas semanales. Sin embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá la incompatibilidad a que se refiere esta norma. En todo caso, los ministros deberán prolongar su jornada para compensar el tiempo que hayan restado a su trabajo con ocasión del desempeño de actividades compatibles.





A los ministros suplentes se les aplicarán las mismas incompatibilidades, prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que rigen para los ministros titulares. Se exceptúan de estas limitaciones los empleos docentes y las funciones o comisiones académicas en establecimientos públicos o privados de la enseñanza superior, media y especial, siempre que no afecten la dedicación prevista en el inciso siguiente. 





Los ministros suplentes deberán destinar a lo menos media jornada a las tareas de integración y a las demás que les encomiende el Tribunal.





Artículo 4°.- Juramento o Promesa. Los ministros titulares y suplentes deberán prestar juramento o promesa de guardar la Constitución y las leyes de la República ante el Presidente de la Corte Suprema en audiencia especialmente celebrada para tal efecto, en la que actuará como ministro de fe el Secretario de dicha Corte.





El Secretario y los relatores prestarán su juramento o promesa ante el Presidente del respectivo Tribunal Ambiental. 




Artículo 5°.- Número de Tribunales y Jurisdicción. Créase un Tribunal Ambiental con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con la jurisdicción territorial que en cada caso se indica:





a) Primer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Antofagasta, y con competencia territorial en las Regiones de Arica y Parinacota, de Tarapacá, de Antofagasta, de Atacama y de Coquimbo. 





b) Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago, y con competencia territorial en las Regiones de Valparaíso, Metropolitana de Santiago, del Libertador General Bernardo O´Higgins y del Maule.





c) Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia, y con competencia territorial en las Regiones del Biobío, de La Araucanía, de Los Ríos, de Los Lagos, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y de Magallanes y de la Antártica Chilena. 





Artículo 6°.- Funcionamiento. Los Tribunales Ambientales funcionarán en forma permanente y fijarán sus días y horarios de sesión. En todo caso deberán sesionar, en sala legalmente constituida para la resolución de las causas, a lo menos tres días a la semana.





El quórum para sesionar será de tres miembros, y los acuerdos se adoptarán por mayoría. En lo demás se estará a lo dispuesto en el párrafo 2° del Título V del Código Orgánico de Tribunales, en cuanto fuere aplicable.

Artículo 7°.- Declaración de patrimonio e intereses. Los ministros titulares y suplentes, los relatores y el secretario de los Tribunales Ambientales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los mismos términos de los artículos 57, 60 B, 60 C y 60 D del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

La declaración de patrimonio e intereses deberá efectuarse por los ministros y relatores ante el secretario del tribunal, quien dispondrá su inmediata publicación en el sitio electrónico del respectivo tribunal. El secretario, a su vez, efectuará su declaración ante el Contralor General de la República o ante el Contralor Regional, según corresponda, con igual obligación en cuanto a su publicación.

La no presentación oportuna de la declaración de patrimonio e intereses y la falta de actualización de las mismas, se sancionará respecto de los ministros con la inhabilidad para integrar el Tribunal Ambiental correspondiente, la que se mantendrá hasta que se  presente dicha declaración, lo que deberá certificar el secretario del Tribunal. En el caso de este último y de los relatores se estará a lo dispuesto en el artículo 65 de la ley orgánica constitucional señalada en el inciso primero.

Artículo 8°.- Remuneraciones de los ministros. La remuneración mensual de los ministros titulares de los tribunales será la suma equivalente a la remuneración bruta mensualizada de carácter permanente del cargo de Superintendente del Medio Ambiente.

Los ministros suplentes, en su caso, recibirán mensualmente la suma equivalente al cincuenta por ciento de la remuneración mensual de los ministros titulares.

Artículo 9°.- Inhabilidades. Serán aplicables a los ministros de los Tribunales Ambientales las causales de inhabilidad contempladas en los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, se entenderá que el ministro titular o suplente, según corresponda, estará especialmente inhabilitado cuando:

a) El interés en esa causa sea de su cónyuge o de sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad; o de personas que estén ligadas al mismo por vínculos de adopción, o de las empresas o sociedades en las cuales estas mismas personas sean sus representantes legales, mandatarios, directores, gerentes o desempeñen otros cargos directivos, posean directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas un porcentaje del capital de la sociedad superior al cinco por ciento, o que les permita elegir o hacer elegir uno o más de sus administradores, o ejerzan una influencia decisiva en la administración o gestión de la sociedad, según lo dispuesto por el artículo 99 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, y 

b) Haya asesorado o prestado servicios profesionales a personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte en esa causa, en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de aquélla  o durante el procedimiento sancionador por parte de la Superintendencia del Medio Ambiente que lo haya originado, así como en el procedimiento de evaluación ante el Servicio de Evaluación Ambiental.

Será causal de inhabilidad que el ministro haya asesorado o prestado servicios profesionales a personas naturales o jurídicas que tengan o hayan tenido, en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de la causa en cuestión, la calidad de contraparte de las personas a que se refiere la letra b) del inciso segundo de este artículo, en algún proceso judicial o de negociación comercial que pueda afectar la imparcialidad del ministro.

La causal invocada podrá ser aceptada por el ministro afectado. En caso contrario, será fallada de plano por el Tribunal, con exclusión de aquél, aplicándose una multa a beneficio fiscal de hasta veinte unidades tributarias mensuales al incidentista si la implicancia o la recusación fuere desestimada, por manifiesta falta de fundamento, en forma unánime.

Artículo 10.- Subrogación. Si por cualquier impedimento un Tribunal careciere de ministros titulares o suplentes para formar quórum, se procederá a la subrogación de éstos por ministros suplentes de otros Tribunales Ambientales, debiendo, aplicarse, al efecto, las siguientes reglas:

1.- En el Primer Tribunal Ambiental la subrogación se efectuará por ministros suplentes del Segundo Tribunal Ambiental.

2.- En el Segundo Tribunal Ambiental la subrogación se efectuará por ministros suplentes del Primer Tribunal Ambiental.

3.- En el Tercer Tribunal Ambiental la subrogación se efectuará por ministros suplentes del Segundo Tribunal Ambiental.


La subrogación deberá efectuarse por ministros suplentes que provengan de la misma área profesional que el ministro subrogado.

Si un Tribunal Ambiental careciere de la totalidad de sus miembros titulares y suplentes, será subrogado por otro Tribunal Ambiental, de conformidad a las siguientes reglas:

1.- El Primer Tribunal Ambiental por el Segundo Tribunal Ambiental.

2.- El Segundo Tribunal Ambiental por el Primer Tribunal Ambiental.

3.- El Tercer Tribunal Ambiental por el Segundo Tribunal Ambiental.”

Artículo 11.- Prohibiciones. Los ministros de los tribunales ambientales no podrán celebrar o caucionar contratos con el Estado ni actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que formen parte, como mandatarios en cualquier clase de juicios contra el Fisco, o como procuradores o agentes en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas actividades.

Tampoco podrán ejercer la abogacía, pudiendo solamente defender causas personales o de sus cónyuges, ascendientes, descendientes, hermanos o pupilos. 

Asimismo, no podrán, por el lapso de dos años contado desde que cesaron en el cargo de ministro, asesorar o prestar servicios profesionales a personas naturales o jurídicas en cualquier tipo de gestiones que se realicen en los tribunales ambientales ubicados en la región en la que ejercieron su cargo. Dicho término se reducirá a un año tratándose de los demás tribunales ambientales. 

La infracción de estas prohibiciones será sancionada con la inhabilitación absoluta para desempeñar cargos u oficios públicos por el período de cinco años y con una multa de tres a doce remuneraciones mensuales que hubiere percibido en el cargo de ministro. Estas sanciones serán aplicadas por la Corte Suprema, a requerimiento de cualquier interesado.

El requerimiento a que alude el inciso precedente, señalará con claridad y precisión los hechos que configuraren la infracción y a él se acompañarán o se ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba en que se fundaren. Si el requerimiento no cumpliere estos requisitos, el pleno, convocado al efecto, lo declarará inadmisible en cuenta, sin más trámite.

Admitido a tramitación el requerimiento, el Presidente de la Corte Suprema dará traslado de éste al requerido, el que deberá ser evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de recepción del mismo, el cual le será remitido junto con sus antecedentes por la vía que se estime más expedita.

Evacuado el traslado o transcurrido el plazo previsto en el inciso precedente, el Presidente de la Corte citará a una audiencia en que se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el ministro ante el cual deberá rendirse. Efectuadas las diligencias o vencidos los plazos sin que se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en relación ante el pleno de la Corte Suprema, especialmente convocado al efecto. La Corte sólo podrá decretar medidas para mejor resolver una vez terminada la vista de la causa.

Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la Corte Suprema hasta antes de la  vista de la causa.

Artículo 12.- Causales de cesación. Los miembros de los Tribunales Ambientales cesarán en sus funciones por las siguientes causas:

a) Término del período legal de su designación.

b) Renuncia voluntaria.

c) Haber cumplido 75 años de edad.

d) Remoción acordada por la Corte Suprema en los términos que señala el N° 3 del artículo 332 del Código Orgánico de Tribunales, entendiendo para estos efectos que el ministro licenciado en ciencias tiene la calidad de letrado.

e) Incapacidad sobreviniente. Se entiende por tal, la que impide al ministro ejercer el cargo por un período de tres meses consecutivos o de seis meses en un año.

Las medidas de las letras d) y e) se harán efectivas por la Corte Suprema, a petición del Presidente del Tribunal o de dos de sus miembros, sin perjuicio de las facultades disciplinarias de dicha Corte.

Si la cesación en el cargo se produjere como consecuencia de las causales señaladas en las letras b), c), d) y e) del inciso primero y faltaren más de ciento ochenta días para el término del período de quien origina la vacante, el reemplazante será elegido conforme al procedimiento señalado en el artículo 2°, manteniéndose en el cargo por el tiempo que restare del período. Si en el mismo caso señalado, faltaren menos de ciento ochenta días para el término del período, el reemplazo corresponderá al ministro suplente de la misma área profesional del reemplazado, por el tiempo que restare del período.”.





Artículo 13.- Planta de personal. La Planta de cada Tribunal Ambiental será la siguiente:

Cargos




Grados
Nº 







        Cargos

Secretario Abogado





4º
1

Relator Abogado





5º
1

Relator Abogado





6º
1

Profesional Universitario del ámbito económico

5º
1

Profesional Universitario del ámbito de ciencias

6º
1

Jefe Oficina de Presupuesto




14º
1

  Oficial Primero






16º
1

  Oficial de Sala





17º
1

Auxiliar





20º
1

Total Planta
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Adicionalmente, para servicios específicos referidos a alguna de las causas o materias que esté conociendo, el Tribunal podrá contratar expertos a honorarios, para lo cual se requerirá contar con disponibilidad presupuestaria.

Artículo 14.- Nombramiento de los funcionarios. El nombramiento de los funcionarios se hará por cada Tribunal, previo concurso de antecedentes o de oposición.

El Presidente de cada Tribunal cursará los nombramientos por resolución que enviará a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su registro.

El Secretario Abogado será el jefe administrativo y la autoridad directa del personal, sin perjuicio de otras funciones y atribuciones específicas que le asigne o delegue el respectivo Tribunal.

En caso de ausencia o impedimento, el Secretario será subrogado por el Relator de mayor grado y, a falta de éste, por el Relator que tenga el cargo inmediatamente inferior a aquél. El subrogante prestará el mismo juramento que el Secretario para el desempeño de este cargo, ante el Presidente del Tribunal.

Artículo 15.- Régimen laboral del personal. El personal de los Tribunales Ambientales se regirá por el derecho laboral común.

Con todo, en materia de remuneraciones tendrá el mismo régimen remuneratorio, de dedicación e incompatibilidades del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente. Asimismo, estos trabajadores estarán sujetos a las normas de transparencia a que se refiere el artículo octavo de la ley N° 20.285 y a las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, debiendo consignarse en los contratos respectivos una cláusula que así lo disponga. La infracción a las normas de probidad será causal del término del contrato de trabajo.

Artículo 16.- Presupuesto. La Ley de Presupuestos del Sector Público deberá consultar anualmente, en forma global, los recursos necesarios para el funcionamiento de los Tribunales Ambientales. Para estos efectos el Presidente de cada Tribunal comunicará al Ministro de Hacienda sus necesidades presupuestarias, dentro de los plazos y de acuerdo a las modalidades establecidas para el sector público.

Los Tribunales Ambientales mantendrán una cuenta corriente bancaria a su nombre contra la cual girarán conjuntamente el Presidente y el Secretario.

En la primera quincena del mes de enero de cada año, el Presidente y el Secretario Abogado de cada Tribunal Ambiental presentarán una cuenta anual respecto del funcionamiento del Tribunal, la que contendrá información precisa acerca del número de causas, número de audiencias y de la carga de trabajo que signifique la atención de las mismas. La referida cuenta será pública y se dará a conocer en el sitio electrónico del respectivo Tribunal. Adicionalmente, dicha cuenta considerará una rendición de gastos del Tribunal.”.

En materia de información financiera, presupuestaria y contable, los Tribunales Ambientales se regirán por las disposiciones de la Ley Orgánica de Administración Financiera del Estado.

Título II

2.-De la Competencia

Artículo 17.- Competencia. Los Tribunales Ambientales serán competentes para:

1) Conocer de las reclamaciones que se interpongan en contra de los decretos supremos que establezcan las normas primarias o secundarias de calidad ambiental y las normas de emisión; los que declaren zonas del territorio como latentes o saturadas y los que establezcan planes de prevención o de descontaminación, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 50 de la ley Nº 19.300. En el caso de las normas primarias de calidad ambiental y normas de emisión, conocerá el tribunal que en primer lugar se avoque a su consideración, excluyendo la competencia de los demás. Respecto de las normas secundarias de calidad ambiental, los decretos supremos que declaren zonas del territorio como latentes o saturadas, y los que establezcan planes de prevención o de descontaminación, será competente el Tribunal Ambiental que tenga jurisdicción sobre la zona del territorio nacional en que sea aplicable el respectivo decreto.

2) Conocer de las demandas para obtener la reparación del medio ambiente dañado, en conformidad con lo dispuesto en el Título III de la ley Nº 19.300. Será competente para conocer de estos asuntos el Tribunal Ambiental del lugar en que se haya originado el hecho que causa el daño, o el de cualquier lugar en que el daño se haya producido, a elección del afectado.

3) Conocer de las reclamaciones en contra de las resoluciones de la Superintendencia del Medio Ambiente, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 56 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente. Será competente para conocer de estas reclamaciones el Tribunal Ambiental del lugar en que se haya originado la infracción.

4) Autorizar las medidas provisionales señaladas en las letras c), d) y e) del artículo 48 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, así como las suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo 3° de esa ley, y las resoluciones de la Superintendencia que apliquen las sanciones establecidas en las letras c) y d) del artículo 38 de la misma ley, elevadas en consulta. Será competente para autorizar estas medidas el Tribunal Ambiental del lugar en que las mismas vayan a ser ejecutadas.

5) Conocer de la reclamación que se interponga en contra de la resolución del Comité de Ministros o del Director Ejecutivo, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 20 y 25 quinquies de la ley Nº 19.300. Será competente para conocer de esta reclamación el Tribunal Ambiental del lugar en que haya sido evaluado el proyecto por la correspondiente Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.

6) Conocer de las reclamaciones que interponga cualquier persona natural o jurídica en contra de la determinación del Comité de Ministros o Director Ejecutivo que resuelva el recurso administrativo cuando sus observaciones no hubieren sido consideradas en el procedimiento de evaluación ambiental, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 29 y 30 bis de la ley Nº 19.300, en relación con el artículo 20 de la misma ley. Será competente para conocer de esta reclamación el Tribunal Ambiental del lugar en que haya sido evaluado el proyecto por la correspondiente Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.

7) Conocer de las reclamaciones que se interpongan en contra de los actos administrativos que dicten los Ministerios o servicios públicos para la ejecución o implementación de las normas de calidad, de emisión y los planes de prevención o descontaminación, cuando estos infrinjan la ley, las normas o los objetivos de los instrumentos señalados. El plazo para reclamar será el establecido en el artículo 50 de la ley Nº 19.300. Tratándose de las normas primarias de calidad ambiental y normas de emisión, conocerá el tribunal que en primer lugar se avoque a su consideración, excluyendo la competencia de los demás. Respecto de la aplicación de las normas secundarias de calidad ambiental, de los decretos supremos que declaren zonas del territorio como latentes o saturadas, y de los que establezcan planes de prevención o de descontaminación, será competente el Tribunal Ambiental que tenga jurisdicción sobre la zona del territorio nacional en que sea aplicable el respectivo decreto.

8) Conocer de las reclamaciones en contra de la resolución que resuelva un procedimiento administrativo de invalidación de un acto administrativo de carácter ambiental. El plazo para la interposición de la acción será de treinta días contado desde la notificación de la respectiva resolución.

Para estos efectos se entenderá por acto administrativo de carácter ambiental toda decisión  formal que emita cualquiera de los organismos de la Administración del Estado mencionados en el inciso segundo del artículo 1° de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del  Estado, que tenga competencia ambiental y que corresponda a un instrumento de gestión ambiental o se encuentre directamente asociado con uno de éstos.

Será competente para conocer de esta reclamación el Tribunal Ambiental que ejerza jurisdicción en el territorio en que tenga su domicilio el órgano de la Administración del Estado que hubiere resuelto el procedimiento administrativo de invalidación.

En los casos de los numerales 5) y 6) del presente artículo no se podrá ejercer la potestad invalidatoria del artículo 53 de la ley Nº 19.880 una vez resueltos los recursos administrativos y jurisdiccionales o transcurridos los plazos legales para interponerlos sin que se hayan deducido.

9) Conocer de los demás asuntos que señalen las leyes.

Título III

3. Del Procedimiento

Párrafo 1º

Disposiciones Comunes

Artículo 18.- De las partes. Los organismos de la Administración del Estado y las personas naturales o jurídicas que se señalan, podrán intervenir como partes en los asuntos de competencia de los Tribunales Ambientales, que en cada caso se indican, conforme con la enumeración del artículo 17:

1) En el caso del número 1) cualquier persona que considere que los decretos que tal numeral menciona no se ajustan a la ley N° 19.300 y le causan perjuicios.

2) En el caso del número 2), las personas naturales o jurídicas que hayan sufrido el daño o perjuicio; las municipalidades, por los hechos acaecidos en sus respectivas comunas, y el Estado, por intermedio del Consejo de Defensa del Estado. Deducida demanda por alguno de los titulares señalados no podrán interponerla los restantes, lo que no obsta a su derecho a intervenir como terceros coadyuvantes. En el caso del inciso quinto del artículo 43 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, la acción deberá siempre ejercerla el Consejo de Defensa del Estado como parte principal.

3) En el caso del número 3), las personas naturales o jurídicas directamente afectadas por la resolución de la Superintendencia del Medio Ambiente.

4) En el caso del número 4), la Superintendencia del Medio Ambiente.

5) En los casos de los números 5) y 6), las personas naturales y jurídicas que presentaron sus reclamaciones de conformidad a la ley.

6) En el caso del número 7), cualquier persona que considere que los actos administrativos que dicten los Ministerios o servicios públicos para la ejecución o implementación de las normas de calidad, emisión y planes de prevención o descontaminación, infrinjan la ley, las normas y los objetivos de los instrumentos señalados.

7) En el caso del número 8), quien hubiese solicitado la invalidación administrativa o el directamente afectado por la resolución que resuelva el procedimiento administrativo de invalidación.

En los procedimientos que se regulan en esta ley será aplicable lo dispuesto en el artículo 23 del Código de Procedimiento Civil. Se presumirá que las municipalidades y el Estado tienen el interés actual en los resultados del juicio que dicha norma exige.

Artículo 19.- Amicus Curiae. El Tribunal dará a conocer la resolución que admite a tramitación la reclamación o la demanda por daño ambiental mediante la publicación de un aviso en su sitio electrónico. El aviso deberá incluir los datos necesarios para identificar la causa.

Dentro de los treinta días siguientes a la publicación de dicho aviso, cualquier persona, natural o jurídica, que no sea parte en el proceso, que posea reconocida idoneidad técnica y profesional en la materia objeto del asunto sometido al conocimiento del Tribunal Ambiental y que invoque la protección de un interés público, podrá presentar, por escrito y con patrocinio de abogado, una opinión con sus comentarios, observaciones o sugerencias.

La opinión escrita deberá acompañarse de tantas copias como partes litigantes hubiere, debiéndose agregar, además, los antecedentes que acrediten la idoneidad técnica y profesional de quien la presenta.

La entrega de la opinión escrita no suspenderá ni alterará la tramitación del procedimiento, pero el tribunal deberá considerarla en la sentencia definitiva.

La presentación de la opinión escrita no conferirá a quien la haya emitido la calidad de parte, ni le otorgará ninguna posibilidad de actuación adicional en el proceso.

Artículo 20.- Presentación de la demanda. La reclamación, solicitud o demanda se presentará al Tribunal Ambiental competente. Si el domicilio del legitimado se encontrare fuera de la región de asiento del Tribunal, ellas podrán presentarse en el juzgado de letras civil  en cuyo territorio jurisdiccional aquel esté domiciliado. En este caso, el juzgado deberá remitir el documento al Tribunal respectivo el mismo día o, a más tardar, el día hábil siguiente al de su recepción.

Artículo 21.- Publicidad del procedimiento y representación de las partes. El procedimiento será público e impulsado de oficio por el Tribunal hasta su resolución definitiva. Las partes deberán actuar representadas en la forma prevista en la ley Nº 18.120, sobre comparecencia en juicio.

Artículo 22.- De las notificaciones. Las notificaciones se regirán por las reglas generales del Código de Procedimiento Civil. Las partes podrán solicitar que se les notifique por correo electrónico, caso en el cual sólo se les notificará por esa vía.

Artículo 23.- De los incidentes. Los incidentes que se promuevan no suspenderán el curso de la causa principal y serán resueltos en la sentencia definitiva, a menos que el Tribunal, por razones fundadas, de las cuales dejará constancia, resuelva escuchar previamente a la parte contraria o fallarlos antes de tal sentencia. Si existieren hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos el Tribunal recibirá el incidente a prueba en la primera resolución recaída en él, la que no será impugnable. La prueba se propondrá y producirá junto con la de la causa principal, salvo que el tribunal determine convocar a audiencias especiales para recibir la prueba y las alegaciones del incidente.

Artículo 24.- De las medidas cautelares. Con el fin de resguardar un interés jurídicamente tutelado y teniendo en cuenta la verosimilitud del derecho invocado, el Tribunal podrá decretar las medidas cautelares, conservativas o innovativas, necesarias para impedir los efectos negativos de los actos o conductas sometidos a su conocimiento. Son medidas conservativas aquellas que tengan por objeto asegurar el resultado de la pretensión, a través de acciones destinadas a mantener el estado de hecho o de derecho existente con anterioridad a la solicitud de la medida. Son innovativas aquellas que, con el mismo objeto, buscan modificar el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de la solicitud de la medida.

El Tribunal podrá decretar estas medidas en cualquier estado del juicio o antes de su inicio y por el plazo que estime conveniente. Podrá decretarlas de oficio o a petición de parte, según corresponda, de acuerdo a las normas generales, debiendo en este último caso resolver de plano o con citación, mediante resolución fundada.

Cuando se soliciten estas medidas, el requirente deberá acompañar los antecedentes que constituyan, a lo menos, presunción grave del derecho que se reclama o de los hechos denunciados. El Tribunal podrá exigir caución al actor particular para responder de los perjuicios que podrían originarse.

Deducida oposición o pedido el alzamiento, deberá adjuntarse a los correspondientes escritos la prueba documental que se estime pertinente, debiendo el Tribunal poner las respectivas solicitudes en conocimiento de la parte contraria, citando a una audiencia dentro de un plazo no superior a diez días, en la que escuchará a las partes y resolverá la mantención, modificación o alzamiento de la medida.

En las controversias cautelares sólo se admitirá prueba documental. Las medidas decretadas se podrán modificar o dejar sin efecto en cualquier estado de la causa.

La cautela innovativa sólo podrá decretarse ante la inminencia de un perjuicio irreparable. Si el Tribunal estimare que no concurren las circunstancias que la hagan procedente podrá, de oficio, decretar la medida cautelar que a su juicio corresponda.

La resolución que conceda o deniegue una medida cautelar se notificará al afectado. Si la medida se hubiere concedido prejudicialmente el solicitante deberá presentar su demanda en el plazo de quince días hábiles contado desde que se concedió la cautela o en el término mayor que fije el Tribunal. Si así no lo hiciere la medida quedará sin efecto de pleno derecho.

Siempre que existiere motivo grave el Tribunal podrá disponer que las medidas se lleven a efecto antes de notificar a la persona contra quien se dictan. En este caso, transcurridos cinco días sin que la notificación se efectúe, quedarán sin valor las diligencias practicadas. El Tribunal podrá ampliar este plazo por motivo fundado.

Artículo 25.- Contenido de las sentencias. La sentencia de los Tribunales Ambientales se dictará con arreglo a lo establecido en el artículo 170 del Código de Procedimiento Civil, debiendo, además, en su caso, enunciar los fundamentos técnico-ambientales con arreglo a los cuales se pronuncia.

Artículo 26.- Recursos. En estos procedimientos sólo serán apelables: 1) las resoluciones que declaren la inadmisibilidad de la demanda; 2) las que reciban la causa a prueba, o 3) las que pongan término al procedimiento o hagan imposible su continuación. De este recurso conocerá la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el Tribunal Ambiental que haya dictado la resolución apelada.

El plazo para la interposición de la apelación será de diez días contado desde la notificación de la resolución respectiva.

En contra de la sentencia definitiva dictada en los procedimientos relativos a las materias que son de la competencia de los Tribunales Ambientales, establecidas en los numerales 1), 2), 3), 5), 6), 7) y 8) del artículo 17, procederá sólo el recurso de casación en el fondo, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 767 del Código de Procedimiento Civil.

Además, en contra de la sentencia definitiva dictada en los procedimientos señalados en el inciso anterior, procederá el recurso de casación en la forma, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 768 del Código de Procedimiento Civil, sólo por las causales números 1, 4, 6 y 7 de dicho artículo. Asimismo, procederá este recurso cuando en la sentencia definitiva se hubiere omitido alguno de los requisitos establecidos en el artículo 25 de esta ley; o cuando la sentencia haya sido pronunciada con infracción manifiesta de las normas sobre apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.

El recurso de casación deberá interponerse ante el Tribunal Ambiental que dictó la resolución recurrida para ante la Corte Suprema y tendrá preferencia para su vista y fallo. Para tales efectos, los plazos y procedimientos para el conocimiento del recurso de casación se ajustarán a lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil.

No será aplicable para estos efectos lo dispuesto en los artículos 769 y 775 del mismo Código.

Ante la Corte sólo podrá rendirse prueba documental salvo que ella, de oficio, disponga la práctica de otras pruebas.

Párrafo 2º

De las reclamaciones

Artículo 27.- De la reclamación. Toda reclamación se presentará por escrito, y en ella se indicarán sus fundamentos de hecho y de derecho y las peticiones concretas que se someten a la resolución del Tribunal. Éste examinará en cuenta si la reclamación ha sido interpuesta en tiempo y forma. Podrá declararla inadmisible mediante resolución fundada si, en opinión unánime de sus miembros, no hubiere sido interpuesta dentro de plazo, se refiera a materias que estén manifiestamente fuera de su competencia, no esté debidamente fundada o no contenga peticiones concretas. Esta resolución podrá impugnarse, mediante reposición con apelación subsidiaria, dentro de quinto día después de notificada.

Artículo 28.- Contiendas de competencia. Las contiendas de competencia que afecten a los Tribunales Ambientales entre sí o con otros tribunales serán resueltas por la Corte Suprema.

Artículo 29.- Solicitud de informes y medidas para mejor resolver. Declarada admisible la reclamación se pedirá informe al órgano público que emitió el acto impugnado, que deberá, además, adjuntar copia autentificada del expediente administrativo completo y debidamente foliado que sirvió de base para dictar el acto que se impugna, de conformidad a lo señalado en la ley Nº 19.880. El informe, que se limitará a consignar los fundamentos y motivos en los que el acto administrativo se basa, deberá emitirse en el plazo de diez días. Dentro del mismo lapso el órgano requerido podrá pedir, por una sola vez, una prórroga del mismo hasta por un máximo de cinco días.

En caso de que el órgano no presente el informe en el plazo conferido se prescindirá del mismo.

Recibido el informe o vencido el plazo para presentarlo el Tribunal ordenará traer los autos en relación. La tramitación de la reclamación se ajustará a las reglas para el conocimiento y fallo del recurso de apelación civil, con la salvedad de que no se admitirán prueba testimonial ni confesional. Asimismo, se podrá suspender la vista de la causa en los casos previstos en los números 3°, 4° y 6° del artículo 165 del Código de Procedimiento Civil y también, por una sola vez, cuando lo pidan de común acuerdo las partes.

Concluida la vista de la causa quedará cerrado el debate y el proceso en estado de dictarse sentencia, la que deberá pronunciarse dentro del término de treinta días. Sólo dentro de este plazo el Tribunal podrá dictar de oficio medidas para mejor resolver.

Artículo 30.- Sentencia. La sentencia que acoja la acción deberá declarar que el acto no es conforme a la normativa vigente y, en su caso, anulará total o parcialmente la disposición o el acto recurrido y dispondrá que se modifique, cuando corresponda, la actuación impugnada.

En el ejercicio de esta atribución el Tribunal no podrá determinar el contenido específico de un precepto de alcance general en sustitución de los que anulare en el caso de los actos de los números 1) y 7) del artículo 17, así como tampoco podrá determinar el contenido discrecional de los actos anulados.

Artículo 31.- Publicación de la sentencia. Las sentencias firmes que anulen un acto administrativo de aquellos señalados en los números 1) y 7) artículo 17 producirán efectos generales desde el día en que se publique la parte resolutiva de la sentencia en el Diario Oficial, a costa del Tribunal, lo que deberá efectuarse dentro de quinto día de ejecutoriada.

Párrafo 3º

De las solicitudes

Artículo 32.- Remisión de las solicitudes. La solicitud de aprobación de medidas provisionales señaladas en las letras c), d) y e) del artículo 48 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente; las suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo 3° de esa ley, y las resoluciones de la Superintendencia del Medio Ambiente que apliquen las sanciones establecidas en las letras c) y d) del artículo 38 de la misma ley, elevadas en consulta, deberán remitirse al Tribunal en conformidad a lo dispuesto en dicha ley.

Párrafo 4º

Del Daño Ambiental

Artículo 33.- Inicio del procedimiento. Este procedimiento se iniciará por demanda o por medida prejudicial. En la demanda sólo se podrá pedir la declaración de haberse producido daño ambiental por culpa o dolo del demandado y la condena de éste a repararlo materialmente de conformidad con lo dispuesto en el artículo 53 de la ley Nº 19.300. Si la demanda no contiene estas menciones y todas las exigencias del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, el Tribunal ordenará complementarla dentro de quinto día. Si así no aconteciere, se tendrá por no presentada.

Si de los datos aportados en la demanda se desprendiere claramente que la acción se encuentra prescrita, el Tribunal deberá declararlo de oficio y no admitirá a tramitación la demanda.

Si el Tribunal estima que es incompetente para conocer de la demanda deberá declararlo de oficio y señalará en la misma resolución el Tribunal que a su juicio es competente.

Declarada admisible la demanda se conferirá traslado a la demandada por el plazo de quince días. Este plazo, que, en su caso, se aumentará en los términos de los artículos 258 y 259 del Código de Procedimiento Civil, no podrá exceder de treinta días.

Artículo 34.- Excepciones dilatorias. Las excepciones dilatorias sólo podrán oponerse como cuestiones principales, en el mismo escrito de contestación y se tramitarán conjuntamente con la demanda, sin suspender el procedimiento. No obstante, si se hubiere deducido la excepción de incompetencia, el Tribunal podrá decretar la suspensión del procedimiento y sustanciar y tramitar previamente dicha excepción. En este caso el Tribunal dará traslado al demandante por un plazo de cinco días para que haga valer sus alegaciones.

Artículo 35.- De la prueba. El Tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica; al hacerlo deberá expresar las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia, en cuya virtud le asigne valor o la desestime. En general, tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.

Serán admisibles todos los medios de prueba obtenidos por medios lícitos y que sean aptos para producir fe. El Tribunal podrá reducir el número de pruebas de cada parte si estima que son manifiestamente reiteradas y podrá decretar, en cualquier estado de la causa, cuando resulte indispensable para aclarar hechos que aún parezcan obscuros y dudosos, la práctica de las diligencias probatorias que estime convenientes. No habrá testigos ni peritos inhábiles, lo que no obsta al derecho de cada parte de exponer las razones por las que, a su juicio, la respectiva declaración no debe merecer fe.

En ningún caso se podrá rendir pruebas ante un tribunal distinto que el Tribunal Ambiental.

Artículo 36.- Recepción de la causa a prueba e impugnación. Contestada la demanda o vencido el plazo para cumplir con este trámite, el Tribunal recibirá la causa a prueba, si lo estima procedente. En contra de esta resolución podrá interponerse el recurso de reposición dentro de tercero día y, subsidiariamente, el recurso de apelación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 26 de esta ley. Si no recibe la causa a prueba convocará a una audiencia, para una fecha no superior a treinta días, y en ella propondrá a las partes bases para conciliación, si ésta es pertinente. Si no lo fuere o no se llegare a acuerdo por las partes en esa misma audiencia, el Tribunal fijará un término con el fin de que cada una formule sus alegaciones orales. A continuación el Tribunal citará a las partes para oír sentencia la que deberá dictarse en un lapso no superior a treinta días, salvo que, de conformidad con el artículo 42, se hubiese solicitado informe pericial y el plazo para evacuarlo se encuentre pendiente, caso en el cual se procederá según lo dispuesto en dicho artículo. Este plazo podrá ampliarse hasta por cinco días, por razones fundadas, y si vencido este aumento el fallo no se dictare, los ministros incurrirán en grave incumplimiento de sus deberes.

Artículo 37.- Audiencia. Notificada la resolución que recibe la causa a prueba o la que se pronuncia sobre la reposición, si alguna se hubiere interpuesto en su contra, el Tribunal convocará a una audiencia para no antes de veinte ni después de treinta días. Esta resolución se notificará por el estado diario y, si procediere, por correo electrónico. La fecha de la notificación será la de la publicación de la resolución en el estado diario.

Artículo 38.- Conciliación y alegaciones. En la audiencia, si es procedente, el Tribunal propondrá bases para la conciliación. Si ésta no se produce se recibirá la prueba de las partes, comenzando con la del demandante. Concluida la prueba cada parte tendrá un lapso de treinta minutos para formular sus alegaciones finales. Esta audiencia no podrá suspenderse por acuerdo de las partes y continuará, ininterrumpidamente, durante los días hábiles siguientes, si en el primero o en uno posterior no se alcanzare a recibir toda la prueba o las alegaciones finales de las partes. Sin perjuicio de lo anterior, si el Tribunal lo estima pertinente para su mejor funcionamiento, podrá fijar una nueva fecha para proseguir la audiencia.

Artículo 39.- Prueba documental. La prueba documental podrá presentarse hasta cinco días antes de la celebración de la audiencia.

Artículo 40.- Prueba testimonial. Dentro de quinto día de notificada la resolución que recibe la causa a prueba la parte que desee rendir prueba testimonial presentará una lista con la individualización de sus testigos y la indicación precisa de los hechos acerca de los cuales versará la declaración. Por cada hecho consignado en el auto de prueba las partes podrán pedir la declaración de hasta un testigo experto y dos testigos que no reúnan dicha calidad. Excepcionalmente y por motivos calificados, de los que se dejará constancia, el Tribunal podrá aumentar tales números. No se recibirá la declaración de quienes no aparezcan en dicha lista, a menos que, de modo excepcional y por concurrir circunstancias calificadas, el Tribunal autorice la declaración de un testigo no mencionado en ella.

La parte que presente testigos expertos señalará, además, las circunstancias que acrediten la idoneidad de ellos. Sin perjuicio de prestar su declaración en la audiencia el testigo podrá consignar su opinión en un informe escrito que la parte respectiva deberá acompañar hasta cuarenta y ocho horas antes del inicio de la audiencia.

Artículo 41.- Oportunidad para pedir la declaración y efectos de la misma. La declaración de la parte contraria la debe pedir el interesado en su demanda o contestación, según corresponda. Ella tendrá lugar en la audiencia indicada en el artículo 37, sobre la base de las preguntas formuladas oralmente por quien pidió la diligencia, las que se referirán a los hechos y circunstancias del juicio. En caso de oposición, resolverá el Tribunal. Si quien debe contestar no comparece se tendrán por reconocidos los hechos que se le atribuyeren en la demanda o en la contestación, según corresponda. Si quien debe responder se niega a hacerlo se tendrá por reconocido el hecho, si la pregunta ha sido formulada de manera asertiva. Contestada cada pregunta los abogados de las partes podrán pedir las aclaraciones que estimen necesarias.

Concluida la audiencia el tribunal citará a las partes a oír sentencia.

Artículo 42.- Informe pericial. Citadas las partes a oír sentencia cualquiera de ellas podrá solicitar al Tribunal que disponga la práctica de un peritaje. El Tribunal podrá decretar la realización del mismo, pudiendo designar para ese efecto a una o más personas naturales, a Facultades, Institutos o Unidades de Universidades reconocidas por el Estado o a organismos públicos especializados. El reconocimiento de los objetos de la pericia será facultativo y la aceptación y juramento, en el caso de las personas jurídicas, corresponderá a la persona natural que deba emitir el informe o dirigir a quienes lo hagan. La pericia debe evacuarse en el término de quince días y el perito acompañará su informe al tribunal con copias para las partes. Si dentro de este lapso no se acompaña el informe, el Tribunal prescindirá de él y dictará sentencia en un plazo no superior a treinta días.

Esta prueba la puede también decretar el Tribunal en cualquier estado del juicio y, en ese evento, se aplicarán las reglas precedentes.

Los honorarios y demás gastos derivados de la intervención de los peritos mencionados en este artículo corresponderán a la parte que los presente. Excepcionalmente, el Tribunal podrá eximir a la parte, total o parcialmente, del pago del honorario del perito cuando considere que ella no cuenta con medios suficientes para solventarlo. En este caso, el Tribunal regulará prudencialmente la remuneración del perito, teniendo presente los honorarios habituales de la plaza y el porcentaje de la remuneración que no fuere pagada por el solicitante. La cantidad asumida por el Tribunal será de cargo fiscal. Para lo anterior, el Tribunal requerirá contar con disponibilidad presupuestaria para dichos fines.

Podrá el tribunal condenar al pago de las costas a la parte contra quien se dicte la sentencia como responsable del daño ambiental. 

Cada una de las partes podrá designar un perito adjunto, que podrá estar presente en todas las fases del estudio y análisis que sirvan de base a la pericia. De las observaciones del perito adjunto deberá darse cuenta en el informe definitivo. El costo que represente la labor de estos peritos deberá ser asumido por la parte que lo designe.

Artículo 43.- Medidas para mejor resolver. El Tribunal podrá, de oficio y sólo dentro del plazo que tiene para dictar sentencia, decretar medidas para mejor resolver. La resolución que las ordene deberá ser notificada a las partes.

Estas medidas deberán cumplirse dentro del plazo de quince días, contado desde la fecha de la notificación de la resolución que las disponga. Vencido este término las medidas no cumplidas se tendrán por no decretadas. 

Artículo 44.- Indemnidad de la reparación del daño ambiental. La acción de reparación ambiental no podrá ser objeto de transacción o cualquier otro tipo de acuerdo que exima al autor de implementar medidas de reparación ambiental del daño causado.

Párrafo Final

Artículo 45.- Ejecución de las resoluciones. Para hacer ejecutar sus resoluciones el Tribunal podrá impartir órdenes directas a la fuerza pública o ejercer los medios de acción que fueran legalmente procedentes.





Artículo 46.- Indemnización de perjuicios. Será competente para conocer de la acción de indemnización de perjuicios por la producción de daño ambiental establecida en la sentencia del Tribunal Ambiental, el juzgado de letras en lo civil con competencia en el lugar donde se produjo el daño.


Esta acción por los perjuicios derivados del daño ambiental se tramitará de acuerdo al siguiente procedimiento:


1°.- Deducida la demanda, citará el tribunal a la audiencia de contestación, conciliación y prueba del quinto día hábil después de la última notificación, ampliándose este plazo si el demandado es notificado en un lugar distinto a aquél en que se sigue el juicio, con el aumento que concede el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil;


2°.- La audiencia se celebrará con la parte que asista y a ella deberán concurrir las partes con todos sus medios de prueba, la que versará sobre la existencia, naturaleza y monto de los perjuicios, sobre la relación causal entre los perjuicios y el daño ambiental establecido por el Tribunal Ambiental y sobre las otras defensas que el demandado pudiere alegar, con exclusión de aquellas vinculadas a la inexistencia de un ilícito o de culpabilidad, que se considerarán hechos establecidos por la sentencia del Tribunal Ambiental;

3°.- Todos los incidentes deberán promoverse en la audiencia y se resolverán en la sentencia definitiva, a menos que se trate de excepciones o defectos de procedimiento que impidan entrar a resolver sobre el fondo, los que serán resueltos en la audiencia y, de ser posible, subsanados en ella a efectos de dar curso progresivo. El traslado que pueda recaer sobre los incidentes se deberá evacuar en dicha audiencia;


4°.- Si el juez lo estima conveniente o alguna de las partes lo solicita para acreditar los hechos pertinentes, oirá el informe de un perito, nombrado en la misma audiencia por los interesados y, a falta de acuerdo, por él. El juez fijará un plazo al perito para que presente su informe, que no podrá exceder de 30 días desde que éste cuente con los antecedentes requeridos para evacuar su informe, lo que identificará en el acto de su aceptación o dentro de los tres días siguientes a efectos de que el juez disponga lo conveniente para recabarlos. Dicho plazo podrá ser ampliado por una sola vez por un máximo de 15 días;


5°.- La sentencia definitiva de primera instancia se dictará dentro de quinto día contado desde la fecha de la audiencia, o de la presentación del informe, en su caso; 

6°.- Dicha sentencia es apelable en el solo efecto devolutivo. Las demás resoluciones son inapelables;

7°.- La apelación gozará de preferencia para su vista y fallo, y

8°.- Contra la sentencia definitiva de la Corte de Apelaciones, no procederá recurso alguno. 


El tribunal civil competente, al resolver sobre la indemnización de perjuicios se basará en el daño ambiental y la relación causal entre éste y la acción del ofensor establecidas por el Tribunal Ambiental.


La acción de indemnización de perjuicios prescribirá de conformidad a lo dispuesto en el artículo 63 de la ley N° 19.300. Sin perjuicio de lo anterior, la señalada prescripción se suspenderá desde la notificación de la acción de reparación por daño ambiental hasta que se encuentre firme o ejecutoriada la sentencia que ponga término al respectivo juicio o haga imposible su continuación.

Artículo 47.- Normas supletorias. A los procedimientos establecidos en esta ley se les aplicarán supletoriamente las disposiciones contenidas en los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil.

Artículo 48.- Contiendas de competencia entre órganos administrativos. Las contiendas de competencia que se susciten entre el Ministerio del Medio Ambiente; el Servicio de Evaluación Ambiental o la Superintendencia del Medio Ambiente y un Gobierno Regional o una Municipalidad se decidirán de común acuerdo entre los órganos concernidos. Si éste no se produce, resolverá la Contraloría General de la República.

Disposiciones Transitorias

Artículo primero.- El Segundo Tribunal Ambiental deberá entrar en funcionamiento dentro del plazo de seis meses contado desde la publicación de esta ley.

Para estos efectos los concursos para el nombramiento de los Ministros de dicho Tribunal deberán realizarse dentro del plazo de dos meses contado desde la publicación de esta ley, en la forma dispuesta en el artículo 2°.

Artículo segundo.- La instalación del Primer Tribunal Ambiental y del Tercer Tribunal Ambiental se efectuará en el plazo de doce meses contado desde la publicación de esta ley.

Para estos efectos los concursos para el nombramiento de los ministros de dichos tribunales deberán realizarse dentro del plazo de dos meses contado desde la publicación de esta ley, en la forma dispuesta en el artículo 2°.

Artículo tercero.- En el plazo que medie entre la entrada en funcionamiento del Segundo Tribunal Ambiental y la instalación del Primer y Tercer Tribunal Ambiental la competencia quedará radicada en el Segundo Tribunal Ambiental.

Las competencias del Primer y Tercer Tribunal Ambiental se radicarán en cada uno de ellos al momento de su respectiva instalación, conforme a lo dispuesto por el artículo 17.

No obstante lo anterior, las causas cuya tramitación se hubiere iniciado en el Segundo Tribunal Ambiental continuarán siendo conocidas en el mismo hasta su término.

Artículo cuarto.- El nombramiento de los primeros integrantes de los Tribunales Ambientales se efectuará conforme a las siguientes reglas:

1.- Un ministro titular abogado lo será por dos años y el otro por seis; el ministro titular licenciado en ciencias será nombrado por cuatro años.

2.- Entre los ministros abogados la determinación de quien asumirá el período de dos o seis años se efectuará por sorteo.

3.- Tratándose de los ministros suplentes, el abogado será nombrado por cuatro años y el licenciado en ciencias lo será por seis años.

Artículo quinto.- La incompatibilidad establecida en el inciso primero del artículo 3° de esta ley regirá respecto de quienes se hayan desempeñado como director Ejecutivo o directores regionales de la Comisión Nacional de Medio Ambiente.

Artículo sexto.- Sustitúyese, en el artículo noveno transitorio de la ley Nº 20.417, la locución “Tribunal Ambiental” por “Segundo Tribunal Ambiental”.

Artículo séptimo.- El gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año de su vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.

- - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 30 de noviembre y 21 de diciembre de 2011 y 4 de enero de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), señora Isabel Allende Bussi y señores José Antonio Gómez Urrutia (Alejandro Navarro Brain), Hernán Larraín Fernández y Baldo Prokurica Prokurica (Alberto Espina Otero), y los Honorables Diputados señora Andrea Molina Oliva (Issa Kort Garriga) y señores Jorge Burgos Varela, Alberto Cardemil Herrera (Nicolás Monckeberg Díaz), Guillermo Ceroni Fuentes y Edmundo Eluchans Urenda.


Valparaíso, 12 de enero de 2012.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias,

Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.241, QUE ESTABLECE UN INCENTIVO TRIBUTARIO A LA INVERSIÓN PRIVADA EN INVESTIGACIÓN Y DESARROLLO 

(7503-19)

HONORABLE SENADO:





La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de someter a vuestra consideración su segundo informe relativo al proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

En representación del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo concurrió: el Ministro de Economía, señor Pablo Longueira; el Subsecretario, señor Tomás Flores; el Director de InnovaChile Corfo, señor Conrad Von Igel; el Asesor Legislativo, señor Gabriel Jiménez; el Jefe de la División Innovación, señor Rene Brahm y el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Alejandro Arriagada.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los Asesores, señores Juan Pablo Rodríguez y Rodrigo Malo
De la Biblioteca del Congreso Nacional: los Analistas, señores Andrés Muñoz y Luis Castro.

De la Secretaría Ejecutiva Programa Legislativo, CIEPLAN: la Coordinadora del Programa Legislativo, señora Macarena Lobos.

De la oficina de la HS. Von Baer: la Asesora, señora Constanza Hube.

De la Oficina del H.S. Quintana: el Asesor, señor Alberto Espinoza.

Cabe hacer presente que el proyecto debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite dispuesto por la Sala del Senado.
- - -





Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:





1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: Artículo único números 1, 2, 4, 6, 9, 10,11 y Artículo Transitorio.





2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 25 y 26. 





3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 2, 5, 12, 28 y 29.





4.- Indicaciones rechazadas: números 6, 7, 8, 9, 11, 22 y 23.




5.- Indicaciones retiradas: números 1, 4, 18, 27 y 30. 

6.-Indicaciones declaradas inadmisibles: números 3, 10, 13, 14, 15, 16, 17, 19, 20, 21 y 24.

- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR

Dando inicio a la discusión en particular del proyecto de ley de la referencia, El Ministro de Economía, Reconstrucción y Fomento, señor Pablo Longueira, antes de abordar el análisis de las indicaciones formuladas por los Honorables Senadores, quiso recordar que la iniciativa legal  tiene por objeto incrementar en nuestro país la inversión en investigación y desarrollo. Precisó que, actualmente, ella representa tan sólo el 0,4% del Producto Interno Bruto, lo que ubica a Chile en el primer lugar de los países que menos invierten en esta materia dentro de los países pertenecientes a la OCDE. Informó, además, que es del Estado de quien provienen los mayores gastos en esta materia, contribuyendo el mundo privado tan sólo con el 40% del gasto total.

En ese contexto, puntualizó, la meta del Gobierno es duplicar el porcentaje de inversión en investigación y desarrollo, aumentando, al mismo tiempo, la inversión privada.

Asimismo, acotó que, actualmente, las investigaciones se realizan “extramuros” y, en consecuencia, lo que hace la iniciativa legal es extender la exención tributaria y el crédito que contempla la ley N° 20.241 hacia las investigaciones que se realizan al interior de las empresas, fomentando así las que se efectúan “intramuros”. Destacó, además, que el proyecto aumenta el monto máximo de dichos proyectos de 5.000 a 15.000 UTM.

En la misma línea, sostuvo que la extensión del beneficio tributario hacia la investigación privada conllevará mayores gastos por parte del Estado, motivo por cual y, a fin de aminorarlos, el proyecto plantea que el crédito en contra del impuesto de primera categoría baje de 35 a 30%, pudiendo el 70% restante imputarse como gasto necesario de la empresa para producir la renta. En consecuencia, indicó, el cambio del guarismo no obedece a motivos caprichosos del Gobierno sino que tiene un fundamento real.

- - -

Formuladas las consideraciones anteriores por parte del Ministro del ramo, la Comisión dio inicio al análisis de las indicaciones presentadas al proyecto aprobado en general por la Sala del Senado.

A continuación, se efectúa una relación de los artículos y de las distintas indicaciones presentadas, así como los acuerdos adoptados sobre las mismas.
ARTÍCULO ÚNICO

Número 3º


Numeral i)

Sustitúyense los literales a) y b) por los siguientes: 


"a) Investigación: la búsqueda metódica que tenga por objeto generar nuevos conocimientos en el ámbito científico o tecnológico, la que podrá ser básica o aplicada. Se entiende por Investigación Básica aquella que consiste en trabajos experimentales o teóricos que se emprenden principalmente para obtener nuevos conocimientos acerca de los fundamentos de los fenómenos y hechos observables, con prescindencia de si tienen una aplicación o utilización determinada. La Investigación Aplicada consiste también en trabajos originales realizados para adquirir nuevos conocimientos; sin embargo, está dirigida fundamentalmente hacia un objetivo práctico específico. Para efectos de esta ley la expresión "Investigación" se entenderá referida tanto a la investigación básica como a la investigación aplicada. 

b) Desarrollo Experimental: en adelante indistintamente "desarrollo", consiste en trabajos sistemáticos que aprovechan los conocimientos existentes obtenidos de la investigación y,o la experiencia, y está dirigido a la producción de nuevos materiales, productos o dispositivos; a la puesta en marcha de nuevos procesos, sistemas y servicios, o a la mejora sustancial de los ya existentes. Asimismo, se comprende el desarrollo de programas informáticos, siempre que dicho desarrollo dé lugar a mayor conocimiento con el objetivo de resolver en forma sistemática una incertidumbre científica o tecnológica o permita generar un mejoramiento sustancial e innovador en algún proceso, producto y,o servicio."


La indicación número 1, de los Honorables Senadores señores Cantero y Gómez, propone incorporar los siguientes párrafos, nuevos, a la letra a) propuesta:


“Para los efectos anteriores, se considerará incluida en esta definición la investigación tecnológica y de exploración que recaiga sobre cualquier recurso natural, siempre que producto de dicha investigación se obtenga un resultado novedoso mediante el uso de tecnología, lo que será calificado por CORFO en la forma que establezca el Reglamento. En este caso, al momento de realizar las inversiones en investigación y exploración en los referidos términos, la empresa no podrá tener un capital propio superior al equivalente a 100.000 unidades tributarias mensuales, ni ingresos anuales por ventas, servicio u otras actividades de su giro que superen las 60.000 unidades tributarias mensuales, medidas proporcionalmente a la fecha del desembolso.


Para determinar estos límites, deberá sumarse al capital propio y a los referidos ingresos de la empresa, el de las personas, entidades o comunidades con las que ésta se encuentre relacionada, entendiéndose por relación lo que para tales efectos dispone la letra b), del número 1, del artículo 20, de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Asimismo, se entenderán relacionadas con la respectiva empresa las personas, entidades o comunidades que tengan en común con aquélla, un socio, accionista o propietario en común que sea dueño de más de un 10% de las acciones, derechos o cuotas en ambas.”.

El Jefe de Gabinete del Ministro de Economía, Reconstrucción y Fomento señor Alejandro Arriagada señaló, en relación con la indicación en estudio, que ella es inadmisible toda vez que otorga una atribución a CORFO, servicio de carácter público, para desarrollar una actividad, vulnerando de esta manera lo dispuesto en el número 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio hizo presente que, si bien la indicación pudiera considerarse inadmisible, lo importante es saber si el Gobierno concuerda con ella o no. De ser así, propuso que éste la hiciera suya.

Enseguida, el señor Ministro de Economía, Reconstrucción y Fomento dijo no compartir la extensión formulada a la definición legal de investigación propuesta por el Ejecutivo, toda vez que pareciera no adecuado vincular el concepto aludido a montos de capital propio que tengan las empresas. Fuera de ello, agregó que la indicación tampoco logra perfeccionar el concepto propuesto. Por estas razones, enfatizó que el Gobierno no patrocinaría la indicación en debate.

A mayor abundamiento, destacó que la iniciativa del Honorable Senador señor Gómez repercute en aspectos tributarios, materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República de conformidad a lo dispuesto en el número 1 del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

A su turno, el Honorable Senador señor Quintana sugirió al Ejecutivo recoger la primera parte de la definición planteada en la indicación, de manera que el inciso segundo de la letra a) del numeral i) del número 3 fuera el siguiente:

“Para los efectos anteriores, se considerará incluida en esta definición la investigación tecnológica y de exploración que recaiga sobre cualquier recurso natural, siempre que producto de dicha investigación se obtenga un resultado novedoso mediante el uso de tecnología.”

El Director de InnovaChile Corfo, señor Conrad Von Igel, expresó su acuerdo con el planteamiento formulado por los representantes del Ministerio y explicó que la definición de investigación y desarrollo utilizada como línea matriz en la iniciativa original fue recogida del Manual de Frascati, instrumento elaborado y utilizado por todos los países miembros de la OCDE. Puntualizó que esta decisión permitirá que la ley se despoje de elementos subjetivos, de manera que para el ente regulador del incentivo tributario resulte sencillo establecer si el proyecto presentado es uno o no de investigación y desarrollo.

A mayor abundamiento, añadió que, de conformidad al referido manual, el concepto de exploración de recursos naturales queda manifiestamente excluido, motivo por el cual sería poco conveniente recoger la indicación propuesta.

Finalmente, remarcó que la definición presente en la indicación propone que el resultado obtenido sea novedoso, lo que hace compleja la posición de CORFO, puesto que, por un lado, tendrá que determinar ex ante si el resultado de la exploración lo es o no y, por otro, complicará la labor de los técnicos de la referida Institución sobre quienes pesará la tarea de analizar los proyectos presentados, toda vez que la determinación de esa característica no es tarea fácil de resolver.

A su turno, el Honorable Senador señor Cantero dijo no compartir la decisión del Ejecutivo de adoptar al pie de la letra los criterios elaborados por la OCDE, ya que nuestro país tiene características, en sus recursos naturales, que lo diferencian de otros. No obstante, aclaró que esta afirmación no implica compartir la idea de incorporar al concepto de investigación el de exploración, sino que apunta, simplemente, a ampliar la visión restrictiva de la OCDE, de manera que la normativa que rija sea capaz de recoger la realidad de nuestro país. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro consideró que si la investigación de los recursos naturales, de conformidad a los criterios del Manual de Frascati, queda incluida en la definición de investigación, resultaría conveniente que la norma lo señale de manera expresa. Precisó que ello sería un aporte real y significativo para la industria minera que debe tener como aliado a la investigación. En consecuencia, hizo un llamado a recoger la indicación en los términos descritos por el Honorable Senador señor Quintana.

El señor Ministro de Economía, Reconstrucción y Fomento refiriéndose a la intervención del Honorable Senador señor Navarro, aclaró que, sin lugar a dudas, en la definición tomada de la OCDE queda incluida la investigación de los recursos naturales y que agregar la propuesta sugerida daría a entender lo contrario. Además, puntualizó que la indicación formulada por los Honorables Senadores señores Cantero y Gómez, más que apuntar en esa dirección, lo que hace es incorporar una nueva atribución a CORFO, razón por la cual, a la luz de la norma constitucional descrita, debe ser rechazada. 

Por último, hizo hincapié en que lo que queda absolutamente excluido del concepto de investigación es la exploración. De esta manera, aseguró, la franquicia tributaria no se aplicaría en esos casos, como son los de exploración minera.

La Honorable Senadora señora Von Baer dijo compartir la explicación del señor Ministro, motivo por el cual recomendó no recoger la indicación en debate. En la misma línea, señaló que la definición original es muy clara y no sería conveniente agregar la indicación aludida que, más que esclarecer, podría generar confusiones.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio hizo presente que, según se desprende de la intervención del Ejecutivo, éste no tiene intención de dar cabida a la definición sugerida, razón por la cual aseveró que continuar el debate sobre el mismo punto carecería de sentido.

El Honorable Senador Cantero, interviniendo nuevamente, puntualizó que oídas las intervenciones de los representantes del Ejecutivo, logró entender que la ampliación propuesta en la indicación no es procedente toda vez que al incorporar la voz “exploración” se abarcan materias de iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.

Además, remarcó que su mayor preocupación radica en la investigación aplicada y, específicamente, en el énfasis puesto en las palabras científico o tecnológico. En ese sentido, destacó que, según se desprende de una lectura minuciosa del apartado, la definición tomada del Manual de Frascati, es bastante amplia, desbordando el concepto tradicional y restrictivo de los aspectos tecnológicos. Por este motivo, afirmó que no sería necesario dar cabida a la propuesta por él patrocinada.


Estos planteamientos fueron también sustentados por el Honorable Senador señor Gómez.

-En atención a lo señalado, los Honorables Senadores señores Cantero y Gómez retiraron la indicación número 1, en su calidad de coautor de la misma.

El Honorable Senador señor Gómez, una vez retirada de la indicación, dijo inquietarle que este proyecto que apunta a fomentar la investigación “intramuros”, termine perjudicando a las Universidades, puesto que ella se llevará a cabo dentro de las empresas. En el mismo contexto, y a mayor abundamiento, adujo que el Estado no lograría tener una vinculación con los proyectos que las empresas desarrollen.

Finalmente, El Honorable Senador señor Navarro insistió en que el concepto de exploración necesariamente debe quedar incluido dentro del de investigación, ya que no existe manera de llevar a cabo esta última si no va de la mano con la primera. 

Numeral iv)

Agrégase el siguiente literal f):


"f) Proyecto de Investigación y Desarrollo: es el conjunto de actividades realizadas por los contribuyentes utilizando sus propias capacidades o de terceros, que tenga por objeto la realización o ejecución de actividades de investigación, desarrollo, o ambas, conforme ellas se definen en el presente artículo, siempre que se lleven a cabo principalmente dentro del territorio nacional, según lo establezca el Reglamento señalado en el artículo 16. Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 9°, una vez certificado un proyecto de investigación y desarrollo de conformidad a lo establecido en el Título Tercero, los gastos en que incurran los contribuyentes para la realización de dicho proyecto, cumpliéndose los demás requisitos de esta ley, darán derecho a los beneficios tributarios establecidos en dicho título."

Fueron presentadas dos indicaciones al numeral iv).

La indicación número 2, del Honorable Senador señor Gómez, propone reemplazar, en la letra f) propuesta, la oración "siempre que se lleven a cabo principalmente dentro del territorio nacional", por la siguiente: "siempre que la iniciativa sea pertinente, oportuna o relevante para los requerimientos del país, según resolución fundada de CORFO, y se lleve a cabo dentro del territorio nacional o en el extranjero asociado a un Centro de Investigación nacional".


El Jefe de Gabinete del Ministro de Economía, Reconstrucción y Fomento aseguró que la indicación propuesta es inadmisible toda vez que dispone que la CORFO deberá dictar una resolución fundada, incorporando con ello una nueva función o actividad para la referida corporación que el proyecto original no considera. Precisó que lo anterior significa infraccionar la norma constitucional del número 2 del inciso cuarto del artículo 65 la cual estipula de forma clara que el Presidente de la República tiene iniciativa exclusiva en la creación de nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean fiscales, semifiscales, autónomos o de las empresas del Estado; suprimirlos y determinar sus funciones o atribuciones.


Asimismo, indicó que el Ejecutivo no comparte la indicación en estudio puesto que extiende la realización o ejecución de actividades de investigación, desarrollo o ambas a situaciones que puedan llevarse a cabo en el extranjero asociado a un Centro de Investigación Nacional.


Consultada la Secretaría de la Comisión por el señor Presidente de ella, en relación con la inadmisibilidad planteada por el Ejecutivo, hizo presente que la indicación no crea una nueva función o atribución para la Corporación de Fomento, ya que,  de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 20.241, dicha Institución debe, mediante resolución fundada, certificar los contratos de investigación y desarrollo. Por lo tanto, la indicación repite el procedimiento que se ha reseñado, ahora respecto de los proyectos de Investigación y Desarrollo que el proyecto, en virtud de este numeral iv), pasa a definir.


En cuanto al segundo aspecto planteado, manifestó compartir el criterio del Ejecutivo en el sentido que la extensión fuera del territorio nacional podría adolecer de inadmisibilidad por cuanto ello en la actualidad no existe, vulnerándose de esta manera lo establecido en el número 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


El Honorable Senador señor Cantero, en atención a las observaciones hechas, propuso modificar  la redacción de la indicación propuesta, de manera que la frase que se propone reemplazar lo sea  por la siguiente:


“Siempre que la iniciativa sea pertinente, oportuna o relevante para los requerimientos del país, según resolución fundada de CORFO, y se lleve a cabo dentro del territorio nacional.”


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio aseguró, en primer lugar, que la propuesta del Gobierno al incluir la frase “siempre que se lleven a cabo principalmente dentro del territorio nacional”, reconoce que los proyectos de investigación y desarrollo se pueden realizar fuera del territorio nacional. En consecuencia, dijo no entender la razón por la cual el Ejecutivo debiera oponerse a la última parte de la indicación del Honorable Senador señor Gómez que dispone que “o en el extranjero asociado a un centro de investigación nacional.”


El Honorable Senador señor Gómez, refiriéndose a las observaciones formuladas por la Secretaría, dijo compartir la consideración que la extensión de realizar la investigación y desarrollo en el extranjero en la medida que ello se lleve a cabo asociado a un centro de investigación nacional puede ser estimado inadmisible. Sin embargo, enfatizó que la introducción de los criterios de pertinencia, oportunidad y relevancia no adolecen de vicios de inconstitucionalidad. 


Por su parte, el Director de InnovaChile Corfo, señor Conrad Von Igel,  aludiendo a la intervención del Honorable Senador señor Gómez, aclaró que el problema que genera esta proposición es que incorpora una restricción a que cualquier actividad en el extranjero debiera hacerse por medio de un centro nacional, en circunstancias que lo que busca el proyecto es abrir y flexibilizar las posibilidades de investigación que tienen las empresas y que tengan la posibilidad de contratar de manera directa la investigación en un centro internacional. Explicó que, en muchos casos, resulta indispensable que una empresa contrate directamente un proyecto de investigación con un laboratorio de investigación extranjero, porque ocurre que en muchas oportunidades un laboratorio nacional no tiene las capacidades requeridas. 


En segundo lugar, aseguró que la exigencia que la iniciativa sea pertinente, oportuna o relevante para los requerimientos del país, implica introducir una serie de cambios administrativos e institucionales para limitarse CORFO a emitir un juicio subjetivo y complejo.


Tras la intervención del representante del Ejecutivo, el Honorable Senador señor Gómez puntualizó que con el sistema que se está instaurando lo que se hace es abrir el campo de la investigación.  Sin embargo, precisó que como hay una franquicia tributaria de por medio hacia la empresa, debiera ponerse énfasis en que esos recursos se utilicen en el ámbito nacional preferentemente y con las universidades nacionales y no generar la posibilidad que las empresas instalen institutos propios, trayendo como consecuencia que se pierda la experticia de los entes universitarios en la investigación.


Asimismo, hizo presente que es indispensable que se califique la pertinencia, oportunidad y relevancia de los proyectos, porque si se están disminuyendo los ingresos que el Estado recibe a título de impuestos, ello debiera redundar, a lo menos, en proyectos beneficiosos no solo para las empresas sino también para el país.


El Honorable Senador señor Novoa, deteniéndose en la última parte de la intervención del Honorable Senador señor Gómez, indicó que el problema no es tanto de admisibilidad o inadmisibilidad de la indicación que se está analizando, porque la resolución fundada de CORFO no implicará que este organismo vaya a tener funciones extraterritoriales. Afirmó que el problema radica en el fondo de la indicación, porque lo que busca la iniciativa legal es que se invierta en investigación y desarrollo y pueda haber, en muchos casos, la necesidad de hacer  los estudios fuera del país cuando el nuestro no cuente con la capacidad científica sobre ciertas materias. 


Además añadió que la exigencia impuesta en la indicación que en el evento que la investigación se lleve a cabo en el extranjero deba hacerse asociado a un centro de investigación nacional pone un requisito que entorpecerá la investigación. Asimismo, dijo que el hecho que la ley establezca que “se lleve a cabo principalmente dentro del territorio nacional” es una manifestación clara de la intención de la ley y que, finalmente, será CORFO, de todas maneras, quien evaluará si el contrato es o no conveniente.


El Honorable Senador señor Gómez, además de considerar admisible su indicación, insistió en que ella resultará muy conveniente para los intereses del país.


El Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores recordó que la iniciativa legal recogió las definiciones internacionales sobre investigación y desarrollo a fin de que no existan en nuestro país grandes diferencias respecto de lo que se utiliza en otros. Añadió que lo único que hace actualmente CORFO es certificar si se trata de un proyecto de investigación y desarrollo, sin evaluar la pertinencia, oportunidad y relevancia del proyecto según los requerimientos del país. Sostuvo que ello es así porque calificar a priori si un proyecto cumple con esos requisitos no es una materia sencilla de establecer y pudiera fácilmente ocurrir que un proyecto no cumpliera con esas exigencias y, sin embargo, en el futuro fuera muy relevante para los intereses del país.


En otra línea, quiso remarcar que la modificación propuesta en ningún caso pretende atentar en contra de la investigación que desarrollan las universidades del país, sino solo sumar a la investigación y desarrollo que se puede realizar en el ámbito nacional. 


Agregó que actualmente existen cerca de siete mil  doctores en Chile  y se espera que en un par de años más se llegue a una cifra cercana a los quince mil. En ese contexto, lo que se busca, comentó, es que ellos no sólo tengan por expectativa trabajar en una universidad sino que también puedan hacerlo en los centros de investigación que creen las empresas de nuestro país. Añadió que ello permitirá que Chile se aproxime a las estadísticas internacionales, en donde el 60% de la investigación y desarrollo la realizan laboratorios pertenecientes a empresas.


A la luz de estos comentarios, el Honorable Senador señor Cantero sugirió, con el fin de facilitar la discusión de esta indicación, la siguiente proposición de reemplazo de la aludida frase consignada en la letra f) propuesta:


“Siempre que la iniciativa sea relevante para los requerimientos del país y se lleve a cabo dentro del territorio nacional o en el extranjero asociado a un centro de investigación nacional.”


Sentenció que con la propuesta formulada se evita tener que calificar la pertinencia y oportunidad de un proyecto, cuestiones muy subjetivas, bastando con mantener el criterio de relevancia. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio dijo compartir la propuesta formulada por el Honorable Senador señor Cantero,  añadiendo que ello además es compatible con la propuesta del Ejecutivo. Agregó que será el reglamento respectivo el que tendrá que ahondar en la característica de relevancia de los proyectos a desarrollar, atributo que no puede faltar toda vez que existe una franquicia tributaria de por medio. En consecuencia, propuso que la redacción fuese la siguiente: 


“Siempre que sea relevante para el desarrollo del país y se lleven a cabo principalmente dentro del territorio nacional.”


El Honorable Senador señor Novoa aseveró compartir la propuesta del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, e  insistió en que incluir la exigencia de que la investigación que se desarrolle en el extranjero deba hacerse asociada a un centro de investigación nacional incorpora trabas que impedirán que la futura ley tenga el impacto que de ella se espera.


El Honorable Senador señor Cantero consideró importante dejar abierta la posibilidad de poder desarrollar proyectos de investigación y desarrollo en el extranjero en la medida que se esté asociado a un centro de investigación nacional.


El señor Subsecretario de Economía, refiriéndose a la intervención anterior, señaló que el Gobierno comparte la inquietud del Honorable Senador señor Cantero, y de hecho, precisó, ya se cuenta con el programa de centros de excelencia que apunta en la dirección descrita. Sin embargo, sentenció que la iniciativa de ley pretende dar más libertades para lograr un verdadero impacto.  


Por su parte, el Honorable Senador señor Gómez recordó que son dos los conceptos relevantes que deben ser recogidos por la disposición en análisis. En primer lugar, que el proyecto sea de interés para el país y, en segundo lugar, que, en el caso que los proyectos se desarrollen en el extranjero, siempre exista vinculación con un centro de investigación nacional. En relación con este último punto, insistió en que ello se justifica puesto que hay tributos nacionales involucrados.


El Honorable Senador señor Novoa, refiriéndose a la última intervención descrita, hizo presente que en el caso en estudio no son recursos los que se entregan, sino que tributos que el Estado deja de percibir. En consecuencia, dijo, si no existe un subsidio de por medio sino solo un incentivo, no se pueden incorporar exigencias, porque, en definitiva, es dinero de las empresas.


El Honorable Senador señor Gómez destacó que, a la luz del debate que se ha producido en el seno de la Comisión, existe consenso entre sus integrantes en la primera parte de la indicación, modificada con la redacción propuesta por los Honorables Senadores señores  Cantero y Walker, don Ignacio, en el sentido de reemplazar la frase de la letra f) que se ha hecho alusión por “Siempre que sea relevante para el desarrollo del país y se lleven a cabo principalmente dentro del territorio nacional”. 


En relación con segunda parte de la indicación, que plantea agregar la frase “o en el extranjero asociado a un Centro de Investigación Nacional”, propuso que, habida consideración de la discrepancia entre los miembros de la comisión, se pusiera en votación.


- Conforme a lo anterior, se puso en votación la segunda parte de la indicación, esto es, agregar también en la letra f) propuesta, la frase “o en el extranjero asociado a un centro de investigación nacional”, proposición que resultó rechazada, por tres votos, de los Honorables Senadores señores Cantero, Novoa y Walker, don Ignacio, contra dos, de los Honorables Senadores señores Gómez y Quintana. 

- - -


En seguida, la indicación número 3, del Honorable Senador señor Gómez, propone agregar un numeral, nuevo, al número 3) del artículo único, con el objeto de incorporar en este precepto la definición del Registro de Contribuyentes, al que define como el registro público administrado por el Servicio de Impuestos Internos que contiene, a lo menos, la nómina de los contribuyentes acogidos a los beneficios de la presente ley, así como los montos de inversión en actividades de inversión y desarrollo que se efectúen bajo lo establecido en esta ley y el detalle del beneficio tributario obtenido. La forma en que el Servicio de Impuestos Internos deba llevar el registro serán determinados por un reglamento que se dictará para tal efecto.”


El Jefe de Gabinete del Ministro de Economía afirmó que la indicación propuesta vulneraba abiertamente lo estipulado en el numeral 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República, ya citado, motivo por lo cual debía ser declarada inadmisible.


El Honorable Senador señor Gómez señaló que, si bien la indicación de que es autor puede ser estimada inadmisible toda vez que vulnera el precepto constitucional mencionado, el Ejecutivo pudiera patrocinar la indicación dada la conveniencia de su redacción que permitirá dar transparencia al sistema.


El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, indicó que el Gobierno no patrocinaría en esta oportunidad la indicación en estudio pese a compartir el fundamento de transparencia presente detrás de ella. Asimismo, puntualizó que, en caso de crearse el registro de contribuyentes propuesto, cuestión que dijo el Ministerio estudiaría, no debiera ser el SII el encargado de llevarlo sino la CORFO. 


El Honorable Senador señor Gómez aseveró que no era un tema relevante la definición del organismo que llevara el aludido registro en la medida en que éste sea recogido en la legislación, proporcionando transparencia al sistema. Agregó que lo importante es saber quiénes son los que utilizan el beneficio más allá de saber en qué es utilizado.


Por último, el Honorable Senador señor Cantero advirtió que el citado registro de contribuyentes debiera tener tan solo fines estadísticos, sin que pudiera dar pie a proporcionar detalles respecto de las investigaciones que se llevan a cabo, puesto que, afirmó, la reserva de las investigaciones que se realicen es un principio que debe resguardarse celosamente. 


- El señor Presidente de la Comisión de, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, declaró inadmisible la indicación por ser contraria a lo dispuesto en el número 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Numeral vi)


Incorpora los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto al artículo 1° de la ley N° 20.241.


El primero de los incisos que se propone incorporar, dispone que tratándose de actividades asociadas a la constitución de derechos de propiedad industrial, consistentes en patentes de invención, modelos de utilidad, y diseños y dibujos industriales, todo ello al amparo de la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial; de derechos de autor sobre programas computacionales, al amparo de la ley N° 17.336, de Propiedad Intelectual; y de derechos de protección sobre nuevas variedades vegetales, al amparo de la ley N° 19.342, que Regula Derechos de Obtentores de Nuevas Variedades Vegetales, las actividades necesarias para la constitución de los derechos respectivos, incluyendo los servicios profesionales involucrados en el proceso de obtención de los derechos y registros, informes periciales, defensas ante eventuales oposiciones y costos de publicaciones asociadas, podrán ser objeto del beneficio tributario establecido en esta ley, en la medida que éstas se deriven de los resultados obtenidos de proyectos y contratos de Investigación y Desarrollo debidamente certificados por la "CORFO", al amparo de la presente ley.


El segundo de dichos preceptos establece que dichas actividades podrán ser incorporadas ya sea en la solicitud original de certificación del correspondiente contrato o proyecto, o bien con posterioridad, rigiéndose en este último caso por el mismo procedimiento para la certificación de contratos y proyectos de investigación y desarrollo, en cuanto sea aplicable.


Finalmente, la última de la normas propuestas dispone que para los efectos de la presente ley, se entenderá que la expresión "investigación y desarrollo" comprende a las actividades de investigación, desarrollo o ambas."


La indicación número 4, del Honorable Senador señor Gómez, propone eliminar los incisos tercero y cuarto propuestos.


El Ministro de Economía, Reconstrucción y Fomento señaló que, si bien la indicación aludida resulta admisible a la luz de los preceptos constitucionales, no logra entenderse la motivación de la misma.


-El Honorable Senador señor Gómez, en su calidad de autor, retiró la indicación.

Número 5


Introduce diversas modificaciones al artículo 2° de la ley N° 20.241, que regula el procedimiento de registro de los centros de investigación, el que queda radicado en la CORFO, de acuerdo a las condiciones que el mismo precepto enumera.


En primer término, efectúa dos modificaciones de referencia formal en los incisos segundo y  cuarto de este precepto


En seguida, reduce a seis meses, anteriores a la respectiva solicitud, el plazo en el cual el centro de investigación debe de haberse encontrado en funcionamiento. El lapso actual es de 24 meses.


Finalmente, considera, dentro de las condiciones copulativas para ser inscrito en el Registro, la de contar con mecanismos que reflejen fiel y claramente la cuenta de aquellos gastos que serán realizados en el marco del proyecto.


Este número fue objeto de dos indicaciones,


La indicación número 5, del Honorable Senador señor Gómez, propone agregar un numeral, nuevo, al artículo 3°, que desarrolla el requisito consistente en “contar en el país con una organización y medios, tanto personales como materiales, suficientes para realizar actividades de investigación o desarrollo”.

La  proposición señala que se entenderá que el Centro dispone de recursos humanos y materiales idóneos y experiencia suficiente en investigación, desarrollo tecnológico, y transferencia y difusión tecnológica, si cumple con todos y cada uno de los siguientes requisitos:


a) Se entenderá que el Centro cuenta con los recursos humanos idóneos si cuenta a lo menos con 2 profesionales y 2 técnicos que hayan desarrollado actividades y proyectos en investigación, desarrollo tecnológico, y transferencia y difusión tecnológica durante un período de 4 meses en los últimos 24 meses anteriores a la fecha de presentación de sus antecedentes, bajo un régimen de jornada completa, en el Centro o en otras instituciones. Para tal efecto, los profesionales deberán estar en posesión de un título profesional o grado académico de una carrera de duración mínima de 8 semestres. Al menos uno de los profesionales deberá tener el grado académico de Doctor. Los técnicos deberán estar en posesión de un título técnico de una carrera de duración mínima de cuatro semestres, otorgado por una universidad, instituto profesional o centro de formación técnica.


b) Por su parte, se entenderá que el Centro cuenta con los medios materiales suficientes cuando se acredite que dispone o pueda disponer de al menos la siguiente infraestructura: Espacio físico preexistente, redes instaladas de información y documentación, y laboratorios debidamente equipados donde realizar actividades y proyectos en investigación, desarrollo tecnológico, y transferencia y difusión tecnológica.


c) Se entenderá que el Centro cuenta con suficiente experiencia si éste acredita la ejecución de a lo menos un proyecto relacionado con una o más actividades de las descritas en las letras a) y b) del artículo 1°, en los últimos 24 meses anteriores a la fecha de presentación de sus antecedentes.


El Honorable Senador señor Gómez explicó que la indicación propuesta busca establecer ciertos criterios respecto de quienes pueden llevar a cabo los proyectos de investigación y desarrollo. Agregó que con ello se busca que los centros que surjan cuenten con profesionales que den fe de sus capacidades, más aún si se tiene en consideración que la iniciativa de ley rebaja los plazos exigidos para ellos.


El señor Ministro de Economía, Reconstrucción y Fomento remarcó que la indicación propuesta introduce cierta rigidez a los centros, lo que no es conveniente. Fuera de ello, puntualizó, lo propuesto es materia propia de un reglamento. En el mismo orden de ideas, agregó que CORFO es bastante riguroso en el procedimiento de registro de estos centros, motivo por el cual el organismo que logra registrarse es porque ha cumplido con exigencias básicas y cierta experiencia que no pueden ponerse en tela de juicio.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio señaló que es de toda lógica que quienes estén inscritos en los registros cumplan con ciertos requisitos. Sin embargo, estimó que la indicación propuesta por el Honorable Senador señor Gómez resulta extremadamente detallista, motivo por el cual propuso recoger solo el contenido que se considera en la letra c) referida a la experiencia del centro de investigación, precedentemente transcrita. 


El Honorable Senador señor Gómez, autor de la indicación, sostuvo que la materia incluida en la indicación en estudio forma parte del cuerpo del reglamento de la ley N° 20.241 que se aplica a los centros externos. Aclaró que la indicación propuesta busca que ellos rijan también para los nuevos centros que surjan de la iniciativa en estudio, y añadió concordar con la propuesta del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en la medida que el Ejecutivo se comprometa a que el resto de los requisitos se incorporen al reglamento.


El Honorable Senador señor Novoa acotó que no es conveniente que materias que son propias de un reglamento alcancen rango legal, pero destacó que la letra c) propuesta en la indicación merece estar en el texto del proyecto de ley toda vez que pareciera ser un indicador objetivo de calidad del centro acreditado. 


El Director de InnovaChile Corfo, señor Conrad Von Igel, remarcó que en la actualidad hay cerca de 70 centros registrados y ninguno de ellos carece de las capacidades para estarlo. Afirmó, además, que lo que se pretendía con rebajar el tiempo es dar la oportunidad a los científicos que vuelven de sus estudios en el extranjero para ingresar a los centros de investigación sin que tengan que limitarse a trabajar solo en determinadas universidades.


El Honorable Senador señor Cantero dijo preocuparle el plazo propuesto en la indicación, puesto que toda labor de investigación supone largos plazos. Por esta razón propuso aumentar el plazo a 36 meses.


De conformidad a los planteamientos que se han señalado, el señor Presidente de la Comisión propuso someter a votación la incorporación de la letra c) considerada en la indicación, de manera de que su contenido se incorpore dentro del requisito consignado en el numeral i) del inciso tercero del artículo 3° de la ley N° 20.241,  precisando que el plazo requerido es de 36 meses.


- En votación la indicación número 5), en la forma que se ha señalado, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señor Cantero, Gómez, Novoa, Quintana y Walker, don Ignacio. 


La segunda indicación formulada a este número, la número 6, del Honorable Senador señor Gómez, recae en el numeral ii), que se refiere al requisito de que el centro se encuentre en funcionamiento con seis meses de antelación a la solicitud de inscripción en el Registro. Cabe hacer presente que, como se señaló precedentemente, el lapso actual es de 24 meses  y la indicación propone mantener dicho plazo.


En relación con esta proposición, el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo puntualizó que resulta indispensable que el plazo propuesto sea el contenido en la iniciativa legal y no aquel planteado por el Honorable Senador señor Gómez, que es el mismo de la ley vigente.  Agregó que ello es así puesto que ya se han firmado tres convenios con centros de investigación de excelencia en nuestro país que no cuentan con el plazo de 24 meses, motivo por el cual ningún centro podría acogerse a la nueva ley si se mantuviera dicho lapso.


Añadió, por último, que todos los centros, además, deben tener convenio con universidades chilenas. 


El Honorable Senador señor Gómez insistió en que si se espera que los centros de investigación nacionales o extranjeros sean serios debieran contar, al menos con 24 meses de ejercicio de labores de investigación y desarrollo. 


El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo precisó que, de conformidad a las exigencias del programa vigente, los centros internacionales constituyen en Chile un nuevo órgano, motivo por el cual no se puede pretender que estén dos años esperando en nuestro país a que transcurra el plazo legal.

El Honorable Senador señor Gómez explicó que la indicación propuesta apunta a que los centros de investigación y desarrollo tengan la experticia necesaria para asegurar que los proyectos sean beneficiosos para el país. Agregó que no se puede dar pie a que se constituya en 6 meses un equipo que va a utilizar recursos del país y que va a competir con equipos que si tienen mucha experiencia.


Asimismo, añadió que se puede incluir en el reglamento que la experiencia sea acreditada en Chile o en el extranjero.


El Honorable Senador señor Cantero precisó que lo importante es que quienes trabajen en el centro de investigación y desarrollo sean quienes tengan la experiencia necesaria, cuestión que, recordó, fue analizada con ocasión de la discusión de la indicación número 5). En consecuencia, expresó no compartir la modificación introducida por la indicación al plazo propuesto en la iniciativa legal.


- En votación la indicación número 6) fue rechazada por tres votos en contra de los Honorables Senadores señores Cantero, Novoa y Walker, don Ignacio y dos a favor, de los Honorables Senadores señores Gómez y Quintana.

Número 7


Reemplaza el artículo 4° de la ley N° 20.241.


La citada disposición establece que no podrán acogerse a los beneficios que establece dicha ley aquellos contribuyentes relacionados, en los términos establecidos en el artículo 100 de la ley Nº 18.045, con el Centro de Investigación registrado con el cual se ha celebrado el contrato de investigación y desarrollo.


El artículo 4° que propone la iniciativa legal dispone que los contribuyentes deberán certificar sus contratos de forma previa a la utilización de los beneficios tributarios que establece esta ley.


Añade que ellos podrán hacer uso de los beneficios tributarios de esta ley  sin contar con la certificación previa a que alude el inciso anterior, para lo cual deberán informar su intención de acogerse a esta modalidad de certificación a la CORFO, en la forma que ésta determine, dentro de los 30 días corridos desde el primer desembolso incurrido con motivo de un contrato de investigación y desarrollo.


Agrega la norma que en el caso anterior, la solicitud de certificación deberá presentarse, a más tardar, dentro de los 18 meses siguientes al envío de la información a la CORFO a que se refiere el inciso precedente, por parte del contribuyente. La certificación del contrato, de ser procedente, deberá ser otorgada por la CORFO dentro de los 180 días corridos desde la fecha de la solicitud de certificación.


Precisa en seguida que los contribuyentes que se acojan a los beneficios de esta ley sin contar con la certificación, en la forma que se ha señalado precedentemente, sólo podrán deducir de su renta líquida  el 70% de los gastos en que incurran con motivo de un contrato de investigación y desarrollo, en la forma señalada en los incisos cuarto y siguientes del artículo 5º, pero no tendrán derecho al crédito establecido en la misma disposición sino una vez obtenida la certificación de su contrato por parte de la CORFO. Para estos efectos, desde la fecha en que se informe a la CORFO de lo señalado en el inciso segundo, el Servicio de Impuestos Internos no podrá liquidar ni girar impuesto alguno relativo a dichos gastos. Durante el mismo período, no correrán los plazos de prescripción que establece el artículo 200 del Código Tributario.


Añade que una vez otorgada la certificación, el contribuyente podrá impetrar el crédito que establece el artículo 5°, para cuyos efectos deberá determinarlo para cada uno de los ejercicios en que se incurrió en los desembolsos, rectificando las respectivas declaraciones de impuestos. Cuando con motivo de la imputación del crédito se determine un pago en exceso del impuesto de primera categoría, el contribuyente podrá solicitar su devolución de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 126 del Código Tributario, debidamente reajustado de conformidad al artículo 57 del mismo Código. 


Finalmente, el precepto dispone que en caso que la CORFO no otorgue total o parcialmente la certificación a un contrato solicitada por un contribuyente acogido a lo dispuesto en el inciso segundo, el Servicio de Impuestos Internos podrá impugnar la deducción  de los gastos, incurridos en la ejecución de contratos en la parte que éstos no hayan sido certificados, en el ejercicio de sus facultades legales.".


La indicación número 7, del Honorable Senador señor Gómez, en lo sustantivo, tiene dos propósitos. En primer lugar, mantener vigente la disposición referida a los contribuyentes relacionados, considerados en el artículo 100 de la ley N° 18.045
, actual artículo 4°, y en segundo lugar, que el crédito que pueda impetrar el contribuyente contra el impuesto de primera categoría sea del 20% del total de los desembolsos efectuados.


El Jefe de Gabinete del Ministro de Economía estimó que la indicación tratada era inadmisible en atención a que dispone la forma en que los contribuyentes podrán hacer uso de los beneficios tributarios contemplados por el proyecto de ley. Esto, dijo, implica alterar la forma de uso de una franquicia tributaria que el proyecto original no considera, lo que vulnera la norma constitucional del número 1 del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental. 


Refiriéndose al nuevo inciso quinto propuesto por la indicación – referido al porcentaje del crédito contra el impuesto de primera categoría que se puede impetrar - , aseveró que el citado precepto adolece de dos inadmisibilidades. La primera de ella, dijo, encuentra su fundamento en lo dispuesto en el numeral 1 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República y, la segunda, ya que atribuye al Servicio de Impuestos Internos una función adicional, todas materias que son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. 


El Honorable Senador señor Gómez señaló que si bien la indicación adolece del vicio de inadmisibilidad planteado, lo que se busca es el Ejecutivo recoja la redacción propuesta y patrocine la indicación.


Asimismo, agregó, se busca dejar vigente el inciso primero del actual artículo 4 de la ley N° 20. 241, a diferencia de lo que propone el Ejecutivo.


El Director de InnovaChile Corfo, señor Conrad Von Igel, explicó que la ley vigente se sustenta en la lógica de que la investigación debía realizarse por medio de centros certificados, y en ese sentido, resultaba necesario que los ellos no estuvieran relacionados. No obstante, recordó que lo que se busca con el proyecto en estudio es que esta actividad se pueda realizar al interior de la empresa o de manera mixta, por lo tanto, es natural que un ente relacionado pueda ser parte de este proceso. 


Por otro lado, hizo presente que preocupa al Gobierno el caso de los consorcios tecnológicos, proyecto de subsidio en el que se busca combinar empresas de un determinado sector para constituir un consorcio tecnológico a través del cual realicen investigación, beneficiándose de los efectos de la misma en conjunto. Así las cosas, remarcó que estos consorcios que surgen resultan ser empresas relacionadas de las empresas mandantes y lo que se busca es que estos ellos dejen de ser beneficiarios del subsidios descrito y puedan llegar a ser usuarios de esta ley que surja.


Por su parte, el Honorable Senador señor Gómez enfatizó que lo que se busca es que estas empresas que se creen no tengan relaciones con los centros de investigación en su desarrollo y en los recursos.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio destacó que habida consideración del cambio de eje que propone el Ejecutivo en su iniciativa legal resulta de toda lógica eliminar el actual inciso primero del artículo 4°.


El señor Ministro de Economía, Reconstrucción y Fomento, sumándose a las palabras del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, agregó que, fuera de aumentar de 0,4 a 0,8% del PIB lo que Chile invierte en investigación y desarrollo, lo que se busca con esta iniciativa legal es aumentar la inversión de los privados en estas áreas y, en ese contexto, la eliminación del inciso primero del actual artículo 4° es indispensable.


El Honorable Senador señor Gómez puntualizó que la eliminación del citado inciso permitiría que una empresa se asocie con una universidad privada que generara un consorcio, generando una relación que, al menos, en materia educacional, se ha buscado eliminar. 


Por último, añadió que a lo que apunta su indicación es que los recursos vayan a la investigación y desarrollo y no a negocios.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio sentenció que la indicación es de toda lógica en el marco de la ley vigente, pero no así en el marco de la iniciativa legal propuesta por el Ejecutivo, en donde lo que se persigue es incrementar la inversión intramuros y, en consecuencia, los vínculos son fundamentales.


-En votación la indicación número 7), fue rechazada por tres votos en contra de los Honorables Senadores señores Cantero, Novoa y Walker, don Ignacio y dos a favor de los Honorables Senadores señores Gómez y Quintana.

Número 8


Introduce cuatro modificaciones al artículo 5º de la ley N° 20.241. Este precepto, dispone, en lo sustantivo, que los contribuyentes del impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que declaren su renta efectiva determinada según contabilidad completa, tendrán derecho a un crédito contra el impuesto de primera categoría del ejercicio, equivalente  al 35% del total de los pagos en dinero efectuados conforme a los contratos de investigación y desarrollo debidamente certificados por CORFO. La disposición añade que el monto del crédito a que tendrá derecho el contribuyente en cada ejercicio no podrá exceder de un 15% de su ingreso bruto anual, ni el equivalente a cinco mil unidades tributarias mensuales, de acuerdo al valor de dicha unidad al término del ejercicio respectivo

Numeral i)


La primera enmienda reduce el monto del al 30% del total de los pagos en dinero efectuados conforme a los contratos de investigación y desarrollo debidamente certificados, pero precisa que el monto del crédito a que tendrá derecho el contribuyente en cada ejercicio, bajo las normas de este Título, no podrá exceder el equivalente a quince mil unidades tributarias mensuales, de acuerdo al valor de dicha unidad al término del ejercicio respectivo.


Este numeral fue objeto de tres indicaciones.


Las indicaciones números 8) y 9), de los Honorables Senadores señores García-Huidobro, y Larraín Fernández, respectivamente, proponen suprimirlo, lo que implica dejar vigente la norma actual.

El señor Ministro de Economía, Reconstrucción y Fomento, refiriéndose a las indicaciones descritas, precisó que si bien ellas implican mantener el crédito contra el impuesto de primera categoría del ejercicio en el 35%, se elimina el aumento de cinco a quince mil unidades tributarias anuales propuesto por el Ejecutivo, cuestión que, aseguró, son partidarios de mantener pese a no haber retirado las indicaciones.


-En votación las indicaciones números 8) y 9) fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Gómez, Quintana, Novoa y Walker, don Ignacio. 


La indicación número 10) del Honorable Senador señor Gómez, propone sustituir, en el inciso primero propuesto, la frase "30% del total" por "35% del total".


El señor Ministro de Economía, Reconstrucción y Fomento puntualizó que la indicación descrita resulta inadmisible toda vez que vulnera lo dispuesto en el numeral 1 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República. Pese a ello, afirmó que el Ejecutivo está dispuesto a hacer suya la indicación en la medida que exista acuerdo unánime entre los miembros de la Comisión. En relación con ello, aseguró que la referida indicación será presentada en el trámite reglamentario que debe cumplir este proyecto en la Comisión de Hacienda del Senado, antes de ser votado en la Sala.


Conforme a lo anterior, el Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación. 

Numeral iv)


Este numeral enmienda el nuevo inciso octavo del artículo 5° de la ley N° 20.241, que señala los contenidos que deberá contener la declaración jurada que deberá presentar el representante, de la entidad que impetre el beneficio, ante el Servicio de Impuestos Internos. Una de dichas menciones se refiere a las personas relacionadas que enumera el artículo 100 de la ley N° 18.045, que estaba mencionado también en el artículo 4° de la ley, que fue suprimido.


Este numeral elimina dicha referencia, en razón de que dicha norma es eliminada de la ley N° 20.241 de conformidad al número 7) del artículo único, precedentemente analizado.


La indicación número 11), del Del Honorable Senador señor Gómez, coincidente con su indicación número 7, propone eliminar este numeral iv).


El señor Ministro de Economía, Reconstrucción y Fomento advirtió que la indicación en estudio no hace más que reproducir la indicación número 7 ya tratada. Recordó que la referida indicación fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión toda vez que mantener la prohibición de relación entre personas relacionadas carece de sentido tras el cambio de eje propuesto por el Ejecutivo en la iniciativa legal.  


- En votación la indicación número 11) fue rechazada por tres votos en contra de los Honorables Senadores señores Cantero, Novoa y Walker, don Ignacio y dos a favor de los Honorables Senadores señores Gómez y Quintana.

Número 12

Sustituye los artículos 9°, 10 y 11, por los artículos 9° a 24, nuevos.

El artículo 9° actual dispone que la Presidenta de la República (sic) dictará, mediante uno o más decretos, la reglamentación que sea necesaria para la ejecución y aplicación de la ley.


El artículo 10, por su parte, sanciona a los que, individualmente o concertados, proporcionaren antecedentes, informes o declaraciones maliciosamente falsas o incompletas con el objeto de obtener la inscripción o mantenerse en el Registro, la certificación de un contrato de investigación y desarrollo o de impetrar el beneficio tributario a que se refiere esta ley, según corresponda,


Finalmente, el artículo 11 establece que Durante la vigencia de la presente ley, CORFO preparará anualmente, para fines estadísticos y de información, un informe en el que se incluirá de manera general y en términos agregados, a lo menos, la siguiente información referida a los doce meses anteriores a la fecha del antedicho informe:


Los nuevo artículos que considera la iniciativa de ley forman parte del nuevo Título Tercero de la ley que se denomina “De los Proyectos de Investigación y Desarrollo”, en el cual se contemplan diversas disposiciones relativas a esta materia.

Artículo 12


Enumera los antecedentes que deberá verificar CORFO, una vez que le sean entregados  los antecedentes que debe incluir la solicitud para obtener la certificación de los proyectos de investigación y desarrollo.


Dichos aspectos son los siguientes:


a) Que los proyectos de investigación y desarrollo presentados por el contribuyente tienen efectivamente por objeto la realización o ejecución de labores de investigación y desarrollo, tal y como las mismas se definen en esta ley, sin consideración a la pertinencia, oportunidad o relevancia de la iniciativa, y 


b) Que los desembolsos que se originen con motivo de dichos proyectos, reflejen adecuadamente los costos en que se incurra o incurrirá para realizar las actividades de investigación y desarrollo a que ellos se refieren y que tales costos se ajusten a condiciones observadas en el mercado.


Finaliza la disposición precisando que una vez verificado lo anterior, CORFO emitirá una resolución certificando el proyecto de investigación y desarrollo.


A este precepto se le formuló la indicación número 12, del Honorable Senador señor Gómez, que propone reemplazar, en su literal a), la frase "sin consideración a", por la siguiente: "así como".


El señor Ministro de Economía, Reconstrucción y Fomento enfatizó que cuando se entregan subsidios es de toda lógica que el Estado evalúe la pertinencia de la iniciativa presentada. No obstante, aclaró, cuando solo se trata de un incentivo, como es el caso descrito, no se justifica que la CORFO emita un juicio pronunciándose respecto de la oportunidad del proyecto presentado, porque acá el rol proviene de los privados. A mayor abundamiento, señaló que con la indicación propuesta se transforma toda la política pública de investigación y desarrollo en un subsidio.


En razón de lo expuesto, solicitó retirar la indicación descrita, puesto que, reiteró, el proyecto original apunta a que el levantamiento de investigación y desarrollo que aporta el mundo privado sea hecho conforme a  los requerimientos que existen en desarrollo privado del país y no tenga el Estado que emitir un juicio de valor respecto de esta materia. 


El Honorable Senador señor Gómez explicó que la indicación presentada apunta a que la CORFO se pronuncie respecto de la pertinencia, oportunidad y relevancia de la iniciativa a fin de evitar que las empresas privadas presenten proyectos de investigación respecto de materias que pudieran carecer de importancia para los intereses del país.


Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana hizo presente que la materia tratada va en directa relación con el tema del registro. Agregó que el Estado debe, en algún momento, pronunciarse respecto de la pertinencia del proyecto presentado, porque detrás de él debe existir un interés público y no solo un propósito comercial. 


A su turno, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio estimó que la redacción propuesta por el Ejecutivo conduce a confusiones. Precisó que el que la iniciativa utilice la frase “sin consideración a la pertinencia, oportunidad y relevancia de la iniciativa” pareciera dar a entender que estos criterios no tiene mayor relevancia. 


En ese contexto, y teniendo en consideración que la relevancia si es un criterio importante de conformidad a lo discutido a propósito de la indicación N° 2, sugirió que la redacción de la letra a) del artículo 12 del proyecto de ley en estudio fuera el siguiente:


“a) Que los proyectos de investigación y desarrollo presentados por el contribuyente tienen efectivamente por objeto la realización o ejecución de labores de investigación y desarrollo relevantes para los requerimientos del país.”


A su turno, el Honorable Senador señor Cantero consideró pertinente la propuesta del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, pero aseveró que se cumpliría el mismo objetivo si solo se elimina de la letra a) del artículo 12 la frase “sin consideración a la pertinencia, oportunidad o relevancia de la iniciativa,”.


- Puesta en votación la indicación, con la sugerencia del Honorable Senador señor Cantero, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Gómez, Novoa, Quintana y Walker, don Ignacio.

Artículo 14


Dispone que la CORFO deberá organizar e implementar un proceso de revisión de los proyectos de investigación y desarrollo, pudiendo utilizar al efecto capacidades internas o valerse de la asesoría de expertos nacionales o internacionales, según lo demande la naturaleza de las actividades de investigación y desarrollo a que se refieren los proyectos que sean objeto de su revisión.


La indicación número 13), del Honorable Senador señor Gómez, para sustituir la palabra "revisión" por "evaluación", las dos veces que aparece.


El Jefe de Gabinete del Ministro de Economía hizo presente que el cambio de vocablos “revisar” por “evaluar” propuesto en la indicación importa generar un cambio de conducta que la CORFO debe desplegar.


Añadió que lo anterior pudiera estimarse como la alteración de una función y actividad del Servicio de Impuestos Internos que el proyecto original no considera. Lo anterior, aseguró, significaría afectar la norma constitucional del número 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental. Precisó que el mismo argumento y fundamento constitucional debe extenderse en su aplicación respecto de las indicaciones números 14) y 15), que se descrinen a continuación.


El Honorable Senador señor Gómez reconoció que si bien la indicación descrita es inadmisible a la luz del precepto constitucional mencionado, lo que se busca es que la CORFO vise los proyectos presentados. Asimismo, precisó, esta explicación debe entenderse aplicable respecto de las indicaciones número 14 y 15, que se describen en seguida.


- Sin perjuicio de lo anterior, el señor Presidente de la Comisión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, declaró inadmisible la indicación por ser contraria a lo dispuesto en el número 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Artículo 15


CORFO, así como el personal que actúe bajo su dependencia, y aquellos asesores o expertos que participen en la revisión técnica de proyectos de investigación y desarrollo, deberán guardar confidencialidad acerca del contenido de los mismos y de los antecedentes que reciban de parte de los contribuyentes.


La indicación número 14, del Honorable Senador señor Gómez, en el mismo sentido de la anterior, reemplaza la palabra "revisión" por "evaluación".


- El señor Presidente de la Comisión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, declaró inadmisible la indicación.

Artículo 16


Establece que un reglamento expedido mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y firmado además por el Ministro de Hacienda, determinará los procedimientos para la presentación, revisión, certificación y revocación de los proyectos de investigación y desarrollo, así como el mecanismo de reajustabilidad, forma de pago y demás aspectos del arancel establecido en el artículo 25.


Añade la disposición que en el mismo reglamento se establecerá el procedimiento mediante el cual los contribuyentes podrán acogerse a lo señalado en los artículos 4º y 9º, y requerir a CORFO para los efectos del inciso final del artículo siguiente.


La indicación número 15, del Honorable Senador señor Gómez, para sustituir la palabra "revisión" por "evaluación".


- El señor Presidente de la Comisión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, declaró inadmisible la indicación.

Artículo 17


Enumera los desembolsos que podrán ser considerados por CORFO como parte de un proyecto de investigación y desarrollo, en la medida que se relacionen directamente con éste. Ellos son los siguientes:


1. Gastos Corrientes de Investigación y Desarrollo.


a) Remuneraciones y honorarios por servicios personales prestados por personas naturales, ambos valorizados según el porcentaje de dedicación al proyecto, correspondientes al personal técnico y profesional directamente vinculado a las actividades del mismo. Al menos el 50% de estos gastos deberán corresponder a actividades que se lleven a cabo dentro del territorio nacional.


b) Gastos directos en las actividades de ejecución del proyecto, tales como materiales e insumos, reactivos, servicios informáticos, análisis de laboratorio, material bibliográfico y otros componentes necesarios para llevar a cabo el proyecto.


c) Contratos con personas jurídicas para la prestación de servicios relacionados directamente con las actividades del proyecto. Al menos el 50% de estos gastos deberán corresponder a actividades que se lleven a cabo dentro del territorio nacional.


d) El arrendamiento, subarrendamiento, usufructo o cualquiera otra forma remunerada de cesión del uso o goce temporal de bienes muebles o inmuebles, siempre que sean necesarios para desarrollar el objeto del proyecto.


e) Gastos incurridos en la constitución de derechos de propiedad industrial, intelectual, o de registro de nuevas variedades vegetales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de esta ley.


f) Gastos de servicios básicos asociados al proyecto, tales como agua, luz, teléfono e internet, entre otros. Estos desembolsos no podrán constituir más del 5% de los gastos corrientes del proyecto, sin perjuicio de la deducción como gasto de aquellos que no formen parte del mismo. No obstante lo anterior, mediante resolución fundada CORFO podrá autorizar un porcentaje superior al indicado en esta letra cuando los gastos de esta naturaleza sean un componente relevante del costo total, dadas las características del proyecto.


2. Gastos en Bienes Físicos del Activo Inmovilizado para la Investigación y Desarrollo.


Gastos en Bienes Físicos del Activo Inmovilizado para la Investigación y Desarrollo, dentro de los cuales se cuentan aquellos incurridos en la adquisición o fabricación de equipos e instrumental requerido para la ejecución del proyecto. Estos desembolsos podrán incluir gastos de seguros, traslado e internación, y todos los accesorios necesarios para el funcionamiento y puesta en marcha de los activos señalados.


Asimismo, se considerarán las inversiones en edificación e infraestructura, y aquellas inversiones para la adquisición o compra de inmuebles, requeridos para la ejecución del proyecto.


Dentro del marco del presente artículo, CORFO establecerá, mediante resolución, la especificación y detalle de los gastos que podrán ser considerados como parte de un proyecto de investigación y desarrollo. Asimismo, corresponderá a dicho organismo determinar, de oficio o a solicitud de los contribuyentes, si un determinado desembolso no expresamente mencionado en este artículo ni en la resolución respectiva, puede ser tenido como parte de un proyecto.


Este artículo fue objeto de cinco indicaciones.


Las indicaciones número 16) y 17), de los Honorable Senadores señores García-Huidobro y Larraín Fernández, proponen sustituir, en el encabezamiento, el término “podrán” por “deberán”, con el objeto de que los desembolsos antes reseñados sean necesariamente considerados por CORFO como parte de un proyecto de investigación o desarrollo.

El Jefe de Gabinete del Ministro de Economía manifestó, respecto de estas indicaciones, que el cambio de vocablos importa reestructurar el artículo modificando una acción facultativa a una de naturaleza imperativa, haciendo obligatorio generar un cambio de conducta de CORFO. Desde ese punto de vista, añadió, la indicación impone un cambio de conducta diametral de una entidad del Estado como lo es CORFO  toda vez que hace obligatorio una conducta que hoy se enmarca dentro de una facultad que le da la iniciativa, con lo cual se vulnera la exigencia constitucional consagrada en el número 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


- El señor Presidente de la Comisión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, declaró inadmisible las indicaciones.


La indicación número 18), del Honorable Senador señor Gómez, propone eliminar el párrafo segundo del número 2 de este artículo, que considera dentro de los Gastos en Bienes Físicos del Activo Inmovilizado para la Investigación y Desarrollo, las inversiones en edificación e infraestructura, y aquellas inversiones para la adquisición o compra de inmuebles, requeridos para la ejecución del proyecto.

El Honorable Senador señor Gómez explicó que la iniciativa legal permite que los dineros invertidos en la construcción de edificios por parte de una empresa queden comprendidos dentro del beneficio tributario. Añadió que esos recursos debiera aportarlos la empresa respectiva sin que den derecho al crédito tributario que contempla la ley, puesto que en su opinión el referido beneficio debiera quedar circunscrito a la contratación de personal y al desarrollo de la investigación, pero no en bienes físicos como se propone.


El Jefe de Gabinete del Ministro de Economía, Reconstrucción y Fomento hizo presente que la franquicia tributaria se asocia a todo el concepto de investigación y desarrollo y añadió que la iniciativa no es más que una extensión de esa exención a la adquisición de activo fijo. Afirmó que en cada proyecto de investigación y desarrollo la adquisición de este tipo de activos es sumamente necesaria, por ejemplo, para la adquirir laboratorio y computadores, entre otros.


El Honorable Senador señor Novoa puntualizó que no logra advertir la finalidad de la indicación del Honorable Senador señor Gómez, puesto que deja vigente los incisos primero y tercero del número 2 del artículo 17, posibilitando, pese a su intención, que los gastos en bienes físicos del activo inmovilizado para la investigación y desarrollo puedan ser considerados como parte de un proyecto de investigación y desarrollo.


- El Honorable Senador señor Gómez, en su calidad de autor y, en atención al argumento dado por el Honorable Senador señor Novoa, retiró la indicación número 18).

Las indicaciones números 19) y 20) de los Honorables Senadores señores García-Huidobro, y Larraín Fernández, respectivamente, proponen reemplazar, en el inciso final, la locución “que podrán ser” por “que serán”.


El Jefe de Gabinete del Ministro de Economía reitero la explicación efectuada con ocasión de la discusión de las indicaciones números 16) y 17),  en el sentido que ella vulneran lo dispuesto en el número 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


El señor Ministro de Economía, Reconstrucción y Fomento, complementando la intervención anterior, agregó que debe existir la flexibilidad necesaria para que sea la CORFO quien decida, en definitiva, qué gastos podrán quedar incluidos dentro de la exención tributaria dependiendo el proyecto de investigación y desarrollo de que se trate.


- El señor Presidente de la Comisión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, declaró inadmisible estas indicaciones.

Artículo 18


Dispone que los contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que declaren su renta efectiva determinada según contabilidad completa, tendrán derecho a un crédito contra el Impuesto de Primera Categoría, que se calculará de la forma indicada en el inciso siguiente, siempre que los respectivos proyectos sean debidamente certificados por CORFO.


El crédito por cada ejercicio será equivalente al 30% de una base conformada por el total de los pagos por concepto de gastos corrientes y la cuota anual de depreciación de los bienes físicos del activo inmovilizado a que se refiere el  artículo 17, siempre que estos bienes físicos sean adquiridos en el marco de un proyecto de investigación y desarrollo. Esta cuota anual de depreciación se determinará conforme a lo dispuesto por el artículo 31, número 5°, de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


El monto del crédito a que tendrá derecho el contribuyente en cada ejercicio, no podrá exceder del equivalente a quince mil unidades tributarias mensuales, de acuerdo al valor de dicha unidad al término del ejercicio respectivo.


El crédito establecido en este artículo se imputará contra el impuesto de primera categoría que grava las rentas del ejercicio en que se produjeron los desembolsos efectivos de los gastos señalados en el artículo anterior, o se dedujo la cuota anual de depreciación, en su caso, según corresponda. En caso de producirse un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución, pero podrá imputarse contra el Impuesto de Primera Categoría que corresponda pagar en los ejercicios posteriores, debidamente reajustado en la forma que establece el artículo 95 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


El crédito a que se refiere este artículo se calculará considerando el monto de los egresos efectuados en el ejercicio por concepto de proyectos de investigación y desarrollo, así como la cuota de depreciación que corresponda, actualizados conforme al porcentaje de variación del índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el último día del mes anterior al del pago efectivo y el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio, según sea aplicable.


Cuando los pagos o la adquisición de los bienes físicos vinculados al proyecto hayan tenido lugar entre las fechas de presentación de la solicitud de certificación y de la resolución que certifica el proyecto, pero en un ejercicio distinto a aquél en que se dicta la referida resolución, deberán ser considerados para la determinación de los beneficios que establece esta ley en el ejercicio en que dicha resolución sea dictada. 


La indicación número 21, del Honorable Senador señor Gómez, de la misma manera que la número 10, también de su autoría, propone reemplazar, en el inciso segundo, la expresión "al 30%", por la siguiente: "a los porcentajes señalados en los artículos 4° y 5° de esta ley, según sea el caso,".


El Jefe de Gabinete del Ministro de Economía señaló que la indicación descrita debe ser declarada inadmisible, al igual como se dispuso respecto de la indicación número 10, en atención a que esta dispone la modificación de uno de los elementos fundamentales del impuesto que es la tasa del beneficio. 


En relación con lo anterior, recordó que los tributos se componen de cuatro elementos que son el sujeto, el hecho imponible, la base imponible y la tasa. Aseveró que, la alteración de cualquiera de estos elementos, como sería el caso en estudio que modifica la tasa, es materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. En consecuencia, sentenció, la indicación citada infracciona la norma constitucional del número 1 del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental. 


- El Presidente de la Comisión, declaró inadmisible la indicación.

Artículo 22


Entrega a CORFO la fiscalización de la correcta ejecución y cumplimiento de los proyectos de investigación y desarrollo ya certificados a que se refiere esta ley. Para el cumplimiento de ello, lo faculta para solicitar, incluso de los contribuyentes, en forma periódica, la información que estime necesaria para verificar el cumplimiento de las condiciones establecidas en esta ley y en el proyecto de investigación y desarrollo respectivo.


Asimismo, faculta a dicha Institución para declarar, mediante resolución fundada, el incumplimiento de los términos y condiciones del proyecto de investigación y desarrollo correspondiente, si la información o antecedentes requeridos no fueren presentados a su satisfacción en los plazos y forma establecidos en la respectiva solicitud o en la ley.


La norma añade que también procederá esta declaración en el evento que el proyecto de investigación y desarrollo no estuviese ejecutándose adecuadamente de acuerdo a los antecedentes presentados a CORFO para efectos de su certificación.


Este artículo fue objeto de dos indicaciones.


Las indicaciones número 22) y 23) de los Honorables Senadores señores García-Huidobro, y Larraín Fernández, respectivamente, proponen suprimir los incisos segundo y tercero, es decir, la posibilidad de declarar el incumplimiento de los términos y condiciones del proyecto de investigación y desarrollo correspondiente, cuando se den los supuestos que señala el precepto.


- En votación las indicaciones, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Gómez, Novoa, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Número 13

Artículo 25


Faculta a CORFO para cobrar un arancel a los contribuyentes por la certificación de los proyectos o contratos presentados, el cual no será restituido al solicitante, ni aun en el evento que el proyecto o contrato de investigación y desarrollo sea rechazado, cuyo monto no podrá exceder del 4% del costo total del proyecto o contrato y, en todo caso, no podrá ser inferior a la suma de diez unidades tributarias mensuales.


El pago de este arancel será considerado como un gasto necesario para producir la renta para los efectos del artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


La disposición precisa que el cobro de este arancel tendrá por objeto financiar una parte de los costos del procedimiento establecido en la ley para la certificación de los contratos y proyectos de investigación y desarrollo,


La indicación número 24, del Honorable Senador señor Gómez, propone que el cobro del arancel sea obligatorio.


El Jefe de Gabinete del Ministro de Economía destacó que la indicación propuesta vulnera lo dispuesto en el numeral 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental. Argumentó que el cambio que propone la indicación importa reestructurar el artículo modificando una acción facultativa por una de naturaleza imperativa, haciendo obligatorio generar un cambio de conducta que la CORFO debe desplegar. Destacó que la proposición impone un cambio de conducta diametral de una entidad del Estado toda vez que hace obligatorio una conducta que hoy se enmarca dentro de una facultad que le da el proyecto a la CORFO. En razón de lo anterior, solicitó que ella fuera se declarada  inadmisible.


El señor Ministro de Economía, Reconstrucción y Fomento hizo presente que la idea del Ejecutivo es que la CORFO no tenga que cobrar un arancel a los contribuyentes por la certificación de los proyectos de investigación y desarrollo o por los contratos presentados. Sin embargo, añadió, si hay un exceso de gasto por parte de la CORFO en la ejecución de este programa, el cobro deberá efectuarse, motivo por el cual se utiliza en la iniciativa legal la frase “CORFO podrá cobrar un arancel.”


- El señor Presidente de la Comisión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, declaró inadmisible la indicación.

Artículo 27


Dispone la obligación de CORFO, durante la vigencia de la presente ley, de preparar anualmente, para fines estadísticos y de información, un informe en el que se incluirá de manera general y en términos agregados, a lo menos, la siguiente información referida a los doce meses anteriores a la fecha del antedicho informe:


a) Número de centros de investigación que solicitaron inscribirse en el Registro a que se refiere esta ley; número o porcentaje de los centros de investigación que habiendo solicitado dicha inscripción efectivamente fueron incorporados, incluyéndose información relativa a su distribución en las distintas Regiones del país y el porcentaje o número de centros de investigación registrados que dependen de universidades; número o porcentaje de los centros de investigación cuyas solicitudes de inscripción fueron rechazadas y las principales causales de dichos rechazos, y la identificación de los centros de investigación que hubieren sido eliminados del Registro y las causas de lo anterior;


b) Número total de contratos y proyectos de investigación y desarrollo respecto de los cuales se hubiere solicitado la certificación a la que se refiere esta ley, y número o porcentaje de los mismos que la hubieren obtenido, incluyéndose información que permita  identificar la cantidad de contratos de investigación  y desarrollo celebrados por cada centro de investigación. También, el número o porcentaje de contratos o proyectos de investigación y desarrollo a los que no se les concedieron la certificación y las principales causales de ello;

c) Número total de contribuyentes que hubieren suscrito contratos o presentado proyectos de investigación y desarrollo, que hayan sido certificados al amparo de lo dispuesto en la presente ley, incluyéndose información que permita, en lo posible, categorizar a los mismos según sector económico al que pertenezcan, su tamaño como organización y las Regiones del país en las que tienen su domicilio;

d) Número total de contribuyentes que hubieren optado por el procedimiento de certificación señalado en los incisos segundo y siguientes del artículo 4º, y tercero y siguientes del artículo 9º, y

e) Cantidad total de recursos comprometidos por los contribuyentes en actividades de investigación y desarrollo, mediante los contratos y,o proyectos de investigación y desarrollo a los que se refiere esta ley, debiendo indicarse el o los sectores económicos y las Regiones del país que concentran el mayor compromiso de recursos invertidos a través de tales contratos y,o proyectos.

El informe al que se refiere el inciso anterior será de público conocimiento, debiendo CORFO publicarlo en forma electrónica o digital el día 30 de enero de cada año.


Este artículo fue objeto de dos indicaciones.


La indicación número 25, del Honorable Senador señor Gómez, propone reemplazar, en el encabezado, la palabra "general" por “detallada", y la palabra "agregados" por "desagregados".


En relación con esta proposición, el Honorable Senador señor Gómez explicó que ella obedece a la necesidad de incorporar criterios de transparencia en el contenido de la norma.


El señor Ministro de Economía, Reconstrucción y Fomento recordó que, de acuerdo a las normas de transparencia de la administración pública aplicables a la CORFO, este organismo debe entregar de manera detallada la información descrita en la indicación citada, motivo por el cual, dijo, ella está en sintonía con la legislación vigente. No obstante, precisó que lo que no puede ocurrir es que el nivel de información exigida sea tal que inhiba el desarrollo de proyectos de investigación y desarrollo de las empresas que requieren cierto grado de reserva por el tipo de investigación que desarrollan.


El Honorable Senador señor Novoa expresó su acuerdo con la indicación presentada por el Honorable Senador señor Gómez. Sin embargo, hizo presente que existe un tema que no puede olvidarse y que se refiere a que muchas empresas quieren que las investigaciones que realizan no sean conocidas, principalmente por motivos comerciales. En consideración a ello, sugirió al Ejecutivo presentar una indicación en relación con la inquietud planteada al momento de analizar nuevamente el proyecto ante la Comisión de Hacienda del Senado.


-En votación la indicación, fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Gómez, Novoa, Quintana y Walker, don Ignacio. 


La indicación número 26), del Honorable Senador señor Gómez, propone sustituir la palabra "número" y las frases "número o porcentaje", "porcentaje o número" y "número total", todas las veces que aparecen, por la palabra "identificación".


El señor Ministro de Economía, Reconstrucción y Fomento, al igual que respecto de la indicación anterior, recordó que, de acuerdo a las normas de transparencia de la administración pública aplicables a la CORFO, este organismo debe entregar de manera detallada la información descrita en la indicación citada, motivo por el cual, dijo, ella está en sintonía con la legislación vigente. No obstante, precisó que lo que no puede ocurrir es que el nivel de información exigida sea tal que inhiba el desarrollo de proyectos de investigación y desarrollo de las empresas que requieren cierto grado de reserva por el tipo de investigación que desarrollan.


El Honorable Senador señor Novoa, en sintonía con la observación formulada a propósito de la indicación anterior, reiteró su acuerdo con la indicación presentada por el Honorable Senador señor Gómez, e insistió en su planteamiento precedente, en orden a que este tema se re evalúe durante su discusión en la Comisión de Hacienda.


-En votación la indicación, esta fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Gómez, Novoa, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Número 14


Reemplaza el artículo 1° transitorio  de la ley, referido a la vigencia de la ley y del régimen de incentivo que ella contempla, que será hasta el 31 de diciembre de 2017.


La norma propuesta plantea que para los fines de acogerse al régimen de incentivos contemplado en la presente ley, los contribuyentes deberán presentar a CORFO las solicitudes de certificación de sus contratos y proyectos hasta el día 31 de diciembre de 2025 y que, en consecuencia, los contratos y proyectos debidamente certificados por CORFO, darán derecho a los contribuyentes a hacer uso de los beneficios de esta ley, aun cuando estos beneficios se hagan efectivos con posterioridad al 31 de diciembre de 2025, con tal que la solicitud de certificación respectiva haya sido presentada hasta dicha fecha."


La indicación número 27), del Honorable Senador señor Gómez, propone adelantar dicho plazo al año 2017.


El Honorable Senador señor Gómez explicó que el propósito de la indicación descrita obedece a contar con la posibilidad de evaluar en un tiempo cercano el impacto de la iniciativa legal sin tener que esperar hasta el año 2025. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Novoa consideró conveniente mantener hasta el año 2025 la vigencia de la ley, agregando, eso sí, que la evaluación debiera hacerse el primer semestre del año 2016, plazo que estimó prudente para efectuarla.


-El Honorable Senador señor Gómez, en su calidad de autor, retiró la indicación.

Número 15


Sustituye el artículo 2° transitorio de la ley 


La disposición vigente señala que durante el primer semestre del año 2015, el Ministerio de Hacienda encargará la realización de un estudio y evaluación de la presente ley en cuanto instrumento de fomento para la realización, por parte del sector privado, de actividades de investigación o desarrollo, y en cuanto instrumento de incentivo para potenciar el vínculo entre los centros de investigación y el referido sector privado.


La norma propuesta en el proyecto de ley, señala que ello deberá ocurrir durante el segundo semestre del año 2018.


Asimismo, el precepto agrega que dicho estudio y evaluación será de público conocimiento y deberá ser publicado en forma electrónica o digital, por el referido Ministerio, en el mes de junio del año 2016.


Finalmente, la disposición precisa que esta evaluación será sin perjuicio de la que deba realizar el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo el segundo semestre del año 2015 acerca del uso de la presente ley por el sector privado, la que también será de público conocimiento, debiendo ser publicada en forma electrónica, digital e impresa por el referido Ministerio, en el mes de junio de 2016


La indicación número 28), del Honorable Senador señor Gómez, propone el plazo para ello sea el primer semestre del año 2017.


El Honorable Senador señor Novoa, propuso que la evaluación de la iniciativa legal se hiciera el primer semestre del año 2016, tiempo que estimó prudente.


Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio añadió que la evaluación debiera encargarse el primer semestre de 2016 y entregarse el primer semestre del año 2017.


El señor Ministro de Economía, Reconstrucción y Fomento dijo compartir la propuesta de los Honorables Senadores señores Novoa y Walker, don Ignacio y aseveró que lo importante es mantener el beneficio tributario hasta el año 2025. 


- En votación la indicación, esta fue aprobada con la modificación indicada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Gómez, Novoa, Quintana y Walker, don Ignacio. 

La indicación número 29), del Honorable Senador señor Gómez, propone reemplazar la fecha que se establece para la publicidad del estudio y evaluación, que es junio del año 2019, por junio del año 2016.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio propuso que el Ministerio de Economía, Reconstrucción y Fomento entregara los resultados de la evaluación el primer semestre del año 2017.


-En votación la indicación número 29), con la modificación precedentemente propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Gómez, Novoa, Quintana y Walker, don Ignacio. 

La indicación número 30), del Honorable Senador señor Gómez, propone eliminar la parte final de este artículo, que se refiere a la evaluación que deberá realizar el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


- El Honorable Senador señor Gómez, en su calidad de autor, retiró la indicación.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo único

Número 3)

iv)


Reemplazar en la letra f) que se agrega al artículo 1°  de la ley N° 20.241, la frase "siempre que se lleven a cabo principalmente dentro del territorio nacional", por la siguiente: “siempre que sea relevante para el desarrollo del país y se lleven a cabo principalmente dentro del territorio nacional” ((Indicación número 2), aprobada con enmiendas 5x0)
Número 5)


Incorporar el siguiente numeral nuevo:


ii) Agregar al número i) del inciso tercero del artículo 2° de la ley N° 20.241, el siguiente párrafo:


“Se entenderá que el centro cuenta con suficiente experiencia si éste acredita la ejecución de a lo menos un proyecto relacionado con una o más actividades de las descritas en las letras a) y b) del artículo 1°, en los últimos 36 meses anteriores a la fecha de presentación de sus antecedentes." (Indicación número 5), aprobada con enmiendas, 5x0).
Número 12)


Eliminar en la letra a) del artículo 12 propuesto, la frase“, sin consideración a la pertinencia, oportunidad o relevancia de la iniciativa” (Indicación número 12), aprobada con enmiendas, 5x0).
Número 13)


Sustituir en el artículo 27 que se agrega, las palabras "general" por “detallada" y "agregados" por "desagregados", y la palabra "número" y las expresiones "número o porcentaje", "porcentaje o número" y "número total", todas las veces que aparecen, por la palabra "identificación" (Indicaciones números 25 y 26, aprobadas 5x0).
Número 15)


Reemplazar en el artículo 2° transitorio que se modifica, las expresiones “segundo semestre del año 2018", por la siguiente: "primer semestre del año 2016", y “en el mes de junio del año 2019” por “ en el primer semestre del año 2017” (Indicación número 28), aprobada con enmiendas, 5x0).

- - -


De aprobarse las enmiendas propuestas por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, el texto del proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Modifícase la ley Nº 20.241, que Establece un Incentivo Tributario a la Inversión Privada en Investigación y Desarrollo, de la siguiente forma:


1.- Sustitúyese la denominación de la ley N° 20.241, por el siguiente: "Establece un Incentivo Tributario a la Inversión en Investigación y Desarrollo.".


2.- Incorpórase, antes del artículo 1º, el siguiente epígrafe: 

"TÍTULO PRIMERO: Definiciones".


3.- Modifícase el artículo 1º, del siguiente modo:


i) Sustitúyense los literales a) y b) por los siguientes: 


"a) Investigación: la búsqueda metódica que tenga por objeto generar nuevos conocimientos en el ámbito científico o tecnológico, la que podrá ser básica o aplicada. Se entiende por Investigación Básica aquella que consiste en trabajos experimentales o teóricos que se emprenden principalmente para obtener nuevos conocimientos acerca de los fundamentos de los fenómenos y hechos observables, con prescindencia de si tienen una aplicación o utilización determinada. La Investigación Aplicada consiste también en trabajos originales realizados para adquirir nuevos conocimientos; sin embargo, está dirigida fundamentalmente hacia un objetivo práctico específico. Para efectos de esta ley la expresión "Investigación" se entenderá referida tanto a la investigación básica como a la investigación aplicada. 


b) Desarrollo Experimental: en adelante indistintamente "desarrollo", consiste en trabajos sistemáticos que aprovechan los conocimientos existentes obtenidos de la investigación y,o la experiencia, y está dirigido a la producción de nuevos materiales, productos o dispositivos; a la puesta en marcha de nuevos procesos, sistemas y servicios, o a la mejora sustancial de los ya existentes. Asimismo, se comprende el desarrollo de programas informáticos, siempre que dicho desarrollo dé lugar a mayor conocimiento con el objetivo de resolver en forma sistemática una incertidumbre científica o tecnológica o permita generar un mejoramiento sustancial e innovador en algún proceso, producto y,o servicio.".  


ii) Introdúcense las siguientes modificaciones en el literal c): 


a) Reemplázase la expresión "cuya actividad principal consista en la realización de", por la expresión "que realicen"; 


b) Sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción copulativa "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo", todas las veces que aparece, y 


c) Reemplázase, a continuación del primer punto seguido, la frase que comienza con la expresión "El Reglamento" y termina con el vocablo "Investigación.", por la siguiente: "El Reglamento del Registro de Centros para la Realización de Actividades de Investigación y Desarrollo que se dictará al efecto, establecerá los criterios o parámetros objetivos para determinar cuándo las actividades desarrolladas por tales Centros constituyen labores de investigación y desarrollo.".


iii) Reemplázase en el literal d) la expresión "un contribuyente", por la frase "uno o más contribuyentes"; sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción copulativa "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo"; y reemplázase a continuación del punto seguido, la frase que comienza con la expresión "Una vez" y que termina con el vocablo "ley.", por la siguiente: "Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 4º, una vez certificado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3°, este contrato dará derecho a los beneficios tributarios establecidos en esta ley.".


iv) Agrégase el siguiente literal f):


"f) Proyecto de Investigación y Desarrollo: es el conjunto de actividades realizadas por los contribuyentes utilizando sus propias capacidades o de terceros, que tenga por objeto la realización o ejecución de actividades de investigación, desarrollo, o ambas, conforme ellas se definen en el presente artículo, siempre que sea relevante para el desarrollo del país y se lleven a cabo principalmente dentro del territorio nacional”, según lo establezca el Reglamento señalado en el artículo 16. Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 9°, una vez certificado un proyecto de investigación y desarrollo de conformidad a lo establecido en el Título Tercero, los gastos en que incurran los contribuyentes para la realización de dicho proyecto, cumpliéndose los demás requisitos de esta ley, darán derecho a los beneficios tributarios establecidos en dicho título.".


v) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase "Para los efectos de esta ley, no", por el adverbio de negación "No"; y sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción copulativa "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo"; en el punto vi) del mismo inciso, reemplázase la frase "se incluya en" por la voz "consista"; sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción disyuntiva "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo", y reemplázase el punto vii) por el siguiente: 


"vii) La realización o contratación de estudios de mercado y de comercialización.".


vi) Incorpóranse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:


"Tratándose de actividades asociadas a la constitución de derechos de propiedad industrial, consistentes en patentes de invención, modelos de utilidad, y diseños y dibujos industriales, todo ello al amparo de la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial; de derechos de autor sobre programas computacionales, al amparo de la ley N° 17.336, de Propiedad Intelectual; y de derechos de protección sobre nuevas variedades vegetales, al amparo de la ley N° 19.342, que Regula Derechos de Obtentores de Nuevas Variedades Vegetales, las actividades necesarias para la constitución de los derechos respectivos, incluyendo los servicios profesionales involucrados en el proceso de obtención de los derechos y registros, informes periciales, defensas ante eventuales oposiciones y costos de publicaciones asociadas, podrán ser objeto del beneficio tributario establecido en esta ley, en la medida que éstas se deriven de los resultados obtenidos de proyectos y contratos de Investigación y Desarrollo debidamente certificados por la "CORFO", al amparo de la presente ley.


Las actividades descritas en el inciso precedente podrán ser incorporadas ya sea en la solicitud original de certificación del correspondiente contrato o proyecto, o bien con posterioridad, rigiéndose en este último caso por el mismo procedimiento para la certificación de contratos y proyectos de investigación y desarrollo, en cuanto sea aplicable.


Para los efectos de la presente ley, se entenderá que la expresión "investigación y desarrollo" comprende a las actividades de investigación, desarrollo o ambas.".


4.- Introdúcese, a continuación del artículo 1º, el siguiente epígrafe: "TÍTULO SEGUNDO: De los Centros de Investigación y de la Certificación de los Contratos".


5.- Modifícase el artículo 2° del siguiente modo:


i) Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra "sexto" por la expresión "octavo".


ii) Agrégase al número i) del inciso tercero, el siguiente párrafo nuevo: 


“Se entenderá que el centro cuenta con suficiente experiencia si éste acredita la ejecución de a lo menos un proyecto relacionado con una o más actividades de las descritas en las letras a) y b) del artículo 1°, en los últimos 36 meses anteriores a la fecha de presentación de sus antecedentes."

iii) Reemplázanse los literales ii) y iii) del inciso tercero por los siguientes: 


"ii) Haberse encontrado en funcionamiento, ejerciendo actividades de investigación y desarrollo, durante al menos los seis meses anteriores a la solicitud de inscripción en el Registro.


iii) Contar con mecanismos que reflejen fiel y claramente la cuenta de aquellos gastos que serán realizados en el marco del proyecto.".


iv) Reemplázase, en el inciso cuarto, la palabra "Reconstrucción" por la palabra "Turismo".


6.- Modifícase el artículo 3º del siguiente modo:


i) En el inciso primero, agrégase la siguiente frase final, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido:


"Tratándose de contratos de investigación y desarrollo celebrados entre un centro de investigación y más de un contribuyente simultáneamente, cada contribuyente deberá comprometerse a pagar a lo menos 100 unidades tributarias mensuales, señalándose en el contrato la parte del precio a pagar por cada uno de ellos.".


ii) En el inciso segundo, introdúcense las siguientes modificaciones:


a) Intercálase, entre el primer punto seguido y la frase "Para tales fines", la siguiente oración: "Esta certificación podrá otorgarse en forma previa a la utilización de los beneficios tributarios por parte del contribuyente, o bien en forma posterior, según se regula en el artículo siguiente.".


b) Reemplázanse las palabras "evaluación técnica" por "revisión", las dos veces que aparece;


c) Sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción copulativa "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo", las dos veces que aparece; 


d) Sustitúyese en su literal ii), la frase "y que dicho precio corresponda a valores de mercado", por la frase "y que el precio se ajuste a las condiciones observadas en el mercado";


e) Elimínase su literal iii), que se extiende hasta el primer punto seguido, y la expresión ",y" que le antecede.


iii) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: 


"Para los fines previstos en el inciso anterior, CORFO podrá solicitar una declaración jurada, otorgada por el Representante, en la que éste deberá declarar que desde la fecha de la resolución que ordenó la inscripción del Centro de Investigación en el Registro o desde la última vez que informó a CORFO de las modificaciones ocurridas, según corresponda, el Centro de Investigación no ha experimentado modificaciones de aquellas a que se refiere el artículo 2°. De existir tales  modificaciones, el Representante deberá informarlas a la CORFO en forma previa a la certificación del contrato de investigación y desarrollo respectivo, de acuerdo al procedimiento previsto en el inciso séptimo del artículo 2°, debiendo indicar, asimismo, en la declaración jurada que debe acompañar, que no existen otras modificaciones distintas de las informadas.".


iv) En el inciso final, reemplázase la palabra "evaluación" por la palabra "revisión", las dos veces que aparece; y sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción copulativa "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo".


7) Reemplázase el artículo 4° por el siguiente: 


"Artículo 4°.- Los contribuyentes deberán certificar sus contratos de forma previa a la utilización de los beneficios tributarios que establece esta ley.


Con todo, los contribuyentes podrán hacer uso de los beneficios tributarios de esta ley, en la forma como a continuación se señala, sin contar con la certificación previa a que alude el inciso anterior. Para estos efectos, los contribuyentes deberán informar su intención de acogerse a esta modalidad de certificación a la CORFO, en la forma que ésta determine, dentro de los 30 días corridos desde el primer desembolso incurrido con motivo de un contrato de investigación y desarrollo.


En el caso anterior, la solicitud de certificación deberá presentarse, a más tardar, dentro de los 18 meses siguientes al envío de la información a la CORFO a que se refiere el inciso precedente, por parte del contribuyente. La certificación del contrato, de ser procedente, deberá ser otorgada por la CORFO dentro de los 180 días corridos desde la fecha de la solicitud de certificación.


Los contribuyentes que se acojan a lo señalado en el inciso segundo, sólo podrán deducir de su renta líquida  el 70% de los gastos en que incurran con motivo de un contrato de investigación y desarrollo, en la forma señalada en los incisos cuarto y siguientes del artículo 5º, pero no tendrán derecho al crédito establecido en la misma disposición sino una vez obtenida la certificación de su contrato por parte de la CORFO. Para estos efectos, desde la fecha en que se informe a la CORFO de lo señalado en el inciso segundo, el Servicio de Impuestos Internos no podrá liquidar ni girar impuesto alguno relativo a dichos gastos. Durante el mismo período, no correrán los plazos de prescripción que establece el artículo 200 del Código Tributario.


Una vez otorgada la certificación, el contribuyente podrá impetrar el crédito que establece el artículo 5°, para cuyos efectos deberá determinarlo para cada uno de los ejercicios en que se incurrió en los desembolsos, rectificando las respectivas declaraciones de impuestos. Cuando con motivo de la imputación del crédito se determine un pago en exceso del impuesto de primera categoría, el contribuyente podrá solicitar su devolución de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 126 del Código Tributario, debidamente reajustado de conformidad al artículo 57 del mismo Código. 


En caso que la CORFO no otorgue total o parcialmente la certificación a un contrato solicitada por un contribuyente acogido a lo dispuesto en el inciso segundo, el Servicio de Impuestos Internos podrá impugnar la deducción  de los gastos, incurridos en la ejecución de contratos en la parte que éstos no hayan sido certificados, en el ejercicio de sus facultades legales.".


8.- Modifícase el artículo 5º de la siguiente forma:


i) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 


"Artículo 5°.- Los contribuyentes del impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que declaren su renta efectiva determinada según contabilidad completa, tendrán derecho a un crédito contra el impuesto de primera categoría del ejercicio, equivalente  al 30% del total de los pagos en dinero efectuados conforme a los contratos de investigación y desarrollo debidamente certificados, celebrados con centros de investigación y desarrollo registrados. El monto del crédito a que tendrá derecho el contribuyente en cada ejercicio, bajo las normas de este Título, no podrá exceder el equivalente a quince mil unidades tributarias mensuales, de acuerdo al valor de dicha unidad al término del ejercicio respectivo.".


ii) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:


"El contribuyente tendrá derecho, además, a rebajar como gasto necesario para producir la renta, el monto de los pagos efectuados conforme a los contratos de investigación y desarrollo debidamente certificados, en aquella parte que no constituya crédito, aun cuando los gastos por las actividades realizadas en virtud de dichos contratos no sean necesarios para producir la renta del ejercicio, pudiendo ser deducidos hasta en diez ejercicios comerciales consecutivos contados a partir del mismo ejercicio en que se haya otorgado la certificación correspondiente, reajustados conforme a lo dispuesto en el número 7°, del artículo 41, de la Ley sobre Impuesto a la Renta.".


iii) Intercálase a continuación del inciso cuarto, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, pasando los actuales incisos quinto, sexto y séptimo, a ser octavo, noveno y décimo, respectivamente:


"Los desembolsos, ya sea en la parte que den derecho a crédito como en la parte que puedan ser descontados como gastos, en ningún caso serán gravados conforme a lo establecido en el artículo 21° de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 4º, una vez certificado el respectivo contrato, el contribuyente tendrá derecho a hacer uso de los beneficios tributarios de la presente ley, por los pagos efectuados a partir de la fecha de suscripción del contrato.


Los contribuyentes no podrán hacer uso de las franquicias establecidas en el número 11° del artículo 31 de la Ley sobre el Impuesto a la Renta, respecto de los pagos incurridos en virtud de contratos de investigación y desarrollo certificados que den derecho a los beneficios tributarios establecidos en la presente ley.".


iv) En el numeral v) del nuevo inciso octavo, elimínase después de la palabra "desarrollo" la frase que empieza con "así como las personas relacionadas con tales contribuyentes" hasta el punto aparte, pasando a ser punto aparte la coma que sigue a la palabra "desarrollo". 


9.- Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 6°:


i) Reemplázase en el inciso segundo, la oración que se inicia con la expresión "La resolución antes referida" y que termina con el acrónimo "CORFO.", por la siguiente: "La resolución antes referida deberá señalar la fecha del incumplimiento de los términos y condiciones del contrato de investigación y desarrollo respectivo y deberá ser notificada al Representante y a las demás partes contratantes. Contra dicha resolución procederán los recursos establecidos en la ley Nº 19.880. El contribuyente afectado por la referida resolución deberá rectificar sus declaraciones desde la fecha del incumplimiento señalada en la misma resolución, por los períodos en que reconoció el crédito y el gasto derivado del contrato de investigación y desarrollo.".


ii) Agrégase el siguiente inciso tercero:


"Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el contribuyente afectado por la referida resolución tendrá derecho a repetir en contra del centro de investigación que es parte del contrato de investigación y desarrollo, de acuerdo a las condiciones que hubieren estipulado contractualmente y a las normas legales de aplicación general, en su caso.".


10.- En el artículo 7°:


i) Agrégase en el inciso segundo, entre el vocablo "Representante" y la expresión "y respecto", la frase "al contribuyente".


ii) Agrégase en el inciso quinto, entre el vocablo "CORFO" y el punto aparte que le sigue, la siguiente oración: ",en su caso, o el plazo para su obtención no haya expirado según lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 4º".


11.- Agrégase el siguiente epígrafe a continuación del artículo 8°:

"TÍTULO TERCERO: De los Proyectos de Investigación y Desarrollo".


12.- Sustitúyense los artículos 9°, 10 y 11 por los siguientes:


"Artículo 9º.- Para los efectos de lo dispuesto en la presente ley, CORFO será la institución encargada de certificar los proyectos de investigación y desarrollo que los contribuyentes realicen con sus capacidades internas o de terceros, pudiendo asociarse los contribuyentes para la presentación de tales proyectos.


Los contribuyentes deberán certificar sus proyectos de investigación y desarrollo en forma previa a la utilización de los beneficios tributarios que establece esta ley.


Con todo, los contribuyentes podrán hacer uso de los beneficios tributarios de esta ley, según se establece  a continuación, sin contar con la certificación previa a que alude el inciso anterior. Para estos efectos, los contribuyentes deberán informar a CORFO, en la forma que ésta determine, dentro de los 30 días corridos desde el primer desembolso incurrido con motivo del mismo, de su intención de acogerse a esta modalidad de certificación.


En el caso anterior, la solicitud de certificación deberá presentarse, a más tardar, dentro de los 18 meses siguientes del envío a CORFO de la información a que se refiere el inciso precedente, por parte del contribuyente. La certificación del proyecto deberá ser otorgada por CORFO, de ser procedente, dentro de los 180 días corridos desde la fecha de la solicitud de certificación.


Los contribuyentes que se acojan a lo señalado en el inciso tercero solamente podrán deducir de su renta líquida el 70% de los gastos pagados con motivo de un proyecto de investigación y desarrollo, en la forma señalada en los incisos cuarto y siguientes del artículo 19, pero no tendrán derecho al crédito establecido en la misma disposición sino una vez obtenida la certificación de su proyecto por parte de CORFO. Para estos efectos, desde la fecha en que se informe a CORFO de lo señalado en el inciso tercero, y hasta el momento de obtenida la certificación, el Servicio de Impuestos Internos no podrá liquidar ni girar impuesto alguno relativo a dichos gastos. Durante el período antes referido, no correrán los plazos de prescripción que establece el artículo 200 del Código Tributario.


Una vez otorgada la certificación, el contribuyente podrá impetrar el crédito que establece el artículo 18°, para cuyos efectos deberá determinarlo para cada uno de los ejercicios en que se incurrió en los desembolsos que le dan derecho, rectificando las respectivas declaraciones de impuestos. Cuando con motivo de la imputación del crédito se determine un pago en exceso del Impuesto de Primera Categoría, el contribuyente podrá solicitar su devolución de conformidad a lo dispuesto por el artículo 126 del Código Tributario, debidamente reajustado de conformidad a lo dispuesto en el artículo 57 del mismo Código.


En caso que CORFO no otorgue total o parcialmente la certificación a un proyecto solicitada por un contribuyente acogido a lo dispuesto en el inciso segundo, el Servicio de Impuestos Internos podrá impugnar la deducción de los gastos incurridos en la ejecución de proyectos, en la parte que éstos no hayan sido certificados, en el ejercicio de sus facultades legales. 


Artículo 10.- Cualquiera sea el procedimiento que en virtud del artículo anterior se utilice para certificar un proyecto de investigación y desarrollo, la respectiva solicitud deberá ser presentada por el o los contribuyentes a CORFO. Esta solicitud podrá ser acogida o rechazada por esta última, total o parcialmente, mediante resolución fundada, la que será notificada al o a los contribuyentes, quienes podrán ejercer los recursos establecidos en la ley Nº 19.880.


Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior y en el inciso final del artículo 18, una vez certificado el proyecto, el contribuyente tendrá derecho a hacer uso de los beneficios tributarios de la presente ley, a partir de la fecha de la respectiva solicitud de certificación.


Artículo 11.- El procedimiento de certificación se iniciará mediante la solicitud que el o los  contribuyentes presentarán a CORFO, quien deberá verificar que los contribuyentes den cumplimiento a los siguientes requisitos:


a) Presentar un proyecto de investigación y desarrollo, según éste se define en el artículo 1°, con un costo superior a las cien unidades tributarias mensuales al momento de su presentación. Tratándose de proyectos asociativos, esto es, aquellos presentados por dos o más contribuyentes, el costo del proyecto para cada uno de los contribuyentes individualmente considerados, deberá ser superior a las cien unidades tributarias mensuales al momento de la presentación.


b) Encontrarse en condiciones de disponer de las capacidades materiales y de personal suficientes para llevar a cabo adecuadamente el proyecto de investigación y desarrollo.


c) Contar con mecanismos que reflejen fiel y claramente la cuenta de aquellos gastos que serán realizados en el marco del proyecto.


d) Presentar a CORFO una declaración jurada en la que se manifieste que los antecedentes que se entregan, para los efectos de optar a los beneficios de esta ley, son auténticos, fidedignos y veraces.


Tratándose de proyectos asociativos, cada uno de los contribuyentes deberá cumplir con los requisitos establecidos en los literales anteriores, respecto de aquellas actividades a realizar.


Artículo 12.- Una vez entregados a CORFO los antecedentes señalados en el artículo anterior, ésta verificará:


a) Que los proyectos de investigación y desarrollo presentados por el contribuyente tienen efectivamente por objeto la realización o ejecución de labores de investigación y desarrollo, tal y como las mismas se definen en esta ley, y 


b) Que los desembolsos que se originen con motivo de dichos proyectos, reflejen adecuadamente los costos en que se incurra o incurrirá para realizar las actividades de investigación y desarrollo a que ellos se refieren y que tales costos se ajusten a condiciones observadas en el mercado.


Verificándose lo anterior, CORFO emitirá una resolución certificando el proyecto de investigación y desarrollo.


Artículo 13.- La resolución que certifique un proyecto de investigación y desarrollo deberá contener, a lo menos, las siguientes menciones:


a) Nombre o razón social del contribuyente.


b) Rol Único Tributario del contribuyente.


c) Nombre del proyecto de investigación y desarrollo que se certifica.


d) Objetivo general del proyecto. 


e) Costo total del proyecto sobre cuyos egresos se tendrá derecho a los beneficios tributarios. Con todo, y según lo determine el Reglamento, el contribuyente podrá, con antecedentes fundados, solicitar a CORFO su autorización para modificar este ítem, debiendo dictarse al efecto una nueva resolución. Mientras no se autorice un nuevo monto de costos y gastos, el contribuyente deberá utilizar los beneficios tributarios de esta ley con el monto autorizado por CORFO.


f) Tratándose de proyectos asociativos, el costo total en que cada uno de los contribuyentes incurrirá.


En caso que se trate de un proyecto asociativo, la resolución de CORFO deberá contener las menciones señaladas en las letras a) y b) para cada uno de los contribuyentes respecto de los cuales se acredita el proyecto.


Artículo 14.- Para los efectos de lo dispuesto en los artículos anteriores, CORFO deberá organizar e implementar un proceso de revisión de los proyectos de investigación y desarrollo, pudiendo utilizar al efecto capacidades internas o valerse de la asesoría de expertos nacionales o internacionales, según lo demande la naturaleza de las actividades de investigación y desarrollo a que se refieren los proyectos que sean objeto de su revisión.


Artículo 15.- CORFO, así como el personal que actúe bajo su dependencia, y aquellos asesores o expertos que participen en la revisión técnica de proyectos de investigación y desarrollo, deberán guardar confidencialidad acerca del contenido de los mismos y de los antecedentes que reciban de parte de los contribuyentes.


Artículo 16.- Un reglamento expedido mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y firmado además por el Ministro de Hacienda, determinará los procedimientos para la presentación, revisión, certificación y revocación de los proyectos de investigación y desarrollo, así como el mecanismo de reajustabilidad, forma de pago y demás aspectos del arancel establecido en el artículo 25.


En el mismo reglamento se establecerá el procedimiento mediante el cual los contribuyentes podrán acogerse a lo señalado en los artículos 4º y 9º, y requerir a CORFO para los efectos del inciso final del artículo siguiente.


Artículo 17.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso final del presente artículo, los siguientes tipos de desembolsos podrán ser considerados por CORFO como parte de un proyecto de investigación y desarrollo, siempre que se relacionen directamente con éste:


1. Gastos Corrientes de Investigación y Desarrollo.


a) Remuneraciones y honorarios por servicios personales prestados por personas naturales, ambos valorizados según el porcentaje de dedicación al proyecto, correspondientes al personal técnico y profesional directamente vinculado a las actividades del mismo. Al menos el 50% de estos gastos deberán corresponder a actividades que se lleven a cabo dentro del territorio nacional.


b) Gastos directos en las actividades de ejecución del proyecto, tales como materiales e insumos, reactivos, servicios informáticos, análisis de laboratorio, material bibliográfico y otros componentes necesarios para llevar a cabo el proyecto.


c) Contratos con personas jurídicas para la prestación de servicios relacionados directamente con las actividades del proyecto. Al menos el 50% de estos gastos deberán corresponder a actividades que se lleven a cabo dentro del territorio nacional.


d) El arrendamiento, subarrendamiento, usufructo o cualquiera otra forma remunerada de cesión del uso o goce temporal de bienes muebles o inmuebles, siempre que sean necesarios para desarrollar el objeto del proyecto.


e) Gastos incurridos en la constitución de derechos de propiedad industrial, intelectual, o de registro de nuevas variedades vegetales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de esta ley.


f) Gastos de servicios básicos asociados al proyecto, tales como agua, luz, teléfono e internet, entre otros. Estos desembolsos no podrán constituir más del 5% de los gastos corrientes del proyecto, sin perjuicio de la deducción como gasto de aquellos que no formen parte del mismo. No obstante lo anterior, mediante resolución fundada CORFO podrá autorizar un porcentaje superior al indicado en esta letra cuando los gastos de esta naturaleza sean un componente relevante del costo total, dadas las características del proyecto.


2. Gastos en Bienes Físicos del Activo Inmovilizado para la Investigación y Desarrollo.


Gastos en Bienes Físicos del Activo Inmovilizado para la Investigación y Desarrollo, dentro de los cuales se cuentan aquellos incurridos en la adquisición o fabricación de equipos e instrumental requerido para la ejecución del proyecto. Estos desembolsos podrán incluir gastos de seguros, traslado e internación, y todos los accesorios necesarios para el funcionamiento y puesta en marcha de los activos señalados.


Asimismo, se considerarán las inversiones en edificación e infraestructura, y aquellas inversiones para la adquisición o compra de inmuebles, requeridos para la ejecución del proyecto.


Dentro del marco del presente artículo, CORFO establecerá, mediante resolución, la especificación y detalle de los gastos que podrán ser considerados como parte de un proyecto de investigación y desarrollo. Asimismo, corresponderá a dicho organismo determinar, de oficio o a solicitud de los contribuyentes, si un determinado desembolso no expresamente mencionado en este artículo ni en la resolución respectiva, puede ser tenido como parte de un proyecto.


Artículo 18.- Los contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que declaren su renta efectiva determinada según contabilidad completa, tendrán derecho a un crédito contra el Impuesto de Primera Categoría, que se calculará de la forma indicada en el inciso siguiente, siempre que los respectivos proyectos sean debidamente certificados por CORFO.


El crédito por cada ejercicio será equivalente al 30% de una base conformada por el total de los pagos por concepto de gastos corrientes y la cuota anual de depreciación de los bienes físicos del activo inmovilizado a que se refiere el  artículo 17, siempre que estos bienes físicos sean adquiridos en el marco de un proyecto de investigación y desarrollo. Esta cuota anual de depreciación se determinará conforme a lo dispuesto por el artículo 31, número 5°, de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


El monto del crédito a que tendrá derecho el contribuyente en cada ejercicio, no podrá exceder del equivalente a quince mil unidades tributarias mensuales, de acuerdo al valor de dicha unidad al término del ejercicio respectivo.


El crédito establecido en este artículo se imputará contra el impuesto de primera categoría que grava las rentas del ejercicio en que se produjeron los desembolsos efectivos de los gastos señalados en el artículo anterior, o se dedujo la cuota anual de depreciación, en su caso, según corresponda. En caso de producirse un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución, pero podrá imputarse contra el Impuesto de Primera Categoría que corresponda pagar en los ejercicios posteriores, debidamente reajustado en la forma que establece el artículo 95 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


El crédito a que se refiere este artículo se calculará considerando el monto de los egresos efectuados en el ejercicio por concepto de proyectos de investigación y desarrollo, así como la cuota de depreciación que corresponda, actualizados conforme al porcentaje de variación del índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el último día del mes anterior al del pago efectivo y el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio, según sea aplicable.


Cuando los pagos o la adquisición de los bienes físicos vinculados al proyecto hayan tenido lugar entre las fechas de presentación de la solicitud de certificación y de la resolución que certifica el proyecto, pero en un ejercicio distinto a aquél en que se dicta la referida resolución, deberán ser considerados para la determinación de los beneficios que establece esta ley en el ejercicio en que dicha resolución sea dictada. 


Artículo 19.- Sin perjuicio del crédito señalado en el artículo anterior, el contribuyente tendrá derecho a rebajar como gasto necesario para producir la renta, en aquella parte que no sea crédito, los egresos y la cuota anual de depreciación a que se refiere el artículo 17, siempre que los respectivos proyectos de investigación y desarrollo estén debidamente certificados, y aun cuando los egresos incurridos con ocasión de las actividades de investigación y desarrollo realizadas en virtud de los mismos proyectos no sean necesarias para producir la renta del ejercicio, pudiendo ser deducidos hasta en diez ejercicios comerciales consecutivos contados desde que se generaron dichos gastos. Cuando se deduzcan en ejercicios posteriores, se reajustarán conforme a lo dispuesto por el número 7°, del artículo 41, de la Ley sobre Impuesto a la Renta. 


Los egresos efectuados, ya sea en la parte que den derecho a crédito como en la parte que puedan ser descontados como gastos, en ningún caso serán gravados conforme a lo establecido en el artículo 21° de la Ley sobre el Impuesto a la Renta.


Los contribuyentes no podrán hacer uso de las franquicias establecidas en el número 11° del artículo 31, de la Ley sobre el Impuesto a la Renta, respecto de los pagos incurridos en virtud de proyectos de investigación y desarrollo certificados que den derecho a los beneficios tributarios establecidos en la presente ley.


Igualmente, tratándose de gastos en bienes físicos del activo inmovilizado, respecto de las adquisiciones efectuadas en virtud de proyectos de investigación y desarrollo que estén certificados para los efectos de esta ley, los contribuyentes no podrán hacer uso, además, del crédito establecido en el artículo 33 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Artículo 20.- Al menos, una vez al año, el contribuyente deberá presentar al Servicio de Impuestos Internos y a CORFO, en la forma y plazo que dichas entidades determinen, una declaración jurada informando:


a) Los proyectos de investigación y desarrollo certificados por CORFO y que se hayan ejecutado, o se encuentren en etapa de ejecución, durante el ejercicio respectivo;


b) La individualización de las personas a quienes se han efectuado pagos en virtud de la ejecución de dichos proyectos, y el monto de dichos pagos, y


c) El costo total de cada proyecto certificado por CORFO.


Los contribuyentes que se acojan a lo que establecen los incisos tercero y siguientes del artículo 9º, deberán enviar al Servicio de Impuestos Internos, en el plazo que éste determine, lo señalado en la letra b) del inciso precedente.


Artículo 21.- Cuando parte de un proyecto de investigación y desarrollo sea financiado con recursos públicos, el beneficio establecido en esta ley será aplicable solamente respecto de aquella parte de los desembolsos que no haya recibido dicho financiamiento. Para estos efectos, el contribuyente deberá presentar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y dentro del plazo que éste señale, una declaración jurada en la que indique qué parte de los desembolsos incurridos en el respectivo año no fue financiada con recursos públicos.


Artículo 22.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 13, corresponderá exclusivamente a CORFO fiscalizar la correcta ejecución y cumplimiento de los proyectos de investigación y desarrollo ya certificados a que se refiere esta ley, para lo cual podrá solicitar, incluso de los contribuyentes, en forma periódica, la información que estime necesaria para verificar el cumplimiento de las condiciones establecidas en esta ley y en el proyecto de investigación y desarrollo respectivo.


CORFO podrá declarar, mediante resolución fundada, el incumplimiento de los términos y condiciones del proyecto de investigación y desarrollo correspondiente, si la información o antecedentes requeridos de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior y, especialmente, en el artículo 20, no fueren presentados a su satisfacción en los plazos y forma establecidos en la respectiva solicitud o en la ley. Asimismo, dicha resolución deberá señalar la fecha del incumplimiento de los términos y condiciones del proyecto de investigación y desarrollo respectivo.


También procederá esta declaración en el evento que el proyecto de investigación y desarrollo no estuviese ejecutándose adecuadamente de acuerdo a los antecedentes presentados a CORFO para efectos de su certificación.


No obstante lo anterior, cuando el contribuyente hubiese invocado los beneficios de esta ley en virtud de pagos o bienes que no correspondan total o parcialmente a los proyectos certificados por CORFO, el Servicio de Impuestos Internos podrá, previo pronunciamiento de CORFO mediante resolución fundada que determine que dichos gastos no corresponden total o parcialmente a los proyectos certificados por dicha Corporación, impugnar el crédito o la deducción de los gastos de que se trate, conforme a sus facultades de fiscalización, determinando los impuestos, intereses y multas que correspondan. En estos casos, CORFO podrá revocar la certificación correspondiente, siempre y cuando los gastos impugnados sean iguales o superiores al 20% del monto total del proyecto certificado.


Artículo 23.- La resolución que revoque la certificación del proyecto de investigación y desarrollo respectivo, impedirá al contribuyente  acogerse a los beneficios tributarios establecidos en la presente ley respecto de dicho proyecto de investigación y desarrollo, por lo que el contribuyente deberá rectificar sus declaraciones desde la fecha del incumplimiento señalada en la misma resolución, por los períodos en que reconoció el crédito y el gasto derivado del proyecto de investigación y desarrollo.


La resolución de que trata este artículo y el artículo anterior deberá ser notificada a él o los contribuyentes que corresponda, y contra ella procederán los recursos establecidos en la ley Nº 19.880.


CORFO deberá informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste señale, acerca de todas las resoluciones revocatorias emitidas durante el ejercicio.


Artículo 24.- En todo lo relativo al procedimiento de CORFO para la certificación de los proyectos de investigación y desarrollo, y a las facultades de fiscalización de que dicha entidad es titular de acuerdo a lo establecido en esta ley, se aplicarán las normas de la ley Nº 19.880. Asimismo, en las antedichas materias corresponderá a CORFO implementar y regular sus procedimientos internos para la correcta aplicación de la presente ley.".


13.- Agrégase, a continuación del nuevo artículo 24, el siguiente Título: 

"TÍTULO CUARTO: Disposiciones Generales y Sanciones


Artículo 25.- CORFO podrá cobrar un arancel a los contribuyentes por la certificación de los proyectos o contratos presentados, el que se incorporará al patrimonio de esta entidad y en ningún caso será restituido al solicitante, ni aun en el evento que el proyecto o contrato de investigación y desarrollo sea rechazado. El monto de este arancel, que tendrá por objeto financiar una parte de los costos del procedimiento establecido en la ley para la certificación de los contratos y proyectos de investigación y desarrollo, no podrá exceder del 4% del costo total del proyecto o contrato y, en todo caso, no podrá ser inferior a la suma de diez unidades tributarias mensuales.


El pago de este arancel será considerado como un gasto necesario para producir la renta para los efectos del artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Artículo 26.- Las actividades propias de los contratos para la prestación de servicios de investigación y desarrollo objeto del beneficio tributario establecido en el Título Segundo de esta ley, no podrán ser al mismo tiempo objeto del beneficio señalado en el Título Tercero.


Tampoco podrá ser objeto de los beneficios de esta ley aquella investigación contratada por un contribuyente, cuando simultáneamente vincule los desembolsos efectuados con motivo del contrato, a un proyecto.


Cuando se utilicen los beneficios que establece esta ley en los casos a que se refiere este artículo, respecto del contribuyente que no hubiere podido sino estar en conocimiento, se aplicará lo dispuesto por el artículo 23, para los efectos de revocar el proyecto, rectificar, girar o liquidar los impuestos, intereses y multas que corresponda.


Artículo 27.- Durante la vigencia de la presente ley, CORFO preparará anualmente, para fines estadísticos y de información, un informe en el que se incluirá de manera detallada y en términos desagregados, a lo menos, la siguiente información referida a los doce meses anteriores a la fecha del antedicho informe:

|
a) Identificación de centros de investigación que solicitaron inscribirse en el Registro a que se refiere esta ley; identificación de los centros de investigación que habiendo solicitado dicha inscripción efectivamente fueron incorporados, incluyéndose información relativa a su distribución en las distintas Regiones del país y la identificación de centros de investigación registrados que dependen de universidades; identificación de los centros de investigación cuyas solicitudes de inscripción fueron rechazadas y las principales causales de dichos rechazos, y la identificación de los centros de investigación que hubieren sido eliminados del Registro y las causas de lo anterior;


b) Identificación de contratos y proyectos de investigación y desarrollo respecto de los cuales se hubiere solicitado la certificación a la que se refiere esta ley, e identificación de los mismos que la hubieren obtenido, incluyéndose información que permita  identificar la cantidad de contratos de investigación  y desarrollo celebrados por cada centro de investigación. También, el número o porcentaje de contratos o proyectos de investigación y desarrollo a los que no se les concedieron la certificación y las principales causales de ello;

c) Identificación de contribuyentes que hubieren suscrito contratos o presentado proyectos de investigación y desarrollo, que hayan sido certificados al amparo de lo dispuesto en la presente ley, incluyéndose información que permita, en lo posible, categorizar a los mismos según sector económico al que pertenezcan, su tamaño como organización y las Regiones del país en las que tienen su domicilio;

d) Identificación de contribuyentes que hubieren optado por el procedimiento de certificación señalado en los incisos segundo y siguientes del artículo 4º, y tercero y siguientes del artículo 9º, y

e) Cantidad total de recursos comprometidos por los contribuyentes en actividades de investigación y desarrollo, mediante los contratos y,o proyectos de investigación y desarrollo a los que se refiere esta ley, debiendo indicarse el o los sectores económicos y las Regiones del país que concentran el mayor compromiso de recursos invertidos a través de tales contratos y,o proyectos.

El informe al que se refiere el inciso anterior será de público conocimiento, debiendo CORFO publicarlo en forma electrónica o digital el día 30 de enero de cada año.

Artículo 28.- El Ministerio de Hacienda informará anualmente a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados del uso de los beneficios tributarios contenidos en esta ley, incluyendo el número de proyectos y el monto de recursos involucrados.

Artículo 29.- Los que individualmente o concertados proporcionaren antecedentes, informes o declaraciones maliciosamente falsas o incompletas con el objeto de obtener la inscripción o mantenerse en el Registro, la certificación de un contrato de investigación y desarrollo o de impetrar el beneficio tributario a que se refiere esta ley, según corresponda, serán sancionados con las penas que se establecen en el N°23 del inciso primero del artículo 97, del decreto ley N° 830, de 1974, sobre Código Tributario.


14.- Reemplázase el artículo primero transitorio por el siguiente:


"Artículo 1° transitorio.- Para los fines de acogerse al régimen de incentivos contemplado en la presente ley, los contribuyentes deberán presentar a CORFO las solicitudes de certificación de sus contratos y proyectos hasta el día 31 de diciembre de 2025. En consecuencia, los contratos y proyectos debidamente certificados por CORFO, darán derecho a los contribuyentes a hacer uso de los beneficios de esta ley, aun cuando estos beneficios se hagan efectivos con posterioridad al 31 de diciembre de 2025, con tal que la solicitud de certificación respectiva haya sido presentada hasta dicha fecha.".

15.- Reemplázase el artículo segundo transitorio por el siguiente:

"Artículo 2° transitorio.- Durante el primer semestre del año 2016 el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo encargará la realización de un estudio y evaluación de la presente ley en cuanto instrumento de fomento para la realización, por parte del sector privado, de actividades de investigación y desarrollo, y en cuanto instrumento de incentivo para potenciar el vínculo entre los centros de investigación y el referido sector privado. 

En el antedicho estudio deberá realizarse, a lo menos, un análisis acerca del efecto o impacto que la presente ley hubiere tenido en la creación de nuevos centros de investigación, y la calidad de los mismos, así como en la mejora de los centros de investigación ya existentes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, principalmente, en términos de infraestructura y de personal calificado para llevar a cabo las labores de investigación y desarrollo; su impacto en las empresas o contribuyentes involucrados, en términos de la incorporación de los resultados de la investigación y desarrollo a sus procesos, del gasto comprometido en investigación y desarrollo, del aumento en la competitividad de dichas empresas, de los incrementos de valor experimentados por ellas con ocasión de la investigación y desarrollo. El mencionado estudio deberá incluir además, de manera general y en términos agregados, la misma información a la que se refiere el artículo 27 de la presente ley. El estudio y evaluación antes referidos será de público conocimiento, debiendo ser publicado en forma electrónica o digital, por el referido ministerio, en el primer semestre del año 2017. Lo anterior es sin perjuicio de la evaluación que el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo realizará el segundo semestre del año 2015 acerca del uso de la presente ley por el sector privado. Dicha evaluación será de público conocimiento, debiendo ser publicada en forma electrónica, digital e impresa por el referido ministerio, en el mes de junio de 2016.".

Artículo transitorio.- La presente ley entrará en vigencia transcurridos seis meses desde su publicación en el Diario Oficial. Con todo, los contribuyentes que a dicha fecha tengan vigente uno o más contratos de investigación y desarrollo, debidamente certificados por CORFO, en virtud del cual estuvieren haciendo uso de los beneficios que contempla el artículo 5° de la ley N° 20.241, continuarán acogidos a dichos beneficios, en los mismos términos que señala el referido artículo, hasta el término del respectivo ejercicio. En lo sucesivo, estos contribuyentes podrán optar si se acogen a las modificaciones introducidas a la ley N° 20.241 por la presente ley, o continúan haciendo uso de los señalados beneficios tributarios en los términos consagrados en el régimen anterior. En cualquier caso, deberán informar de su decisión al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine.


Dentro del mismo plazo deberá dictarse el reglamento establecido en el artículo 16 incorporado a la ley N° 20.241, por esta ley, pudiéndose al efecto adecuar la reglamentación vigente".".
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 13 y 22 de diciembre de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Quintana Leal (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn (Jovino Novoa Vásquez) y señores Alejandro Navarro Brain (José Antonio Gómez Urrutia)  e Ignacio Walker Prieto. 


Sala de la Comisión, a 2 de enero de 2012.



(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart,

Secretario
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HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.

A la sesión en que se consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de los miembros de la Comisión, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, el Ministro, señor Pablo Longueira; el Subsecretario, señor Tomás Flores; el Director de InnovaChile Corfo, señor Conrad Von Igel; el Asesor Legislativo, señor Gabriel Jiménez, y el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Alejandro Arriagada.

Del Ministerio de Hacienda: el Asesor, señor José Domingo Peñafiel, y el Jefe de Gabinete del Subsecretario de Hacienda, señor Jorge Sahd.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor José Francisco Acevedo.

De la Biblioteca del Congreso Nacional: la Coordinadora del Área Economía, señorita María Soledad Larenas.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

- - -

Cabe señalar que el proyecto de ley fue analizado previamente por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en segundo informe. 

Se hace presente, asimismo, que habiendo iniciado la Comisión de Hacienda su conocimiento de la iniciativa legal, la Sala del Senado, en sesión de 10 de enero de 2012, acordó la apertura de un nuevo plazo de indicaciones, para ser presentadas en la secretaría de la antedicha Comisión hasta las 11:00 horas del día 11 de enero del corriente.

Las indicaciones que en esta oportunidad se formularon, fueron signadas con los números 10 bis, 21 bis y 26 bis.

- - -

Para los efectos del artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda realizó  enmiendas sobre las siguientes disposiciones del proyecto aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe:

Artículo único:

- En el numeral 8, número i), sustituyó el guarismo “30%” por el guarismo “35%” del inciso primero del artículo 5° allí contenido. Lo hizo en virtud de la indicación número 10 bis. 

- En el numeral 12, sustituyó el guarismo “30%” por el guarismo “35%” del inciso segundo del artículo 18 allí contenido. Lo hizo en virtud de la indicación número 21 bis.

- En el numeral 13, incorporó un artículo 28, nuevo, pasando los artículos 28 y 29, a ser 29 y 30, respectivamente. Lo hizo en virtud de la indicación número 26 bis.

Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y sólo dicen relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del artículo único, numeral 3, número vi); numeral 6, número i); numeral 7; numeral 8, números i), ii), iii) y iv); numeral 12, artículos 9°, 18, 19, 20, 21, 22 y 23; numeral 13, artículos 25 y 29, que pasa a ser 30; numeral 14, y numeral 15, y el artículo transitorio, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, como reglamentariamente corresponde de acuerdo al artículo 41 del Reglamento del Senado.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Se perfecciona y adecua ciertos aspectos generales de la ley N° 20.241 y de los beneficios tributarios para las inversiones en investigación y desarrollo que hagan las empresas con un centro de investigación registrado (investigación y desarrollo “extramuros”). Asimismo, se contemplan modificaciones a la mecánica de los beneficios tributarios a que pueden optar los contribuyentes que hagan inversiones extramuros y regula las inversiones en investigación y desarrollo que las empresas realicen utilizando sus capacidades internas (investigación y desarrollo “intramuros”).  

- - -

DISCUSIÓN 

El Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira, señaló que la iniciativa legal tiene por objeto incrementar en nuestro país la inversión en investigación y desarrollo (I+D). Precisó que, actualmente, ella representa tan sólo el 0,4% del Producto Interno Bruto, lo que ubica a Chile en el primer lugar de los países que menos invierten en esta materia dentro de los países pertenecientes a la OCDE. Informó, además, que es del Estado de quien provienen los mayores gastos en esta materia con casi el 65% del total, contribuyendo el mundo privado con el resto. En dicho contexto, puntualizó, la meta del Gobierno es duplicar el porcentaje de inversión en investigación y desarrollo, aumentando, al mismo tiempo, la inversión privada.

Asimismo, acotó que actualmente las investigaciones se realizan “extramuros” y, en consecuencia, lo que hace la iniciativa legal es extender la exención tributaria y el crédito que contempla la ley N° 20.241 hacia las investigaciones que se realizan al interior de las empresas, fomentando así las que se efectúan “intramuros”. Destacó, además, que el proyecto aumenta el monto máximo de dichos proyectos de 5.000 a 15.000 UTM.

En la misma línea, sostuvo que la extensión del beneficio tributario hacia la investigación privada conllevará mayores gastos por parte del Estado, motivo por cual se planteaba que el crédito en contra del impuesto de primera categoría bajara de 35 a 30%, pero en virtud de un acuerdo alcanzado en el trámite anterior y que se refleja en una indicación apenas presentada, el guarismo se mantiene en 35%, pudiendo el 65% restante imputarse como gasto necesario de la empresa para producir la renta. 

Indicó que, adicionalmente, ingresó una indicación del Ejecutivo que recogió una idea planteada en la precedente Comisión, que establece un registro de todos los contribuyentes acogidos a los beneficios tributarios de la ley N° 20.241.

A continuación, el Subsecretario de Economía, Fomento y Turismo, señor Flores, efectuó una presentación en formato power point del siguiente tenor:

Contexto

Motivación

El desafío de crecimiento del PIB pasa por un aumento en la productividad. Para eso, la innovación juega un rol esencial. 

El Gobierno se ha puesto como meta duplicar la inversión en I+D como porcentaje del PIB al 2014 (desde 0,4% actual).

Este proyecto es una pieza fundamental de nuestro programa económico. Impulsará la inversión en I+D de las empresas, la cual hoy sólo representa un 44% de la total y el objetivo es llevar esa proporción al 65% (promedio OECD).

Para entender qué es I+D

Investigación: búsqueda metódica para generar nuevos conocimientos en el ámbito científico o tecnológico, sea básica o aplicada. 

Desarrollo: trabajos sistemáticos que aprovechan los conocimientos obtenidos de la investigación, dirigidos a:

- Producción de nuevos materiales o productos;

- Puesta en marcha de nuevos procesos o sistemas; 

- Mejora sustancial de los ya existentes, siempre que el resultado buscado tenga un grado de novedad, y 

- Resuelva o facilite la resolución de una incertidumbre científica o tecnológica. 

Ejemplos:

- Investigación de nuevas tecnologías para proyectos de energías renovables.

- Desarrollo de un nuevo sistema de control automático de procesos para la minería.

- Investigación sobre nuevas variedades genéticas vegetales.

- Desarrollo de técnicas para investigar hábitos de los consumidores.

- Desarrollo de nuevas vacunas para salmones.

- Investigación matemática relativa a análisis de riesgos financieros.

- Investigación de operaciones. 

Inversión en I+D como Porcentaje del PIB
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Fuente:  Main Science and Technology Indicators (MSTI), OECD 2010.  Encuesta de Innovación e I+D 2007 – 2008. División de Innovación, Ministerio de Economía. 

Financiamiento de I+D

	En US$ millones del 2008
	Situación 2008

	Fuentes de Financiamiento
	Total 2008
	Part. % Financ.

	Empresas
	296
	44%

	Estado
	229
	34%

	Educación Superior
	117
	17%

	IPSFL
	13
	2%

	Fondos Internacionales
	23
	3%

	Total
	677
	100,0%

	* Para los cálculos se utiliza un dólar de $520 (promedio 2008)


Fuente: Encuesta de Innovación e I+D 2007-2008. División de Innovación, Ministerio de Economía.

Actual beneficio a I+D

El año 2008 se dicta la Ley  N° 20.241, creando un incentivo tributario a la I+D. Este esfuerzo ha sido valorado por todos los sectores como herramienta para fomentar la innovación.

- El beneficio consiste en un 35% de crédito tributario sólo para los contratos de I+D entre empresas y terceros registrados ante Corfo (“extramuros”).

- Los proyectos son certificados por Corfo al momento de su presentación.

- Límites estrechos (5.000 UTM / 15% de ventas de la empresa).

- Fecha de término del beneficio: 2017.
Proyectos acogidos beneficio I+D 2008 - 2011

Sectores Económicos

	Sector
	Nº Contratos
	%
	Total Certificado M$

	Biotecnología
	1
	1%
	    93.808   

	Farmacología
	1
	1%
	     101.099   

	Industria Alimentaria
	1
	1%
	    11.154   

	Infraestructura y Medio Ambiente
	16
	21%
	750.630   

	Minería
	3
	4%
	1.375.759   

	Pesca y Acuicultura
	24
	33%
	1.872.468   

	SilvoAgropecuario
	21
	29%
	 1.106.018   

	Tic´s
	6
	8%
	790.822   

	Total
	73
	100%
	6.101.758   


Fuente: Informe de Gestión Mensual, Programa Crédito Tributario para Inversión Privada en I+D. InnovaChile Corfo.
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Fuente: Informe de Gestión Mensual, Programa Crédito Tributario para Inversión Privada en I+D. InnovaChile Corfo.

Situación Comparada

En la actualidad, cada vez más países están utilizando incentivos tributarios para fomentar la I+D: 

· 1995 
=
12
· 2004 
=
18 
· 2010
=
Más de 20
Fuente: R&D Tax Incentives: Rational, Design, Evaluation. OECD, 2010.
Gran parte de los países miembros de la OECD tienen incentivos tributarios. Quienes no cuentan con dichos incentivos están en fase de preparación, como Alemania y Finlandia.

Si bien no existe un modelo único, los países han fomentado la inversión en I+D por medio de créditos tributarios, deducción del gasto asociado al proyecto o una combinación de ambas. 
La experiencia comparada demuestra que estos incentivos son fundamentales para impulsar la inversión en I+D.

Principales cambios

Se amplían y flexibilizan formas de hacer I+D con beneficio tributario. Se incorporan:

- Modalidad «intramuros» (realizada al interior de la empresa con capacidades propias de la misma).
- Combinaciones de intramuros, subcontrataciones, consorcios, etc.
- Hecho en Chile o el extranjero (hasta 50%).
Beneficio tributario: 30% crédito tributario y 70% restante se deduce como gasto necesario.

- Se triplica el máximo del crédito tributario anual, de 5.000 UTM (US$390 mil aprox.) a 15.000 UTM (US$ 1,2 millones aprox.).
- Se elimina el tope por porcentaje de las ventas, favoreciendo a los emprendimientos en etapa PyME.
- Beneficio puede hacerse efectivo hasta en 10 años.
El beneficio se aplica a gastos corrientes, gasto en protección de  propiedad intelectual (patentes, derechos de autor, servicios profesionales relacionados) y de capital (infraestructura, equipos, etc.).

 Se simplifican trámites de certificación de proyectos y de registro de centros ante CORFO.

Se extiende el beneficio hasta 2025.
Proyecto de ley I+D

Principales Cambios

	Materia
	Ley 20.241
	Proyecto de Ley

	Incentivo tributario
	35% de crédito tributario
65% aceptado como gasto
	30% de crédito tributario
70% aceptado como gasto

	Modalidad
	Sólo proyectos con centros certificados por Corfo
	Se amplía  a la realizada en la empresa y con otros terceros

	Modalidad II
	Sólo I+D realizada en Chile
	Principalmente en Chile

	Tope Beneficio 
	5.000 UTM (US$ 390 mil)
	15.000 UTM (US$ 1,2 millones)

	Tope Beneficio II
	Hasta 15% de las ventas
	Sin tope como % de las ventas

	Gastos incluidos
	Valor del contrato
	Gastos corrientes y de capital

	Gastos de Propiedad Intelectual
	No se incluyen
	Sí se incluyen

	Certificación Corfo
	Ex ante
	Ex ante o ex post

	Vigencia Ley
	31 Diciembre 2017
	31 Diciembre 2025


Finalmente, acotó que el único cambio respecto del cuadro precedentemente mostrado, es que el incentivo tributario se mantendría en 35% y no cambiaría respecto del texto legal vigente.

El Honorable Senador señor Novoa manifestó que participó de la tramitación de la ley N° 20.241 y el presente proyecto mantiene las ideas y el espíritu original, mejorando algunos aspectos para lograr una mayor utilización y aplicación de los mecanismos de incentivo con el objeto de que aumente la investigación.

El Honorable Senador señor Frei consultó cuál es la razón de que se otorgue un plazo de vigencia tan extenso del incentivo hasta el año 2025.

El Director de InnovaChile Corfo, señor Von Igel, indicó que considerando el desfase de la ley 20.241, publicada a inicios del año 2008, respecto del presente año, se verifica un aumento de vigencia de 3 ó 4 años. Agregó que la idea de extender la vigencia de la ley apunta a la investigación y desarrollo de algunas empresas en que el proceso resulta más complejo y requiere estructurar una gerencia o un área de I+D, o se trata de proyectos muy grandes, por ejemplo, como podría ser una nueva variedad genética en agricultura, por lo que se necesitan más años para su implementación. 
El Honorable Senador señor Kuschel consultó si el incentivo se dirige a la creación de innovación y desarrollo, y además a la transferencia y difusión de dicho conocimiento o si este último aspecto no está considerado por el proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Frei adhirió a la pregunta anterior, y observó que cuando se trata de centros de investigación “extramuros”, sean de universidades u otros, los conocimientos adquiridos se traspasan a la comunidad, en cambio no sabe qué ocurrirá con la investigación a la que apunta el presente proyecto de ley, dado que se dirige fuertemente a la investigación privada.

El señor Von Igel, expresó que existen varios ámbitos del sistema de innovación, como el de ciencias básicas, y otro de ellos es el de transferencia y difusión tecnológica. Planteó que el proyecto en discusión busca hacerse cargo de un aspecto específico, que ni siquiera alcanza a la investigación y desarrollo en su totalidad, si no que a la investigación aplicada y el desarrollo tecnológico, que son dos segmentos de lo que habitualmente se conoce como I+D, y es lo que normalmente hacen las empresas en los países desarrollados. 

Expuesto lo anterior, señaló que la difusión y transferencia tecnológica tiene una serie de instrumentos de apoyo para que ocurra en el sector privado con un cierto grado de subsidio, como por ejemplo los mecanismo que tienen INNOVA, CORFO, FIA, INDAP, etc.

Asimismo, indicó que el proyecto de ley busca modificar algunos conceptos, incluyendo, por ejemplo, los derechos de propiedad intelectual e industrial, para avanzar a una siguiente etapa en que la investigación aplicada y el desarrollo tecnológico van a tener una mayor transferencia hacia el mercado y no sólo a la empresa en que se desarrolla.

El Honorable Senador señor Frei manifestó que, no obstante estar de acuerdo con la iniciativa que se discute, se abstendría en la votación de las disposiciones legales correspondientes, debido a su disconformidad con la política de otorgar urgencia de discusión inmediata a proyectos que recién han ingresado para su debate en la Comisión de Hacienda.

El Ministro, señor Longueira, planteó que el Ejecutivo retiraría la urgencia precedentemente señalada, la que fue puesta sólo con el objetivo de asegurar el despacho del proyecto de ley durante el mes de enero.

El Honorable Senador señor Kuschel reiteró su sugerencia de que se estudie la implementación de un mecanismo que facilite la transferencia de la innovación y del desarrollo tecnológico, especialmente en áreas claves como el pesquero y el agrícola.

El Ministro, señor Longueira, indicó que el proyecto de ley apunta principalmente a aumentar el número de patentes referidas a propiedad industrial, y que respecto a la transferencia de tecnología hay otras instituciones que operan con recursos fiscales que se preocupan del tema, como son CONICYT y Fundación Chile. En el mismo sentido, observó que en este proyecto se elimina el tope del beneficio referido al porcentaje de las ventas de la empresa, para permitir que más pequeños y medianos empresarios puedan participar.
- - -

Las disposiciones de competencia de la Comisión se reseñan de manera sumaria a continuación:
Artículo único

Introduce modificaciones, en quince numerales, a  la ley Nº 20.241, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo.
Numeral 3

Realiza modificaciones mediante seis numerales al artículo 1° de la citada ley N° 20.241.

Numeral vi)

Incorpora los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:


"Tratándose de actividades asociadas a la constitución de derechos de propiedad industrial, consistentes en patentes de invención, modelos de utilidad, y diseños y dibujos industriales, todo ello al amparo de la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial; de derechos de autor sobre programas computacionales, al amparo de la ley N° 17.336, de Propiedad Intelectual; y de derechos de protección sobre nuevas variedades vegetales, al amparo de la ley N° 19.342, que Regula Derechos de Obtentores de Nuevas Variedades Vegetales, las actividades necesarias para la constitución de los derechos respectivos, incluyendo los servicios profesionales involucrados en el proceso de obtención de los derechos y registros, informes periciales, defensas ante eventuales oposiciones y costos de publicaciones asociadas, podrán ser objeto del beneficio tributario establecido en esta ley, en la medida que éstas se deriven de los resultados obtenidos de proyectos y contratos de Investigación y Desarrollo debidamente certificados por la "CORFO", al amparo de la presente ley.


Las actividades descritas en el inciso precedente podrán ser incorporadas ya sea en la solicitud original de certificación del correspondiente contrato o proyecto, o bien con posterioridad, rigiéndose en este último caso por el mismo procedimiento para la certificación de contratos y proyectos de investigación y desarrollo, en cuanto sea aplicable.


Para los efectos de la presente ley, se entenderá que la expresión "investigación y desarrollo" comprende a las actividades de investigación, desarrollo o ambas.".

Puesto en votación el numeral vi) del número 3, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.
Numeral 6


Modifica en cuatro numerales el artículo 3º de la ley N° 20.241.

Numeral i)
Agrega la siguiente frase final, en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido:

"Tratándose de contratos de investigación y desarrollo celebrados entre un centro de investigación y más de un contribuyente simultáneamente, cada contribuyente deberá comprometerse a pagar a lo menos 100 unidades tributarias mensuales, señalándose en el contrato la parte del precio a pagar por cada uno de ellos.".

Puesto en votación el numeral i) del número 6, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.
Numeral 7


Reemplaza el artículo 4° de la ley N° 20.241.


El artículo 4° que propone la iniciativa legal dispone que los contribuyentes deberán certificar sus contratos de forma previa a la utilización de los beneficios tributarios que establece esta ley.


Añade que ellos podrán hacer uso de los beneficios tributarios de esta ley sin contar con la certificación previa a que alude el inciso anterior, para lo cual deberán informar su intención de acogerse a esta modalidad de certificación a la CORFO, en la forma que ésta determine, dentro de los 30 días corridos desde el primer desembolso incurrido con motivo de un contrato de investigación y desarrollo.


Agrega la norma que en el caso anterior, la solicitud de certificación deberá presentarse, a más tardar, dentro de los 18 meses siguientes al envío de la información a la CORFO a que se refiere el inciso precedente, por parte del contribuyente. La certificación del contrato, de ser procedente, deberá ser otorgada por la CORFO dentro de los 180 días corridos desde la fecha de la solicitud de certificación.


Precisa en seguida que los contribuyentes que se acojan a los beneficios de esta ley sin contar con la certificación, en la forma que se ha señalado precedentemente, sólo podrán deducir de su renta líquida  el 70% de los gastos en que incurran con motivo de un contrato de investigación y desarrollo, en la forma señalada en los incisos cuarto y siguientes del artículo 5º, pero no tendrán derecho al crédito establecido en la misma disposición sino una vez obtenida la certificación de su contrato por parte de la CORFO. Para estos efectos, desde la fecha en que se informe a la CORFO de lo señalado en el inciso segundo, el Servicio de Impuestos Internos no podrá liquidar ni girar impuesto alguno relativo a dichos gastos. Durante el mismo período, no correrán los plazos de prescripción que establece el artículo 200 del Código Tributario.


Añade que una vez otorgada la certificación, el contribuyente podrá impetrar el crédito que establece el artículo 5°, para cuyos efectos deberá determinarlo para cada uno de los ejercicios en que se incurrió en los desembolsos, rectificando las respectivas declaraciones de impuestos. Cuando con motivo de la imputación del crédito se determine un pago en exceso del impuesto de primera categoría, el contribuyente podrá solicitar su devolución de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 126 del Código Tributario, debidamente reajustado de conformidad al artículo 57 del mismo Código. 


Finalmente, el precepto dispone que en caso que la CORFO no otorgue total o parcialmente la certificación a un contrato solicitada por un contribuyente acogido a lo dispuesto en el inciso segundo, el Servicio de Impuestos Internos podrá impugnar la deducción de los gastos, incurridos en la ejecución de contratos en la parte que éstos no hayan sido certificados, en el ejercicio de sus facultades legales.

Puesto en votación el numeral 7, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.
Numeral 8


Introduce cuatro modificaciones al artículo 5º de la ley N° 20.241. 

Numeral i)


Reemplaza el inciso primero por el siguiente: 


"Artículo 5°.- Los contribuyentes del impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que declaren su renta efectiva determinada según contabilidad completa, tendrán derecho a un crédito contra el impuesto de primera categoría del ejercicio, equivalente al 30% del total de los pagos en dinero efectuados conforme a los contratos de investigación y desarrollo debidamente certificados, celebrados con centros de investigación y desarrollo registrados. El monto del crédito a que tendrá derecho el contribuyente en cada ejercicio, bajo las normas de este Título, no podrá exceder el equivalente a quince mil unidades tributarias mensuales, de acuerdo al valor de dicha unidad al término del ejercicio respectivo.".


En este numeral recayó la indicación número 10 bis de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir el guarismo "30%" por el guarismo "35%".
- En votación el numeral i) y la indicación número 10 bis, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.
Numeral ii)

Sustituye el inciso cuarto por el siguiente:


"El contribuyente tendrá derecho, además, a rebajar como gasto necesario para producir la renta, el monto de los pagos efectuados conforme a los contratos de investigación y desarrollo debidamente certificados, en aquella parte que no constituya crédito, aun cuando los gastos por las actividades realizadas en virtud de dichos contratos no sean necesarios para producir la renta del ejercicio, pudiendo ser deducidos hasta en diez ejercicios comerciales consecutivos contados a partir del mismo ejercicio en que se haya otorgado la certificación correspondiente, reajustados conforme a lo dispuesto en el número 7°, del artículo 41, de la Ley sobre Impuesto a la Renta.".

Puesto en votación el numeral ii) del número 8, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.
Numeral iii)
Intercala a continuación del inciso cuarto, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, pasando los actuales incisos quinto, sexto y séptimo, a ser octavo, noveno y décimo, respectivamente:


"Los desembolsos, ya sea en la parte que den derecho a crédito como en la parte que puedan ser descontados como gastos, en ningún caso serán gravados conforme a lo establecido en el artículo 21° de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 4º, una vez certificado el respectivo contrato, el contribuyente tendrá derecho a hacer uso de los beneficios tributarios de la presente ley, por los pagos efectuados a partir de la fecha de suscripción del contrato.


Los contribuyentes no podrán hacer uso de las franquicias establecidas en el número 11° del artículo 31 de la Ley sobre el Impuesto a la Renta, respecto de los pagos incurridos en virtud de contratos de investigación y desarrollo certificados que den derecho a los beneficios tributarios establecidos en la presente ley.".

Puesto en votación el numeral iii) del número 8, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.
Numeral iv)


Elimina en el numeral v) del nuevo inciso octavo, después de la palabra "desarrollo" la frase que empieza con "así como las personas relacionadas con tales contribuyentes" hasta el punto aparte, pasando a ser punto aparte la coma que sigue a la palabra "desarrollo". 

Puesto en votación el numeral iv) del número 8, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.
Numeral 12

Sustituye los artículos 9°, 10 y 11, por los artículos 9° a 24, nuevos.
Artículo 9°

Su texto es el siguiente:

"Artículo 9º.- Para los efectos de lo dispuesto en la presente ley, CORFO será la institución encargada de certificar los proyectos de investigación y desarrollo que los contribuyentes realicen con sus capacidades internas o de terceros, pudiendo asociarse los contribuyentes para la presentación de tales proyectos.


Los contribuyentes deberán certificar sus proyectos de investigación y desarrollo en forma previa a la utilización de los beneficios tributarios que establece esta ley.


Con todo, los contribuyentes podrán hacer uso de los beneficios tributarios de esta ley, según se establece  a continuación, sin contar con la certificación previa a que alude el inciso anterior. Para estos efectos, los contribuyentes deberán informar a CORFO, en la forma que ésta determine, dentro de los 30 días corridos desde el primer desembolso incurrido con motivo del mismo, de su intención de acogerse a esta modalidad de certificación.


En el caso anterior, la solicitud de certificación deberá presentarse, a más tardar, dentro de los 18 meses siguientes del envío a CORFO de la información a que se refiere el inciso precedente, por parte del contribuyente. La certificación del proyecto deberá ser otorgada por CORFO, de ser procedente, dentro de los 180 días corridos desde la fecha de la solicitud de certificación.


Los contribuyentes que se acojan a lo señalado en el inciso tercero solamente podrán deducir de su renta líquida el 70% de los gastos pagados con motivo de un proyecto de investigación y desarrollo, en la forma señalada en los incisos cuarto y siguientes del artículo 19, pero no tendrán derecho al crédito establecido en la misma disposición sino una vez obtenida la certificación de su proyecto por parte de CORFO. Para estos efectos, desde la fecha en que se informe a CORFO de lo señalado en el inciso tercero, y hasta el momento de obtenida la certificación, el Servicio de Impuestos Internos no podrá liquidar ni girar impuesto alguno relativo a dichos gastos. Durante el período antes referido, no correrán los plazos de prescripción que establece el artículo 200 del Código Tributario.


Una vez otorgada la certificación, el contribuyente podrá impetrar el crédito que establece el artículo 18°, para cuyos efectos deberá determinarlo para cada uno de los ejercicios en que se incurrió en los desembolsos que le dan derecho, rectificando las respectivas declaraciones de impuestos. Cuando con motivo de la imputación del crédito se determine un pago en exceso del Impuesto de Primera Categoría, el contribuyente podrá solicitar su devolución de conformidad a lo dispuesto por el artículo 126 del Código Tributario, debidamente reajustado de conformidad a lo dispuesto en el artículo 57 del mismo Código.


En caso que CORFO no otorgue total o parcialmente la certificación a un proyecto solicitada por un contribuyente acogido a lo dispuesto en el inciso segundo, el Servicio de Impuestos Internos podrá impugnar la deducción de los gastos incurridos en la ejecución de proyectos, en la parte que éstos no hayan sido certificados, en el ejercicio de sus facultades legales.”.

Puesto en votación el artículo 9°, contenido en el número 12, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.
Artículo 18


Dispone lo siguiente:

 “Artículo 18.- Los contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que declaren su renta efectiva determinada según contabilidad completa, tendrán derecho a un crédito contra el Impuesto de Primera Categoría, que se calculará de la forma indicada en el inciso siguiente, siempre que los respectivos proyectos sean debidamente certificados por CORFO.


El crédito por cada ejercicio será equivalente al 30% de una base conformada por el total de los pagos por concepto de gastos corrientes y la cuota anual de depreciación de los bienes físicos del activo inmovilizado a que se refiere el  artículo 17, siempre que estos bienes físicos sean adquiridos en el marco de un proyecto de investigación y desarrollo. Esta cuota anual de depreciación se determinará conforme a lo dispuesto por el artículo 31, número 5°, de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


El monto del crédito a que tendrá derecho el contribuyente en cada ejercicio, no podrá exceder del equivalente a quince mil unidades tributarias mensuales, de acuerdo al valor de dicha unidad al término del ejercicio respectivo.


El crédito establecido en este artículo se imputará contra el impuesto de primera categoría que grava las rentas del ejercicio en que se produjeron los desembolsos efectivos de los gastos señalados en el artículo anterior, o se dedujo la cuota anual de depreciación, en su caso, según corresponda. En caso de producirse un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución, pero podrá imputarse contra el Impuesto de Primera Categoría que corresponda pagar en los ejercicios posteriores, debidamente reajustado en la forma que establece el artículo 95 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


El crédito a que se refiere este artículo se calculará considerando el monto de los egresos efectuados en el ejercicio por concepto de proyectos de investigación y desarrollo, así como la cuota de depreciación que corresponda, actualizados conforme al porcentaje de variación del índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el último día del mes anterior al del pago efectivo y el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio, según sea aplicable.


Cuando los pagos o la adquisición de los bienes físicos vinculados al proyecto hayan tenido lugar entre las fechas de presentación de la solicitud de certificación y de la resolución que certifica el proyecto, pero en un ejercicio distinto a aquél en que se dicta la referida resolución, deberán ser considerados para la determinación de los beneficios que establece esta ley en el ejercicio en que dicha resolución sea dictada.”. 

En este numeral recayó la indicación número 21 bis de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir en el inciso segundo del artículo 18 del numeral 12, el guarismo "30%" por el guarismo "35%".
- En votación el artículo 18 y la indicación número 21 bis, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.
Artículo 19


Es del siguiente tenor:

 “Artículo 19.- Sin perjuicio del crédito señalado en el artículo anterior, el contribuyente tendrá derecho a rebajar como gasto necesario para producir la renta, en aquella parte que no sea crédito, los egresos y la cuota anual de depreciación a que se refiere el artículo 17, siempre que los respectivos proyectos de investigación y desarrollo estén debidamente certificados, y aun cuando los egresos incurridos con ocasión de las actividades de investigación y desarrollo realizadas en virtud de los mismos proyectos no sean necesarias para producir la renta del ejercicio, pudiendo ser deducidos hasta en diez ejercicios comerciales consecutivos contados desde que se generaron dichos gastos. Cuando se deduzcan en ejercicios posteriores, se reajustarán conforme a lo dispuesto por el número 7°, del artículo 41, de la Ley sobre Impuesto a la Renta. 


Los egresos efectuados, ya sea en la parte que den derecho a crédito como en la parte que puedan ser descontados como gastos, en ningún caso serán gravados conforme a lo establecido en el artículo 21° de la Ley sobre el Impuesto a la Renta.


Los contribuyentes no podrán hacer uso de las franquicias establecidas en el número 11° del artículo 31, de la Ley sobre el Impuesto a la Renta, respecto de los pagos incurridos en virtud de proyectos de investigación y desarrollo certificados que den derecho a los beneficios tributarios establecidos en la presente ley.

Igualmente, tratándose de gastos en bienes físicos del activo inmovilizado, respecto de las adquisiciones efectuadas en virtud de proyectos de investigación y desarrollo que estén certificados para los efectos de esta ley, los contribuyentes no podrán hacer uso, además, del crédito establecido en el artículo 33 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta.”. 

Puesto en votación el artículo 19, contenido en el número 12, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.
Artículo 20


Su texto es el siguiente:

 “Artículo 20.- Al menos, una vez al año, el contribuyente deberá presentar al Servicio de Impuestos Internos y a CORFO, en la forma y plazo que dichas entidades determinen, una declaración jurada informando:


a) Los proyectos de investigación y desarrollo certificados por CORFO y que se hayan ejecutado, o se encuentren en etapa de ejecución, durante el ejercicio respectivo;


b) La individualización de las personas a quienes se han efectuado pagos en virtud de la ejecución de dichos proyectos, y el monto de dichos pagos, y


c) El costo total de cada proyecto certificado por CORFO.

Los contribuyentes que se acojan a lo que establecen los incisos tercero y siguientes del artículo 9º, deberán enviar al Servicio de Impuestos Internos, en el plazo que éste determine, lo señalado en la letra b) del inciso precedente.”. 

Puesto en votación el artículo 20, contenido en el número 12, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.
Artículo 21

Su texto es el siguiente:

 “Artículo 21.- Cuando parte de un proyecto de investigación y desarrollo sea financiado con recursos públicos, el beneficio establecido en esta ley será aplicable solamente respecto de aquella parte de los desembolsos que no haya recibido dicho financiamiento. Para estos efectos, el contribuyente deberá presentar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y dentro del plazo que éste señale, una declaración jurada en la que indique qué parte de los desembolsos incurridos en el respectivo año no fue financiada con recursos públicos.”. 

Puesto en votación el artículo 21, contenido en el número 12, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.

Artículo 22


Su tenor es el siguiente:

“Artículo 22.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 13, corresponderá exclusivamente a CORFO fiscalizar la correcta ejecución y cumplimiento de los proyectos de investigación y desarrollo ya certificados a que se refiere esta ley, para lo cual podrá solicitar, incluso de los contribuyentes, en forma periódica, la información que estime necesaria para verificar el cumplimiento de las condiciones establecidas en esta ley y en el proyecto de investigación y desarrollo respectivo.


CORFO podrá declarar, mediante resolución fundada, el incumplimiento de los términos y condiciones del proyecto de investigación y desarrollo correspondiente, si la información o antecedentes requeridos de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior y, especialmente, en el artículo 20, no fueren presentados a su satisfacción en los plazos y forma establecidos en la respectiva solicitud o en la ley. Asimismo, dicha resolución deberá señalar la fecha del incumplimiento de los términos y condiciones del proyecto de investigación y desarrollo respectivo.


También procederá esta declaración en el evento que el proyecto de investigación y desarrollo no estuviese ejecutándose adecuadamente de acuerdo a los antecedentes presentados a CORFO para efectos de su certificación.


No obstante lo anterior, cuando el contribuyente hubiese invocado los beneficios de esta ley en virtud de pagos o bienes que no correspondan total o parcialmente a los proyectos certificados por CORFO, el Servicio de Impuestos Internos podrá, previo pronunciamiento de CORFO mediante resolución fundada que determine que dichos gastos no corresponden total o parcialmente a los proyectos certificados por dicha Corporación, impugnar el crédito o la deducción de los gastos de que se trate, conforme a sus facultades de fiscalización, determinando los impuestos, intereses y multas que correspondan. En estos casos, CORFO podrá revocar la certificación correspondiente, siempre y cuando los gastos impugnados sean iguales o superiores al 20% del monto total del proyecto certificado.”.

Puesto en votación el artículo 22, contenido en el número 12, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.

Artículo 23

Es del siguiente tenor:

 “Artículo 23.- La resolución que revoque la certificación del proyecto de investigación y desarrollo respectivo, impedirá al contribuyente acogerse a los beneficios tributarios establecidos en la presente ley respecto de dicho proyecto de investigación y desarrollo, por lo que el contribuyente deberá rectificar sus declaraciones desde la fecha del incumplimiento señalada en la misma resolución, por los períodos en que reconoció el crédito y el gasto derivado del proyecto de investigación y desarrollo.


La resolución de que trata este artículo y el artículo anterior deberá ser notificada a él o los contribuyentes que corresponda, y contra ella procederán los recursos establecidos en la ley Nº 19.880.

CORFO deberá informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste señale, acerca de todas las resoluciones revocatorias emitidas durante el ejercicio.”. 

Puesto en votación el artículo 23, contenido en el número 12, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.

Numeral 13

Agrega, a continuación del nuevo artículo 24, un Título Cuarto sobre “Disposiciones Generales y Sanciones”, que contiene los artículos 25, 26, 27, 28 y 29.

Artículo 25


Faculta a CORFO para cobrar un arancel a los contribuyentes por la certificación de los proyectos o contratos presentados, el cual no será restituido al solicitante, ni aun en el evento que el proyecto o contrato de investigación y desarrollo sea rechazado, cuyo monto no podrá exceder del 4% del costo total del proyecto o contrato y, en todo caso, no podrá ser inferior a la suma de diez unidades tributarias mensuales.


El pago de este arancel será considerado como un gasto necesario para producir la renta para los efectos del artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


La disposición precisa que el cobro de este arancel tendrá por objeto financiar una parte de los costos del procedimiento establecido en la ley para la certificación de los contratos y proyectos de investigación y desarrollo.

Puesto en votación el artículo 25, contenido en el número 13, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.

°°°

La indicación número 26 bis de Su Excelencia el Presidente de la República, para incorporar en el número 13), el siguiente artículo 28, nuevo, pasando los artículos 28 y 29, a ser 29 y 30, respectivamente:

"Artículo 28.- La CORFO mantendrá a disposición del público, en la forma que determine el reglamento señalado en el artículo 16, una nómina actualizada de los solicitantes que se hayan acogido a los beneficios tributarios de la presente ley, el precio total que hubieren pactado en cada uno de los contratos de investigación y desarrollo, así como los costos de los proyectos de inversión y desarrollo, el porcentaje a que tuvieren derecho como crédito y como gasto, y si se han acogido al mecanismo que les permite no contar con certificación previa, establecido en los artículos 4° y 9° de esta ley.”.

- En votación la indicación número 26 bis, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.
°°°

Artículo 29

Su texto es el siguiente:

 “Artículo 29.- Los que individualmente o concertados proporcionaren antecedentes, informes o declaraciones maliciosamente falsas o incompletas con el objeto de obtener la inscripción o mantenerse en el Registro, la certificación de un contrato de investigación y desarrollo o de impetrar el beneficio tributario a que se refiere esta ley, según corresponda, serán sancionados con las penas que se establecen en el N°23 del inciso primero del artículo 97, del decreto ley N° 830, de 1974, sobre Código Tributario.”. 

Cabe hacer presente que en virtud de la aprobación de la indicación número 26 bis, esta disposición pasa a ser artículo 30.

Puesto en votación el artículo 29, contenido en el número 13, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.

Numeral 14


Reemplaza el artículo 1° transitorio  de la ley, referido a la vigencia de la ley y del régimen de incentivo que ella contempla.


La norma propuesta plantea que para los fines de acogerse al régimen de incentivos contemplado en la presente ley, los contribuyentes deberán presentar a CORFO las solicitudes de certificación de sus contratos y proyectos hasta el día 31 de diciembre de 2025 y que, en consecuencia, los contratos y proyectos debidamente certificados por CORFO, darán derecho a los contribuyentes a hacer uso de los beneficios de esta ley, aun cuando estos beneficios se hagan efectivos con posterioridad al 31 de diciembre de 2025, con tal que la solicitud de certificación respectiva haya sido presentada hasta dicha fecha.

Puesto en votación el numeral 14, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.

Numeral 15


Sustituye el artículo 2° transitorio de la ley por el siguiente:


"Artículo 2° transitorio.- Durante el primer semestre del año 2016 el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo encargará la realización de un estudio y evaluación de la presente ley en cuanto instrumento de fomento para la realización, por parte del sector privado, de actividades de investigación y desarrollo, y en cuanto instrumento de incentivo para potenciar el vínculo entre los centros de investigación y el referido sector privado. 

En el antedicho estudio deberá realizarse, a lo menos, un análisis acerca del efecto o impacto que la presente ley hubiere tenido en la creación de nuevos centros de investigación, y la calidad de los mismos, así como en la mejora de los centros de investigación ya existentes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, principalmente, en términos de infraestructura y de personal calificado para llevar a cabo las labores de investigación y desarrollo; su impacto en las empresas o contribuyentes involucrados, en términos de la incorporación de los resultados de la investigación y desarrollo a sus procesos, del gasto comprometido en investigación y desarrollo, del aumento en la competitividad de dichas empresas, de los incrementos de valor experimentados por ellas con ocasión de la investigación y desarrollo. El mencionado estudio deberá incluir además, de manera general y en términos agregados, la misma información a la que se refiere el artículo 27 de la presente ley. El estudio y evaluación antes referidos será de público conocimiento, debiendo ser publicado en forma electrónica o digital, por el referido ministerio, en el primer semestre del año 2017. Lo anterior es sin perjuicio de la evaluación que el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo realizará el segundo semestre del año 2015 acerca del uso de la presente ley por el sector privado. Dicha evaluación será de público conocimiento, debiendo ser publicada en forma electrónica, digital e impresa por el referido ministerio, en el mes de junio de 2016.".

Puesto en votación el numeral 15, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.
Artículo transitorio

Establece que la presente ley entrará en vigencia transcurridos seis meses desde su publicación en el Diario Oficial. Con todo, los contribuyentes que a dicha fecha tengan vigente uno o más contratos de investigación y desarrollo, debidamente certificados por CORFO, en virtud del cual estuvieren haciendo uso de los beneficios que contempla el artículo 5° de la ley N° 20.241, continuarán acogidos a dichos beneficios, en los mismos términos que señala el referido artículo, hasta el término del respectivo ejercicio. En lo sucesivo, estos contribuyentes podrán optar si se acogen a las modificaciones introducidas a la ley N° 20.241 por la presente ley, o continúan haciendo uso de los señalados beneficios tributarios en los términos consagrados en el régimen anterior. En cualquier caso, deberán informar de su decisión al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine. Dentro del mismo plazo deberá dictarse el reglamento establecido en el artículo 16 incorporado a la ley N° 20.241, por esta ley, pudiéndose al efecto adecuar la reglamentación vigente.

Puesto en votación el artículo transitorio, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.
- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 18 de noviembre de 2010,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“El presente Proyecto de Ley perfecciona ciertos aspectos de los incentivos tributarios establecidos para las inversiones en investigación y desarrollo que las empresas realicen a través de centros de investigación, y otorga un nuevo beneficio tributario a las inversiones de este tipo que hagan las empresas con sus capacidades internas.

Respecto de la investigación y desarrollo realizada a través de centros de investigación, en lo sustantivo el proyecto de ley reduce de 35% a 30% la tasa del crédito tributario; eleva de 5.000 a 15.000 unidades tributarias mensuales el monto máximo del crédito a que tienen derecho los contribuyentes; elimina el límite de crédito máximo equivalente al 15% de los ingresos brutos; y suprime la prohibición consistente en la relación entre un contribuyente y un centro de investigación registrado.

Respecto del nuevo beneficio, éste consiste en otorgar a las empresas que realicen proyectos de investigación y desarrollo con sus propias capacidades, en la medida que tales proyectos sean previamente certificados por CORFO, la posibilidad de utilizar como un crédito tributario contra el Impuesto de Primera Categoría un monto equivalente al 30% de los pagos por concepto de gastos en el marco de un proyecto de investigación y desarrollo, según se define en la ley. Respecto del 70% restante de los desembolsos que no dan derecho a crédito, se permite deducirlos de la renta líquida de la empresa, aun cuando éstos no sean gastos necesarios para producir la renta del ejercicio.

La adecuada administración del beneficio tributario requiere que CORFO lleve a cabo labores de certificación de contratos y de fiscalización ex - post, responsabilidades que si bien requieren de recursos operativos, éstos pueden ser atendidos con la capacidad instalada actualmente en CORFO, por lo que no implicaría recursos adicionales por este concepto.
Por otra parte, la aplicación de estas modificaciones producirá menores ingresos fiscales crecientes año a año. En la siguiente tabla se muestran las estimaciones del costo fiscal para el período 2011 a 2018, expresados en moneda de 2010 y base de cada año. También se muestran los principales supuestos utilizados en dicha estimación.

	
	Supuestos
	Costo Fiscal
(Millones de
pesos de 2010)

	Año
	Inversión en
l+D 

(% del PIB)
	Factor de uso
del incentivo
(%)
	

	2010
	0,40
	0,0
	0

	  2011
	0,45
	5,0
	1.600

	2012
	0,50
	7,0
	3.100

	2013
	0,55
	10,0
	5.800

	2014
	0,60
	15,0
	11.300

	2015
	0,65
	20,0
	18.900

	2016
	0,70
	25,0
	29.100

	2017
	0,75
	25,0
	34.500

	2018
	0,80
	25,0
	40.400


”.

Posteriormente, se presentó un informe financiero complementario elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 16 de junio de 2011,  que señala, de modo textual, lo siguiente: 

“I. Antecedentes.

La presente indicación al proyecto de la referencia establece que la certificación de CORFO con la que deberán contar los contratos de investigación y desarrollo, para hacer uso de los beneficios tributarios, podrá otorgarse también en forma posterior a la utilización de dichos beneficios por parte del contribuyente. Para estos efectos, deberán informar a CORFO, dentro de los 30 días corridos desde el primer desembolso incurrido con motivo de un contrato de investigación y desarrollo, de su intención de acogerse a esta modalidad de certificación. A su vez, la solicitud de certificación deberá presentarse, a más tardar, dentro de los 18 meses siguientes al del envío de esta información, y deberá ser otorgada por CORFO dentro de los 180 días corridos desde la fecha de la solicitud.

Los contribuyentes que opten por esta modalidad, podrán deducir de su renta líquida imponible el 70% de los gastos en que incurran con motivo de un contrato de investigación y desarrollo, pero no tendrán derecho al crédito tributario sino una vez obtenida la certificación de su contrato por parte de CORFO.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Esta modificación se traducirá, en primer lugar, en un anticipo de los costos fiscales anteriormente estimados, derivado de:

(i) Proyectos de investigación y desarrollo que podrán hacer uso de los beneficios tributarios, de forma previa a la obtención de la certificación de CORFO; y

(ii) Proyectos que, habiendo accedido a los beneficios tributarios anticipados, no obtendrán finalmente la certificación de CORFO y deberán, por lo tanto, restituir en los períodos siguientes los impuestos que se dejaron de pagar.

En segundo lugar, es también esperable que un mayor número de empresas se acoja al beneficio, toda vez que el requisito de obtener certificación previa operaba como un desincentivo a usar el sistema.

Con los antecedentes de que se dispone no es posible estimar de manera fiable el impacto fiscal de los dos efectos antes mencionados. Sin embargo, suponiendo que éste fuera equivalente a un 10% de aumento en la tasa de uso, los mayores costos fiscales serían los que muestran en la tabla siguiente:


Año Fiscal





Costo Fiscal








(Millones de pesos de 2011)


2011







160


2012







310


2013







580


2014






        1.130


2015






        1.890


2016






        2.910


2017






        3.450


2018






        4.040

”.

Finalmente, se presentó un segundo informe financiero complementario elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 11 de enero de 2012,  que señala, de modo textual, lo siguiente:

“La presente indicación al Proyecto de la referencia eleva de 30% a 35% el crédito tributario contra el Impuesto de Primera Categoría que se otorga a las empresas que realicen proyectos de investigación y desarrollo, aplicables sobre los pagos por concepto de gasto en el marco de tales proyectos. Respecto de la parte no acreditable, que ahora sería de un 65% de los pagos, se mantiene su deducción como gasto necesario para producir la renta.

Se estima que los mayores costos fiscales derivados de esta modificación serían los que se muestran en la tabla siguiente.

	Año

Comercial
	Costo Fiscal

(Millones de pesos de 2010)

	2012

2013

2014

2015

2016

2017

2018
	550

1.120

2.070

3.410

5.290

6.250

7.360


”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país. 

- - -

MODIFICACIONES




En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Hacienda tiene a honra proponeros que aprobéis el texto consignado en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, con las siguientes enmiendas:
Artículo único

Numeral 8

Número i)

Sustituir en el inciso primero del artículo 5° que se reemplaza, el guarismo "30%" por el guarismo "35%". (Unanimidad 5x0. Indicación número 10 bis)
Numeral 12

Sustituir en el inciso segundo del artículo 18 que se incorpora, el guarismo "30%" por el guarismo "35%". (Unanimidad 5x0. Indicación número 21 bis)
Numeral 13

°°°

Incorporar en el Título Cuarto que se agrega, el siguiente artículo 28, nuevo, pasando los artículos 28 y 29, a ser 29 y 30, respectivamente:

"Artículo 28.- La CORFO mantendrá a disposición del público, en la forma que determine el reglamento señalado en el artículo 16, una nómina actualizada de los solicitantes que se hayan acogido a los beneficios tributarios de la presente ley, el precio total que hubieren pactado en cada uno de los contratos de investigación y desarrollo, así como los costos de los proyectos de inversión y desarrollo, el porcentaje a que tuvieren derecho como crédito y como gasto, y si se han acogido al mecanismo que les permite no contar con certificación previa, establecido en los artículos 4° y 9° de esta ley.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 26 bis)
- - -

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Modifícase la ley Nº 20.241, que Establece un Incentivo Tributario a la Inversión Privada en Investigación y Desarrollo, de la siguiente forma:


1.- Sustitúyese la denominación de la ley N° 20.241, por el siguiente: "Establece un Incentivo Tributario a la Inversión en Investigación y Desarrollo.".


2.- Incorpórase, antes del artículo 1º, el siguiente epígrafe: 

"TÍTULO PRIMERO: Definiciones".


3.- Modifícase el artículo 1º, del siguiente modo:


i) Sustitúyense los literales a) y b) por los siguientes: 


"a) Investigación: la búsqueda metódica que tenga por objeto generar nuevos conocimientos en el ámbito científico o tecnológico, la que podrá ser básica o aplicada. Se entiende por Investigación Básica aquella que consiste en trabajos experimentales o teóricos que se emprenden principalmente para obtener nuevos conocimientos acerca de los fundamentos de los fenómenos y hechos observables, con prescindencia de si tienen una aplicación o utilización determinada. La Investigación Aplicada consiste también en trabajos originales realizados para adquirir nuevos conocimientos; sin embargo, está dirigida fundamentalmente hacia un objetivo práctico específico. Para efectos de esta ley la expresión "Investigación" se entenderá referida tanto a la investigación básica como a la investigación aplicada. 


b) Desarrollo Experimental: en adelante indistintamente "desarrollo", consiste en trabajos sistemáticos que aprovechan los conocimientos existentes obtenidos de la investigación y,o la experiencia, y está dirigido a la producción de nuevos materiales, productos o dispositivos; a la puesta en marcha de nuevos procesos, sistemas y servicios, o a la mejora sustancial de los ya existentes. Asimismo, se comprende el desarrollo de programas informáticos, siempre que dicho desarrollo dé lugar a mayor conocimiento con el objetivo de resolver en forma sistemática una incertidumbre científica o tecnológica o permita generar un mejoramiento sustancial e innovador en algún proceso, producto y,o servicio.".  


ii) Introdúcense las siguientes modificaciones en el literal c): 


a) Reemplázase la expresión "cuya actividad principal consista en la realización de", por la expresión "que realicen"; 


b) Sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción copulativa "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo", todas las veces que aparece, y 


c) Reemplázase, a continuación del primer punto seguido, la frase que comienza con la expresión "El Reglamento" y termina con el vocablo "Investigación.", por la siguiente: "El Reglamento del Registro de Centros para la Realización de Actividades de Investigación y Desarrollo que se dictará al efecto, establecerá los criterios o parámetros objetivos para determinar cuándo las actividades desarrolladas por tales Centros constituyen labores de investigación y desarrollo.".


iii) Reemplázase en el literal d) la expresión "un contribuyente", por la frase "uno o más contribuyentes"; sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción copulativa "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo"; y reemplázase a continuación del punto seguido, la frase que comienza con la expresión "Una vez" y que termina con el vocablo "ley.", por la siguiente: "Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 4º, una vez certificado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3°, este contrato dará derecho a los beneficios tributarios establecidos en esta ley.".


iv) Agrégase el siguiente literal f):


"f) Proyecto de Investigación y Desarrollo: es el conjunto de actividades realizadas por los contribuyentes utilizando sus propias capacidades o de terceros, que tenga por objeto la realización o ejecución de actividades de investigación, desarrollo, o ambas, conforme ellas se definen en el presente artículo, siempre que sea relevante para el desarrollo del país y se lleven a cabo principalmente dentro del territorio nacional, según lo establezca el Reglamento señalado en el artículo 16. Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 9°, una vez certificado un proyecto de investigación y desarrollo de conformidad a lo establecido en el Título Tercero, los gastos en que incurran los contribuyentes para la realización de dicho proyecto, cumpliéndose los demás requisitos de esta ley, darán derecho a los beneficios tributarios establecidos en dicho título.".


v) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase "Para los efectos de esta ley, no", por el adverbio de negación "No"; y sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción copulativa "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo"; en el punto vi) del mismo inciso, reemplázase la frase "se incluya en" por la voz "consista"; sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción disyuntiva "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo", y reemplázase el punto vii) por el siguiente: 


"vii) La realización o contratación de estudios de mercado y de comercialización.".


vi) Incorpóranse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:


"Tratándose de actividades asociadas a la constitución de derechos de propiedad industrial, consistentes en patentes de invención, modelos de utilidad, y diseños y dibujos industriales, todo ello al amparo de la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial; de derechos de autor sobre programas computacionales, al amparo de la ley N° 17.336, de Propiedad Intelectual; y de derechos de protección sobre nuevas variedades vegetales, al amparo de la ley N° 19.342, que Regula Derechos de Obtentores de Nuevas Variedades Vegetales, las actividades necesarias para la constitución de los derechos respectivos, incluyendo los servicios profesionales involucrados en el proceso de obtención de los derechos y registros, informes periciales, defensas ante eventuales oposiciones y costos de publicaciones asociadas, podrán ser objeto del beneficio tributario establecido en esta ley, en la medida que éstas se deriven de los resultados obtenidos de proyectos y contratos de Investigación y Desarrollo debidamente certificados por la "CORFO", al amparo de la presente ley.


Las actividades descritas en el inciso precedente podrán ser incorporadas ya sea en la solicitud original de certificación del correspondiente contrato o proyecto, o bien con posterioridad, rigiéndose en este último caso por el mismo procedimiento para la certificación de contratos y proyectos de investigación y desarrollo, en cuanto sea aplicable.


Para los efectos de la presente ley, se entenderá que la expresión "investigación y desarrollo" comprende a las actividades de investigación, desarrollo o ambas.".


4.- Introdúcese, a continuación del artículo 1º, el siguiente epígrafe: "TÍTULO SEGUNDO: De los Centros de Investigación y de la Certificación de los Contratos".


5.- Modifícase el artículo 2° del siguiente modo:


i) Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra "sexto" por la expresión "octavo".


ii) Agrégase al número i) del inciso tercero, el siguiente párrafo nuevo: 


“Se entenderá que el centro cuenta con suficiente experiencia si éste acredita la ejecución de a lo menos un proyecto relacionado con una o más actividades de las descritas en las letras a) y b) del artículo 1°, en los últimos 36 meses anteriores a la fecha de presentación de sus antecedentes.".

iii) Reemplázanse los literales ii) y iii) del inciso tercero por los siguientes: 


"ii) Haberse encontrado en funcionamiento, ejerciendo actividades de investigación y desarrollo, durante al menos los seis meses anteriores a la solicitud de inscripción en el Registro.


iii) Contar con mecanismos que reflejen fiel y claramente la cuenta de aquellos gastos que serán realizados en el marco del proyecto.".


iv) Reemplázase, en el inciso cuarto, la palabra "Reconstrucción" por la palabra "Turismo".


6.- Modifícase el artículo 3º del siguiente modo:


i) En el inciso primero, agrégase la siguiente frase final, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido:


"Tratándose de contratos de investigación y desarrollo celebrados entre un centro de investigación y más de un contribuyente simultáneamente, cada contribuyente deberá comprometerse a pagar a lo menos 100 unidades tributarias mensuales, señalándose en el contrato la parte del precio a pagar por cada uno de ellos.".


ii) En el inciso segundo, introdúcense las siguientes modificaciones:


a) Intercálase, entre el primer punto seguido y la frase "Para tales fines", la siguiente oración: "Esta certificación podrá otorgarse en forma previa a la utilización de los beneficios tributarios por parte del contribuyente, o bien en forma posterior, según se regula en el artículo siguiente.".


b) Reemplázanse las palabras "evaluación técnica" por "revisión", las dos veces que aparece;


c) Sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción copulativa "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo", las dos veces que aparece; 


d) Sustitúyese en su literal ii), la frase "y que dicho precio corresponda a valores de mercado", por la frase "y que el precio se ajuste a las condiciones observadas en el mercado";


e) Elimínase su literal iii), que se extiende hasta el primer punto seguido, y la expresión ",y" que le antecede.


iii) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: 


"Para los fines previstos en el inciso anterior, CORFO podrá solicitar una declaración jurada, otorgada por el Representante, en la que éste deberá declarar que desde la fecha de la resolución que ordenó la inscripción del Centro de Investigación en el Registro o desde la última vez que informó a CORFO de las modificaciones ocurridas, según corresponda, el Centro de Investigación no ha experimentado modificaciones de aquellas a que se refiere el artículo 2°. De existir tales  modificaciones, el Representante deberá informarlas a la CORFO en forma previa a la certificación del contrato de investigación y desarrollo respectivo, de acuerdo al procedimiento previsto en el inciso séptimo del artículo 2°, debiendo indicar, asimismo, en la declaración jurada que debe acompañar, que no existen otras modificaciones distintas de las informadas.".


iv) En el inciso final, reemplázase la palabra "evaluación" por la palabra "revisión", las dos veces que aparece; y sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción copulativa "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo".


7.- Reemplázase el artículo 4° por el siguiente: 


"Artículo 4°.- Los contribuyentes deberán certificar sus contratos de forma previa a la utilización de los beneficios tributarios que establece esta ley.


Con todo, los contribuyentes podrán hacer uso de los beneficios tributarios de esta ley, en la forma como a continuación se señala, sin contar con la certificación previa a que alude el inciso anterior. Para estos efectos, los contribuyentes deberán informar su intención de acogerse a esta modalidad de certificación a la CORFO, en la forma que ésta determine, dentro de los 30 días corridos desde el primer desembolso incurrido con motivo de un contrato de investigación y desarrollo.


En el caso anterior, la solicitud de certificación deberá presentarse, a más tardar, dentro de los 18 meses siguientes al envío de la información a la CORFO a que se refiere el inciso precedente, por parte del contribuyente. La certificación del contrato, de ser procedente, deberá ser otorgada por la CORFO dentro de los 180 días corridos desde la fecha de la solicitud de certificación.


Los contribuyentes que se acojan a lo señalado en el inciso segundo, sólo podrán deducir de su renta líquida  el 70% de los gastos en que incurran con motivo de un contrato de investigación y desarrollo, en la forma señalada en los incisos cuarto y siguientes del artículo 5º, pero no tendrán derecho al crédito establecido en la misma disposición sino una vez obtenida la certificación de su contrato por parte de la CORFO. Para estos efectos, desde la fecha en que se informe a la CORFO de lo señalado en el inciso segundo, el Servicio de Impuestos Internos no podrá liquidar ni girar impuesto alguno relativo a dichos gastos. Durante el mismo período, no correrán los plazos de prescripción que establece el artículo 200 del Código Tributario.


Una vez otorgada la certificación, el contribuyente podrá impetrar el crédito que establece el artículo 5°, para cuyos efectos deberá determinarlo para cada uno de los ejercicios en que se incurrió en los desembolsos, rectificando las respectivas declaraciones de impuestos. Cuando con motivo de la imputación del crédito se determine un pago en exceso del impuesto de primera categoría, el contribuyente podrá solicitar su devolución de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 126 del Código Tributario, debidamente reajustado de conformidad al artículo 57 del mismo Código. 


En caso que la CORFO no otorgue total o parcialmente la certificación a un contrato solicitada por un contribuyente acogido a lo dispuesto en el inciso segundo, el Servicio de Impuestos Internos podrá impugnar la deducción  de los gastos, incurridos en la ejecución de contratos en la parte que éstos no hayan sido certificados, en el ejercicio de sus facultades legales.".


8.- Modifícase el artículo 5º de la siguiente forma:


i) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 


"Artículo 5°.- Los contribuyentes del impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que declaren su renta efectiva determinada según contabilidad completa, tendrán derecho a un crédito contra el impuesto de primera categoría del ejercicio, equivalente  al 35% del total de los pagos en dinero efectuados conforme a los contratos de investigación y desarrollo debidamente certificados, celebrados con centros de investigación y desarrollo registrados. El monto del crédito a que tendrá derecho el contribuyente en cada ejercicio, bajo las normas de este Título, no podrá exceder el equivalente a quince mil unidades tributarias mensuales, de acuerdo al valor de dicha unidad al término del ejercicio respectivo.".


ii) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:


"El contribuyente tendrá derecho, además, a rebajar como gasto necesario para producir la renta, el monto de los pagos efectuados conforme a los contratos de investigación y desarrollo debidamente certificados, en aquella parte que no constituya crédito, aun cuando los gastos por las actividades realizadas en virtud de dichos contratos no sean necesarios para producir la renta del ejercicio, pudiendo ser deducidos hasta en diez ejercicios comerciales consecutivos contados a partir del mismo ejercicio en que se haya otorgado la certificación correspondiente, reajustados conforme a lo dispuesto en el número 7°, del artículo 41, de la Ley sobre Impuesto a la Renta.".


iii) Intercálase a continuación del inciso cuarto, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, pasando los actuales incisos quinto, sexto y séptimo, a ser octavo, noveno y décimo, respectivamente:


"Los desembolsos, ya sea en la parte que den derecho a crédito como en la parte que puedan ser descontados como gastos, en ningún caso serán gravados conforme a lo establecido en el artículo 21° de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 4º, una vez certificado el respectivo contrato, el contribuyente tendrá derecho a hacer uso de los beneficios tributarios de la presente ley, por los pagos efectuados a partir de la fecha de suscripción del contrato.


Los contribuyentes no podrán hacer uso de las franquicias establecidas en el número 11° del artículo 31 de la Ley sobre el Impuesto a la Renta, respecto de los pagos incurridos en virtud de contratos de investigación y desarrollo certificados que den derecho a los beneficios tributarios establecidos en la presente ley.".


iv) En el numeral v) del nuevo inciso octavo, elimínase después de la palabra "desarrollo" la frase que empieza con "así como las personas relacionadas con tales contribuyentes" hasta el punto aparte, pasando a ser punto aparte la coma que sigue a la palabra "desarrollo". 


9.- Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 6°:


i) Reemplázase en el inciso segundo, la oración que se inicia con la expresión "La resolución antes referida" y que termina con el acrónimo "CORFO.", por la siguiente: "La resolución antes referida deberá señalar la fecha del incumplimiento de los términos y condiciones del contrato de investigación y desarrollo respectivo y deberá ser notificada al Representante y a las demás partes contratantes. Contra dicha resolución procederán los recursos establecidos en la ley Nº 19.880. El contribuyente afectado por la referida resolución deberá rectificar sus declaraciones desde la fecha del incumplimiento señalada en la misma resolución, por los períodos en que reconoció el crédito y el gasto derivado del contrato de investigación y desarrollo.".


ii) Agrégase el siguiente inciso tercero:


"Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el contribuyente afectado por la referida resolución tendrá derecho a repetir en contra del centro de investigación que es parte del contrato de investigación y desarrollo, de acuerdo a las condiciones que hubieren estipulado contractualmente y a las normas legales de aplicación general, en su caso.".


10.- En el artículo 7°:


i) Agrégase en el inciso segundo, entre el vocablo "Representante" y la expresión "y respecto", la frase "al contribuyente".


ii) Agrégase en el inciso quinto, entre el vocablo "CORFO" y el punto aparte que le sigue, la siguiente oración: ",en su caso, o el plazo para su obtención no haya expirado según lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 4º".


11.- Agrégase el siguiente epígrafe a continuación del artículo 8°:

"TÍTULO TERCERO: De los Proyectos de Investigación y Desarrollo".


12.- Sustitúyense los artículos 9°, 10 y 11 por los siguientes:


"Artículo 9º.- Para los efectos de lo dispuesto en la presente ley, CORFO será la institución encargada de certificar los proyectos de investigación y desarrollo que los contribuyentes realicen con sus capacidades internas o de terceros, pudiendo asociarse los contribuyentes para la presentación de tales proyectos.


Los contribuyentes deberán certificar sus proyectos de investigación y desarrollo en forma previa a la utilización de los beneficios tributarios que establece esta ley.


Con todo, los contribuyentes podrán hacer uso de los beneficios tributarios de esta ley, según se establece  a continuación, sin contar con la certificación previa a que alude el inciso anterior. Para estos efectos, los contribuyentes deberán informar a CORFO, en la forma que ésta determine, dentro de los 30 días corridos desde el primer desembolso incurrido con motivo del mismo, de su intención de acogerse a esta modalidad de certificación.


En el caso anterior, la solicitud de certificación deberá presentarse, a más tardar, dentro de los 18 meses siguientes del envío a CORFO de la información a que se refiere el inciso precedente, por parte del contribuyente. La certificación del proyecto deberá ser otorgada por CORFO, de ser procedente, dentro de los 180 días corridos desde la fecha de la solicitud de certificación.


Los contribuyentes que se acojan a lo señalado en el inciso tercero solamente podrán deducir de su renta líquida el 70% de los gastos pagados con motivo de un proyecto de investigación y desarrollo, en la forma señalada en los incisos cuarto y siguientes del artículo 19, pero no tendrán derecho al crédito establecido en la misma disposición sino una vez obtenida la certificación de su proyecto por parte de CORFO. Para estos efectos, desde la fecha en que se informe a CORFO de lo señalado en el inciso tercero, y hasta el momento de obtenida la certificación, el Servicio de Impuestos Internos no podrá liquidar ni girar impuesto alguno relativo a dichos gastos. Durante el período antes referido, no correrán los plazos de prescripción que establece el artículo 200 del Código Tributario.


Una vez otorgada la certificación, el contribuyente podrá impetrar el crédito que establece el artículo 18°, para cuyos efectos deberá determinarlo para cada uno de los ejercicios en que se incurrió en los desembolsos que le dan derecho, rectificando las respectivas declaraciones de impuestos. Cuando con motivo de la imputación del crédito se determine un pago en exceso del Impuesto de Primera Categoría, el contribuyente podrá solicitar su devolución de conformidad a lo dispuesto por el artículo 126 del Código Tributario, debidamente reajustado de conformidad a lo dispuesto en el artículo 57 del mismo Código.


En caso que CORFO no otorgue total o parcialmente la certificación a un proyecto solicitada por un contribuyente acogido a lo dispuesto en el inciso segundo, el Servicio de Impuestos Internos podrá impugnar la deducción de los gastos incurridos en la ejecución de proyectos, en la parte que éstos no hayan sido certificados, en el ejercicio de sus facultades legales. 


Artículo 10.- Cualquiera sea el procedimiento que en virtud del artículo anterior se utilice para certificar un proyecto de investigación y desarrollo, la respectiva solicitud deberá ser presentada por el o los contribuyentes a CORFO. Esta solicitud podrá ser acogida o rechazada por esta última, total o parcialmente, mediante resolución fundada, la que será notificada al o a los contribuyentes, quienes podrán ejercer los recursos establecidos en la ley Nº 19.880.


Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior y en el inciso final del artículo 18, una vez certificado el proyecto, el contribuyente tendrá derecho a hacer uso de los beneficios tributarios de la presente ley, a partir de la fecha de la respectiva solicitud de certificación.


Artículo 11.- El procedimiento de certificación se iniciará mediante la solicitud que el o los  contribuyentes presentarán a CORFO, quien deberá verificar que los contribuyentes den cumplimiento a los siguientes requisitos:


a) Presentar un proyecto de investigación y desarrollo, según éste se define en el artículo 1°, con un costo superior a las cien unidades tributarias mensuales al momento de su presentación. Tratándose de proyectos asociativos, esto es, aquellos presentados por dos o más contribuyentes, el costo del proyecto para cada uno de los contribuyentes individualmente considerados, deberá ser superior a las cien unidades tributarias mensuales al momento de la presentación.


b) Encontrarse en condiciones de disponer de las capacidades materiales y de personal suficientes para llevar a cabo adecuadamente el proyecto de investigación y desarrollo.


c) Contar con mecanismos que reflejen fiel y claramente la cuenta de aquellos gastos que serán realizados en el marco del proyecto.


d) Presentar a CORFO una declaración jurada en la que se manifieste que los antecedentes que se entregan, para los efectos de optar a los beneficios de esta ley, son auténticos, fidedignos y veraces.


Tratándose de proyectos asociativos, cada uno de los contribuyentes deberá cumplir con los requisitos establecidos en los literales anteriores, respecto de aquellas actividades a realizar.


Artículo 12.- Una vez entregados a CORFO los antecedentes señalados en el artículo anterior, ésta verificará:


a) Que los proyectos de investigación y desarrollo presentados por el contribuyente tienen efectivamente por objeto la realización o ejecución de labores de investigación y desarrollo, tal y como las mismas se definen en esta ley, y 


b) Que los desembolsos que se originen con motivo de dichos proyectos, reflejen adecuadamente los costos en que se incurra o incurrirá para realizar las actividades de investigación y desarrollo a que ellos se refieren y que tales costos se ajusten a condiciones observadas en el mercado.


Verificándose lo anterior, CORFO emitirá una resolución certificando el proyecto de investigación y desarrollo.


Artículo 13.- La resolución que certifique un proyecto de investigación y desarrollo deberá contener, a lo menos, las siguientes menciones:


a) Nombre o razón social del contribuyente.


b) Rol Único Tributario del contribuyente.


c) Nombre del proyecto de investigación y desarrollo que se certifica.


d) Objetivo general del proyecto. 


e) Costo total del proyecto sobre cuyos egresos se tendrá derecho a los beneficios tributarios. Con todo, y según lo determine el Reglamento, el contribuyente podrá, con antecedentes fundados, solicitar a CORFO su autorización para modificar este ítem, debiendo dictarse al efecto una nueva resolución. Mientras no se autorice un nuevo monto de costos y gastos, el contribuyente deberá utilizar los beneficios tributarios de esta ley con el monto autorizado por CORFO.


f) Tratándose de proyectos asociativos, el costo total en que cada uno de los contribuyentes incurrirá.


En caso que se trate de un proyecto asociativo, la resolución de CORFO deberá contener las menciones señaladas en las letras a) y b) para cada uno de los contribuyentes respecto de los cuales se acredita el proyecto.


Artículo 14.- Para los efectos de lo dispuesto en los artículos anteriores, CORFO deberá organizar e implementar un proceso de revisión de los proyectos de investigación y desarrollo, pudiendo utilizar al efecto capacidades internas o valerse de la asesoría de expertos nacionales o internacionales, según lo demande la naturaleza de las actividades de investigación y desarrollo a que se refieren los proyectos que sean objeto de su revisión.


Artículo 15.- CORFO, así como el personal que actúe bajo su dependencia, y aquellos asesores o expertos que participen en la revisión técnica de proyectos de investigación y desarrollo, deberán guardar confidencialidad acerca del contenido de los mismos y de los antecedentes que reciban de parte de los contribuyentes.


Artículo 16.- Un reglamento expedido mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y firmado además por el Ministro de Hacienda, determinará los procedimientos para la presentación, revisión, certificación y revocación de los proyectos de investigación y desarrollo, así como el mecanismo de reajustabilidad, forma de pago y demás aspectos del arancel establecido en el artículo 25.


En el mismo reglamento se establecerá el procedimiento mediante el cual los contribuyentes podrán acogerse a lo señalado en los artículos 4º y 9º, y requerir a CORFO para los efectos del inciso final del artículo siguiente.


Artículo 17.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso final del presente artículo, los siguientes tipos de desembolsos podrán ser considerados por CORFO como parte de un proyecto de investigación y desarrollo, siempre que se relacionen directamente con éste:


1. Gastos Corrientes de Investigación y Desarrollo.


a) Remuneraciones y honorarios por servicios personales prestados por personas naturales, ambos valorizados según el porcentaje de dedicación al proyecto, correspondientes al personal técnico y profesional directamente vinculado a las actividades del mismo. Al menos el 50% de estos gastos deberán corresponder a actividades que se lleven a cabo dentro del territorio nacional.


b) Gastos directos en las actividades de ejecución del proyecto, tales como materiales e insumos, reactivos, servicios informáticos, análisis de laboratorio, material bibliográfico y otros componentes necesarios para llevar a cabo el proyecto.


c) Contratos con personas jurídicas para la prestación de servicios relacionados directamente con las actividades del proyecto. Al menos el 50% de estos gastos deberán corresponder a actividades que se lleven a cabo dentro del territorio nacional.


d) El arrendamiento, subarrendamiento, usufructo o cualquiera otra forma remunerada de cesión del uso o goce temporal de bienes muebles o inmuebles, siempre que sean necesarios para desarrollar el objeto del proyecto.


e) Gastos incurridos en la constitución de derechos de propiedad industrial, intelectual, o de registro de nuevas variedades vegetales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de esta ley.


f) Gastos de servicios básicos asociados al proyecto, tales como agua, luz, teléfono e internet, entre otros. Estos desembolsos no podrán constituir más del 5% de los gastos corrientes del proyecto, sin perjuicio de la deducción como gasto de aquellos que no formen parte del mismo. No obstante lo anterior, mediante resolución fundada CORFO podrá autorizar un porcentaje superior al indicado en esta letra cuando los gastos de esta naturaleza sean un componente relevante del costo total, dadas las características del proyecto.


2. Gastos en Bienes Físicos del Activo Inmovilizado para la Investigación y Desarrollo.


Gastos en Bienes Físicos del Activo Inmovilizado para la Investigación y Desarrollo, dentro de los cuales se cuentan aquellos incurridos en la adquisición o fabricación de equipos e instrumental requerido para la ejecución del proyecto. Estos desembolsos podrán incluir gastos de seguros, traslado e internación, y todos los accesorios necesarios para el funcionamiento y puesta en marcha de los activos señalados.


Asimismo, se considerarán las inversiones en edificación e infraestructura, y aquellas inversiones para la adquisición o compra de inmuebles, requeridos para la ejecución del proyecto.


Dentro del marco del presente artículo, CORFO establecerá, mediante resolución, la especificación y detalle de los gastos que podrán ser considerados como parte de un proyecto de investigación y desarrollo. Asimismo, corresponderá a dicho organismo determinar, de oficio o a solicitud de los contribuyentes, si un determinado desembolso no expresamente mencionado en este artículo ni en la resolución respectiva, puede ser tenido como parte de un proyecto.


Artículo 18.- Los contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que declaren su renta efectiva determinada según contabilidad completa, tendrán derecho a un crédito contra el Impuesto de Primera Categoría, que se calculará de la forma indicada en el inciso siguiente, siempre que los respectivos proyectos sean debidamente certificados por CORFO.


El crédito por cada ejercicio será equivalente al 35% de una base conformada por el total de los pagos por concepto de gastos corrientes y la cuota anual de depreciación de los bienes físicos del activo inmovilizado a que se refiere el  artículo 17, siempre que estos bienes físicos sean adquiridos en el marco de un proyecto de investigación y desarrollo. Esta cuota anual de depreciación se determinará conforme a lo dispuesto por el artículo 31, número 5°, de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


El monto del crédito a que tendrá derecho el contribuyente en cada ejercicio, no podrá exceder del equivalente a quince mil unidades tributarias mensuales, de acuerdo al valor de dicha unidad al término del ejercicio respectivo.


El crédito establecido en este artículo se imputará contra el impuesto de primera categoría que grava las rentas del ejercicio en que se produjeron los desembolsos efectivos de los gastos señalados en el artículo anterior, o se dedujo la cuota anual de depreciación, en su caso, según corresponda. En caso de producirse un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución, pero podrá imputarse contra el Impuesto de Primera Categoría que corresponda pagar en los ejercicios posteriores, debidamente reajustado en la forma que establece el artículo 95 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


El crédito a que se refiere este artículo se calculará considerando el monto de los egresos efectuados en el ejercicio por concepto de proyectos de investigación y desarrollo, así como la cuota de depreciación que corresponda, actualizados conforme al porcentaje de variación del índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el último día del mes anterior al del pago efectivo y el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio, según sea aplicable.


Cuando los pagos o la adquisición de los bienes físicos vinculados al proyecto hayan tenido lugar entre las fechas de presentación de la solicitud de certificación y de la resolución que certifica el proyecto, pero en un ejercicio distinto a aquél en que se dicta la referida resolución, deberán ser considerados para la determinación de los beneficios que establece esta ley en el ejercicio en que dicha resolución sea dictada. 


Artículo 19.- Sin perjuicio del crédito señalado en el artículo anterior, el contribuyente tendrá derecho a rebajar como gasto necesario para producir la renta, en aquella parte que no sea crédito, los egresos y la cuota anual de depreciación a que se refiere el artículo 17, siempre que los respectivos proyectos de investigación y desarrollo estén debidamente certificados, y aun cuando los egresos incurridos con ocasión de las actividades de investigación y desarrollo realizadas en virtud de los mismos proyectos no sean necesarias para producir la renta del ejercicio, pudiendo ser deducidos hasta en diez ejercicios comerciales consecutivos contados desde que se generaron dichos gastos. Cuando se deduzcan en ejercicios posteriores, se reajustarán conforme a lo dispuesto por el número 7°, del artículo 41, de la Ley sobre Impuesto a la Renta. 


Los egresos efectuados, ya sea en la parte que den derecho a crédito como en la parte que puedan ser descontados como gastos, en ningún caso serán gravados conforme a lo establecido en el artículo 21° de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Los contribuyentes no podrán hacer uso de las franquicias establecidas en el número 11° del artículo 31, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, respecto de los pagos incurridos en virtud de proyectos de investigación y desarrollo certificados que den derecho a los beneficios tributarios establecidos en la presente ley.


Igualmente, tratándose de gastos en bienes físicos del activo inmovilizado, respecto de las adquisiciones efectuadas en virtud de proyectos de investigación y desarrollo que estén certificados para los efectos de esta ley, los contribuyentes no podrán hacer uso, además, del crédito establecido en el artículo 33 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Artículo 20.- Al menos, una vez al año, el contribuyente deberá presentar al Servicio de Impuestos Internos y a CORFO, en la forma y plazo que dichas entidades determinen, una declaración jurada informando:


a) Los proyectos de investigación y desarrollo certificados por CORFO y que se hayan ejecutado, o se encuentren en etapa de ejecución, durante el ejercicio respectivo;


b) La individualización de las personas a quienes se han efectuado pagos en virtud de la ejecución de dichos proyectos, y el monto de dichos pagos, y


c) El costo total de cada proyecto certificado por CORFO.


Los contribuyentes que se acojan a lo que establecen los incisos tercero y siguientes del artículo 9º, deberán enviar al Servicio de Impuestos Internos, en el plazo que éste determine, lo señalado en la letra b) del inciso precedente.


Artículo 21.- Cuando parte de un proyecto de investigación y desarrollo sea financiado con recursos públicos, el beneficio establecido en esta ley será aplicable solamente respecto de aquella parte de los desembolsos que no haya recibido dicho financiamiento. Para estos efectos, el contribuyente deberá presentar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y dentro del plazo que éste señale, una declaración jurada en la que indique qué parte de los desembolsos incurridos en el respectivo año no fue financiada con recursos públicos.


Artículo 22.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 13, corresponderá exclusivamente a CORFO fiscalizar la correcta ejecución y cumplimiento de los proyectos de investigación y desarrollo ya certificados a que se refiere esta ley, para lo cual podrá solicitar, incluso de los contribuyentes, en forma periódica, la información que estime necesaria para verificar el cumplimiento de las condiciones establecidas en esta ley y en el proyecto de investigación y desarrollo respectivo.


CORFO podrá declarar, mediante resolución fundada, el incumplimiento de los términos y condiciones del proyecto de investigación y desarrollo correspondiente, si la información o antecedentes requeridos de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior y, especialmente, en el artículo 20, no fueren presentados a su satisfacción en los plazos y forma establecidos en la respectiva solicitud o en la ley. Asimismo, dicha resolución deberá señalar la fecha del incumplimiento de los términos y condiciones del proyecto de investigación y desarrollo respectivo.


También procederá esta declaración en el evento que el proyecto de investigación y desarrollo no estuviese ejecutándose adecuadamente de acuerdo a los antecedentes presentados a CORFO para efectos de su certificación.


No obstante lo anterior, cuando el contribuyente hubiese invocado los beneficios de esta ley en virtud de pagos o bienes que no correspondan total o parcialmente a los proyectos certificados por CORFO, el Servicio de Impuestos Internos podrá, previo pronunciamiento de CORFO mediante resolución fundada que determine que dichos gastos no corresponden total o parcialmente a los proyectos certificados por dicha Corporación, impugnar el crédito o la deducción de los gastos de que se trate, conforme a sus facultades de fiscalización, determinando los impuestos, intereses y multas que correspondan. En estos casos, CORFO podrá revocar la certificación correspondiente, siempre y cuando los gastos impugnados sean iguales o superiores al 20% del monto total del proyecto certificado.


Artículo 23.- La resolución que revoque la certificación del proyecto de investigación y desarrollo respectivo, impedirá al contribuyente acogerse a los beneficios tributarios establecidos en la presente ley respecto de dicho proyecto de investigación y desarrollo, por lo que el contribuyente deberá rectificar sus declaraciones desde la fecha del incumplimiento señalada en la misma resolución, por los períodos en que reconoció el crédito y el gasto derivado del proyecto de investigación y desarrollo.


La resolución de que trata este artículo y el artículo anterior deberá ser notificada a él o los contribuyentes que corresponda, y contra ella procederán los recursos establecidos en la ley Nº 19.880.


CORFO deberá informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste señale, acerca de todas las resoluciones revocatorias emitidas durante el ejercicio.


Artículo 24.- En todo lo relativo al procedimiento de CORFO para la certificación de los proyectos de investigación y desarrollo, y a las facultades de fiscalización de que dicha entidad es titular de acuerdo a lo establecido en esta ley, se aplicarán las normas de la ley Nº 19.880. Asimismo, en las antedichas materias corresponderá a CORFO implementar y regular sus procedimientos internos para la correcta aplicación de la presente ley.".


13.- Agrégase, a continuación del nuevo artículo 24, el siguiente Título: 

"TÍTULO CUARTO: Disposiciones Generales y Sanciones


Artículo 25.- CORFO podrá cobrar un arancel a los contribuyentes por la certificación de los proyectos o contratos presentados, el que se incorporará al patrimonio de esta entidad y en ningún caso será restituido al solicitante, ni aun en el evento que el proyecto o contrato de investigación y desarrollo sea rechazado. El monto de este arancel, que tendrá por objeto financiar una parte de los costos del procedimiento establecido en la ley para la certificación de los contratos y proyectos de investigación y desarrollo, no podrá exceder del 4% del costo total del proyecto o contrato y, en todo caso, no podrá ser inferior a la suma de diez unidades tributarias mensuales.


El pago de este arancel será considerado como un gasto necesario para producir la renta para los efectos del artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Artículo 26.- Las actividades propias de los contratos para la prestación de servicios de investigación y desarrollo objeto del beneficio tributario establecido en el Título Segundo de esta ley, no podrán ser al mismo tiempo objeto del beneficio señalado en el Título Tercero.


Tampoco podrá ser objeto de los beneficios de esta ley aquella investigación contratada por un contribuyente, cuando simultáneamente vincule los desembolsos efectuados con motivo del contrato, a un proyecto.


Cuando se utilicen los beneficios que establece esta ley en los casos a que se refiere este artículo, respecto del contribuyente que no hubiere podido sino estar en conocimiento, se aplicará lo dispuesto por el artículo 23, para los efectos de revocar el proyecto, rectificar, girar o liquidar los impuestos, intereses y multas que corresponda.


Artículo 27.- Durante la vigencia de la presente ley, CORFO preparará anualmente, para fines estadísticos y de información, un informe en el que se incluirá de manera detallada y en términos desagregados, a lo menos, la siguiente información referida a los doce meses anteriores a la fecha del antedicho informe:


a) Identificación de centros de investigación que solicitaron inscribirse en el Registro a que se refiere esta ley; identificación de los centros de investigación que habiendo solicitado dicha inscripción efectivamente fueron incorporados, incluyéndose información relativa a su distribución en las distintas Regiones del país y la identificación de centros de investigación registrados que dependen de universidades; identificación de los centros de investigación cuyas solicitudes de inscripción fueron rechazadas y las principales causales de dichos rechazos, y la identificación de los centros de investigación que hubieren sido eliminados del Registro y las causas de lo anterior;


b) Identificación de contratos y proyectos de investigación y desarrollo respecto de los cuales se hubiere solicitado la certificación a la que se refiere esta ley, e identificación de los mismos que la hubieren obtenido, incluyéndose información que permita  identificar la cantidad de contratos de investigación  y desarrollo celebrados por cada centro de investigación. También, el número o porcentaje de contratos o proyectos de investigación y desarrollo a los que no se les concedieron la certificación y las principales causales de ello;

c) Identificación de contribuyentes que hubieren suscrito contratos o presentado proyectos de investigación y desarrollo, que hayan sido certificados al amparo de lo dispuesto en la presente ley, incluyéndose información que permita, en lo posible, categorizar a los mismos según sector económico al que pertenezcan, su tamaño como organización y las Regiones del país en las que tienen su domicilio;

d) Identificación de contribuyentes que hubieren optado por el procedimiento de certificación señalado en los incisos segundo y siguientes del artículo 4º, y tercero y siguientes del artículo 9º, y

e) Cantidad total de recursos comprometidos por los contribuyentes en actividades de investigación y desarrollo, mediante los contratos y,o proyectos de investigación y desarrollo a los que se refiere esta ley, debiendo indicarse el o los sectores económicos y las Regiones del país que concentran el mayor compromiso de recursos invertidos a través de tales contratos y,o proyectos.

El informe al que se refiere el inciso anterior será de público conocimiento, debiendo CORFO publicarlo en forma electrónica o digital el día 30 de enero de cada año.
Artículo 28.- La CORFO mantendrá a disposición del público, en la forma que determine el reglamento señalado en el artículo 16, una nómina actualizada de los solicitantes que se hayan acogido a los beneficios tributarios de la presente ley, el precio total que hubieren pactado en cada uno de los contratos de investigación y desarrollo, así como los costos de los proyectos de inversión y desarrollo, el porcentaje a que tuvieren derecho como crédito y como gasto, y si se han acogido al mecanismo que les permite no contar con certificación previa, establecido en los artículos 4° y 9° de esta ley.

Artículo 29.- El Ministerio de Hacienda informará anualmente a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados del uso de los beneficios tributarios contenidos en esta ley, incluyendo el número de proyectos y el monto de recursos involucrados.

Artículo 30.- Los que individualmente o concertados proporcionaren antecedentes, informes o declaraciones maliciosamente falsas o incompletas con el objeto de obtener la inscripción o mantenerse en el Registro, la certificación de un contrato de investigación y desarrollo o de impetrar el beneficio tributario a que se refiere esta ley, según corresponda, serán sancionados con las penas que se establecen en el N°23 del inciso primero del artículo 97, del decreto ley N° 830, de 1974, sobre Código Tributario.


14.- Reemplázase el artículo primero transitorio por el siguiente:


"Artículo 1° transitorio.- Para los fines de acogerse al régimen de incentivos contemplado en la presente ley, los contribuyentes deberán presentar a CORFO las solicitudes de certificación de sus contratos y proyectos hasta el día 31 de diciembre de 2025. En consecuencia, los contratos y proyectos debidamente certificados por CORFO, darán derecho a los contribuyentes a hacer uso de los beneficios de esta ley, aun cuando estos beneficios se hagan efectivos con posterioridad al 31 de diciembre de 2025, con tal que la solicitud de certificación respectiva haya sido presentada hasta dicha fecha.".

15.- Reemplázase el artículo segundo transitorio por el siguiente:

"Artículo 2° transitorio.- Durante el primer semestre del año 2016 el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo encargará la realización de un estudio y evaluación de la presente ley en cuanto instrumento de fomento para la realización, por parte del sector privado, de actividades de investigación y desarrollo, y en cuanto instrumento de incentivo para potenciar el vínculo entre los centros de investigación y el referido sector privado. 

En el antedicho estudio deberá realizarse, a lo menos, un análisis acerca del efecto o impacto que la presente ley hubiere tenido en la creación de nuevos centros de investigación, y la calidad de los mismos, así como en la mejora de los centros de investigación ya existentes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, principalmente, en términos de infraestructura y de personal calificado para llevar a cabo las labores de investigación y desarrollo; su impacto en las empresas o contribuyentes involucrados, en términos de la incorporación de los resultados de la investigación y desarrollo a sus procesos, del gasto comprometido en investigación y desarrollo, del aumento en la competitividad de dichas empresas, de los incrementos de valor experimentados por ellas con ocasión de la investigación y desarrollo. El mencionado estudio deberá incluir además, de manera general y en términos agregados, la misma información a la que se refiere el artículo 27 de la presente ley. El estudio y evaluación antes referidos será de público conocimiento, debiendo ser publicado en forma electrónica o digital, por el referido ministerio, en el primer semestre del año 2017. Lo anterior es sin perjuicio de la evaluación que el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo realizará el segundo semestre del año 2015 acerca del uso de la presente ley por el sector privado. Dicha evaluación será de público conocimiento, debiendo ser publicada en forma electrónica, digital e impresa por el referido ministerio, en el mes de junio de 2016.".
Artículo transitorio.- La presente ley entrará en vigencia transcurridos seis meses desde su publicación en el Diario Oficial. Con todo, los contribuyentes que a dicha fecha tengan vigente uno o más contratos de investigación y desarrollo, debidamente certificados por CORFO, en virtud del cual estuvieren haciendo uso de los beneficios que contempla el artículo 5° de la ley N° 20.241, continuarán acogidos a dichos beneficios, en los mismos términos que señala el referido artículo, hasta el término del respectivo ejercicio. En lo sucesivo, estos contribuyentes podrán optar si se acogen a las modificaciones introducidas a la ley N° 20.241 por la presente ley, o continúan haciendo uso de los señalados beneficios tributarios en los términos consagrados en el régimen anterior. En cualquier caso, deberán informar de su decisión al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine.


Dentro del mismo plazo deberá dictarse el reglamento establecido en el artículo 16 incorporado a la ley N° 20.241, por esta ley, pudiéndose al efecto adecuar la reglamentación vigente.".
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 11 de enero de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez (Hernán Larraín Fernández). 


Sala de la Comisión, a 13 de enero de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA EL PAGO DE LAS TARIFAS ELÉCTRICAS DE LAS GENERADORAS RESIDENCIALES 

(6041-08)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Minería y Energía, en cumplimiento del acuerdo adoptado por la Sala en sesión celebrada el día 11 de enero en curso, tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, originado en Moción del Honorable Senador señor Antonio Horvath Kiss, para cuyo despacho se ha hecho presente calificación de urgencia “suma”.

- - -


Asistieron a la sesión que la Comisión dedicó al análisis de este asunto, los siguientes personeros:


- Por el Programa Chile Sustentable, la señora Sara Larraín, Directora, acompañada de sus asesores, señor Oddo Cid y señora Mónica Maureira.


- Por el Instituto de Ecología Política, el señor Manuel Baquedano.


- Por el Ministerio de Energía, el señor Gonzalo Carreño.


- El asesor parlamentario señor Víctor Caro.

- - -


A continuación se efectúa, siguiendo el orden del articulado del proyecto, una relación de las modificaciones que introdujo la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al texto aprobado en primer trámite constitucional por el Senado, así como de los acuerdos adoptados por la Comisión respecto de las referidas enmiendas. 

Artículo único.-


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó el siguiente artículo único:


“Artículo único.- Incorpórase en el decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2007, Ley General de Servicios Eléctricos, el siguiente artículo 149 bis, nuevo:


“Artículo 149 bis.- Los usuarios finales que dispongan para su propio consumo de equipamiento de generación de energía eléctrica por medios renovables no convencionales tendrán derecho a inyectar la energía que de esta forma generen a la red de distribución a través de los respectivos empalmes.


Se entenderá por energías renovables no convencionales aquellas definidas como tales en la letra aa) del artículo 225 de la Ley General de Servicios Eléctricos.


Un reglamento establecerá las condiciones técnicas mínimas de la conexión, las especificaciones técnicas que deberá cumplir el equipamiento requerido para materializar las inyecciones, el mecanismo para la determinación de los costos de las adecuaciones que deban realizarse a la red, las actividades de mantenimiento e intervención de la misma, las capacidades máximas a instalar, los límites de inyección máxima que podrá realizar un usuario final a la red de distribución y la inyección máxima que podrá recibir una red de distribución de usuarios finales según esta ley. Las inyecciones máximas deberán definirse siguiendo criterios de seguridad operacional y de la configuración de la red de distribución. Asimismo, el reglamento determinará el procedimiento mediante el cual los clientes podrán solicitar a la distribuidora correspondiente la habilitación de la inyección de excedentes, previo informe de la Superintendencia.


Las inyecciones de energía señaladas en el inciso primero serán valorizadas al precio promedio a nivel de subestación de generación-transporte al que compra la energía la concesionaria de servicio público de distribución o cooperativa eléctrica que suministra al usuario final. Los retiros de energía y potencia realizados por los usuarios finales, sujetos a fijación de precios de acuerdo a lo señalado en el numeral 1 del artículo 147, serán valorizados en conformidad con lo establecido en el artículo 181.


Las inyecciones de energía valorizadas conforme al inciso precedente deberán ser descontadas de la facturación del mes en el cual se realizaron dichas inyecciones. De existir un remanente a favor del cliente, el mismo se descontará en la o las facturas subsiguientes. Dichos remanentes deberán ser ajustados de acuerdo al Índice de Precios del Consumidor, o el instrumento que lo reemplace, según el procedimiento que establezca la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


La estructura tarifaria y el valor agregado de distribución que se establezca conforme a los artículos 181 y 182 no podrán significar costos adicionales a los clientes que no dispongan de equipamiento de generación de energía eléctrica conforme al inciso primero de este artículo, correspondiendo al cliente que disponga del equipamiento señalado anteriormente cubrir todos los costos asociados a su implementación.


Para efectos de la aplicación de lo establecido en este artículo las concesionarias de servicio público de distribución o cooperativas eléctricas deberán disponer un contrato tipo, con las menciones mínimas que establezca la Comisión mediante resolución, entre las que se deberán considerar, al menos, el equipamiento de generación del usuario final, la capacidad de generación, la opción tarifaria, la propiedad del equipo medidor y demás conceptos básicos que establezca el reglamento. El contrato tipo deberá estar publicado en la página web de la correspondiente concesionaria de servicio público de distribución o cooperativa eléctrica.”.

- - -


Respecto de esta disposición, la Cámara Revisora incorporó las siguientes modificaciones:


1) La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, sustituyó el encabezamiento del artículo único, por el siguiente:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 1, de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos, en materia de energía eléctrica:”.


- Sometida a votación esta enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Gómez, Horvath y Sabag.

° ° °


2) Enseguida, la Cámara Revisora agregó en el inciso final del artículo 149 la siguiente oración, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.): “No se aplicarán las disposiciones del presente inciso a aquellas instalaciones de generación que cumplan con las condiciones y características indicadas en el artículo 149º bis, en cuyo caso deberán regirse por las disposiciones establecidas en él.”.


- Sometida a votación esta enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Gómez, Horvath y Sabag.

° ° °

3) Luego, la Cámara de Diputados sustituyó el artículo 149 bis propuesto por el Senado, por el que sigue:


“Artículo 149º bis.- Los usuarios finales sujetos a fijación de precios, que dispongan para su propio consumo de equipamiento de generación de energía eléctrica por medios renovables no convencionales o de instalaciones de cogeneración eficiente, tendrán derecho a inyectar la energía que de esta forma generen a la red de distribución a través de los respectivos empalmes.


Se entenderá por energías renovables no convencionales aquellas definidas como tales en la letra aa) del artículo 225º de la presente ley. Asimismo, se entenderá por instalaciones de cogeneración eficiente a aquellas definidas como tales en la letra ac) del mismo artículo. 


Un reglamento determinará los requisitos que deberán cumplirse para conectar el medio de generación a las redes de distribución e inyectar los excedentes de energía a éstas. Asimismo, el reglamento contemplará las medidas que deberán adoptarse para los efectos de proteger la seguridad de las personas y de los bienes y la seguridad y continuidad del suministro; las especificaciones técnicas y de seguridad que deberá cumplir el equipamiento requerido para efectuar las inyecciones; el mecanismo para determinar los costos de las adecuaciones que deban realizarse a la red; y la capacidad instalada permitida por cada usuario final y por el conjunto de dichos usuarios en una misma red de distribución o en cierto sector de ésta. 


La capacidad instalada a que se refiere el inciso anterior se determinará tomando en cuenta la seguridad operacional y la configuración de la red de distribución o de ciertos sectores de ésta, entre otros criterios que determine el reglamento. La capacidad instalada por cliente o usuario final no podrá superar los 100 kilowatts. 


La concesionaria de servicio público de distribución deberá velar por que la habilitación de las instalaciones para inyectar los excedentes a la respectiva red de distribución, así como cualquier modificación realizada a las mismas que impliquen un cambio relevante en las magnitudes esperadas de inyección o en otras condiciones técnicas, cumpla con las exigencias establecidas por el reglamento. En caso alguno podrá la concesionaria de servicio público de distribución sujetar la habilitación o modificación de las instalaciones a exigencias distintas de las dispuestas por el reglamento o por la normativa vigente. Corresponderá a la Superintendencia fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones establecidas en el presente artículo y resolver fundadamente los reclamos y las controversias suscitadas entre la concesionaria de servicio público de distribución y los usuarios finales que hagan o quieran hacer uso del derecho de inyección de excedentes.


Las inyecciones de energía que se realicen en conformidad a lo dispuesto en el presente artículo serán valorizadas al precio que los concesionarios de servicio público de distribución traspasan a sus clientes regulados, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 158º. Dicha valorización deberá incorporar, además, las menores pérdidas eléctricas de la concesionaria de servicio público de distribución asociadas a las inyecciones de energía señaladas, las cuales deberán valorizarse del mismo modo que las pérdidas medias a que se refiere el numeral 2 del artículo 182º y ser reconocidas junto a la valorización de estas inyecciones. El reglamento fijará los procedimientos para la valorización de las inyecciones realizadas por los medios de generación a que se refiere este artículo, cuando ellos se conecten en los sistemas señalados en el artículo 173º.


Las inyecciones de energía valorizadas conforme al inciso precedente deberán ser descontadas de la facturación correspondiente al mes en el cual se realizaron dichas inyecciones. De existir un remanente a favor del cliente, el mismo se imputará y descontará en la o las facturas subsiguientes. Los remanentes a que se refiere este artículo, deberán ser reajustados de acuerdo al Índice de Precios del Consumidor, o el instrumento que lo reemplace, según las instrucciones que imparta la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


Para efectos de la aplicación de lo establecido en este artículo las concesionarias de servicio público de distribución deberán disponer un contrato con las menciones mínimas establecidas por el reglamento, entre las que se deberán considerar, al menos, el equipamiento de generación del usuario final y sus características técnicas esenciales, la capacidad instalada de generación, la opción tarifaria, la propiedad del equipo medidor, el mecanismo de pago de los remanentes no descontados a que se refiere el artículo siguiente y su periodicidad, y demás conceptos básicos que establezca el reglamento. 


Las obras adicionales y adecuaciones que sean necesarias para permitir la conexión y la inyección de excedentes de los medios de generación a que se refiere este artículo, deberán ser solventadas por cada propietario de tales instalaciones y no podrán significar costos adicionales a los demás clientes.”.


Consultado el representante del Ejecutivo respecto del límite de la capacidad instalada por cliente o usuario final, la cual no podrá exceder de 100 kilowatts, señaló que si bien la cifra pudo ser mayor, el Ministerio se encuentra trabajando en un conjunto de regulaciones complementarias que considerarán rangos diferenciados con el objeto de favorecer a los micro y pequeños generadores, para quienes se contemplarían exigencias más flexibles. Con todo, destacó que el espíritu que anima al Ejecutivo es que en la normativa referida al denominado “net mettering” queden incluidos los sistemas grandes y pequeños. La noción de “capacidad instalada” implica que, una vez declarada, ella constituye un solo valor.


La Honorable Senadora señora Pérez San Martín sostuvo que el proyecto constituye un paso significativo y en la dirección correcta, pues desde una perspectiva moderna y actual ofrece la posibilidad de que los propios consumidores sean, a la vez, titulares de proyectos de generación de energía a escala reducida.


Por su parte, el Honorable Senador señor Sabag, luego de expresar su plena conformidad con el proyecto de ley, fue de opinión que éste puede transformarse en un incentivo relevante para la creación de las llamadas centrales hidroeléctricas de pasada, las cuales, si bien de tamaño menor, pueden contribuir a la generación eléctrica limpia y ambientalmente sustentable, aspecto de especial importancia en la zona sur del país que se caracteriza por un frágil equilibrio ecosistémico.


El Honorable Senador señor Horvath, por su parte, hizo hincapié en la necesidad de que el Ejecutivo proceda a la mayor brevedad a la redacción y promulgación de los reglamentos que permitan poner en práctica las normas legales. A su juicio, esto debería ocurrir a más tardar en los próximos seis meses. Abogó, además, por la necesidad de que los citados reglamentos no inhiban la iniciativa de las personas, de manera que, cautelando la seguridad y calidad del suministro eléctrico, así como la seguridad de las personas y bienes, se permita al mismo tiempo que quienes deseen desarrollar proyectos de generación no se encuentren ante trabas reglamentarias que no puedan ser resueltas.


- Sometida a votación esta enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Gómez, Horvath y Sabag.

° ° °


4) A continuación, la Cámara de Diputados introdujo los siguientes artículos 149 ter, 149 quáter y 149 quinquies:


“Artículo 149º ter.- Los remanentes de inyecciones de energía valorizados conforme a lo indicado en el artículo precedente que, transcurrido el plazo señalado en el contrato, no hayan podido ser descontados de las facturaciones correspondientes, deberán ser pagados al cliente por la concesionaria de servicio público de distribución respectiva. Para tales efectos, la concesionaria deberá remitir al titular un documento nominativo representativo de las obligaciones de dinero emanadas de las inyecciones no descontadas, salvo que el cliente haya optado por otro mecanismo de pago en el contrato respectivo.


Artículo 149º quáter.- Sin perjuicio de lo establecido en los artículos anteriores, la energía que los clientes finales inyecten por medios de generación renovables no convencionales de acuerdo al artículo 149º bis, podrá ser considerada por las empresas eléctricas que efectúen retiros de energía desde los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 200 megawatts, a objeto del cumplimiento de la obligación establecida en el artículo 150º bis.


Con dicho fin, anualmente, y cada vez que sea solicitado, la respectiva concesionaria de servicio público de distribución remitirá al cliente un certificado que dé cuenta de las inyecciones realizadas por el cliente a través de medios de generación renovables no convencionales. Copia de dicho certificado será remitida a las Direcciones de Peajes de los CDEC para efectos de su incorporación al registro a que se refiere el inciso sexto del artículo 150º bis. Mensualmente, y conjuntamente con cada facturación, la concesionaria deberá informar al cliente el monto agregado de inyecciones realizadas desde la última emisión del certificado a que se refiere este inciso.


El certificado de inyecciones leídas constituirá título suficiente para acreditar inyecciones para el cumplimiento de la obligación establecida en el inciso primero del artículo 150º bis, por los valores absolutos de las inyecciones indicadas en él. Para tales efectos, el cliente podrá convenir, directamente, a través de la distribuidora o por otro tercero, el traspaso de tales inyecciones a cualquier empresa eléctrica que efectúe retiros en ese u otro sistema eléctrico. El reglamento establecerá los procedimientos que deberán seguirse para el traspaso de los certificados y la imputación de inyecciones pertinente.


Artículo 149º quinquies.- Los pagos, compensaciones o ingresos percibidos por los clientes finales en ejercicio de los derechos que les confieren los artículos 149º bis y 149º ter, no constituirán renta para todos los efectos legales y, por su parte, las operaciones que tengan lugar conforme a lo señalado en tales disposiciones no se encontrarán afectas a Impuesto al Valor Agregado.


No podrán acogerse a lo dispuesto en el inciso precedente, aquellos contribuyentes del impuesto de Primera Categoría obligados a declarar su renta efectiva según contabilidad completa, con excepción de aquellos acogidos a los artículos 14 bis y 14 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1°, del decreto ley Nº824, de 1974.


Las concesionarias de servicio público de distribución deberán emitir las facturas que den cuenta de las inyecciones materializadas por aquellos clientes finales que gocen de la exención de IVA señalada en el inciso precedente, siempre que dichos clientes finales no sean contribuyentes acogidos a lo dispuesto en los artículos 14 bis y14 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, caso en el cual éstos deberán emitir la correspondiente factura.


El Servicio de Impuestos Internos establecerá mediante resolución, la forma y plazo en que las concesionarias deberán emitir las facturas a que se refiere el inciso precedente.”.


- Sometidos a votación estos nuevos artículos, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Gómez, Horvath y Sabag.

- - -

Artículo transitorio.-


En el primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente artículo transitorio:


“Artículo transitorio.- Esta ley entrará en vigencia una vez que se dicte el reglamento a que se refiere el artículo149 bis.


Durante el período comprendido entre la fecha de publicación del reglamento del artículo 149 bis y hasta la entrada en vigencia de la fijación de tarifas del valor agregado de distribución correspondiente al cuadrienio 2012-2015, los clientes que deseen inyectar sus excedentes de energía a la red, de acuerdo a lo señalado en el artículo 149 bis, y para efectos del pago de sus retiros de energía y potencia, podrán seguir adscritos a la opción tarifaria contratada a esa fecha.”.


En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó, en el inciso primero, la expresión “que se dicte” por el vocablo “publicado”.


- Sometida a votación esta enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Gómez, Horvath y Sabag.

- - -


En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas y de las resoluciones pertinentes, la Comisión de Minería y Energía tiene el honor de proponer adoptar los siguientes acuerdos respecto de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional.

Artículo único.-

Encabezamiento


- Aprobar su sustitución (unanimidad 5x0).

° ° °

Artículo 149.-


- Aprobar la incorporación de la oración propuesta en el inciso final (unanimidad 5x0).

° ° °

Artículo 149 bis.-


- Aprobar su sustitución (unanimidad 5x0).

° ° °

Artículos 149 ter.-, 149 quáter.- y 149 quinquies.-, nuevos


- Aprobar su incorporación (unanimidad 5x0).

Artículo transitorio.-


- Aprobar el reemplazo propuesto (unanimidad 5x0).

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 16 de enero de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Carlos Cantero Ojeda) (Presidente), señoras Isabel Allende Bussi y Lily Pérez San Martín (Jaime Orpis Bouchon) y señores José Antonio Gómez Urrutia y Hosain Sabag Castillo (Ximena Rincón González).


Sala de la Comisión, a 16 de enero de 2012.

(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL “ACUERDO MARCO PARA LA IMPLEMENTACIÓN DE SISTEMAS DE CONTROL INTEGRADO Y DE COOPERACIÓN PARA LA FACILITACIÓN DEL TRÁNSITO EN LOS PASOS DE FRONTERA HABILITADOS ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA DEL PERÚ”

(7967-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 19 de julio de 2011, con urgencia calificada de “suma”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 8 de noviembre de 2011, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, el Jefe del Departamento de Asuntos Internacionales de la Dirección de Fronteras y Límites del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Enrique Poblete, y la Asesora de dicha entidad, señora Claudia Moyano.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- El Ejecutivo señala que el presente Acuerdo descansa en la voluntad común de los Gobiernos de ambas naciones de seguir avanzando por la senda de la integración física. Añade que mediante este instrumento internacional se pretende fortalecer y facilitar el tránsito de personas, mercancías y vehículos por los pasos fronterizos habilitados entre ambas Partes, con procedimientos ágiles, confiables y eficientes que regulen los aspectos jurídicos, administrativos y operativos aplicables a los pasos de fronteras.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 4 de octubre de 2011, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 4 de octubre de 2011 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 2 de noviembre de 2011, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 111 votos a favor y 1 abstención.





4. Instrumento Internacional.- El Acuerdo se estructura sobre la base de un Preámbulo y XV capítulos, en los que se distribuyen los 50 artículos y las disposiciones finales, que lo conforman.





El capítulo I contiene en su artículo 1° los conceptos básicos para su aplicación. Se conceptualiza para ello lo que se entenderá por: “Área de Control Integrado”, “Centro de Control Integrado en Frontera (CCIF)”, “Comité de Coordinación Bilateral (CCB) del CCIF”, “Comité de Frontera”, “Control”, “Control Integrado”, “Funcionario Nacional Competente”, “Instalaciones”, “Libramiento/ levante”, “Modelo secuencial”, “Modelo yuxtapuesto”, “Organismo Coordinador”, “Organismos de Frontera”, “País Sede”, “País Limítrofe”, “Paso de Frontera”, “Ruta”, “Servicios Complementarios” y “Usuario”.





Se crea así, el Centro de Control Integrado de Frontera (CCIF), entendiendo que son “las instalaciones físicas ubicadas en el área de control integrado del País Sede, emplazada en una zona debidamente delimitada y cercada, en la cual se realiza, la acción de control de salida del País Limítrofe y la acción de control de ingreso del País Sede, sobre la base del respeto de la jurisdicción de ambas Partes”. A su vez, el Área de Control Integrado es concebida como “la parte del territorio del País Sede que comprende las instalaciones y la ruta entre éstas y el límite internacional, debidamente delimitada y cercada”.





El capítulo II prevé que el fin de este Acuerdo es establecer normas que regulen el funcionamiento de los centros de control integrado de frontera (CCIF) en los pasos fronterizos que las Partes determinen, así como las disposiciones relativas a los aspectos jurídicos, administrativos, operacionales y otros necesarios para su funcionamiento.





Por su parte, el capítulo III, está compuesto por los artículos 3º al 15º. Los primeros seis, aluden a los organismos nacionales competentes que estarán a cargo del control, orden y seguridad en el CCIF; al establecimiento de un Comité de Coordinación Bilateral (CCB) del CCIF; al funcionamiento del CCIF, el cual será permanente; a los acuerdos que puedan realizar los organismos nacionales competentes en el marco del CCB; y a las propuestas y resoluciones del CCB.





Los artículos siguientes señalan que los procedimientos de control integrado que correspondan a la salida y al ingreso de las personas, equipajes, vehículos y mercancías se aplicarán de tal forma que las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas del País Limítrofe y del País Sede tendrán plena vigencia en las áreas de control integrado; que los funcionarios de los organismos de frontera se sujetarán al régimen laboral, de remuneraciones y de seguridad social de su respectivo Estado y que éstos se deberán prestar ayuda mutua para el ejercicio de sus funciones en el CCIF. Seguidamente, se regula la  modalidad secuencial y la modalidad yuxtapuesta, a los efectos de las actividades de control.





El capítulo IV alude a la percepción de tributos, tasas y otros gravámenes”. Su artículo único faculta a los organismos competentes del control fronterizo para recaudar en el CCIF los importes correspondientes a los tributos, tasas y otros gravámenes que imponen las legislaciones nacionales respectivas, señalándose además que los montos recaudados serán trasladados o transferidos libremente por dichos organismos al Estado del cual dependen.





El capítulo V trata, en los artículos 17° a 19°, de los delitos e infracciones en las áreas de control integrado, estableciendo que los funcionarios que cometan delitos o infracciones en el área de control integrado, vinculados al ejercicio de o con motivo de sus funciones, serán sometidos a los tribunales de su propio Estado y juzgados por sus leyes. En cambio, los delitos e infracciones de los usuarios vinculados a las actividades de control fronterizo detectados por los funcionarios nacionales competentes en el área de control integrado, quedarán sujetos a la jurisdicción del Estado en que se encuentra efectuado el control o a la del que le corresponde efectuarlo. Se precisa, además, que los delitos o infracciones no relacionados con las actividades de control que tengan lugar en el área de control integrado, estarán sujetos a las reglas generales de jurisdicción vigente en el país sede.





A su vez, el capítulo VI, regula en los artículos 20° a 23°, las disposiciones relativas a las funciones policiales de los Ministerios Públicos. Al respecto, dispone que las fuerzas de orden público de cada Parte cumplirán con las atribuciones que les confiere el ordenamiento jurídico de sus respectivos Estados relativos al restablecimiento del orden público y privado, la seguridad y detención de las personas y cualquier otra acción represiva o de fuerza, en el área de control integrado. Sin embargo, no podrán ejercer las acciones descritas en el área de control integrado del otro Estado. Igualmente podrán desplazarse dentro del área de control integrado, pero solo podrán portar armas en el área de su correspondiente Estado.





El capítulo VII, referido al Comité de Coordinación Bilateral del CCIF, precisa, en sus artículos 24° a 27°, que el CCB podrá establecer los mecanismos necesarios para compatibilizar los procedimientos de trabajo de los organismos de frontera, así como convenir fórmulas que garanticen la plena operatividad del CCIF; que la instalación de servicios complementarios se regirá conforme a las leyes del país sede; que cada Estado deberá extender una credencial que identifique a sus funcionarios; que se intercambiarán nóminas de funcionarios y de los vehículos utilizados por éstos para que puedan permanecer o circular libremente en las áreas de control integrado; y finalmente que las autoridades del país sede concederán a los funcionarios nacionales competentes del país limítrofe la misma protección y ayuda que otorga a los suyos.





Luego, el capítulo VIII relativo a instalaciones, materiales, equipos y bienes para el ejercicio del control integrado, dispone, en los artículos 28° a 30°,que el país sede pondrá a disposición de los organismos de frontera del país limítrofe las instalaciones donde éstos llevarán a cabo sus actividades de control. Asimismo el país sede autorizará, a título gratuito, la instalación y conservación por los organismos de frontera del país limítrofe de los equipos de telecomunicaciones necesarios para el cumplimiento de sus funciones.





El capítulo IX sobre las disposiciones relativas al control migratorio, otorga, en los artículos 31° a 34°, la labor de administración, coordinación y control del movimiento migratorio a los funcionarios de Investigaciones de Chile y de la Dirección General de Migraciones y Naturalización del Perú. Éstos en el marco de sus funciones podrán exigir, según corresponda, la documentación idónea de viaje aplicable a la nacionalidad de la persona que se trate. Para la realización del control migratorio se entregará al usuario una tarjeta de migración que le autorizará su ingreso al país, la cual operará bajo un formato único, reduciéndose así el número de copias.





A continuación, el capítulo X se refiere, en sus artículos 35° a 37°, a las disposiciones relativas al control aduanero. Ordena que dicha tarea la realizarán el Servicio Nacional de Aduanas  de  Chile y la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria del Perú, de conformidad a los Acuerdos internacionales en los que ambos Estados bilateralmente y multilateralmente sean Parte y las respectivas legislaciones nacionales, según sea el caso. En el mismo capítulo se establece un mecanismo de registro aduanero para el ingreso y salida de vehículos particulares de turistas y vehículos de transporte público de pasajeros y de carga, y que ambos Estados deberán intercambiar la actualización de las mercancías cuya importación esté prohibida.





El capítulo XI referido a disposiciones relativas a los controles de sanidad agropecuaria, forestal e inocuidad alimentaria, prevé, en los artículos 38° a 45°, que el comercio internacional de productos e insumos silvoagropecuarios se regirá por las normas internacionales referidas a estos temas, incluyendo los Acuerdos sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y las disposiciones de la Organización Mundial de Sanidad Animal, entre otros.





Más adelante  señala que las faenas de control fito y zoosanitario la realizarán el Servicio de Sanidad Agraria del Perú y el Servicio Agrícola y Ganadero de Chile, y que el ingreso de productos o insumos silvoagropecuarios será amparado por el respectivo permiso o autorización o documento fito o zoosanitario para ingreso o importación cuando corresponda, y por el certificado fito o zoosanitario de exportación, en el cual se deberá dejar constancia del cumplimiento de los requisitos establecidos por el país importador.





Dispone que los productos que no cuenten con los permisos, autorizaciones, documentos de ingreso / importación, así como con las certificaciones oficiales requeridas por el país sede, serán rechazados y deberán retornar al país limítrofe.





El capítulo XII trata, en su artículo 46°, sobre las disposiciones relativas a los controles de flora y fauna silvestre. Precisa que el movimiento transfronterizo de especímenes de flora y fauna silvestre, vivos o muertos, así como cualquier parte o derivado fácilmente identificable, deben estar amparados por el respectivo permiso de exportación CITES emitido por la Dirección General Forestal y de Fauna Silvestre (DGFFS) del Ministerio de Agricultura del Perú o el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG) de Chile.





A su vez, el capítulo XIII consigna, en sus artículos 47° a 49°, que el país sede asumirá los costos de mantenimiento de la infraestructura y de los servicios generales (luz, agua y aseo) del área de control integrado ubicado en su territorio; que los funcionarios autorizados del país limítrofe que se encuentren laborando en el CCIF podrán hacer uso de los servicios de expendio de alimentos que los ofrezcan, bajo su costo; que ambas Partes acordaron poner en práctica el control integrado bajo la modalidad yuxtapuesta por pares de entidades nacionales con responsabilidades análogas en el paso de frontera Santa Rosa - Chacalluta, una vez que entre en vigor el presente Acuerdo; y que las disposiciones del presente Acuerdo podrán aplicarse en los pasos de frontera que se habiliten entre las Partes bajo la modalidad de control que se acuerde para él por la vía diplomática.





El capítulo XIV otorga, en su artículo 50°, a las autoridades competentes de los organismos de frontera la facultad de procurar adoptar procedimientos únicos de control integrado. Añade que, en tanto no lo consigan, deberán aplicar procedimientos similares o compatibles.





Finalmente el capítulo XV, relativo a las “Disposiciones Finales”, regula, en sus normas primera y segunda, la entrada en vigor, la cual corresponde a la fecha de la última Nota en que una de las Partes le comunique a la otra el cumplimiento de los requisitos jurídicos internos; la duración del Acuerdo Marco, que será indefinida; que  el Acuerdo no deroga ni modifica lo establecido por tratados internacionales entre las Partes específicamente aplicables al tránsito de personas, equipajes, mercancías y vehículos entre las ciudades de Tacna y Arica, y que toda propuesta de modificación de las disposiciones de este instrumento será sometida previamente al Comité de Frontera Chile-Perú para su evaluación y a los Ministerios de Relaciones Exteriores de cada Estado Parte.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma colocó en discusión el proyecto.





El Jefe del Departamento de Asuntos Internacionales de la Dirección de Fronteras y Límites del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Enrique Poblete, señaló que debido a la importancia que ha adquirido la integración física con Perú, se ha adoptado este acuerdo marco para dar fluidez al tránsito fronterizo de personas, mercaderías y vehículos.





Agregó que, en este sentido, se acordó el establecimiento de un control integrado de doble cabecera en el paso Concordia, en los complejos Chacalluta y Santa Rosa. Indicó que la idea es agilizar el tránsito fronterizo y disminuir los tiempos de espera. Expresó que dicha iniciativa no es nueva, pues se encuentra en aplicación con Argentina y Bolivia.





El Honorable Senador Kuschel preguntó cuáles son los pasos habilitados con Perú.





El señor Poblete respondió que existen dos pasos habilitados de manera formal: el paso Concordia, que es carretero, y el paso ferroviario. Agregó que, en el año 2011, se desplazaron por el paso Concordia cerca de 4.550.000 personas, lo cual demuestra la importancia del flujo que tiene, muy cerca del principal que es Pudahuel, por el cual transita una cifra levemente superior.





A continuación, el Honorable Senador Tuma consultó cómo se capacita y se prepara a los funcionarios que atenderán dicho paso.





El señor Poblete contestó que se han realizado seis ejercicios de control integrado a la fecha, las cuales son simulaciones que permiten apreciar el grado de preparación adquirido. Asimismo, señaló que se han efectuado tres talleres de capacitación, más pasantías en Argentina y Brasil.





El Honorable Senador Tuma preguntó qué organismo, por parte del Perú, estará a cargo del control.





El señor Poblete respondió que por parte de Perú intervendrán la Dirección General de Inmigraciones y Naturalización y la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria. Añadió que Chile estará representado por la Policía de Investigaciones (PDI), la Dirección Nacional de Aduanas, y el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG).





Luego, el Honorable Senador Letelier consultó porque se decidió adoptar este acuerdo en este momento.





El señor Poblete indicó que esta iniciativa nació en el año 2004 y que por diversas razones no había podido tramitarse.





El Honorable Senador Larraín expresó que este tipo de iniciativas tienen una importancia tremenda para la gente, pues facilita el traslado de personas, mercaderías y vehículos. Indicó que se fomenta la integración vecinal.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, Letelier, Pizarro y Tuma.

----------


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo Marco para la Implementación de Sistemas de Control Integrado y de Cooperación para la Facilitación del Tránsito en los Pasos de Frontera Habilitados entre la República de Chile y la República del Perú, suscrito en Santiago, el 19 de enero de 2011.”.
----------





Acordado en sesión celebrada el día 10 de enero de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eugenio Tuma Zedán (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Carlos Kuschel Silva, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 10 de enero de 2012.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES QUE APRUEBA EL “ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA SOBRE AUTORIZACIÓN PARA EL EJERCICIO DE ACTIVIDADES REMUNERADAS PARA FAMILIARES DEPENDIENTES DEL PERSONAL DIPLOMÁTICO, CONSULAR, TÉCNICO Y ADMINISTRATIVO DE LAS MISIONES DIPLOMÁTICAS Y REPRESENTACIONES CONSULARES”

(7987-10)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 19 de julio de 2011, con urgencia calificada de “suma”.

Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 9 de noviembre de 2011, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.

A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistió, especialmente invitado, el Subdirector de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Álvaro Arévalo.

- - -

Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES

1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".

b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.

2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- EL Ejecutivo señala que este instrumento reconoce los vínculos de amistad entre ambos países y recoge además el interés de ambas Partes de permitir, sobre la base de un tratamiento recíproco, el ejercicio de un trabajo remunerado a los familiares dependientes a cargo del personal de las misiones diplomáticas y representaciones consulares. Añade que con ello se facilita la vida familiar de dichos funcionarios y se establece un marco jurídico que mejora sus condiciones de vida, haciendo posible, asimismo, una mayor integración entre las sociedades chilena y nicaragüense.

3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 11 de octubre de 2011, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 18 de octubre de 2011 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes el proyecto en informe.


Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 8 de noviembre de 2011, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 97 votos a favor y 1 en contra.

4. Instrumento Internacional.- Este Acuerdo consta de un Preámbulo y 8 Artículos, que se reseñan a continuación.

Las Partes reconocen en el Preámbulo el interés de ambos países de facilitar la contratación de los familiares dependientes a cargo del personal de las Misiones Diplomáticas y Representaciones Consulares en actividades remuneradas en el Estado receptor.

El artículo 1 dispone que los familiares dependientes del personal diplomático, consular, técnico y administrativo de las misiones diplomáticas y representaciones consulares de Chile en Nicaragua y de Nicaragua en Chile, quedarán autorizados para ejercer actividades remuneradas en el Estado receptor, en las mismas condiciones que los nacionales de dicho Estado, una vez que obtengan la correspondiente autorización de conformidad a lo que dispone el presente Acuerdo.

A su vez, el artículo 2 define ciertos conceptos que se estiman necesarios para su aplicación: “Miembros de una misión diplomática o representación consular”; y “Familiar dependiente”.

El artículo 3 establece el procedimiento, sobre la base de reciprocidad, para autorizar la contratación de un familiar dependiente en una actividad remunerada en el Estado receptor. Destaca que la autorización para ejercer una actividad remunerada no exime al titular de ella del cumplimiento de los requisitos usuales o reglamentarios en materia de antecedentes personales, calificación  profesional u otra para ejercer dicha actividad.

Por su parte, el artículo 4 regula el alcance de la inmunidad de jurisdicción civil o administrativa de que goza el titular de la autorización para ejercer una actividad remunerada, consignando que tal inmunidad no se aplicará respecto de ningún acto u omisión realizado en el desarrollo de la actividad remunerada que se enmarquen en el derecho civil y administrativo del Estado Receptor.

El artículo 5 trata de la inmunidad de jurisdicción en materia penal de que goza el titular de la autorización en el Estado receptor, la que se seguirá aplicando con respecto a cualquier acto realizado en el curso de la actividad remunerada. Sin embargo, tratándose de delitos graves, a solicitud por escrito del Estado receptor, el Estado que envía deberá considerar retirar la inmunidad al familiar dependiente. Añade que la renuncia a la inmunidad de jurisdicción penal no se entenderá extensiva a la ejecución de la sentencia, para la cual se requerirá una renuncia específica.

Luego, con respecto a la legislación aplicable en materia tributaria y de seguridad social, el artículo 6 estipula que el beneficiario de este Acuerdo estará sujeto en el ejercicio de su actividad remunerada a la legislación nacional del Estado receptor.

El artículo 7 prevé que en caso de diferencias en la interpretación o aplicación del presente Acuerdo estás se resuelvan a través de consultas mutuas.

Finalmente, el artículo 8 se refiere a la entrada en vigor del presente Acuerdo, disponiendo que el mismo regirá 60 días después de la fecha del intercambio de la última Nota en que las Partes se comuniquen el cumplimiento de los procedimientos legales internos. Asimismo, dispone que el Acuerdo tendrá una duración indefinida y podrá ser denunciado en cualquier momento.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma colocó en discusión el proyecto.


El Subdirector de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Arévalo, señaló que este instrumento forma parte de los más de treinta tratados suscritos por Chile en esta materia, a fin de facilitar el trabajo remunerado de familiares de diplomáticos chilenos acreditados en el exterior. Añadió que se otorga sobre la base de la reciprocidad.


Explicó que este instrumento internacional favorece a los familiares más próximos como cónyuges, hijos menores e hijos que tengan alguna discapacidad física o mental. Agregó que para ejercer esta actividad se requiere presentar una solicitud al Ministerio de Relaciones Exteriores, el cuál si corresponde otorga la autorización.


Precisó que las personas que trabajan en esta condición no gozan de inmunidad de jurisdicción civil o administrativa por las actividades que desarrollan, pero gozan de inmunidad de jurisdicción penal, salvo el caso de delito grave, en el cual debe levantarse dicho privilegio. Indicó que en materia tributaria y de seguridad social se ciñen a la legislación chilena.


A continuación, el Honorable Senador Larraín consultó si este instrumento es similar a los otros tratados firmados.


El señor Arévalo expresó que corresponde al mismo tratado tipo o modelo firmado en otras oportunidades, por cuanto se trata de un modelo muy consolidado.


El Honorable Senador Letelier señaló que le parece arbitrario el límite de 24 años de edad para los hijos menores dependientes, pues recordó que muchos se encuentran en la etapa universitaria y acompañan a sus padres en los desplazamientos. A su vez, preguntó si hay otros países de Latinoamérica con qué no se haya firmado este tipo de tratados y por qué no se ha firmado un acuerdo regional.


El señor Arévalo expresó que en verdad es bastante arbitraria la limitación de edad para los hijos menores dependientes. Además, sostuvo que con la mayoría de los países de la región existen acuerdos de este tipo. Expresó que esta modalidad bilateral se ha utilizado por la mayoría de los países, en contraposición a la solución multilateral, no obstante ser instrumentos muy semejantes unos con otros.


Por su parte, el Honorable Senador Kuschel indicó que la multilateralidad debería ser la regla general en esta materia, con la existencia de algunas excepciones justificadas. Enseguida, consultó si este tipo de tratados se habían firmado con organismos internacionales.


El señor Arévalo precisó que hay diferencias en este tipo de acuerdos, en especial, en el ámbito de la inmunidad jurisdiccional. A su vez, señaló que también se han suscrito acuerdos con organismos internacionales, tales como el Banco Interamericano de Desarrollo (BID).


Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, Letelier y Tuma.

- - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Nicaragua sobre Autorización para el Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Técnico y Administrativo de las Misiones Diplomáticas y Representaciones Consulares”, suscrito en Managua, Nicaragua, el 22 de febrero de 2011.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 10 de enero de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eugenio Tuma Zedán (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Carlos Kuschel Silva y Juan Pablo Letelier Morel.


Sala de la Comisión, a 10 de enero de 2012.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR ORPIS, QUE ESTABLECE EL DÍA DE LA ADOPCIÓN Y DEL QUE ESTÁ POR NACER 

(7254-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción del Honorable Senador señor Jaime Orpis Bouchon, con urgencia calificada de “simple”.


Se hace presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley y, acordó, unánimemente, proponer a la Sala que sea considerado del mismo modo.

A las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador Orpis; la Ministra del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt y su Asesora señora Daniela Sarras; la Directora Ejecutiva de Fundación Chile Unido, señora Verónica Hoffmann y su  Directora de Asistencia, señora María Victoria Reyes.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El objetivo de esta iniciativa consiste en declarar el 25 de marzo cada año, como el “Día del que está por nacer y de la adopción”.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.  JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República, artículos 1°, 19 numeral 1° y 63 numerales 5) y 20).


2.- La Convención Americana sobre Derechos Humanos (“Pacto San José de Costa Rica”).

3.- El Código Sanitario, en su artículo 119.

4.- El Código Civil en su Libro I, Título II, “Del Principio y Fin de la Existencia de las Personas”.

II. DE HECHO

La moción que da origen al presente proyecto de ley, señala que el Capítulo III de la Constitución Política del Estado relativo a “Los Derechos y Deberes Constitucionales”, en su artículo 19, numeral 1°, garantiza el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona, estableciéndose en su inciso segundo que la ley protegerá la vida del que está por nacer.

Enseguida, señala que nuestra Carta Fundamental reconoce que el comienzo de la vida se produce con anterioridad al nacimiento, sin precisar desde qué momento se produce esta protección, lo que sí hace el Pacto de San José de Costa Rica, suscrito por Chile el 14 de agosto de 1990, el cual en su artículo 4° establece que se protege la vida desde el momento de la concepción.

Por lo anterior, indica que en nuestra legislación se protege la vida desde sus inicios, esto es, desde la concepción, lo que se refleja en la prohibición de todo tipo de abortos. De esta manera, sostiene que Chile cuenta con una de las legislaciones más protectoras de la vida del que está por nacer.

En esta misma línea, señala que proteger la vida desde la concepción tiene un profundo significado desde un punto valórico, especialmente porque se está frente a un ser en la más infinita indefensión, realzando en toda su dimensión la dignidad humana al proteger al más débil. En efecto, continúa la moción, proteger la vida del que está por nacer es reconocerle el derecho a vivir a todo ser humano, incluso en contra de la voluntad de sus propios progenitores. De este modo, enfatiza, nadie puede disponer de la vida de otro.

Refiere que esta premisa, que aparece tan clara en nuestra legislación, no lo es en el resto del mundo, puesto que la tendencia en general es aprobar legislaciones que permiten el aborto.

No obstante, expresa que prácticamente en todo el mundo se celebra el día del que está por nacer el 25 de marzo de cada año, con la finalidad de realzar el valor de la vida, condenar el genocidio en contra de seres indefensos e intentar revertir las legislaciones que consagran el aborto.

En seguida, hace presente que el valor de la vida no se agota con la protección legal del que está por nacer desde el momento de la concepción, pues existe un número importante de embarazos no deseados de los cuales deben hacerse cargo para facilitar la decisión de las mujeres que,  pese  a la condena social, familiar, razones económicas o de otra índole, optan por la vida. Expresa que por difíciles que sean estas circunstancias, nunca será justificable privar de la vida a otro.

Para los casos a los cuales se ha hecho referencia, declara que uno de los caminos más eficaces es la adopción, permitiendo a las madres que no se encuentran en condiciones de asumir la maternidad contar con la certeza de que ese niño no sufrirá abandono, ya que será recibido por una familia en calidad de hijo, y que le entregarán afecto, cariño y formación. Sobre este mismo punto, recuerda que son numerosas las familias en nuestro país que están esperando recibir a estos hijos, no por razones de caridad, sino para asumir en plenitud los roles  de la maternidad o la paternidad.  Hace presente, además, que la calidad de hijo no está asociada a un origen biológico, de hecho  nuestra legislación no hace ninguna diferencia entre hijos biológicos o adoptados, por lo que  para todos los efectos legales tienen la misma calidad.

Por las razones expuestas, señala que esta iniciativa legal busca rescatar el valor de la vida del que está por nacer y, además, brindar una salida a aquellas madres que tienen embarazos no deseados.

- - -

Hacemos presente que con fecha 18 de mayo de 1999, la Sala del Senado aprobó unánimemente un Proyecto de Acuerdo que declara el día 25 de marzo como el Día del niños concebido y no nacido, el cual se remitió al ex Presidente de la República, señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle, mediante el Oficio N° 14.264, de 19 de mayo de 1999. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR
El texto del artículo único del  proyecto de ley en informe declara el 25 de marzo de cada año como el día del que está por nacer y la adopción.

Al iniciar la discusión de este proyecto, en sesión de 16 de marzo de 2011, la Comisión escuchó al Honorable Senador señor Jaime Orpis, autor de la moción, quien manifestó que el 25 de marzo se celebra de manera universal como el día del que está por nacer, con el objeto de rescatar el valor de la vida y  la dignidad humana. Al respecto, destacó que este proyecto no sólo se refiere al día del que está por nacer sino que, también, busca dar una salida a los embarazos no deseados evitando el aborto y promoviendo la adopción.

A su turno, el Honorable Senador señor Letelier manifestó no compartir los fundamentos del proyecto porque, según dijo, en él se establecen ciertos supuestos que son discutidos por la ciencia.  Declaro ser partidario de la interrupción del embarazo antes de los tres meses, como, asimismo, del denominado aborto terapéutico, el cual constituye un tema que debe ser objeto de un amplio debate a nivel nacional que convoque a todos los sectores para que expongan sus puntos sobre dicho asunto.

Señaló que la ambigüedad que existe en la Constitución sobre esta materia es el resultado del debate que ha existido sobre el aborto, puesto que luego de su entrada en vigencia el aborto terapéutico fue reconocido por la legislación, situación que perduró hasta el año 1990.  Respecto de la adopción, arguyó que su relación con los embarazos no deseados es un conflicto real respecto del cual hay que fomentar políticas públicas, máxime considerando las cifras que, según dijo, ascienden a 130.000 abortos por año. 

Consultó por el verdadero sentido de la protección que se quiere brindar con este proyecto, puesto que si se trata de imponer una corriente pro vida y anti aborto, no está disponible para su aprobación. 

El Honorable Senador señor Orpis destacó que el objetivo de la moción es rescatar el valor de la vida y entregar protección a los embarazos no deseados por medio de la adopción.

El Honorable Senador señor Larraín concordó con los fundamentos del proyecto enunciados por el Honorable Senador señor Orpis, particularmente en la ampliación que se hace en el reconocimiento de la adopción como una forma de combatir el embarazo no deseado.

El Honorable Senador señor Letelier reiteró su voluntad en el sentido de no aprobar esta iniciativa, puesto que, según dijo, no comparte los fundamentos contenidos en la moción que han sido precisados por su autor.  Declaró que, a su juicio, debe establecerse científicamente el comienzo de la vida con el objeto de contar con certezas al momento de entregar protección jurídica en esta materia.

- - - 

En una sesión posterior, la Comisión recibió a la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt, quien expresó la voluntad del Ejecutivo de apoyar la iniciativa en estudio que declara el 25 de marzo de cada año como el día del que está por nacer y la adopción.

Informó que el 25 de marzo se celebra mundialmente el día del niño que está por nacer y, a modo de ejemplo, citó los casos de El Salvador, Argentina, Guatemala, Costa Rica, Nicaragua, República Dominicana, Filipinas, Perú, Paraguay y Ecuador, quienes ya lo tienen incorporados en su legislación.

Enfatizó que para el Gobierno del Presidente Piñera el apoyo a la maternidad es un objetivo central, lo que quedó demostrado mediante el trabajo conjunto que se realizó durante el  proyecto sobre el post natal. Del mismo modo, mencionó que han establecido un programa especial de Apoyo a la Maternidad en Conflicto para ir en ayuda de las madres con depresión post parto, duelo, lactancia, apego y pensión alimenticia y apoyo al embarazo adolescente, entre otros.

Por otra parte, llamó la atención respecto a que  la tasa de natalidad en nuestro país ha disminuido considerablemente. En efecto, continuó, hasta hace unos años, la tasa era de 5,5 niños promedio por mujer y hoy es de 1,9, que junto a la de Cuba, son las más bajas de toda América Latina, lo cual refleja la enorme relevancia que  tiene apoyar a las madres en su maternidad.

No obstante lo anterior, informó que según una encuesta hecha por  Adimark en el 2008, Chile es visto como una sociedad que no apoya a la maternidad. Apreciación que es errada, pues nuestro país cree en la importancia de proteger a sus niños incluso antes de nacer.  Prueba de ello, dijo, es que tenemos el permiso prenatal más extenso del mundo y, además, el más rígido, cuyo argumento es precisamente  proteger la vida del que está por nacer.

Por otra parte, continuó, la adopción es una forma de ejercer la maternidad, una oportunidad para el niño de ser criado en una familia que lo proteja y acoja durante todo su desarrollo, como también para muchos padres que no han podido concebir, de ejercer la maternidad y la paternidad.

Sobre el particular, informó que en promedio en Chile se realizan 500 adopciones  por año, representando el 35% de los niños que están en condiciones de ser adoptados. Hizo presente que los menores que no son adoptados crecen y se desarrollan en hogares y lugares que no tienen las mismas condiciones que tendrían en una familia.

Declaró que para el Ejecutivo instaurar el día del niño que está por nacer y la adopción permitirá reconocer el valor de la maternidad en todas sus formas, entregando una señal positiva para la protección de los niños.

Finalmente, expuso que el Gobierno no sólo ha querido otorgarle urgencia al proyecto, sino que también apoyarlo personalmente en el seno de esta Comisión para establecer el día del niño que está por nacer y la adopción.


A continuación, el Honorable Senador señor Orpis valoró el apoyo del Ejecutivo, recordando que el artículo 19 N° 1 de la Constitución Política de la República, garantiza el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona, y que el inciso segundo establece que la ley protegerá la vida del que está por nacer.  Es decir, acotó, nuestra legislación así lo reconoce. No obstante lo anterior, resaltó que la Carta Fundamental no precisa el momento exacto de la vida,  pero sí lo hace  el Pacto San José de Costa Rica, suscrito por Chile el 14 de agosto de 1990, que en su artículo 4 consagra el derecho a la vida se protege desde el momento de la concepción, lo que se entronca con la disposición constitucional, por lo que, a su juicio, es de toda lógica que la legislación chilena, además de los instrumentos internacionales, apunta a proteger la vida desde sus inicios. 


Reiteró que su propuesta liga también con la adopción como una respuesta a los embarazos no deseados, que es una realidad que existe en nuestro país, de manera de brindar una oportunidad a las madres de entregar a sus hijos para que sean parte de una familia.


Hizo presente que ambas ramas del Congreso Nacional han aprobado Proyectos de Acuerdo sobre la materia, antecedentes que deben tenerse presentes en este debate.


Recordó que en el Parlamento se han dictado a la fecha una total de 80 leyes que establecen distintos días conmemorando a el adulto mayor; las Américas; el anciano; la bandera nacional; el bombero; el brigadista; el cine; la cueca, entre otros. De esta forma, estimó que establecer el día del que está por nacer para rescatar el valor de la vida y la maternidad no debería estar ausente sino que, por el contrario, debiese tener la relevancia suficiente para integrar esta lista.


La Honorable Senadora señora Pérez hizo presente que es contraria al aborto provocado y considera que como legisladores deben resguardar el derecho a la vida y el de la madre frente a ciertos casos, por lo que consulta cómo se concilia este resguardo con el proyecto, toda vez que en esta materia, no hay un criterio común.


Sobre el particular, la Ministra del Servicio Nacional de la Mujer, explicó que la moción no establece cuál es el momento en que comienza la vida. Su objetivo consiste en potenciar la maternidad, el cual ha sido un foco de acción permanente de la actual administración, no sólo con el post natal sino que con el  apoyo a la maternidad en conflicto y al embarazo adolescente.  Del mismo modo,  continuó,  el apoyo  a la adopción como alternativa por el bien superior del niño para que pueda tener una familia que lo proteja y una opción a los padres que no han podido concebir de ejercer la maternidad y paternidad, les parece de gran relevancia. En Chile, preciso, hay 1.600 niños que están en condiciones de ser adoptados, sin embargo, sólo se adopta entre un 30% y un 35% de esos niños. 


El Honorable Senador señor Kuschel felicitó la presentación de esta iniciativa legal, la cual en su momento también fue impulsada como proyecto de acuerdo, entre otros, por los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide y Larraín, don Hernán.  En seguida, se refirió a la información entregada sobre la adopción de menores, en la cual se observa que el 60% de los adoptados tienen menos de dos años y el 40%  más de tres años, cifras que, a su juicio, invitan a una revisión de la legislación vigente en este materia.

La Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Schmidt, respondió que de acuerdo con datos proporcionados por fundaciones dedicadas a estas materias, se ha detectado alguna problemática que hace que efectivamente el proceso sea lento y muchas veces engorroso.  De esta forma, si los padres biológicos no han entregado al niño en adopción de manera directa sino que éstos han sido abandonados, se requiere esperar un cierto tiempo hasta que aparezca o pueda aparecer un pariente biológico y, en ese caso, el niño no estaría sujeto a la adopción.  Sobre el particular, indicó que revisarán la ley en esta materia con el objeto de analizar si existe algún mecanismo que pueda facilitar este proceso teniendo al niño como el eje central.  

A continuación expuso la señora Verónica Hoffmann, Directora Ejecutiva de Fundación Chile Unido, quien agradeció que se hubiera acogido su solicitud de exponer ante la Comisión el planteamiento de la Fundación sobre el proyecto de ley en estudio.

En seguida, hizo presente que la Fundación  tiene tres ejes de acción: vida, familia y conciliación trabajo-familia, los cuales dan el punto inicial para todos los programas sociales que desarrollan.

Sobre el particular, informó que en el primer eje está el Programa Acoge una Vida, que apoya, contiene y acompaña a mujeres con embarazos no planificados para que opten por la vida de sus hijos.  En materia de familia, tienen un programa de orientación psicoterapéutica vía telefónica para que la persona pueda solucionar su problema a corto plazo, y de no ser posible, se la deriva a la red de apoyo de especialistas.  Finalmente, destacó que desde hace nueve años, la Fundación realiza el estudio de las mejores empresas para madres y padres que trabajan y que busca promover, al interior de las mismas, el que cada vez más puedan conciliarse trabajo y familia.

A continuación, felicitó a los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide y Larraín, don Hernán, por haber presentado el proyecto de acuerdo en 1999, en que se solicitaba a Presidente de la República declarar el día 25 de marzo de cada año como el del niño concebido y no nacido, el cual fue aprobado por la Sala de la Corporación.

En ese sentido, destacó la moción presentada por el Honorable Senador señor Orpis, lo cual, estima, puede ser el impulso para avanzar en lograr que se instaure legalmente el  día del niño que está por nacer.

Adicionalmente, expresó que la situación jurídica frente al niño y la mujer embarazada está recogida en el artículo 19 N° 1 de la Constitución Política. Sobre el particular, recordó que la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó el 20 de noviembre de 1989, la Convención sobre los Derechos del Niño. Por lo cual el Estado de Chile debe proporcionar a la mujer embarazada garantías y derechos, lo cual se observa en el Código del Trabajo a través del permiso pre y post natal y fuero maternal, entre otros.

En otro orden de materias, destacó el apoyo materno infantil, es decir, la pareja madre-hijo.  Sobre el particular, expresó que Chile registra la menor tasa de mortalidad materna en Latinoamérica: de cada 100 mil mujeres que tienen un parto sólo 16 están en riesgo de muerte.  También mencionó el programa “Chile Crece Contigo” y el “Comprometido por la Vida”.

Respecto a las instituciones de apoyo a la mujer embarazada, señaló que la Fundación Chile Unido desde 1999 a la fecha ha atendido a más de 6.000 mujeres en situación de riesgo por embarazos no planificados o por situaciones personales complejas. Puntualizó que del total de las madres atendidas por el programa “Acoge una Vida”, el 93%  ha decidido optar por la vida y las cifras así lo demuestran, más de 3.350 niños han nacido.


Al concluir expresó que la Fundación apoya esta iniciativa por las siguientes consideraciones:  un país que cuida la dignidad de los más necesitados, se vuelve un país más desarrollado; al cuidar la pareja madre-hijo aumenta el capital humano; se fomenta la natalidad; la mujer opta por la vida; el Estado no sólo protege al niño nacido sino también antes de nacer; se sensibiliza al país con un mensaje positivo de esperanza como es la vida, y, finalmente,  lo esencial de este proyecto es contar con un día que dignifique tanto a la madre como el niño que está por nacer.

- Puesto en votación el proyecto de ley en informe, en general y en particular, fue aprobado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Lily Pérez y señores Carlos Ignacio Kuschel, Hernán Larraín y Mariano Ruiz-Esquide.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, al fundamentar su voto reiteró los conceptos vertidos para declarar el 25 de marzo como el día del que está por nacer, y valoró, principalmente, el aporte que en particular ha hecho el Honorable Senador señor Orpis en el proyecto al incorporar al niño adoptado. 
En el mismo sentido, la Honorable Senadora señora Pérez al fundamentar su voto, felicitó al Honorable Senador señor Orpis por agregar el día del adoptado pues es una señal importante que permitirá adoptar políticas públicas en materia de salud para aquellas familias que no pueden tener hijos toda vez que, en la actualidad, no existen planes de salud en esa línea. Del mismo modo, valoró el trabajo que realiza Fundación Chile Unida.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Declárase el 25 de marzo de cada año como el “Día del que está por nacer y de la adopción.”.”.

- - -


Acordado en las sesiones celebradas los días 16 de marzo de 2011 y 11 de enero de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), señora Lily Pérez San Martín y señores Carlos Ignacio Kuschel Silva, Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel.


Sala de la Comisión, a 17 de enero de 2012.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann,

                  Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA LA VENTA Y ARRIENDO DE VIDEOJUEGOS EXCESIVAMENTE VIOLENTOS A MENORES DE 18 AÑOS Y EXIGE CONTROL PARENTAL A CONSOLAS 

(5579-03)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Diputadas señoras Marcela Cubillos y Marisol Turres y de los Diputados señores Gonzalo Arenas, Enrique Estay, Javier Hernández, Juan Lobos, Juan Masferrer, Iván Moreira, Felipe Salaberry y Gastón Von Múhlenbrock.


La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 3 de enero de 2011, pasando a la Comisión de Economía.


Corresponde señalar que Su Excelencia el señor Presidente de la República hizo presente urgencia para el despacho de esta iniciativa, en todos sus trámites constitucionales, en el carácter de “simple”.

______________


Cabe tener presente que este proyecto de ley fue discutido en general y en particular, en virtud del artículo 127 del Reglamento del Senado.

______________


A la sesión en que la Comisión estudió el proyecto asistió, además de sus miembros, el Honorable Diputado señor Gonzalo Arenas.


También concurrieron, especialmente invitados, las siguientes personas: 


-Del Consejo de Calificación Cinematográfica: El Secretario Ejecutivo, señor Osvaldo Garay Opazo; 


-Del Ministerio de Hacienda: El coordinador legislativo, señor Francisco Moreno.


-De la Secretaría General de la Presidencia: la analista, señora Francisca Navarro Moyano. 


-El Jefe de Gabinete Subrogante del Subsecretario de Educación, señor Matías Romero Donoso. 


-De la Fundación Jaime Guzmán: El Asesor, señor Gustavo Rosende.


-De Libertad y Desarrollo: El abogado del programa legislativo, señor Daniel Montalva Armanet. 


-De la Biblioteca del Congreso Nacional: La analista, señora Annette Hafner.


-Los asesores del Honorable Senador señor Zaldívar, señor Cristián Valenzuela, y del Honorable Senador señor Letelier, señor Tomás Monsalve. 

______________


En atención a que el inciso sexto del artículo 49 bis, nuevo, que artículo único del proyecto mencionado incorpora a la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, dice relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, la Comisión acordó ponerlo en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema, lo cual se dió cumplimiento por medio del oficio 481/E-2011. Lo anterior, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 77, incisos segundo y siguientes, de la Carta Fundamental, y 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y.

______________

OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, el proyecto en estudio tiene por objeto modificar la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para imponer a los fabricantes e importadores de videojuegos la obligación de colocar en los envases en que comercialicen dichos productos leyendas que señalen claramente el nivel de violencia contenida en el videojuego respectivo.


Asimismo, modifica la ley Nº 19.846, sobre Calificación de la Producción Cinematográfica, con la finalidad de otorgar al Consejo de Calificación Cinematográfica competencia para calificar el nivel de violencia del videojuego.

__________

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El inciso sexto del artículo 49 bis, nuevo, que el artículo 1° incorpora a la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, tiene el carácter de norma orgánico constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República de Chile.

__________

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- La ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores.


2.- La ley N° 19.846, sobre Calificación de la Producción Cinematográfica.

B. ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción.

Explican los Honorables señores Diputados autores de la iniciativa que más de 50 años de investigaciones sobre los efectos negativos de la violencia desmedida en la televisión en los niños, han permitido llegar a conclusiones en forma más rápida y completa sobre los efectos de la violencia excesiva en los videojuegos.


Estudios dados a conocer por la American Psychological Association, como el de Douglas Gentile y Craig Anderson de año 2003, (Gentile Et Anderson, 2003), muestran cómo los efectos negativos de los videojuegos pueden incluso ser más perjudiciales que la televisión, toda vez que los videojuegos son más envolventes e interactivos, recompensan el comportamiento violento de los jugadores y existe una repetición constante y mucho más intensa que en la televisión de dichos actos de violencia.


Igualmente, diversos estudios a nivel internacional demuestran el aumento explosivo de las horas de exposición de niños y adolescentes a los videojuegos, realidad que se produce precisamente en una etapa de sus vidas en donde deberían aprender a relacionarse en forma pacífica y cooperativa con los otros.


Los estudios han demostrado que el uso excesivo de videojuegos violentos está relacionado con mayores comportamientos, pensamientos y sentimientos agresivos, señalando que los padres tienen un papel importante que jugar.


Una de las características más graves de la violencia excesiva en los videojuegos es que ésta, a diferencia de la violencia televisiva, es "interactiva", y premia dichos comportamientos.


Tal es así, que casos a nivel internacional han demostrado que jóvenes adictos a videojuegos violentos han cometido tiroteos y masacres entre sus propios compañeros de estudio, para lo cual basta recordar la muerte de 34 personas, el 17 de abril de 2007, en la Universidad Tecnológica de Virginia, Estados Unidos y la ocurrida en Finlandia, en donde murieron asesinadas 8 personas en el Instituto Jokela de Tuusula, el 7 de noviembre de 2007; hechos en los cuales si bien no se puede atribuir toda la responsabilidad a la afición de los involucrados a los videojuegos excesivamente violentos, constituye un elemento común en ambos casos, que podrían haber ayudado a exacerbar comportamientos violentos, en personalidades inestables o enfermas.


Como ejemplo, señalan juegos como el famoso GTA (Grand Thief Auto) San Andreas, en donde el protagonista es un ex convicto que debe intentar convertirse en el nuevo rey del crimen en la ciudad, cometiendo todo tipo de delitos para poder ganar puntos, a lo cual se ha sumado la tendencia de muchos niños de repetir en la vida real las misiones violentas contenidas en dicho juego, como lo demuestran los innumerables videos contenidos en internet (el sitio web youtube) que intentan imitar las misiones de este criminal protagonista.


Precisan, además, que existe el juego Resident Evil 4, de Nintendo, que no sólo exacerba la violencia extrema en el desarrollo del mismo, sino que promueve conductas suicidas con frases tan decidoras como "morir es vivir" expresadas por monjes, en rituales con características satánicas.


Lo anterior, es sólo para mencionar como ejemplo dos de los juegos más comunes que se pueden encontrar hoy en el mercado, sin perjuicio de existir miles incluso más crueles y violentos actualmente disponibles.

_____________

DISCUSIÓN GENERAL Y EN PARTICULAR, A LA VEZ


En la primera sesión que la Comisión celebró para tratar el proyecto en informe, la Comisión recibió al Honorable Senador señor Gonzalo Arenas, uno de los autores de la moción, quien señaló que la iniciativa regula la venta y la arriendo de videojuegos.


Indicó que en Chile los videojuegos que se importan cuentan con una calificación correspondiente a su país de origen. Actualmente los juegos son sumamente violentos y cuentan con carátulas bastantes inofensivas. Por tal motivo, los padres muchas veces no saben en qué consiste un determinado videojuego. Advertencias en letras pequeñas, escritas a un costado de la carátula, no son entendibles por nosotros, porque corresponden a una calificación propia del lugar donde éstos fueron fabricados. Lo que busca este proyecto de ley es que esa calificación se homologue según el criterio del Consejo Calificador Cinematográfico, y que la advertencia ocupe un veinticinco por ciento de la carátula, para que sea más fácil para los padres saber qué videojuego están comprando. En síntesis, el objetivo de esta iniciativa es ayudar a los padres en el momento de la compra de un videojuego.


Luego, anunció la presentación por parte del Ejecutivo de una indicación que, entre otros aspectos, incorpora el Consejo de Calificación Cinematográfica en la determinación del nivel de violencia de los videojuegos.

A continuación la Comisión escuchó al Secretario Ejecutivo del Consejo de Calificación Cinematográfica, señor Osvaldo Garay. En su intervención, anunció que el Ejecutivo pretende hacer un par de modificaciones al proyecto es análisis. 

La primera de ellas es para de evitar una antinomia con la ley N° 19.846, sobre Calificación de la Producción Cinematográfica. En efecto, actualmente la citada ley N° 19.846 establece, en la letra d) de su artículo 7°, que los videojuegos no serán objeto de calificación por parte del Consejo de Calificación Cinematográfica. De no realizar las modificaciones necesarias, derogando expresamente la señalada disposición, se generaría una antinomia con nuevo proyecto de ley. El objetivo es otorgar competencia al Consejo para conocer y calificar estos videojuegos.  

En segundo lugar, la indicación que presentará el Ejecutivo aborda el trámite de homologación. Basado en el modelo del consejo alemán encargado de calificación de videojuegos, la idea es tramitar la homologación, para incorporar a la realidad cultural de nuestro país calificaciones de otros países, las que puden ser disímiles. La finalidad es que no se trate de una homologación matemática.

En tercer lugar, la indicación propone modificaciones relativas a las ventas y arrendamientos de videojuegos en relación con las multas, aumentándola de 25 a 50 unidades tributarias mensuales, como tope máximo.

Luego, el Honorable Senador señor Tuma indicó el proyecto es de gran sentido común, porque en Chile tenemos normas similares para otras actividades afines, de tal manera que no podríamos oponernos a esta iniciativa. Al contrario, debemos propiciar iniciativas que resguarden la salud mental de los menores, porque el índice de delincuencia tiene que ver también con el medio ambiente en que los jóvenes se educan, y un ambiente de violencia fomentado por este tipo de videojuegos no parece recomendable en absoluto. Los legisladores y la sociedad, en general, debemos velar porque eso no ocurra. Destacó en tal sentido el rol de los padres y apoderados en esta materia, quienes tienen que velar permanentemente para que sus hijos menores no tengan acceso a videojuegos cuyo nivel de violencia sea pertubador para su etapa de desarrollo. 

Por lo anteriormente expuesto, el Honorable señor Senador agregó que es indispensable normar en esta materia, para que el público pueda informarse sobre el contenido de violencia de un determinado videojuego. En tal sentido, adelantó su apoyo a la indicación al proyecto anunciada por representantes del Ejecutivo para establecer la competencia de un organismo calificador. 

En síntesis, resaltó que es un proyecto completo, sencillo y de gran sentido común, e hizo un llamado aprobarlo en general y en particular.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Zaldívar, recabó el acuerdo para votar el proyecto en general y particular, a la vez, en la próxima sesión, junto a la indicación del Ejecutivo, que ya estará presentada. Lo propuesto por el señor Presidente fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Tuma y Zaldívar.


En la siguiente sesión, el proyecto fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Tuma y Zaldívar, e inmediatamente la Comisión procedió al análisis de las indicaciones presentadas por Su Excelencia el señor Presidente de la República, del siguiente tenor:


“1) Para modificar el artículo único, que pasa a ser Artículo Primero, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 49 bis la frase “"sólo para adultos" a personas menores de dieciocho años”, por la frase “como juego con contenido “sólo para mayores de 18 años”, a quienes no hayan acreditado la mayoría de edad”.


b)  Reemplázase en el inciso quinto del artículo 49 bis la frase “homologan la norma establecida en el” por la frase “tramitan la homologación de calificación del”; y, la frase “lo cual se entenderá cumplido, traduciendo al castellano la calificación correspondiente del país de origen y siempre que ella cumpla con el”, por la frase “ante el Consejo de Calificación Cinematográfica. Todo ello, sin perjuicio del cumplimiento del”.


2) Para incorporar el siguiente artículo segundo, nuevo:


“Artículo Segundo.- Modifícase la ley Nº 19.846 sobre Calificación de la Producción Cinematográfica, en el siguiente sentido:


a) Elimínase la letra d) del artículo 7, pasando la letra e) del mismo artículo a ser letra d).


b) Modifícase el artículo 22 en el siguiente sentido:


i) Intercálase en el inciso primero, a continuación de la palabra “cinematográficas”, la expresión “o videojuegos”.”.


Inmediatamente, la Comisión procedió a debatir y votar las referidas indicaciones.


1) De Su Excelencia el señor Presidente de la República, para modificar el artículo único, que pasa a ser Artículo Primero, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 49 bis la frase “"sólo para adultos" a personas menores de dieciocho años”, por la frase “como juego con contenido “sólo para mayores de 18 años”, a quienes no hayan acreditado la mayoría de edad”.”.


En discusión, el Honorable Senador señor García recordó que las indicaciones presentadas por Su Excelencia el Presidente de la República fueron explicadas en la sesión anterior por el Secretario Ejecutivo del Consejo de Calificación Cinematográfica, señor Osvaldo Garay. 


Al respecto, adelantó su apoyo a las mismas, pero sugirió aprobar con modificaciones la letra a) de la indicación 1), para que, manteniendo el espíritu de la norma contenida en el inciso segundo del artículo 49 bis, nuevo, de la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, ésta sea redactada de un modo positivo, en los siguientes términos:


“Asimismo, fabricantes, importadores, proveedores y comerciantes sólo podrán vender y arrendar videojuegos que fueren calificados como juego con contenido “sólo para mayores de 18 años”, a quienes acrediten cumplir con tal requisito, debiendo exigir en cada venta o arriendo la cédula de identidad respectiva.”.


--Puesta en votación, la indicación 1) a) fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presente, Honorables Senadores señores García, Tuma y Zaldívar.


1) De Su Excelencia el señor Presidente de la República, para modificar el artículo único, que pasa a ser Artículo Primero, en el siguiente sentido:


…


…


“b)  Reemplázase en el inciso quinto del artículo 49 bis la frase “homologan la norma establecida en el” por la frase “tramitan la homologación de calificación del”; y, la frase “lo cual se entenderá cumplido, traduciendo al castellano la calificación correspondiente del país de origen y siempre que ella cumpla con el”, por la frase “ante el Consejo de Calificación Cinematográfica. Todo ello, sin perjuicio del cumplimiento del”.”.

En discusión, el Honorable Senador señor Tuma hizo presente que una norma que no exige calificación cuando se cuenta con la  homologación de las normas sobre calificación del país de origen del videojuego sólo se justifica y tiene sentido cunado tal homologación esté aprobada, es decir, totalmente tramitada. 

Al respecto, el señor Garay indicó que precisamente la finalidad de la modificación propuesta en la indicación es que la homologación no sea un simple trámite material o mecánico, sino que que permita adaptar a la cultura e idiosincrasia de nuestro país videojuegos que provenga, por ejemplo, de Asia, en donde que existe una cosmovisión de la sociedad que, respecto de ciertos aspectos, podría ser diferente a la nuestra, o de países con sistemas de clasificaciones distintos al nuestro, como Estados Unidos, que considera rangos etarios distintos. En suma, tramitar involucra un proceso de internalización del videojuego a nuestra sociedad no es solamente mecánico.

En la misma línea de lo planteado por el Honorable Senador señor Tuma, el Honorable Senador señor Zaldívar hizo hincapié en que no basta con el hecho de tramitar, sino que es necesario obtener la homologación. Es decir, el interesado tiene que obtener el hecho cierto de que la homologación ha sido aceptada. Al respecto, hizo un llamado a modificar la redacción de la norma para que disponga claramente que el requisito para la aplicación de esta norma de excepción es que se ha logrado la homologación de la calificación del país de origen.

Consultado por el Honorable Senador señor Tuma, el señor Garay indicó que para los efectos de la calificación será necesario distinguir si el videojuego fue calificado previamente por el país o no cuenta con calificación, como ocurrirá con los videojuegos nacionales. En el primer caso, caso en el cual podría prescindir de la calificación nacional, en la medida que tal calificación logre ser homologada. En el segundo caso, es decir, si el videojuego no está calificado, deberá ser calificado por el Consejo.

Recogiendo el parecer manifestado en el debate, el Honorable Senador Zaldívar recabó al acuerdo de la Comisión para aprobar la indicación del Ejecutivo, pero con modificaciones, de modo tal de reemplazar la totalidad del señalado inciso 5° del artículo 49 bis, por el siguiente: 


“La calificación señalada en el inciso tercero del presente artículo no será necesaria, si los fabricantes o distribuidores de videojuegos homologan la norma establecida en el país de origen del videojuego indicada en su carátula o envoltorio original ante el Consejo de Calificación Cinematográfica. Todo ello sin perjuicio del cumplimiento del requisito del inciso cuarto del presente artículo.”.


--Puesta en votación, la indicación 1) b) fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Tuma y Zaldívar.


2) De Su Excelencia el señor Presidente de la República, para incorporar el siguiente artículo segundo, nuevo:


“Artículo Segundo.- Modifícase la ley Nº 19.846 sobre Calificación de la Producción Cinematográfica, en el siguiente sentido:


a) Elimínase la letra d) del artículo 7, pasando la letra e) del mismo artículo a ser letra d).


b) Modifícase el artículo 22 en el siguiente sentido:


i) Intercálase en el inciso primero, a continuación de la palabra “cinematográficas”, la expresión “o videojuegos”.

ii) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales tercero y cuarto, a ser cuarto y quinto respectivamente: 

“En el caso de infracciones relativas a la venta o arrendamiento de videojuegos sin respetar la calificación efectuada por el Consejo, se aplicará lo dispuesto en los incisos sexto y séptimo del artículo 49 bis de la ley N° 19.496.”.

c) Agrégase en el artículo 29, antes del primer punto aparte, a continuación de la expresión “producción cinematográfica”, la expresión “o sinopsis de videojuego”.”. 


--Puestas en votación, las indicaciones 2) a), b) –i e ii- y c), fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Tuma y Zaldívar.

___________


En consecuencia, vuestra Comisión de Economía tiene el honor de aprobar en general el proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

Artículo único.

Pasa a ser artículo primero


1.- Sustituir el inciso segundo del artículo 49 bis, nuevo, de la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, por el siguiente:


“Asimismo, fabricantes, importadores, proveedores y comerciantes sólo podrán vender y arrendar videojuegos que fueren calificados como juego con contenido “sólo para mayores de 18 años”, a quienes acrediten cumplir con tal requisito, debiendo exigir en cada venta o arriendo la cédula de identidad respectiva.”. (Unanimidad. 3x0).
2.- Reemplazar el inciso 5° del artículo 49 bis, por el siguiente: 


“La calificación señalada en el inciso tercero del presente artículo no será necesaria, si los fabricantes o distribuidores de videojuegos homologan la norma establecida en el país de origen del videojuego indicada en su carátula o envoltorio original ante el Consejo de Calificación Cinematográfica. Todo ello sin perjuicio del cumplimiento del requisito del inciso cuarto del presente artículo.”. (Unanimidad. 3x0).
______________


3.- Incorporar el siguiente artículo segundo, nuevo:


“Artículo 2°.- Modifícase la ley Nº 19.846 sobre Calificación de la Producción Cinematográfica, en el siguiente sentido:


a) Elimínase la letra d) del artículo 7, pasando la letra e) del mismo artículo a ser letra d).


b) Modifícase el artículo 22 en el siguiente sentido:


i) Intercálase en el inciso primero, a continuación de la palabra “cinematográficas”, la expresión “o videojuegos”.

ii) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales tercero y cuarto, a ser cuarto y quinto respectivamente: 

“En el caso de infracciones relativas a la venta o arrendamiento de videojuegos sin respetar la calificación efectuada por el Consejo, se aplicará lo dispuesto en los incisos sexto y séptimo del artículo 49 bis de la ley N° 19.496.”.

c) Agrégase en el artículo 29, antes del primer punto aparte, a continuación de la expresión “producción cinematográfica”, la expresión “o sinopsis de videojuego”.”. (Unanimidad. 3x0).
______________

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por vuestra Comisión de Economía, y que os propone aprobar en general: 

PROYECTO DE LEY

"Artículo 1°.- Incorpórase en la ley N° 19.496, que Establece Normas sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, el siguiente artículo 49 bis, nuevo:

"Artículo 49 bis.- Los fabricantes y,o importadores de videojuegos deberán colocar en los envases en que comercialicen dichos productos leyendas que señalen claramente el nivel de violencia contenida en el videojuego respectivo, según las instrucciones contenidas en el presente artículo.

Asimismo, fabricantes, importadores, proveedores y comerciantes sólo podrán vender y arrendar videojuegos que fueren calificados como juego con contenido “sólo para mayores de 18 años”, a quienes acrediten cumplir con tal requisito, debiendo exigir en cada venta o arriendo la cédula de identidad respectiva.

Todo envase o envoltura que contenga un videojuego, sea nacional o importado, destinado a su distribución dentro del territorio nacional, y toda acción publicitaria de los mismos, cualquiera sea la forma o el medio a través del cual se realice, deberá contener en forma clara y precisa la advertencia sobre los grados de violencia y valor educativo presentes en dicho videojuego y, de acuerdo a tales parámetros, clasificarlos como aptos para "mayores de 3 años", "mayores de 7 años", "mayores de 12 años", "mayores de 16 años" y "mayores de 18 años". Esta clasificación será realizada por el Consejo de Calificación Cinematográfica, dependiente del Ministerio de Educación.

Esta advertencia deberá ocupar, a lo menos, el 25% del espacio de ambas caras del envase o envoltorio del videojuego respectivo.

La calificación señalada en el inciso tercero del presente artículo no será necesaria, si los fabricantes o distribuidores de videojuegos homologan la norma establecida en el país de origen del videojuego indicada en su carátula o envoltorio original ante el Consejo de Calificación Cinematográfica. Todo ello sin perjuicio del cumplimiento del requisito del inciso cuarto del presente artículo.

La infracción a las disposiciones del presente artículo será sancionada, por el juez de policía local correspondiente a la comuna del infractor, con una multa de 1 a 50 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies materia de la infracción.

Se entenderá que existe reincidencia cuando el infractor incurra en una misma contravención, en dos oportunidades dentro del mismo año calendario, caso en el cual se podrá aplicar el doble de la multa establecida para la infracción respectiva.".

Artículo 2°.- Modifícase la ley Nº 19.846, sobre Calificación de la Producción Cinematográfica, en el siguiente sentido:

a) Elimínase la letra d) del artículo 7°, pasando la letra e) del mismo artículo a ser letra d).

b) Modifícase el artículo 22 en el siguiente sentido:

i) Intercálase en el inciso primero, a continuación de la palabra “cinematográficas”, la expresión “o videojuegos”.”.

ii) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales tercero y cuarto, a ser cuarto y quinto respectivamente: 

“En el caso de infracciones relativas a la venta o arrendamiento de videojuegos sin respetar la calificación efectuada por el Consejo, se aplicará lo dispuesto en los incisos sexto y séptimo del artículo 49 bis de la ley N° 19.496.”.

c) Agrégase en el artículo 29, antes del primer punto aparte, a continuación de la expresión “producción cinematográfica”, la expresión “o sinopsis de videojuego”.”. 

__________


Acordado en sesiones celebradas los días 21 de diciembre de 2011 y 4 de enero de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), José García Ruminot y Eugenio Tuma Zedán.


Sala de la Comisión, a 9 de enero de 2012.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz,

Abogado Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE LIMITA LA REELECCIÓN PARLAMENTARIA CONSECUTIVA A UNA VEZ, EN SUS RESPECTIVOS DISTRITOS O CIRCUNSCRIPCIONES 

(8147-07)

NORMATIVA
Conforme al artículo 51 inciso segundo de la Constitución Política de la República, las elecciones de Diputados y de Senadores se efectuarán conjuntamente, agregando que los parlamentarios podrán ser reelegidos en sus cargos.
La formula de la reelección consagrada en la nuestra Carta Fundamental no limita la cantidad de reelecciones a que puede acceder un parlamentario, ya sea en otra o en la misma circunscripción senatorial o distrito electoral. Simplemente, sin más, posibilita la reelección.
CONSIDERANDOS
Nos encontramos así, con que el marco normativo que regula las elecciones de estos cargos de elección popular, legitima la posibilidad que existan Senadores y Diputados que permanezcan largo tiempo en el cargo. Y no es con ello que se quiera sostener únicamente los elementos negativos que lleva aparejado una falta de alternancia en el poder, sin duda que ello conlleva beneficios, cual es por ejemplo permitir el desarrollo de proyectos a largo plazo, pero no son menos ciertos los efectos nocivos que puede tener la falta de renovación de los representantes.
En este sentido, la situación presentada no resulta una novedad, actualmente existen en tramitación varios proyectos sobre la materia todos los cuales identifican las ventajas y desventajas proporcionadas por una falta de alternancia en el poder.
Sin embargo, no se puede desconocer ni resulta propio, a nuestro juicio, privar de ejercer su rol a quienes positivamente lo han ejecut3do y sin duda han desarrollado o per se, cuentan con las competencias necesarias para ejercer cargos de elección popular.
Considero necesario de esta forma encontrar un justo medio entre los pro y contra que un sistema de reelección indefinida en una misma circunscripción senatorial o distrito electoral puede conllevar. De esta manera, la fórmula apropiada resultante de la conjugación de estos factores resulta limitar la reelección, mas no de una manera general, sino en la misma circunscripción o distrito. Considero que de esta forma se reconoce por una parte a quienes positivamente ejercen sus liderazgos, permitiéndoles someterse indefinidamente a la votación popular y por otro, permite la alternancia en el poder, generar nuevos espacios e innovación
Es por todos los motivos expuestos que venimos a someter a vuestra consideración el siguiente,
PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL
Artículo único: Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política del Estado
1) Modifícase el inciso segundo del artículo 51, de la siguiente forma:
“Las elecciones de Diputados y de Senadores se efectuarán conjuntamente. Los parlamentarios podrán ser reelegidos en sus cargos por una única vez consecutiva en una misma circunscripción senatorial o distrito electoral según corresponda”.
2) Incorpórase la siguiente vigésimo sexta disposición transitoria nueva:
“Vigésimosexta: las modificaciones previstas en el artículo 51- inciso segundo, se aplicarán a los Senadores y Diputados en ejercicio a partir de las siguientes elecciones parlamentarias. Para estos efectos, aquellos parlamentarios que ejerzan su autoridad en virtud de una reelección consecutiva en una misma circunscripción senatorial o distrito electoral, les resultarán aplicables estas restricciones”.
(Fdo.): Lily Pérez San Martín,

Senadora.
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO, QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES PARA LIMITAR LA REELECCIÓN CONSECUTIVA DE ALCALDES Y CONCEJALES A UNA ÚNICA VEZ EN LA MISMA COMUNA 

(8148-06)

NORMATIVA
En el caso de los Alcaldes, el artículo 57 de la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades Nº 18.695 establece que su mandato durará cuatro años y posteriormente, posibilita la reelección sin límite de tiempo ni de comuna. Sin más, se posibilita la reelección.
A su turno, el artículo 72 de la ley Nº 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades en su inciso primero, preceptúa que los Concejales durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos.
CONSIDERANDOS
Nos encontramos así, con que el marco normativo que regula las elecciones de estos cargos de elección popular, legitima la posibilidad que existan Alcaldes y Concejales que permanezcan largo tiempo en el cargo. Y no es con ello que se quiera sostener únicamente los elementos negativos que lleva aparejado una falta de alternancia en el poder, sin duda que ello conlleva beneficios, cual es por ejemplo permitir el desarrollo de proyectos a largo plazo, pero no son menos ciertos los efectos nocivos que puede tener la falta de renovación de los representantes.
En este sentido, la situación presentada no resulta una novedad, actualmente existen en tramitación varios proyectos sobre la materia, todos los cuales identifican las ventajas y desventajas proporcionadas por una falta de alternancia en el poder.
Sin embargo, no se puede desconocer ni resulta propio, a nuestro juicio, privar de ejercer su rol a quienes positivamente lo han ejecutado y sin duda han desarrollado o per se, cuentan con las competencias necesarias para ejercer cargos de elección popular.
Considero necesario de esta forma encontrar un justo medio entre los pro y contra que un sistema de reelección indefinida en una misma comuna puede conllevar. De esta manera, la fórmula apropiada resultante de la conjugación de estos factores resulta limitar la reelección, mas no de una manera general, sino a la misma comuna. Considero que de esta forma se reconoce por una parte a quienes positivamente ejercen sus liderazgos, permitiéndoles someterse indefinidamente a la votación popular y por otro, permite la alternancia en el poder, generar nuevos espacios e innovación
Es por todos los motivos expuestos que venimos a someter a vuestra consideración el siguiente
PROYECTO DE LEY
Artículo único: Modifícase la ley 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades de la forma que sigue:
1) Modifícase el inciso primero del artículo 57, de la siguiente forma:
“El Alcalde será elegido por sufragio universal, en votación conjunta y cédula separada de la de Concejales, en conformidad con lo establecido con esta ley. Su mandato durará cuatro años y podrá ser reelegido por única vez consecutiva en una misma comuna”.
2) Modifícase el inciso primero del artículo 72, de la siguiente forma:
“Los concejos estará integrados por Concejales elegidos por votación directa mediante un sistema de representación proporcional en conformidad a esta ley. Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos por única vez consecutiva en una misma comuna".
3) Incorpórase el siguiente artículo 6º transitorio nuevo:
“Las modificaciones previstas en los artículos 57 y 72 que limitan la reelección en una misma comuna, se aplicarán a los Alcaldes y Concejales en ejercicio a partir de las siguientes elecciones municipales. Para estos efectos, tratándose de aquellos representantes que ejerzan su autoridad en virtud de una reelección consecutiva en una misma comuna, les resultarán aplicables estas restricciones”.

(Fdo.): Lily Pérez San Martín,

Senadora.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES LARRAÍN PEÑA, FREI (DON EDUARDO), KUSCHEL, LARRAÍN FERNÁNDEZ, PROKURICA Y WALKER (DON PATRICIO), QUE PIDE AL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA ELEVAR UNA PROTESTA FORMAL, ANTE NACIONES UNIDAS, POR EL DESARROLLO QUE LA REPÚBLICA ISLÁMICA DE IRÁN HACE DE INSTALACIONES NUCLEARES DE POTENCIAL APLICACIÓN BÉLICA Y DE SU UTILIZACIÓN COMO AMENAZA PARA LOS DEMÁS ESTADOS DEL GOLFO PÉRSICO Y DEL ORIENTE MEDIO, EN ESPECIAL, PARA LA REPÚBLICA DE ISRAEL 

(S 1441-12)

1.- Publicaciones especializadas advierten sobre el desarrollo de un sofisticado sistema de energía nuclear por la República Islámica de Irán.
2.- La International Atomic Energy Agency (LA.E.A) en resolución adoptada el 18 de noviembre pasado, condenó el desarrollo por la República Islámica de Irán de actividades descritas oficialmente como científicas, pero que pueden tener un uso civil o militar. Dicha resolución contó con el voto favorable de 32 de los 35 países miembros de la Agencia referida.
3.-Se ha conocido en días recientes el despliegue bélico de fuerzas pertenecientes a la República Islámica de Irán en el Golfo Pérsico.
4.- Asimismo, la prensa ha dado reiteradamente cuenta de expresiones del Presidente Mahmoud Ahmadinejad que amenazan la existencia de otras naciones.
5.- Las reiteradas coincidencias del régimen iraní con gobiernos de nuestra región que suelen intervenir de forma irregular en la existencia de naciones, como la chilena, que procuran ordenar su convivencia interna según valores republicanos y democráticos. La adquisición de armamentos desproporcionados a sus posibilidades por países de nuestro hemisferio también atenta contra los equilibrios continentales.
Por tanto, en mérito de lo expuesto, los senadores patrocinantes someten a la consideración del H Senado de la República la adopción del siguiente:
Proyecto de Acuerdo
Solicitar al Gobierno de la República que proteste formalmente ante las Naciones Unidas, por el desarrollo de las instalaciones nucleares que puedan tener aplicación bélica por parte de la República Islámica de Irán y ser utilizados para amenazar a los demás Estados del Golfo Pérsico y del Medio Oriente y, en especial, la República de Israel que ha sido directamente amenazada por el régimen Iraní.

(Fdo.): Carlos Larraín Peña, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- Carlos Kuschel Silva, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORAS ALLENDE, ALVEAR, PÉREZ SAN MARTÍN Y RINCÓN Y SEÑORES BIANCHI, CANTERO, ESCALONA, FREI (DON EDUARDO), GÓMEZ, HORVATH, LAGOS, LETELIER, MUÑOZ ABURTO, NAVARRO, PIZARRO, QUINTANA, ROSSI, RUIZ-ESQUIDE, SABAG, TUMA, WALKER (DON IGNACIO), WALKER (DON PATRICIO) Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), RELATIVO AL ENVÍO POR EL EJECUTIVO DE UN PROYECTO DE LEY QUE REEMPLACE EL SISTEMA ELECTORAL BINOMINAL Y MEJORE LOS NIVELES DE REPRESENTATIVIDAD Y PARTICIPACIÓN DEMOCRÁTICA 

(S 1442-12)
1.- El que Chile ha tenido su propio proceso de transición a la democracia, con Presidentes de distintos sectores políticos.
2.- El que las leyes de transparencia y de sistemas de información permiten que la ciudadanía conozca a tiempo los avances y decisiones en temas políticos, sociales, ambientales y culturales, lo que genera mejores instancias de participación.
3.- El que los ciudadanos demandan mayores instancias de  participación, sistemas de información y representación.
4.- La necesidad de garantizar la movilidad social y una mejor calidad de vida para todos los habitantes de nuestro país.
5.- El que la reforma electoral de inscripción automática y voto voluntario permite la participación y un aumento de un relevante número de votantes.
6.- El que el sistema binominal obliga a dos grandes bloques políticos, que no necesariamente representan la diversidad política, social y cultural de nuestro país y sus regiones. Este sistema permite el que personas con relativa baja votación sumen sus votos superando a otros candidatos que individualmente, o de grupos menores puedan obtener mayor respaldo. Además los sistemas de reemplazo de parlamentarios no siempre se corresponden con los representados.
7.- Las demandas ciudadanas para participar y resolver los grandes temas del país en educación, superación de la pobreza y de las irregularidades, regionalización, valoración del territorio, requieren de políticas a nivel local, regional y nacional, que sean legítimos representantes de la ciudadanía que ejerce sus deberes, responsabilidades y demandas.

Por tanto, los Senadores que suscriben vienen a presentar el siguiente:

Proyecto de Acuerdo

El Senado de la República acuerda lo siguiente:

“Solicitar al Presidente de la República el envío de un proyecto de ley, que reemplaza el sistema electoral binominal, que entregue respuestas a las solicitudes de nuestros ciudadanos que nos exigen mejorar nuestros niveles de representatividad y de participación democrática en nuestro país.”

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE MODIFICA LA LEY N° 18.290, AUMENTANDO LAS SANCIONES POR MANEJO EN ESTADO DE EBRIEDAD, BAJO LA INFLUENCIA DE SUSTANCIAS ESTUPEFACIENTES O SICOTRÓPICAS, Y BAJO LA INFLUENCIA DEL ALCOHOL

(7652-15)


Oficio Nº 9925 



VALPARAÍSO, 17 de enero de 2012


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha aprobado las enmiendas propuestas por ese H. Senado al proyecto que modifica la ley N° 18.290, aumentando las sanciones por manejo en estado de ebriedad, bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, y bajo la influencia del alcohol (boletín N° 7652-15), con excepción de las contenidas en los númerales 9) y 10) propuestos por ese H. Senado, que ha desechado.


En razón de lo anterior, esta Corporación acordó que los Diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta de acuerdo con el artículo 71 de la Constitución Política:

                - don Fidel Espinoza Sandoval

                - don Gustavo Hasbún Selume

                - don Juan Carlos Latorre Carmona

                - don Joaquín Tuma Zedán

                - don Leopoldo Pérez Lahsen


Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº 58/SEC/12, de 11 de enero de 2012.


Dios guarde a V.E.

                 (Fdo.): Pedro Araya Guerrero, Presidente en Ejercicio de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA,  RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR ORPIS, SEÑORAS ALLENDE Y RINCÓN Y SEÑORES GÓMEZ Y HORVATH, QUE PROPICIA LA AMPLIACIÓN DE LA MATRIZ ENERGÉTICA MEDIANTE FUENTES RENOVABLES NO CONVENCIONALES 

(7201-08)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Minería y Energía tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en una Moción de los Honorables Senadores señor Orpis, señoras Allende y Rincón y señores Gómez y Horvath.


Concurrieron a sesiones de la Comisión los Honorables Senadores señores Horvath y Letelier.


Asimismo, asistieron a sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley, el Ministro de Energía, señor Rodrigo Álvarez Zenteno; el Subsecretario de la Cartera, señor Sergio del Campo, y el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Cristián Valenzuela.

- - -


Se hace presente que una vez concluido el día 15 de noviembre de 2010 el plazo originalmente fijado por la Sala de la Corporación para presentar indicaciones respecto de esta iniciativa de ley, por sucesivos acuerdos de los Comités del Senado, adoptados con fecha 17 y 30 de noviembre y 14 de diciembre de 2010 y, posteriormente, los días 4 y 31 de mayo, 8 de junio, 5 de julio y 29 de noviembre de 2011, se fijaron nuevos plazos para formular indicaciones directamente en la Secretaría de la Comisión.


A fin de facilitar el análisis de las indicaciones presentadas, se ha procedido a numerarlas nuevamente y de manera correlativa, en la forma que se consigna más adelante en este informe.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto 


de indicaciones ni modificaciones: Ninguno.

2.-
Indicaciones aprobadas 


sin modificaciones: Números 29 A y 29 B.

3.-
Indicaciones aprobadas 


con modificaciones: Ninguna.

4.-
Indicaciones rechazadas: Números 8, 13 y 15.

5.-
Indicaciones retiradas: Números 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 9, 10, 11, 12, 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27 y 28.

6.-
Indicaciones declaradas 


inadmisibles: No hay.

- - -


Previo al estudio pormenorizado de las indicaciones, la Comisión recibió en audiencia, especialmente invitados, a los siguientes personeros:


- Al señor Carlos Finat, Gerente de Suministros Estratégicos y Energía de la Compañía Minera Doña Inés de Collahuasi.


- Al señor Ramón Galaz, Gerente General de Valgesta Energía S.A.


- A la señora Sara Larraín, Directora del Programa Chile Sustentable, acompañada de sus asesores, señor Oddo Cid y señora Mónica Maureira.


- Al asesor de la Dirección Jurídica del Ministerio de Energía, señor Gonzalo Carreño.


- A los asesores especialistas integrantes de la Mesa Técnico-Parlamentaria de Energía, señores Andrés Romero, Marcelo Pérez y Rodrigo Mora.

- - -


Como se señalara precedentemente, en sesión de 9 de noviembre de 2011 la Comisión recibió en audiencia a personeros y especialistas de entidades vinculadas a la materia sobre que versa este proyecto de ley.


En primer término, intervino el señor Carlos Finat, Gerente de Suministros Estratégicos y Energía de la Compañía Minera Doña Inés de Collahuasi.


Con motivo de su exposición, se refirió primeramente a los objetivos que tiene nuestro país en lo concerniente a la generación de electricidad a partir de energías renovables, en especial a la reducción de costos de generación.


Sobre el particular, explicó que del 3,10% de generación mediante energías renovables no convencionales (ERNC) en el año 2010 en el Sistema Interconectado Central, la reducción de costos alcanzó el 3,33% del total, lo que se traduce en un ahorro en costos de operación del sistema por US$129 millones. Del análisis de diversos casos, concluyó que los costos reales de generación con ERNC pueden calificarse de competitivos.


Sin embargo, advirtió que para definir si una fuente de energía renovable constituye un “recurso” es necesario que sea explotable comercialmente. Así, si bien se puede suponer que en Chile existe una elevada cantidad de recursos de este tipo, no hay estudios suficientes que permitan efectuar una estimación clara de todas las energías renovables comercialmente explotables. En tal sentido, deberían identificarse primero aspectos tales como la conectividad al sistema eléctrico; la accesibilidad al recurso; el impacto visual; las características y situación jurídica del suelo; la altura a que se ubica, y el perfil de velocidad del viento, entre otros factores.


Enseguida, aludió al modo cómo la introducción de ERNC ha permitido reducir la dependencia de combustibles importados, destacando que los precios de estas energías habitualmente se ajustan según índices de inflación, siendo constantes en términos reales.


Respecto del desarrollo de una industria local relativa a las ERNC, señaló que mientras a nivel mundial esta industria muestra un alto grado de madurez en diversas tecnologías, con un liderazgo de China, Estados Unidos, España y Alemania, dado el bajo nivel de inversión en investigación y desarrollo y la mermada capacidad industrial de nuestro país, en estos momentos estamos fuera de la carrera de ser proveedores de estas tecnologías. En todo caso, dijo que hay oportunidades en la integración de servicios y productos locales en la cadena de valor y en el aprovechamiento de las capacidades locales para establecer métodos y tecnologías de gestión de ERNC en los sistemas interconectados.


Posteriormente, el señor Finat hizo diversas observaciones al proyecto de ley en informe.


En lo que atañe a la cantidad de ERNC a que nuestro país puede aspirar, explicó que el monto máximo de inserción de estas energías en un sistema eléctrico interconectado está limitado por los recursos renovables económicamente explotables, los efectos que conlleva la generación intermitente con ERNC en la estabilidad y calidad del servicio eléctrico, los mayores costos de unidades convencionales y las exigencias operacionales especiales. Precisó que si bien en razón de su costo variable muy bajo la inserción de ERNC implica una reducción en los costos de generación de energía, debido a las exigencias que imponen las ERNC discontinuas (como la eólica o la solar con paneles voltaicos) el sistema incurre en costos de servicios complementarios.


En materia de precios, indicó que algunos países en los que se han llevado cabo procesos de incorporación de ERNC en sus sistemas muestran una industria con un amplio número de oferentes. Si no existe la intención de privilegiar una tecnología específica o establecer una industria local de tecnologías de ERNC, el proceso de licitación puede ser muy competitivo. Acerca de quién determina el precio, destacó que aun cuando el precio estabilizado atiende al riesgo a que están expuestos los desarrolladores de proyectos de ERNC, no advierte razón alguna para que el precio estabilizado de energía resultante de cada proceso de licitación sea el valor de la última unidad de energía adjudicada para cada tecnología, entre otras cosas, porque existe un riesgo de especulación al fijar el precio según el más alto adjudicado y se renuncia injustificadamente a la eficiencia en costo que se puede obtener de una licitación competitiva. En suma, en su opinión la adjudicación debería hacerse al precio ofrecido por cada proponente adjudicado, hasta completar la demanda prevista. De este modo, recomendó adjudicar cada bloque al precio ofrecido por cada bloque.


Finalmente, luego de mostrarse contrario a definir cuotas por tipo de ERNC y a determinar a priori montos de inserción de estas energías, señaló que algunas barreras u obstáculos para la incorporación de ERNC en la matriz energética con los costos ocultos para la operación de estas energías en dichos sistemas, las posibilidades y condiciones de acceso a los sistemas de transmisión y la incertidumbre regulatoria existente.


A continuación, hizo uso de la palabra el señor Ramón Galaz, Gerente General de Valgesta Energía S.A.


El personero señaló que desde el año 2006 a la fecha se observa un incremento de proyectos de energías renovables no convencionales (ERNC), siendo en la actualidad la capacidad instalada acumulada en el tiempo del orden de 400 MW.


Agregó que antes de la publicación de la ley N° 20.257 no hay un comportamiento que siga alguna tendencia en la materia. Más bien, dijo, se instalaban proyectos en forma exploratoria.


Luego, el señor Galaz indicó que el aporte de las energías renovables no convencionales al sistema de generación partió en un monto inferior al 1% y hoy se encuentra entre 2% y 3%. La oscilación se explica por la circunstancia de que una parte importante de ERNC está compuesto por centrales hidroeléctricas, que han visto disminuido su aporte al sistema, si se compara con años anteriores. Así, a agosto de 2011 dicho aporte es inferior al 2%, mientras que en 2010 fue superior al 3%.


Seguidamente, expresó que en los años 2006 y 2007 existió un interés importante en presentar proyectos de ERNC, cuestión que bajó bruscamente durante el año 2008. En su opinión, esta situación responde a la circunstancia de que cuando se conoce la proximidad de una modificación legal en materia de ERNC existe un mayor interés en la evaluación de proyectos, lo cual se verifica en los años 2006 y 2007, para posteriormente volver a producirse en 2009 con la dictación de la ley N° 20.257. Sin embargo, la materialización de los proyectos que se presentan a evaluación es bastante baja. De allí es que las ERNC no hayan alcanzado todavía el dinamismo que en algún momento se esperó.


Por otra parte, sostuvo, el precio base de energía licitada para distribuidoras en el SIC y SING desde el año 2006 en adelante se ha duplicado, lo cual tiene una gran relevancia, por cuanto uno de los grandes mercados de la ERNC a partir de la dictación de la ley N° 20.257 está constituido precisamente por estos contratos. En efecto, los referidos contratos tienen como aspecto positivo que asumen el riesgo de cualquier modificación regulatoria, sin traspasarlo al cliente en el mismo contrato, sino que en el siguiente. Estos contratos consideraron que se establecería la multa o cargo de las ERNC, lo que marcó una referencia con los precios de energía a futuro en el evento de producirse una modificación legal.


A su turno, prosiguió, los clientes libres vieron modificados sus contratos, traspasándose íntegramente el cargo de la ley N° 20.257. En este ámbito cualquier modificación regulatoria, a diferencia de lo que pasa con empresas reguladas, se puede traspasar al cliente libre. En todo caso, existen incentivos para las generadoras, pues como hay contratos que no están afectos a la ley, hay muchos cuya vigencia se está tratando de extender en el tiempo.


El señor Galaz aclaró que en el 79% de los contratos de clientes regulados los suministradores son Endesa, Colbún y Gener, por lo que la posición negociadora no sería muy equilibrada. Añadió que esta concentración del mercado no asegura que exista competitividad. En el mercado de los clientes libres estas mismas empresas (más Guacolda), representan el 74% de los contratos como generadoras. Sobre esta situación, concluyó advirtiendo que en ambos mercados se encuentran los mismos actores en posiciones dominantes, lo que afecta la competitividad y el acceso al mercado de contratos.


Al finalizar, el señor Galaz señaló que, a su juicio, el proyecto de ley constituye un paso relevante para el desarrollo de ERNC porque cambia el paradigma del mercado eléctrico chileno. Si bien la ley N° 20.257 ha operado, existen algunos problemas que deben ser acometidos, como la falta de agilidad del mercado para transar ERNC. Como fuere, hizo presente que existe el riesgo de que al modificarse un parámetro de la ley (porcentaje o cargo), esa modificación impacte a los clientes finales, afectando más a los clientes libres que a los regulados en los primeros diez años.


Consultado por el concepto de “precio estabilizado”, expresó que es un complemento de la ley N° 20.257 que deja al desarrollador la posibilidad de decidir con arreglo a los principios del mercado acerca de cuál opción escogerá.


En cuanto al mecanismo de licitación que debería contemplarse para la fijación del precio, estimó más conveniente una licitación por sistema y no por tecnología, donde cada oferente defina el precio, aunque exista un riesgo de especulación.


Ante una pregunta surgida en el seno de la Comisión, concluyó avalando la idea de que la transacción se debe concretar en el mundo de los generadores y de quienes inyectan, de manera de evitar el paso por el Centro de Despacho Económico de Carga del Sistema Interconectado Central (CDEC-SIC).


Seguidamente, hizo uso de la palabra el señor Oddo Cid, ingeniero asesor del Programa Chile Sustentable.


Este especialista señaló que, según la información de que dispone, durante el año 2010 se cumplió la exigencia de la ley N° 20.257 sobre la acreditación de una cuota de energía eléctrica generada con medios ERNC e inyectada a los sistemas interconectados SING y SIC. En este sentido, precisó que en ese año la inyección de ERNC fue de 1.031 GWh. Sin embargo, advirtió, esta obligación se aplicó sólo en un 23,6% de los contratos de suministro, lo cual correspondió a una acreditación de ERNC de 1,18% (esto es, 647 GWh), atendido que el artículo 1° transitorio de la ley N° 20.257 exime de dicha obligación a los contratos anteriores a agosto de 2007. Si el 100% de los contratos de suministro hubieran estado afectos a la cuota de 5%, se habrían retirado 2.743 GWh, con un déficit de 1.712 GWh de ERNC.


El personero precisó que los antecedentes consignados deben entenderse en el contexto nacional en el que las unidades generadoras con medios ERNC corresponden a cuatro tecnologías, a saber, hidroeléctrica, eólica, biomasa y biogás. Aún no se ha construido o instalado ninguna central de tipo geotérmico ni con medios asociados al océano (mareomotriz o similares).


Así, el parque generador con medios ERNC en el SING y el SIC durante el 2010 representó menos del 4% de la capacidad instalada total (460 MW de los 15.848 MW). Esta producción fue suficiente para satisfacer la obligación de la cuota establecida en la Ley General de Servicios Eléctricos, registrando un excedente de generación de ERNC en ambos sistemas interconectados de 384 GWh. En el SING se constató la existencia de dos centrales hidroeléctricas menores en el sector de Alto Hospicio con 2,2 MW. En el SIC las unidades generadoras con medios ERNC se ubican entre la ciudad de La Serena (por el norte) y Castro, en Chiloé (por el sur). En el norte, en su mayoría la generación provino de parques eólicos, mientras que en la zona centro sur correspondió a centrales hidroeléctricas. En tanto, en las Regiones del Maule y Biobío se emplazan las unidades de biomasa y biogás.


En cuanto a la acreditación de la obligación ERNC durante el primer año calendario (2010) de aplicación de la ley, en ambos sistemas interconectados se registró un excedente de 384,418 certificados ERNC (MWh). Es decir, los dos sistemas eléctricos sujetos a la obligación de la ley N° 20.257 tuvieron una capacidad de generación mediante fuentes ERNC mayor que lo exigido en la normativa vigente. La compraventa de los certificados ERNC entre las empresas eléctricas que inyectaron energía limpia y las compañías comercializadoras de electricidad deficitarias en ERNC, alcanzó la cifra de 241.489 certificados ERNC (MWh) generando un ingreso adicional para las compañías titulares de los medios de generación ERNC de U$3,2 millones.


El valor unitario medio de las transferencias fue de US$13,3 MWh-ERNC, lo cual materializó el espíritu del legislador en orden a que dicha norma fuera un instrumento destinado a generar una variable de ingreso adicional para los proyectos ERNC, con el objeto de contribuir a la amortización de la mayor inversión inicial que generalmente requiere este tipo de proyectos, en comparación con el monto de inversión asociado a proyectos de generación eléctrica con medios convencionales. El ingreso adicional unitario por MWh-ERNC obtenido por la venta del certificado ERNC de US$13 representó un 9% del valor del costo marginal promedio de la energía eléctrica transada en el SIC durante el año 2010 (siendo US$150/MWh el promedio del monto del costo marginal de la energía eléctrica en el SIC ese año).


Por último, el experto afirmó que el análisis de lo ocurrido en cuanto a inyección de ERNC durante el primer año de aplicación de la ley evidencia la necesidad de aumentar el porcentaje de exigencia en las cuotas obligatorias de ERNC, tal como lo propone la Moción, o de incrementar en forma significativa el volumen de los retiros afectos a la obligación de generación con medios ERNC (lo que implica modificar el artículo 1° transitorio de la Ley General de Servicios Eléctricos). Dada la exigua generación mediante ERNC en el SING y la evidencia que la electricidad ERNC inyectada al CDEC-SING no tuvo acceso al mercado de certificados ERNC, concluyó, se constata la necesidad de que dichas cuotas deban cumplirse en el mismo sistema eléctrico en el cual la electricidad ERNC fue producida e inyectada.


Finalmente, intervino la señora Sara Larraín, Directora del Programa Chile Sustentable.


Con motivo de su intervención, informó que en el seno de la Mesa Técnico-Parlamentaria que se constituyó para facilitar el análisis de este proyecto de ley, hubo acuerdo respecto de una serie de materias que dicen relación con los siguientes aspectos:


1) Aumentar el volumen de acreditación y acelerar el incremento en el tiempo referido a la generación mediante ERNC para llegar al 20% el año 2020 (20.000 GWh).


2) Hacer aplicable esta obligación a todos los retiros efectivos, de manera tal que a partir de enero de 2020 todos los retiros queden afectos a la obligación de acreditación del 20% de generación mediante ERNC. Además, existe acuerdo para incluir todos los contratos a partir del año 2015.


3) Otorgar a las empresas distribuidoras y a los clientes libres la facultad de acreditar la obligación de ERNC asociada a su consumo de energía eléctrica. Actualmente, el generador comercializador compra certificados a nombre de sus clientes y sube los costos.


4) Incluir la obligatoriedad del 20% de ERNC en los sistemas medianos.


5) Establecer la obligación de acreditar al menos 50% en el mismo sistema interconectado (SING o SIC).


6) Realizar licitaciones de suministro eléctrico específicas para ERNC, diferenciada por tecnología, con volúmenes o bloques de energía acotados para clientes libres.


7) Modificar el mecanismo de licitación de empresas distribuidoras, aumentando plazos y cambiando criterios de evaluación de ofertas (tamaño de bloques y precios efectivamente ofrecidos). Lo anterior, para fomentar la participación de nuevos actores.


8) Establecer un plazo para la operación de los mecanismos ya diseñados, a fin de superar las barreras específicas de cada tecnología. Al respecto, se plantean los siguientes objetivos:


a. Mejoramiento y difusión del mecanismo de subsidio existente a líneas de transmisión, para proyectos de generación de ERNC.


b. Consolidación de la línea de crédito de CORFO al 2020 en condiciones similares a las de 2010.


c. Establecer una garantía de los activos y flujo del proyecto de ERNC a tasas de interés preferencial, en moneda dólar y a largo plazo.

- - -


En sesión de 21 de diciembre de 2011 la Comisión escuchó al señor Ministro de Energía, quien informó que S.E. el Presidente de la República había dispuesto la celebración de reuniones del equipo de expertos y especialistas de la Cartera a su cargo, que se abocara al estudio de dos materias principales, a saber:


- En primer término, la elaboración de una estrategia nacional en materia energética tanto para el sector eléctrico, cuanto para sectores más amplios, que incorpore aspectos relativos a eficiencia energética (tales como el denominado “smart grid” de alta y baja tensión); fijación de precios, y criterios sobre generación, distribución y trasmisión, incluido el rol que le cabe al Estado a su respecto. Precisó que la idea es establecer una política de largo plazo, que se proyecte más allá del año 2020. El señor Ministro destacó que, en lo que concierne a esta tarea, la voluntad del Ejecutivo, así explicitada por S.E. el Presidente de la República, es trabajar en sintonía con la Comisión de Minería y Energía del Senado, en aras de la materialización de esta estrategia nacional de energía.


- En segundo término, y en lo que atañe al proyecto de ley en informe, dado el interés y disposición presidencial a avanzar en los principios que –a juicio del Ejecutivo- deberían quedar contenidos en el texto legal, los cuales implican agilizar al máximo la participación de las energías renovables en nuestra matriz energética, el planteamiento se orienta a la formulación de una indicación que contemple nuevas ideas, entre las que mencionó la inversión de recursos públicos que favorezcan la adopción de energías renovables. Sobre el particular, el representante del Gobierno explicó que actualmente el Ministerio de Energía está trabajando en los modelos de contratos de distribución, los que por su tamaño suponen una serie de dificultades.


Consultado por el tiempo que el Ejecutivo considera podría necesitar para concretar dicha indicación, el señor Ministro solicitó un plazo breve, hasta la primera semana de enero de 2012, para sostener reuniones entre el equipo de especialistas del Ministerio y el grupo de asesores que integraron el Comité Asesor Técnico Parlamentario, a fin de aunar criterios en torno al contenido de la indicación. El personero hizo presente que el propósito del Ejecutivo es recoger sustancialmente las indicaciones de los parlamentarios.


La intención del Ejecutivo, arguyó, es incluir mecanismos más amplios, de mayor exigencia, que incorporen una participación más consistente y decidida del Estado en materia de energías renovables.


Al finalizar su exposición, el señor Ministro hizo un especial reconocimiento a la significativa labor de los miembros de la Comisión de Minería y Energía y de su grupo de asesores, en el ámbito de la diversificación de la matriz energética y la promoción de las energías renovables no convencionales.


Cabe mencionar que, a la fecha de elaboración de este segundo informe, las propuestas del Ejecutivo no fueron presentadas. En relación con esta circunstancia, los miembros de la Comisión coincidieron en manifestar su inquietud por la falta de colaboración de algunos personeros de Gobierno en pos del avance de la tramitación de este proyecto de ley, no así del señor Ministro que tuvo una actitud positiva, constructiva, en procura de alcanzar la finalidad que inspira los acuerdos adoptados por la Comisión. Las desinteligencias ocurridas entra los asesores técnicos de los parlamentarios y los personeros del Ministerio de Energía fueron puestas de manifiesto por la generalidad de los miembros de la Comisión, dándose referencia de ellas oportunamente al señor Ministro.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Enseguida, se contiene una descripción de las normas contenidas en el proyecto de ley aprobado en general por el Senado. Posteriormente, se contempla una descripción sucinta de las indicaciones presentadas en relación con este proyecto de ley, señalándose, en cada caso, los acuerdos adoptados a su respecto.

Artículo 1º.-


Mediante dos literales introduce diversas modificaciones al artículo 150 bis del decreto con fuerza de ley N°4/20.018, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos.

Letra a)


En el inciso primero del citado artículo, sustituye el guarismo “10%” por “20%”.


Cabe consignar que el actual inciso primero dispone que cada empresa eléctrica que efectúe retiros de energía desde los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 200 megawatts para comercializarla con distribuidoras o con clientes finales, estén o no sujetos a regulación de precios, deberá acreditar ante la Dirección de Peajes del CDEC respectivo, que una cantidad de energía equivalente al 10% de sus retiros en cada año calendario haya sido inyectada a cualquiera de dichos sistemas, por medios de generación renovables no convencionales, propios o contratados.

Letra b)


Intercala, en el artículo de que se trata, nuevos incisos segundo, tercero y cuarto.


El nuevo inciso segundo propuesto faculta a las empresas eléctricas para comprar los atributos o certificados de ERNC respecto de proyectos ejecutados por clientes libres aun cuando no estén conectados al respectivo sistema eléctrico, para los efectos de acreditar la obligación establecida en el inciso anterior.


El nuevo inciso tercero propuesto permite a los clientes libres o las localidades rurales que desarrollen proyectos de ERNC de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, ya sea para incorporarlos dentro de sus propios procesos productivos o para electrificación, certificar este atributo o comercializarlo respecto de aquellos que deban acreditar la obligación establecida en el inciso primero.


El nuevo inciso cuarto propuesto, faculta a las empresas de distribución eléctricas para comprar a los clientes libres o las localidades rurales los atributos o certificados de ERNC, con el propósito de comercializarlos entre aquellos que deben acreditar la obligación establecida en el inciso primero.

Artículo 2°.-


Reemplaza, en el inciso cuarto del artículo 1° transitorio de la ley N° 20.257, los guarismos “0,5%” por “2,5%”; “5,5%” por “8%”; “6%” por “10,5%”; “2024” por “2020”, y “10%” por “20%”.”.


Es dable mencionar que conforme al inciso cuarto en comentario la obligación de acreditar ante la Dirección de Peajes del CDEC respectivo que una cantidad de energía equivalente al 10% de sus retiros en cada año calendario ha sido inyectada por medios de generación renovables no convencionales, será de un 5% para los años 2010 a 2014, aumentándose en un 0,5% anual a partir del año 2015. Este aumento progresivo se aplicará de tal manera que los retiros afectos a la obligación el año 2015 deberán cumplir con un 5,5%, los del año 2016 con un 6% y así sucesivamente, hasta alcanzar el año 2024 el 10% previsto en el artículo 150 bis.

- - -

Indicación N° 1.-


De los Honorables Senadores señores Cantero y Horvath, propone sustituir íntegramente el texto del proyecto de ley aprobado en general.


En síntesis, mediante esta indicación sustitutiva se obliga a las empresas eléctricas a acreditar que el 20% de sus retiros de cada año haya sido inyectado por medios de generación renovables no convencionales, propios o contratados. Adicionalmente, se establece la facultad de comprar ERNC para los sujetos obligados y define conceptos como generador ERNC, certificado de ERNC y sujetos obligados a acreditar cumplimiento de la obligación ERNC.


La obligación será de un 5% para el año 2010, aumentándose en un 2,0% anual a partir del año 2011 hasta el año 2015 y de un 1,0% anual a partir del año 2016 hasta el año 2020. Este aumento progresivo se aplicará de tal manera que los retiros afectos a la obligación el año 2015 deberán cumplir con un 15,0%, los del año 2016 con un 16,0% y así sucesivamente, hasta alcanzar el año 2020 el 20%.


- Esta indicación fue retirada por sus autores.

Indicación N° 2.-


Del Honorable Senador señor Orpis, propone sustituir íntegramente el texto del proyecto aprobado en general. 


En lo esencial, esta indicación sustitutiva regula las transferencias de energía entre empresas eléctricas que posean medios de generación convencionales o renovables no convencionales no sujetos al Precio Estabilizado de Energía ERNC. Adicionalmente, se establece que todo propietario de medios de generación sincronizados al sistema eléctrico tendrá derecho a vender la energía que evacue al sistema al costo marginal instantáneo, así como sus excedentes de potencia al precio de nudo de la potencia calculado.


Los concesionarios de servicio público de distribución de electricidad, así como aquellas empresas que posean líneas de distribución de energía eléctrica que utilicen bienes nacionales de uso público, deberán permitir la conexión a sus instalaciones de distribución correspondientes de los medios de generación cuyos excedentes de potencia suministrables al sistema eléctrico no superen los 9.000 kilowatts, sin perjuicio del cumplimiento de las exigencias de seguridad y calidad de servicio vigentes. 


Se establecen, también, las reglas de la licitación pública, internacional y bianual que determinará el Precio Estabilizado de Energía ERNC respecto de las inyecciones de energía proveniente de los nuevos medios de generación de energía renovable no convencional, que hayan sido adjudicados en la respectiva licitación. 


La indicación propone que cada empresa eléctrica que efectúe retiros de energía desde los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 200 megawatts para comercializarla con distribuidoras o con clientes finales, estén o no sujetos a regulación de precios, deberá acreditar ante la Dirección de Peajes del CDEC respectivo, que una cantidad de energía equivalente al 20% de sus retiros en cada año calendario haya sido inyectada a cualquiera de dichos sistemas, por medios de generación renovables no convencionales, propios o contratados.


Las empresas eléctricas que generen energía eléctrica en sistemas eléctricos cuyo tamaño es superior a 1.500 kilowatts en capacidad instalada de generación deberán acreditar ante la Superintendencia, que una cantidad de energía equivalente al 20% de dicha generación producida en cada año calendario proviene de medios de generación renovables no convencionales, propios o contratados.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 3.-


De los Honorables Senadores señores Horvath y Orpis y del ex Senador señor Longueira, propone agregar como objeto de la ley las centrales hidráulicas y centrales que utilicen los medios de generación renovables no convencionales productoras de energía eléctrica. Además, las empresas que posean medios de generación renovables no convencionales, operados en sincronismo con un sistema eléctrico, tendrán derecho a percibir el precio estabilizado de energía de medios de generación renovables no convencionales, que será calculado para cada sistema eléctrico cada dos años.


- Esta indicación fue retirada por sus autores.

Indicación N° 4.-


Del Honorable Senador señor Orpis, propone modificar el encabezamiento del artículo 1° del proyecto de ley.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 5.-


Del Honorable Senador señor Gómez, propone incorporar un literal nuevo que sustituye, en el inciso primero del artículo 150 bis de la Ley General de Servicios Eléctricos, la alusión a las empresas que efectúen retiros de energía desde los “sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 200 megawatts” para referirse a las que lo hagan desde los “sistemas eléctricos interconectados y sistemas eléctricos medianos”. 


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 6.-


Del Honorable Senador señor Gómez, consulta la incorporación de una letra nueva, en virtud de la cual se intercala, en el inciso primero del artículo 150 bis de la Ley General de Servicios Eléctricos, una precisión referida a la acreditación de los retiros de energía ante la Dirección de Peajes del CDEC en el “caso de los sistemas eléctricos interconectados, y ante la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en el caso de los sistemas eléctricos medianos”.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 7.-


Del Honorable Senador señor Orpis, persigue precisar que en la obligación de las empresas eléctricas de acreditar un 20% de ERNC, ésta deberá inyectarla en su respectivo sistema.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 8.-


Del Honorable Senador señor Bianchi, propone sustituir la letra a) del artículo 1° del proyecto, para establecer la obligación a las empresas eléctricas con capacidad instalada superior a 30 MW de acreditar que el 20% de sus retiros en cada año ha sido inyectada por medios de generación renovables no convencionales, propios o contratados.


La Comisión fue partidaria de rechazar esta indicación, en el entendido de que su idea fundamental se encuentra subsumida en la propuesta contenida en las indicaciones números 29 A y 29 B, que finalmente fueran aprobadas tal como se consigna más adelante en este informe.


- Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Cantero, Gómez y Orpis.

Indicación N° 9.-


Del Honorable Senador señor Gómez, propone sustituir, en el inciso tercero que contiene el literal b) del artículo 1°, la referencia a las localidades rurales por las personas naturales o jurídicas que desarrollen proyectos de ERNC, en lo relativo a la facultad de certificar este atributo o comercializarlo.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 10.-


Del Honorable Senador señor Gómez, propone precisar, en el inciso cuarto que se contiene en el literal b) del artículo 1°, que la obligación de acreditar que el 20% de sus retiros en cada año ha sido inyectada por medio de generación renovables no convencionales, propios o contratados, no se entenderá extinguida por el pago de la multa y deberá cumplirse en el próximo año calendario en conjunto con la obligación respectiva de dicho período.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 11.-


Del Honorable Senador señor Orpis, consulta incluir, en el inciso tercero del artículo 150 bis de la Ley General de Servicios Eléctricos, la posibilidad de realizar traspaso de excedentes a otra empresa eléctrica que efectúe retiros del mismo sistema eléctrico.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 12.-


Del Honorable Senador señor Orpis, tiene por objeto eliminar la posibilidad del traspaso de excedentes a otra empresa eléctrica que efectúe retiros del mismo sistema eléctrico.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 13.-


Del Honorable Senador señor Bianchi, persigue incorporar una letra c), nueva, en el artículo 1° del proyecto, para aumentar la multa o cargo que se debe imponer a la empresa eléctrica que no acredite el cumplimiento de la obligación de generación mediante ERNC de 0,4 a 1 UTM, y de 0,6 a 1,5 UTM en caso de reincidencia.


- Con el mismo fundamento consignado a propósito de la indicación N° 8, esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Cantero, Gómez y Orpis.

Indicación N° 14.-


Del Honorable Senador señor Gómez, propone un literal nuevo, que suprime el inciso quinto del artículo 150 bis de la Ley General de Servicios Eléctricos, esto es, el que permite a una empresa eléctrica deficitaria, con límite de 50%, postergar la acreditación que le corresponda al término de un año calendario.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 15.-


Del Honorable Senador señor Bianchi, consulta incluir, mediante un nuevo literal, una norma según la cual las empresas eléctricas con capacidad instalada superior a 30 MW deberán acreditar que el 10% de sus retiros en cada año ha sido inyectada por medio de generación renovables no convencionales, propios o contratados.


- Con el mismo fundamento relativo a la indicación N° 8, esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Cantero, Gómez y Orpis.

Indicación N° 16.-


Del Honorable Senador señor Orpis, consulta reemplazar el inciso sexto del artículo 150 bis de la Ley General de Servicios Eléctricos, para exigir a las Direcciones de Peajes de los CDEC de los sistemas eléctricos mayores a 200 MW que se coordinen y lleven un registro público único en el que se consignen las obligaciones, inyecciones y traspasos de energía renovable no convencional entre empresas eléctricas y las transferencias entre toda clase de personas de los CTER emitidos por la Dirección.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 17.-


Del Honorable Senador señor Orpis, propone incorporar nuevos literales, para establecer que el pago de la multa no eximirá del cumplimiento de la obligación de acreditar que el 20% de sus retiros en cada año ha sido inyectada por medios de generación renovables no convencionales, propios o contratados.


Agrega que sólo para los efectos de acreditar esta obligación se reconocerán las inyecciones provenientes de centrales hidroeléctricas de embalse cuya potencia máxima sea igual o superior a 40.000 kilowatts; centrales hidráulicas de pasada que se reconocerán en un máximo de 40.000 kilowatts siempre y cuando la potencia máxima de la mencionada central no sobrepase los 100.000 kilowatts; medios de generación renovable no convencional que operen o no en sincronismo con el sistema eléctrico y que se encuentren conectados a instalaciones de propiedad de clientes finales no sujetos a regulación de precios, y medios de generación renovables no convencionales que no operen en sincronismo con el sistema eléctrico y que se encuentren conectados a instalaciones de electrificación rural en localidades aisladas.


Además, se dispone que los CTER podrán transarse en aquellos lugares dotados de la infraestructura para realizar transacciones mediante mecanismos continuos de subasta pública, asegurando un mercado equitativo, competitivo y transparente.


Por último, contempla un mecanismo para el cálculo de los factores de emisiones de gases de efecto invernadero aplicables a las demandas de los clientes que se interconectan a un sistema eléctrico.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 18.-


Del Honorable Senador señor Orpis, consulta modificar el numeral 2 de la letra aa) del artículo 225 de la Ley General de Servicios Eléctricos, para establecer como límite para la determinación de medios de generación renovables no convencionales aquellos cuya energía hidráulica y cuya potencia máxima sea inferior a 100.000 kilowatts de potencia máxima o que se encuentren en embalses de riego declarados como obras multipropósito por el Consejo de Ministros de la Comisión Nacional de Riego.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 19.-


Del Honorable Senador señor Orpis, propone incluir una norma en virtud de la cual también calificarán para los efectos de esta ley, aquellos medios de generación que aprovechen o recuperen la energía de procesos industriales, tales como, aducciones de agua o mineroductos, entre otros.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 20.-


Del Honorable Senador señor Orpis, propone sustituir el inciso primero del artículo 1° transitorio de la ley N° 20.257.


La norma sustitutiva dispone que la obligación de acreditar que el 20% de sus retiros en cada año ha sido inyectada por medios de generación renovables no convencionales, propios o contratados, regirá a contar del 1° de enero de 2012 y se aplicará a todos los retiros de energía para comercializarla con distribuidoras o con clientes finales cuyos contratos se suscriban a partir de la promulgación de este proyecto de ley, sean contratos nuevos, renovaciones, extensiones u otras convenciones de similar naturaleza.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 21.-


Del Honorable Senador señor Gómez, propone sustituir el artículo 2° del proyecto, a fin de establecer que los contratos suscritos antes del 31 de agosto del año 2007, o que iniciaron renovaciones, extensiones u otras convenciones de similar naturaleza, quedarán afectos a la obligación de acreditar que el 20% de sus retiros en cada año ha sido inyectada por medios de generación renovables no convencionales, propios o contratados, a partir del 1° de enero del año 2020.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 22.-


Del Honorable Senador señor Gómez, propone establecer que la obligación de acreditar que el 20% de sus retiros en cada año ha sido inyectada por medios de generación renovables no convencionales, propios o contratados, será de 5% para el año 2010, aumentándose en 2% anual a partir del año 2011 y hasta el año 2015, y aumentándose en un 1% anual a partir del año 2016 y hasta el año 2020. A partir del 1° de enero del año 2020 todos los contratos estarán afectos a esta obligación.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 23.-


Del Honorable Senador señor Orpis, consulta una norma sustitutiva del inciso cuarto del artículo 1° transitorio de la ley N° 20.257, en cuya virtud la obligación de acreditar que el 20% de sus retiros en cada año ha sido inyectada por medio de generación renovables no convencionales, propios o contratados, será de 5% para los años 2010 y 2011, aumentándose en 1,87% anual a partir del año 2012. Este aumento progresivo se aplicará de tal manera que los retiros afectos a la obligación el año 2012 deberán cumplir con 6,87%, los del año 2013 con 8,74% y así sucesivamente, hasta alcanzar el año 2020 el 20%.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 24.-


Del Honorable Senador señor Gómez, propone suprimir el inciso quinto del artículo 1° transitorio de la ley N° 20.257, el cual contempla la posibilidad de que el aumento progresivo en la tasa de generación por ERNC no sea exigible respecto de los retiros de energía asociados al suministro de servicio público de distribución eléctrica, para satisfacer consumos de clientes regulados.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 25.-


Del Honorable Senador señor Orpis, propone modificar el artículo 4° transitorio de la ley N° 20.257, a fin de elevar el aumento progresivo de 0,5% de generación por medio de ERNC, a partir de 2012, a 1,87%.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 26.-


De los Honorables Senadores señores Horvath y Orpis y del ex Senador señor Longueira, propone incorporar un artículo transitorio, nuevo, en la Ley General de Servicios Eléctricos, en virtud del cual se establece que el precio de transferencia de potencia dejará de regir para todos los proyectos nuevos, por el sólo ministerio de la ley, a partir de la medianoche del día en que, con arreglo al informe emitido por la Dirección de Operaciones del respectivo CDEC, el promedio para los últimos doce meses de la energía inyectada al respectivo sistema eléctrico sea igual o superior al 20% de los retiros de energía efectuados en ese mismo periodo o el 31 de diciembre de 2024, lo que ocurra primero.


- Esta indicación fue retirada por sus autores.

Indicación N° 27.-


Del Honorable Senador señor Orpis, consulta incorporar un artículo transitorio en cuya virtud, respecto del Sistema Interconectado del Norte Grande (SING), hasta el año 2020 el 50% de la obligación deberá acreditarse mediante energías renovables no convencionales generadas en el propio sistema.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 28.-


Del Honorable Senador señor Orpis, propone dos artículos transitorios, nuevos.


El primero de ellos, declara a los propietarios de los medios de generación renovable no convencional que estuvieren sujetos a los pagos de servicios complementarios exentos de dichos pagos para aquellos medios de generación renovables no convencionales que sean puestos en servicio dentro del plazo de cinco años a contar de la entrada en vigencia de este proyecto de ley.


El segundo, dispone que en un plazo menor de sesenta días, a contar de la entrada en vigencia de este proyecto de ley, la Comisión Nacional de Energía señalará los procedimientos que los CDEC deberán emitir, modificar o actualizar a fin de establecer un marco reglamentario completo que defina claramente la interconexión, operación y remuneración de los medios de generación renovable no convencionales.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

- - -

Indicaciones N°s. 29 A y 29 B


Con el objeto de concordar un texto que diera cuenta de las ideas que se discutieron en el seno de la Comisión, destinadas a perfeccionar la regulación y los mecanismos legales que buscan favorecer decididamente el incremento en las tasas de generación de electricidad mediante ERNC, de manera de alcanzar el 20% de generación al año 2020, la Sala del Senado acordó abrir un nuevo plazo de indicaciones, con fecha 29 de noviembre de 2010, oportunidad en la que se presentaron las indicaciones signadas 29 A y 29 B, ambas idénticas en cuanto a su contenido y alcance.


Cabe tener presente que, previamente, en sesión de 23 de noviembre de 2011, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Gómez, Muñoz Aburto y Orpis, aprobó una de las ideas fundamentales que inspiran este proyecto de ley, y que se recoge como un aspecto esencial en el contenido de las indicaciones de que se trata, a saber, el incremento en las tasas de generación de electricidad mediante ERNC hasta el 20% del total del sistema al año 2020.


En concordancia con lo anterior, tanto la Indicación N° 29 A, de los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Cantero y Horvath, cuanto la Indicación N° 29 B, de los Honorables Senadores señores Cantero, Gómez y Orpis, proponen sustituir el texto de la iniciativa aprobado en general por el siguiente:


“Artículo 1°.- Introdúcense en el decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2007, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1982, que contiene la Ley General de Servicios Eléctricos, las siguientes modificaciones:


1) En el artículo 150 bis:


a) En el inciso primero:


i.- Reemplázase el guarismo “10%” por “20%”.


ii.- Incorpórase la siguiente oración final: “Los retiros acreditados deberán corresponder en a lo menos un 50% a inyecciones realizadas en el sistema eléctrico respectivo.”.


b) Agrégase, en el inciso cuarto, la siguiente oración final: “La obligación no se entenderá extinguida por el pago del cargo, y deberá cumplirse en el próximo año calendario en conjunto con la obligación respectiva de dicho período.”.


c) Agrégase, en el inciso sexto, la siguiente oración final: “Asimismo, las señaladas Direcciones de Peajes llevarán un registro público de todas las transferencias y valores de los certificados de energías renovables no convencionales emitidos por dicha Dirección.”.


2) Incorpórase el siguiente artículo 150 ter, nuevo:


“Artículo 150 ter.- Conforme a los términos establecidos en este artículo, se efectuarán licitaciones públicas bianuales para la inyección de bloques de energía provenientes de medios de generación de energía renovable no convencional, por fuente de energía primaria propias del artículo aa) del artículo 225 de la ley, con el objeto de que las empresas eléctricas den cumplimiento, en todo o parte, a la obligación señalada en el inciso primero del artículo anterior. Para los efectos de dar cumplimiento a la señalada obligación, las empresas eléctricas podrán acreditar su cumplimiento mediante los bloques de energía licitados y efectivamente inyectados. Sin perjuicio de lo señalado, para todos los efectos legales las señaladas empresas no podrán excusar su cumplimiento por los resultados efectivos de las licitaciones.


El periodo de vigencia de las inyecciones de los bloques de energía licitadas, la prorrata por fuentes de energía primaria y los precios adjudicados regirá por doce años consecutivos, contados desde la fecha de inicio de inyección de energía, conforme lo determinen las bases de licitación correspondientes. El bloque de energía proveniente de medios de generación de energías renovables no convencionales a licitar por fuente de energía primaria se indicará en las bases de licitación correspondientes, las que en todo caso no podrán ser superiores a la obligación establecida en la ley.


Las bases de la licitación de cada proceso serán publicadas dentro del primer semestre del periodo correspondiente y, a lo menos, deberán especificar las condiciones de licitación, la información técnica y comercial que deberá entregar cada participante, las garantías, los plazos y las condiciones para postular, presentar ofertas y caucionar el cumplimiento de su obligación de inyección en el evento de adjudicarse algún bloque de energía. 


Quienes presenten ofertas en los respectivos procesos de licitación, por fuente primaria de energía, para la generación de energía proveniente de medios de generación de energías renovables no convencionales, deberán acreditar, a lo menos, lo siguiente: (i) que los proyectos de medios de generación de energía renovable no convencional de que son titulares cuentan con una resolución de calificación ambiental favorable o bien una declaración suficiente que el proyecto no deba someterse al sistema de evaluación ambiental conforme a la normativa vigente; (ii) que los titulares de los proyectos de medios de generación de energía renovable no convencional que participen en la licitación tienen un capital suscrito o bien cuentan con compromisos formales de aporte de capital, igual o superior al 30% del total requerido para construir y poner en operación el proyecto respectivo; (iii) que son propietarios, usufructuarios, arrendatarios, concesionarios o titulares de servidumbres sobre los terrenos en los cuales se ubiquen o construyan el o los medios de generación de energías renovables no convencionales; (iv) la entrega de una caución por seriedad de la oferta conforme a lo que las bases de licitación correspondientes determinen para estos efectos; v) la entrega de una caución para garantizar la materialización efectiva de los proyectos ofertados, y vi) la entrega de una caución para garantizar el pago de las sanciones que contemple la licitación por los incumplimientos en las inyecciones de energía comprometidas durante todo el plazo que establezca la licitación.


Para los efectos de determinar el bloque de energía proveniente de medios de generación renovable no convencional a licitar, por fuente de energía primaria en cada proceso de licitación, se considerará el volumen de energía proveniente de medios de generación de energía renovables no convencionales que cada sistema deberá inyectar anualmente para dar cumplimiento, en todo o parte, a la obligación establecida en el inciso primero del artículo 150 bis de la presente ley. Para efectos de determinar lo anterior, se considerará el Informe Técnico de Precios de Nudo para el periodo correspondiente.


Cada proceso de licitación tendrá un plazo no superior a doscientos días contados desde la fecha de publicación de las bases respectivas para la recepción de las ofertas. Cada proceso de licitación se entenderá concluido con el acto de adjudicación de todo o parte de los bloques de energía provenientes de medios de generación de energía renovable no convencional licitada por fuente de energía primaria conforme a las ofertas recibidas. La adjudicación se efectuará tomando en consideración los volúmenes de energía ofertada y el menor precio de energía proveniente de medios de generación renovables no convencionales inyectada por fuente de energía primaria.


La licitación se adjudicará, hasta completar el bloque correspondiente, sucesivamente a el o a los oferentes que ofrezcan el menor precio de energía. En el caso de que haya más de un punto de abastecimiento, la forma de calcular el precio de energía ofrecido será la que indique el reglamento. Se considerarán los precios de energía provenientes de medios de generación de energías renovables no convencionales ofertados por fuentes de energía primaria, corregidos por los factores de penalización del sistema correspondientes según el informe técnico de precio de nudo.


El precio de energía que percibirán aquellos participantes adjudicados en los procesos de licitación, corresponderá al que cada participante haya indicado en su propuesta, el que regirá durante el periodo de doce años consecutivos, e incluirá el valor de la energía y de la acreditación de la energía proveniente de medios de generación de energía no convencionales. En consecuencia, quienes retiren energía del nodo en donde el medio de generación de energía renovable no convencional adjudicado haga su inyección, tendrán derecho a percibir la acreditación por dicho retiro. 


Con todo, en las bases de licitación correspondientes se establecerá un precio máximo igual al costo medio de desarrollo de largo plazo de generación de un proyecto de expansión eficiente del sistema cuyo valor actual neto es igual a cero, el que será  establecido en el informe técnico de precio de nudo, el que podrá incrementarse en hasta un diez por ciento adicional.


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 149, en caso de inyectarse energía como resultado de un proceso de licitación, el precio instantáneo de retiro de la energía eléctrica, en cada barra del sistema, será el resultante del promedio ponderado, por las inyecciones de cada barra, de los costos marginales instantáneos y el precio fijo de energía proveniente de medios de generación de energías renovables no convencionales adjudicados en los procesos de licitación a que se refiere el presente artículo.“.


3) Incorpórase el siguiente artículo 174 bis, nuevo:


“Artículo 174 bis.- Los planes de expansión de las instalaciones de generación de cada sistema mediano deberán contemplar proyectos de medios de generación renovables no convencionales, los que deberán priorizarse en relación a otras fuentes de energía primaria considerando una expansión eficiente del sistema. Con todo, al 1 de enero del año 2020, una cantidad de energía equivalente al 20% de las inyecciones de cada uno de estos sistemas deberá provenir de medios de generación renovables no convencionales.”.


Artículo 2°.- Modifícase el artículo 1° transitorio de la ley N° 20.257, en el siguiente sentido:


a) Agrégase, en el inciso primero, la siguiente oración final: “Con todo, los contratos, renovaciones, extensiones u otras convenciones de similar naturaleza suscritos antes de la fecha señalada, quedarán afectos al cumplimiento de la totalidad de la obligación a partir del 1° de enero del año 2020.".


b) Reemplázase el inciso cuarto, por el siguiente:


“Con todo, la obligación aludida en el inciso primero será de 5% para los años 2010 a 2013, aumentándose en 2% anual a partir del año 2014 hasta el año 2019; y aumentándose en un 3% en el año 2020, hasta alcanzar el año 2020 el 20% previsto en el artículo 150 bis.”.


c) Suprímese el inciso quinto.


Artículo transitorio.- Dentro del plazo de noventa días, contados desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, se dictará un reglamento que establezca las condiciones del procedimiento de licitación que regula el artículo 150 ter, nuevo, de la Ley General de Servicios Eléctricos, y las demás normas necesarias para su implementación eficaz.”.

- - -


La Honorable Senadora señora Rincón, al fundamentar su voto favorable a estas indicaciones, y luego de advertir que habría sido necesario conocer la opinión especializada del Ministerio de Energía en esta etapa de la tramitación del proyecto, expresó su satisfacción por haber alcanzado un acuerdo técnico y político, de carácter transversal, destinado a fortalecer el mecanismo de introducción de las energías renovables no convencionales en nuestra matriz eléctrica.


Al respecto, sostuvo que el actual marco regulatorio, caracterizado por los principios del mercado y la neutralidad tecnológica, ha generado problemas económicos, sociales, ambientales y de seguridad de suministro, entre ellos, concentración de la generación; escasa diversificación e inseguridad en el abastecimiento eléctrico; contaminación e incremento de emisiones de gases de efecto invernadero; inequidad social y regional en el abastecimiento; creciente dependencia de combustibles importados, y débil rol del Estado y los ciudadanos en las decisiones sobre el desarrollo energético del país.


Agregó que un primer paso fue la dictación de la ley N° 20.257, la cual exigió a los actores del sistema la inyección con medios ERNC. Esta ley, dijo, ha sido exitosa, en tanto ha facilitado que se desarrollen proyectos de ERNC a precios competitivos con la generación convencional. No obstante, existe nueva información relativa al desarrollo tecnológico y la disminución de los costos de las ERNC que permite afirmar que es dable seguir avanzando en la materia. En este sentido, precisó, estas indicaciones aceleran el ingreso de proyectos de ERNC al mercado eléctrico chileno, manteniendo el modelo de cuotas obligatorias para las empresas eléctricas que retiren energía del sistema. Así, la indicación tiene como base el aumento de la cuota regulada por la ley 20.257, de un 10% para el año 2024 a un 20% al año 2020.


La señora Senadora previno que vota favorablemente dicho incremento sobre la base de que existiendo en Chile un potencial competitivo para el desarrollo de proyectos de ERNC, los consumidores no se verán afectados por esta nueva disposición.


Por otra parte, arguyó que el mecanismo de licitación que propone la indicación, que concurre a aprobar, no pretende sustituir el sistema de cuota que establece la ley. De allí es que el inciso primero del artículo 150 ter propuesto impida a las empresas eléctricas excusar su cumplimiento por los resultados efectivos de las licitaciones. Por ende, las empresas deberán acreditar el cumplimiento del porcentaje correspondiente ya sea con proyectos propios, contratados libremente o mediante el proceso de licitación. De esta manera, se evita el riesgo de que las empresas eléctricas intenten evadir su responsabilidad del cumplimiento de la cuota, en caso de resultar las licitaciones sin oferentes, o que los adjudicados no cumplan su contrato. En ambas situaciones, las empresas eléctricas mantienen su obligación quedando expuestas a las sanciones que establece la ley N° 20.257.


El mecanismo de licitación propuesto, prosiguió, se formula como un mecanismo adicional de fomento al desarrollo de proyectos ERNC, que requieren romper una barrera clave para conseguir financiamiento para su materialización, a saber, un precio conocido por un período determinado. La Senadora señora Rincón deja constancia que, al efecto, la indicación fija un techo en el precio al cual se puede adjudicar una licitación de esta naturaleza.


Además, con el objeto de establecer la misma norma para todo el país se incluye a los sistemas medianos, y para mantener el mismo principio de igualdad, al 1 de enero del año 2020 una cantidad de energía equivalente al 20% de las inyecciones de cada uno de estos sistemas deberá provenir de medios de generación renovables no convencionales. La señora Senadora entiende que el supuesto de partida de estas normas consiste en que en todos estos sistemas medianos hay potencial competitivo para el desarrollo de los proyectos, por lo cual los consumidores no se verán afectados.


El Honorable Senador señor Gómez, fundó su voto en los siguientes términos:


El proyecto fomenta de manera eficaz la ampliación de la oferta eléctrica mediante ERNC, al establecer una meta obligatoria consistente en que al año 2020 el 20% de los retiros de energía eléctrica de los sistemas interconectados, por parte de las empresas generadoras, deberá provenir de fuentes de generación renovables y no convencionales. Este cambio legislativo es esencial para aprovechar el potencial que nuestro país tiene en las energías solar, eólica, geotérmica, hidroeléctrica de paso y de pequeña escala y mareomotriz. Se trata de una ventaja comparativa que debe ser incentivada, creando el mejor escenario legal para su desarrollo al menor plazo.


Agregó que los principales beneficios de estas energías son su bajo impacto sobre el medio ambiente, al disminuir emisiones de gases o reducir las extensas zonas de inundación de las grandes hidroeléctricas; la disminución de la dependencia energética de los combustibles fósiles, dado que generalmente se importan, y la reducción de los costos en electricidad para las familias y la industria chilena, pues siendo fuentes renovables no requieren insumos combustibles para generar energía eléctrica.


El señor Senador, luego de destacar la obligación que considera la indicación de que las inyecciones de ERNC se efectúen en, a lo menos, un 50% dentro del sistema eléctrico respectivo, sostuvo que es una exigencia de importancia para el norte de Chile. Al respecto, dijo que esa zona geográfica y, particularmente, la Región de Antofagasta, es rica en energía solar y geotérmica, por lo que se debe garantizar que se cumpla en este lugar al menos la mitad de la obligación del 20% de ERNC al 2020. Añadió que es fundamental para las empresas mineras, que consumen gran parte de la electricidad del SING, acreditar que sus insumos energéticos provienen de fuentes con bajas emisiones de carbono.


Por otra parte, advirtió que la multa que se establece de 0,4 UTM por cada megawatt/hora de déficit y que aumenta a 0,6 UTM después de tres años sin cumplir, no sustituye la obligación anual de aporte. Siendo así, el deber subsiste y no se extingue, aun cuando se pague la multa. Sobre el particular, señaló que si bien durante la tramitación de la ley vigente se rechazó esta idea sobre la base de que no sería justo que un incumplidor fuera sancionado dos veces por la misma infracción, ello no dice relación alguna con la existencia de obligaciones que incumplidas y multadas no sustituyen a la obligación principal. Esta última da origen a un nuevo cobro o exigencia, toda vez que no se ha extinguido por el simple pago de la multa. Ejemplificó lo anterior recordando la situación que opera por efecto de la cláusula penal en materia contractual, regulada en el artículo 1527 del Código Civil, que permite al acreedor pedir al mismo tiempo el cumplimiento de la obligación principal y la pena. Otro caso lo constituyen las sanciones del Servicio de Impuestos Internos, que no eliminan la obligación tributaria surgida del incumplimiento, por una sanción pecuniaria.


Seguidamente, hizo presente que la obligación de las direcciones de peajes de llevar un registro público de todas las transferencias de los certificados ERNC que emitan las empresas generadoras y sus valores, tiene como objetivo instaurar un dispositivo de seguimiento y evaluación para prevenir la generación de mayores costos al sistema que no estén relacionados con los costos reales de las inversiones en generación de ERNC, los cuales posteriormente podrían ser transferidos a los consumidores. En la práctica, comentó, las empresas que retiran energías de los sistemas eléctricos deben comprar los certificados de ERNC a las generadoras para acreditar la obligación, de esta manera en la actualidad se constituye un tipo de transacción de certificados. De este modo, la indicación busca que las direcciones de peajes lleven registro de lo efectivamente inyectado y retirado, de los certificados emitidos por concepto de ERNC y de sus valores, de forma de  que la autoridad tenga mayor control y no se genere especulación en los precios de los certificados, lo que atenta finalmente contra los consumidores, cuando la idea es justamente la inversa, esto es, abaratar los costos al mediano y largo plazo. 


Respecto del mecanismo de licitación por separado, bianual, para la inyección de bloques de energía provenientes de medios de generación de ERNC, el Senador señor Gómez dijo que con esta norma la indicación permite remover una de las principales barreras de acceso al mercado de estas nuevas tecnologías, dado que actualmente los desarrolladores de proyectos deben negociar en un mercado esencialmente concentrado y cautivo, en desigualdad de condiciones, lo que dificulta el acceso al ingreso de estas tecnologías y la diversificación de la matriz eléctrica. Destacó que el mecanismo de licitación contempla condiciones diferenciadas para las distintas tecnologías de generación de ERNC, lo cual ayuda a la transparencia del mercado eléctrico chileno. En todo caso, el mecanismo propuesto ha sido aplicado exitosamente en el mercado eléctrico nacional, en lo que dice relación con el suministro eléctrico de las empresas distribuidoras para satisfacer la demanda de los clientes regulados.


Más adelante, el señor Senador estimó que las normas del nuevo artículo 174 bis que consulta la indicación, según el cual los planes de expansión de los sistemas medianos tienen que contemplar y priorizar proyectos de ERNC sobre otros medios de generación primarios pero manteniendo la consideración de eficiencia, son necesarias para incentivar que estos sistemas mantengan la misma obligación que se establece para los sistemas grandes.


Acto seguido, se mostró contrario a mantener fuera de la obligación de incrementar la cuota de inyección de ERNC al segmento de clientes regulados cuyo contrato de suministro se inició el 1 de abril de 2008. Lo anterior debe corregirse tal como lo plantea la indicación, dijo, pues de no hacerlo la obligación para ellos quedaría congelada en 5% anual por todo el periodo de aplicación de la ley. Atendido que el año 2010 estos clientes representaron el 20% del mercado, dejarlos exceptuados podría arriesgar la meta de un 20% de ERNC al año 2020.


Concluyó su fundamento de voto expresando que la modificación del artículo 1° transitorio de la ley N° 20.257, en la forma propuesta en la indicación, constituye una garantía del éxito de la meta propuesta por el proyecto de ley, aunque hubiera sido partidario de un plazo aún más acotado. Lo que se busca es que al año 2020 se incluyan en la obligación todos los contratos (nuevos, renovaciones, extensiones) u otras convenciones de similar naturaleza, incluso los suscritos antes del 31 de agosto de 2007 que no están afectos ni siquiera a la meta de la ley vigente, y los suscritos entre el 1 de septiembre de 2007 y el día en que entre en vigor el presente proyecto.


Cabe consignar que la unanimidad de la Comisión hizo suya una minuta elaborada por el equipo de asesores y especialistas que colaboró con el trabajo parlamentario, la cual, según señalaran los Honorables Senadores, constituye un fundamento consistente de las indicaciones aprobadas.


En el citado documento se sostiene la conveniencia de contar con un informe breve en el que se evalúe el impacto económico que tendrá la aplicación de este proyecto de ley en las transferencias de energía eléctrica en el mercado spot de ambos sistemas interconectados del país. La idea, agrega, es disponer de antecedentes que permitan ilustrar las siguientes fases de la tramitación legislativa de esta iniciativa y, en especial, en la próxima discusión de la Sala del Senado.


La modelación de inyecciones y retiros se ha efectuado desde el año 2016 en adelante, teniendo presente que se estima que a partir de dicho periodo comenzaría la comercialización de energía eléctrica en los sistemas interconectados producida por medios ERNC, cuyos titulares se acogerían al mecanismo de venta al mercado spot a precio fijo según adjudicación en licitaciones, conforme a lo establecido en el artículo 150 ter de la indicación en comento. Los cálculos fueron realizados hasta la operación del año 2020, a partir del cual comenzaría la aplicación del porcentaje máximo de acreditación de ERNC en los retiros de electricidad.


La determinación del impacto económico de esta iniciativa resulta de la diferencia entre los montos calculados para la situación actual con la aplicación de la indicación legislativa en análisis y valores obtenidos en la situación de continuidad de la normativa vigente en esta materia.


Cabe consignar que en el anexo que se acompaña a este segundo informe se contiene la modelación efectuada, cuyos antecedentes generales se indican a continuación:


Las condiciones de borde y valores de entrada en el modelo de simulación, en términos globales, correspondieron a:


Parque generador actual y expansión de éste según las necesidades de la demanda futura proyectada de acuerdo a las cifras del mercado, particularmente las indicadas por el organismo regulador (CNE del Ministerio de Energía),


Segmento de los retiros afecto a la obligación ERNC de acuerdo a los datos inferidos a partir de la poca información pública existente y de los antecedentes recopilados en base a los datos de la empresa consultora autora de la modelación (sabido es que dicha información es privada y la institucionalidad pública que dispone de parte relevante de ella a la fecha no la ha entregado, a pesar de reiteradas solicitudes al respecto). No obstante lo anterior, los valores utilizados en esta oportunidad se encuentran dentro un rango satisfactorio, conforme lo indicado por personeros del mercado eléctrico,


Valores de inversión y operación de las diferentes tecnologías de generación eléctrica, según cifras actuales y conservadoras del mercado.


La demanda de acreditación de ERNC para los retiros hasta el año 2015 sería satisfecha con el parque generador ERNC actual y en construcción.


La necesidad del aumento de acreditación de ERNC desde el año 2016 en adelante sería satisfecha por el parque generador ERNC futuro, cuyos titulares se acogerían el mecanismo de venta a precio fijo al mercado, según mecanismo de licitación establecido en la indicación aprobada.


Cabe destacar que la modelación efectuada no consideró un precio máximo para las ofertas en los procesos de licitación, de manera que los resultados de los impactos económicos determinados en esta oportunidad representan una situación conservadora más allá de lo señalado en la propuesta legislativa en estudio, la que establece un precio techo determinado en función del costo medio de desarrollo de largo plazo de un proyecto de expansión eficiente del sistema cuyo valor actual neto es igual a cero, factible de aumentarse en hasta 10%.


La evaluación consideró dos escenarios, siendo la diferencia entre ambos la aplicabilidad señalada en la indicación sustitutiva respecto a los contratos afectos a partir del año 2020, calculada tanto para la situación actual en la que algunos contratos continuarían no afectos a la obligación de acreditación de ERNC más allá del año 2020 como en la opción, tal como lo señala la indicación, que a partir del año 2020 todo el mercado de los retiros quedaría obligado a la acreditación ERNC de un % de sus retiros.


En cuanto a los análisis de resultados, los resultados generales obtenidos son los siguientes (ver detalle en Anexo):


Diferencia en el monto de transferencia en el mercado de ambos sistemas interconectados spot entre un -0,3 a 0,6% correspondiente en valor presente neto de -106 a 225 millones US$.


En el SING se produce un aumento del orden del 3,4% (equivalente a 270 millones US$) y en el SIC se obtiene una disminución entre 0,1% y 1,4% (equivalente a 24 y 376 millones US$).


En términos de energía eléctrica anual proveniente de medios ERNC se ha determinado la necesidad de disponer una oferta al año 2020 de entre 18.000 a 20.000 GWh/a, según el escenario considerado, de los cuales aproximadamente 2.000 GWh/a serían satisfechos con el parque generador existente más el de construcción actual y próxima hasta el año 2015 (ya en el año 2010 se inyectaron 1.031 GWh según balance definitivo de los CDEC, en el año 2011 un volumen de 1.250 GWh según balance preliminar, estimando al año 2015 una inyección esperada y conservadora de 2.000 GWh),


Las tecnologías ERNC consideradas fueron la hidroeléctrica menor, geotermia, eólica y solar fotovoltaica, resultando un parque generador ERNC a expandir (adicional al existente y en construcción actual y próxima al 2015) para satisfacer las necesidades del año 2016 al 2020, según se indica:

Hidromenor:

   930 MW
a
   930 MW

Geotermia:

   570 MW
a
   570 MW

Eólica:

2.120 MW
a
1.620 MW

Solar Fotovoltaica:

   800 MW
a
   600 MW

Suma:

4.420 MW
a
3.720 MW


La energía adicional necesaria de inyectar con nuevas unidades generadoras del tipo ERNC desde el año 2016 en adelante (considerando que este nuevo parque se acogerá al mecanismo del precio fijo mediante licitaciones) sería de entre 16.000 a 18.000 GWh/a, de acuerdo a configuración de capacidad instalada indicada anteriormente. 


La incorporación de proyectos ERNC asume, además, que es necesario considerar la capacidad de respaldo para plantas solares y eólicas. La capacidad asociada a este respaldo se asume que se realiza con plantas a carbón y debiera ser de entre 570 MW y 740 MW aproximadamente. Lo anterior implica que, a partir del Plan de Obras informado por la CNE, es necesario desplazar generación a carbón por el equivalente a potencia instalada de entre 840 MW y 890 MW.


La generación de electricidad con tecnología de biomasa se considera constituida por el parque generador que ya se encuentra inyectando y las unidades en construcción actual (como, por ejemplo, la planta de 41 MW del celulosa Constitución a conectarse durante el segundo semestre del presente año) y próximas a iniciar la ejecución de su obra hasta el año 2015.


Respecto de las conclusiones y recomendaciones a que se arribó, el panel de expertos asesores expresa que el impacto económico provocado en la transferencia de energía eléctrica en el mercado spot de los sistemas interconectados como consecuencia de la aplicación y entrada en vigencia de la presente iniciativa legal no sería relevante (variaciones estimadas entre -0,3 y 0,6% del valor económico), y en la práctica con tendencia a ser nulo.


La variación esperada ante cualquier sensibilidad de los valores de entrada del modelo, ya sea por modificaciones en los montos de inversión o los costos de operación del parque generador, sería significativamente superior y con resultados económicos con un beneficio económico mayor el estimado en esta oportunidad.


Lo anterior se explica porque los análisis de sensibilidad a realizar en el modelo considerarían menores precios de inversión para los medios de generación eléctrica con tecnologías ERNC y mayores precios del suministro de los combustibles fósiles del parque generador térmico (a modo de ejemplo, y como se señala en el Anexo, el valor del petróleo estimado fue de 100 US$/BBI).


Luego, la recomendación es apoyar esta iniciativa hasta su total tramitación, para disponer de un instrumento de fomento efectivo y eficaz que contribuya en la tarea de estructurar un sistema eléctrico confiable, que provea seguridad y calidad de servicio y que, además, sea económico, amigable con el medio ambiente y consensuado con la ciudadanía.


- Sometidas a votación estas indicaciones, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Cantero, Gómez y Orpis.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Minería y Energía tiene el honor de proponer la siguiente modificación al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:


- Sustituir el texto del proyecto de ley aprobado en general, por el siguiente:


“Artículo 1°.- Introdúcense en el decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2007, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1982, que contiene la Ley General de Servicios Eléctricos, las siguientes modificaciones:


1) En el artículo 150 bis:


a) En el inciso primero:


i.- Reemplázase el guarismo “10%” por “20%”.


ii.- Incorpórase la siguiente oración final: “Los retiros acreditados deberán corresponder en a lo menos un 50% a inyecciones realizadas en el sistema eléctrico respectivo.”.


b) Agrégase, en el inciso cuarto, la siguiente oración final: “La obligación no se entenderá extinguida por el pago del cargo, y deberá cumplirse en el próximo año calendario en conjunto con la obligación respectiva de dicho período.”.


c) Agrégase, en el inciso sexto, la siguiente oración final: “Asimismo, las señaladas Direcciones de Peajes llevarán un registro público de todas las transferencias y valores de los certificados de energías renovables no convencionales emitidos por dicha Dirección.”.


2) Incorpórase el siguiente artículo 150 ter, nuevo:


“Artículo 150 ter.- Conforme a los términos establecidos en este artículo, se efectuarán licitaciones públicas bianuales para la inyección de bloques de energía provenientes de medios de generación de energía renovable no convencional, por fuente de energía primaria propias del artículo aa) del artículo 225 de la ley, con el objeto de que las empresas eléctricas den cumplimiento, en todo o parte, a la obligación señalada en el inciso primero del artículo anterior. Para los efectos de dar cumplimiento a la señalada obligación, las empresas eléctricas podrán acreditar su cumplimiento mediante los bloques de energía licitados y efectivamente inyectados. Sin perjuicio de lo señalado, para todos los efectos legales las señaladas empresas no podrán excusar su cumplimiento por los resultados efectivos de las licitaciones.


El periodo de vigencia de las inyecciones de los bloques de energía licitadas, la prorrata por fuentes de energía primaria y los precios adjudicados regirá por doce años consecutivos, contados desde la fecha de inicio de inyección de energía, conforme lo determinen las bases de licitación correspondientes. El bloque de energía proveniente de medios de generación de energías renovables no convencionales a licitar por fuente de energía primaria se indicará en las bases de licitación correspondientes, las que en todo caso no podrán ser superiores a la obligación establecida en la ley.


Las bases de la licitación de cada proceso serán publicadas dentro del primer semestre del periodo correspondiente y, a lo menos, deberán especificar las condiciones de licitación, la información técnica y comercial que deberá entregar cada participante, las garantías, los plazos y las condiciones para postular, presentar ofertas y caucionar el cumplimiento de su obligación de inyección en el evento de adjudicarse algún bloque de energía. 


Quienes presenten ofertas en los respectivos procesos de licitación, por fuente primaria de energía, para la generación de energía proveniente de medios de generación de energías renovables no convencionales, deberán acreditar, a lo menos, lo siguiente: (i) que los proyectos de medios de generación de energía renovable no convencional de que son titulares cuentan con una resolución de calificación ambiental favorable o bien una declaración suficiente que el proyecto no deba someterse al sistema de evaluación ambiental conforme a la normativa vigente; (ii) que los titulares de los proyectos de medios de generación de energía renovable no convencional que participen en la licitación tienen un capital suscrito o bien cuentan con compromisos formales de aporte de capital, igual o superior al 30% del total requerido para construir y poner en operación el proyecto respectivo; (iii) que son propietarios, usufructuarios, arrendatarios, concesionarios o titulares de servidumbres sobre los terrenos en los cuales se ubiquen o construyan el o los medios de generación de energías renovables no convencionales; (iv) la entrega de una caución por seriedad de la oferta conforme a lo que las bases de licitación correspondientes determinen para estos efectos; v) la entrega de una caución para garantizar la materialización efectiva de los proyectos ofertados, y vi) la entrega de una caución para garantizar el pago de las sanciones que contemple la licitación por los incumplimientos en las inyecciones de energía comprometidas durante todo el plazo que establezca la licitación.


Para los efectos de determinar el bloque de energía proveniente de medios de generación renovable no convencional a licitar, por fuente de energía primaria en cada proceso de licitación, se considerará el volumen de energía proveniente de medios de generación de energía renovables no convencionales que cada sistema deberá inyectar anualmente para dar cumplimiento, en todo o parte, a la obligación establecida en el inciso primero del artículo 150 bis de la presente ley. Para efectos de determinar lo anterior, se considerará el Informe Técnico de Precios de Nudo para el periodo correspondiente.


Cada proceso de licitación tendrá un plazo no superior a doscientos días contados desde la fecha de publicación de las bases respectivas para la recepción de las ofertas. Cada proceso de licitación se entenderá concluido con el acto de adjudicación de todo o parte de los bloques de energía provenientes de medios de generación de energía renovable no convencional licitada por fuente de energía primaria conforme a las ofertas recibidas. La adjudicación se efectuará tomando en consideración los volúmenes de energía ofertada y el menor precio de energía proveniente de medios de generación renovables no convencionales inyectada por fuente de energía primaria.


La licitación se adjudicará, hasta completar el bloque correspondiente, sucesivamente a el o a los oferentes que ofrezcan el menor precio de energía. En el caso de que haya más de un punto de abastecimiento, la forma de calcular el precio de energía ofrecido será la que indique el reglamento. Se considerarán los precios de energía provenientes de medios de generación de energías renovables no convencionales ofertados por fuentes de energía primaria, corregidos por los factores de penalización del sistema correspondientes según el informe técnico de precio de nudo.


El precio de energía que percibirán aquellos participantes adjudicados en los procesos de licitación, corresponderá al que cada participante haya indicado en su propuesta, el que regirá durante el periodo de doce años consecutivos, e incluirá el valor de la energía y de la acreditación de la energía proveniente de medios de generación de energía no convencionales. En consecuencia, quienes retiren energía del nodo en donde el medio de generación de energía renovable no convencional adjudicado haga su inyección, tendrán derecho a percibir la acreditación por dicho retiro. 


Con todo, en las bases de licitación correspondientes se establecerá un precio máximo igual al costo medio de desarrollo de largo plazo de generación de un proyecto de expansión eficiente del sistema cuyo valor actual neto es igual a cero, el que será  establecido en el informe técnico de precio de nudo, el que podrá incrementarse en hasta un diez por ciento adicional.


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 149, en caso de inyectarse energía como resultado de un proceso de licitación, el precio instantáneo de retiro de la energía eléctrica, en cada barra del sistema, será el resultante del promedio ponderado, por las inyecciones de cada barra, de los costos marginales instantáneos y el precio fijo de energía proveniente de medios de generación de energías renovables no convencionales adjudicados en los procesos de licitación a que se refiere el presente artículo.“.


3) Incorpórase el siguiente artículo 174 bis, nuevo:


“Artículo 174 bis.- Los planes de expansión de las instalaciones de generación de cada sistema mediano deberán contemplar proyectos de medios de generación renovables no convencionales, los que deberán priorizarse en relación a otras fuentes de energía primaria considerando una expansión eficiente del sistema. Con todo, al 1 de enero del año 2020, una cantidad de energía equivalente al 20% de las inyecciones de cada uno de estos sistemas deberá provenir de medios de generación renovables no convencionales.”.


Artículo 2°.- Modifícase el artículo 1° transitorio de la ley N° 20.257, en el siguiente sentido:


a) Agrégase, en el inciso primero, la siguiente oración final: “Con todo, los contratos, renovaciones, extensiones u otras convenciones de similar naturaleza suscritos antes de la fecha señalada, quedarán afectos al cumplimiento de la totalidad de la obligación a partir del 1° de enero del año 2020.".


b) Reemplázase el inciso cuarto, por el siguiente:


“Con todo, la obligación aludida en el inciso primero será de 5% para los años 2010 a 2013, aumentándose en 2% anual a partir del año 2014 hasta el año 2019; y aumentándose en un 3% en el año 2020, hasta alcanzar el año 2020 el 20% previsto en el artículo 150 bis.”.


c) Suprímese el inciso quinto.


Artículo transitorio.- Dentro del plazo de noventa días, contados desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, se dictará un reglamento que establezca las condiciones del procedimiento de licitación que regula el artículo 150 ter, nuevo, de la Ley General de Servicios Eléctricos, y las demás normas necesarias para su implementación eficaz.”.

(Indicaciones N°s. 29 A y 29 B, aprobadas por unanimidad 5x0)

- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY:


En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense en el decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2007, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1982, que contiene la Ley General de Servicios Eléctricos, las siguientes modificaciones:


1) En el artículo 150 bis:


a) En el inciso primero:


i.- Reemplázase el guarismo “10%” por “20%”.


ii.- Incorpórase la siguiente oración final: “Los retiros acreditados deberán corresponder en a lo menos un 50% a inyecciones realizadas en el sistema eléctrico respectivo.”.


b) Agrégase, en el inciso cuarto, la siguiente oración final: “La obligación no se entenderá extinguida por el pago del cargo, y deberá cumplirse en el próximo año calendario en conjunto con la obligación respectiva de dicho período.”.


c) Agrégase, en el inciso sexto, la siguiente oración final: “Asimismo, las señaladas Direcciones de Peajes llevarán un registro público de todas las transferencias y valores de los certificados de energías renovables no convencionales emitidos por dicha Dirección.”.


2) Incorpórase el siguiente artículo 150 ter, nuevo:


“Artículo 150 ter.- Conforme a los términos establecidos en este artículo, se efectuarán licitaciones públicas bianuales para la inyección de bloques de energía provenientes de medios de generación de energía renovable no convencional, por fuente de energía primaria propias del artículo aa) del artículo 225 de la ley, con el objeto de que las empresas eléctricas den cumplimiento, en todo o parte, a la obligación señalada en el inciso primero del artículo anterior. Para los efectos de dar cumplimiento a la señalada obligación, las empresas eléctricas podrán acreditar su cumplimiento mediante los bloques de energía licitados y efectivamente inyectados. Sin perjuicio de lo señalado, para todos los efectos legales las señaladas empresas no podrán excusar su cumplimiento por los resultados efectivos de las licitaciones.


El periodo de vigencia de las inyecciones de los bloques de energía licitadas, la prorrata por fuentes de energía primaria y los precios adjudicados regirá por doce años consecutivos, contados desde la fecha de inicio de inyección de energía, conforme lo determinen las bases de licitación correspondientes. El bloque de energía proveniente de medios de generación de energías renovables no convencionales a licitar por fuente de energía primaria se indicará en las bases de licitación correspondientes, las que en todo caso no podrán ser superiores a la obligación establecida en la ley.


Las bases de la licitación de cada proceso serán publicadas dentro del primer semestre del periodo correspondiente y, a lo menos, deberán especificar las condiciones de licitación, la información técnica y comercial que deberá entregar cada participante, las garantías, los plazos y las condiciones para postular, presentar ofertas y caucionar el cumplimiento de su obligación de inyección en el evento de adjudicarse algún bloque de energía. 


Quienes presenten ofertas en los respectivos procesos de licitación, por fuente primaria de energía, para la generación de energía proveniente de medios de generación de energías renovables no convencionales, deberán acreditar, a lo menos, lo siguiente: (i) que los proyectos de medios de generación de energía renovable no convencional de que son titulares cuentan con una resolución de calificación ambiental favorable o bien una declaración suficiente que el proyecto no deba someterse al sistema de evaluación ambiental conforme a la normativa vigente; (ii) que los titulares de los proyectos de medios de generación de energía renovable no convencional que participen en la licitación tienen un capital suscrito o bien cuentan con compromisos formales de aporte de capital, igual o superior al 30% del total requerido para construir y poner en operación el proyecto respectivo; (iii) que son propietarios, usufructuarios, arrendatarios, concesionarios o titulares de servidumbres sobre los terrenos en los cuales se ubiquen o construyan el o los medios de generación de energías renovables no convencionales; (iv) la entrega de una caución por seriedad de la oferta conforme a lo que las bases de licitación correspondientes determinen para estos efectos; v) la entrega de una caución para garantizar la materialización efectiva de los proyectos ofertados, y vi) la entrega de una caución para garantizar el pago de las sanciones que contemple la licitación por los incumplimientos en las inyecciones de energía comprometidas durante todo el plazo que establezca la licitación.


Para los efectos de determinar el bloque de energía proveniente de medios de generación renovable no convencional a licitar, por fuente de energía primaria en cada proceso de licitación, se considerará el volumen de energía proveniente de medios de generación de energía renovables no convencionales que cada sistema deberá inyectar anualmente para dar cumplimiento, en todo o parte, a la obligación establecida en el inciso primero del artículo 150 bis de la presente ley. Para efectos de determinar lo anterior, se considerará el Informe Técnico de Precios de Nudo para el periodo correspondiente.


Cada proceso de licitación tendrá un plazo no superior a doscientos días contados desde la fecha de publicación de las bases respectivas para la recepción de las ofertas. Cada proceso de licitación se entenderá concluido con el acto de adjudicación de todo o parte de los bloques de energía provenientes de medios de generación de energía renovable no convencional licitada por fuente de energía primaria conforme a las ofertas recibidas. La adjudicación se efectuará tomando en consideración los volúmenes de energía ofertada y el menor precio de energía proveniente de medios de generación renovables no convencionales inyectada por fuente de energía primaria.


La licitación se adjudicará, hasta completar el bloque correspondiente, sucesivamente a el o a los oferentes que ofrezcan el menor precio de energía. En el caso de que haya más de un punto de abastecimiento, la forma de calcular el precio de energía ofrecido será la que indique el reglamento. Se considerarán los precios de energía provenientes de medios de generación de energías renovables no convencionales ofertados por fuentes de energía primaria, corregidos por los factores de penalización del sistema correspondientes según el informe técnico de precio de nudo.


El precio de energía que percibirán aquellos participantes adjudicados en los procesos de licitación, corresponderá al que cada participante haya indicado en su propuesta, el que regirá durante el periodo de doce años consecutivos, e incluirá el valor de la energía y de la acreditación de la energía proveniente de medios de generación de energía no convencionales. En consecuencia, quienes retiren energía del nodo en donde el medio de generación de energía renovable no convencional adjudicado haga su inyección, tendrán derecho a percibir la acreditación por dicho retiro. 


Con todo, en las bases de licitación correspondientes se establecerá un precio máximo igual al costo medio de desarrollo de largo plazo de generación de un proyecto de expansión eficiente del sistema cuyo valor actual neto es igual a cero, el que será  establecido en el informe técnico de precio de nudo, el que podrá incrementarse en hasta un diez por ciento adicional.


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 149, en caso de inyectarse energía como resultado de un proceso de licitación, el precio instantáneo de retiro de la energía eléctrica, en cada barra del sistema, será el resultante del promedio ponderado, por las inyecciones de cada barra, de los costos marginales instantáneos y el precio fijo de energía proveniente de medios de generación de energías renovables no convencionales adjudicados en los procesos de licitación a que se refiere el presente artículo.“.


3) Incorpórase el siguiente artículo 174 bis, nuevo:


“Artículo 174 bis.- Los planes de expansión de las instalaciones de generación de cada sistema mediano deberán contemplar proyectos de medios de generación renovables no convencionales, los que deberán priorizarse en relación a otras fuentes de energía primaria considerando una expansión eficiente del sistema. Con todo, al 1 de enero del año 2020, una cantidad de energía equivalente al 20% de las inyecciones de cada uno de estos sistemas deberá provenir de medios de generación renovables no convencionales.”.


Artículo 2°.- Modifícase el artículo 1° transitorio de la ley N° 20.257, en el siguiente sentido:


a) Agrégase, en el inciso primero, la siguiente oración final: “Con todo, los contratos, renovaciones, extensiones u otras convenciones de similar naturaleza suscritos antes de la fecha señalada, quedarán afectos al cumplimiento de la totalidad de la obligación a partir del 1° de enero del año 2020.".


b) Reemplázase el inciso cuarto, por el siguiente:


“Con todo, la obligación aludida en el inciso primero será de 5% para los años 2010 a 2013, aumentándose en 2% anual a partir del año 2014 hasta el año 2019; y aumentándose en un 3% en el año 2020, hasta alcanzar el año 2020 el 20% previsto en el artículo 150 bis.”.


c) Suprímese el inciso quinto.


Artículo transitorio.- Dentro del plazo de noventa días, contados desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, se dictará un reglamento que establezca las condiciones del procedimiento de licitación que regula el artículo 150 ter, nuevo, de la Ley General de Servicios Eléctricos, y las demás normas necesarias para su implementación eficaz.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 9, 16, 23 y 30 de noviembre; 14 y 21 de diciembre de 2011, y 4 y 11 de enero de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Cantero Ojeda (Presidente), señoras Isabel Allende Bussi y Ximena Rincón González y señores José Antonio Gómez Urrutia, Pedro Muñoz Aburto (Isabel Allende Bussi) y Jaime Orpis Bouchon.


Sala de la Comisión, a 11 de enero de 2012.



  Ignacio Vásquez Caces



Secretario de la Comisión

RESUMEN EJECUTIVO

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA ACERCA DEL proyecto de ley que PROPICIA LA AMPLIACIÓN DE LA MATRIZ ENERGÉTICA MEDIANTE FUENTES RENOVABLES NO CONVENCIONALES

(BOLETÍN nº 7.201-08)
I.
OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: Alcanzar una meta de generación eléctrica mediante energías renovables no convencionales (ERNC) del 20% para el año 2020.

II.
ACUERDOS: Indicaciones:


Números


1.- Retirada.


2.- Retirada.


3.- Retirada.


4.- Retirada.


5.- Retirada.


6.- Retirada.


7.- Retirada.

8.- Rechazada por unanimidad 5x0.

9.- Retirada.

10.- Retirada.


11.- Retirada.


12.- Retirada.


13.- Rechazada por unanimidad 5x0.


14.- Retirada.


15.- Rechazada por unanimidad 5x0.


16.- Retirada.


17.- Retirada.


18.- Retirada.


19.- Retirada.


20.- Retirada.


21.- Retirada.


22.- Retirada.


23.- Retirada.


24.- Retirada.


25.- Retirada.


26.- Retirada.


27.- Retirada.


28.- Retirada.


29 A.- Aprobada por unanimidad 5x0.

29 B.- Aprobada por unanimidad 5x0.

III.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: Consta de dos artículos permanentes y uno transitorio.

IV.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: No hay.

V.
URGENCIA: No tiene.

VI.
ORIGEN INICIATIVA: Senado. Moción de los Honorables Senadores señor Orpis, señoras Allende y Rincón y señores Gómez y Horvath.

VII.
TRÁMITE CONSTITUCIONAL: Primero.

VIII.
INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 8 de septiembre de 2010.

IX.
TRÁMITE REGLAMENTARIO: Segundo informe.

XI.
LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:

1) Decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2007, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1982, que contiene la Ley General de Servicios Eléctricos.

2) Ley N° 20. 257, que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos  respecto de la generación de energía eléctrica con fuentes de energía renovables no convencionales.



Valparaíso, 11 de enero de 2012.



(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces,








  Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE EL PRINCIPIO DE FINALIDAD EN EL TRATAMIENTO DE DATOS PERSONALES (7392-03)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la suma, en segundo trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda y señores Felipe Harboe, Pedro Browne, Juan Luis Castro, Joaquín Godoy, Carlos Abel Jarpa, Pablo Lorenzini, Marco Antonio Núñez, Ricardo Rincón y Joaquín Tuma.

La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 30 de agosto de 2011, pasando a la Comisión de Economía.  

Con fecha 14 de septiembre de 2011 la Comisión solicitó a la Sala autorización para discutir la iniciativa en general y particular, con ocasión del primer informe, a lo que la Sala accedió con esa misma fecha.

A una o más sesiones concurrieron, además de los integrantes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Letelier, Ruiz-Esquide y Sabag, y los Honorables Diputados señores Hales y Harboe.

Asimismo, a una o más de las sesiones en que la Comisión estudió el proyecto asistieron las siguientes personas:

De Ministerio de Hacienda: El Coordinador de Política Microeconómica y Reforma del Estado, señor, Salvador Valdés Prieto; El Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno Guzmán; El asesor del Ministro en el área de Mercado Capitales, señor Felipe Bravo Leiva; el Asesor, señor Jaime Salas, y el Asesor Mercado Capitales, señor José Joaquín Fernández. 

Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: El Subsecretario, señor Tomás Flores Jaña; El Asesor del Ministro, señor Alejandro Arriagada Ríos; el Asesor Legislativo señor Gabriel Jiménez Celsi.

De la Secretaria General de la Presidencia: Los analistas, señora Francisca Navarro Moyano, y señores Pedro Pablo Rossi y José Francisco Acevedo. 

Del Instituto Libertad y Desarrollo: El abogado asesor, señor Daniel Montalva Armanet. 

De CIEPLAN: El Abogado Programa Legislativo, señor Sebastián Pavlovic Jeldres. 

De la Biblioteca del Congreso Nacional: Los analistas, señora Anette Hafner y señor James Wilkins Binder.

El Profesor de Derecho Informático de la PUCV, señor Renato Jijena Leiva.

De Equifax Chile S.A.: El Gerente General, señor Mario Godoy Zanni; la abogado, Consultor Senior Asunto Públicos, Imaginación, señora Marcela Alt Hayal. 

De la Empresa ORSAN: el Presidente, señor Johnny Lama Jamarne; el Gerente General, señor Asper Sarrás.

 De la Empresa SIISA: Gerente General, señor Hans Hanckes Estefan. 

Del Instituto Chileno de Derecho y Tecnología: los Consejeros señora Lorena Donoso Abarca y señor Raúl Arrieta Cortés. 

De la Confederación del Comercio Detallista y Turismo de Chile: El Vice-presidente, señor Oscar Bruna Malbrán; El Presidente de la Federación Regional Valparaíso, 

De la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo F.G.N.: El Asesor Legal, José Miguel Sarroca. 

De la Cámara de Comercio de Santiago A.G.: El Secretario General, señor Cristián García-Huidobro Ruiz Tagle. 

De la Asociación Gremial de Cajas de Compensación de Asignación Familiar: El Gerente General, señor Renato de la Cerda Etchevers; El Fiscal Caja los Héroes, señor Carlos Lira Ramírez, y el Abogado Caja los Andes, señor Sergio Santibáñez Fuentes. 

Del Comité Retail Financiero: El Gerente General, señor Claudio Ortiz Tello.

De la Fundación Jaime Guzmán: El asesor señor Gustavo Rosende.

Los asesores señora Carol Gibson (Honorable Senador señor Espina), y señores Eduardo Barros González (Honorable Senador señor Tuma), Cristián Valenzuela Lorca (Honorable Senador señor Zaldívar) y Tomás Monsalve (Honorable Senador señor Letelier).

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Fortalecer el principio de finalidad, en materia de datos de carácter económico, bancario, comercial y financiero, estableciendo que será exclusivamente la evaluación de riesgo comercial y para el proceso de crédito, regulando las entidades a quienes se pueden comunicar estos datos y la forma en que sus titulares pueden acceder a ellos.

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS

- Ley N°19.628, sobre Protección de la Vida Privada.

- Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 2.763, de 1979, y de las leyes Nºs. 18.933 y 18.469.

B. ANTECEDENTES DE HECHO


Señala la moción que la legislación vigente sobre tratamiento de datos personales y protección de la vida privada se encuentra cuestionada en nuestro país hace muchos años, existiendo una serie de iniciativas a fin de modificarla. La moción no busca abordar el tema de fondo sino resolver de inmediato una situación que afirman no es objeto de discusión dogmática. Actualmente cerca de 4 millones de personas se encuentran en los registro del DICOM por atrasos, moras o incumplimientos comerciales de distinta entidad; lamentablemente, un sistema que es indispensable para la adecuada marcha de la economía y facilitar el acceso al crédito, ha desviado el propósito para el cual fue creado, esto es, evaluar el riesgo en el proceso de crédito.


En efecto, la implementación de los sistemas de información comercial tuvo por objeto que las instituciones que participaban en el otorgamiento de crédito pudieran tener claridad respecto al comportamiento de pago de una persona, de manera de poder anticipar su posible conducta en el cumplimiento de las obligaciones y con ello disminuir el riesgo de incobrabilidad. Sin embargo, en la actualidad dichos registros se utilizan con finalidades totalmente diferentes, convirtiéndose en una práctica generalizada, por ejemplo, que para acceder a un trabajo se consulte el DICOM del postulante y ello influya en la decisión de contratación, afectando en consecuencia el ingreso al mercado laboral de cerca de un millón doscientas mil personas, condenándolos a la marginalidad y a la consolidación de un estado de insolvencia al no poder pagar sus deudas, iniciándose un círculo vicioso donde no les dan trabajo por estar en DICOM y al mismo tiempo no salen de dicho registro por no poder pagar sus deudas.


Las consecuencias sociales de lo señalado son bastante graves. Hoy el certificado de DICOM actúa como elemento de limitación de acceso al trabajo, acceso a la salud privada, colegios particulares subvencionados, fondos de fomento al emprendimiento y otras actividades del quehacer diario que, en la práctica empobrecen no sólo al deudor directo, sino a su familia y condicionan el futuro de sus niños. 


Utilizando estos registros para finalidades diferentes a las que orientaron su creación, en definitiva se vulneran los derechos fundamentales de chilenos, empobreciendo el desarrollo de nuestra democracia.


Este proyecto, declaran sus autores, busca dar protección a todos los chilenos y chilenas, de manera que sus datos personales se traten de forma transparente, en el marco de la legislación vigente, con pleno respeto de los principios internacionalmente reconocidos para el tratamiento de datos personales y principalmente que los registros que se han creado para evaluar el proceso de crédito sean utilizados para dicho fin y no para otro. 

DISCUSIÓN EN GENERAL


El Honorable Diputado señor Harboe, uno de los autores del proyecto en estudio, hizo una breve presentación de la iniciativa que según manifestó, tiene por tiene por objeto modificar la ley N° 19.628. Consideró relevante tener en cuenta dos antecedentes. En primer término, modificar nuestra legislación de protección de datos personales es un compromiso adquirido con la OCDE y respecto del que nuestro país está en deuda, siendo considerado por Europa como un país no seguro en materia de tratamiento de datos personales ya que la institucionalidad y la ley no garantizan la privacidad y la protección de los datos de las personas. Esto tiene consecuencias prácticas, como por ejemplo, cuando se ha solicitado en materias de seguridad el intercambio transfronterizo de datos de personas, ello ha sido negado precisamente por ser nuestro país considerado no seguro, lo que trae a la Fiscalía bastantes complicaciones.


El proyecto contemplaba originalmente 6 artículos permanentes y un artículo transitorio. En la Cámara de Diputados se incorporó un séptimo artículo permanente y el artículo transitorio fue rechazado.


En términos genéricos, el proyecto establece en el artículo 1°, el principio de finalidad del dato, esto es, que los datos personales que hoy se encuentran en manos de administradoras de bases de datos sólo pueden ser utilizados para un fin determinado, cual es la evaluación del riesgo del crédito, que fue el propósito original de la creación de registros sobre antecedentes comerciales. El artículo 2° circunscribe el ámbito de las instituciones que podrán consultar estos antecedentes comerciales, que serán sólo aquellas instituciones que se encuentren reguladas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, que participen en la evaluación del riesgo del crédito y además hayan implementado en el desarrollo de su actividad los principios contemplados en el artículo 3°. En su inciso segundo establece la responsabilidad solidaria del cedente de los datos personales por el mal uso que de ellos haga el cesionario, salvo que en la relación contractual entre cedente y cesionario se establezca un régimen de responsabilidad que se ponga en marcha ante el incumplimiento del cesionario. 


El artículo 3° consagra un conjunto de principios, que son los que hoy inspiran la legislación internacional y a los que nos tenemos que adecuar para cumplir las normas de la OCDE, como son el principio de exactitud, finalidad, transparencia, no discriminación, etc, todos elementos que deberán ser considerados por el juez como un antecedente para determinar si existió o no diligencia en el tratamiento de datos personales, recayendo la carga de la prueba en quien administra los datos. El artículo 4° obliga a los administradores de los registros de bases de datos a designar a un responsable, para evitar que el ciudadano no sepa a quien recurrir en caso de malas informaciones o mal tratamiento de datos. El artículo 5° contempla la posibilidad que el titular de los datos deba presentarlos para fines distintos a la evaluación del riesgo en el proceso de crédito, caso en el que podrá solicitar una certificación para fines especiales, en los términos que allí se indica; es un certificado similar al de antecedentes penales que hoy sólo puede solicitar el titular y así se evita que circule y pueda obtenerlo cualquier persona. El artículo 6° establece la prohibición de incorporar en este registro las deudas repactadas, y en este punto el Honorable Diputado señor Harboe recordó la controversia suscitada entre el Ministro de Economía y algunas casas comerciales respecto a la legalidad de la incorporación, con esta norma se zanja esa discusión. Finalmente destacó que el artículo 7° es fruto de una indicación suscrita por todos los integrantes de la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados y establece la prohibición de condicionar la atención médica de urgencia en cualquier prestador de salud a la consulta de los antecedentes comerciales de las personas.


Reiteró que el objetivo final del proyecto es simplemente volver al sistema original, esto es, que los antecedentes comerciales de las personas deben ser reconocidos como propios de cada ciudadano y deben ser utilizados sólo para objetos propios de la evaluación del crédito, pues no se encuentra justificación alguna para que exista acceso universal a los mismos, generando discriminación en materia laboral, de salud y también educacional.


La Comisión resolvió escuchar a distintos actores relevantes en la materia:

EQUIFAX


El señor Mario Godoy, Gerente General de Equifax, dio a conocer algunos datos generales en relación a la empresa que representa y sus principales funciones, entre las que se destaca la elaboración de informes comerciales, los que resaltó tienen múltiples beneficios, tales como:


- Las empresas tienen acceso a información confiable e imparcial, para manejar de manera objetiva riesgos comerciales;


- Las solicitudes de crédito y otras actividades comerciales tales como seguros y arriendos, pueden ser procesadas de manera más rápida y eficiente;


- Las empresas aceptan cheques personales, porque pueden verificar el historial de cheques protestados del consumidor;


- Los consumidores pueden tener acceso al crédito en condiciones y tasas que reflejan de manera fidedigna el riesgo que ellos representan.


Afirmó que el proyecto de la referencia en principio impediría a Equifax elaborar en forma fidedigna estos informes, con los consiguientes perjuicios para una serie de entidades. Al respecto, estimó que hay consenso en Chile sobre la necesidad de mejorar la legislación sobre protección de datos personales y en ese sentido, Equifax comparte el espíritu del Boletín N° 7392-03, que consiste en definir los usos permitidos, promover prácticas transparentes de gestión de datos y facilitar el ejercicio de los derechos individuales. Sin perjuicio de ello, el proyecto presenta problemas técnicos en su articulado que se deben mejorar para lograr su finalidad, principalmente el uso de un lenguaje ambiguo; la denegación del acceso a la información a la mayoría de las empresas que otorgan crédito y otras actividades comerciales tales como seguros y arriendos, incluso si cumplen con los usos legítimos; se constituye en un incentivo a la circulación de información poco confiable y de manera poco segura y no señala un plazo de implementación.


Observó luego el articulado del proyecto. El artículo 1°, al señalar que la finalidad en el tratamiento de datos personales no puede ser otra que la evaluación del riesgo para el proceso del crédito es, como ya señaló, ambiguo, poco claro y deja fuera actividades habituales y necesarias como la verificación de cheques, revisión de antecedentes en forma previa a una compraventa o arriendo, verificación de domicilio para demandas, entre otras. Por otra parte, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 2°, únicamente las 76 empresas reguladas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras podrán obtener informes comerciales, generando asimetría de información en el mercado crediticio, ya que todas las restantes empresas, la mayoría de los retails, todas las PYMES, Compañías de Seguros, Empresas Industriales, Corredores de Propiedades, Empresas de Factoring, Cajas de Compensación y Empresas de Servicio, deberán usar información no segura, poco confiable e inoportuna , incluso si la finalidad en su uso es la permitida por la ley.


El señor Godoy se mostró también contrario a la posibilidad que establece el artículo 5° del proyecto, en cuanto a que los titulares de los datos puedan solicitar una certificación para fines especiales, que deberá ser entregada considerando únicamente las obligaciones vencidas y no pagadas que consten en él. La información que circula en manos de los titulares de datos no es confiable porque puede ser manipulada y quizá no esté actualizada, las empresas no pueden procesar la información de manera  eficiente para  las evaluaciones de solicitudes de los consumidores y más aún, las copias impresas son intrínsecamente  menos seguras que las versiones digitales.


Planteó que, con el propósito de subsanar estos problemas que ha puesto de relieve, se debiera definir con un lenguaje claro los usos permitidos de los informes comerciales contenidos en el artículo 1º, incluyendo todos los usos legítimos. Asimismo consideró pertinente y necesario eliminar el primer párrafo del artículo 2° y contemplar un plazo de implementación de 180 días. Asimismo, llamó a tener presente los restantes proyectos sobre la materia en actual tramitación, a fin que resulten armónicos entre sí.


Concluyó su presentación resaltando la necesidad de equilibrar tanto las expectativas de privacidad de los consumidores con sus expectativas comerciales, y las restricciones legales impuestas al mercado con las necesidades de eficiencia del mismo.

ORSAN


El Presidente de Orsan, señor Johnny Lamas, agradeció la invitación y destacó la importancia de los efectos que la iniciativa en discusión para todo el sector productivo real del país: sector industrial y comercial no regulado por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y que suma decenas de miles de empresas, especialmente medianas y pequeñas empresas. Orsan es una empresa de apoyo al giro comercial y crediticio de miles de empresas medianas y pequeñas que otorgan diariamente crédito a sus clientes y desde esa perspectiva afirmó que la aprobación del proyecto tendría un alto impacto en ellas, particularmente por el contenido de su artículo 2°.


Estas empresas medianas y pequeñas sólo pueden seguir concediendo créditos comerciales a sus clientes teniendo acceso a la información comercial de los mismos. Por ello en su parecer resulta preocupante la discrepancia existente entre el espíritu del proyecto de ley en estudio y su texto. En general, están plenamente de acuerdo con el proyecto en lo que respecta a que el uso de los datos de carácter financiero y comercial debe ser solo para efectos de evaluar riesgos de crédito, independientemente si son créditos financieros o créditos comerciales, toda vez que ambos suponen el compromiso del patrimonio del otorgante a favor del beneficiario. Es objetivo declarado del proyecto mejorar la protección de los datos de las personas, que se respeten sus derechos como titular de su información y regular su utilización para los fines en razón de los cuales se autoriza su almacenamiento.


Estimó que no constituye uno de los objetivos de la iniciativa que no se pueda evaluar adecuadamente los riesgos de crédito por parte de aquellos que los conceden como parte fundamental y esencial para poder llevar adelante su actividad empresarial. De aprobarse el artículo 2° en los términos propuestos, sólo los bancos y unas pocas instituciones financieras ligadas a grandes empresas del retail podrán tener acceso a la información comercial. Se dejaría fuera del acceso al sistema a los comercios locales de todo el país, Cooperativas de Ahorro y Crédito, Cajas de Compensación, Sociedades Administradoras de Créditos de Consumo no reguladas por la referida Superintendencia y a 200 mil empresas que otorgan crédito comercialmente, ya que venden con facturas con plazos de pago diferidos y conceden líneas de crédito comerciales para tales efectos a sus clientes habituales, como es el caso de proveedores de empresas constructoras, panaderías, pequeños almacenes.


Recalcó que si no se permite el acceso a dicha información, de manera controlada y respetando el principio  de la finalidad del dato, a otros sectores que basan su operación en la venta de sus productos con pago diferido, se generará una discriminación que incluso podría calificarse de inconstitucional y arbitraria, que generaría pérdidas gigantescas en el sistema industrial y comercial no bancario. 


Informó que estas aprehensiones fueron planteadas a uno de los autores del proyecto, Honorable Diputado señor Harboe, quien se mostró llano a perfeccionarlo. Propuso una fórmula de solución, modificando el artículo 2° de modo que se abra la posibilidad de que las otras empresas que otorgan crédito puedan también tener acceso, de manera controlada por la autoridad,  a los datos necesarios para evaluar el riesgo de sus clientes. De lo contrario, sólo los bancos y unos pocos más tendrán acceso a esta información, lo que no se justifica y es contraproducente por cuanto generará ventajas competitivas a favor de los grandes conglomerados en perjuicio de cientos de miles de pequeños industriales, aumentando aún más la concentración económica existente y reduciendo la competencia en perjuicio directo de los consumidores.


El señor Lamas estimó que el respeto y cautela de los derechos de los titulares de los datos, sobre el uso acorde a la ley de su información personal, están debidamente resguardados por la ley N° 19.628, artículos 12, 13 y 14, y que la persona que estime que están siendo vulnerados sus derechos puede solicitar de manera gratuita a los buró de crédito la información sobre a quienes se han entregado sus datos, los fines para los cuales han sido enviados y la respectiva autorización entregada. 

INSTITUTO CHILENO DE DERECHO Y TECNOLOGÍA

RAÚL ARRIETA


El señor Arrieta manifestó que se trata de un tema muy sensible y profundo, donde es fácil perderse en los aspectos técnicos asociados al mismo, y que es consecuencia de que nuestro país no cuenta con una regulación sobre datos personales sino sólo sobre datos de carácter económico, y más aún se trata de una regulación incompleta e imperfecta, lo que ha permitido que se cometan grandes abusos. Destacó que este proyecto parte su discusión como resultado de lo que ocurre en la realidad, como más de 4 millones de chilenos se ven afectados diariamente al estar incorporados en estos registros; tiene la virtud de no atentar contra los registros de este tipo, que sin duda son necesarios para el funcionamiento de la economía, sino que vela porque ellos sean utilizados para los fines para los que fueron creados. Es un avance dentro de la gran cantidad de problemas relacionados con la protección de datos que tenemos en nuestro país, tanto en instituciones públicas como privadas. El gran número de proyectos relativos a este tema revela un sentir generalizado en esa dirección.


La protección de datos tiene que ver, mundialmente, con el remedio para poner coto a la contaminación de las libertades de las personas que se produce como consecuencia del desarrollo tecnológico. Es importante tenerlo presente, porque los principios en los que se sustenta la protección de datos persiguen que sea el titular de los datos quien sepa que sus datos se están tratando y que los datos circulen con su consentimiento. 


Compartió parte de los comentarios y observaciones que se han formulado al proyecto por expositores anteriores, es un texto que puede ser mejorado, generando un alcance más preciso en el artículo 2°, pues el objetivo principal es que los datos no se utilicen para fines diferentes a los que se declaran, esto es, la evaluación comercial del riesgo crediticio, independientemente de quien lo está haciendo. Pero es importante no dejar la puerta abierta para que se vuelvan a utilizar estos datos personales para fines distintos para los que fueron concebidos. 


La iniciativa va en la senda correcta y contribuirá a resolver parte del problema, mientras se hacen en el país las reformas de fondo sobre la materia. Reiteró que lo perjudicial no es que existan sistemas de este tipo, empresas que procesen datos comerciales de las personas, sino que por la forma en que circulan los informes comerciales que elaboran y los datos personales contenidos en ellos, se vean afectados derechos fundamentales no sólo relativos a la vida privada de las personas, sino el derecho a la educación, al trabajo, a la salud. Por eso la protección de datos a nivel internacional se empieza a configurar como un derecho autónomo que busca generar una plataforma para asegurar la vigencia de los derechos fundamentales en la sociedad de la información.

- - - - -


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Zaldívar, agradeció a los invitados y estimó que hay varias indicaciones que pueden ser recogidas.


El Honorable Diputado señor Harboe afirmó que no se trata de terminar con un sistema de información de riesgo, es importante contar con un sistema que permita distinguir a los buenos y los malos pagadores. Lo relevante es evitar que exista un mal uso del sistema, con afectación de los derechos fundamentales de las personas, como el derecho a la salud y el trabajo, y un acceso universal a los antecedentes comerciales de los ciudadanos.


El país ha entendido que es necesario introducir modificaciones en este ámbito, y ya se han aprobado algunas iniciativas, como el Boletín N° 6800-03, hoy ley N° 20.521, iniciativa de la que también fue uno de los impulsores.


Continuó señalando que se ha argumentado por parte del Gerente de Equifax que la necesidad de información veraz y oportuna justifica, entre otras razones, la existencia de informes comerciales, y que el certificado en papel puede no ser oportuno, o ser falsificado. No obstante, manifestó encontrarse en condiciones de afirmar que la información que provee el sistema, a cualquier usuario que esté dispuesto a pagar, no es veraz ni oportuna, o al menos no lo es en todos los casos. Al respecto comunicó a la Comisión que, como un usuario cualquiera, solicitó información relativa a sus cinco integrantes, e hizo entrega en ese acto de los informes obtenidos a cada uno de ellos. El resultado no es otro que comprobar que la información está desactualizada, por ejemplo los domicilios no corresponden pues son muy antiguos, o algunas sociedades en las que algún Honorable Senador aparece como socio han sido ya disueltas. Por otra parte, el acceso universal pone en riesgo incluso la seguridad de las personas y derechos fundamentales. Debe existir un sistema de información comercial, pero para la finalidad correcta, que no es otra que la evaluación del riesgo del crédito.


El Honorable Senador señor Tuma consideró que existe una clara insuficiencia en la regulación de los datos personales en nuestro país. El proyecto en estudio es un aporte en ese sentido, aunque sólo se refiere al tema económico, financiero, y contiene una idea de legislar que ha sido unánime tanto en la Cámara de Diputados, como en los expositores y en la opinión pública. Estimó que las observaciones que se han formulado son pertinentes y serán abordadas, si se materializan como indicaciones, durante la discusión particular de la iniciativa.


Recordó que la Comisión ha hecho un estudio a fondo del tratamiento de datos, se elaboró un anteproyecto radicando la titularidad de los datos en las personas, que fue entregado al Ejecutivo.


Solicitó a la Comisión dar una señal, aprobando en general el proyecto.


El Honorable Senador señor Espina anunció su voto a favor de la idea de legislar. Manifestó que el tema de los datos personales es complejo y tiene muchas aristas, es indispensable una buena legislación. Hay que definir quiénes pueden ser poseedores de este tipo de información, con el propósito que se pueda obtener información de tipo comercial, económica, de una persona cuando quiera acceder un crédito, a fin de evaluar el riesgo que representa, eso es bueno y necesario para todos. Pero respecto de estos sistemas, hay que determinar si la información que se entrega es o no fidedigna, pues ha quedado de manifiesto que, cuando menos, se trata de información desactualizada, a la que pueden acceder terceros con un propósito distinto que aquel que se tuvo en miras al crear la base de datos. Por otra parte, en nuestro país se produce el fenómeno que una persona, por el hecho de ser incorporada a “Dicom”, sufre una serie de consecuencias, no sólo de tipo comercial sino también de índole laboral, entre otras. Más aún, puede pagar sus deudas y continuar apareciendo por un tiempo en el sistema, generándose un círculo vicioso del que es casi imposible salir. Un instrumento que tenía una finalidad positiva termina siendo un instrumento tremendamente negativo. Asimismo es relevante determinar claramente cuando una persona puede ser incorporada a “Dicom”.


El proyecto, por tanto, aborda una materia sin lugar a dudas relevante. A fin de perfeccionar la iniciativa propuso pedir a la Sala autorización para discutir el proyecto en general y en particular con ocasión del primer informe.


El Honorable Senador señor Tuma hizo presente que esto podría implicar una demora en el despacho, pues aun cuando la Comisión lo apruebe en general y particular, la Sala abrirá un plazo de indicaciones y el proyecto volverá a la Comisión.


El Honorable Senador señor Novoa coincidió en la complejidad de la materia que se aborda. Muchos de las inquietudes planteadas por el Honorable Senador señor Espina están resueltas en el proyecto elaborado por la Comisión y presentado al Ejecutivo. Estuvo de acuerdo en el procedimiento propuesto en relación a esta iniciativa.


El Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores, informó que efectivamente el Ministerio de Economía, en base al anteproyecto elaborado y entregado por esta Comisión, formuló un proyecto de ley que se encuentra en consulta pública hasta el 20 de septiembre, habiéndose recibido ya varias observaciones, muchas desde el mundo especializado en datos personales, y una vez analizadas y si es procedente incorporadas, será presentado al Congreso probablemente durante el mes de octubre.


Coincidió con que el principio esencial es que las personas son dueñas de sus datos y son quienes eligen a quien se lo entregan.


La Comisión estuvo de acuerdo en solicitar a la Sala autorización para discutir este proyecto en general y particular, con ocasión del primer informe, lo que se hizo con fecha 14 de septiembre de 2011, accediendo la Sala a lo solicitado en esa misma oportunidad.


-- En votación general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.


En las siguientes sesiones la Comisión continuó las audiencias en relación a esta iniciativa.

- - - -

RENATO JIJENA LEIVA

PROFESOR DE DERECHO INFORMÁTICO UNIVERSIDAD CATÓLICA DE VALPARAÍSO


El señor Jijena manifestó que, de los artículos de la iniciativa, solo los tres primeros se relacionan directamente con la ley N° 19628, utilizando una técnica legislativa en su parecer inadecuada, pues se propone incorporar estas normas en una ley distinta y no modificar derechamente la ley sobre Protección de la Vida Privada.


El objetivo esencial del proyecto declarado públicamente, es evitar que en materia de otorgamiento de prestaciones de salud o de contratación de personas se discrimine en base a la situación patrimonial de insolvencia de la persona. La moción busca restringir la herramienta que otorga el sistema legal-comercial actual y el acceso a la información comercial negativa del acceso del mercado, para que sólo pueda ser consultada por la banca y otras entidades que otorgan créditos. Se promueve como la ley que pondrá fin en Chile al sistema de las empresas de informes comerciales, como “Dicom”. Este es el cambio más radical, se restringe la posibilidad que existe a esta fecha de que cualquier persona consulte o cualquier empresa informe o comunique información sobre morosidad o insolvencia de las personas naturales y jurídicas, contemplando la posibilidad que la persona solicite un certificado para fines específicos. Pero los emisores de facturas falsas, los giradores dolosos de cheques y los fuertemente endeudados van a eludir que se les pida al momento de celebrar un contrato, o buscarán a un proveedor o un prestador de servicios que no pida el certificado, al que perjudicarán. 


Estimó que la solución propuesta no es la mejor para evitar los malos usos de la información comercial negativa que al sistema se informa. Si a esta fecha se detectan discriminaciones y perjuicios para una persona al acudir a una clínica, para un trabajador que no es contratado, para una familia al no ingresar a un colegio o para la negativa en la prestación de un servicio básico, deben sancionarse duramente esos abusos, estableciéndose multas y obligaciones de responder por escrito y fundadamente y creándose una institucionalidad al efecto. Dicho de otra forma: se debe evitar beneficiar a incumplidores y perjudicar a los que se benefician con la publicación de datos sobre insolvencia.


Se refirió luego pormenorizadamente a los artículos del proyecto. El  artículo 1° explicita y repite de manera innecesaria lo establecido de manera general en el artículo 9° de la ley N° 19.628, a saber, que los datos personales deben utilizarse sólo para los fines para los cuales hubieren sido recolectados, salvo que provengan o se hayan recolectado de fuentes accesibles al público. De cara a los datos del Título III,  incurre en un error al señalar que la finalidad de su tratamiento no puede ser otro que "la evaluación de riesgo para el proceso de crédito", porque su finalidad esencial, además de lo ya señalado, es la de permitir asegurar el orden público económico mediante el conocimiento en la sociedad de la situación de morosidad o insolvencia de personas -y empresas, aun cuando la ley N° 19.628 no alude a estas últimas.


Manifestó que el orden público económico o la economía de una sociedad  requieren  estabilidad, y ella se logra con algún grado, limitado en el tiempo, de transparencia para las conductas que puedan perjudicar el comercio. 


En cuanto a la determinación de quiénes podrán consultar y conocer la información sobre insolvencia patrimonial, expresó que el artículo 2° del proyecto es perjudicialmente restrictivo al disponer que la comunicación de esta clase de datos sólo podrá efectuarse a entidades que cumplan con los siguientes requisitos: entidades reguladas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras; que participen de la evaluación de riesgo para el proceso de crédito, y que hayan implementado para el desarrollo de su actividad los principios señalados en el artículo 3° .


Existen otras entidades o empresas que prestan servicios comerciales y que, aunque no otorgan créditos y no son reguladas por la referida Superintendencia, prestan servicios en el marco de la ley N° 19.496 y necesitan conocer la posible insolvencia de sus clientes y consumidores. Señaló algunos ejemplos, entre otros: un vendedor necesita saber si su comprador es habitué a girar cheques sin fondos que son protestados; un arrendador necesita saber si su eventual arrendatario es insolvente.


Por otra parte, es una nueva perspectiva afirmar que quien comunique los datos realizará una "cesión" de los mismos y será responsable del uso indebido que haga de ellos un "cesionario". A esta fecha, una comunicación mediante servicios de información comercial es precisamente un acto comercial independiente, objetivo y general, que prescinde y no genera responsabilidad de cara al uso indebido que se pueda hacer de ellos, como sería negando un trabajo o negando un servicio médico en una clínica de salud.


Agregó que lo dispuesto en el artículo 2° también se comprende en el Boletín N° 7886-03, actualmente en tramitación en la Cámara de Diputados.  


Siguiendo con el análisis de los artículos del proyecto, señaló que el artículo 3° explicita la necesidad de que los "responsables" de bases de datos cumplan con determinados principios que harán que su actuación se considere "diligente", lo cual deberá probarse por el propio responsable, pero omite aclarar el alcance de cada uno de ellos. Y menciona los siguientes principios: de legitimidad, exactitud, finalidad, proporcionalidad, transparencia, no discriminación y seguridad en el tratamiento de datos personales.


El artículo 4° dispone que los responsables de los registros o bancos de datos personales, a que se refiere esta ley, deberán designar un responsable del tratamiento de datos, de manera que los titulares de datos puedan acudir ante él para los efectos de hacer efectivos los derechos que les reconoce la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.


El artículo 5° dispone que en caso que el titular de los datos personales requiera presentar información contenida en los registros o bancos de datos, para fines diferentes a la evaluación de riesgo en el proceso de crédito, podrá solicitar personalmente al responsable de la base de datos "una certificación para fines especiales", que deberá entregarse considerando únicamente las obligaciones vencidas y no pagadas que consten en él sistema.


El artículo 6° propone modificar el artículo 17 de la ley 19.628, disponiendo que no puedan comunicarse las obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial en cuanto hayan sido repactadas y éstas se encuentren con alguna modalidad pendiente. Asimismo sugiere se establezca que al efectuarse el pago o extinguirse la obligación por otro modo en que intervenga directamente el acreedor, éste avisará tal hecho, a más tardar dentro de las setenta y dos horas siguientes, al responsable del registro o banco de datos accesible al público que en su oportunidad comunicó el protesto o la morosidad, con el fin de que consigne el nuevo dato que corresponda, sin costo alguno para el deudor. Destacó que se mantiene lo vigente, esto es, que el deudor podrá optar por requerir directamente la modificación al banco de datos y liberar del cumplimiento de esa obligación al acreedor que le entregue constancia suficiente del pago o extinción de la obligación por otro medio.


El señor Jijena finalmente se refirió al artículo 7°, que busca establecer que los prestadores de salud no puedan consultar sistemas de información comercial de ningún tipo, ni aún con el consentimiento del paciente, para los efectos de condicionar la suscripción de los instrumentos de crédito. Afirmó que será sólo una declaración de principios; no se contemplan multas; el afectado sólo podría alegar lo que contempla el artículo 23 de la ley N° 19.628.

CONFEDERACIÓN DEL COMERCIO DETALLISTA Y TURISMO DE CHILE


El Vicepresidente de la Confederación, señor Oscar Bruna Malbrán, formuló algunos comentarios puntuales. Señaló su acuerdo en que el acreedor tenga la obligación de informar a los organismos autorizados por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, de la cancelación de su deuda, sin costo, para cuyos efectos contará con un plazo de 72 horas. Coincidió también en el hecho que  el interesado pueda solicitar un certificado de su deuda impaga, debiendo informarse de la deuda total para conocer su capacidad de pago y luego presentarlo en la entidad que estime conveniente, especialmente cuando se trate del sector de empresas de menor tamaño.


Agregó que el gremio que representa coincide plenamente con el espíritu de esta iniciativa, ya que es muy necesario el respecto en el tratamiento de datos personales, los cuales sólo podrán efectuarse a través de entidades reguladas por la Superintendencia de Bancos  e Instituciones Financieras que participen de la evaluación del riesgo en el proceso de crédito a los interesados.

CÁMARA NACIONAL DE COMERCIO, SERVICIOS Y TURISMO F.G.N


El asesor legal de la Cámara, señor José Miguel Sarroca, dio a conocer la opinión de dicha entidad sobre el proyecto en estudio. Expresó que la Cámara Nacional de Comercio respalda las leyes que protegen la integridad de los datos y que garantizan que los datos crediticios sean utilizados para beneficio tanto de los titulares de los mismos, como de las empresas con las que ellos hacen negocios. 


Manifestó que en ese sentido valoran el espíritu de la iniciativa, y formulan observaciones con el fin de mejorarla y lograr que cumpla con sus objetivos de la manera más eficaz y eficiente posible. Hizo un análisis detallado por artículo.


Respecto al artículo 1°, apoyan la idea que los datos crediticios sean utilizados para los propósitos adecuados, pero estimó que la frase “para evaluar el riesgo crediticio” no es clara ni está definida legalmente, lo cual crea incertidumbre acerca de cuáles son las actividades en particular que dicha frase abarca. La ley debería definir las actividades específicas que están permitidas dentro del alcance del artículo 1°, a fin de aclarar la forma en que podrían utilizarse los datos crediticios.


En relación al artículo 2°, respaldó exigir a las fuentes de datos y a los usuarios de datos que traten los datos en conformidad con la ley, objetivo que en su parecer se logra más eficazmente regulando los propósitos para los cuales podrían utilizarse los datos, no las empresas que tengan acceso a éstos. Prohibir a las empresas que usen los datos crediticios, aunque su uso cumpla con los requisitos legales, es contraproducente y erróneo desde el punto de vista económico, pues crea un sistema donde existen dos tipos de entidades que otorgan crédito: las que tiene acceso a los datos para mitigar sus riesgos y las que deben basarse solamente en los datos proporcionados por posibles solicitantes de créditos, y esto socava la competencia en el mercado.


La Cámara Nacional de Comercio respalda que a los burós de crédito se les exija adoptar y aplicar normas para la recopilación de datos crediticios desde las entidades que otorgan crédito y otras fuentes, políticas y procedimientos con el fin de proteger la integridad de los datos.


Los artículos 3° y 4°, por su parte, se refieren a las políticas de tratamiento de datos y responsabilidad. Manifestó el acuerdo de la Cámara, las políticas claras promueven un tratamiento abierto y transparente de los datos personales, inclusive los datos crediticios, y dichas políticas son más eficaces cuando una empresa designa a un alto gerente para que las supervise y están basadas en principios que, en general, todos los involucrados entienden. Puntualizó que los principios descritos en el artículo 3° deberían reflejar de manera más exacta los principios sobre protección de datos adoptados por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, lo que garantizará que todos los involucrados comprendan claramente el espíritu de los principios y tengan acceso a recursos que apoyen el desarrollo de sus políticas y prácticas.


El artículo 5°, con un procedimiento especial para que los sujetos de datos utilicen los datos para otros propósitos, parece razonable. Sin embargo, permitirles a las personas actuar como intermediarios y comunicar datos desde las bases de datos hacia los usuarios de datos, socava la integridad de los datos, ya que esto crea oportunidades que facilitan el fraude, el robo de identidad y otros usos inadecuados.


En ese sentido, garantizar que los datos sean comunicados directamente desde la base de datos al usuario de los datos tiene varios beneficios: no son susceptibles a manipulación indebida o pérdidas; se trata de los datos disponibles más actualizados, y permite una comunicación y procesamiento más eficientes y seguros de las solicitudes de crédito. Todos estos factores preservan la integridad de los datos al permitir que los usuarios de datos tengan acceso a datos precisos, que no han sido filtrados ni sujetos a sesgo alguno. El artículo 5°, del modo que está redactado, no promueve en su opinión los objetivos del proyecto, e introducirá incertidumbre y desconfianza en el mercado de datos.


Finalmente, respecto al artículo 6°, que se refiere a la actualización de la información, la Cámara es partidaria de exigir a cada empresa que trata datos crediticios que actualice los datos dentro de un período de tiempo razonable si toma conocimiento que han cambiado. Mantener la información lo suficientemente actualizada, de manera que respalde los propósitos para los cuales se usa, es un aspecto clave para la calidad de los datos. Es relevante en su parecer que el proyecto aborde el hecho de que los burós de crédito se basan en una cantidad significativa de información almacenada en bases de datos que ellas no controlan. Se debería distinguir claramente el rol y la responsabilidad de cada participante en el ciclo de vida de los datos en cuanto a la actualización de éstos.

CÁMARA DE COMERCIO DE SANTIAGO A.G. 


El Secretario General, señor Cristián García-Huidobro, junto con agradecer la invitación, dio a conocer su parecer respecto de la moción en comento, la que estimó que aborda un aspecto tan solo parcial del tema tratado en forma íntegra por el proyecto de ley sobre tratamiento de la información comercial (Boletín N° 7886-03) que se tramita en la Cámara de Diputados. 


En razón de lo anterior, manifestó el parecer de dicha Cámara en orden a que las materias abordadas en la moción debieran ser tratadas de una manera orgánica e íntegra, de modo que lo hace el citado proyecto del Ejecutivo, evitando de esa manera duplicar los esfuerzos encaminados a un mismo fin.


Sin perjuicio de lo anterior, y en referencia al texto del proyecto, manifestó que es, en su opinión, imprescindible remplazar su artículo 2°, en el sentido que la comunicación de los datos de carácter económico, financiero, bancario o comercial no sólo pueda efectuarse a entidades reguladas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, sino que a todos los otorgantes de crédito que operen en el país y que se sometan a los principios que el mismo proyecto plantea en su artículo 3°. El tenor del actual artículo 2° discrimina en forma abiertamente restrictiva en lo que toca a las entidades con derecho a acceso a los datos de que se trata, y significa favorecer a los bancos comerciales y a algunas casas comerciales, en desmedro de los demás agentes de créditos que operan en el mercado nacional. Agregó que en la actualidad las cajas de compensación, compañías de seguros, financieras automotrices y mutuarias hipotecarias, ocupan un lugar no despreciable en el mercado financiero. En el caso de las casas comerciales, la discriminación atenta contra empresas que por su modelo de negocio o por el volumen de sus operaciones no son fiscalizadas por la SBIF, pero en definitiva desarrollan el mismo negocio. Propuso una nueva redacción para el artículo 2°, en los siguientes términos:


“Artículo 2°: La comunicación de esta clase de datos sólo podrá efectuarse a entidades aportantes de datos que hayan implementado los principios señalados en el artículo que sigue. A estos efectos se entenderá por aportantes de datos a los bancos comerciales, cajas de compensación de asignación familiar, cooperativas de ahorro y crédito, agentes administradores de mutuos hipotecarios endosables, compañías de seguros, acreedores habituales de operaciones de créditos de dinero y operadores de leasing y factoring siempre que registren  un monto anual promedio de créditos igual o superior al equivalente a Uf 100.000 y emisores y operadores de tarjetas de crédito bancarias y no bancarias.”

MINISTERIO DE HACIENDA


El asesor del Ministro de Hacienda en el área de Mercado Capitales, señor Jaime Salas, dio a conocer los principales aspectos del proyecto de ley que regula el tratamiento de la información sobre obligaciones de carácter financiero o crediticio (Boletín N° 7886-03), actualmente en tramitación en la Cámara de Diputados, y se refirió a la forma como se relacionan sus contenidos con la iniciativa en estudio.


Hizo un breve diagnóstico del Sistema de Información Comercial en Chile, donde la información disponible es incompleta; el sistema funciona de manera fragmentada, sólo los bancos comparten entre sí información positiva de sus clientes; hay diversos agentes crediticios, que hoy simplemente no aportan información al sistema, ni comparten información entre sí ni con otros segmentos o proveedores de crédito; no existen garantías sobre la calidad información; la autorregulación del sistema en la actualidad, no entrega garantías de que éste funcione con los adecuados estándares de calidad, seguridad y veracidad; al existir multiplicidad de recopiladores de información, no existen garantías de que la información sea completa. Todo lo anterior se ve potenciado debido a que muchos acreedores no son aportantes de información al Sistema, como por ejemplo los administradores de Mutuos Hipotecarios.


Por otra parte, la existencia de una regulación sólo a nivel general, como es el caso de la ley N° 19.628, provoca vacíos, en términos de una insuficiente definición de los derechos de los titulares y los mecanismos para hacerlos exigibles. No existe control de parte de los titulares sobre sus datos en el sistema, estando disponibles  tanto para los agentes crediticios como para cualquier persona que los requiera. 


Existe evidencia de mal uso de la información comercial, (por ejemplo para fines laborales o de salud), debido a que resulta difícil hacer exigibles los derechos consagrados. 


Existe entonces una regulación y fiscalización insuficiente y falta de regulación respecto de ciertos agentes. Tanto la información positiva como negativa fluye sin consentimiento del titular.


El señor Salas expresó que se necesitan hacer avances en términos institucionales, de manera de tener una infraestructura que asegure y permita un mejor funcionamiento del  mercado del crédito. Es clave aumentar la información disponible en el mercado, en cantidad y calidad, y asegurar que exista una mayor competencia por parte de los oferentes de crédito en su búsqueda de clientes, lo que permitirá asignar más y mejor el crédito, a tasas de interés más competitivas y con una mejor administración de los riesgos crediticios. 


La consolidación de la información de todos los otorgantes de crédito, va a permitir a las autoridades monetarias, fiscales y al regulador un mejor control de los riesgos sistémicos de la economía.


En consideración a lo expuesto, el Ejecutivo presentó a tramitación un proyecto de ley que regula el tratamiento de la información sobre obligaciones de carácter financiero o crediticio (Boletín 7886-03), que se encuentra en primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados. El proyecto se centra en cuatro ejes y objetivos centrales:


1.- Reforzar los derechos de los titulares de los datos y establecer normas y principios básicos que resguarden la privacidad y el control de la información por parte de los titulares.


2.- Ampliar la información sobre obligaciones financieras y económicas que actualmente está disponible en el mercado. Agregando información sobre el buen comportamiento de pago de las personas y la incorporación de nuevos aportantes.


3.- Establecer una regulación orgánica y ordenada del sistema de información comercial e introducir mecanismos de control de calidad, seguridad y veracidad de los datos.


4.- Dotar a una instancia administrativa de las facultades necesarias para regular y fiscalizar a los agentes del sistema.


La iniciativa se estructura en seis títulos autónomos y modifica además la ley N°19.628, la Ley General de Bancos y el Código del Trabajo:


Destacó las características principales de la iniciativa:


- Se amplía la noción de titular de los datos, incluyendo a las personas jurídicas; 


- Se extiende el concepto de información comercial, incluyendo no sólo a la deuda morosa o protestada, sino también a la información positiva; 


- Se amplía el rango de instituciones obligadas a informar, de manera de incluir al comercio y otras instituciones que otorguen crédito, tales como compañías de seguro, casas comerciales, cajas de compensación, etc.


- Se crea un mecanismo único de recopilación de datos, denominado Sistema de Obligaciones Económicas (SOE). Este sistema tiene como objetivo consolidar y estandarizar la información sobre obligaciones económicas contraídas por el titular con todos los acreedores relevantes. La administración del SOE será licitada a privados por la entidad reguladora, que para todos los efectos será la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. 


A esta base tendrán acceso los usuarios del sistema, comprendiendo a los aportantes, distribuidoras, titulares de los datos o terceros que requieran información dentro del marco legal. 


Se requerirá el consentimiento expreso del titular de la información para comunicar información “negativa” o morosa de carácter financiero o crediticio a entidades distintas de los agentes crediticios que participen de la evaluación de riesgos de crédito,  así como para tratar y comunicar a terceros información positiva o deuda vigente, independientemente de quien sea el destinatario de la misma. 


- Se perfeccionan los derechos de los titulares relativos a la rectificación, aclaración y cancelación de datos. 


- Se regulan las obligaciones de los aportantes de datos de obligaciones económicas al sistema central, estableciendo un registro de aportantes a cargo de la SBIF, quienes deberán comunicar al sistema la información sobre morosidades y la información positiva.


- Se establecen requisitos mínimos aplicables a las distribuidoras de información, quienes para operar como tales y acceder a la información del SOE, deberán constituirse como sociedades, registrarse ante la SBIF y cumplir con una serie de medidas de seguridad, auditorias periódicas, etc. 


- Se dota a la SBIF de facultades normativas, reguladoras y de fiscalización necesarias, para asegurar la continuidad y confiabilidad del sistema, y el cumplimiento de las obligaciones básicas de los agentes participantes. 


- El SERNAC será la instancia administrativa de reclamos de los titulares y el encargado de promover un entendimiento voluntario de acuerdo a sus atribuciones legales.


Luego el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Jaime Salas formuló comentarios y observaciones al proyecto de ley en estudio, respecto al que el Ministerio de Hacienda comparte la motivación, existiendo consenso acerca de la necesidad de mejorar la regulación respecto al tratamiento de datos de carácter económicos de las personas. Sin duda constituye un esfuerzo por evitar malos usos de la información comercial, tales como los relacionados con atenciones de salud, y se avanza en hacer más efectivo el respecto a los derechos de los titulares de los datos, estableciendo ciertas disposiciones al respecto.


Ambos proyectos establecen procedimientos efectivos para que los titulares puedan solicitar la actualización de su información. Sin embargo, la moción es excesivamente restrictiva respecto a los usos autorizados en relación a la información comercial y no se hace cargo de aspectos fundamentales  que hacen necesaria una reforma en esta materia. Por otra parte, no puede abordar aspectos que el proyecto de ley trata de manera mucha más comprehensiva, dado que se trata de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


En específico, sólo restringe el uso de la información, pero no constituye un avance significativo en relación a la necesidad de aumentar la cantidad y calidad de la información disponible y a mejorar la institucionalidad aplicable, con miras a asignar más y mejor el crédito, a tasas de interés más competitivas, y con una mejor administración de los riesgos crediticios. 


Comparó en ciertos aspectos ambas iniciativas de ley:


La moción restringe el acceso a la información sobre datos de obligaciones económicas a las instituciones fiscalizadas por la SBIF, esto es Bancos y cooperativas más relevantes (con capital sobre 400.000UF). Con ello se excluye del sistema de información comercial a cientos de empresas que se dedican a evaluar riesgo de crédito. Por el contrario, el proyecto del Ejecutivo califica como aportantes, y en consecuencia pueden acceder a la información del sistema,  a todos aquellos que se dediquen al negocio del crédito, sin importar la naturaleza de los mismos. De ese modo, están obligados a aportar información los bancos, las cajas de compensación, cooperativas de ahorro y crédito, agentes administradores de mutuos hipotecarios endosables , compañías de seguros, emisores y operadores de tarjetas de crédito bancarias o no bancarias, personas naturales y jurídicas que sean acreedores en forma habitual de operaciones de crédito de dinero, etc.


En relación a la finalidad en el uso de la información comercial, la moción restringe el uso de la información sobre datos exclusivamente para la evaluación de riesgo para el proceso de crédito, por parte de los bancos y cooperativas fiscalizadas por la SBIF. El proyecto del Ejecutivo regula la finalidad en el uso de la información, de forma distinta según quien la solicite:


a) La regla general es que la información sobre obligaciones económicas morosas sea utilizada para fines de la evaluación de riesgo para el proceso de crédito. 


b) Sin perjuicio de lo anterior, se reconoce la importancia de que el titular de los datos, pueda hacer uso de la información que exista sobre sí mismo para otros fines distintos de la evaluación de crédito, tales como arrendamiento de inmuebles, compraventas, presentación de aval, verificación de cheques, seguros, proveedores, etc. 


Respecto del concepto de información comercial, la moción respecto a las certificaciones para fines especiales que regula, autoriza sólo la entrega de información sobre obligaciones vencidas y no pagadas, es decir información negativa. El proyecto del Ejecutivo una de las principales innovaciones que incorpora al tratamiento de los datos sobre obligaciones económicas en la legislación chilena, es la inclusión dentro del SOE de información positiva. Así mediante la información disponible sobre obligaciones al día las personas podrán utilizar, siempre que lo autoricen expresamente, su buen historial de crédito como colateral o garantía del crédito para acceder a mejores condiciones. En el mismo sentido, se amplía la noción de titular de los datos incluyendo no sólo a personas naturales, sino que también a personas jurídicas.


Asimismo, la moción restringe la comunicación de las obligaciones económicas en cuanto hayan sido repactadas y se encuentren con alguna morosidad pendiente, mientras que el proyecto del Ejecutivo, entendiendo que la existencia de información comercial incompleta, costosa de adquirir y desigualmente distribuida, distorsiona la operación de los mercados financieros- tiene por objetivo aumentar la cantidad de información disponible y no bloquear información relevante para el proceso de evaluación de riesgo de crédito, tal como son las obligaciones repactadas. Como contrapartida, se establecen una serie de resguardos que tienen por objeto asegurar la existencia de información completa y fidedigna, se establecen mecanismos efectivos de reclamación, se exigen autorizaciones expresas para utilizar para cualquier fin la información positiva y la información negativa para fines distintos del proceso de crédito, una institucionalidad ad-hoc para fiscalizar el cumplimiento de la ley y evitar malos usos, etc.

 
En definitiva, afirmó que el ya citado proyecto de ley que presentó el Ejecutivo en esta materia y que se encuentra en tramitación en la Cámara de Diputados, es una iniciativa que tiene por objeto regular de forma comprehensiva e íntegramente el tratamiento de la información sobre obligaciones de carácter financiero o crediticio y en ese sentido, incorpora en sus propuestas con las diferencias señaladas anteriormente, todos y cada uno de los aspectos contemplados en la moción. En virtud de lo anterior, y en representación del Ministerio de Hacienda, recomendó la búsqueda de una fórmula que permita integrar en el Mensaje del Ejecutivo, actualmente en primer trámite constitucional, las propuestas de la moción que esta Comisión estime que no estén debidamente tratadas.

ASOCIACIÓN GREMIAL DE CAJAS DE COMPENSACIÓN DE ASIGNACIÓN FAMILIAR


El Gerente General de la Asociación, señor Renato de la Cerda, formuló comentarios al proyecto. En primer término, indicó que se limita el acceso sólo para evaluación riesgo en el proceso de crédito, restricción que afecta la posibilidad de conocer información para otras finalidades lícitas y necesarias. Citó algunos ejemplos: el artículo 2° inciso 6° del Código del Trabajo permite expresamente considerar dicha información para ciertas contrataciones (gerentes, cargos con custodia y administración de fondos); en el área de la administración del Estado, cargos con manejo de fondos, Poder Judicial, otros. El acceso a la información está restringido sólo a entidades reguladas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, quedando excluidas del acceso a la información las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, entre otras entidades que otorgan créditos, lo que constituye en su parecer una discriminación arbitraria que infringe garantía constitucional artículo 19 N° 21 de la Constitución Política de la República. 


Las Cajas quedan en desigualdad de condiciones frente a otros actores del mercado financiero. Manifestó que el crédito social de las CCAF es una prestación de seguridad social, y que deben resguardar el Fondo Social para recuperar valores prestados. Tanto el Fondo Social como los excedentes se destinan a prestaciones gratuitas y bonificadas para bienestar y mejoramiento de la calidad de vida de afiliados y sus familias. Como corporaciones sin fin de lucro no tienen posibilidad de recurrir a socios que aporten capital; por lo que la recuperación de valores es vital para su supervivencia, y la falta de acceso a información financiera de deudores impide una correcta evaluación de riesgos y las expone a pérdidas.


En relación a la  información positiva de deudores, queda restringida incluso para el propio titular, no para entidades reguladas por la citada Superintendencia, lo que en su opinión se trata de otra discriminación arbitraria. El deudor no podría acreditar información positiva ante otras entidades o para demostrar su responsabilidad financiera para un arrendamiento, por ejemplo, y otras instituciones como las CCAF tampoco podrían conocer información positiva para evaluar a deudores.


Finalmente, estimó que este proyecto no es armónico con el Boletín N° 7886-03, de acuerdo al que las CCAF obligatoriamente son “aportantes” de información a la base de datos centralizada y deben inscribirse en la SBIF; sin embargo de acuerdo a la iniciativa en estudio no podrían acceder a la información de los deudores y a la información aportada por ellas y otros agentes. Por otra parte, los titulares de la información en el proyecto del Ejecutivo, pueden acceder a su propia información positiva, lo que el Boletín en estudio no les permite.

COMITÉ DE RETAIL FINANCIERO


El Gerente General del Comité de Retail Financiero, señor Claudio Ortiz comenzó señalando que los sistemas de información comercial son una herramienta fundamental para la buena marcha, desarrollo y correcta operación de los mercados, pues contienen información valiosísima para poder evaluar adecuadamente el riesgo en el otorgamiento de crédito.


Sin embargo, el sistema creado con información que contribuyera a la evaluación del riesgo de crédito de las personas ha derivado en usos que no guardan relación directa y en muchos casos ni siquiera indirecta con dicha finalidad. Esto puede afectar derechos de las personas y poner en duda la calidad y confianza en dichos sistemas. Ambas son cuestiones que amenazan la existencia de estos instrumentos, cuando lo que se necesita es justamente que gocen de buena salud, reputación y estabilidad en el tiempo.


Se refirió a algunas normas contenidas en la iniciativa en comento. En términos generales estimó que el proyecto va en la dirección correcta, porque apunta a focalizar que el uso de la información sea consistente con el fin que se tuvo a la vista a la hora de crear las bases de datos que sirven al sistema. No obstante, el artículo 2°, en lo que se refiere a los sujetos a los que alcanza el mismo, parece extremadamente restrictivo al permitir que el intercambio de datos personales únicamente sea realizado entre quienes se encuentran sujetos a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Ello, junto con dejar fuera del acceso a la información a  las empresas medianas del Retail y el comercio regional que no se encuentran regulados por la Superintendencia de Bancos. 


En efecto, el artículo 2° del proyecto dispone que la comunicación de esta clase de datos "sólo podrá efectuarse" a: (i) a entidades reguladas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, (ii) que participen de la evaluación de riesgo para el proceso de crédito, y (iii) que hayan implementado para el desarrollo de su actividad los principios señalados en el artículo 3°.


Recordó que existen otras entidades o empresas que prestan servicios comerciales y que, aunque no otorgan créditos y no son reguladas por la Superintendencia, prestan servicios en el marco de la ley N° 19.496 y necesitan conocer la posible insolvencia de sus clientes y/o consumidores. Por ello consideró que cabría establecer un trámite formal de anotación en un registro obligatorio, también administrado por la SBIF, y que habría que avanzar en la definición de que entidades o empresas podrían registrarse en esta especie de listado oficial habilitante para acceder a la información sobre insolvencia, mora o protestos.


Luego, respecto al artículo 6° referido a la imposibilidad de comunicarse deudas repactadas, modificando en este punto la ley N° 19.628, estimó que sólo debiera mantenerse lo relativo a las deudas repactadas pero que debiera suprimirse la frase final que alude a las obligaciones que se encuentren con alguna modalidad pendiente.  Es decir, coincidió que se establezca esta limitación en caso de repactación y suscripción de un nuevo título de crédito que extinga y reemplace la obligación inicial, porque se modifican contractualmente las condiciones del crédito otorgado, la información sobre morosidad cambia y en consecuencia debe dejar de ser informada al sistema comercial en el contexto de lo que permitiría el artículo 17 de la ley N° 19.628. Lo que el artículo propuesto no considera es que existen otras situaciones comerciales en las cuales, sin suscribirse nuevos documentos de crédito y por ende sin que exista repactación de la deuda original, suelen modificarse las condiciones o las modalidades de pago, con el sólo objeto de beneficiar a los deudores, por ejemplo, para permitirles alternativamente al pago total -por ejemplo- el pago de abonos parciales, de pagos diferidos o de períodos de gracia a la deuda que está respaldada por el otorgamiento de una línea de crédito, misma -la deuda- que si bien es cierto está en proceso de normalización o de pago, no se ha cancelado en forma total. Se trata de casos en que jurídica y formalmente no ha existido repactación y no se han modificado las condiciones contractuales y económicas del crédito, y sería una carga para el acreedor el prohibirle la opción de haber informado al sistema comercial la situación de deuda impaga o de que una deuda no repactada a cuyo respecto sólo se ha facilitado su pago no pueda permanecer en el Boletín Comercial.

DISCUSIÓN PARTICULAR


Con fecha 12 de octubre de 2011, la Comisión acordó fijar como plazo para presentar indicaciones al proyecto el 28 de octubre de 2011. Con posterioridad la Comisión abrió varios nuevos plazos para presentar indicaciones.


Se presentaron las siguientes indicaciones:

ARTÍCULO 1°


1) De S.E el Presidente de la República,                                para reemplazar el artículo 1° por el siguiente: 


“Artículo 1°.- Incorpórase en la ley N°19.628 sobre Protección de la Vida Privada el siguiente artículo 17 Bis:


“Artículo 17° Bis.- Tratándose del tratamiento de datos personales de carácter económico, financiero, bancario o comercial a que se refiere el presente título, deberá respetarse especialmente el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales, pudiendo utilizarse dichos datos únicamente para el cumplimiento de los fines para los cuales fueron recolectados o solicitados, salvo que provengan o hayan sido recolectados de fuentes accesibles al público.”.”.


2) Del Honorable Senador señor Zaldívar, para agregar, en el artículo 1º, después del punto final (.) que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Sin perjuicio de ello, si el titular de la información lo consiente expresamente, se podrá entregar esta información para efectos de la verificación de domicilio, historia crediticia, existencia de morosidad vigente, vigencia de cuenta corriente y de cheques, o para la suscripción de garantías personales.”


3) Del Honorable Senador señor Zaldívar, para agregar un inciso segundo al artículo 1º del siguiente tenor:


“En ningún caso se podrá exigir esta información en los procesos de selección de personal, admisión escolar o universitaria, ingreso a un recinto asistencial o postulación a un cargo público.” 

ARTÍCULO 2°


4) De S.E. el Presidente de la República para suprimirlo.

        
5) Del Honorable Senador señor Pérez Varela; y 6) Del Honorable Senador señor Tuma, para reemplazarlo por el siguiente: 


“Artículo 2º.- La comunicación de esta clase de datos sólo podrá efectuarse a entidades  que, encontrándose inscritas en un registro que al efecto mantenga el responsable de administrar el Boletín Comercial, participen directamente de la evaluación de riesgo para el proceso de crédito y hayan implementado para el desarrollo de su actividad los principios señalados en el artículo 3°, no pudiendo utilizarse los datos para un fin diverso de éste.”.


7) Del Honorable Senador señor Zaldívar, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 2º.- La comunicación de esta clase de datos debe estar regulada por una nómina de usos cuya administración será de responsabilidad del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Este último podrá establecer los propósitos particulares para los que las entidades podrán usar directa e indirectamente la evaluación de riesgo en el proceso de otorgamiento de un crédito.


La comunicación de esta información se hará previa autorización del titular de los datos, la cual se podrá autenticar por medios electrónicos u otros que permitan de forma expedita dar fe sobre la voluntad favorable del titular de los datos. Quien acceda a los personales de carácter económico, financiero, bancario o comercial en estas condiciones no podrá, a su vez, cederla o transferirla a cualquier título a un tercero. El cedente de la información no será responsable por el inadecuado tratamiento de datos que haga el cesionario, salvo que se haya procedido a la entrega de la información sin consentimiento del titular, o exista entre ellos un convenio de transferencia de datos que regulen las condiciones bajo las cuales se hace la transferencia de los datos y se establezca el régimen de responsabilidad que le cabe a cada uno de ellos, sin perjuicio de lo establecido en leyes generales y especiales.”.


8) Del Honorable Senador señor Zaldívar para reemplazarlo por el siguiente: 


“Artículo 2º.- La comunicación de esta información se hará previa autorización específica del titular de los datos, la cual se podrá autenticar por medios electrónicos u otros que permitan dar fe sobre la voluntad favorable del titular de los datos. Quien acceda a los personales de carácter económico, financiero, bancario o comercial en estas condiciones no podrá, a su vez (…)


El cedente de la información no será responsable por el inadecuado tratamiento de datos que haga el cesionario, salvo que se haya procedido a la entrega de la información sin consentimiento del titular, o exista entre ellos un convenio de transferencia de datos que regulen las condiciones bajo las cuales se hace la transferencia de los datos y se establezca el régimen de responsabilidad que le cabe a cada uno de ellos, sin perjuicio de lo establecido en leyes generales y, o especiales.”.

ARTÍCULO 3°


9)  De S.E. el Presidente de la República para suprimirlo.

10) Del Honorable Senador Zaldívar, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 3°. Los responsables de los registros o bancos de datos deberán en el desarrollo de su actividad implementar los principios de la OCDE, en cuanto a la calidad de los datos, especificación del propósito de la recogida de los datos, transparencia, responsabilidad y salvaguardia de la seguridad.”.

ARTÍCULO 4°


11) De S.E. el Presidente de la República para reemplazar el artículo 4° por el siguiente:


”Artículo 4°.- Incorpórase el siguiente inciso final en el artículo 6° de la ley N°19.628 sobre Protección de la Vida Privada:


“Los responsables de los registros o bancos de datos personales, a que se refiere esta ley, deberán designar un responsable del tratamiento de datos, de manera  que los titulares de datos puedan acudir ante él para los efectos de hacer efectivos los derechos que les reconoce esta ley.”.”


12) Del Honorable Senador Zaldívar, para agregar, a continuación del punto final (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración:


“El responsable de tratamiento de datos debe contemplar los principios OCDE en todo momento en cuanto a calidad de los datos, responsabilidad y salvaguarda de la información.”.

ARTÍCULO 5°


13) De S.E. el Presidente de la República para suprimirlo.


14) Del Honorable Senador Zaldívar, para sustituir su inciso primero por el siguiente:


 “Artículo 5°: En caso que el titular de los datos personales requiera presentar información contenida en los registros o bancos de datos a que se refiere esta ley para fines diferentes a la evaluación de riesgo en el proceso de crédito, podrá entregar su consentimiento para la consulta de sus datos comerciales, financieros o económicos para los fines de la operación en la que esté interesado".


15) De Honorable Senador señor Zaldívar para agregar en el inciso segundo del artículo 5º, después del punto final (.) que pasa a ser seguido lo siguiente: “La persona o institución que reciba el certificado, se entenderá por este hecho facultada para confirmar la información con el responsable de ella que haya emitido la certificación.”.

ARTÍCULO 6°


16) Del Honorable Senador señor Tuma para agregar, en el artículo 6°, las siguientes letras a) y b) nuevas, pasando las actuales a ser c) y d), respectivamente, del siguiente tenor:


a) Agréguese en el artículo 2° la siguiente nueva letra d), pasando la actual d) a ser e) y así sucesivamente:


d) Dato apreciativo: Aquel elaborado por un tercero distinto al titular de os datos, a partir de la información que tiene de éste y donde lo esencial par a la construcción del dato es una fórmula elaborada por el tercero a partir de la elección del tipo de información a incluir en la base de cálculo y la determinación de un factor que se aplica a cada tipo de información utilizada, sumado a las reglas de procesamiento.


b) Agréguese el siguiente inciso segundo al artículo 4 pasando el segundo al ser tercero y así sucesivamente:


“Con todo los datos personales no podrán ser tratados para los efectos de realizar evaluaciones y apreciaciones de las personas, salvo que una ley lo autorice expresamente”.


17) De S.E. el Presidente de la República para reemplazar, en la letra a) del artículo 6°, la frase “alguna modalidad pendiente” por la siguiente “sujetas a algún plazo o condición que no las haga exigibles”.

ARTÍCULO 7°


18) De S.E. el Presidente de la República para reemplazar, a continuación de la frase “prestadores de salud no podrán” el texto que se extiende hasta el punto final (.), por el siguiente: “condicionar atención de salud alguna a la entrega de información sobre obligaciones de carácter financiero, crediticio, económico o comercial.”.


Posteriormente la Comisión abrió nuevos plazos para presentar indicaciones, en los que se presentaron las siguientes:


19) Del Honorable Senador señor Tuma, para sustituir el texto íntegro del proyecto por el siguiente:


“PROYECTO DE LEY


Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley 19.628, sobre protección de la vida privada:


1. Remplazase el texto del Artículo 17, por el siguiente: 


“Artículo 17.- Los responsables de los registros o bancos de datos personales sólo podrán comunicar información que verse sobre obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial, cuando éstas consten en letras de cambio y pagarés protestados; cheques protestados por falta de fondos, por haber sido girados contra cuenta corriente cerrada o por otra causa; como asimismo el incumplimiento de obligaciones derivadas de mutuos hipotecarios y de préstamos o créditos de bancos, sociedades financieras, administradoras de mutuos hipotecarios, cooperativas de ahorros y créditos, organismos públicos y empresas del Estado sometidas a la legislación común, y de sociedades administradoras de créditos otorgados para compras en casas comerciales. Se exceptúa la información relacionada con los créditos concedidos por el Instituto Nacional de Desarrollo Agropecuario a sus usuarios.


También podrán comunicarse aquellas otras obligaciones de dinero que determine el Presidente de la República mediante decreto supremo, las que deberán estar sustentadas en instrumentos de pago o de crédito válidamente emitidos, en los cuales conste el consentimiento expreso del deudor u obligado al pago y su fecha de vencimiento. No podrá comunicarse la información relacionada con las deudas contraídas con empresas públicas o privadas que proporcionen servicios de electricidad, agua, teléfono y gas, ni las obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial en cuanto hayan sido repactadas y éstas se encuentren con alguna modalidad pendiente.


Las entidades responsables que administren bancos de datos personales no podrán publicar o comunicar la información referida en el presente artículo, en especial los protestos y morosidades contenidas en él, cuando éstas se hayan originado durante el período de cesantía que afecte al deudor. 


Para estos efectos, la Administradora de Fondos de Cesantía comunicará los datos de sus beneficiarios al Boletín de Informaciones Comerciales sólo mientras subsistan sus beneficios para los efectos de que éste bloquee la información concerniente a tales personas.


Sin embargo, las personas que no estén incorporadas al seguro de cesantía deberán acreditar dicha condición ante el Boletín de Informaciones Comerciales, acompañando el finiquito extendido en forma legal o, si existiese controversia, con el acta de comparecencia ante la Inspección del Trabajo, para los efectos de impetrar este derecho por tres meses renovable hasta por una vez. Para que opere dicha renovación se deberá adjuntar una declaración jurada del deudor en la que manifieste que mantiene su condición de cesante


El bloqueo de datos será sin costo para el deudor.


No procederá el bloqueo de datos respecto de quienes consignen anotaciones en el sistema de información comercial durante el año anterior a la fecha de término de su relación laboral.


2. Incorporase un Artículo 17 Bis nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 17 Bis.-  Tratándose del tratamiento de datos personales de carácter económico, financiero, bancario o comercial a que se refiere el presente título, deberá respetarse especialmente el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales, el que no puede ser otro que la evaluación de riesgo para el proceso de crédito.


La comunicación de esta clase de datos sólo podrá efectuarse a entidades que participen de la evaluación de riesgo para el proceso de crédito y que hayan implementado para el desarrollo de su actividad los principios señalados en el siguiente artículo.


No obstante, los datos personales de carácter económico, financiero, bancario o comercial, dentro del plazo establecido en el artículo 18°, podrán ser comunicados a entidades o personas distintas de las señaladas en el inciso anterior, siempre que el titular de los datos, en un formulario especialmente habilitado que no podrá ser parte de otro contrato ni condición para la suscripción del mismo, consienta en ello de manera expresa y por escrito y en el que deberá quedar constancia de los datos que podrán ser comunicados, los destinatarios a los que se autoriza comunicar la información y la finalidad de la misma, copia del cual deberá ser entregado al titular de los datos.


En caso que los datos sean comunicados con infracción a lo señalado en el inciso anterior, el cedente de los mismos será solidariamente responsable por el inadecuado tratamiento de datos que haga el cesionario, salvo que entre ellos se haya suscrito un convenio de transferencia de datos que regulen las condiciones bajo las cuales se hace la transferencia de los mismos y se establezca el régimen de responsabilidad que le cabe a cada uno de ellos, sin perjuicio de lo establecido en leyes generales y,o especiales.


La infracción de cualquiera de estas obligaciones se conocerá y sancionará de acuerdo a lo previsto en el artículo 16.


3. Incorporase un Artículo 17 Ter nuevo, del siguiente tenor: 


Artículo 17° Ter.- Los responsables de los registros o bancos de datos personales a que se refiere este Título deberán en el desarrollo de su actividad, implementar los principios de legitimidad, exactitud, finalidad, proporcionalidad, transparencia, no discriminación y seguridad en el tratamiento de datos personales, cuestión que deberá ser considerado por el juez como un antecedente para determinar si existió la debida diligencia en el tratamiento de datos personales. Será el responsable del registro o banco de datos personales quien deberá demostrar la diligencia en el tratamiento de los mismos. 


Los responsables de los registros o bancos de datos personales, a que se refiere este Título, deberán designar un responsable del tratamiento de datos, de manera  que los titulares puedan acudir ante él para los efectos de hacer efectivos los derechos que les reconoce esta ley.


4. Remplazase el texto del Artículo 19, por el siguiente: 


“Artículo 19°.- El pago o la extinción de estas obligaciones por cualquier otro modo no produce la caducidad o la pérdida de fundamento legal de los datos respectivos para los efectos del artículo 12, mientras estén pendientes los plazos que establece el artículo precedente.


Al efectuarse el pago o extinguirse la obligación por otro modo en que intervenga directamente el acreedor, éste avisará tal hecho, a más tardar dentro de las setenta y dos horas hábiles siguientes, al responsable del registro o banco de datos accesible al público que en su oportunidad comunicó el protesto o la morosidad, con el fin de que consigne el nuevo dato que corresponda, sin costo alguno para el deudor. El deudor podrá optar por requerir directamente la modificación al banco de datos y liberar del cumplimiento de esa obligación al acreedor que le entregue constancia suficiente del pago o extinción de la obligación por otro medio; decisiones que deberá expresar por escrito.


Quienes efectúen el tratamiento de datos personales provenientes o recolectados de la aludida fuente accesible al público deberán modificar los datos en el mismo sentido tan pronto aquélla comunique el pago o la extinción de la obligación, o dentro de los tres días siguientes. Si no les fuera posible, bloquearán los datos del respectivo titular hasta que esté actualizada la información.


La infracción de cualquiera de estas obligaciones se conocerá y sancionará de acuerdo a lo previsto en el artículo 16.”.


Artículo 2°.- Remplazase el artículo 141 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Salud, por el siguiente: 


Artículo 141.- Las prestaciones comprendidas en el Régimen General  de Garantías en Salud se otorgarán  por el Fondo Nacional de Salud, a  través de los Establecimientos de  Salud correspondientes a la Red  Asistencial de cada Servicio de  Salud y los Establecimientos de  Salud de carácter experimental. Las prestaciones se concederán  por esos organismos a través de sus  establecimientos, con los recursos físicos y humanos de que dispongan, sin perjuicio de los convenios que puedan celebrar al efecto los  Servicios de Salud o el Fondo Nacional de Salud con otros organismos públicos o privados. 


Con todo, en los casos de emergencia o urgencia debidamente certificadas por un médico cirujano, el Fondo Nacional de Salud pagará directamente al prestador público o privado el valor por las prestaciones que hayan otorgado a sus beneficiarios, de acuerdo a los mecanismos dispuestos en el presente Libro y en el Libro I de esta Ley. Asimismo, en estos casos, se prohíbe a los prestadores exigir a los beneficiarios de esta ley, dinero, cheques u otros instrumentos financieros para garantizar el pago o condicionar de cualquier otra forma dicha atención, ni condicionar o restringir atenciones de emergencia o urgencia a la entrega de información sobre obligaciones de carácter financiero, crediticio, económico o comercial. El Ministerio de Salud determinará por reglamento las condiciones generales y las circunstancias bajo las cuales una atención o conjunto de atenciones será considerada de emergencia o urgencia


20) Del Honorable Senador señor Tuma, para reemplazar los artículos del proyecto en el siguiente sentido:


"Artículo 1º.- Respecto al tratamiento de datos personales de carácter económico, financiero, bancario o comercial a que se refiere el Título III de la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, deberá respetarse el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales, el que será exclusivamente la evaluación de riesgo para el proceso de crédito. 


La comunicación de esta clase de datos sólo podrá efectuarse al comercio establecido y a  entidades que participen de la evaluación de riesgo para el proceso de crédito y para eso sólo fin; siempre que hayan implementado para el desarrollo de su actividad los principios señalados en el artículo siguiente.


En caso que los datos sean comunicados, el cedente de los mismos será solidariamente responsable por el inadecuado tratamiento de datos que haga el cesionario, salvo que entre ellos se haya suscrito un convenio de transferencia de datos que regulen las condiciones bajo las cuales se hace la transferencia de los datos y se establezca el régimen de responsabilidad que le cabe a cada uno de ellos, sin perjuicio de lo establecido en leyes generales y/o especiales.


En ningún caso se podrá exigir esta información en los proceso de selección personal, admisión escolar o de educación superior, atención médica de urgencia o postulación a un cargo público. 


Artículo 3º.- Los distribuidores de los registros o bancos de datos personales a que se refiere esta ley deberán en el desarrollo de su actividad implementar los principios de legitimidad, exactitud, finalidad, proporcionalidad, transparencia, no discriminación y seguridad en el tratamiento de datos personales, cuestión que deberá ser considerada por el juez como un antecedente para determinar si existió la debida diligencia en el tratamiento de datos personales. Será el responsable del registro o banco de datos personales quien deberá demostrar la diligencia en el tratamiento de datos.


A su vez, los responsables de los bancos de datos comerciales implementarán un sistema de registro en el que se consignará el acceso y entrega de estos antecedentes individualizando el nombre de quien los ha requerido, motivo, fecha, hora, responsable de la entrega o cesión de la información. Los titulares de la información comercial tendrán derecho a solicitar en  forma gratuita la información consignada en dicho el registro  durante los últimos 6 meses y por una sola vez. 


Artículo 4º.- Los responsables de los registros o bancos de datos personales, a que se refiere esta ley, deberán designar un responsable del tratamiento de datos, de manera  que los titulares de datos puedan acudir ante él para los efectos de hacer efectivos los derechos que les reconoce la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.


Artículo 5º.- En caso que el titular de los datos personales requiera presentar información contenida en los registros o bancos de datos a que se refiere esta ley para fines diferentes a la evaluación de riesgo en el proceso de crédito, podrá solicitar personalmente al responsable de éstos una certificación para fines especiales, el que deberá entregarla considerando únicamente las obligaciones vencidas y no pagadas que consten en él.


Para los efectos de esta ley, se entenderá que el certificado para fines especiales es aquella certificación que solicita el titular de los datos personales al responsable del registro o banco de datos, para presentarlo específicamente en alguna institución que se lo requiere para realizar un trámite o gestión determinada, quedando constancia de la finalidad, persona o institución a la cual se lo va a presentar.


Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada:


a).- Agrégase en el inciso segundo de su artículo 17, después del punto final (.) que pasa a ser coma (,) la siguiente oración:


“autopistas concesionadas, ni las obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial en cuanto hayan sido repactadas y éstas se encuentren con alguna modalidad pendiente.".


21) Del Honorable Senador señor Tuma, para consultar un artículo transitorio del siguiente tenor: 


“Artículo Transitorio.- Los responsables de los registros o bancos de datos personales que traten información de carácter económico, financiero, bancario o comercial a que se refiere el Título III de la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, no podrán comunicar los datos relativos a dichas obligaciones cuando se hayan hecho exigibles antes del 31 de diciembre de 2011 y se encuentren impagas, siempre que el total de obligaciones impagas del titular que comunique el registro o banco de datos a la fecha de publicación en el Diario Oficial de esta ley sea inferior a $2.500.000 por concepto de capital, excluyendo intereses, reajustes o cualquier otro rubro.


En el caso del inciso anterior, tampoco podrá proporcionar información al titular de los datos, ni comunicar el hecho de que éste haya sido beneficiado con esas disposiciones.”

- - - - - - -


A fin de consignar de la forma más clara posible el debate que se generó en relación a los distintos aspectos que aborda el proyecto, lo haremos en referencia a los artículos del texto despachado por la Cámara de Diputados, y a temas que surgieron durante la discusión. Se hace presente que los acuerdos logrados en el seno de la Comisión se plasmaron en una indicación sustitutiva del proyecto, suscrita por todos los Honorables Senadores integrantes de la Comisión de Economía, y que fue aprobada por la unanimidad de sus miembros presentes.


En términos generales, cabe señalar que las indicaciones presentadas al proyecto recogen en gran parte las observaciones formuladas por los parlamentarios y también los comentarios más relevantes de los distintos invitados que recibió la Comisión durante la tramitación de esta iniciativa, las que pretenden sistematizar.


El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Jaime Salas, señaló que efectivamente el sentido de la mayoría de las indicaciones presentadas es avanzar en la necesaria armonía con el proyecto que se discute en la Cámara de Diputados, relativo a los datos de carácter económico, conocido como de “consolidación de la deuda”, que regula en forma íntegra el tratamiento de la información comercial.

ARTÍCULOS 1° Y 2°


"Artículo 1º.- Tratándose del tratamiento de datos personales de carácter económico, financiero, bancario o comercial a que se refiere el Título III de la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, deberá respetarse especialmente el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales, el que no puede ser otro que la evaluación de riesgo para el proceso de crédito.”.


“Artículo 2º.- La comunicación de esta clase de datos sólo podrá efectuarse a entidades reguladas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y que participen de la evaluación de riesgo para el proceso de crédito y que hayan implementado para el desarrollo de su actividad los principios señalados en el artículo 3°.


En caso que los datos sean comunicados, el cedente de los mismos será solidariamente responsable por el inadecuado tratamiento de datos que haga el cesionario, salvo que entre ellos se haya suscrito un convenio de transferencia de datos que regulen las condiciones bajo las cuales se hace la transferencia de los datos y se establezca el régimen de responsabilidad que le cabe a cada uno de ellos, sin perjuicio de lo establecido en leyes generales y,o especiales.”.


El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Jaime Salas, manifestó que el proyecto en definitiva aterriza y hace más exigible, tratándose de la información comercial, el principio de finalidad que se encuentra ya consagrado en la ley N° 19.628.


Los Honorables Senadores coincidieron con lo planteado. 


El Honorable Senador señor Zaldívar consideró que, dado que el artículo 2° del texto despachado por la Cámara de Diputados constituye el corazón del proyecto, debería incorporarse como nuevos incisos del artículo 1°.


Una de las principales observaciones de los distintos invitados que expusieron en la Comisión dice relación con este artículo 2°, específicamente en cuanto a las entidades a las que se podrá comunicar los datos personales de carácter económico, financiero, bancario o comercial a que se refiere el Título III de la ley N° 19.628 y para qué fin, pues estimaron que el texto despachado por la Cámara de Diputados era muy restrictivo, al circunscribirlo sólo a entidades reguladas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


El Honorable Senador señor Tuma consideró relevante graficar brevemente cómo va a funcionar el sistema. Es importante que las modificaciones que se introduzcan protejan a las personas y el principio de finalidad del dato, pero no se traduzcan en un entorpecimiento de la actividad comercial, especialmente tratándose de los más pequeños.


El Honorable Diputado señor Harboe explicó los aspectos fundamentales. El proyecto del año 1999, hoy ley N° 19.628, apuntó a regular la demanda de la información pública, la manera como las personas que querían acceder a información comercial podían hacerlo. Este proyecto tiene un enfoque distinto, se establece una regulación a partir de la oferta, pues el desarrollo tecnológico ha hecho imposible fiscalizar el acceso de las personas a la información comercial.


Ahora se trata que las empresas intermediarias que realizan oferta pública de estos antecedentes comerciales no puedan hacerlo sino para un fin determinado, que es la evaluación del riesgo de crédito.


Actualmente existen distintos generadores de información comercial como notarios, casas comerciales, el Fondo Nacional de Salud, etc, información que se centraliza en la Cámara Nacional de Comercio, la administra, sistematiza y luego vende a intermediarias, actualmente siete, que administran estos datos y la utilizan para distintos fines, algunas de las cuales venden la información al público. Recalcó que es acá donde se produce el gran cambio, no va a existir una oferta pública de los antecedentes comerciales de una persona infringiendo con ello el principio de finalidad, sólo podrán acceder a ella quienes evalúen riesgo en el proceso de crédito.


En otros casos, cuando por ejemplo el arrendador quiera acceder a los antecedentes comerciales de un eventual arrendatario, esa misma persona los podrá solicitar pues es la dueña de sus datos, o podrá consentir en que el otro los solicite, encontrándose reglamentado el consentimiento. Los datos no van a poder circular libremente.


En relación a la moción, hubo consenso en la Comisión en estimar que el artículo 2° era un poco restrictivo y discriminador, en cuanto sólo podían acceder a la información comercial las entidades que fueran reguladas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Hay un conjunto de instituciones que evalúan crédito y no están reguladas por la citada Superintendencia, como las Cajas de Compensación, el comercio en general, entre otras. Por eso se amplió la norma, pero siempre con la restricción que viene dada por el principio de finalidad, es decir que la información se requiera para la evaluación del riesgo del crédito. 


El principio de finalidad es reconocido a nivel mundial, está incluido en las directrices de la OCDE, y también contemplado en nuestra actual ley sobre la materia, la N° 19.628, pero sin aplicación práctica por la dificultad en la fiscalización.


El proyecto consagra el principio y luego indica quienes pueden acceder a la información. Reiteró que en este punto hay un cambio respecto del proyecto despachado por la Cámara, pues se amplía la norma a otros actores que evalúan riesgo de crédito.


En este punto, el Honorable Senador señor Tuma expresó su preocupación por la situación de, a modo de ejemplo, el pequeño comerciante de provincia, que ocasionalmente requiere evaluar riesgo. 


El Diputado señor Harboe explicó que, en esos casos, generalmente se trata de pagos con cheque, y los comerciantes recurren a Telecheque o instituciones similares, que se limitan a informar si ese cheque es válido y tiene fondos, no entregan información adicional. Tratándose por ejemplo de facturas, el pequeño comerciante podrá solicitar la información comercial a su contraparte, o suscribir un convenio con algún intermediario para obtener la información comercial, pues estará evaluando el riesgo del crédito, pero con prohibición expresa de utilizar la información para fines distintos. Y esta solicitud va a quedar registrada.


El Honorable Senador señor Espina, respecto a este punto, estimó indispensable que el texto que se despache no perjudique a los comerciantes más pequeños, como por ejemplo, un ferretero en Victoria, que no otorga crédito de manera formal por lo que de acuerdo a lo que se ha planteado, no podría acceder a este tipo de datos, pero sin embargo muchas veces se ve en la necesidad de conocer antecedentes comerciales de la persona a quién va a realizar una venta, por ejemplo a plazo. Efectivamente es posible de acuerdo al texto de las indicaciones presentadas, particularmente la indicación sustitutiva del Honorable Senador señor Tuma, que este pequeño comerciante solicite al consumidor o cliente los antecedentes, que traiga el certificado para fines especiales, pero es claro que se trata de una norma que en el papel parece razonable pero no operará en la práctica.


Hay que ser muy cuidadosos en que este artículo no termine beneficiando a las grandes empresas del retail, multitiendas, que podrán siempre acceder a los referidos datos de una persona pues, si compra por ejemplo con tarjeta, se trata efectivamente de un crédito y estaría autorizado de acuerdo a lo estudiado.


El Honorable Senador señor García también mostró su preocupación por el pequeño comerciante, en el mismo sentido que los Honorables Senadores señores Espina y Tuma. No es un evaluador de riesgo de crédito pero en ocasiones requiere acceder a la información comercial de una persona. Hoy en día ello no representa una dificultad mayor pues la compra, por ejemplo, en Equifax. Es peligroso dar un sentido tan restrictivo a la evaluación de riesgo de crédito que en definitiva se perjudique al comercio.


El Honorable Diputado señor Harboe reiteró que esa persona puede pedir la información a su contraparte, o pedir directamente la información a un intermediario, demostrando que la utilizará para evaluar el riesgo de un crédito. No se verán afectado en ese sentido, pero sí se les beneficiará en cuanto a deudores pues su información comercial no podrá circular libremente.


Consignó expresamente que en caso alguno este proyecto busca beneficiar a las grandes casas comerciales en perjuicio de los más pequeños, muy por el contrario, la iniciativa nace desde los más pequeños quienes se ven perjudicados muchas veces por tener sus antecedentes “manchados” al haber incumplido, por ejemplo, una o dos cuotas de un crédito, y ese dato personal circula libremente y sin ningún control de su parte, aun cuando haya, por ejemplo, pagado o repactado la deuda. 


A fin de salvar el tema del pequeño comerciante, los Honorables Senadores coincidieron en establecer que la comunicación de los datos personales de carácter comercial, económico, bancario o comercial pueda efectuarse al comercio establecido, donde se comprendería a los pequeños comerciantes, y a las entidades que participen de la evaluación del riesgo en el proceso de crédito y para ese sólo fin.


El Honorable Senador señor Espina propuso especificar que se trata del “riesgo comercial”.


El asesor del Honorable Diputado señor Harboe, señor Raúl Arrieta, explicó que establecer genéricamente que quienes evalúen el riesgo “comercial” amplía la norma de manera excesiva.


En definitiva, los Honorables Senadores presentes acordaron establecer que el principio de finalidad, tratándose de este tipo de datos personales, se traduce en exclusivamente la evaluación del riesgo comercial y para el proceso de crédito, circunscribiéndolo de este modo.


En relación a los sujetos a quienes se les podrán comunicar estos datos, y a fin de contemplar no sólo a aquellos que otorgan crédito formal sino que también a los pequeños comerciantes que realizan múltiples operaciones en que requieren contar con antecedentes de su contraparte, como las comisiones de confianza, o venta a plazo (tres cheques por ejemplo), el Honorable Senador señor Zaldívar propuso la siguiente redacción, que fue aprobada por los Honorables Senadores presentes:


“La comunicación de esta clase de datos sólo podrá efectuarse al comercio establecido, para el proceso de crédito, y a las entidades que participen de la evaluación de riesgo y para eso sólo fin.”.


Se eliminó la obligación de acreditar la implementación de los principios por la dificultad práctica que ello conllevaría.


Por otra parte, el Honorable Senador señor Zaldívar propuso introducir un inciso final a estos artículos 1° y 2°, que se refunden en un artículo 1°, que prohíba expresamente exigir esta información en casos como los procesos de selección de personal, postulación a un cargo público, admisión escolar, entre otros. Si bien es cierto que el Código del Trabajo impide la discriminación en razón de antecedentes comerciales, esta norma va más allá, a la etapa previa de selección de personal; además la norma del Código del Trabajo es vulnerada dada la tecnología actual, es muy difícil controlar que el empleador “verifique el Dicom” como se dice coloquialmente, de su posible empleado, sin que él se entere. Lo mismo ocurre en los otros casos.


El Honorable Diputado señor Harboe destacó que, con esta nueva normativa, ello no será posible, pues ese empleador, o ese colegio, no tendrán acceso al sistema pues no forman parte de las entidades a quienes se podrán comunicar esta clase de datos personales.


En otro aspecto, la Comisión descartó la idea explicó de establecer que el distribuidor de datos sea solidariamente responsable del mal uso que haga de los datos el cesionario, y que puedan eximirse de esta responsabilidad solidaria cumpliendo con los requisitos que ahí se señalan. Se trata de que exista interés en el cedente para que la información sea usada para los fines establecidos en la ley, pero los Honorables Senadores presentes consideraron que no era razonable, y además se traduciría en que los distribuidores de bancos de datos simplemente incorporaran al momento de la cesión de los datos una frase que los exima de responsabilidad.

° ° °


El Honorable Senador señor Espina destacó la necesidad de definir el concepto de distribuidores de información de carácter económico, financiero, bancario o comercial, pues no se establece ni en este proyecto ni en la ley N° 19.628.


El asesor del Honorable Diputado señor Harboe, señor Raúl Arrieta, propuso la siguiente definición:


“Para efectos de esta ley, se entiende que son distribuidores de información de carácter económico, financiero, bancario o comercial, las personas naturales o jurídicas que realizan directamente el tratamiento, comunicación y comercialización de los datos de obligaciones económicas de conformidad con lo dispuesto en la legislación vigente y con pleno respeto a los derechos de los titulares de los datos.”.


Los Honorables Senadores presentes estimaron que esta disposición debe constituir un artículo 2°, nuevo.

° ° °

ARTÍCULO 3°


“Artículo 3º.- Los responsables de los registros o bancos de datos personales a que se refiere esta ley deberán en el desarrollo de su actividad implementar los principios de legitimidad, exactitud, finalidad, proporcionalidad, transparencia, no discriminación y seguridad en el tratamiento de datos personales, cuestión que deberá ser considerado por el juez como un antecedente para determinar si existió la debida diligencia en el tratamiento de datos personales. Será el responsable del registro o banco de datos personales quien deberá demostrar la diligencia en el tratamiento de datos.”.


El Honorable Diputado señor Harboe hizo presente que se trata de principios reconocidos a nivel internacional, los que se consignan son los establecidos por la Unión Europea. Se trata de dar al juez elementos para resolver.


El Honorable Senador señor García estimó que, a fin de uniformar los principios consignados en este texto con los establecidos en el proyecto del Ejecutivo que se encuentra en tramitación en la Cámara de Diputados, que son los consagrados por la OCDE, habría que incorporar los faltantes, con lo que estuvo de acuerdo la Comisión.


El Honorable Senador señor Espina mostró su preocupación respecto de la diligencia que debe observar el distribuidor, no es bueno alterar las normas del Código Civil. El artículo 44 del referido Código distingue tres tipos de culpa, informó, y le parece que el distribuidor de estos registros o bases de datos debiera responder de culpa levísima.


El Honorable Diputado señor Harboe manifestó que no se trata de modificar el grado de culpa de que responde el distribuidor de registros o banco de datos a que se refiere este proyecto, sino de alterar las reglas sobre carga de la prueba. El titular de los datos sin duda tendrá menos recursos que el distribuidor, por ello se le exige a este último que pruebe que actuó con la diligencia debida.


El Honorable Senador señor Espina estuvo de acuerdo con esta idea, pero estimó que es necesario precisar la redacción. Hizo la siguiente propuesta:


“El distribuidor responsable del Registro de Banco de Datos Personales deberá probar que cumplió con los principios anteriores y actuó con la debida diligencia en el tratamiento de los datos.”.


La Comisión discutió la posibilidad de agregar un inciso segundo, nuevo, a este artículo, que incorpore la idea propuesta por el Honorable Senador señor Tuma de establecer un registro de acceso


El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Jaime Salas, manifestó  que una norma similar se contiene en la legislación vigente, artículo 5° la ley N° 19.628.


El Honorable Diputado señor Harboe expresó que este artículo que se propone se diferencia del artículo 5° citado pues exige que el registro tenga, como elemento de su naturaleza, esta información.


Este mismo inciso establecería el derecho de los titulares de la información comercial a solicitar en forma gratuita la información consignada en dicho registro durante los últimos 12 meses. En principio la Comisión acordó que esta consulta la pudiera hacer gratuitamente el titular cada seis meses, pero posteriormente a propuesta del Honorable Senador señor Espina se resolvió considerar un plazo de cuatro meses, es decir, tres veces al año el titular de estos datos personales podrá consultar gratuitamente el registro, lo que permitirá también su actualización permanente.


El Honorable Diputado señor Harboe llamó la atención que el inciso primero debe referirse tanto a los responsables como a los distribuidores de bases de datos, a diferencia del inciso segundo que se incorporaría, que sólo se aplica a los distribuidores.


Los acuerdos de la Comisión en relación a este artículo se encuentran plasmados en el artículo 3° de la indicación sustitutiva que se consigna más adelante.

ARTÍCULO 4°


“Artículo 4º.- Los responsables de los registros o bancos de datos personales, a que se refiere esta ley, deberán designar un responsable del tratamiento de datos, de manera  que los titulares de datos puedan acudir ante él para los efectos de hacer efectivos los derechos que les reconoce la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.”.


En relación a esta norma, el Honorable Diputado señor Harboe planteó que lo adecuado es hablar de “los distribuidores de los registros o bancos de datos personales”, que serán quienes designen a un responsable de dicho registro o banco.

ARTÍCULO 5°


“Artículo 5º.- En caso que el titular de los datos personales requiera presentar información contenida en los registros o bancos de datos a que se refiere esta ley para fines diferentes a la evaluación de riesgo en el proceso de crédito, podrá solicitar personalmente al responsable de éstos una certificación para fines especiales, el que deberá entregarla considerando únicamente las obligaciones vencidas y no pagadas que consten en él.


Para los efectos de esta ley, se entenderá que el certificado para fines especiales es aquella certificación que solicita el titular de los datos personales al responsable del registro o banco de datos, para presentarlo específicamente en alguna institución que se lo requiere para realizar un trámite o gestión determinada, quedando constancia de la finalidad, persona o institución a la cual se lo va a presentar.”.


En discusión, el Honorable Diputado señor Harboe explicó que la norma contenida en este artículo se refiere a las demás hipótesis no consideradas en los artículos anteriores del proyecto de ley, en las cuales los titulares de los datos requieran presentar información contenida en los registros o bancos de datos. En tal evento, el titular podrá solicitar personalmente al responsable de estos registros o bancos de datos  una certificación para fines especiales, el que deberá entregarla considerando únicamente las obligaciones vencidas y no pagadas. 


Asimismo, y como un modo de garantizar el buen uso de tal disposición, el inciso segundo precisa que el certificado que se solicita deberá ser emitido para presentarlo específicamente la institución que se lo requiere para realizar un trámite o gestión determinada, y que deberá quedar constancia de la finalidad, persona o institución a la cual se lo va a presentar. Todo lo anterior, con la objetivo de evitar al máximo la posibilidad de un uso distinto de la información contenida en el certificado.


Luego, el Honorable Senador señor Espina manifestó su posición favorable del sentido y finalidad del inciso primero de la disposición. Sin embargo, señaló que parecía del todo oportuno eliminar en el inciso primero el requisito de solicitar personalmente el referido certificado, toda vez que, en la práctica, personas no podrán realizar dicho trámite en persona, como consecuencia de diversos impedimentos, como enfermedad o ausencia del país, entre otros.


Luego señaló no estar de acuerdo con las exigencias impuestas en el inciso segundo, en el sentido que debe quedar constancia de la finalidad, persona o institución por la cual, o a la cual, el interesado lo va a presentar. En su parecer, esta disposición va demasiado lejos al imponer tal exigencia, puesto que se trata de una solicitud hecha por el propio titular de los datos, es decir su propio dueño.


La unanimidad de la Comisión estuvo de acuerdo con las observaciones formuladas por el Honorable Senador señor Espina.

° ° °


Más adelante en la discusión, el Honorable Diputado señor Harboe hizo presente que el proyecto original no contenía sanciones, porque, al inicio de la tramitación de su moción, estimó que un acuerdo sobre la materia podría demorar la tramitación del proyecto y en el entendido que ley a que dará lugar regulará la materia por un breve tiempo, puesto que ésta es abordada por el proyecto relativo a deuda consolidada, que está en tramitación en la Cámara de Diputados. Agregó que ha recibido señales de apoyo al proyecto de todos los sectores parlamentarios, y también de los representantes del Ejecutivo, por lo que hizo un llamado a la Comisión para incorporar, en este trámite constitucional y reglamentario, una norma referida a las infracciones a las normas de esta ley. 


Al respecto, la unanimidad de la Comisión fue del parecer contemplar una norma que remita esta materia a la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, en el sentido de aplicar, en lo que corresponda, sus normas sobre el conocimiento y sanciones a las infracciones que se cometan. La norma sobre este particular está contemplada en el artículo 6° de la indicación sustitutiva de los miembros de la Comisión de Economía, y, del mismo modo, en el proyecto aprobado en general por la Comisión.

° ° °

ARTÍCULO 6°


“Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada:


a).- Agrégase en el inciso segundo de su artículo 17, después del punto final (.) que pasa a ser coma(,) la siguiente oración:


"ni las obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial en cuanto hayan sido repactadas y éstas se encuentren con alguna modalidad pendiente.".


b).- Reemplázase el inciso segundo de su artículo 19, por el siguiente:


"Al efectuarse el pago o extinguirse la obligación por otro modo en que intervenga directamente el acreedor, éste avisará tal hecho, a más tardar dentro de las setenta y dos horas siguientes, al responsable del registro o banco de datos accesible al público que en su oportunidad comunicó el protesto o la morosidad, con el fin de que consigne el nuevo dato que corresponda, sin costo alguno para el deudor. El deudor podrá optar por requerir directamente la modificación al banco de datos y liberar del cumplimiento de esa obligación al acreedor que le entregue constancia suficiente del pago o extinción de la obligación por otro medio; decisiones que deberá expresar por escrito.".”.


El Honorable Diputado señor Harboe indicó que el sentido de la letra a) de este artículo del proyecto es impedir que sean comunicadas las obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial en cuanto hayan sido repactadas, y éstas se encuentren con alguna modalidad pendiente, al igual como actualmente ocurre con la información relacionada con los créditos concedidos por el Instituto Nacional de Desarrollo Agropecuario a sus usuarios. Es decir, que también constituyan una excepción a la información que los responsables de los registro o bancos de datos puedan comunicar, en los términos establecidos en el inciso primero del artículo 17 de la ley N° 19.628, sobre Protección a la Vida Privada, por lo que sugirió aprobar esta parte de la disposición con modificaciones, para agregarla al final del inciso primero del referido artículo.


En discusión, hubo una acogida unánime de parte  los integrantes de la Comisión, en los términos que se establecen en el proyecto despachado. 


Asimismo, y también por unanimidad, la Comisión recogió una proposición de los Honorables Senadores señores Zaldívar y Tuma para que las deudas contraídas con concesionarias de autopistas por el uso de infraestructura se las asimile a la información relacionada con las deudas contraídas con empresas públicas o privadas que proporcionen servicio de electricidad, agua, teléfono y gas. 


Lo anterior también fue acogido por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar.

ARTÍCULO 7°


Artículo 7º.- Introdúcese en el artículo 141 bis del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 2.763, de 1979, y de las leyes Nºs. 18.933 y 18.469, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual tercero a ser cuarto:


"Con todo, los prestadores de salud no podrán consultar sistemas de información comercial de ningún tipo, ni aún con el consentimiento del paciente, para los efectos de condicionar la suscripción de los instrumentos de crédito a que se refiere el inciso anterior. Así, no podrá utilizarse información de carácter comercial para condicionar o restringir una atención de urgencia.".".


El Honorable Diputado señor Harboe hizo presente que, en los hechos, en los casos de atenciones de urgencia no siempre se cumple la prohibición que impone la ley a los prestadores de salud de exigir dinero, cheques u otros instrumentos financieros para garantizar el pago o condicionar de cualquier otra forma dicha atención. 


Por lo anteriormente señalado, y con la finalidad de reforzar esta norma, el proyecto de ley contempla consagrar la prohibición para los presentadores de salud de consultar sistemas de información comercial de ningún tipo, ni aún con el consentimiento del paciente, para los efectos de condicionar o restringir una atención de urgencia.


Lo señalado anteriormente fue acogido por la unanimidad de la Comisión, estimando del caso consagrar esta norma, con la redacción que se recoge en la indicación sustitutiva de la totalidad de los miembros de la Comisión, en el artículo 141 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Salud.

° ° °


En cuanto a la entrada en vigencia de la ley, la Comisión estuvo por otorgar un plazo de 6 meses, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial, respecto a la obligación de los distribuidores de los registros o bancos de datos de carácter económico, financiero, bancario o comercial, de contar con un sistema de registro del acceso y entrega de estos antecedentes, en los términos señalados en el inciso segundo del artículo 3°. Tal disposición está consagrada en el artículo transitorio de la indicación suscrita por la totalidad de los integrantes de la Comisión.

° ° °


De acuerdo lo expuesto, los Honorables Senadores señores Espina, García, Pérez Varela, Tuma y Zaldívar presentaron la siguiente indicación sustitutiva, signada con el número 22).


Suscrita la indicación sustitutiva por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, los Honorables Senadores Tuma y Zaldívar procedieron a retiraron las indicaciones anteriores presentadas al proyecto.


En relación a las demás indicaciones presentadas al proyecto, y con la única finalidad de evitar confusiones en el debate y posterior interpretación en la historia del establecimiento de la ley, éstas fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar.


La referida indicación N° 22 es del siguiente tenor:


“Para sustituir el texto del proyecto por el siguiente:

 
Artículo 1º.- Respecto al tratamiento de datos personales de carácter económico, financiero, bancario o comercial a que se refiere el Título III de la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, deberá respetarse el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales, el que será exclusivamente la evaluación de riesgo comercial y para el proceso de crédito.


La comunicación de esta clase de datos sólo podrá efectuarse al comercio establecido, para el proceso de crédito, y a las entidades que participen de la evaluación de riesgo y para ese sólo fin. 


En ningún caso se podrá exigir esta información en los procesos de selección personal, admisión pre-escolar, escolar o de educación superior, atención médica de urgencia o postulación a un cargo público. 


Artículo 2°.- Para efectos de esta ley, se entiende que son distribuidores de información de carácter económico, financiero, bancario o comercial, las personas naturales o jurídicas que realizan directamente el tratamiento, comunicación y comercialización de los datos de obligaciones económicas, de conformidad con lo dispuesto en la legislación vigente y con pleno respeto a los derechos de los titulares de los datos.


Artículo 3°.- Los responsables de los bancos de datos y los distribuidores de los registros o bancos de datos personales a que se refiere esta ley deberán, en el desarrollo de su actividad, implementar los principios de legitimidad, acceso y oposición, información, calidad de los datos, finalidad, proporcionalidad, transparencia, no discriminación, limitación de uso y seguridad en el tratamiento de datos personales, cuestión que deberá ser considerada por el juez como un antecedente para determinar si existió la debida diligencia en el tratamiento de datos personales. Corresponderá al distribuidor de los registros o bancos de datos probar ante el juez que dio cumplimiento a las obligaciones impuestas por el presente artículo y que actuó con la debida diligencia en el tratamiento de los datos respectivos.


Los distribuidores de los registros o bancos de datos de carácter económico, financiero, bancario o comercial, deberán contar con un sistema de registro del acceso y entrega de estos antecedentes, individualizando el nombre de quien los ha requerido, el motivo, la fecha y la hora de la solicitud, así como el responsable de la entrega o cesión de la información. Los titulares de la información comercial tendrán derecho a solicitar cada cuatro meses y en forma gratuita la información consignada en dicho sistema durante los últimos doce meses. 


Artículo 4º.- Los distribuidores de los registros o bancos de datos personales de  carácter económico, financiero, bancario o comercial, deberán designar a una persona natural encargada del tratamiento de datos, de manera  que los titulares de datos puedan acudir ante él para los efectos de hacer efectivos los derechos que les reconoce la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.


Artículo 5º.- En caso que el titular de los datos personales de carácter económico, financiero, bancario o comercial, requiera presentar información contenida en los registros o bancos de datos a que se refiere esta ley para fines diferentes a la evaluación de riesgo en el proceso de crédito, podrá solicitar al responsable de éstos una certificación para fines especiales, el que deberá entregarla considerando únicamente las obligaciones vencidas y no pagadas que consten en él.


Artículo 6°.- Las infracciones a las normas de la presente ley se conocerán y sancionarán en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.


Artículo 7°.- Modifíquese el artículo 17 de la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, en los siguientes términos:


 - Sustitúyese en su inciso segundo, su punto final (.),  por un punto y coma (;), e incorpórese a continuación lo siguiente:


“ni la información relacionada con obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial en cuanto hayan sido repactadas, renegociadas o novadas, o éstas se encuentren con alguna modalidad pendiente. Tampoco podrán comunicarse las deudas contraídas con concesionarios de autopistas por el uso de su infraestructura.”.


Artículo 8°.- Agréguese en el artículo 141 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 2.763, de 1979, y de las leyes Nºs. 18.933 y 18.469, el siguiente inciso final, nuevo:


“Con todo, los prestadores de salud no podrán consultar sistemas de información comercial de ningún tipo, ni aún con el consentimiento del paciente, para efectos de condicionar o restringir una atención de urgencia.”.


Artículo Transitorio. Lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 3° de esta ley, entrará en vigencia en un plazo de seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.”.


-- En votación, la precedente indicación fue aprobada, con algunas modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar.

TEXTO DEL PROYECTO

A continuación, se transcribe el texto del proyecto de ley que la Comisión de Economía propone aprobar en general: 

“PROYECTO DE LEY:

 Artículo 1º.- Respecto al tratamiento de datos personales de carácter económico, financiero, bancario o comercial a que se refiere el Título III de la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, deberá respetarse el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales, el que será exclusivamente la evaluación de riesgo comercial y para el proceso de crédito.

La comunicación de esta clase de datos sólo podrá efectuarse al comercio establecido, para el proceso de crédito, y a las entidades que participen de la evaluación de riesgo y para ese sólo fin. 

En ningún caso se podrá exigir esta información en los procesos de selección personal, admisión pre- escolar, escolar o de educación superior, atención médica de urgencia o postulación a un cargo público. 

Artículo 2°.- Para efectos de esta ley, se entiende que son distribuidores de información de carácter económico, financiero, bancario o comercial, las personas naturales o jurídicas que realizan directamente el tratamiento, comunicación y comercialización de los datos de obligaciones económicas, de conformidad con lo dispuesto en la legislación vigente y con pleno respeto a los derechos de los titulares de los datos.

Artículo 3°.- Los responsables de los bancos de datos y los distribuidores de los registros o bancos de datos personales a que se refiere esta ley deberán, en el desarrollo de su actividad, implementar los principios de legitimidad, acceso y oposición, información, calidad de los datos, finalidad, proporcionalidad, transparencia, no discriminación, limitación de uso y seguridad en el tratamiento de datos personales, cuestión que deberá ser considerada por el juez como un antecedente para determinar si existió la debida diligencia en el tratamiento de datos personales. Corresponderá al distribuidor o responsable de los registros o bancos de datos probar ante el juez que dio cumplimiento a las obligaciones impuestas por el presente artículo y que actuó con la debida diligencia en el tratamiento de los datos respectivos.

Los distribuidores de los registros o bancos de datos de carácter económico, financiero, bancario o comercial, deberán contar con un sistema de registro del acceso y entrega de estos antecedentes, individualizando el nombre de quien los ha requerido, el motivo, la fecha y la hora de la solicitud, así como el responsable de la entrega o cesión de la información. Los titulares de la información comercial tendrán derecho a solicitar cada cuatro meses y en forma gratuita la información consignada en dicho sistema durante los últimos doce meses. 

Artículo 4º.- Los distribuidores de los registros o bancos de datos personales de  carácter económico, financiero, bancario o comercial, deberán designar a una persona natural encargada del tratamiento de datos, de manera  que los titulares de datos puedan acudir ante él para los efectos de hacer efectivos los derechos que les reconoce la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.

Artículo 5º.- En caso que el titular de los datos personales de carácter económico, financiero, bancario o comercial, requiera presentar información contenida en los registros o bancos de datos a que se refiere esta ley para fines diferentes a la evaluación de riesgo en el proceso de crédito, podrá solicitar al responsable de éstos una certificación para fines especiales, el que deberá entregarla considerando únicamente las obligaciones vencidas y no pagadas que consten en él.

Artículo 6°.- Las infracciones a las normas de la presente ley se conocerán y sancionarán en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.

Artículo 7°.- Modifíquese el artículo 17 de la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, en los siguientes términos:

- sustitúyase en su inciso primero, su punto aparte (.), por una coma (,), e incorpórese a continuación lo siguiente:   

“y la información relacionada con obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial en cuanto hayan sido repactadas, renegociadas o novadas, o éstas se encuentren con alguna modalidad pendiente.


- Sustitúyese en su inciso segundo, su punto final (.),  por un punto y coma (;), e incorpórese a continuación lo siguiente:


“Tampoco podrán comunicarse las deudas contraídas con concesionarios de autopistas por el uso de su infraestructura.”.

Artículo 8°. Agréguese en el artículo 141 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 2.763, de 1979, y de las leyes Nºs. 18.933 y 18.469, el siguiente inciso final, nuevo:

“Con todo, los prestadores de salud no podrán consultar sistemas de información comercial de ningún tipo, ni aún con el consentimiento del paciente, para efectos de condicionar o restringir una atención de urgencia.”.

Artículo Transitorio. Lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 3° de esta ley, entrará en vigencia en un plazo de seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.”.

- - - - -

Acordado en sesiones de fechas 14 y 28 de septiembre, 12 de octubre, 21 de diciembre, de 2011, y 4, 11 y 16 de enero de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Alberto Espina Otero, José García Ruminot, Víctor Pérez Varela (Jovino Novoa Vásquez, Gonzalo Uriarte Herrera) y Eugenio Tuma Zedán.

Sala de la Comisión, a 17 de enero de 2012.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz,

Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LAS COMISIONES DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA Y DE HACIENDA, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE REPROGRAMACIÓN DE CRÉDITOS UNIVERSITARIOS

(7874-04)

HONORABLE SENADO:


Vuestras Comisiones de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, tienen el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.  


A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, del Ministerio de Educación, el Subsecretario, señor Fernando Rojas; y el asesor jurídico, señor Raúl Figueroa; el asesor del Gabinete del Ministro, señor Matías Romero; el asesor de la División de Educación Superior, señor Alejandro Fernández; y el analista, señor Saúl Rojas.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores, señorita Danielle Courtin y señor José Francisco Acevedo.

De la oficina de la Honorable Senadora señora Von Baer, la asesora, señorita Constanza Hube.

De la oficina del Honorable Senador señor Quintana, la periodista, señorita Nicole Morandé; y el asesor, señor Alberto Espinoza. 

De la oficina del Honorable Senador señor Novoa, el asesor, señor Nicolás Figari.

De la oficina del Honorable Senador señor Escalona, los asesores, señores José Ale y Jaime Romero.

De la Universidad de Princeton, el investigador, señor Pablo Campos.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, la asesora, señorita María Soledad Larenas.


De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Coordinadora del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

- - -


La iniciativa en estudio fue analizada, en primer informe, por las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y de Hacienda.


Posteriormente, en sesión de 11 de enero de 2012, la Sala del Senado acordó que las referidas comisiones, unidas, cumplieran con el trámite reglamentario de segundo informe. 

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

El proyecto de ley tiene por finalidad permitir la reprogramación de las deudas morosas del crédito solidario, como una medida adecuada para facilitar el pago y mejorar los índices de recuperación, de manera de simplificar el acceso de las nuevas generaciones a la educación superior. Además, propone perfeccionar las herramientas de administración del fondo solidario, con miras a mejorar la gestión de los recursos públicos y flexibilizar las modalidades de pago de los deudores.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:

1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículos 5°, 7°, 10 y 11 del ARTÍCULO PRIMERO; el número 4° del ARTÍCULO SEGUNDO; y el artículo transitorio del proyecto.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 4, 7, 13, 15, 18 y 28.      

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 5, 10, 19, 26, 27, 30 y 31.

4.- Indicaciones rechazadas: 2, 8 y 9.

5.- Indicaciones retiradas: 12, 23, 24, 25 y 29.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 1, 3, 6, 11, 14, 16, 17, 20, 21, 22, 32, 33 y 34.

- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR

ARTÍCULO PRIMERO


El artículo primero establece la ley de reprogramación de créditos universitarios, a través de los siguientes 12 artículos:

Artículo 1°


Prescribe que los deudores de los Fondos Solidarios de Crédito Universitario, crédito universitario y crédito fiscal universitario, establecidos en las leyes números 19.287 y 18.591 y en el decreto con fuerza de ley Nº4 de 1981, respectivamente, que se encontraren en mora al 30 de junio de 2011 y que no se hubieren acogido a ninguna reprogramación anterior, en adelante “los deudores”, podrán acogerse a las condiciones de pago que se establecen en la ley que el proyecto propone.


Fue objeto de las indicaciones números 1, 2 y 3.





La indicación número 1, de los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Walker, don Ignacio, para eliminar la frase “y que no se hubieren acogido a ninguna reprogramación anterior”.





Las indicaciones números 2, de Su Excelencia el Presidente de la República, y 3, de la Honorable Senadora Von Baer, para reemplazar la frase “y que no se hubieren acogido a ninguna reprogramación anterior”, por la siguiente: “y que no se hubieren acogido a la reprogramación establecida en la ley N° 19.848 del año 2003”.


El Honorable Senador señor Quintana expresó no comprender el fundamento de excluir del beneficio que el proyecto propone, a quienes en su momento se acogieron al beneficio de la ley N° 19.848, por cuanto no se aviene con el objetivo de aumentar la recaudación de lo adeudado por quienes acceden a créditos universitarios.


La Honorable Senadora señora Von Baer hizo ver lo complejo que resultaría, como señal hacia la ciudadanía, que se permitiera reprogramar a quienes hace no mucho tiempo ya reprogramaron sus deudas. Esto, indicó, no contribuiría a generar conciencia de la responsabilidad que importa el pago de esta clase de deudas. 


El Subsecretario de Educación, señor Fernando Rojas, añadió que el propósito de la iniciativa en estudio no es sólo obtener una mayor recaudación, sino también contribuir a la consolidación de una cultura de pago de las obligaciones provenientes de los créditos universitarios.





Las indicaciones números 1 y 3 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Puesta en votación la indicación número 2, fue rechazada por 4 votos contra 3. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos y Quintana, y a favor los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y Novoa. 

Artículo 2°


Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 2º.- Los deudores que deseen acogerse a los beneficio de esta ley deberán manifestarlo al administrador de crédito respectivo, en adelante, “el administrador”, dentro de los tres meses siguientes a la fecha en que se publique el consolidado de la deuda de acuerdo a lo establecido en el artículo 3º de esta ley.

En dicha comunicación fijarán un domicilio, destinado al envío de las notificaciones y avisos relativos a esta y otras gestiones vinculadas al crédito, e informaran, cuando corresponda, la entidad previsional  a la que se encuentran afiliados. Para efectos del envío de los avisos, los deudores podrán señalar una dirección de correo electrónico.”.


Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 4 y 5.


La indicación número 4, de los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Walker, don Ignacio, para agregar en el inciso primero, a continuación de la palabra “manifestarlo”, la expresión “por escrito”.


La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Novoa y Quintana. 





La indicación número 5, de los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Walker, don Ignacio, para consultar un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:

“Por el período que medie entre la manifestación a que se refieren los incisos anteriores y la suscripción del pagaré a que se refiere el artículo 4° de esta ley, serán suspendidos los procedimientos de apremio que se hubieren iniciado en contra de los deudores.”.


La indicación fue aprobada, con enmiendas,  por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Novoa y Quintana. 

Artículo 3°

Señala, textualmente, lo siguiente:

“Artículo 3º.- Transcurridos 30 días desde la fecha de publicación del reglamento de esta ley, el administrador procederá a determinar el saldo del deudor de los beneficiarios de esta ley, para lo cual , calculara las cuotas adeudadas, vencidas y por vencer, con la totalidad de los intereses penales que correspondan, las que serán consolidadas estableciéndose un nuevo saldo deudor expresado en unidades tributarias mensuales, de acuerdo al valor que dicha unidad tenga en el mes en que se efectúe el cálculo.

El mismo día mencionado en el inciso anterior, el administrador deberá poner a disposición de los deudores, en la página web de la respectiva universidad, la información relativa a la deuda consolidada, resguardando la confidencialidad de los datos. La que se proporcione a cada deudor deberá distinguir del saldo deudor, el monto correspondiente a los intereses penales adeudados.

Además, dentro de los cinco días siguientes a la publicación a la que se refiere el inciso anterior, el administrador deberá publicar, en un diario de circulación nacional, un aviso que informe la página web en la cual se encuentra disponible la consolidación de las deudas y el plazo de los deudores para reprogramar.”.


Fue objeto de las indicaciones números 6, 7, 8, 9 y 10.

La indicación número 6, del Honorable Senador señor Escalona, para remplazar el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 3°.- Las cuotas adeudadas, vencidas y por vencer, previa condonación de los intereses moratorios, serán consolidadas al 31 de agosto de 2011, estableciéndose un nuevo saldo deudor, expresado en UTM, en un pagaré que será suscrito por el deudor con la Tesorería General de la República, dentro de un plazo de 90 días, a contar de la promulgación de esta ley. La nueva deuda consolidada devengará un interés de un 1 % anual.”.





La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Sin perjuicio de lo anterior, las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, acordaron realizar, en el inciso primero, la enmienda formal que se señalará en su oportunidad. Así lo aprobó  la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Novoa y Quintana. 

La indicación número 7, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar en el inciso segundo, la frase “El mismo día”, por “Vencido el plazo”.


La indicación número 8, de los Honorables Senadores señores Lagos y Walker, don Ignacio, para sustituir, en el inciso segundo, la expresión “El mismo día”, por “Efectuado el proceso de consolidación”.
La indicación número 9, del Honorable Senador señor Escalona, para sustituir, en el inciso segundo, la frase “mencionado en el inciso anterior”, por “en que se suscriba el mencionado pagaré”.


La indicación número 7 fue aprobada  por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Novoa y Quintana. 

Consecuencialmente, con la misma votación se dieron por rechazadas las indicaciones números 8 y 9.

De igual modo, y con idéntica votación, las Comisiones unidas acordaron realizar la enmienda formal de que se dará cuenta en su oportunidad, en la segunda oración del inciso segundo del artículo 3°. Lo hicieron con arreglo a lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.

La indicación número 10, del Honorable Senador señor Navarro, para incorporar como inciso final, nuevo, el siguiente:

“El reglamento a que hace mención el inciso primero deberá dictarse dentro del término de 60 días contados desde la fecha de publicación de esta ley.”.


La indicación fue aprobada en conjunto con las indicaciones números 26 y 27, de las que se dará cuenta oportunamente en el presente informe, para ser incorporadas en el artículo 12 del ARTÍCULO PRIMERO del proyecto. En consecuencia, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Novoa y Quintana. 

Artículo 4°


Su tenor literal es el que sigue:

“Artículo 4º.- El deudor tendrá el plazo de dos meses contados desde que se acogió a la reprogramación para convenir con el administrador el número de cuotas anuales, iguales y sucesivas en que pagará su saldo, las que en ningún caso excederán de 10 cuotas, si el monto de la deuda reprogramada es igual o inferior a 150 unidades tributarias mensuales, o de 15 cuotas, si el monto de la deuda reprogramada es superior a 150 unidades tributarias mensuales.

En el momento de convenir el número de cuotas, el deudor deberá proceder a un pago inicial, correspondiéndole una condonación parcial o total de los intereses penales, la que se determinara de acuerdo al monto inicial pagado. El deudor podrá realizar el pago inicial hasta en seis cuotas mensuales sucesivas, debiendo pagar la primera al contado. Si el deudor incumple en el pago de las cuotas correspondiente al pago inicial de la deuda reprogramada, el administrador la podrá hacer totalmente exigible.

A los deudores que inicialmente paguen el 50% o más del saldo de capital más los intereses adeudados sin contar intereses penales, se les condonará la totalidad de los intereses penales. A los deudores que paguen un porcentaje inferior al anterior, se les condonarán, en ese momento, los intereses penales en un porcentaje equivalente al doble del porcentaje de esa deuda que paguen inicialmente. En este último caso, el deudor será beneficiado, además, con la condonación parcial del saldo de los intereses penales al momento del pago de las cuotas pactadas. Para estos efectos, la condonación de los intereses penales será equivalente al doble del porcentaje que represente cada cuota pagada respecto de la deuda consolidada, sin contar intereses penales.

El pago inicial no podrá ser inferior al monto mayor entre el 5% de la deuda, excluyendo los interese penales, y el equivalente a cuatro unidades tributarias mensuales. Asimismo, en el caso que el 5% de la deuda resulte superior a  veinte unidades tributarias mensuales, el deudor podrá optar por pagar inicialmente este último monto.

El deudor deberá suscribir un pagare que dé cuenta de su nueva deuda, el que si correspondiere comprenderá las cuotas del pago inicial a que se refiere el inciso segundo de este artículo. El saldo será expresado en unidades tributarias mensuales, que devengaran un interés de un 2% anual. En este pagaré se incluirán las condiciones de condonación de los intereses penales estipulados en el inciso cuarto de este artículo.

El pagaré referido en el inciso anterior, y las actas del protesto del mismo, cuando procediere, se encontraran exentos de los impuestos establecidos en le Ley de Timbres y Estampillas.”.


Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18 y 19.

La indicación número 11, del Honorable Senador señor Escalona, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 4°.- La nueva deuda consolidada se pagará en 10 cuotas anuales, venciendo cada una de ellas el 31 de diciembre del año respectivo. Las cuotas anuales podrán ser pagadas hasta en doce cuotas mensuales. El Servicio de Impuestos Internos estará facultado para retener la devolución de impuestos respectiva y destinarlos al pago de la deuda.

Si respecto de la cuota anual, el deudor acreditara ante la Tesorería General de la República, con la documentación respectiva y bajo juramento ante notario, que su ingreso promedio mensual, al 31 de diciembre del año respectivo, ha sido igual o inferior al del segundo quintil del año respectivo, no pagará la cuota anual correspondiente.

Si el deudor acreditara un ingreso promedio mensual superior al segundo quintil e inferior al tercer quintil, éste pagará sólo el 3 % de su ingreso. Así mismo, en el caso de que acreditare un ingreso promedio mensual superior al tercer quintil, éste pagará el 5% de su ingreso, expresado en UTM.

El deudor deberá acreditar sus ingresos promedios mensuales mediante declaración jurada ante notario. En caso de comprobarse la falsedad de tal declaración, el deudor deberá pagar la totalidad de la deuda consolidada, de una sola vez.

Vencido el plazo de 10 años correspondientes a las cuotas anuales en que fue dividido el total del pagaré y habiendo realizado el deudor todas las obligaciones que esta ley establece, todo el saldo deudor, si lo hubiere, será condonado por el solo ministerio de esta ley.

En el caso de los deudores que presenten incapacidad física o mental permanente e invalidante, calificadas con posterioridad a la adquisición de las deudas originales, la nueva deuda consolidada será condonada en su totalidad. La incapacidad deberá ser acreditada en virtud de lo establecido por la legislación vigente.”.





La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

La indicación número 12, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para sustituir, en el inciso primero, la frase “desde que se acogió a la reprogramación”, por “desde que manifestó su voluntad de acogerse a la reprogramación”.

La indicación número 13, de los Honorables Senadores señores Lagos y Walker, don Ignacio, para remplazar, también en el inciso primero, la locución “se acogió a la reprogramación” por “efectuó la manifestación a que se refiere el artículo 2° de la presente ley”.


La indicación número 13 fue aprobada  por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Novoa y Quintana. 

Consecuencialmente, la indicación número 12 fu retirada por su autora.

La indicación número 14, de los Honorables Senadores señores Lagos y Walker, don Ignacio, para agregar el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, y así sucesivamente:

“Si respecto de la cuota anual pactada el deudor acredita, en los términos previstos en el artículo 9° de la ley N° 19.287, que ésta es superior al 5% del total de los ingresos, sólo estará obligado a pagar ese año el monto equivalente al 5% del total de los ingresos que haya obtenido en el año inmediatamente anterior, expresado en unidades tributarias mensuales correspondientes a cada uno de los meses en que se percibieron los ingresos. Para este efecto se considerará como ingreso total del deudor el ingreso bruto menos los descuentos correspondientes a impuestos y cotizaciones previsionales obligatorias. La diferencia resultante de abonar el pago anual recaudado por la institución al remanente de la deuda, constituirá el saldo deudor. Transcurrido el plazo de 10 o 15 años a que se refiere el inciso primero y habiendo el deudor cumplido todas las obligaciones que esta ley establece, dicho saldo deudor, será condonado por el solo ministerio de la ley.”.

Ante una consulta del Honorable senador señor Lagos, el señor Subsecretario de Educación aclaró que, efectivamente, el proyecto de ley no considera la contingencia en la mayoría de los casos, y quienes reprograman no tienen contingencia al ingreso. Esta última, indicó, está considerada para las personas que tienen el crédito original.

Destacó que, como norma general, la contingencia al ingreso está considerada para quienes se encuentran en su proceso normal de pago. Además, sostuvo, no hay evidencia de que cuando existe dicha contingencia se recaude más, porque si los 110.000 deudores que presentan atraso en los pagos hubieran aprovechado la contingencia al ingreso, no debieran haber pasado a ser deudores morosos.

De todos modos, precisó, sí se hace una excepción con las personas que desertaron con rentas bajo 10 unidades tributarias mensuales, y a ellos se les da la posibilidad de que tengan contingencia al ingreso en el período de reprogramación.

La contingencia al ingreso, agregó, es un buen instrumento, razón por la que ha sido incorporada al proyecto de ley que se discute en la Honorable Cámara de Diputados sobre crédito con aval del Estado.

Concluyó manifestando que, en todo caso, al Ejecutivo no le parece que personas que tuvieron la oportunidad de aprovechar la contingencia al ingreso y no lo hicieron, quedando en mora, gocen de una nueva oportunidad para beneficiarse del mecanismo.





La indicación número 14 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

La indicación número 15, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar, en el inciso segundo, la expresión “proceder a”, por “efectuar”.


La indicación fue aprobada  por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Novoa y Quintana. 

La indicación número 16, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para sustituir el inciso tercero por el siguiente:

“A los deudores que inicialmente paguen el 50% o más del saldo de capital más los intereses adeudados sin contar intereses penales, se les condonará la totalidad de los intereses penales. A los deudores que paguen un porcentaje inferior al anterior, se les condonarán en ese momento los intereses penales en un porcentaje equivalente al doble del porcentaje de esa deuda que paguen inicialmente. En este último caso el deudor será además beneficiado con la condonación parcial del saldo de los intereses penales al momento del pago oportuno de las cuotas pactadas. Para estos efectos, la condonación de los intereses penales será equivalente al doble del porcentaje que represente cada cuota pagada respecto de la deuda consolidada, sin contar intereses penales. La forma en que se hará efectiva la condonación parcial de los intereses penales a que se hace referencia precedentemente, será regulada por el reglamento respectivo.”.





La indicación número 17, de los Honorables Senadores señores Lagos y Walker, don Ignacio, para remplazar, también en el inciso tercero, el guarismo “50%” por “15%”.





Las indicaciones números 16 y 17 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Enseguida, las Comisiones unidas acordaron efectuar en enmiendas formales, de las que se dará cuenta en su oportunidad, en el inciso cuarto del artículo 4°. Lo hicieron en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Novoa y Quintana. 

La indicación número 18, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar la siguiente oración final en el inciso quinto: “En el caso de aquellos deudores que presenten deuda con más de una institución, deberán suscribir, para los efectos de la reprogramación, un pagaré con cada institución.”.

La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó que la presente indicación recoge una inquietud expresada por los representantes del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas (CRUCH).


La indicación fue aprobada  por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Novoa y Quintana. 

La indicación número 19, de los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Walker, don Ignacio, para agregar el siguiente inciso final, nuevo:

“Los deudores que se acojan a la reprogramación de créditos universitarios a que se refiere esta ley, podrán solicitar al administrador del crédito respectivo que certifique este hecho a fin de aclarar los antecedentes bancarios o comerciales que puedan afectarles.”.


La indicación fue aprobada, con las modificaciones de que se dará cuenta en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Novoa y Quintana. 


Enseguida, las Comisiones unidas tuvieron en consideración las indicaciones números 20 y 21, ambas del Honorable Senador señor Navarro.

La indicación número 20, para consultar como artículo 5° bis, nuevo, el siguiente:

“Artículo 5° bis.- Los deudores que hubieren cursado parcialmente una carrera impartida por alguno de los establecimientos de educación superior o técnicos reconocidos por el Estado y que hubieren desertado por razones económicas, serán condonados en la totalidad de lo que adeudaren.”.

La indicación número 21, en subsidio de la anterior, para consultar como artículo 5° bis, nuevo, el que sigue:

“Artículo 5° bis.- Los deudores que hubieren cursado parcialmente una carrera impartida por alguno de los establecimientos de educación superior o técnicos reconocidos por el Estado y que hubieren desertado por razones económicas serán condonados en un 80% por el sólo ministerio de la ley. Y del saldo restante les serán aplicables todos los beneficios de esta ley.”.





Las indicaciones números 20 y 21 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Artículo 6°


Prescribe, textualmente, lo que sigue:

“Artículo 6º.- En el caso de los deudores que acrediten no haber egresado de ninguna institución de educación superior y cuyos ingresos mensuales sean inferiores a 10 unidades tributarias mensuales, de acuerdo a la acreditación de ingresos establecida en el artículo 9 de la ley Nº 19.287, y cuya cuota anual pactada en conformidad al artículo 4º de esta ley resulte superior al 5% del total de los ingresos, sólo estarán obligados a pagar ese año el monto equivalente a un 5% de sus ingresos totales. Para estos efectos, se considerará como ingreso total del deudor el ingreso bruto menos los descuentos correspondientes a impuestos y cotizaciones previsionales obligatorias.

Sólo podrán acogerse a este beneficio aquellos deudores que cumpliendo con los requisitos mencionados en el  inciso anterior reprogramen sus deudas en los plazos máximos establecidos en el inciso primero del artículo 4º de esta ley, de acuerdo al monto de la deuda reprogramada.

La diferencia que se produzca entre la cuota originalmente pactada y la que se pague en virtud de la aplicación del presente artículo se condonará automáticamente al efectuarse el pago.”.


En relación con este artículo, fueron formuladas las indicaciones números 22 y 23.

La indicación número 22, de los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Walker, don Ignacio, para eliminar, en el inciso primero, la frase “y cuyos ingresos mensuales sean inferiores a 10 unidades tributarias mensuales, de acuerdo a la acreditación de ingresos establecida en el artículo 9° de le ley N° 19.287,”.





La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

La indicación número 23, de los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Walker, don Ignacio, para agregar, también en el inciso primero, la siguiente oración final: “El deudor deberá acreditar sus ingresos en los términos previstos en el artículo 9° de le ley N° 19.287.”.

La indicación fue retirada por el Honorable Senador señor Lagos.

Artículo 8°

En su inciso primero, faculta a la Tesorería General de la República para retener de la devolución de impuestos a la renta que correspondiere anualmente a los deudores del crédito solidario, crédito universitario y crédito fiscal universitario que se acojan a los beneficios de esta ley, los montos que se encuentren impagos según lo informado por el respectivo administrador, en la forma que establezca el reglamento, e imputar dicho monto al pago de la mencionada deuda.

En el inciso segundo, ordena a la Tesorería enterar los dineros retenidos por este concepto al administrador del Fondo Solidario de Crédito Universitario respectivo, en el  plazo de treinta días contados desde la fecha en que debiera haberse verificado la devolución, a menos que el deudor acredite que ha solucionado el monto vencido y no pagado por concepto de crédito universitario, mediante certificado otorgado por el respectivo administrador. Si el monto de la devolución de impuestos fuere inferior a la cantidad adeudada, añade, subsistirá la obligación del deudor por el saldo insoluto.

Con todo, previene en el inciso tercero que los deudores a los cuales el empleador les haya retenido y no pagado, total o parcialmente, los montos impagos, podrán requerir de la Tesorería General de la República la liberación de la retención efectuada por ésta, en la forma que señale el reglamento, si probaren que su empleador les ha efectuado retención o que existen juicios pendientes de cobro en contra del referido empleador.

La aludida liberación, de acuerdo con el inciso final, alcanzará sólo hasta el monto de lo probado.

Fue objeto de la indicación número 24, de los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Walker, don Ignacio, para suprimir, en el inciso segundo, la expresión “del Fondo Solidario de Crédito Universitario”.

El señor Subsecretario de Educación sostuvo que el contenido de la indicación se hace innecesario, habida cuenta que, en estricto rigor, al hablar del “administrador del Fondo Solidario de Crédito Universitario”, en realidad se está connotando al único administrador de los diversos tipos de créditos universitarios existentes que se mencionan en el inciso primero del artículo 8°.


En mérito de la precedente explicación, el Honorable Senador señor Lagos retiró la indicación.

Artículo 9°

Dispone que para efectos de la acreditación de los ingresos establecida en el artículo 6º del proyecto, el deber de secreto o reserva de los antecedentes tributarios contenido en el artículo 35 inciso segundo del Código Tributario, no será aplicable a la información relativa a los ingresos de los deudores de los créditos solidarios, pero sólo para el administrador respectivo.

Agrega, en el inciso segundo, que los administradores de fondos de crédito se encontrarán facultados para solicitar información a las entidades previsionales que corresponda, en relación con los ingresos de los deudores que reprogramaron sus créditos, las que estarán obligadas a entregarla.

Sobre este artículo recayó la indicación número 25, de los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Walker, don Ignacio, para sustituir su inciso primero por el que sigue:

“Artículo 9°.- Para efectos de la acreditación de ingresos a que se refieren los artículos 4° y 6° de la presente ley, el deber de secreto o reserva de los antecedentes tributarios a que se refiere el inciso segundo del artículo 35 del Código Tributario, no será aplicable respecto del administrador respectivo en lo que se refiere a los ingresos de los deudores de los créditos solidarios que se acojan a la reprogramación de esta ley.”.


La indicación fue retirada por el Honorable Senador señor Lagos.


Las Comisiones unidas acordaron efectuar una enmienda de redacción en el inciso primero del artículo 9°, de la que se dará cuenta en su oportunidad. Lo hicieron, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Novoa y Quintana. 

Artículo 12

Establece que un reglamento, emanado del Ministerio de Educación y suscrito además por el Ministerio de Hacienda, deberá establecer las normas necesarias para la aplicación de la ley propuesta en el presente proyecto.

Fue objeto de las indicaciones números 26 y 27.

La indicación número 26, de los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Walker, don Ignacio, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 12.- Un reglamento expedido por el Ministerio de Educación y suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas necesarias para la aplicación de esta ley. Dicho reglamento deberá expedirse en el plazo de seis meses contados desde la entrada en vigencia de esta ley.”.





La indicación número 27, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para consultar como inciso segundo, nuevo, el que sigue:

“El respectivo reglamento deberá dictarse en un plazo de 90 días contados desde la publicación de la presente ley.”.


Las indicaciones números 26 y 27, en conjunto con la indicación número 10, como ya se señalara en el presente informe, fueron aprobadas, con la redacción de que se dará cuenta en su oportunidad, que contiene el plazo de 90 días para la dictación del reglamento, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Novoa y Quintana. 

ARTÍCULO SEGUNDO

Introduce una serie de enmiendas en la ley Nº 19.287, que modifica la ley Nº 18.591 y establece normas sobre Fondos Solidarios de Crédito Universitario:


Se hace presente que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, las Comisiones unidas acordaron realizar enmiendas meramente formales en la letra b) del número 1) del ARTÍCULO SEGUNDO, de las que se dará cuenta en su oportunidad. Lo hicieron por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Novoa y Quintana. 

Número 2)


Modifica el artículo 8° de la siguiente forma: 


a) Agrega la siguiente frase final al inciso quinto: 


“Con todo, dicha suspensión no podrá exceder al plazo formal de duración de los estudios de postgrado correspondientes.”


b) Agrega los siguientes incisos sexto y séptimo, nuevos:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, a los deudores que estén cursando estudios de postgrado y  cuyos ingresos promedios mensuales sean inferiores a 6 UTM se les suspenderá la obligación de pago anual y el plazo máximo para servir la deuda.


La obligación de pago podrá suspenderse para aquellos deudores que así lo soliciten y acrediten cesantía sobreviniente, esto es, aquella producida en el período en que éste debe efectuar el pago de la cuota correspondiente. Esta suspensión podrá solicitarse por una sola vez y operará por un período máximo de doce meses. En este caso, el plazo máximo para servir la deuda se extenderá por el mismo número de meses que haya operado la suspensión.”.


Sobre este numeral recayeron las indicaciones números 28 y 29.


La indicación número 28, de los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Walker, don Ignacio, para agregar en la letra a), a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser coma (,) la siguiente frase “acreditado mediante la certificación que emita la institución de educación superior respectiva.”.


La indicación fue aprobada  por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Novoa y Quintana. 

La indicación número 29, de los Honorables Senadores señores Lagos y Walker, don Ignacio, para eliminar en la letra b), en el nuevo inciso séptimo que se agrega al artículo 8° de la ley N°19.297, la oración “Esta suspensión podrá solicitarse por una sola vez y operará por un período máximo de doce meses.”.

El señor Subsecretario de Educación destacó que es primera vez que se otorga el beneficio del seguro de cesantía a los deudores del fondo solidario.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Raúl Figueroa, señaló que se está en presencia de dos beneficios. En efecto, la ley del Fondo ya establece uno para las personas que tienen pocos ingresos en el artículo 10°, caso en el cual si el deudor tiene un ingreso promedio mensual menor a 6 unidades tributarias mensuales, no estará obligado a efectuar el pago anual. Expresó que actualmente se opera en base a la renta declarada para el año calendario anterior, y en base a ello se calcula el pago del 5%. Lo que se hace en esta oportunidad, agregó, es otorgar un nuevo beneficio específico a quien ya hizo su declaración y está pagando su deuda, y en el intertanto queda cesante, caso no contemplado actualmente por la ley.

La indicación fue retirada por el Honorable senador señor Lagos.


De conformidad con lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, las Comisiones unidas acordaron realizar una enmienda meramente formal en la letra b) del número 2) del ARTÍCULO SEGUNDO, de la que se dará cuenta en su oportunidad. Lo hicieron por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Novoa y Quintana. 

Número 3)


Modifica el artículo 11 de la siguiente forma:


a) Reemplaza el inciso primero por los siguientes incisos primero y segundo, cambiando los actuales su numeración correlativa: 


“Si un deudor no acreditare sus ingresos en el plazo señalado en el inciso primero del artículo 9º, el administrador general del fondo respectivo le determinará una cuota fija, anual y sucesiva, que se calculará en función del saldo deudor debidamente actualizado, dividiendo el monto de la deuda por el número de años de cobro, de acuerdo a la siguiente tabla: 


Saldo deudor deuda (UTM)


Años de cobro

Desde 0 a 50
  
6

Desde 51 a 100

9

Desde 101 a 200
         12

201 o más
          
         15


Para el cálculo de las cuotas anuales, la tasa de interés a utilizar ascenderá a un 2% anual.”.


De conformidad con lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, las Comisiones unidas acordaron realizar una enmienda de redacción en el encabezado de la letra a) del número 3), de la que se dará cuenta en su oportunidad. Lo hicieron por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Novoa y Quintana. 

El número 3), asimismo, fue objeto de la indicación número 30, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para incorporar la siguiente letra b), nueva:

“b) Reemplázase la expresión “al inciso precedente”, del inciso segundo del artículo 11 de la ley N° 18.591, por la expresión “a los incisos precedentes”.


La indicación fue aprobada, con enmiendas formales,  por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Novoa y Quintana. 

Número 5)


Agrega el siguiente artículo 17 bis, nuevo:

“Artículo 17 bis.- En caso de mora, y sólo una vez agotadas todas las instancias de recuperación prejudicial de la deuda, el administrador del fondo podrá reprogramar la deuda morosa de los deudores que no hubieren reprogramado con anterioridad y que lo soliciten al administrador. Esta reprogramación deberá ser en cuotas fijas, anuales y sucesivas. No obstante lo anterior, una reprogramación individual no podrá ocurrir antes de que hayan transcurridos tres años desde que el deudor entró en mora. 


Para acogerse a esta reprogramación, los deudores deberán hacer un pago inicial del todo o parte del saldo de capital más los intereses adeudados sin contar intereses penales y se les condonarán intereses penales en la misma proporción que el porcentaje de la deuda que inicialmente paguen, menos un 10%. Con todo, esta condonación en ningún caso podrá exceder del 80% de los intereses penales ni ser inferior al 20%.


El pago inicial no podrá ser inferior al monto mayor entre el 10% de la deuda, excluyendo los intereses penales, y el equivalente a cuatro unidades tributarias mensuales. Asimismo, en el caso de que el 10% de la deuda resulte superior a veinte unidades tributarias mensuales, el deudor podrá optar por pagar inicialmente este último monto.


El plazo de pago del saldo remanente de la deuda no deberá exceder de 10 años, si el monto de la deuda reprogramada es igual o inferior a 150 unidades tributarias mensuales, o de 15 años, si el monto de la deuda reprogramada es superior a 150 unidades tributarias mensuales.”.


Fue objeto de las indicaciones números 31 y 32.

La indicación número 31, de los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Walker, don Ignacio, para sustituir, en su inciso primero, la expresión “tres años” por “dieciocho meses”.


La indicación fue aprobada, con una enmienda meramente formal, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Novoa y Quintana. 


Del mismo modo, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, las Comisiones unidas acordaron realizar enmiendas formales en el inciso tercero del artículo 17 bis contenido en el número 5), de las que se dará cuenta en su oportunidad. Lo hicieron por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Novoa y Quintana. 

La indicación número 32, de los Honorables Senadores señores Escalona, Lagos y Walker, don Ignacio, para agregar un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:

“Si respecto de la cuota anual pactada el deudor acredita, en los términos previstos en el artículo 9° de la presente ley, que ésta es superior al 5% del total de los ingresos, sólo estará obligado a pagar ese año el monto equivalente al 5% del total de los ingresos que haya obtenido en el año inmediatamente anterior, expresado en unidades tributarias mensuales correspondientes a cada uno de los meses en que se percibieron los ingresos. Para este efecto se considerará como ingreso total del deudor el ingreso bruto menos los descuentos correspondientes a impuestos y cotizaciones previsionales obligatorias. La diferencia resultante de abonar el pago anual recaudado por la institución al remanente de la deuda, constituirá el saldo deudor. Transcurrido el plazo de 10 o 15 años a que se refiere el inciso anterior y habiendo el deudor cumplido todas las obligaciones que esta ley establece, dicho saldo deudor será condonado por el solo ministerio de la ley.”.





La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

ARTÍCULO TERCERO


Modifica el artículo 71 bis de la ley N° 18.591, agregando a continuación del punto aparte del inciso segundo, la siguiente frase final: 

“Sin perjuicio de lo anterior, se considerará en dicha distribución un aporte a cada institución, calculado sobre la base del volumen total de créditos a recuperar, los montos efectivamente recuperados y la variación anual de los mismos. Este aporte no podrá exceder para cada institución del 5% del total de los recursos recuperados por la misma durante el año anterior.”.

Sobre él recayeron las indicaciones números 33 y 34.

La indicación número 33, de los Honorables Senadores señores Lagos y Walker, don Ignacio, para agregar al artículo 71 bis de la ley N° 18.591 un literal d) del siguiente tenor:

“d) Un incentivo a cada institución, calculado sobre la base del volumen total de créditos a recuperar, los montos efectivamente recuperados y la tasa de variación anual de los mismos. Este incentivo se consultará anualmente en la Ley de Presupuestos y no podrá exceder para cada institución del 5% total de los recursos recuperados por la misma durante el año anterior.”.

El señor Subsecretario de Educación manifestó que, sin perjuicio de la inadmisibilidad de que, a su juicio, adolece, la indicación, su contenido recoge el espíritu de lo que establece el proyecto de ley, en el sentido que no da lo mismo, para las instituciones, el nivel de cobros que presenten.
La indicación número 34, de los Honorables Senadores señores Lagos y Walker, don Ignacio, para eliminar la frase final que se adiciona al artículo 71 bis de la ley N° 18.591.





Las indicaciones números 33 y 34 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Las Comisiones unidas, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado,  acordaron modificar la redacción del encabezado del ARTÍCULO TERCERO, en la forma que se dará a conocer en su oportunidad. Lo hicieron por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas Comisiones) y señores Frei (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Novoa y Quintana. 

- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de ​​​​​​​​9 de agosto de 2011, señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

La presente modificación legal tiene por objeto beneficiar a los deudores de los Fondos Solidarios de Crédito Universitario, Crédito Universitario y Crédito Fiscal Universitario, que se encuentren en mora y que no se hubiesen acogido a ninguna reprogramación anterior.

En lo fundamental plantea que los beneficios en las condiciones de pago que se incorporan en este proyecto de ley consisten en la condonación total o parcial de los intereses penales, lo que se determinará de acuerdo a un pago inicial que debe realizar el deudor, y en la fijación de un nuevo número de cuotas anuales.

II. Efectos del Proyecto de ley sobre el Presupuesto Fiscal

En atención a lo establecido en el artículo tercero del proyecto de ley, la Ley de Presupuestos del Sector Público deberá contener en el aporte a los Fondos Solidarios de Crédito, del presupuesto de Educación Superior, un monto del orden de $3.000 millones correspondientes al 5% de lo que en los últimos años han recaudado del créditos las universidades.”.





Posteriormente, la Dirección de Presupuestos emitió un Informe Financiero Complementario, de 16 de enero de 2012, del siguiente tenor:

“I. Antecedentes.

La indicación contenida en el presente mensaje amplía el universo de posibles beneficiarios de la reprogramación de su deuda. En el proyecto original se excluía de esta posibilidad a todos aquellos que habían realizado alguna reprogramación, pasando por medio de esta indicación a excluir sólo aquellos que se acogieron a la reprogramación de la ley 19.848 del año 2003.

II Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Al igual que en el caso del proyecto original, no hay costo fiscal producto de la reprogramación de los créditos universitarios y, por lo tanto, el ampliar el universo de beneficiarios tampoco lo tiene.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES





En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestras Comisiones de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, tienen el honor de proponer la aprobación de las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general por la Sala del Senado:

ARTÍCULO PRIMERO

Artículo 2°





Agregar, en el inciso primero, a continuación de la palabra “manifestarlo”, la expresión “por escrito”. (Unanimidad 7x0. Indicación número 4).

- - -

Incorporar el siguiente inciso tercero, nuevo:

“Por el período que medie entre la manifestación a que se refieren los incisos anteriores y el plazo para la suscripción del pagaré a que se refiere el artículo 4° de esta ley, serán suspendidos los procedimientos de apremio que se hubieren iniciado en contra de los deudores.”. (Unanimidad 7x0. Indicación número 5).

Artículo 3°

Inciso primero

Suprimir, entre “saldo” y “deudor”, la expresión “del”. (Unanimidad 7x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso segundo

- Reemplazar la frase “El mismo día” por “Vencido el plazo”. (Unanimidad 7x0. Indicación número 7).





- Intercalar, en la oración que comienza a continuación del punto seguido, entre el artículo “La” y la preposición “que”, la expresión “información”. (Unanimidad 7x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 4°

Inciso primero





Sustituir la locución “se acogió a la reprogramación”, por “efectuó la manifestación a que se refiere el artículo 2° de la presente ley,”. (Unanimidad 7x0. Indicación número 13).
Inciso segundo

Reemplazar, en el inciso segundo, las voces “proceder a”, por “efectuar”. (Unanimidad 7x0. Indicación número 15).
Inciso cuarto





Sustituir las expresiones “cuatro” y “veinte” por “4” y “20”, respectivamente. (Unanimidad 7x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Inciso quinto

Agregar la siguiente oración final: “En el caso de aquellos deudores que presenten deuda con más de una institución, deberán suscribir, para los efectos de la reprogramación, un pagaré con cada institución.”.(Unanimidad 7x0. Indicación número 18).

- - -





Agregar el siguiente inciso final, nuevo:

“El administrador del crédito respectivo deberá certificar el hecho de haberse acogido el deudor a la reprogramación  de créditos universitarios a que se refiere esta ley, con el objeto de aclarar los antecedentes bancarios o comerciales que puedan afectarle.”.(Unanimidad 7x0. Indicación número 19).

Artículo 9°

Inciso primero





Sustituir la oración “a la información relativa a los ingresos de los deudores de los créditos solidarios, pero sólo para el administrador respectivo”, por la siguiente: “al administrador respectivo en lo que se refiere a los ingresos de los deudores de los créditos solidarios que se acojan a la reprogramación de esta ley”. (Unanimidad 7x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 12





Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 12:- Un reglamento expedido por el Ministerio de Educación y suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas necesarias para la aplicación de esta ley. Dicho reglamento deberá dictarse en el plazo de 90 días contados desde la publicación de la presente ley.”. (Unanimidad 7x0. Indicaciones números 10, 26 y 27).

ARTÍCULO SEGUNDO

Número 1)

Letra b)





Sustituir la palabra “seis” por “6” y la expresión “UTM” por “unidades tributarias mensuales”. (Unanimidad 7x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Número 2)

Letra a)

Intercalar, entre la voz “correspondientes” y el punto final (“.”), la siguiente frase “, acreditado mediante la certificación que emita la institución de educación superior respectiva”. (Unanimidad 7x0. Indicación número 28).

Letra b)

Sustituir la expresión “UTM” por “unidades tributarias mensuales”. (Unanimidad 7x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Número 3)

Letra a)

Sustituir la frase que sigue a la voz “segundo”, hasta antes de los dos puntos (“:”), por la siguiente: “, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser incisos tercero y cuarto, respectivamente”. (Unanimidad 7x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
- - -

Incorporar la siguiente letra b), nueva:

“b) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 11 de la ley N° 18.591, que ha pasado a ser inciso tercero, la frase “al inciso precedente”, por “a los incisos precedentes”. (Unanimidad 7x0. Indicación número 30).

Número 5)

Artículo 17 bis

Inciso primero

Sustituir la expresión “tres años” por “18 meses”. (Unanimidad 7x0. Indicación número 31).

Inciso tercero

- Sustituir, en la primera oración, la palabra “cuatro” por “4”.

- Suprimir, en la oración que sigue al punto seguido (“.”), la voz “el” que antecede a la palabra “caso”, y la preposición “de” que antecede a “que”; y sustituir la palabra “veinte” por “20”.  (Unanimidad 7x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
ARTÍCULO TERCERO





Sustituir su encabezado por el siguiente:

“Agréganse en el artículo 71 bis de la ley N° 18.591, a continuación del punto aparte (“.”) del inciso segundo, que pasa a ser punto seguido (“.”), las siguientes oraciones:”. (Unanimidad 7x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
- - -


En mérito de las modificaciones precedentemente señaladas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:


PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO PRIMERO: Apruébase la siguiente ley de reprogramación de créditos universitarios:


“Artículo 1º.- Los deudores de los Fondos Solidarios de Crédito Universitario, crédito universitario y crédito fiscal universitario, establecidos en las leyes números 19.287 y 18.591 y en el decreto con fuerza de ley Nº4 de 1981, respectivamente, que se encontraren en mora al 30 de junio de 2011 y que no se hubieren acogido a ninguna reprogramación anterior, en adelante “los deudores”, podrán acogerse a las condiciones de pago que se establecen en la presente ley.

Artículo 2º.- Los deudores que deseen acogerse a los beneficio de esta ley deberán manifestarlo por escrito al administrador del crédito respectivo, en adelante, “el administrador”, dentro de los tres meses siguientes a la fecha en que se publique el consolidado de la deuda de acuerdo a lo establecido en el artículo 3º de esta ley.

En dicha comunicación fijarán un domicilio, destinado al envío de las notificaciones y avisos relativos a esta y otras gestiones vinculadas al crédito, e informarán, cuando corresponda, la entidad previsional a la que se encuentran afiliados. Para efectos del envío de los avisos, los deudores podrán señalar una dirección de correo electrónico.

Por el período que medie entre la manifestación a que se refieren los incisos anteriores y el plazo para la suscripción del pagaré a que se refiere el artículo 4° de esta ley, serán suspendidos los procedimientos de apremio que se hubieren iniciado en contra de los deudores.
Artículo 3º.- Transcurridos 30 días desde la fecha de publicación del reglamento de esta ley, el administrador procederá a determinar el saldo deudor de los beneficiarios de esta ley, para lo cual calculará las cuotas adeudadas, vencidas y por vencer, con la totalidad de los intereses penales que correspondan, las que serán consolidadas estableciéndose un nuevo saldo deudor expresado en unidades tributarias mensuales, de acuerdo al valor que dicha unidad tenga en el mes en que se efectúe el cálculo.

Vencido el plazo mencionado en el inciso anterior, el administrador deberá poner a disposición de los deudores, en la página web de la respectiva universidad, la información relativa a la deuda consolidada, resguardando la confidencialidad de los datos. La información que se proporcione a cada deudor deberá distinguir del saldo deudor, el monto correspondiente a los intereses penales adeudados.

Además, dentro de los cinco días siguientes a la publicación a la que se refiere el inciso anterior, el administrador deberá publicar, en un diario de circulación nacional, un aviso que informe la página web en la cual se encuentre disponible la consolidación de las deudas y el plazo de los deudores para reprogramar.

Artículo 4º.- El deudor tendrá el plazo de dos meses, contados desde que efectuó la manifestación a que se refiere el artículo 2° de la presente ley, para convenir con el administrador el número de cuotas anuales, iguales y sucesivas en que pagará su saldo, las que en ningún caso excederán de 10 cuotas, si el monto de la deuda reprogramada es igual o inferior a 150 unidades tributarias mensuales, o de 15 cuotas, si el monto de la deuda reprogramada es superior a 150 unidades tributarias mensuales.

En el momento de convenir el número de cuotas, el deudor deberá efectuar un pago inicial, correspondiéndole una condonación parcial o total de los intereses penales, la que se determinará de acuerdo al monto inicial pagado. El deudor podrá realizar el pago inicial hasta en seis cuotas mensuales sucesivas, debiendo pagar la primera al contado. Si el deudor incumple el pago de las cuotas correspondientes al pago inicial de la deuda reprogramada, el administrador la podrá hacer totalmente exigible.

A los deudores que inicialmente paguen el 50% o más del saldo de capital más los intereses adeudados sin contar intereses penales, se les condonará la totalidad de los intereses penales. A los deudores que paguen un porcentaje inferior al anterior, se les condonarán, en ese momento, los intereses penales en un porcentaje equivalente al doble del porcentaje de esa deuda que paguen inicialmente. En este último caso, el deudor será beneficiado, además, con la condonación parcial del saldo de los intereses penales al momento del pago de las cuotas pactadas. Para estos efectos, la condonación de los intereses penales será equivalente al doble del porcentaje que represente cada cuota pagada respecto de la deuda consolidada, sin contar intereses penales.

El pago inicial no podrá ser inferior al monto mayor entre el 5% de la deuda, excluyendo los intereses penales, y el equivalente a 4 unidades tributarias mensuales. Asimismo, en el caso que el 5% de la deuda resulte superior a  20 unidades tributarias mensuales, el deudor podrá optar por pagar inicialmente este último monto.

El deudor deberá suscribir un pagaré que dé cuenta de su nueva deuda, el que, si correspondiere, comprenderá las cuotas del pago inicial a que se refiere el inciso segundo de este artículo. El saldo será expresado en unidades tributarias mensuales, que devengarán un interés de un 2% anual. En este pagaré se incluirán las condiciones de condonación de los intereses penales estipulados en el inciso cuarto de este artículo. En el caso de aquellos deudores que presenten deuda con más de una institución, deberán suscribir, para los efectos de la reprogramación, un pagaré con cada institución.
El pagaré referido en el inciso anterior, y las actas del protesto del mismo, cuando procediere, se encontraran exentos de los impuestos establecidos en la Ley de Timbres y Estampillas.

El administrador del crédito respectivo deberá certificar el hecho de haberse acogido el deudor a la reprogramación  de créditos universitarios a que se refiere esta ley, con el objeto de aclarar los antecedentes bancarios o comerciales que puedan afectarle.
Artículo 5º.- Al momento de suscribir el pagaré a que se refiere el artículo anterior, el deudor deberá otorgar un mandato irrevocable a favor del administrador, para que éste requiera a su empleador que deduzca de sus remuneraciones el monto de las cuotas del crédito que hubiere acordado con el administrador. Para ello, la cuota anual deberá dividirse en doce cuotas mensuales iguales.

Dichos descuentos deberán ajustarse a los límites establecidos para estos efectos en los artículos 58, inciso segundo, del Código del Trabajo, y 96, inciso segundo, de la ley Nº 18.834, según corresponda.

Artículo 6º.- En el caso de los deudores que acrediten no haber egresado de ninguna institución de educación superior y cuyos ingresos mensuales sean inferiores a 10 unidades tributarias mensuales, de acuerdo a la acreditación de ingresos establecida en el artículo 9° de la ley Nº 19.287, y cuya cuota anual pactada en conformidad al artículo 4º de esta ley resulte superior al 5% del total de los ingresos, sólo estarán obligados a pagar ese año el monto equivalente a un 5% de sus ingresos totales. Para estos efectos, se considerará como ingreso total del deudor el ingreso bruto menos los descuentos correspondientes a impuestos y cotizaciones previsionales obligatorias.

Sólo podrán acogerse a este beneficio aquellos deudores que cumpliendo con los requisitos mencionados en el inciso anterior, reprogramen sus deudas en los plazos máximos establecidos en el inciso primero del artículo 4º de esta ley, de acuerdo al monto de la deuda reprogramada.

La diferencia que se produzca entre la cuota originalmente pactada y la que se pague en virtud de la aplicación del presente artículo, se condonará automáticamente al efectuarse el pago.

Artículo 7º.- Si el administrador respectivo optare por el cobro mediante el descuento de las remuneraciones del deudor, y así lo solicitare por escrito, los empleadores de los beneficiarios de créditos repactados en conformidad con las normas de esta ley, deberán descontar de las remuneraciones de dichos beneficiarios las mensualidades correspondientes al pago de créditos solidarios universitarios, dentro de los términos  señalados en el artículo 5º, debiendo enterar la mensualidad descontada a la institución acreedora correspondiente antes de proceder a la retención siguiente.

El requerimiento del administrador del fondo de crédito al respectivo empleador, deberá cumplir con las condiciones y formalidades que se establezcan en el reglamento.

Si el empleador no efectuare el descuento correspondiente, habiendo sido requerido para ello en razón del inciso anterior, o, habiéndolo efectuado, no enterare los fondos a la institución acreedora correspondiente, las sumas respectivas se reajustarán considerando la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor, del período comprendido entre el mes que antecede al anterior a aquél en que debió efectuarse el pago, y el mes que antecede al mes anterior a aquél en que efectivamente se realice. Además, deberá pagar a la institución acreedora que corresponda, una suma equivalente a una unidad de fomento por cada mes en que no efectúe el descuento.

Por cada día de atraso, las sumas reajustadas devengarán un interés penal equivalente a la tasa de interés corriente para operaciones reajustables en moneda nacional a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 18.010, aumentado en un 20%. Con todo, a contar de los noventa días de atraso, la tasa antes referida se aumentará en un 50%.

Las cantidades que resulten de la aplicación de los incisos anteriores se imputarán al saldo del crédito adeudado por el trabajador, cuando se produzca el pago respectivo.

Sin perjuicio de lo anterior, las instituciones deberán perseguir del empleador el pago de las retenciones que no se hubieren enterado, incluidos los reajustes e intereses que correspondan, conforme con las normas sobre pago y cobro de cotizaciones previsionales contenidas en la ley Nº 17.322, gozando de igual preferencia que éstas.

Artículo 8º.- La Tesorería General de la República estará facultada para retener de la devolución de impuestos a la renta que le correspondiere anualmente a los deudores del crédito solidario, crédito universitario y crédito fiscal universitario, que se acojan a los beneficios de esta ley, los montos que se encuentren impagos según lo informado por el respectivo administrador, en la forma que establezca el reglamento, e imputar dicho monto al pago de la mencionada deuda.

La Tesorería General de la República deberá enterar los dineros retenidos por este concepto al administrador del Fondo Solidario de Crédito Universitario respectivo, en el  plazo de treinta días contados desde la fecha en que debiera haberse verificado la devolución, a menos que el deudor acredite que ha solucionado el monto vencido y no pagado por concepto de crédito universitario, mediante certificado otorgado por el respectivo administrador. Si el monto de la devolución de impuestos fuere inferior a la cantidad adeudada, subsistirá la obligación del deudor por el saldo insoluto.

Con todo, los deudores a los cuales el empleador les haya retenido y no pagado, total o parcialmente, los montos impagos, podrán requerir de la Tesorería General de la República la liberación de la retención efectuada por ésta, en la forma que señale el reglamento, si probaren que su empleador les ha efectuado retención o que existen juicios pendientes de cobro en contra del referido empleador.

 La liberación a que se refiere el inciso anterior alcanzará sólo hasta el monto de lo probado.

Artículo 9º.- Para efectos de la acreditación de los ingresos establecida en el artículo 6º de la presente ley, el deber de secreto o reserva de los antecedentes tributarios, contenido en el artículo 35 inciso segundo del Código Tributario, no será aplicable al administrador respectivo en lo que se refiere a los ingresos de los deudores de los créditos solidarios que se acojan a la reprogramación de esta ley.            

Asimismo, los administradores de fondos de crédito se encontrarán facultados para solicitar información a las entidades previsionales que corresponda, en relación con los ingresos de los deudores que reprogramaron sus créditos, las que estarán obligadas a entregarla.

Artículo 10.- El pago de las cuotas anuales correspondientes se iniciará en el año calendario siguiente al de la suscripción del pagaré mencionado en el artículo 4º de esta ley.

Artículo 11.- En todo lo no regulado expresamente en esta ley, se aplicarán en forma supletoria las disposiciones de la ley N° 19.287, con excepción de lo dispuesto en los artículos 10, 12 y 16 de la misma.

Artículo 12:- Un reglamento expedido por el Ministerio de Educación y suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas necesarias para la aplicación de esta ley. Dicho reglamento deberá dictarse en el plazo de 90 días contados desde la publicación de la presente ley.”.

ARTÍCULO SEGUNDO: Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.287, que modifica la ley Nº 18.591 y establece normas sobre Fondos Solidarios de Crédito Universitario:

1) Modifícase 
el artículo 7º de la siguiente forma:



a) Reemplázase el inciso tercero la frase “de las instituciones a que se refiere el artículo 70 de la ley 18.591” por “institución de educación superior reconocida por el Estado”. 



b) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:



“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el beneficiario podrá voluntariamente anticipar el inicio de su período de pago mencionado en el inciso anterior. Para estos efectos, el beneficiario deberá informarlo al respectivo administrador general del fondo y acreditar que su ingreso promedio mensual, durante los 6 meses inmediatamente anteriores, calculado en la forma establecida en el artículo 8°, es mayor a 6 unidades tributarias mensuales, vigentes al 31 de diciembre del año respectivo.”.


2) Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma: 


a) Agrégase la siguiente frase final al inciso quinto: 


“Con todo, dicha suspensión no podrá exceder al plazo formal de duración de los estudios de postgrado correspondientes, acreditado mediante la certificación que emita la institución de educación superior respectiva.”.


b) Agréguense los siguientes incisos sexto y séptimo nuevos:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, a los deudores que estén cursando estudios de postgrado y  cuyos ingresos promedios mensuales sean inferiores a 6 unidades tributarias mensuales se les suspenderá la obligación de pago anual y el plazo máximo para servir la deuda.


La obligación de pago podrá suspenderse para aquellos deudores que así lo soliciten y acrediten cesantía sobreviniente, esto es, aquella producida en el período en que éste debe efectuar el pago de la cuota correspondiente. Esta suspensión podrá solicitarse por una sola vez y operará por un período máximo de doce meses. En este caso, el plazo máximo para servir la deuda se extenderá por el mismo número de meses que haya operado la suspensión.”.


3) Modifícase el artículo 11 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el inciso primero por los siguientes incisos primero y segundo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser incisos tercero y cuarto, respectivamente: 


“Si un deudor no acreditare sus ingresos en el plazo señalado en el inciso primero del artículo 9º, el administrador general del fondo respectivo le determinará una cuota fija, anual y sucesiva, que se calculará en función del saldo deudor debidamente actualizado, dividiendo el monto de la deuda por el número de años de cobro, de acuerdo a la siguiente tabla: 


Saldo deudor deuda (UTM)


Años de cobro

Desde 0 a 50


6

Desde 51 a 100

       
9

Desde 101 a 200


12

201 o más
               

15


Para el cálculo de las cuotas anuales, la tasa de interés a utilizar ascenderá a un 2% anual.”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 11 de la ley N° 18.591, que ha pasado a ser inciso tercero, la frase “al inciso precedente”, por “a los incisos precedentes”.


4)
Reemplázase en el inciso primero del artículo 15 el guarismo “1,5” por “1”.


5)
Agrégase el siguiente artículo 17 bis nuevo:

“Artículo 17 bis.- En caso de mora, y sólo una vez agotadas todas las instancias de recuperación prejudicial de la deuda, el administrador del fondo podrá reprogramar la deuda morosa de los deudores que no hubieren reprogramado con anterioridad y que lo soliciten al administrador. Esta reprogramación deberá ser en cuotas fijas, anuales y sucesivas. No obstante lo anterior, una reprogramación individual no podrá ocurrir antes de que hayan transcurridos 18 meses desde que el deudor entró en mora. 


Para acogerse a esta reprogramación, los deudores deberán hacer un pago inicial del todo o parte del saldo de capital más los intereses adeudados sin contar intereses penales, y se les condonarán intereses penales en la misma proporción que el porcentaje de la deuda que inicialmente paguen, menos un 10%. Con todo, esta condonación en ningún caso podrá exceder del 80% de los intereses penales ni ser inferior al 20%.


El pago inicial no podrá ser inferior al monto mayor entre el 10% de la deuda, excluyendo los intereses penales, y el equivalente a 4 unidades tributarias mensuales. Asimismo, en caso que el 10% de la deuda resulte superior a 20 unidades tributarias mensuales, el deudor podrá optar por pagar inicialmente este último monto.


El plazo de pago del saldo remanente de la deuda no deberá exceder de 10 años, si el monto de la deuda reprogramada es igual o inferior a 150 unidades tributarias mensuales, o de 15 años, si el monto de la deuda reprogramada es superior a 150 unidades tributarias mensuales.”.

ARTÍCULO TERCERO.-
Agréganse en el artículo 71 bis de la ley N° 18.591, a continuación del punto aparte (“.”) del inciso segundo, que pasa a ser punto seguido (“.”), las siguientes oraciones:

“Sin perjuicio de lo anterior, se considerará en dicha distribución un aporte a cada institución, calculado sobre la base del volumen total de créditos a recuperar, los montos efectivamente recuperados y la variación anual de los mismos. Este aporte no podrá exceder para cada institución del 5% del total de los recursos recuperados por la misma durante el año anterior.”.

Artículo transitorio.- Lo dispuesto en el numeral 5) del ARTÍCULO SEGUNDO comenzará a regir transcurridos 2 años desde la publicación del reglamento de la presente ley.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 17 de enero de 2012, con asistencia los Honorables Senadores señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente) (Ignacio Walker Prieto), señora Ena Von Baer Jahn (Carlos Ignacio Kuschel Silva) y señores, Camilo Escalona Medina, Ricardo Lagos Weber, Jovino Novoa Vásquez y Jaime Quintana Leal.


Sala de la Comisión, a 17 de enero de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre

Secretario de las Comisiones de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas
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� Este precepto señala que son relacionadas con una sociedad las siguientes personas: a) Las entidades del grupo empresarial al que pertenece la sociedad; b) Las personas jurídicas que tengan, respecto de la sociedad, la calidad de matriz, coligante, filial ocoligada, en conformidad a las definiciones contenidas en la ley N° 18.046; c) Quienes sean directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales o liquidadores de la sociedad, y sus cónyuges o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, así como toda entidad controlada, directamente o a través de b) otras personas, por cualquiera de ellos, y d) Toda persona que, por sí sola o con otras con que tenga acuerdo de actuación conjunta, pueda designar al menos un miembro de la administración de la sociedad o controle un 10% o más del capital o del capital con derecho a voto si se tratare de una sociedad por acciones. La Superintendencia podrá establecer mediante norma de carácter general, que es relacionada a una sociedad toda persona natural o jurídica que por relaciones patrimoniales, de administración, de parentesco, de responsabilidad o de subordinación, haga presumir que:





1.- Por sí sola, o con otras con quienes tenga acuerdo de actuación conjunta, tiene poder de voto suficiente para influir en la gestión de la sociedad;


2.- Sus negocios con la sociedad originan conflictos de interés; 3.- Su gestión es influenciada por la sociedad, si se trata de una persona jurídica, o 4.- Si por su cargo o posición está en situación de disponer de información de la sociedad y de sus negocios, que no haya sido divulgada públicamente al mercado, y que sea capaz de influir en la cotización de los valores de la sociedad. No se considerará relacionada a la sociedad una persona por el sólo hecho de participar hasta en un 5% del capital o 5% del capital con derecho a voto si se tratare de una sociedad por acciones, o si sólo es empleado no directivo de esa sociedad


� Boletín N° 7.760-04, proyecto de ley sobre requisitos de funcionamiento de universidades no estatales, en relación con el lucro.
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